He las bisas ; Materias que fonlieiie el Primer Toma ile ta 2 J writ 
que principia con el alto 1871. 



v.t Knims. 

Acih'iéIo tía- la Suprimía Corle, nombrando cotijticces para A 
año de 1871 < •* 

Acuerdo ile l;i Suprema Curte declarándose cu receso 

Acuerdo de ta Suprema Curio prorogatttla el término del 
ámenlo ¡mlcriiir • 



I. 

Los liereilcrus de 11. Santiago Harrionuevu, toiUra l). Ger- 
vasio del Mármol, per cobro m poso*. 

SnMCtrío. — 4* Terminado nti juicio de quiebra, las acciones 
que los aiiti^iioü acreedores entablan eonlra el ilemlur. pueden 
limarse ante cualquier jiisliria, á ruyu Tuero rorrespondan. 

i* Solo en el raso de hallarse pendiente el concurso, cor- 
responden siempre al conormiiento dfl lus tribunales de pro- 
vincia, cualquiera que sea la nacionalidad, o vecindad de las 
personas, • • * 

CU SA II. 

1). Carlos Andrew y O, centra el capitán Hollinan de la 
barca «Putar,» sobre "inde izacioii do llanos y perjuicios. 

$ttóí«río.— i° Kl capitán de un biiq lebe eiiln-par linaria 

(íii la misma forma en que la lia runbido. y responde de los 
dañes sufridos pur ella, que no provengan de virio pnqno de 
b cosa, fuerza mayor ó culpa del cargador. 

•1- >o se presume ipic la carga se haya enr Mitrado en dife- 
rente estado del que se espresa en los conocimientos. 

T. L ™ 
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"¿» No haciéndose I bordo el recouocimienlo tic la carga, 
los dueños de ella licncu derecho para exigirlo liasta 18 huras 
después de la descarga. 

■I" La descarga no se considera flfeclüádíi mientras tío lle- 
"iieu á tierra las im-rraderias: mucho mas si, según los cono- 
cimientos debe ella hacerse por los ron* i ¡muíanos del buque. 

5° La Suprema Corle no puede Tallar, Hiera de los casos 
ilelarl. '21\ de la ley de procedimientos, sobre capítulo alguno 
ijur no haya si«lu propuesto ;t la decisión del interior 12 

CAUSA DL 

D. Ernesto lteulcfulir, contra el Juez de Paz ilc Moreno, so- 
bre violación de articules constitucionales. 

S^Dtarh.— I" Las causas criminales, por delitos comunes 
cometidos dentro del territorio da una provincia, corresponden 
al conocimiento ilc los Tribunales l'rovim iales, cualquiera 
que sea la nacionalidad del acusado. 

2° La violación de las garantías cnnslilunonalcs relativas á 
la propiedad, libertad y vida de los habitantes de la llepú- 
blica no sujeta, por si sola, las causas que de ella surjan, 
al Tuero federal ....... • ■ ■;«.->. »;:*«* * ■ ■ SO 

CAUSA IV. 

Otero y G% contra l). Iternardo Ihirraspc, sobre interdicto 
de recobrar la posesión. 

Sumario. — I a El interdicto umíi 1 rt no procede sino lia 
habido despojo, ti ocupación de propia autoridad, de la cosa 
ajena. 

2" Estos estreñios no existen en quien fué puesto en pose- 
sión en virtud de compra hecha de buena fé, y conocida por 
los que alegan dominio sobre la cosa. 

¡V* El interdicto de precario procede contra el precario te- 
nedor que resiste la cosa á quien se la dio en precario, y 
contra quien la recibió de aquel, con dolo malo. 

& Tenedor precario es quien recibe la cosa para tenerla 
a disposición del dueño y entregársela en cualquier momento 
que se la pida. • . • * * 

CAUSA V. 

D. Serapio Segundo Ovejero, contra 1». Señando Escobar, 
sobre indemnización de daños y perjuicios. 
Sumará».—- P Él condenado por un delilo no puede impug- 
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n:ir el hecho que lo constituye, ni su culpabilidad en el 
juicio civil que, después del rrimimd. se id;:» por h indeim 
ni/ariou de (Jallos j perjuicios ocasitmadus por aquel 

2" Sin embas'^ puede imi el juicio civil oponer las esrer«- 
nurms tiuc un se e-me.-au e¡i el arl. til. W T sec 2', lili 

2», del Có.1. Civil 

:{■» Ku caso debo abrirse l¡i cansa & pincha, y es nula 
),i seuleriria que se dicte sin ese Iráiuile escntji&í.. i* 

II Adolfo Garraitstíi contra la Pro-yincia «le Caiaman-a, por 

ciihio ilr pi-uis. 

Snui'ti'in, — I" La responsabilidad bajo la cual utin persona 
ha ohlriiiilu ii n embalso do ob'CloS, que después |i.i;i sid.» 
exprupiadn, no le da personería nara reclamar de 1;i aulori- 
d.id que expropió, el valor de Ins mismos ; muidlo mas, un 
evístiendu ^csiimi alguna ilel dueño |iara hacer H'erliva la di- 
eh;i responsabilidad. 

-i" La misma no se extiende á las cnttserueiicias de hechos 
producidos por fuer/a ma\ur. 

l na Provincia nu es responsable por hi que ejecuie un 
gcjfe luilitar t[ue no tiene carácter público, emanado de su 
fiuliieniu, y nu (dirá pur úrdon ó aulori/arion del mismo. 

i" hallando La rapacidad lepl del aelur para inleular la 
ilemainla. falla la demanda misma. 

.">■■ En ole caso, pendo la demanda dirigida coiítra una 

Provincia, cesa h juruürcion originaria de la Suprema Corle 
pura rouurer en ella. 

IV' Cesa igualmente dicha jurisdicción en el caso en qu. 
resalle no haber Provirieíjí lp)é sea parle ni l,i eaiísa :!} 

CA0SA vil. 

Sievers y Meycr enntra el capitán del limpie «María CeHrn- 
dís-i y el representante de los Seguros, sobro ay«Has. 

Sumario,— \° Kl nombramiento de peritos arliílradoros he- 
cho por las partes cu una causa de averias, importa Nmmler 
ñ su decisión ludas h*s cuestiones i|m; por su naturaleza de- 
lien decidirse previa Ínl'uni¡acÍoii perú ial. 

2" Las causas de una averia y las responsabilidades qué de 
ella surjen deben ser determinadas pur personas peritas. 

:i" La descarga de mercaderías no puede considerarse sino 
como un solo arlo que concluye al lenuiit.ir totalmente aquella 
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4" Cuando U averia no es visible por inora, el reconoci- 
miento puedo pedirse hasta tres días después de pasar los 
erectos a manos del consignatario 89 

CAUSA VIH. 

Sebastian Coler, sgbre exención del servicio do la Guardia 
Nacional. 

Sumario. — La imposibilidad física exime ¡disolutamente del 
servicio de la guardia nacional, sin distinguir el servicio en 
campaña y el dentro de la ciudad • 

CAUSA IX, 

El coronel de Guardias Nacionales U. Patricio Rodríguez, 
sobre recurso de « babeas corpus. > 

SrinMirío — Ks admisible el recurso de «babeas corpus» no 
resultando justilicada la causa de ta prisión m 

CAÜSA X. 

■ 

Ü. Agustín llios contra I). Luis Scribaui, sobre personería. 

Sumario*— Intentada una acción, invocando la ralidad de 
heredero, la personería del actor está justificada, siéndolo la 
calidad invocada. • ■ 

CAUSA XI. 

D. José M. Cbanfreau y & contra la Provincia de tlorr ¡en- 
tes, por cobro de pesos. 

S»m;rio. I" Par» 1 uc un Gobernador de Provincia la 

obligue como su representante, es necesario que lo haga con- 
forme a la constitución y á las leyes provinciales. 

No siendo aH. sus actos pueden responsabilizar solo á 
su persona. 

3* Reconocida por un Gobernador la legalidad do una legis- 
latura por el becbo de elevar á ella su renuncia, ¿ instar 
después para su aceptación, no queda al arbitrio del mismo 
el desconocerla en seguida. 

4» £1 Gobernador que renuncia su cargo, cesa de serlo 
después de aceptada la renuncia por el poder competente. 

5» Los contratos tiuo eso Gobernador celebró posterior- 
mente, no pueden obligar á lo* poderes que aquel se pro- 
pone combatir, con el objeto de volver ;'i ejercer el mando 
renunciado. 

6o Mucho mas, si .leí contrato se desprende, que la mente 
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Je los contratantes fué subordinar á la realización de ose oh- 
jetu, quenoluvo lugar, el cumplimiento del mismo a'J 

CAUSA X1L 

D. Hamun Anzoategui contra el Cefe de la Oficina de lla- 
tienda de la PfOvjneia ile Salla, sobro iiicoustilucionalidad de 
impuestos. 

Sumario.— 1" Un impuesto provincial que prava « las casas 
donde se consignan v espondeo licores por mayor», sin dis- 
tinción en cuanto al lugar de su fabricación, grava el ronsii- 
ino local, v no la introduce uní, el tráiishu y la circulación de 
los mismos. 

En esos turramos, diebo impuesto no es conlfftrio á los 
artículos 10 y II de la Constitución 

CAUSA XIII. 

D. Manuel Cuudom, hijo, contra J>. Angel Teju, sobre re- 
nuncia de poder. 

Sumario. — í° Por la lilis conlcslacion el procurador hace 
suya la causa. 

É» La falla de fondos ito es causa jusla para la renuncia 
del poder. 

:i<> Es obligación del apoderado judicial hacerse d¡ir instruc- 
ciones y espensas al aceptar un poder 0¿ 

CAl'SA XIV. 

1). Claudio Mauterula contra l>. Eugenio liuslos, por cobro 
de pesos. 

Sumaria.— Las reservas hechas en la sentencia de trance y 
remate con arreglo al arl. de la ley de procedimientos, 
se entienden para el caso en que el ejccnladu tenga que hacer 
reclamos que no han sido materia de cosa juzgada % 

CAI SA XV. 

i 

1). Claudio Manlerola contra I). Eujenio Ihistos, recurso de 
queja. 

Sumario. — Apelado un auto eu una parle y consentido en 
la utra que ordena el nombramiento de contadores, el Juez 
u ¡¡un puede proveer sobre este 100 
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CAUSA XVI. 

Comí ra Hnos. contra el Ur. José Vasquez Sagaslume, es-mi- 
nistro Orictilal cu el Paraguay, por -cobro *lu letras. 

Siuntirio.—l'nn letra fir.nl a contra un gobierno por su re- 
presentante, autorizado para filo, nu puede ser cobrada contra 
este, como líbradur. . . . . „.,..„, H * 1 

CAUSA XVII. 

1). Andrés I'olnzzi, contra el Convento de Sanio Hornillo de 
Mendoza, por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario, — -Nu oponiéndose excepción en el juicio ejecutivo, 
dentro del termino legal, debe dictarse la sentencia de remate. iOt» 

CAUSA XVIII. 

Lamas llegúuega y C a , contra D. Alejandro Ta/, por cobro 
de pesos. 

Sumario.— i 1 ' La mención de distinto domicilio becba, pol- 
los contrayentes al tiempo de celebrar un contrato, es prueba 
bastante p'ara deler minar la competencia de los Irib míales h> 

deralés. 

2" Cuando el Tuero Federal procede por la diversa vetin- 
dad ile las parles, es innecesaria la prueba de la nacionalidad 
del demandado, 

3 U El puesio ilc Sulí-secrelario du Estado nu puede desem- 
peñarse por (piicu no es ciudadano argentino IOS 

CAUSA XIX. 

0, Eduardo Ilocbe, eapitan del buque « Seoltland * conlra 
Eiendclbury Séllala y C% por cobro du estadías, fletes, elr. ele. 

Sumiiño.—\" IVohadn. el urdió dr las soluvi'sladúis, deben 
estas ser pagadas con arreglo al convenid relativo, en caso de 
no justificarse eseepciou legitima. 

2" Un solo testigo no bace Té en juicio. 

«> Las sobreestad tas cobradas romo daños y perjuicios deri- 
■adus del embargo del Hete pedido por los _ cardad ore- vti jui- 
do separado, son materias de este misuiu juicio. • 

4* Los daños y perjuicios á indemnizarse por el deiuler. 
son lus une sean consecuencia directa é inmediata de la talla 
de cumplimiento del contrato. 

5" La demora de la salida d# uti bmpie lio es consecuencia 
directa é inmediata le la demora en él pago de los fletes 
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O Mucho mas si esta mido evitarse .láñase ank* fo 
que el capitán diera <¡on pustenorulaii. 

> La disminución «lo oléelos quo » cntre-an por el ra- 
citen lo c hacerse jusl.ficnr por oieriio de reconecmi.ento ju- 
S§íf v ¿tito ^ iS láminos señalados por los arla. 124b 
v liU'del Código de Comercio. 

* 8- No estando jusiíítóadú convenio $m f£± *?*Lf 4 , t 
precio de efectos vendíaos, debe ruarse el comente de plan, lli 

CAUSA XX, 

D*. Estefanía R, tic Onicva, contra Remo y Sala, por re- 
curso de queja. 

Síiwartú —I» L'ua escritura do venta de un buque o orgai a 
Jc m escribano de fei^ «« puede ser «HdM 
come un boleto de venia. 

* Debe por consiguióme reponerse el papel sellado iiairie- 
nal que corresponde, y pagarse la multa que t-siablece ta ley 
nacional de sellos. 

3» Los autos relativos A las multas por violación .le tUishS 
ley son inapelables * "' 

CAUSA XVI 

|| Ministerio tal contra D. Osvaldo Rodríguez, por de- 
fraudación al Erario. 

Sumaria.— 1° Vara que el Jue» resolver en la sen- 

tencia deliniliva, es indispensable que al deducirse la arción 
se determine claramente la persona contra quien se pule. 

* La ífldetermiiiaeion de la peMbttH contra quien se ife- . 
duie un reclamo no permite dar a quien corresponde la debida 
audiencia para sustanciar la causa... - 

CAUSA XXII v XMll. ta) 

El Manco de Londres v Rio de la Piala del Rosario, con- 
tra Di Casimiro llivaibmeir.i. en recurso de queja. 

Afwwrío.— I" La jurisdicción délos tribunales nacionales es 
«chívente de la de los provinciales en las causas M^li** 
^^ L Jí¿^ lA y :td, la ley de t i de Setiembre 

de \m. 

2» Dicha jurisdicción nu se esliendo á casos que no esl en 
señalados. 
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3* No lo está el caso que una ley provincial sea impugnada 
como repugnante ú la Constitución nacional. 

i" En esle caso la Constitución es de indirecta aplicación. 

5*! La objeción de inconslilucionalidad de leyes provinciales 
no hasta para privar á lus trihunales de provincia de la juris- 
dicción (¡ue les compele para conocer en causas regidas por 
dichas leves. 

6* Dichos tribunales son también ejecutores de la 'Constitu- 
ción Nacional, y la pueden y deben interpretar y esplicar. 

7* Solo queda a salvo el recurso estahlecido por el art. II, 
inc. 2, de la ley de I I de Soliemhre de I8G3, para corregir 
las interpretaciones que sean erróneas. 

8' 1 De otro modo la jurisdicción de los tribunales de Pro- 
vincia seria absorbida por la de los Tribunales de la Nación, 
bastando para privar á aquellos del conocimiento de tas cau- 
sas, alegar que las leyes aplicables al dchate son contrarías á 
la Lonstif ucion. , , 4 , t 1 3-i 

CAUSA XXIV. 

El Fisco Nacional, contra el mayor D. Itavmuudo Loyola, por 
devolución de valores fiscales. 

Sumario*— i* La acción penal y la civil que nacen de un 
delito, son independientes entre sí, v pueden intentarse con- 
junta ó separadamente' 

2"' La acción civil por devolución de valores defraudados 
al lisru, compele al Juez de Sección, si en la rrinijii;il une 
corresponde a otro tribunal ha sido emitida. 

3' El Presidente de la República, como gefe de las fueras 
militares, puede ordenar el sobreseimiento de una cansa cri- 
minal contra un militar, ó indultarte de la pena, dejando a 
salvo las acciones civiles del lisco ]3y 

caisa XXV. 

Don Santos Funes contra Don Mariano Villalon, por indem- 
nización de daños y perjuicios. 

Sttmariú.— I» No puede en un pleito por indemnización de 
perjuicios, lomarse en cuenta una partida que ha sido juz- 
gada en otro. 

-° I*» solo testigo no hace le 119 

CAUSA XXVI. 

D. Mariano Vilblon contra IL Santos Funes, por robro de 
pesos. 
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Sumario.— 1* La duda ó ignorancia alegada sobre hechos 
propios por quien absuelva posiciones» equivale á la confesión, 

*■ Las posiciones pueden deferirse hasta la conclusión de 
la calida para definitiva, 

;¡- No hahiéndose convenido el tiempo en que dclie paparse 
el talaje de animales, se entiende él en que se sacan estos 
de los potrems. 

i" Kl dueño de animales puestos ¡í invernar al cuidado de 
mis invernadores, debe imputarse á si mis mu el perjuiciu que 
sufran aquellos, por la mala calillad del pasto. 

5» Mucho mas si no se ha convenido expresamente sobre la 
calidad del talaje, 

O 1 El perjuicio que el dueño de los animales sufra por la 
ilemura t u la entrega, está á cargo del arrendador del pasto. 

7" Kl arrendador de paslo no responde de las pérdidas de 
animales, si el arrendatario tiene invernador 

CAUSA XXVII. 

Don L isandro Lalorre y í>. contra 1). Augusto Scgovja, so- 
bre interdicto de adquirir. 

Sumaria, — En los interdictos de adquirir, retener y reco- 
brar la posesión, no se puede conceder nías que una audien- 
cia para ad tullir las pruebas y oir á las parles.. I.VJ 

CAUSA XXV III. 

Don José SI. Casal con D. Antonio Seguer y D. Félix Rcini- 
haud, sobre rescisión de un contrato. 

Sumorio.— La falla de personería del demandado, no es una 
excepción que puede oponerse en el procedimiento de apremio, hit 

CAUSA XXIX. 

Don lieronímo Vacquié contra Don Emiliano Sánchez y D. 
Gerónimo Lista, sohre cobro de pesos. 

Sumario.— "So mejorándose el recurso en el término legal, 
se declara desierta la apelación á la primera rebeldía que acu- 

CAJSA XXX. 

La Sociedad de Minas y Fundiciones de San luán contra 
D, Kélix S. Klappenhark, sobre ejecución de sentencia. 

Sumario.- I* Ordenada por sentencia la entrega de unes- 
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taljleciinicjitu ile minas, « mercaderías y demás objetos qiiu so 
relacionan con ó) de fundición y minas, * no se entiende com- 
prendidas cutre ellas las mercaderías cuya relación con aquel 
no se haya demostrado, y pueden constituir un comercio se- 
parado-. 

2" La exposición de una parto sobre lo que la contraparte 
funda sus pretensiones, tiene que ser considerada cuino una 
confesión judicial de aquella. 

:t ■ La confesión judicial no puede dividirse, acontándose en 
una parle y rechazándose en otra. 

-i* Para ' que se acepte la confesión cu la parte favorable, 
es necesario demoslrar la falsedad de la parte que no lo es.. . 164 



CAUSA XXXI. 

La Sociedad de Minas y Fundiciones de San Juan contra 
D. Félix; S. klappcnhack, sobre ejecución de sentencia. 

Sumaria.— 1" La entrega de una cosa ordenada por senten- 
cia judicial, y practicada en la forma proscripta pur el Juez de 
la causa es válida. 

Ft justiprecio da la misma no es necesario, y su falta 
no invalida la entrega IG8 



CAUSA XXX II. 

Don Amero Barrica contra Doña Josefa Lemos de Guinea, 
sohre avocamiento de causa. 

Smnarin.—i» Kl juicio radicado en los Tribunales de Pro- 
vincia, debe seguirse y fenecerse en ellos, cual (pitera que sea 
la calidad personal de las parles. 

"•2° Solu queda á salvo el recurso para la Suprema Curte en 
los casos espresados por el atl, I i de la ley sohre jurisdicción 
do H Setiembre de isi'.ü. 

3" No habiendo juicio radicado, no hay materia que pue- 
da ser avocada. 

t" No habiéndose promovido acción alguna determinada, n<> 
hay mérito para declarar la competencia de los Iril ales fe- 
derales para conocer en ella. 

•V líii juicio no promovido, sustanciado y resuello cu la for- 
ma proscripta por el til. IV», de la ley de' procedimientos, no 
puede ser reputado como una cuestión de rompclencia con 
los Tribunales de Provincia, I"( 
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CAUSA XXXIII. 

|>. Brígida Italcarce de llaumgart contra !). Guillermo Malti, 
sobre rescisión de contrato ó iiiJem nia-aciuii de perjuicios. 

Sumario.— I o La mujer casada, mientras subsiste integre el 
matrimonio, sigue en lude la condición del marido. 

2» Por este «o puede admitirse diversidad cu la calidad de 
sus personas, y siendo cslrangero el marido, debe reputarse 
estrangera la mujer. 

Kl pleito entre dos estrangeros uo corresponde á la Jus- 
ticia Nacional. 

A* La jurisdicción de los Tribunales Nacionales no puede ser 
prorrogada. 

5 o U voluntad de las partes no puede eunmler á los pude- 
ras púlilit os de la Nación mayores facultades que las que la 
Constitución les lia otorgado. 

r, ■ Lus Tribunales Federales deben declarar su incompeten- 
cia de uliciu.. y cu cualquier estado de la causa en que aporra. 

1» Tuda acl nación obrada ante quien carece de jurisdicción 
bastante es absolutamente nula 

CAISA XXXÍV. 

Kl capitán Di Anluniu Mongiardino contra Otero litios., íí. 
Luis £ «a/ello y O. y oíros, sobre avenas. 

Sumario. — I o Los peritos arbilradores designad»* p»r el art. 
MUGuara reconocer vlfauidar las averias son verdaderos jae- 
ces lacuUailus para decidir como tales las cuestiones a que de 
lugar el reconocimiento y liquidación de la avena. 

La operación que practican como lalcs peritos arbi hado- 
res es un verdadero bunio, sujeto á las con «ti. iones requeridas 
por ta ley, para su validez. 

'A" Debe ñor consiguióle ronteuer la mención espresa de hi> 
disposiciones ilel Código quo se aplican, y ser signada del es- 
critiauo público. 

1* La Talla de estos dos requisitos la vicia de nulidad. 

r* Laiiiteucit.il wauil'esliida por las paites de oponerse A la 
ejecución de dicha operación con bis medios legales pulieiulo 
su rclorma, debe interpretarse eslensivaiiienlc al tic nulidad, 
aunque esta uo se haya aU'gado nominativamente. 

iV> ICsla iuterpn laciuu se runda, en lo prescrlplo por U ley H', 
lil. i "i, lili. K K. C. que es supletoria de la ley de procedi- 
mientos, por uo estar cu oposición con ninguno de sus artí- 
culos, y de obligatoria aplii ación •••* 
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CAUSA XXXV. 

Don Andrés Alvarez contra Don Guido Bennali, sobre deser- 
ción ilel recurso de apelación. 

Sumario.— E] art. 217 de la ley de procedí mi col os impone 
el deber de dar por desierto el recurso, desde que, pasado el 
termino legal para espresar agravios, se acusa rebeldía por el 
apelado. 

El recurso decae por el hecho mismo de acusarse la re- 
beldía, aunque se presente la espresion de agravios, antes de 
que sea proveída aquella 

CAUSA XXXVI. 

Sobre pase á un Rescripto del General de la Orden de Sau 
Francisco. 

Sumario, — i" No debe permitirse que los conventos exis- 
tentes en la República dependan de Superiores sil Liados en 
país estrangero. 

2 o Tara conceder el pase B tiu rescripto nombrando al que 
debe presidir al capílufo genera) de una Orden, debe prescri- 
birse que eslén representados en ól lodos los convenios csia- 
tcntcs en la República , . . . , !**"> 

CAUSA XXX Vil. 

Don Ignacio Sarmiento contra Dmi Podro Caraira, sobre in- 
demnización de daños y perjuicios. 

Sumaria.— i" La obligación de pagar mi saldo de cucnlas 
y dinero á préstamo por medio de letras de camino, es una 
obligación de dar. 

-I- 1 Filia, en caso de f:dla de cumplimiento, es rejida por el 
art. 225 del Código de Comercio |*j" 

CAUSA XXXVIII. 

Don Manuel Ocampo con la Administración de lientas del 
Rosario, sobre mercaderías embargadas. 

Sumario— 1" El art. 182 de la Ordenanza de aduana, tiene 
por objeto definir cuáles son las mercaderías ipic deben con- 
siderarse del deudor. 

2° Dhho articulo establece una presunción de derecho al 
respeto, para verificar el embargo de que Irata el art. JHO. 

3" K! embargo debe hacerse después de vencidos los tres 
días de gracia, con arreglo al art. I"í». 
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4" No existiendo mercaderías que pueda» ser embargadas 
debe ocurrirse á los Tribunales ú perseguir el cobro de la 
deuda, arl. 181, 

5 ft La presunción establecida en el arl. 182 se refiere a las 
mercaderías existentes en la aduana al tiempo de vencer los 
tres días señaladas en el art. I7U. 

0« Si en ese tiempo no existen mercaderías en la aduana, 
el rubio debe salir de la jurisdicción administrativa, y entrar 
en la judkiaria. 

7" La administración no puede reasumirla para embargar 
las mercaderías entradas con posterioridad, 

8" Es el .luez á quien se debe ocurrir, quien puede orde- 
nar el embargo de estas. 

l .H> Las presunciones, cuando pueden perjudicar á un tercero 
delien limitarse al sentido vigoroso de las palabras empleadas 
pur la ley. 

10 VA embargo, la suspensión del despacito y el recurso á 
los tribunales ordinarios sirven para asegurar el percibo de la 
renta, y baccr saber al comercio el estado del crédito del 
comerciante deudor eu las oficinas fiscales. 

1). Él retardo y reserva de la administración en tomar las 
medidas señaladas" por los artículos de la ordenanza, no pue- 
de perjuditar ú terceros, que por esa inacción y reseña lian 
podido ser inducidos en error, y creer solvente al comerciante 
que no lo estaba. 

1¿. La administración debe ser leal, franca y pública cu sus 
actos, 

|:(. Los deudores á la aduana son siempre ciertos y nomina- 
tivamente conocidos en la persona de los introductores, ex- 
portadores y sus garantes. 

La deuda de unos no puede bacorse efectiva sobre los 
bienes de otros. 

15. Las mercaderías introducidas por el deudor á la aduana 
con posterioridad al vencimiento de sus letras, pueden ser 
embargadas y vendida» por orden del Juez que conoce del co- 
bro liscal, siendo realmente de aquel. ¿0:1 

CAUSA XXXIX. 

El Procurador Fiscal de la Sección de Mendoza, contra el 
albacea de la testamentaria de I). Saturnino Kerreíra, sobre 
ejecución de sentencia por apremio. 

Sumario.— VA auto intimando el pago en el procedimiento 
de apremio no es apelable ¿18 
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CAUSA XL. 

D. Agustín ilios contra D. Luis Srribani, solí re pruebas. 

Snwtirhi. — Solicitándose el ex timen (¡e lentigos tac.ru del 
municipio, las partes pueden asistir á él y hacer preguntas 
verbales $ los testigos £?í) 

CAUSA XU. 

I). Julio C. Paulseu con el Procurador fiscal, subre diploma 
de abogado nacional. 

Stiwario.~\" La ley (le ¿0 de .Imito dV 1S."», y el decreto 
ríe 15 de Setiembre ife 185L, aprobado por aquella, fueron 
disposiciones de carácter provisorio. 

2<- Ia facultad otorgada en el arí. ú n fio dicha ley mi ha 
sido reproducida por las leyes de li» de Octubre ile INi'i:! v 
U ile Setiembre de I8fti. 

3" Son estas las leyes que han dado á la justicia federal la 
urbanización que boy tiene. 

í" La ley de Si*» de Agosto de IKIiil determina en su ;ir!. 
Tf\ cuáles son tos ahogados y procuradores que son ad mil idus 
como tales en los Juzgados de la Nación . iii 

CAUSA XL1L 

Despuux y de A miréis contra D. José C. Botcl, por cobro 
de comisión de corretaje. 

Sumario.— 1° Todo derecho de corretaje debe ser pagado 
proporcioualmentc por ambos contratantes, no mediandu esti- 
pulación en contrario. 

2" No se distingue el caso en que las partes hayan solici- 
tado ó nn la intervención del corredor. 

"i" La comisión que por tal intervención se debe al corre- 
dor, concluido el negocio, es, no existiendo convenio espe- 
cial, ta que sea de practica en casos iguales. 

i" La comisión usual cu las negociaciones de alfalfa, dnr:m{e 
la guerra eon el Paraguay, era la tic 21) # n?/c. por luudada, 
ó el I p. "/.. á opción del corredor, y pagadera por untad 
entre comprador y vendedor. 

ü" La de nclaiuentus de buques con destino m Paraguay 
era la de ó p. -/., pagadera por el Helante. 

fv Cuando la parle adora incurre cu eveeso de petición, 
v la demandada eu él de negativa, no puede decirse que solo 
el pltM petiiionis es la causa del litigio. 
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7" Kn ese caso, acordándose por la sentencia á los deman- 
dantes en gran parte lo i|ite lian pedido, cslos han tenido 
causa para litigar, y no pueden ser condenados en costas, 
reino temerarios litigantes. • --•> 

CA1SA XUN. 

IU A poli nano liciiilcz cónica I). Roberto Langc, sobre da- 
ños y perjuicios. 

Smntino, — I" No puede decirse que el impresor á quien 
se encardó imprimir túlleles de banco fué neísligcnle en evitar 
su sustracción, pur el hecho de haber esta sucedido. 

3" Aun siendo responsable de la sustracción, no lo es de 
los perjuicios, cuya indemnización se pide, si aquellos lio lian 
sido causados por el simple hecho de la sustracción áülí 

CAUSA XL1V. 

EL Pablo /orilla contra I). Feliz Calderón, sobre eviccíon 
y saneamiento. 

S» ni itrio. — I" Las convenciones hechas en los contratos, 
forman para las parles mía regla á la cual deben someterse. 

2" Vendido un terreno al propiciarlo del terreno li mitróle 
ron la cláusula de darse por terminada la diferencia existente 
sobre un pedazo de terreno entre él del vendedor y él del 
comprador, esle no puede exijir de aquel el saneamiento de 
la parle comprendida cu la venta que aparezca pertenecer al 
comprador, si resulla que sobre esa parle de terreno evLslia 
una cuestión cutre los dos. 

¡i° No probándose la existencia (b¿ olra cuestión, debe de- 
cirse que esa era la especificada en el tonlralo de compra- 
venta, por el cual se daba por concluida áiTt 

CAUSA XLV. 

IL Alejandro l'az contra Lamas, ¡h^únega y O, sobre de- 
sembargo, en recurso de rpieja. 

Sumario, — Í"KI auto no haciendo hipará un desembargo 
peilido durante el curso de la rausit, no intiere gravamen irre- 
parable por la delinitiva. 

i" Los autos interlocniortos que no causan gravamen irre- 
parable por la definitiva, no son apelables....... i?& 

CAISA XLYL 

I). Lisamlro Moyano coulra U Javier Molina, sobre delito de 
falsa denuncia. 
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Sumario. — 1" La Justicia Nacional es incompetente para co- 
nucer del delito de Taba denuncia, relativo ;i un crími-ii ur- 
diuario cometido cu territorio provincial. 

i' Son nulos en consecuencia los autos que se dicten :il 
respecto por un Juez de Sección. 

;s- La aparición ante un Jugado Federal de un proceso 
levantado por la autoridad provincial ; sin constar de uue ma- 
nera lia pasado de una á otra jurisdicción es 11 tía irregularidad 
notable ........ -■ 

CAISA XLVII. 

I>. Adolfo Hoger contra ü. Pablo Pruueda, sobre daños y 
perjuicios. 

Sumario. — tosí Jueces Nacionales no ejercen jurisdicción 
sobre los empleados de Provincia, para mandar <|ue eslus 
otorguen testimonio de actos pasados anle las Tribunales Pro- 
vinciales „............... ■■<■■•*■•••■» *:■ ' 1 

CAUSA XLVIII. 

D. Manuel Condom (hijo) contra D. Manuel Medina sobre sus- 
pensión de un juicio ejecutivo 'á causa de moratorias. 

Sumario.— La oposición á la orden de suspensión de los 
juicios ejecutivos, dictada por el Juagado de Comercio, eu vir- 
tud de un juicio de moratorias, es un incidente de este y 
debe ventilarse ante el juez de las mismas 

CALÍA xlix. 

D. Mariano Cabal contra D. ílnillcrmo Matti, sobre reivindi- 
cación y daños y perjuicios. 

Sumario. -P> La parte á nuien se ba conicrido un tras- 
lado, y se le acusa rebeldía, no decae de su derecho sino 
después de pasadas las ii horas que se acuerdan para con- 
testarla. 

2" So puede acusarse rebeldía ó la parle, (me» antes d» 
contestar, ha deferido posiciones admitidas por el juzgado, 
mientras eslas no sean absuellas . • 370 

CAISA U 

D. Loretuo Jordana contra 1). Manuel Medina, sobre suspen- 
sión de un juicio ordinario á causa de moratorias. 
Sumario. — l"KI curso de las causas pendientes o que de 
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nuevo se iniciaren, solo se suspende, [tur electo Je la mora- 
toria, en cuanto a la ejecución. 

i° YA juicio de moratorias no atrae 'tes pausas iniciadas 
contra el deudor, mientras 110 esté lermiiiailo el procedimiento 
ordinario y se Irate ile ejecutar la sentencia 213 

OIS A LT. 

D. Manuel Cm/ Vidria ronira D. tffsnlo Funes, sobre cum- 
plí míen Lo de contrato. 

Sumario.— El que alterna su residencia en dos provincias, 
v en una de ellas tiene propiedades ratees, debe considerarse 
vecino de esta 27fi 

CAUSA MI. 

El rapilao Btom de la barca rosa «Sennalin- contra Deeljen 
y O, sobre estadías y inulta. 

Sumario. — 1" La presentación del conocimiento es necesaria 
en las demandas que versan subre cláusulas del mismo. 

I» Loes también cuando se trata de e\i¡;ir al fletador el 
cumplimiento de obligaciones especiales contenidas en la póliza. 

3° En ose caso el conocimiento debe tener la cláusula se- 
fltm tu polizn rfe fl, h¡menlf). 

•V So ps necesario acompañarlo á las demandas sobre es- 
tadías convenidas en la póliza Av. Itelameiito. 

.> Ku ese r;isu hasla aciunpañar esla última 279 

CAUSA 1,111. 

Contienda de competencia entre el limo. Sr. tdjispo de San 
Juan de divo, v el Juez du Scrriuu de San Juan, en la causa 
contra el l'ru visor del Obispado Dr. \). Ikaultu Laspiur, por 
defraudarían de rentas üscalcs. 

Sumar h. ■ I a Las reutas lístales no pueden ser invertidas 
sino con arrcjílo á la ley ó presupuesto de gastos nacionales. 

¿« La lev del presnpueslo determina la itiviT?i<m que debe 
darse á los' fundos volados para el soslu ni miento del culto. 

> l*ur el herbó de entregarse al habilitado de la respectiva 
Iglesia para (pie íengat) la aplicación señalada, no se cambia 
la naturaleza de esos hienes. 

\* El habilitado procede en eso como agente del P. E. N. 
á f|uien compele la inversión, y quien podría hacerlo por 

t. j. 35 
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medio de empleados ilirecluincnlc nombrados y dependientes 
de él. 

5" La imputación do que dichos fomlíis hoyan sido de frau- 
dados, constituyela de un delito sometido para su juzgamiento 
á los Tribunales federales 282 

CAUSA ÜV. 

Lamas, Regimega y C% contra 1). Alejandro Paz, por cobro 
ejecutivo de pesos. 

Sumario. — VA aulo de sokendo en el juicio ejecutivo no 
es apelable , , . . . , « 2Í12 

CAUSA LV. 

Bustos y f> contra H. .íuati Antonio Pando, por cobro de 
pesos. 

Sumario. — Ya los rasos idénticos deben declararse idénticas 
resoluciones , 20 1 

CAUSA f.VI. 

D, Clodomiro Moyano contra Ü. Juan Amonio Pando, por 
cobro de pesos. 

SÜmario. — Kn casos idénticos deben dictarse idénticas re- 
soluciones "IQii 

causa tm. 

Los herederos de 1». José 11. Molina contra 1). Dionisio Vá- 
rela, sobre rcctirsn dt- remisión. 

Sumario, — I o El cuntuma/ dei-larado puede interponer el 
recurso de rescisión. 

i,° Este recurso uo puedo ser otíó que el de-signado eon 
el nomlire de recurso de uuliilad. 

3" De toda petición « escrito di- que hava de d.irse traslado, 
así como de los domínenlos ron que se instruya debe acom- 
pañarse una copia en papel simple firmada, ppr la parte que 
lo haya presentad". 

1" Ésa cópia debe ser entregada al demandado, al notifi- 
cársele el traslado di; la demanda. 

5" Kste requisito rs esencial para la vdidey, del emplaza- 
miento. 

0° Toda nntmcarion berlm en ronlravennon á lo proscripto 
en la ley. anula los procedimientos subsiguieutes. 
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7° La notificación del emplazamiento, sin entregar la copio 
tle la demanda y documentos con ipie se instruye, contraviene 
á lo proscripto ni vi arl. di" U ley de procedimientos. 

8" El demandado no debe ser declarado incurso en rebel- 
día, cuando ha bitlu nula la cédula de emplazamiento. 

o Kn eso taso debo ser emplazado mío v,i mentí; ron arreglo 
á lu dispuesto en el art. IK1 de dicha ley. 

fd Mucho iiias si el juez emplazante advierte la omisión, 
por haberla hecho valer, numpio en fumín irregular, al ctti- 
p lazad o -.ii.it, ................. 1101 

Ors.\ LVUI. 

It. José liurraspe contra 11. .lose K reiré, por cobro de pesos. 

Sumario. — 1« Kl encargado del cobro de un crédito, sien- 
do de su cuenta todos los pastor de las diligencias necesa- 
rias, debe abonar aquellos y practicar estas basta su termi- 
nación. 

2*' cumpliendo ron estas obligaciones, la revocación del 
convenio por el cual pe prometió al encargado la mitad tle lo 
que se cobrase, es imputable á este, y no le dá derecho 
para percibir la compensación convenida 3H 

CAUSA U\. 

Kl Cbneo Italiano ronlra la Empresa del al lirado i üas 

de la ciudad ilel llusario, por cobro de pesos. 

Stitimt'tn. — No mejorándose *?l recurso en tiempo, ¡i ta ¡n> 
mera rebeldía se declara desierta la apelación 3I( 

t]AI SA l.\. 

ÍK Alejandro I*a;. contra Hez ¡a y Sala, sobre desembargo de 
dinero. 

Sumaria. — 1* Los suministros berbos á un limpie tienen 
privilegio sobre e>le y mis producto.*. 

"2" 1.a propiedad de un limpie no puede transferirse sino 
tíiri tenias las cargas, y quedando á salvo los derecho* y pri- ■ 
v¡U*fti«KS ile los acreedores del tiuque. 

.')" Kl cmbargti decretado de arrendamiento di; un limpie 
ron el objeto de garantir las resultas del juicio promuvido 
por los acreedores del limpie, y cuyo importe debe ser apli- 
cado, rt,. 'Huido que sea el juicio, a los ipie prueben mayor 
derecho, i >i infiere perjuicio al *pie cree tenerlo 31* 
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CAl'SA JAL. 

I). Gregorio 5Í apata con el Presbítero l). Jusr* Olmos, por 
cobro de pesos. 

Sumario. — >i> se considera probado el hecho, sobro cuyo 
veriJiiil ((oponen testigos iiicrameiile auriculares . *. 320 

cai'sa mu 

El Procurador General contra D. Diego Jlruce, por injurias 
inferidas á un Cónsul en el desempeño do sus rundunes, 
sobre competencia. 

Sumaria. — 1» El conocimiento de lo musa en que versan 
los privilegios y exenciones de los Cónsules y Vicc-Coiimles 
en su raráclcr" publico, corresponde oriji nanamente a la Su- 
prema Corte. 

2" Lias injurias inferidas á un Cónsul en lo oficina del 
Consulado cutí motivo del desempeño de sus futir iones oficiales, 
aícciaii la liberlad y seguridad f sin las que no puede desem- 
peñar bien su mandato. 

3o Cías injurias comprometen tas prerugalivas de su rarár- 
ter publico, y determinan el ejercicio de la jurisdicción, que 
compete á la Curte Suprema 3SM 

CUSA Lxm. 

D. Rudccindo ViHanucva coiilra I» . Juan Antonio Pando y 
D. Fabián Correa, sobre lercerí» de oposición. 

Sumario. — I o La tercería de oposición en el juicio ejeen- 
(ivo debe sustanciarse cu juicio ordinario, por cuerda separada, 
con el ejecutante y el ejecutado, 

"2 r En el juicio ordinario, después <!*■ contestada ta deman- 
da, si no se hubiese recilndu ¡i prueha ta causa, dohe el 
Escribano poner el espediente at despartió , y el Juez llamar 
auto* para sentencia. 

> El llamamiento fie tintos es una formalidad esencial. 

4" Las parios tienen el derecho de pedir se señale dia para 
informar t» FOCí. 

5" El titulo para fundar una tercería es la causa legal en 
une se funda el derecho, y puede existir auntrarcciémtosc de 
documento probatorio. 

0° El puede justificarse con los oíros medios de prueba ad- 
mitidas eu derecho. 
"i u Habiendo hechos alegados por «1 demandan le. y no ron- 
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sentido* por el demandado, sí el Juez considera [HMjlM 
recibirlos a prueba, debe cu h sentencia lu» lu^ 

uicutus ile derecho que motivan su resolución subre lu prin- 
cipal. 



8" Us omisiones v procedimientos irregulares^ del Jucí. 
no deben gravar a los litigantes con cusías indebidas, y esias 
deben ser á cargas de aipiel • 



D. Marcelino Gacitua contra 1>. Luis Thiriul. por cubro de 
pesos. 

Mamario. No ipslofaititosil* éw ítetttp» el recurso de apela- 
ctoii, ala primera roUel-lia, st declara desierto JJJ 

mu iav. 

Criminal, contra Hcinabe líun/ales, por homicidio. 

*„mari». - l ' ti homicidio simóte cometido en eslado de 
embriague/ ven pelea, habiendo habido pruvtKaCiurt-dJ 
y ulra parle; e* penado cun rimo aites «le trabajos toreados. 

«• La demora nú jusli Ib-aria de la ddininou de un proceso 
criminal, riá lugar ú que pueda .'jtéwmlMto <fc H nena m li- 
piria, el tiempo de prisión MdYi.la por el condenado diluirte 
dicta de mura. 

3» l¿»s causas criminales deben ser sento miadas dentro de 
diez dias, después do llamados los autos y de terminada la 



causa mi 



m 



CnaíiuaU contra Tristan Urorate, por liurlo a bordo del 
pailebot «Itroganíí Bmíti*.* 

Sfimurío. — I" Para imponer pena en las causas criminales. 
*s necesario une exista una pruelia clarísima acerca de la per- 
petración del delito, y de la persona del delincuente. 

2* ta declaración del interesado cu el lmrto t no ralilicada 
cu el plemirio uo tiene valor alguno. 

:t- Kste indicio ! otras presunciones del mismo peñero, no 
pueden jiistilii-ar la imposición de pena nmtra el procesad". 

1* TimIo hombre se repula bueno, mientras no se prueba lo 
.-uulrario ' " 
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cai;sa lxvií. 

II, Josó (¿mirtino contra D. ijistuiiru Fcrrcr, por cubro de 
lletcs é m i ii/;u ¡im de. diñas y perju icios. 

Sumario, — I a El rapilan de un buque, obligado por el co- 
nocimiento ¡i entregar la cania en el puerto ilc su deslinu, 
cumple el contrato entregando ¡a carga en ilichu puerto. 

-° I 1 "!* consiguiente tiene derecho á exijir el pago del líete 
no oponiéndose excepción legitima. 

3" Para que la excepción de no luiber hecho el cmman 
escala en un puerto ioleniiediu, y entregado allí parle de la 
carea, se tenga en cu sideración, para responsabilizar á aquel 
ile los danos y perjuicios procedentes de esta taita al coniraio, 
es necesario probar la perJiria ó la privación del Im-ro que 

por consecuencia i ediala v directa de dicha falta; haia 

efectivamente sufrido el Dotador, 

t" No liándose esta prueba, y existiendo además presun- 
ciones contrarias, la excepción opuesta no puede desvirtuar la 
acLiuu del fl fiante para e( pago del fleté ¡iiá 

CUSA LXVIJI. 

[i. Macario Nazarri contra ll. Antonio Caballero v Unos., 
sobre düsemhargu de una tropa de carretas, é i mleiú nutación 
de daños y perjuicius. 

Suman».— I" Arredilado pur un terrero el dominio sobre 
mía tropa de carretas, embargada P 8 ™ asegurar H pa-o de la 
deuda de otro, debe ordenarse el desembargo. 



4.1 



^¡ el embargo ha sirio solicitado v obtenido bajo la ro.~ 
•onsobilidad de quien lo pidió, osle se, liare responsable de 
los daños y perjuicios que de diebo embargo se le havau 
seguido al dueño _ j 

CUSA LXIX. 

Ü. José Cliavarri contra tj¡, Cesar Palacio, recurso de queja 
contra el Juez .Nacional de Mendoza, sobre (tanza de arraigo. 

Sumario. — l" La lianza de arraigo de que trata el art. Tí 
de la ley de pmnrdimiimlos. se relien; al demandante eslran- 
jero no duuib-íliado en [a Kcpúlilica, y no al no domiciliado 
en la Provincia eu cuyo Juzgado Seccional instaure su de- 
manda. 

2" A no ser asi, su violaría el art, 10 de la Constitución 
por el cual los ostra ligeros go/au en id territorio de la Nación 
de todos he; derechos civiles del ciudadano* 
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Kl ciudadano vecino de una provincia demandando á un 
i nuUhiiu vecino de vira nu está obligado á dar la fiania de 
arraigo prescripta por el ciladu artículo "¡4 35 i 

ÜAUSA LXX. 

U. José Sichcs tonlra el propietario del vapor t Comercio 
del (losarlo * puf cobro ejecutivo de pesos, y embargo. 

Sumaria. — 1 ■ l" na cuenta por suministros de carbón á un 
vapor, reconocida por quien so dice agente v autorizado á 
lomar carbón, pero no reconocido por el armador quien niega 
además la autorizar ion del agenta, no da lugar á acción eje- 
cutiva para el t'oltro de su importe. 

•1' Su estando arredilada la deuda de un limpie, no puede 
embargarse esle . 300 

CAUSA IMl 

El Procurador Fiscal contra D. Baltasar Moreno, por una 
publicación herba ceuira el -loe/ Nacional de Itucnos Aires. 

Sumario. — Loa Tribunales Federales no son competentes 
para conocer en los delitos ile imprenta . 361 

CAUSA LXXil. 

l>. Julio Joñas contra ta viuda de I). José M. Casal, sobre 
sobre regulación ile hunurarius. 

Sumario.— El decreto ordenando la regulación de honorarios 
uo os apelable ............ .............. 304 

e&tiSA í.xxíii. 

D. Francisco Elias con I). Damián Curas, sohre cobro de 
pesos y devolución de fondos Públicos. — Itectirso de queja. 

Sumario. — I" Es obligación de los jueces proveer las peti- 
ciones que bagan los litigante!; según el mérito legal que 
contuvieron. 

t° No basta para i|uc las dejen de lomar en consideración 
y las manden devolver, la circunstancia de que sean presentadas 
mu que baya traslado conferido 366 

CAUSA L.XXIV. 

D. Francisco Augusto y I). Domingo Scuba, conlra el Ca- 
pitán del Puerto de Corrientes. 

Satán rio. — En las causas de menor cuantía, la Suprema 
Corle no puede conocer por recurso de apelación 369 
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CAUSA LXXV. 

Ferrando Unos, contra D. José Canaveris, por demolición de 
una olira; sobre competencia. 

Sumario. — En las causas civiles en que un es Ira ligero de- 
manda i un ciudadano ante los Tribunales de Provincia, so 
entiende míe la jurisdicción Jia sido prorogada, y su conoci- 
miento corresponde á estos 373 

CAUSA IAXVJ. 

Com pelen cía entre el Juzgado Nacional de la Sección de San 
Juan, y él de la Sección de Tücuroan, sobre imposición de 
multa por estravio de eurrespundt'iici;». 

Su uta tío. — h Kl fuero de las causa.'; civiles se determina 
por el lugar del contrato ó por el domicilio de los deman- 
dados. 

2 o I.» Suprema Corte no puede proveer sobre lo que no 
ba venido por apclacicn a su conocimiento en los casos en 
que no tiene la jurisdicción originaria.. 3"> 

CAUSA LXXYII. 

Kl Procurador Fiscal de la Provincia do Sun Juan contra 
el Prior del Convento de Sanio Domingo, por el precio de 
una (inca de dicho convenio ; — sobre incimstitucionalidad de 
una ley. 

Sumario. — t B Poesía en cuestión un» ley di* provincia bajo 
la pretensión de ser repugnante á la Constitución Nacional, y 
pronunciada la sentencia linnl de los tribunales provinciales en 
favor de la validez de la ley, corresponde ó la Suprema (lorie 
el recurso do apelación tl-S dicha sentencia. 

2" Los Poderes de Provincia no pueden ejercer facultad 
alguna de las que lian sido delegadas a los Poderes Públicos 
de la Nación, ni de aquellos, cuy» ejercicio ñor lus Puderes 
Provinciales obstraria ó baria mélica* él de lus que corres- 
ponden ú los Poderes Nacionales. 

3° Todas las relaciones de la Emesia con el Estado están 
bajo el imperio y jurisdicción de los Pudores Nacionales. 

■i" Los Poderes Provinciales no pueden legislar, ni ejercer 
actos de jurísdicciun, de manera que su alteieii ó modiliqucu 
las relaciones ya existentes entre la Iglesia y el Kstado, ó que 
se cree otras nuevas. 

5" Corresponde cvelusit ámenle al Congreso admitir en el 
territorio de la Nación ntias ordenes religiosas, a mas de las 
existentes. 
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0» Si los líderes Provinciales tuvieran la facultad de su- 
primir las órdenes religiosas otisleiites, podrían suprimir tam- 
bién las nuevamente admitidas por e) Congreso. 

I a Esto baria indicar la cilada atribución del Congreso. 

8» La lev de la Provincia de San Juan de 10 de Agosto de 
1870, es incompatible con dicha atribución del Congreso, y 
repugnante á la Constitución general .... 



■ ■*>»■« ■ * i 
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CAL'SA LXXYHl. 

I). Benigno Halados contra Ü, llamón Anzuitegui , sobre 
danos y perjuicios. 

Sumario.— I" tía aenteneia debe ser conforme i la acción 
deducida eti juicio. 

2* Interpuesta acción por indemnización do daños y perjuicios 
orovenit'cilLS de un pleito temerario, los que pruv«ii(;au de 
utra causa, nu deben tenerse en cuenta en la semencia.... JJU 

CACSA LXMX. 

Ü. Meólas lledcrra contra l>. Matías Godoy, por lijaeion de 
limites; sobre competencia. 

Sumario.— En las cansas civiles entro un eslranjíero y un 
ciudadano, se. entiende prorogada la jurisdicción de los tri- 
bunales ile Provincia, si el ostranyero Ra interpuesto ante ellos 
su demanda • ■ * ■ 

CAI'SA LXXX. 

Criminal, contra Godnfredo Malm, por complicidad en la 
sustracción de un cajón de electos en la Aduana. 

.Snomno.— 1" Kl hecho de haber recibido un rajón de 
electos sustraído por otro de los almacenes de aduana, y de 
haberse negado á devolverlo, importan la ratificación y com- 
[iliridnd en la sustracción. 

8»* No es escusa lejiilima la de haber tenido poder de la 
casa que remitió los electos para tomarlos, porque aun pro- 
bándose la e\istenria del podec, y que los electos pertenecían 
á la citada casa, el apoderado no podia tomarlos sin consen- 
timiento de los antiguos consignatarios, ó sin inaudalu de 
jueit competente. 

|» La pena que se impone al cómplice debo ser menor que 
!;i que Ü impune al aulor de un delito. 

\<> En el presento caso el complico en la sustracción debo 
sufrir la pena do HlM> pesos fuertes de mulla, debiendo res- 
liluir ia ntsa sustraida wW* 
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CAUSA LXXX1. 

I), Laureano Puarro contra la Empresa del Ferro-Carril 
Central Argentino, sobre daños y perjuicios, 

¿inmuno.— Kl recurso tío mejóralo en tiempo se declara 
desierto, acusándose rebeldía por el apelado 400 

CAUSA LXXXJ1. 

M. Just- 11. t tumbal contra U. Mauricio Penuaiio. por indemni- 
zación de daños y perjuicios; sobre incompetencia. 

Sumario. — La arduo por daños y perjuicios procedentes 
de una providenda pronunciada por tribunal competente, es 
un incidente drl juu-iti en que so ilictó dicha providencia, y 
debe sor juzgada por el juez que entendió en aquel ." 408 

CAUSA LXXXIIL 

U. Marcos Aparicio contra 1». l'cdro Mílego, por desalojo; 
sobre competencia. 

Sumario. — 1° El juicio radicado ante los Tribunales de Pro- 
vincia, debe concluirse ante los mismos, aunque sea entre un 
ciudadano y un estrangero. 

£" Una declaratoria de la Justicia Provincial no puede dar 
jurisdicción á la Justicia Nacional en los casos en que esta 
no la tiene por ta ley \l'¿ 

CAUSA LXXXLV. 

Criminal contra Enrique Sivori y Eslevan Halmareche. por 
enganche de hombres ul servicio de los revolucionarios en el 
Estado Oriental. 

Sumario.— I" La muerte del acusado cslingue la acción cri- 
mina!. 

Ü" El levantamiento de tropas en el territorio argentino, sin 
el permiso del gobierno, es una violación de una de las mas 
importantes prerujjalivas de la soberanía nacional. 

:t" Es ademas un delito previsto y penado por el art. 7 de 
la ley de H de Setiembre de 18t>¡J, si se hace aquel contra 
un gobierno amigo. 

■i" No siendo consumado el delito, la pena á imponerse al 
procesado por ¿l, es de un año de trabajos 417 

CAUSA LXXXW 
Sierers j Slcyer contra Woodgate Unos, por rubro de pesos. 
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Sumarw.—Xu mejorándose el recurso por el apelante en el 
término legal, se declara desierta la apelación á la primera 
rebeldía que acuse el apelado \-- 

■ 

CAUSA LXXXVI. 

D. losé M. Ilombal contra 1). Mauricio Pcimano sobre remi- 
sión de autos. 

StíMíinu.— La remisión de los aulos eu los rasos (irescr¡¡t- 
tus por los artículos ált y ¿25 de la Ley de Procedí iiiien los 
debe ser becjia por los mismos Jueces de Sección, coa oliciu 
dirigido al Secretario de la Su pinna Corte 4-1 

caisa LxwviL 

Don José CalTareua contra el Ihmco Argentino del U-jsariu 
de Sania fé, por conversión de billetes. 

Sumario. - i* La facultad de fijar el valor relativo de las 
monedas estrangeras que hayan de tener curso legal eu la lle- 
públícn, es atribución esclusiva del Congreso. 

2 U Esta facultad únicamente lo es, cuando se trata de admitir 
en la circulación la moneda eslrangcra con el carácter de mo- 
neda legal (rara los pagos, y no cuando se traía dti eselüir ó 
de limitar eu la circulación una moneda est randera que solo 
reviste vi carácter do moneda tolerada, 

¡J u L;i moneda de piala bol i vía na no está incluida en las rpir, 
como de curso legal y de aceptación obligatoria en los pagos, 
enumeré el (Congreso en la ley de Octubre de IHliIJ. 

i J La ley de Santa re de 30 de Julio de IHiW, tiene por ob- 
jeto, ya que uu escluir de una manera total, á \» menos linlí- 

lar L,i circulación de la moneda de plata boliviana. 

> Esla ley no es iuvasora a la atribución dil Congreso, sino 
coupcrailura de la ejecución que debe darse á sus sanciones, 
y ñu resulla, por lanío, repugna ule á la Constitución Nacional. 

«V 1 En la Constitución Nacional no se encuentra disposición 
alguna, cuino la que con licué la de los ' Estados I' o idus do 
Norte América, prohibiendo espesamente á los Estados dictar 
leyes retroactivas er ¡itist fado, ni leyes que alteren las obliga- 
l imies nacidas de lus eontraloss 

7» La observancia de esas reglas de legislación universal, lia 
quedado conliada á la discreta sensatez de las Legislaturas Pro- 
vinciales, si cu las respectivas Constituciones de Provincia no 
les lian sido impuestas cuma una limitación de su poder. 

La ley de Sania Ké de IIO de Julio ríe no es repug- 

nante á la Constitución Provincial 
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ü" Esta ett la esencia del urden constitucional, que loa tribu- 
ñute» tengan, no solo la facultad, sinó la obligación, de ante- 
poner en sus resoluciones, los preceptos de la Constitución 
NacrurAil, en todu caso, y los de las respectivas Constituciones 
de Provincia en los i|ue 'corresponda, á los preceptos de las 
leves ordinarias. 

10. El principio contenido en el número anterior no es apli- 
cable cuando los actos legislativo* son solo contrarios ;i las 
reglas de Legislación cumuii. 

ti. Ninguna persona puede tener derechos irrevocablemente 
adquiridos contra una ley de orden público. 

12, Sun leves de orden público las que reglan la circulación 
monetaria y la emisiuii de los bancos. 

13. Si por una parte carecen las Legislaturas de poilcr v de 
acción sobre los liedlos pasados, carecen igualmente de facul- 
tad para euagenar el porvenir por una concesión gratuita. 

I I. La rejjla que niega Tuerza retroactiva a las leyes, no es- 
tando escrita cu la Constitución sitió eu los Códigos comunes, 
es una advertencia liccha á los jueces para la interpretación y 
aplicación de las leyes, y no una limitación al poder de tas 
Legislaturas, ni uuá causa de nulidad para sus disposiciones. 427 

CAUSA LXXXYlll. 

Criminal, muirá Anlmiiu Cuece i, pur falsificación de moneda 
de curso legal. 

Sumaria.— i* El delito de ccrcenamiciito de moneda se có- 
mele disminuyendo su peso, sin alterar la calidad de su metal, 
ni el cufio. 

*J" El delito de fabricación de falsa m teda se comete imi- 
tando la moneda de ley, ya por una acuñación hecha con me- 
tal de calidad inferior, va por el culuramicuto de monedas le- 
gitimas para hacerlas circular por mayor precio del que real- 
mente tienen. 

.1" La aller.icioii del cuño de moneda-; legítimas de plata, y 
so colur.imÍKuiw para hacerlas circular como monedas de oro 

por un valor cbo mayor, es delito de fabricación de falsa 

moneda. 

i" La inás ó menos habilidad en ejecutar la operación frau- 
dulenta, no cambia la naturaleza intrínseca del hecho, ni ate- 
núa la criminalidad del autor. 

.V Para la imposición de la pena debe tomarse en cuenta la 
magnitud del daño que consta haberse nrasionado 440 
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CAfSA LXXXIX. 

Don Miguel Ramavou rontra los marineros de ta Zuniacá U. 
C. j su capitán D. Emilio Abalo, sobre tercería de ojÉMWPl 
á un embargo. 

Sumario.— 1 o Los marinaros tienen privilegio en el huqi..; y 
fletes para el pago de los sueldos vencidos en el último viaje. 

2» Esto» sueldos so» preferidos al pago de las pruvisinies 
suministradas en el mismo viaje * 

CAUSA XC. 

Antonio Upe?, y C*. contra Maltí y Piera, sobre avería*, 
SnmitnV).— Solo los capitanes, y por asíoslos dueños de ti» 
buques, son responsables del dañó causado á la carga por !»■- 
eho del capitán ó do la tripulación 

CAUSA XCL 

Don Guillermo Matti contra Don Mariano Cabal, por robm 
ejecutivo de pesos; recurso do queja, 

SHmurio.— Ito las sentencias dictadas en rebeldía no se ron- 
redo recurso de apelación l^ -1 

CAISA XCI1. 

Doña Manuela de Barrionuevo por sus bijos menores, ron Ira 
Don Gervasio del Mármol, por robro de pesos. 

Sumario.— 1" Vn conveniu lincho entre un fallido y sus 
acreedores por el que se le entregan lodas lis existencias, 
r réditos v acciones del concurso para que practique su liqui- 
dacion, satisfaga los pastos y distribuya o! saldo entre ellos, 
es un concordato. 

2" Aunque a la celebración de un roncordalo fallen algunos 
requisitos legales, este será válido sí es aprobado judicial- 
mente sin que se oponga algún acreedor en el término di* 
orno días. 

¡I» Aprobado y homologado un concórdalo se bat e obl ¡ja- 
lono para lodos los acreedores, sin wcepcion, sm que se pueda 
alegar eausa alguna de nulidad, ñ menos de mudarse en dolo 
descubierto después de la homologación. 

4° En virtud del concordato se eslingue ta parte de cré- 
dito de que se bace renuncia al fallido. 

,V Concediéndose de un modo legal caria de papo al fallido, 
ella se hace ubligatoria aun para los acreedores disidentes, y 
queda «oncrado el ileudur de tuda responsabilidad para lo futuro. 45 
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CAUSA XCI1I, 

Don Raimundo Saítor ron t ra Don Agustín Vasquez, por cobro 
de pesos. 

Sumario.— Hú mejorándose el recurso de apelación,, en el 
término riel emplazamiento, se declara desierto á la primera 
rebeldía que acuse el apelado . 462 

CAUSA XCIV. 

Dan Mariano Cabal con Don Guillermo Haití, sobre eulrega 
de un buque y pago de arrendamientos. 

Stíiuurío.— i° habiéndose pedido en tiempo que el contrario 
absuelva posiciones, y deferido el Juzgado á esa solicitud, no 
puede este de oficio" privarlo de esc medio de prueba, por- 
que no se Hizo observación á la no absolución, cuando pidió 
informar i» roce. 

2" lín Juez de Provincia no puede rehusar el cumplimiento 
de un exhorto que le etivia un Juez de Sección, sin rebelarse 
contra la ley de jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, ; 

3« Los evhortos dentro de la República deben enviarse di- 
rectamente por el Juez exhortante al exhortado. 

4° Kl Juez de Sección puede lijar término al de Provincia 
para devolver deligenciado un exhorto 161 

CAUSA XCV. 

Iliui Julio Arragn contra el escribano Don Laureano Carita- 
ilcda, por indemnización de perjuicios. 

Sumaría. *— 1 ■' Los iuslruineutus públicos hacen plena reen- 
tre las parles, aun de los hechos ipie solo se lian apresado 
en ellos cu términos enumerativos, cutí tal que la enumera- 
ción tenga relacíuu directa con el acto jurídico que furnia el 
objeto principal. 

2" La prueba corresponde por derecho al que alinna un 
hecho o taclia de vicioso un documento. 

II" No se puede reclamar iiidfmuizaciou de perjuicios por 
falla de integración en la superficie real de uu terreno ven- 
dido, cuando la venta se hace mi fQr¡w, ron indicaciuu de 
la área de que se compone y por un precio único 4"0 

emú 

Don Miguel Bamavpn contra D. Augusto de la Rjesira y O. 
por cobro de snuiiuislros hechos al vapor «Kinilia». 
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Sumario.— l v Los dueños de un tiuque responden por las 
deudas v obligaciones que contrae el capitán para repararlo, 
habilitarlo y aprovisionarlo. 

i" La propiedad de los buques, en los rasos de venta volun- 
taria, se trasmite ron ludas sus cargas y salvos los derechos 
y privilejios especificados en los artículos lUát, 102:! v lüá.'t 
del Código de Comercio. 

ít" Las posiciones deben absolverse Tranca y categóricamente. 

4° Absolviéndose de un modo evasivo ya sea por la parle, 
ó por su apoderado especial al efecto, las posiciones deben 
tenerse por confesas. 

5° lia parte demandada que induce á la adora á dirigir su 
acción contra si, desviandola del verdadero obligado, es res- 
ponsable de las cosías (pie se causan pur la equivocada di- 
rección de la demanda 

CAUSA XCYIL 

Don Vicente Soto contra Don Ciríaco Guevara, por robro de 
pesos. 

Sumario.— P Cuando un estrangero es demandado por un 
argentino míe un Tribunal de Provincia, y contesta la deman- 
da sin oponer declinatoria se enriende que proroga la juris- 
dicción. 

2 o Radicado un juicio , míe los Tribunales de Provincia, debe 
ser sentenciado y tener ¡du en la jurisdicción provincial, 

3 o Hay lilispendeneia sobre el valor de un pagan-, emitido 
el signatario, demandando al tcnedur por una suma mayor, 
rebaja de su crédito rl valur de aquel.., too 
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HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FALLOS 



PE I/A 



SUPREMA CORTT 

DE JUSTICIA NACIONAL 

CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 

PUBLICACION HF.RIM 

Por ios Drcs. D. REMECIO ROÍC j D, &KM TAI1USSI. 

Secretarios del Tribunal. 



TÚMQ PRIMERO. 
Segunda ¡kríe, qnr iirinci|»ia ron el níiu de 1N71 



BUENOS-AIRES 
Imprenta de Pablo E. Coni, calle del Perú 107. 

18Í1 



ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

Acuerdo nombrando conjuects para d año de 1871. 

En esta Ciudad do Rueños Aires, a siete de Enero do 
mil ocho cientos setenta y uno, reunidos en el Salón de 
Acuerdos, el señor Presidente y Vocales de la Suprema Corto 
de Justicia Nacional, ahajo firmados, con el objeto de nom- 
brar a los señores conjueces para el corriente ano, en cum- 
plimiento del artículo veinte y tres do la Ley do Procedi- 
mientos, acordaron en nombrar a los señores Doctores D. 
Lorenzo Torres, D. José Roque Pérez, D. Miguel Estoves 
Sacuí, D- Luis Saens Peña, D. Federico Pinedo, D. Huflno 
do Elizalde, ü. Manuel M" Escalada, D. Víctor Martínez, D. 
Daniel Mi Cazón, D. Eduardo Carranza, D. FehxS. deZelis, 
D Felipe Coronel, D. Juan Agustín García, D. Juan M» Gu- 
tiérrez, D. Vicente G. Quczada, D. Miguel Navarro Viola, 
D Sabiniano Kier, D. Excquicl Pereyra, D. Amancio AJcorta, 
D Eduardo Basabitbaso, D. Juan Miguel Terrero, ü. Honorio 
Marfil, D. Amancio Pardo, D. Ceferino Araujo y Ü. Manuel 
Obarno.-Todolocual dispusieron y mandaron, ordenan- 
do so registrase en el libro correspondiente y que se - 



lili' 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pa- 
zos. — Benito Carrasco. — Marce- 



N. Rojo. 

Secretarlo. 



VI 

Acuerdo declarándose en receso. 

■ 

Buenos Aires, Abril 11 de 1871. 
Visto flue la epidemia que diezma la población de esta 
Ciudad, ha obligado no solo á los habitantes sinó lambícn 
i los oficiales Curiales á abandonarla, lo que hace imposi- 
ble y además injusto proseguir la tramitación y resolución 
de las causas judiciales ; la Suprema Corle se declara en 
receso hasta el I o del mes do Mayo próximo. refrendada 
este acuerdo por el Secretario, publíquesc. 

Salvador Manía del Carril. — 
José Narros Pazos. —Marce- 
lino Ugarte. 




Buenos Aires, Mayo 2 de 1871, 

Subsistiendo los motivos en que se fundó el Acuerdo de 
ti de Abril último, con tanta mas razón cuanto que la nue- 
va feria decretada por los Gobiernos Nacional y Provincial, 
autoriza laausencia de Abogados, Procuradores y litigantes, 
ta Suprema Corte continuará en receso hasta el dia quince 
del corriente : refréndese y publíquese. 

Salvador María del Carril. — 
José Barros Pazos. — Marce- 
lino Ugarte, 

N, Rojo, 

Sücrcltrjo. 
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CON RELACION DE SUS RESPETIVAS CAUSAS 



Los herederos de D. Santiago Darrionuevo, contra 
D. Gervasio del Mármol, por cobro de pesos. 



Sumario.— \° Terminado un juicio de quiebra, las acciones 
que los antiguos acreedores enlabien contra el deudor, pue- 
den llevarse ante cualquier justicia, á cuyo fuero corres- 
pondan. 

2o Soto en el caso do hallarse pendiente el concuno, 
corresponden siempre al conocimiento do los tribunales de 
provincia, cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad de 

las personas. 
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Caso,—Ln viuda y herederos de D. Santiago Barrí onucvo, 
vecinos de Santiago del Estero, demandaron á D. Gervasio 
del Mármol, vecino del Rosario de Santa-Fé, el pago de la 
suma de 3547 ps. 4 rs. do 17 en onza, que osle debia 
á aquel, 

D. Gervasio del Mármol declinó de jurisdicción diciendo 
que el crédito demandado se hallaba comprendido en el con- 
curso que se lo formó ante el Juzgado de Comercio del Ro- 
sario, y que por tal razón el conocimiento do la demanda 
correspondía exclusivamente á dicho Juzgado con arreglo 
al inc, 3 del art. 13 de la ley do procedimientos, 6 inc. \ 
art. 12 de la ley de jurisdicción de los Tribunales Nacio- 
nales. 

Conferido traslado, I03 demandantes contestaron que el 
juicio de concurso que se formó á Del Mármol había ya 
terminado por haberle otorgado la mayor parte do los acree- 
dores ta cariado pago, con la que fué rehabilitado judicial- 
mente, devolviéndosele sus bienes, siendo asi que actual- 
mente comerciaba en el Rosario, formando parlo de la razón 
social Mármol y Gutierre?. 

Se abrió á prueba el artículo. 

Mármol confesó que habia terminado el juicio de quiebra ; 
que Be le habian devuelto los papeles de la casa, y los bie- 
nes concursados ; que sus acreedores le otorgaron carta do 
pago á mérito del concordato que celebró con ellos ; que 
actualmente comerciaba y era socio de la casa Mármol y 
Gutiérrez ¡ que después de su rehabilitación vendió su casa 
para pagar una hipoteca que la gravaba. 

Se presentaron las actas relativas á la apertura del con- 
curso formado á del Mármol en 17 de Febrero de 18G2, y 
al concordato hecho por el mismo, carta do pago otorgada 
por Jos acreedores, en 5 de Julio do 1807 y rehabilitación 
del fallido en 13 do Agosto de 1807. 
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Fallo del Juez Seeefonal. 

Rosario, Oclubre 24 de 1870, 

Y vistos estos autos, en que el demandado declina do ju- 
risdicción, alegando que el crédito que se le cobra está 
comprendido en el concurso de acreedores que se formó á 
sus bienes, y que estando dicho concurso radicado ante el 
Juzgado do Comercio de osla ciudad, compete á este el co- 
nocimiento de la causa con todas sus incidentes, en razón 
de que, por el art. H inciso t a de la Ley Nacional sobro 
jurisdicción, no tienen los Tribunales Federales competen- 
cia en los juicios universales de concurso de acreedores y 
partición do herencia. 

Y considerando: 1" que el misino demandado al absolver 
las posiciones de f. 2t y al acompañar en testimonio las 
actas del concurso, ha probado suficientemente que ter- 
minó este por acuerdo con lt»s acreedores, carU de pago 
de estos y subsiguiente rehabilitación, lo que muestra bien cla- 
ro la terminación de ese juicio de quiebra, sobre cuya exis- 
tencia so funda la declinatoria. 

2 o Que por consecuencia de la celebración de ese acuer- 
do, del auto definitivo que lo aprueba y que consta en 
testimonio á f. 30 ; entró el fallido en la libre adminis- 
tración de sus bienes, habilitado para continuar su jiro y 
constituido de nuevo en una personalidad independiente do 
ese juicio universal, pudiendo así volver los que entiendan 
ser sus acreedores, con razón ó sin ella, á la posibilidad le- 
gal de ejercitar sus acciones individuales así contra los 
bienes, como contra la persona del deudor, ya por obliga- 
ciones posteriores al contrato, ya en virtud de las conven- 
ciones novadas por él. 

3" Que siendo en tal concepto nuevas las acciones que se 
entablan, pueden llevarse indistintamente ante cualquier jus- 

T. I. "i. 
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ticia á cuyo fuero correspondan, sin que obste A su desen- 
volvimiento el hecho Je haber existido un concurso, que aun- 
que juicio universal y de osclusiva competencia do las 
justicias Provinciales, ha terminado ya, y no puede atraer 
indefinidamente, todas las causas que so originen des- 
pués, aunque provengan del concurso terminado, si bien 
que, pueda á veces originarse, por otra suspensión de 
pagos, la instauración de un nuevo juicio de quiebra, que 
atraería entonces a si ludas las causas pendientes ante otros 
tribunales que no fueron el del Juez do Comercio. 

A° Quo tampoco apoyan la escepcinn aducida pnr Don Ger- 
vasio de! Mármol los arls. lOil y 1603 del Cód. de Comercio, 
pues aunque estos limitan ta libertad en el ejercicio de las 
acciones contra el que estuvo en juicio de quiebra, por los 
créditos presentados en ¿1 mismo, requiriéndose para la 
ejecución do estos la autoridad del Juez de Comercio ] se 
refieren soto el caso, cu que, sin terminarse los procedi- 
mientos de la quiebra, tengan que suspender por la insufi- 
ciencia del activo, lo quo de cierto no ha ocurrido en el 
presente caso. 

Por tales fundamentos el Juzgado Federal se declara 
competente en esta causa, no haciendo lugar á la declinato- 
ria interpuesta con costas. En consecuencia contesto el 
demandado derechamente el traslado pendiente y repóngan- 
se los sellos. 

José M. Zuviria. 

D. Gervasio del Mármol apeló y lo fué concedido el re- 
curso en relación. 

En el informe in voce, el abogado del apelante hizo pre- 
sento que este caso era igual ál do I). Marcelino Frciro 
contra 1). Antonio Fayó, también concursado, y que en esto 
la Suprema Corte habió declarado fjue el conocimiento do 
la cuestión pertenecía al Juez del Concurso. 



DE JISTICIA NACIONAL. i* 
Fallo de Ir §upreitw Coríe. 

Buenos Aires, Enero I -l de 1871. 
Vistos: Por sus fundamentos, y naide ramio, que la ju- 
risprudencia establecida ñor la Suprema Corle en el caso 
do (ton Marcelino Freiré con don Antonio Payó, citado por 
el abogado de don iWvasio del Mármol en su informe ra 
tocíí, no es conforme con aquellos ; porque on diclio caso so 
declaró incompetente la Justicia Nacional» por hallarse aun 
pendiente el juicio universal de Concurso, mientras que en 
el presente, resulta que se lialla definitivamente concluido; 
se confirma con cosías el auto apelado do foja cuarenta y 
ocho, y, satisfechas las de esta instancia y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Salvador MahÍ a del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. —José Barros Pa- 
zos. — Benito Carrasco. — Marce- 
lino Ugarte. 
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CAUSA II. 



0. Carlos Andrew y C\ contra el 

de daños y perjuicios. 



Sumario. —I a El en pitan de un buque dolió entregar la 
carga en la misma forma pn que la ha recibido, y respon- 
do de los daños sufridos por ella, que no provengan de vicio 
propio de la cosa, fuerza mayor ó culpa del cargador. 

2* No se presume quo ta carga se haya encontrado en 
diferente estado del que se espresa en los conocimientos. 

3 o No haciéndose á bordo el reconocimiento de la carga, 
los dueños de ella tienen derecho para exigirlo hasta 48 ho- 
ras después de la descarga. 

A° La descarga 10 se considera efectuada mientras no 
lleguen á tierra las mercaderías; mucho mas si, según los 
conocimientos debe ella hacerse por los consignatarios del 
buque. 

5» La Suprema Corte no puede fallar, fuera do los casos 
del art. 224 de la ley do procedimientos, sobre capítulo 
alguno que no haya sido propuesto á la decisión del inferior. 
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Casa. — En do Junio do 1870 D. Cárlos Andrew y C*. 
se presentaron al Juzgado Federal do Buenos Aires espo- 
niendo quo á bordo del baque i Peter >, capitán Hultman 
habian venido de Burdeos á su consignación quince cascos 
do aguardiente de 40 grados ; que al llegar los primeros 
bultos á los depósitos de aduana el día 30 de Mayo se vio 
quo uno de los cascos tenia, señales de haber sido destapa- 
do, y haciéndose un espiche se encontró que el aguardien- 
te apenas tenia 20 grados, y con gusto de agua salada; 
que al dia siguiente se descargaron los demás cascos y se 
hahia notado que cinco mas tenían señales de haber sido 
abiertos; y en vista déla presunción de que los bultos ha- 
bian sido dañados pidieron un eximen pericial de todos los 
cascos venidos á su consignación, con arreglo al art, 124ü 
del Código de Comercio. 

So ordenó el exfolien, y los peritos informaron que seis 
cascos aparecían á primera vista con indicios de haber sido 
destapados por no estar las latas que cubrían los tapones 
t¡i u adheridas al casco, v ser los clavos mas nuevos v de- 

1 ir * 

sígnales que los délos restantes; que levantadas las latas 
se confirmó su opinión hallando algunos tapones despoja- 
dos de la tela que sirvo para ajustarlos, y reemplazada esla 
con papel 

Concluía el informe detallando la calidad, grado etc. del 
aguardiente, y manifestando quo el aguardiente es Ira id o 
había sido sustituido por agua salada. 

Con este informe y con el conocimiento firmado en Bur- 
deos de haber recibido 15 cascos do aguardiente con G6-Í8 
litros llenos y bien acondicionados, Cárlos Andrew y C*. 
entablaron demanda contra el capitán, por ser él responsa- 
ble de lo ocurrido, y calculando el daño en 8000 ps. in/c. 
pidieron que aquel pagara dicha suma, ó tomara los cas 
eos pagando su precio 
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Corrido traslado de ta demanda, el capitán negó haber 
tenido parte en la sustracción del aguardiente; «lijo que doce 
cascos desembarcados quedaron cu las lanchas de descarga 
por seis ilias, y que la entrega A las mismas fué hecha 
estando en buen oslado los cascos, según el recibo do los 
lancheros; que por consiguiente la sustracción debió haber 
tenido lugar ó bordo de las lanchas, y en este caso 61 no 
•ra responsable de la misma. 

Que los cascos vinieron por el mar del Norte, do Berlin á 
Üurdeos, donde los recibió él, y la sustracción pudo haber 
sido hecha en ese trayecto 

Que finalmente los cascos fueron entregados el 2-1 de 
Mayo y recien en i» de Junio se habia hecho el reclamo 
por lo que, según el art, 1 Ufi y 1 1 i7 del Código de Co- 
mercio, el capitán estaba exento de toda responsabilidad. 

Acompañó ¡i su contestación el recibo del lanchero José 
Konticelli, declarando haber recibido del « I'eler i el 21 do 
Mayo los doce cascos en buen órden. 

Se dió traslado de esle documento al ador, quien nui 
testó que el aguardiente habia sido descargado por orden 
del capitán ó del consignatario del buque en lanchas que 
idlos elijieron, por loque era aquel responsable también de 
io sucedido en las lauchas, si es que allí tuvo lugar la sus- 
tracción; y que por la misma razón no podia considerarse 
la carga como entregada, sinó en la aduana, siendo así 
que el reclamo so interpuso en el tiempo prescrito por los 
artículos citados por el capitán. 

El luzgado para mejor proveer interrogó al capitán si 
la descarga se había hecho por el consignatario del buque; 
á lo que contestó que se habia hecho por este, habiendo 
sido encargado por And re w y C\ ; agregando que tos Sres. 
Lasalle, consignatarios de la entrada del buque» lo eran 
también de la carga. 
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Andrew manifestó que los lancheros de la descarga fueron 
elegidos por el capitán ó por los consignatarios del buque, 
con cnlcra prescindcncia de los recibidores de las merca- 
derías. 

Fallo del Juez Seeeional. 

íiuenus Aires, Suvíemlire 5 de 1870. 

Vistos estos autos seguidos entre los Sres. Andrew y C'. 
y el capitán Hulíman de la barca Sueca i Pcter » por re- 
clamación de averias en mercancías que dicho buque trajo 
á la consignación délos primeros, y resultando : 

l" (¿uu el capitán de la barca « Pete? • recibió en bur- 
deos para conducir á Buenos Aires 15 cascos de aguardiente, 
consignados á la órden de los Sres. Cúrlos Andrew y C'. ( 
llenos y bien acondicionados, comprometiéndose á entre- 
garlos onesle puerto en la misma forma, salvo los peligros 
v infortunios de mar, lodo lo cual consta del conocimiento 
de f. I*. 

*o Que la descarga de las mercaderías debía ser hecha 
según d citado documento, por el consignatario a cuenta 
y riesgo do los consignatarios de la carga, lo que prueba 
que á estos debían entregársele las mercaderías en tierra. 

3o Que la descarga se efectuó sin intervención de los 
dueños de las mercancías, quienes antes de terminada aque- 
lla, pidieron que c! Juzgado la mandara reconocer para cons- 
tatar el estado en que habían sido entregadas en el depósito 
de Aduana. 

4o Que ordenado el reconocimiento fué él practicado, 
dando por resultado del examen que so practicó, que seis 
do los quince cascos presentaban indicios de haber sido 
destapados, por no estar las latas que cubrían los tapones 
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tan adheridas al casco como las do loa otros cascos, como 
igualmente ser lúa clavos mas nuevos y diferentes que ios 
de los otros cascos, 

5* Que levantadas las latas do los referidos cascos, re- 
sultó encontrarse algunos tapones despegados do la lela que 
sirve para ajustados, y reemplazado dicha tela por papel. 

6o Que examinado el contenido resultú que el aguardien- 
te de los seis cascos mencionados era amarillento, revuelto 
y salado, y variando desde 31 hasta 3G grados, cuando el 
de los demás cascos es blanco, puro y de 3Ü á 40 grados. 

7o Q U e fundados en el precedente examen, los Sres. Cár- 
los Andrew y C\ han demandado al capitán los perjuicios 
resultantes de la adulteración del líquido, y pidiendo se lo 
condenara al pago de ocho mil pesos moneda corriente en 
que estiman dichos perjuicios, ó al do la diferencia de precio 
que estiman entre dichos cascos y el resto del aguardiente. 

8 o Quo el capitán se ha cscepcionado, negando que di- 
cha adulteración hubiese tenido lugar á bordo do su buque, 
y el derecho á todo reclamo por no haber sido deducido den- 
tro el perentorio término señalado por el Código, "un dán- 
dose en que de los recibos de los lancheros consta haberse 
recibido los cascos en buena condición, y en que fueron uu- 
tregados á los lancheros el dia U de Mayo, no pudiendo ser 
responsable de mercancías entregadas y que permanecieron 
seis días en las lanchas, donde es notorio se cometen toda 
clase de hurtos á lo que se agregaba que la sustracción pudo 
ser hecha en el viaje de Berlín á Iturdeos. 

Y considerando, 1» Que constando del conocimiento haberse 
recibido los cascos de aguardiente en buena condición y 
completamente llenos, como así mismo la obligación "'con- 
traída de entregarlos en ia misma forma, debe el capitán, 
no solo con arreglo al conocimiento sino también con lo dis- 
puesto por Jos artículos 1076, y 720 de! Código, entregarlos 
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en la misma forma, respondiendo según el art. 1067 del mis- 
mo código, délos dañ03 qne hubiese sufrido la carga, salvo 
que justiflcaso que dichos daños provienen de vicio propio 
do la cosa, fuerza mayor ó culpa del cargador. 

2° Que en el presente caso no ha alegado el capitán en 
su defensa que el deterioro do los cascos de aguardiente 
hubiere provenido do vicio propio, y por consecuencia se- 
gún el art. citado, seria procedento la acción deducida. 

3* Que aunque el capitán hace mérito en su escrito de 
demanda que los casos de aguardientes habían sido con- 
ducidos por otro desdo Berlín hasta Burdeos, y que en dicho 
viaje pudo haberse hecho la sustracción del aguardiente, 
esta escepcion á mas de ser una pura hipótesis, no es ad- 
misible porque los conocimientos fueron firmados después 
de recibidas las mercancías á bordo, y por consecuencia no 
es de presumir que se encontrasen en diferente estado del 
espresado en los conocimientos, ó sea en buena condición. 

4" Que la escepcion opuesta por el capitán de haber 
pasado el término para la rechir nación de los daños, fun- 
dándose en que las mercaderías fueron entregadas á h>s 
Irme lie ros el 2 i de Mayo, y que el reconocí miento recién 
fué pedido el I o de Junio no es arreglada á la ley comer- 
cial, porque habiéndose desembarcado las mercaderías sin 
que precediera reconocimiento a" bordo, tienen los dueños 
derecho para requerir un reconocimiento judicial hasta 48 
horas después de la descarga, art. J2ÍG del Código, y la 
descarga no se considera efectuada mientras no lleguen á 
tierra los efectos, como se deduce del artículo del mismo 
Código, á lo cual se agrega, que según los conocimientos 
la descarga debia efectuarse por los consignatarios del buque, 
lo que prueba que los efectos debian entregarse en tierra, 
y por consecuencii la responsabilidad <M capitán, termi- 
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nando únicamente con la entrega, continua mientras los 
efectos estén á bordo de las lanchas. 

5" Que aunque la descarga parece haber sido hecha no 
por el capitán, sinó por los Sres. Lassalle y Cv no habien- 
do los Sres. Andrew sinó el capitán cometido dichas opera- 
ciones por su parte, tienen su derecho espedilo contra el 
capitán. 

Por estos fundamentos fallo condenando al capitán Hult- 
man á pagará los Sres. Carlos Andrew y C\ dentro del tér- 
mino de diez dias, la cantidad do ocho mil pesos, ó en su 
delecto á abonar la diferencia de precio que resulte entre la 
venta en remate de los seis cascos do aguardiente adulterados 
y el que se obtuviese por el bueno, con las costas del juicio. 
Repónganse los sellos. 

Manuel Zovatcto. 

Esta sentencia fué apelada en relación y se concedió 
el recurso. 

Anto la Suprema Corle, Andrew absolvió posiciones, por 
las que confesó ser deudor del flete de la carga ; que el 
consignatario de esta descargó con arreglo al conocimiento 
las mercaderías del absolvente, y que la descarga se hizo sin 
oposición del absolvente. 

En el informe m voce que tuvo lugar el día de la vista 
de la causa, el abogado del capitán alegó la excepción de 
falta de acción contra el capitán espresada ya en el escrito 
de apelación presentado ante el Juez a quo, diciendo que 
los demandantes no habían contratado con él, sinó con la 
casa de Burdeos, á la que ól fletó por entero su buque, y 
de la cual fueron sub-íle lado ros Andrew y C\ 
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Pullo de la Suprema Corle. 

Buenos Aires, Enero 14 de 1871. 
Vistos y considerando: primero, que la Suprema Corte 
no puedo fallar sobre capítulo alguno que no baya sido 
propuesto á la decisión del inferior, sinó en los tres casos 
que especialmente determina el artículo doscientos veinte y 
cuatro de la ley de procedimientos; .¿yundo, que la excepción 
de falta de acción contra el capitán de la barca Sueca iPe- 
ter», alegada por su abogado en el informe in voce, fun- 
dándose en que los demandantes no contrataron con él f 
sinó con la casa de Burdeos, á la que él fletó su buque por 
entero, y de la cual son sub-ll uta dures Ü, Cálos Andrcw y 
compañía, no lia ¡sido propuesta á la decisión judicial en la 
primera instancia, pues de ese beclio rucien se bizo mención 
al interponerse el recurso, en el escrito que corre á foja 
cincuenta : por estos fundamentos, y los de la sentencia ape- 
lada, de foja cuarenta y cuatro a foja cuarenta y siete, se 
confirma con cuitas; satisfechas las de la instancia y ru- 
pueslos los sellos, devuélvanse los autos. 

■ 

Sai.wiiou Maiüa del Cáhuil. 1 — Khan- 
cisco Delgado, — José Rumos Pa- 
zos. — Hknito Cahuasco. — Mame- 
lino Ugahte. 
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CAUSA III 



D. Ernesto Dente fufo contra el Juez de Pa* de Moreno 
sobre violwon de artículos constitucionales. 



Sumario. — 1° Las causas criminales, por delitos comunes 
cometidos dentro del territorio de una provincia, correspon- 
den a] conocimiento de los Tribunales Provinciales, cual- 
quiera que sea la nacionalidad del acusado. 

2 Ü La violación de las garantías constitucionales relativas 
á la propiedad» libertad y vida de los habitantes de la Re- 
pública no sujeta, pur si sola, las causas que de ella sui- 
jan.al fuero federal. 



Caso. — En álí de Setiembre de 1 8 70 se presunto unte 
el Juez Nacional de Buenos Aires 1). Ernesto Heníefuhr es- 
tranjero, quejándose contra el Juez de J*az del pueblo de 
Moreno, por habérsele allanado la casa sin órden del juez 
competente, y haber sido maltratada y herida por una par- 
tida de gendarmes» su esposa también estrangora, con vio- 
lación dolos arts. 14 y !7 de la Constitución Nacional; y 
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fundado en que ol Juzgado Nacional era el competente para 
entender en las causas de esta clase, pidió se librara oficio 
al Juez del Crimen de la Provincia de Dueños Aires para 
que remitiera el proceso que por ta autoridad local se tiabia 
levantado, con el objeto de justificar los atentados de que 
hacia mension. 

Pedido el proceso, que consistía en un sumario levan- 
tado por el Juez del Crimen contra Ü a Ernestina Bentefuhr 
y otros por resistencia armada á la autoridad provincial de 
Moreno el dia M de Diciembre de t80í>, se dió vista al 
Procurador Fiscal. 

Este funcionario contestó que la justicia Nacional no era 
competente para conocer en el asunto, porque todas las 
causas criminales por delitos comunes corresponden á los 
tribunales do provincia; y que las garantías acordadas por 
la Constitución á !a vida, propiedad y libertad de los habi- 
tantes de la llupública no ¡ni portan, que todas las causas 
que versen sobre ellas sean de Cuero federal ; que para que 
surtan este fuero es menester que los casos sean espe- 
cialmente regidos por la Constitución, tas leyes nacionales 
ó los tratados. 

Fallo del Juez Seccional. 

Buenos Aires, Noviembre 23 de 1810. 
Por los fundamentos espresados en la anterior vista del 
señor Procurador Fiscal, declárase incompetente este Juzgado 
* para conocer en la causa criminal, objeto de estos autos, en 
su consecuencia, devuélvanse estos al Juez remitente, de- 
jándose A salvo los derechos de D. Ernesto Bentefuhr 
para deducir sus acciones contra quien corresponda por la 
violación de las garantías constitucionales de que so queja, 

U garrí ta. 
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Bentofuhr apeló de esla sentencia, y so le concedió el re- 
curso en relación. 

La Suprema Corto confirió vista al Sr. Procurador Gene- 
ral, quien se espidió diciendo que la causa que se seguia á 
la esposa de Bentofuhr era una causa criminal por resis- 
tencia con armas a* las providencias justas y legalmente 
notificadas por el Juez de Moreno; que su conocimiento 
pertenecía esclusivainenlc al Juez del Crimen de la Provincia, 
porque no se trataba de un crimen contra la Nación y por- 
que aunque D. Ernesto lieuteiulir fuese estrai,¿ero, el juez 
de Sección no debia intervenir sitió en las causas civiles 
que versen entro un estrangero y un ciudadano. 

Fullo de ln Suprema Corte. 

Buenos Aires, Enero 17 de 1871. 

Siendo indisputable la competencia do los Tribunales do 
Provincia, para conocer en las causas criminales por delitos 
perpetrados en sus respectivos territorios, cualquiera que 
sea la nacionalidad del acusado, de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, y por sus 
fundamentos, se confirma con costas el aulo apelado cor- 
riente á foja ciento tres: satisfechas las de la instancia y 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril. — Francis- 
co Delgado. — José Barros Pazos. — 
Benito Carrasco.— Marcelino Ugaute. 
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OftlÜ IV 



Otero y (X contra />. Bernardo fturratpe, sobre interdicto 
de recobrar la posesión. 



Sumario. — i® El interdicto unde vi no procede sinó ha 
habido despojo, ü ocupación de propia autoridad, de la cosa 
ajena. 

2 U Estos estreñios no oxisten en quien Toé puesto en po- 
sesión en virtud de compra heebu de buena fe, y conocida 
por los que alegan dominio sobro la cosa. 

3" El interdicto do precario procedo contra el precario 
tenedor que resiste la <;osa á quien se la dio en precario, 
y contra quien la recibió de aquel, con dolo malo. 

-i" Tenedor precario es quien recibu la cosa para tenerla 
á disposición del dueño y entregársela en cualquier momen- 
to que se la pida. 



Cato. — Los Sres. Otero y CV se presentaron ante el Juz- 
gado de Sección de Córdoba, espt>niendo que en 28 de Se- 
tiembre de 18117 Ü, Mí>rdoqueo Galindez les liabia vendido 
unos campos, con el pacto de rctroventa durante un ano, 



24 FALLOS DB LA SUPREMA COME 



reservándose Galindez, durante ese tiempo, el derecho do ven- 
der parte ó el todo do loa terrenos, bajo la condición de pre- 
ferir á los Sres Otero en la compra, si el precio les conviniere. 
— Que con estas esíipulaciones Galindez les pasó los ter- 
renos para que < los posean y dispongan de ellos como de cosa 
■ propia adquirida como legítimo y justo título á cuyo fin les 
* dd por medio de esta escritura pública la posesión que por 
« derecho se requiere, considerándolos como dueños de los ter* 
t renos vendidos desde la fecha hasta el momento que el es- 
t ponente pueda devolver el precio que hoy recibe k** fc\ », 
agregándose al fin de la escritura que durante el término 
del pacto de retroventa permaneció el vendedor, como sim- 
ple tenedor de los terrenos vendidos, sin pagar por ellos al- 
quiler alguno. 

Que vencido el año se levantó ante el Tribunal do Co- 
mercio entre ellos y Galindez un acta, en la que constaba 
que este no queria hacer uso del derecho de retrocompra, y 
que por consiguiente podían los compradores disponer de 
los terrenos, pasando á ellos el libro dominio y la posesión 
de los mismos. 

Que sin embargo, Galindez durante el término do la re- 
tróvenla, titulándose dueño habia enngenado los espresados 
campos A D. Uernardo Iturraspe, quien los poseia, y trataba 
de ejercer sobre ellos actas de verdadero dueño. 

Que por consiguiente Iturraspe habia entrado en la po- 
sesión de una cosa agena sin el previo requisito de haberlos 
oido y veneido en juicio. 

Que considerándose por tal razón, como dejecti se croian 
con derecho para ampararse del interdicto uitde vi con ar- 
reglo á la ley 41, lít. 4, lib. 2», Cid. Iloni. y á la 2, tí!. 
13, lib. 4o, R, C. 

Que además, habiendo sido Galindez un precario tenedor 
que habia dejado de poseer con dolo, entregando a un ter* 
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cero la posesión de la cosa encomendada, podrían también 
enlabiar el interdi cío de precario, que puede contarse en el 
número de loa interdictos recuperando possessbnis. 

En consecuencia de esta esposicion interpusieron contra 
D. Bernardo Ilurraspc el interdicto de recobrar la posesión 
con arreglo al art, 358 de la ley de procedimientos, justi- 
ficándose el primer eslremo do la posesión con los docu- 
mentos relativo* (|uo acompañaron, y ofreciendo información 
de testigos respecto del segundo. 

Se llamó á juicio verbal, y el apoderado de ¡turraspe con- 
testó que el interdicto unde vi era improcedente ; porque, 
aun suponiendo que por la escritura de 48C7 los deman- 
dantes hubiesen obtenido la posesión de los campos, Itur- 
raspe era poseedor legal, por baber comprado de buena fé, y 
dentro del término del retracto. 

Que por otra parto Galindez pudo vender los campos en 
virtud de la reserva que se hizo en la escritura, y que Otero 
fué avisado con arreglo á ella, de la oferta que Iturraspe 
le hizo por cartas; hecho que no podia negar Otero. 

Que por consiguiente Iturraspe entró en la posesión de 
la mejor buena fé, y su justa posesión no podia ser alte- 
rada por tas cuestiones que podian tener los Sres. Otero 
con Galindez, sobre las sumas que este les debia. 

Que por las mismas razones, y porque había pasado el 

término del año, era ¡mprecedente también ol interdicto de 
precario. 

Esta parte presentó también la escritura de venta que la 
había otorgado Galindez en U de Abril de 1868. 

Vallo del Juez Seccional 

Córdoba, Octubre 8 de 1870. 
Vista la demanda interpuesta por los Sres. Otero y C\ 
entablando los interdictos resolutorios y estraordinarios, unde 
t. i. 3. 
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ti y de precario contra ü. üernardo Iturraspe, para rocobrar 
li posesión de unos campos ubicados on el departamento de 
San Justo en esta Provincia, sobre los cuales alegan tener 
posesión y dominio en virtud de la escritura pública de ven- 
ta coa pacto de retrovenla que á ellos les hizo D. Mardoqueo 
Galindez en 28 de Setiembre de 1807.— Y considerando, que 
el interdicto unde vi según el derecho romano y patrio (Cons- 
titución 11, lit. 4, lib. 2o, del Cód. y ley 10, tít. 10, par- 
tida 7*) ( solo procede * cuando alguno de propia autoridad 
ha ocupado la libre posesión de una casa ajena; i mientras 
que en el presente caso el Sr. ^rraspe ha adquirido la po- 
sesión por haber sido puesto en ella por D. Mardoqueo Ga- 
lindez (en virtud de la escritura pública de Abril de 1868) 
quien era tenedor de los campos en cuestión con derecho 
de arrendarles de su cuonta, y pagando el mismo arrenda- 
miento, según so deduce de Jas siguientes palabras de la 
escritura de venta que otorgó ó los Sres. Otero y O. : « de- 
biendo estos descontar en ese caso y en proporción el 
interés correspondiente á razón do doce por ciento anual por 
todo el tiempo que paso desde que entregue el dinero hasta 
el vencimiento del año, * lodo lo que escluye el hecho do 
despojo por parte de Iturraspe, ó que este hubiese ocupado 
de propia autoridad la libre posesión de una casa agena. 

Que además, Galindez tenedor de los campos en virtud 
del contrato y de las reservas contenidas en la escritura 
pública de venta que hizo á los Sres. Otero y O., trasmitió 
la posesión al Sr. Ilurraspe por la escritura pública que tam- 
bién otorgó á este, con conocimiento de los Sres. Otero y 
CV, según ellos mismos lo dicen en su escrito de demanda 
al párrafo 20, lo que hace que el Sr. Ilurraspe haya ganado 
la tenencia de esos campos también como si el Sr. de ellos 
ae los hubiese entregado por si mismo, según la espresion de 
la ley H, tít. 30, part. 3 a . 
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Y considerando respecto al interdicto de precario, que este 
solo tieno lugar contra el precario tenedor quo resiste la 
entrega de la cosa á quien so la dió en precario, ó contra 
aquel á quien con dolo malo ésto la transmitió, y que Ga- 
lindez no ha sido tenedor precario porque solo se llama tal 
el que tiene la cosa á disposición del dueño con deber de 
entregársela en cualquier momento quo so la pida, mien- 
tras que al misino Galindez conservaba los campos en su 
poder á múrilo do un con halo quo le daba el derecho do 
retenerlos por un año, usufructuándolos y con la facultad 
do arrendarlos do su cuenta «pío se reservó. 

Por estos fundamentos se declara no haber lugar al in- 
terdicto entablado para recobrar la posesión. Hágase saber 
y repónganse los sellos. 

5. M. Laspiur. 

Otero y C\ apelaron do esta sentencia, la que fué confir- 
mada por el sigutento; 

Fallo de la Supretua Corte. 

Buenos Aires, Enero 24 de 1871. 
Vistos: por sus fundamentos se confirma, con cosías, el 
auto apelado do fuja cincuenta y una vuelta, llamando la 
atención del Juzgado de Sección sobre el certificado do foja 
ochenta y ocho vuelta para que proceda con arreglo a la ley 
nacional de sellos, y satisfechas las costas y repuestos los 
sellos devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Delgado. — Jusé Barros Pazos. — IÍeni- 
to Carrasco.— Marcelino Ugahte. 



28 FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 



CAUSA V. 



D Serapio Segundo Ovejero contra D. Servando Escobar, 
sobre indemnización de (taños y perjuicios. 



Sumario.— \° El condenado por un delito no puede im- 
pugnar el hecho que lo constituye, ni su culpabilidad en 
el juicio civil que, después del criminal, se siga por la in- 
demnización de danos y perjuicios ocasionados ñor aquel. 

2 o Sin embargo puede en el juicio civil oponer las es- 
cepciones que no se espresan cu el art. 37, lít. 8, scc, 2", 
lib. 2 o , del Cód, Civil. 

3° En ese caso debe abrirse la causa á prueba, y es nula 
la sentencia que se dicte sin ese trámite esencial. 



Cato. — D. Servando Escobar fué encausado ante la Jus- 
ticia Nacional, y condenado por el delito do rebelión á pagar 
una multa de pfts, 000, á prestar servicio militar en la 
frontera por cuatro años, y á no poder ejercer empleos pú- 
blicos por cinco anos. 

Concluido el juicio criminal, 1). Serapio Segundo Obejcro 
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vecino do Jacha!, demandó ante el Juzgado de Sección de 
San Juan al citado Escobar, pidiendo que fuera condenado 
a* pagarlo la suma de 906 pesos bolivianos y sus intereses 
desdo 25 du Febrero de I80>7, como indemnización de daños 
y perjuicios, que el mencionado Escoliar le lia bia causado» 
formando parte de la comisión nombrada por el rebelde Fe- 
lipe Várela, para equipar sus fuerzas, y tomándole violen- 
tamente en la citada feclra uní cantidad do mercaderías por 
el valor espresado de í)OG pesos bolivianos. 

En prueba del hecho acompañó á la demanda la núnima 
de las mercaderías tomadas con el precio citado, firmada 
dicha nómina por José N. Cardoso, Roberto Varas, José 
M. Daca y Servando Escobar, y con el visto bueno de Felipe 
Várela. 

Conferirlo traslado, contestó Escobar que la sentencia con- 
denatoria en el juicio criminal no podía servir para este, por 
no ser el fallo entre las mismas personas, y porque aquella 
no le condenaba al pago de daños y perjuicios. 

Que lejos de babor sido miembro de las comisiones quo 
espoliaron el vecindario do Jachal, había sido víctima de 
ellos, como lo probaba el hecho de habérsele impuesto por 
Várela una contribución de 200 pesos bolivianos bajo pena 
de la vida, la que tuvo que pagar. 

Que solo fué llamado como testigo para presenciar las ex- 
poliaciones, teniendo que firmar los documentos relativos, 
obligado á ello por el terror que inspiraban los rebeldes. 

(Jue finalmente era inexacto que los rebeldes hubiesen 
lomado á Ovejero las me rea dorias por el valor que reclamaba, 
sinó por una suma inferior. 

El Juez de Sección para mejor proveer hizo absolver unas 
preguntas a" Escobar y procedió en seguida á dictar sen- 
tencia. 

En la absolución de preguntas declaró Escobar que era 



30 FALLOS DS LA SUPREMA CORTE 



suya la firma puesta al pié de la nómina do efectos acom- 
pañada á la demanda ; pero que los efectos que se sacaron 
á Ovejero fueron menos, y quo figuraban mas, porque Vá- 
rela ordenó se agregaran á la lista otros efectos t que Ove- 
jero sostenía haberle sido tomados, obligando al declarante 
á firmar la nueva lista que al efecto formó Ovejero. 

Vmlím del Jmm Seeclanal. 

San Juan, Setiembre 10 Je 1870. 

Vistos estos autos entro D. Juan Antonio Laspiur como 
apoderado de D. Sera pío Segundo Ovejero y D. Servando 
Escobar por indemnización de perjuicios durante la domi- 
nación de los rebeldes que invadieron á la Villa de Ja chai, 
el ano de 1807 encabezada por Felipe Várela, con lo ale- 
gado por ambas partes, lo resultante de autos y mérito de 
los agregados y considerando: 

I o Que O bajero demanda á Escoliar el pago do Oflfí pesns 
y sus intereses, procedentes de efectos sustraídos de su 
casa de negocio para el equipo de las fuerzas rebeldes, por 
una comisión nombrada por Várela y en la que figuraba Es- 
cobar, según todo consta de la nómina de foja 4" y 2» y 
recibo al pió firmado por dicha Comisión.— El demandante 
ba sido ya juzgado como cómplice de la rebelión por los 
servicios que prestó á los rebeldes en la referida comisión, 
y por lo mismo está sugelo ó la responsabilidad de los per- 
juicios causados por su conducta criminal. 

2 o Quo Escobar por su parte so escepciona diciendo, que 
en su carácter de comisionado procedió obligado por la fuer- 
za y el miedo, y como simple testigo de lo que bacian los 
encargados del gefe rebeldo Várela, siendo inexacto quo ú 
Obejero le hubiesen tomado todos los efectos quo figuran en 
la minuta presentada, pues que ta lista firmada por él y que 
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contiene menos artículos de tos que aparecen fué rehecha 
por Obejero en virtud de un reclamo que hizo ante Várela, 
ordenándole este que la firmnse como lo hizo, según consta 
del acta de reconocimiento do foja 21 — El demandado agre- 
ga, que habiendo sido ya juzgado y terminado el juicio cri- 
minal que se le siguió, la sentencia si bien condenatoria, 
porque su defensor se descuidó de producir la prueba conve- 
niente, no lo responsabiliza por los daños y perjuicios causa- 
dos durante la rebelión, y que en todo caso está dispuesto á 
rendir hoy esa prueba que lo exima de todo cargo, 

3 o Que establecidos así los hechos por el mérito de los 
autos, y constando de los agregados que Escobar fué condena- 
do en primera y segunda instancia como partícipe de la rebe- 
lión en la Villa de Jachal en virtud do los servicios que pres- 
tó & los rebeldes en la comisión á que so refiero el escrito de 
demanda y que sirve de fundamento al presente juicio de 
indemnización, la prueba que ofrece hoy rendir sobro las 
mismas excepciones do lucren y ¡miedo que no pudo presen- 
tar en ol juicio criminal, seria inoportuno y sin valor alguno, 
pues por muy cumplida que fuera no podría destruir lo que 
resulta de una sentencia condenatoria pasada en autoridad 
de cosa juzgada. " 

4° üuc aunque en dicha soDtencia "0 se espresa la res- 
ponsabilidad del procesado á la indemnización de danos y 
perjuicios, esta viene siempre anexa á todo acto reprobado 
y punible por la ley, y debe siempre considerarse implícita 
la indemnización sin perjuicio de la pena, de conformidad á 
nuestras leyes y principios de derecho. 

5o l¿ue habiendo Escobar reconocido ol recibo puesto al 
pié de la minuta de f. I 1 sin otra observación que la cir- 
cunstancia ya espesada de liaber sido reconocido antes de 
firmarse, lo que no lo exime del cargo, pues en ningún caso 
debió livmar el recibo de una cuenta falsa, debe reputarse 
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justa y legítima la demanda en ta forma deducida, no 
siendo de ningún valor ni aplicación en favor de Escobar el 
contenido de las órdenes que ha presentado en su contes- 
tación á ella. 

Por estos fundamentes y otros que se omiten: 
Falto definitivamente juzgando y declaro que Ü. Servando 
Escobar es responsable al pago de novecientos seis pesos bo- 
livianos é favor de D. Serapio Segundo Obejero, con el inte- 
rés del uno por ciento mensual desde el veinte y cinco de 
Fabrero del ano mil ochocientos sesenta y siete, basta el día 
de su pago, y á mas las costas del juicio. Hágase saber 
original y repónganse los sellos. 

Natanad Morcillo. 

Interpuesto y concedido el recurso de apelación, Escobar 
alegó ante la Suprema Corte que el único fundamento de 
la sentencia apelada cra t que ól halda sido condenado como 
cómplice de la rebelión, y por consiguiente era solidaria- 
mente responsable por las indemnizaciones civiles debidas á 
las personas qne habían sido perjudicadas por la rebelión. 

Que suponiendo que esas indemnizaciones se limitasen 
á los actos en que el apelante había tenido intervención, 
no podia imponérsele responsabilidad alguna por los efectos 
Lomados ú Obojero, porque su intervención en esc hecho 
habia sido discutida en el juicio criminal, y la sentencia con- 
denatoria guardó silencio sobre eso ; por lo que obstaba & 
la demanda de Gbejero la autoridad de la cosa juzgada. 

Que además el apelante no bahía reconocido los hechos 
sobre los cuales el apelado fundaba la responsabilidad de 
aquel, y se habia procedido á pronunciar sentencia sin abrir- 
se la causa á prueba do los mencionados bechos. 

Contestó Obejero que la criminalidad de Escobar estaba 
probada, por existir una sentencia condenatoria pasada en 
autoridad de cosa juzgada ; que la consecuencia de esta en 
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el juicio civil, era la responsabilidad dolos perjuicios cau- 
sados por ol delito cometido por dicho Escobar. 

Que dichos perjuicios, y su avaluación estaban bastante- 
mente comprobados, como se deducia de la sentencia ape- 



de I» Suprem* Cor!». 

Dueños Aires, Enero ü de 1871- 
Vistos, considerando, primero, que aun cuando después 
do la condenación del acusado en el juicio criminal, no so 
puedo contestar en el civil que so siga por indemnización 
de daños y perjuicios ocasionados por el delito, la existen- 
cia del hecho principal que lo constituye, ni impugnar la 
culpa del condenado; como lo establece el articulo treinta y 
siete, título octavo, sección segunda, libro segundo del Có- 
digo Civil, actualmente en vigencia en la República, pue- 
den discutirse en dicho juicio civil todas las escepciones 
que se opusiesen y que no sean las que se espresan en el artí- 
culo citado ; segundo, que en el presente caso so han alogado 
por el demandado escepciones que no han sido juzgadas en la 
causa criminal y que no constituyen el hecho principal del de- 
lito, ni importan contradecir la culpabilidad declarada, y por 
consiguiente han debido admitirse y recibirse la causa á prue- 
ba sobro ellas; tercero, quo desde que se ha omitido un trámi- 
te esencial, el juicio fes insanablemente nulo. Por estos fun- 
damentos déjase sin efecto la sentencia de foja veinte y 
cuatro vuelta, y satisfechas las costas devuélvase la causa 
para quo reponiéndola al oslado que tenia á foja veinle y 
dos, se reciba á prueba y se siga y determine como cor- 
responda. Salvador María del Carril.— Francisco- 
Delgado. — JoséBarros Pazos.— Benito 
Cahcasco. —Marcelino Ügabtb. 
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CAUSA VI. 



D. Adolfo Carranza contra h Provincia de Caiamarca, 
por cobro de pesos. 



Sumario. — lo La responsabilidad bajo la cual una perso- 
na ha obtenido un embargo de electos, que después han 
sido expropiados, no le da persone ría para reclamar <le la au- 
toridad que expropió, el valor do los mismos ; mucho mas, 
no existiendo gestión alguna dol dueño para hacer electiva 
la dicha responsabilidad. 

2° La misma no se extiende á las consecuencias de he- 
chos producidos por Tuerza mayor. 

3° Una Provincia nu es responsable pur lu que ejecute 
un gele militar que no tiene carácter público, emanadu de su 
gobierno, y no t bra por orden ó autorización del mismo. 

4 o Faltando la capacidad legal del actor para intentar la 
demanda, falta la demanda misma. 

5* En este caso, siendo la demanda dirigida contra una 
Provincia, cesa la jurisdicción originaria do la Suprema Cor- 
le para conocer en ella. 

6° Cesa igualmente dicha jurisdicción en el caso en que 
resulto no haber Provincia que sua p.irte cu la causa 
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Coso.— En un pleito que D.Adolfo Carranza, representante 
de Molina H«"., seguia ante loa Tribunales de Catamarca, 
contra D. Federico Soneira, y la testamentaría de D. Anselmo 
Seguro, pidió y obtuvo que bajo su responsabilidad se em- 
bargaron unos efectos, valor de 3262 ps. ifl rl. plata de la 
casa de un Sr. Algorta, quedando dichos efectos depositados 
en poder de l). Lucas Tanco en el Departamento de Santa 
María de aquella Provincia. 

En Febrero de 18C2, D. Silvestre Alvarez, gefe de Estado 
Mayor de las fuerzas que mandaba el coronel D. Melilon Cór- 
doba, dió órden por escrito al depositario de los efectos para 
que los entregase rt una comisión, como so hizo según el 
recibo que aquel le otorgó. 

D. Adolfo Carranza se presentó en Junio do 1863 con los 
documentos en cuestión anto el P. E, déla Nación, y recla- 
mó el valor de líchos efectos, fundándose on que los mis- 
mos habían servido para atender las urgentes necesidades 
do las fuerzas del Gobierno do Tueuman, que contribuyeron 
á consolidar el triunfo de los principios obtenido en Pavón. 

El Gobierno Nacional pidió informe al Coronel Murga, gofe 
entonces de la división Tucumana que espedicionó sobro 
Santa María, y á I). Silvestre Alvarnz que fué gefe de Estado 
Mayor del coronel Córdoba, 

El coronel Murga informó quo no conocía el hecho, pu r 
haber dejado en esc tiempo en aquel punto al coronel Cór- 
doba. 

Alvarez informó que en 6 de Febrero de 1862 recibió ór- 
den de tomar unas mercaderías que se hallaban embargadas, 
y so decia quo eran de los Molina de Calarmarca, y por 
esto depachó la órden á que se hace relerencia. 

El coronel Córdoba informó que careciendo de recursos 
para vestir su tropa y sabiendo que había un depósito de 
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mercaderías pertenecientes á los Molina, enemigos de su ban- 
dera, dtó la orden para quo se apoderaran de ellas. 

Los ciudadanos Isaías Aguirre y Florencio Villagra do- 
clararon ser cierto el hecho referido por Carranza ; por haber 
ellos formado parte de la Comisión que tomó los efectos. 

El Fiscal de la Nación, á quien so confirió vista dala so- 
licitud de Carranza, y comprobantes, opinó que osos gastos 
no correspondían á la Nación, porque fueron hecho» para 
las fuerzas empleadas en sosten do autoridades provinciales, 
sin que en ello hubiese intervenido ei Gobierno Nacional. 
EIP. E, fundado en osle dictámen no hizo lugar al reclamo. 
Carranza se presentó con la misma solicitud al Gobierno 
de Catamarca, y éste la rechazó fundado en que no había 
autorizado la expropiación de los efectos; que esta hahia sido 
ordenada por ol coronel Córdoba, quien mandaba fuerzas 
movilizadas por instrucciones del Gobierno de Tucuman. 

Ocurrió Carranza á~ este Gobierno, y fué rechazado también 
el reclamo, fundándose el Gobierno de Tucuman en que el 
coronel Córdoba, cuando ordenó la expropiación era gclb del 
departa mentó do Santa Alaria, y no era su subalterno, pues 
las instrucciones que se lo daban oran como do aliado á alia- 
do y no de superior á inferior. 

Agotada la via administrativa, D. Adolfo Carranza se pre- 
sentó ante la Corle Suprema, y demandó al Gobierno de 
Catamarca por el pago de las mercaderías expropiadas, di- 
ciendo que el coronel Córdoba comandante militar de Santa 
Maria, ordenó en ese carácter la expropiación, después de 
haberse retirado las fuerzas. Tucu manas del coronel Murga, 
quien lo hizo reconocer como tal gefe. 

Que habiendo el general Mitre y su Gobierno sancionado 
los actos del coronel Córdoba, hizo responsable délas ohli- 
gaeiones contraidas por él á la .Nación ó á la Provincia de 
Catarmarca de la que Córdoba era gefe militar, y en cuya 
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defensa mandaba las tropas, para vestirlas cuales habia or- 
denado la expropiación en cuestión. 

Conferido traslado, el Dr. D. Rufino Elizalde en represen- 
tación de la Provincia de Ctitamarca contestó que la cues- 
tión consistía en determinar quien era el obligado á pagar 
el valor de los efectos, y que la Corte tenia que declarar 
primero ai era competente para conocer en la causa. 

Que él que mandó tomar los efectos era el coronel Cór- 
doba, y esto era el responsable, porque no habia sido au- 
torizado para ello por el Gobierno de Calamarca» ni por el 
de Tucuman. 

Que aunque fuera responsable él de Catar marca, la Su- 
prema Corle no podria condenarla á pagar, porque se tralaba 
de hechos anteriores al régimen actual, y porque el de- 
mandante no liabia agotado las vias legales provinciales para 
obtener el reembolso, habiendo omitido el recurso á la le- 
gislatura. 

Fallo de I» Suprema Carie. 

Buenos Aires, Enero 26 de 1871. 

Vistos y considerando ; primero, que según resulta do la 
esposicion del demandante mismo, foja trece y cuarenta y 
cuatro vuelta, los efectos ocupados por el coronel Don Me- 
lilon Córdoba, cuyo precio se demanda, no pertenecían á 
Don Adolfo E. Carranza, sinó á Don Federico Soneira y á 
la testamentaría de Don Anselmo Segura, de quienes no es 
el actor apoderado, ni representante legal ; segundo, que la 
circunstancia dn bailarse esos bienes embargados, al tiempo 
de la ocupación, por órden judicial y bajo la responsabilidad 
del demandante, en que funda este su personería para re- 
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clamarlos, á foja trece vuelta, no es bastante al efecto, por 
que esa responsabilidad no se esliendo á las consecuencias 
de hechos producidos por una fuerza mayor, ni consta en 
autos, ni se lia alegado siquiera, que tal responsabilidad se 
haya hecho, ó querido hacer efectiva ; tercero, que Tallando 
de este modo la capacidad legal del actor para intentar la 
donianda, falta como-consecuencia la demanda mÍBina, y no 
puede decirse que hay litigio en que sea parlo una Previ n- 
vincia, y que provoque el ejercicio do la jurisdicción 
originaria que establecen el artículo ciento uno do la Cons- 
titución Nacional y el párrafo primero del artículo primero 
de la ley sancionada en catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres ; cuarto^ que por otra parle, al hacer 
la ocupación de los efectos reclamados, el espresado coronel 
Córdoba no investid carácter público emanado del Gobierno 
de la Provincia de Calamarca, ni obraba por su órden, ni 
con su autorización ; de manera que sus hechos no eran 
capaces de imponer obligaciones á la espresada Provincia; 
quinto, que en tal caso, aun prescindiendo del vicio en la 
personería del actor, no haj>ria tampoco Provincia quo fuera 
parte en esta causa, porque no siendo responsable la de 
Calamarca por los hechos del mencionado coronel Córdoba, 
no puede ser por consecuencia de ellos demandado: por 
estos fundamentos, la Corle se declara sin jurisdicción en 
este caso, dejando á salvo el derecho de los interesados 
para que lo deduzcan ante quien y contra quien correspon- 
da : repuestos tos sellos y satisfechas tas costas por el de" 
mandante, archívese los autos. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José Darros Pa- 
zos. —Benito Carrasco.— Marce- 
lino Ucarte. 
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VII 



Sicvers ij Meycr contra el capitán del buque i Marta Ger- 
trudis • y el Representante de ios Seguros, sobre averias. 



Sumario. — lo El nombramiento de peritos arbitradores 
hecho por las partes en una causa de averias, importa so- 
meter á su decisión todas Jas cuestiones que por su natu- 
raleza deben decidirse previa información pericial. 

2° Las causas de una avería y las responsabilidades que 
do ella surjen deben ser determinadas por personas peritas. 

3 o La descarga de mercaderías no puede considerarse 
sinó como un solo acto que concluye al terminar totalmente 
aquella. 

I* Cuando la averia no es visiblo por fuera, el recono- 
cimiento puede pedirse basta tres dias después de pasar 
los efectos i manos del consignatario. 



Cojo.— En 31 de Mayo de 1870 so presentaron al Juaz 
do Sección de Buenos Aires los Sres. Slevers y Mayer es* 
poniendo que en ol buque holandés < Maria Gerlrudes > ha- 
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bian venido A su consignación 3005 frasqueras simples, y 
500 dobles de ginebra, de las cuales, aunque entregadas 
todas en buen estado en Aimterdam, habia muchas avería- 
das; por lo que pedían un reconocimiento pericial con cita- 
ción del capitán y de los Seguros, así como que se tomara 
declaración á los individuos de la tripulación del buque. 
Asi se ordenó. 

La administración de rentas informó que las frasqueras 
estaban completamente averiadas, consistiendo !a averia en 
muchas frasqueras dosechas por efecto del agua que las 
había tocado, y las que estaban, al parecer en buen estado, 
estaban húmedas en su interior, tenían perdidas las dique- 
las, y húmedo también el aserrin que podia preservar las 
botellas de rotura. 

Los de la tripulación, declararon: 

El pilólo, que los tripulantes del buque, al salir este de 
Amaterdam, eran el capitán, el cocinero, dos marineros y 
el declarante; que habian sido robadas tres botellas de gi- 
nebra de un cajón ¡ que en el camarote del mariitoro Bran- 
dsma, que fué despedido por robo, se habia encontrado una 
botella desbarro; que necesitándose un cabo que estaba en 
las escotillas, se abrieron estas, y fué después que se notó 
en las mismas la falta de tres botellas ; que la escotilla pe- 
queña fué abierta durante el viaje muchas veces, y la gran- 
de solo una vez; que so abrió esta por el gran calor, y el 
temor consiguiente de un incendio; que se vió salir humo 
de la escotilla chica, y los cajones estaban esteriormente ca- 
lientes ; que la carga llegó al puerto en buen estado, y los 
lancheros la recibieron sin observación. 

El capitán declaró que el porrón á que se refiero el piloto 
no pertenecía á la carga y era de otra forma ; que un dia 
necesitando un cabo dió al marinero Brandsma la llave de 
un candado con que se cerraba la escotilla de proa, la que 
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estaba dividida de In carga por unas tablas ; que habiéndose 
encontrado en el camarote de aquel un porrón do ginebra, 
el declarante bnjó solo á la escotilla, y vio quo uu cajón tenia 
una tabla finja, y lo faltaban dos frascos; que durante el 
viajo las escotillas de proa han sido abiertas para ventilar, 
y ta grande 1c fue una sola vez por una hora bnjo la linca, 
por el mucho calor y temor que el buque se incendiase; que 
la carga fué entregada á los lancheros en buen estado ; que 
el patrón de la primera lancha que fué a bordo abrió unas 
cuantos frasqueras y las encontró completas. 

El marinero Fredcrikson declaró que durante el viaje no 
hubia notado calor, ni humo; que mientras estaban abiertas 
las escotillas siempre había guardia en ellas, y que no lia- 
bian estado abiertas de noche. 

El cocinero declaró que algunas veces se notó mucho ca- 
lor y humo ó vapor en la carga; que abrieron las escotillas 
para ventilarla, cuando bacía buen tiempo ; que alguna vez 
quedaron abiertas de noche; quo no había guardia perma- 
nente en las escotillas; que las de adelante se abrieron dos 
veces, una para sacar un cabo, y otra no sabe para qué* 

Con estos fundamentos el apoderado de Sicvers y Meyer 
entabló demanda por los daños causados á la carga contra 
el capitán, pidiendo que, tratándose do efectos asegurados, 
so nombrasen peritos con arreglo al art. 1484 del Código 
de Comercio. 

£1 capitán contestó que por el contrato de Aclámenlo él 
no era responsable por rotura, merma, deterioro y peligros 
do mar; que llegado al puerto después do 105 dias do viaje 
presentó al consulado todos sus papeles y solicitó se nombra- 
ran peritos para la apertura de las escotillas y constancia del 
estado del arrimaje, lo que se hizo por el agento de Seguros. 

Quo el dia 25 do Mayo se descargaron 2000 frasqueras 
sin protesta alguna, por lo que respecto á estas no podia 
T. i. 4, 
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incurrir ya en responsabilidad alguna, y el roslo para el cual 
se pedia el rece nocí míen La, el 30 del mismo mes ; que calaba 
dispuesto á pagar los tres (Vascos robados por un marinero. 

Que por lo domas él no tenia culpa, ni la responsabilidad 
<]uc pretendían los demandantes. 

EL Juez de Sección convocó á las partes á comparendo, 
y estas en 19 de Julio nombraron con arreglo al art. 1484 
del Código de Comercio, peritos arbitradores para et objeto 
prescrito por dicho articulo. 

Los peritos nombrados fueron D. Guillermo Paats, 0. 
Enrique Moore y 0. Guillermo Ubbelohde quienes en 5 de 
Agosto espidieron la siguiente : 

Pericia 

i° Todo el cargamento Ha sido descargado en un estado 
de avería, mojado, en muy mala condición, y con muy mala 
vista esterior. 

2° Calculamos el valor del contenido de los cajones en 
un veinte por ciento, ó sea diez veces mayor que lo de 
costumbre m cala clase de mercaderías. 

3o Consideramos que el valor en plaza de las mercade- 
rías siendo sanas es el siguiente : 

3,505 frasqueras verdes • 49 $ 171,745 
500' . coloradas 115 $ 57,500 

S 229,245 

Menos dos por ciento por rotura 4,584 

Precio despacbado á cinco meses de plazo. 225,C61 

4o El valor total de las mismas mercadería en bu atado 
actual de averia, calculamos del modo siguiente: 

3 t 505 frasqueras verdes * $ 30 $ 105,150 
500 i colorad?. $ GO • 30,000 

135,150 

á deducir la rotura del 20 o/ « 27,030 

g 108J20 
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Precio despachado ú cinco meses de plazo y por 12 y 15 
boletos, conludus por las frasqueras verdes y coloradas res- 
pectivamente. 

5" Del valor del cargamento si estuviera cu buena con- 
dición. $ 225,601 
Deducimos su valor actual « 108,120 
Mostrando una pérdida total de $ H 6*541 

Y esta perdida total previene de dos causas, 
i* del estado general [de averia $ 89,511 

2* De la rotura cstraordinaria < 27,030 

(i° Las causas de que ha provenido el daño en nuestra 
opinión son cinco : 

A. La entrada de agua salada por Jas escotillas. 

B. La ginebra que lia salido de los frascos rotos. 

C. La abertura de algunas frasqueras y el robo por la 
tripulación. 

D. Los accidentes de mar y el varamento del buque, 
que tocú ol fondo durante la descarga. 

E. Que las frasqueras vienen llenas do aserrín, siendo 
esta una condición poto usada y en la opinión de introduc- 
tores de ginebra, peligrosa; porque el aserrín cuando está 
húmedo ó mojado, pronto so calienta y produce un au- 
mento del volumen del espíritu, y así es mas fácil que se 
rompan los frascos. 

Nota. — Que el aserrin en las frasqueras que liemos exa- 
minado presenta la apariencia de haber estado seco al 
tiempo del envase. 

7o Atribuimos la pérdida sufrida & dichas cinco causas 
en la proporción siguiente : 

I a Pérdida que resulla del estado ^ncraide avería según 
el articulo 5°. 
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Corresponde á causas A. $ 35,801 
« i /í « 17,t)03 
« < E - * 35 ,804 

2a Pérdida que proviene de la rotura estraordinaria so- 
gun el artículo 5". 

Corresponde á causa C. £ 400 
1 « i 13,315 
• ■ « 13,315 

_ 

5 27,030 

Buenos Aires, Agosto 5 da 1870. — ' 

Federico Moon.—G. Ubbdodde,— 
Guillermo Paaís. 

UÓcliose sabor la pericia á tas partes, los Srcs. Síevers 

y Meyer negaron toda responsabilidad por su parto, diciando 

que el capitán debia responder de los actos de baratería suyos 

y déla tripulación, asi como de la mojadura do la carga; y 

que así el valor de los daños á cargo del capitán era 'de 

103226 ps. m/c, y do 13315 ps. m/c. á cargo de los sc- 

g¡iros ; y pidieron que loa dos fueran condenados á nácar 
dicha suma. * 



capitán contestó que declinaba la responsabilidad que 
le atribuíanlos demandantes; que las causas de los daños 
no eran las asignados por los peritos, y que la causa debia 
ser recibida á prueba. 

El representante de los Seguros dijo' que so conformaba 
con el informe de los peritos, pero que no podia aceptar 
ni negar la cantidad que se bacia recaer sobre la compañía 
porque sus atribuciones se limitaban á intervenir simple- 
mente en la averiguación de los becbos que produjeron la 
averia; y pidió que, declarándose cierta la causa del daño 
señalado por Jos árbitros, se ordenara á los demandantes 
ocurrieran donde corresponde para la gestión de su abono. 
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r»IIo del Jtwr gecelonnl. 

Buenos Aires, Noviembre 3 de 1870. 

Vistos estos autos seguidos por una parle cnlro los Sres. 
Sievcrs y Meyer consignatarios de4,0Q5 frasqueras de ginebra 
conducidas por el buque t Maria Gertrudis y por la otra 
el capitán de dicho vapor y los representantes de los Seguros 
con motivo de averías sufridas por dicha carga y resultando : 

1° Que los interesados nombraron peritos nrbilradorcs al 
objeto espresado en el art. 118 i del Código do Comercio 
y los resultados del examen pericial que practicaron constan 
de su informe, el que corre á F. 01. 

2° Que solo la parte de los Seguros es la que ha ma- 
nifestado estar conforme con la declaración de los peritos 
arbitraderes en la parte de la avería que declaran á cargo de 
los aseguradores, no estando la parte de Sievers y Meycr 
que niegan toda responsabilidad por su parlo. 

3" Que el reconocimiento de las frasqueras de ginebra fué 
pedido por los cargadores inmediatamente después de con- 
cluida lu descarga y entregándose aquellas en la Aduana. 

4o (juc antes de espedirse los peritos arbitrudores en su 
citado inlornie, habían sido las mercaderías reconocidas en 
la Aduana por el vista del ramo quien á f. 30 vuelta in- 
forma que todas las frasqueras se hallaban averiadas, con- 
sistiendo la avería de unas en estar completamente dehechas 
por efecto del agua que había penetrado en ellas, y en las 
otras esteriormente en buen eslado, en que su interior os- 
laba completamente húmedo á punto de estar perdidas las 
etiquetas y húmedo el aserrín. 

5" Quo la parte del capitán niega toda responsabilidad 
respecto á la parle del cargamento quo fué primeramente 
desembarcado, fundándose en quo el reconocimiento no fué 
pedido en cuanto á esa parle, dentro del plazo señalado 
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per los arts, 12i6 y 1247 del Código, y cualquiera que 
sea la causa do la averia; y respecto del resto de la carga, 
porque la avería ha procedido de la mala condición de Jas 
frasqueras, y do la necesidad que tubo el capitán do abrir 
las escotillas para evitar un incendio que so temía, y que 
estando así abiertas no era de eslrañarsc que un golpe de 
mar arrojase sobre cubierta alguna cantidad de agua, la que 
entrarla en la bodega. 

6o Que ni el diario do navegación, ni el capitán y los tri- 
pulantes en las declaraciones que prestaron ante oslo Juz- 
gado, y que corren a f . . . ... afirman el becho de haber 

entrado agua ú la bodega, ¿i consecuencia de un golpe de 
mar, estando abiertas las escotillas con el objeto antes es- 
presado, siendo de notar que era deber de! capitán, según el 
art. 1085 del Código en su inciso 4 o , asentar en el diario 
los daños que ocasionen al buque y carga, y sus causas, v 
que tratándose de constatar por la información sumaria las 
causas de la averia, debió en su doclaracion ante este Juz- 
gado al ser interrogado sobre el punto de si se bahia cebado 
agua a la bodega, haber manifestado que había entrado agua 
por otras causas, á lo que se agrega que según su decla- 
ración y la do las marineros solo se abrieron tas escotillas 
con tiempo bueno, lo que excluye la presunción de haber 
penetrado agua por inforluneos de mar. 

Y considerando: I o que por el hecho do haber los interesa- 
dos nombrado peritos arbitradles, lian sometido á su deci- 
sión todas las cuestiones por lo monos que por su naturaleza 
debían decidirse previa información pericial, porque de otra 
manera no se comprendería con que objeto les atribuyeron 
el carácter de peritos arbitrad o res si nada Ion tan que re- 
solver. 

2° Que las cuestiones pendientes revisten precisamonlp 
aquel carácter, porque solo personas peritas podrían dolor 
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minar las causas tic la averia, tanto mas cuanto que, no 
constando del libro de navegación que la carga se mojase 
por algún accidente de mar, no pueda admitirse al capitán 
la prueba contra los asientos de sus libros y contra su pro- 
pia declaración, y por consecuencia solo puede admilirso 
que la carga que* fué recibida en buen estado se mojó por 
vicio propio del buque. 

3" Que la consecuencia que se desprendo de los prece- 
dentes "considerandos es que los interesados deben suje- 
tarse ai juicio de los peritos arbitradores, no solo porque 
eso se deduce del carácter con que las partes los invistie- 
ron, flinó porque, no pudiendo determinarse la responsabili- 
dad de cada uno sinó por un reconocimiento pericial que 
constase las causas de la averia, aun prescindiendo del ca 
rácter de peritos arbitradores que se les confirió, liabria 
que sujetarse á su dictamen en cuanto á dichas causas, 
por el de las personas que deben presumirse de los mas 
competentes en la materia, por la confianza que inspiraron 
á los interesados en el juicio. 

4o Que las escepciones opueslas por el capitán de no 
responder por averías, en la parte de carga que primera- 
mente so desembarcó, no es admisible, porque la ley no 
admite que la descarga sea sinó un solo acto, y porque 
según el informe espedido por el vista del ramo, como cons- 
ta a f, • ; parte de las Trasqueras no lenian averia visible 
por fuera, y en tal caso el reconocimiento puedo pedirse 
basta tres dias después que los efectos pasaron a manos del 
consignatario, y por consiguiente siendo el recibo de/i bordo 
de lecha 25 do Mayo, dia en que no podían bajar ¡í tierra 
los efectos, y siendo según el almanaque dia de fiesta el 2fi 
y 29 del mismo mes, el dia 30 del mismo se hallaba en 
tiempo para pedir el reconocimiento judicial, 

|\>r ealO» fundamentos fallo dcclaíaíidó q'«e fe» averia? 
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deben sor soportadas por cada parto res pee ti va monto en la 
proporción fijada por los peritos arbitrado res, esto es, on la 
forma siguiente: 

i* Al buque las averías provenientes de las causas A y C, 
importantes 30,30-i ps. m/c, 

2' A la car¿a las averias provenientes do la causa E, cal- 
culadas en 33,8lH ps. me. 

3 1 A les Seguros bis averias correspondientes á ta causa 
U, calculadas en Kv'JIo ps. m/c. 

■lo Las averias correspondí en les á la causa li ó s'ca á la 
ginebra salida de los fraseos rulos, divídanse entro buque, 
carga y seguros en la misma proporción con que las causas 
C, J) y C lian contribuido á producir la rotura estraordiuaria 
de los frascos, cuyo QjOUlettído produjo, según los peritos 
arbitra dores, las averias que se espresan bajo Ja denominación 
de la causa E, 

Ejecutoriada quo sea esta sentencia procederasc á prac- 
ticar la liquidación correspondiente, y previo su aproba- 
ción, dése ¿i los Seos. Siovers y Me ver testimonio para que 
ocurran donde correspondo contra los Seguros. Impóngan- 
se los sellos, y satisfáganse las costas de uíícina en la pro- 
porción que les corresponde en la averia general, y fecho ar- 
chívese. 

Manuel '¿avalúa. 

Ue osla sentencia apelaron Siovers y Meyer, adhiriéndose 
ala apelación, tanto el capitán déla * María Gertrudis », 
como el representante de los Segures, 

Sievers y Meyer pidieron se revocase la sentencia en la 
paite en que se declaraba á cargo de los consignatarios una 
parle de la avería, y se condenara al capitán al pago de les 
|li;i¿¿(¡ ps. n, e. demandados y á las cusías del juicio. 

Dijeron que i ! nombramiento de peritos fué con el objeln 
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de declarar la parle de averías que correspondía á los Se- 
guros; y por consiguiente el dictamen de los mismos res- 
pecto al capitán y cargadores, no tenía otro valor que él de 
una prueba, que podia destruirse con una prueba contraria. 

Que además del mismo dictamen se desprende que la 
causa de las averias fué la mojadura que lavo lugar por h> 
ber el capitán abierto las escotillas ; y por lo tanto el daño 
proveniente de esta falla debía ser imputable á él solo. 

Que sí los peritos atribuían ú la causa E la mitad de la 
avería, esto no importaba decir que fueso por vicio propio 
do la cosa, sitió que la condición era peligrosa en caso do 
mojadura, habiéndose producido á causa de esta la averia 
de la carga. 

El representante de los Seguros pidió se revocara la sen- 
tencia en la parte que condenaba ú estos en una suma mayor 
de 13315 ps. m/c. 

Dijo que esta era la suma que los peritos habían decla- 
rado ser á cargo du los Seguros, y que eon esta se con- 
formó do acuerdo con los consignatarios y sin observación 
en contrario del capitán. 

Que por consiguiente el Juez lo habia condenado a m3yur 
suma de la que se demandó, siendo esto proceder unto mas 
eslrafio cuanto que el nombramiento do peritos so hizo 
para establecer si habia averías d cargo de los Seguros, y 
cuánto era su importo. 

El capitán pidió se revocara la sentencia en la parlo que 
define y liquida la averia, mandándose pasar la cansa á nue- 
vos arbitros con arreglo al art. t iOG del Código de Co- 
mercio ■ 

Dijo quo las diferentes apreciaciones del informe pericial 
que las parles hacían eran hechos que merecían ser escla- 
recidos con la prueba. 

Que no habiénduí.o .diierlo b causa á prueba so había 
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cometido una nulidad, agregándose ta otra de no haber su- 
jetado á árbitros la cuestión, según la prescripción del art. 
1496. 

Que aun suponiendo válida la sentencia, la misma era 
injusta, porque deducía falsas consecuencias del informe 
pericial, interpretándolo á su manera. 

Que en efecto, la causa A no era imputable al capitán, 
y la B no era á cargo proporcional del buque, Seguros y 
carga, 

Buenos Aires, Febrero 7 de 1811. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de foja noventa y tres, y satisfechas las costas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pa- 
zos. — Iíenito Carrasco. —Marce- 
lino Toarte. 
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CAI S.l VIII 



Sebastian Colcr sobre exención tlel tenido 
Guardia Nacional. 



Sumario. — La imposibilidad física eximo absolutamente 
del servicio de la guardia nacional, sin distinguir el servicio 
en campaña y el dentro ile la ciudad. 



Caso.— En 5 de Noviembre de tSíw el Gobierno de la 
Provincia de Corrientes dió de baja absoluta del servicio do 
la Guardia Nacional al soldado Sebastian Goler por padecer 
de una enfermedad que lo inhabilitaba para el servicio. 

En U de Octubre de Í¿10 Goler pidió al mismo Go- 
bierno confirmara su exención del servicio, tanto por su im- 
posibilidad fisiea, romo por ser el hijo mayor que atendía 
la subsistencia de su señora madre. 

El médico de Policía, á quien el fiobierno pidió informe, 
contestó fjue Goler estaba padeciendo una hernia inguinal 
tlewha, y siendo esta enlrnoeilnd j te ruta un ti te é incurable, no 
podia aquel prestar el servicio activo de las armas. 

El P. K. decían» á Gnler exento del servicio activo lucra 
de sit distrito. 
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Reclamó Goler al Juzgado Nacional, y pidió so le declara- 
ra exento de lodo servicio, alegando quo la resolución del 
P, E, de Corrientes era contraria á la disposición del art. 
K inc. 4°, de la ley de 5 de Junio de 1SG5. 

El Juez de Sección pidió informe á los médicos Dr. D. 
José M. Mendia y Ür. Ü, Javinr Puigdcmasa, y al Gofo de 
Plaza de Corrientes. 

Los primeros informaron quo Goler padecía de una her- 
nia inguinal del lado derecho no permanente, que lo im- 
posibilitaba para el ejercicio activo de las armas, pero no 
para prestarlo en la pasiva. 

El segundo informó que el servicio exigido actualmente 
á la Guafdia Nacional era él de una guarnición simple, 
como el acuartelamiento cada tiempo dado por parto de la 
noche, y las formaciones con intervalo de muchos dias. 

Corrida visla al Procurador fiscal, esle se espedió dicien- 
da que la causa alegada por Goler para pedir su exoneración 
del servicio activo de las armas, aun en su propio distrito 
era legal y bastante con arreglo al art. 2«, inc. 4° f de la 
ley de 5 do Junio do 1805; y que lo misma estaba com- 
probado por el informe medico con arreglo al citado art. Ü". 

F«IIo del luei SerelonM. 

Corrientes, Octubre 21 áe 1870. 
Visla la solicitud de 1), Sebastian Golei pidiendo se le 
declare exento de la obligación do enrolarse en la Guardia 
Nacional, por padecer una enfermedad que lo inhabilita para 
prestar esto servicio, con lo espueslo por el Procurador 
Fiscal y teniendo presente el informe de los facultativos, y 
eonsiderando : 1" que por el art. 2o, inciso 4o de la ley do ' 
o de Junio del fio están acepillados del enrolamiento los 
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que tengan imposibilidad fínica legalmente probada, en cuyos 
términos se comprenden solí» aquellos cuya imposibilidad es 
absoluta para el servicio de las armas, y no los que la tienen 
para cierta ciase, pues que estos no están comprendidos 
en la razón do la ley, sino cuando se les exijo el servicio 
para el que están imposibilitados ; 2 o que según el informe 
de los facultativos y la csplieaeioii verbal duda ante esto 
Juzgado, Goler puede prestar sus servicios como Guardia 
Nacional, dentro del distrito de su residencia, sin peligro 
do que se agrave su mal ; y por lo lauto no puede alegarse 
que liena imposibilidad física, desdo que, según apareco en 
los documentos presentados por él mismo, el Gobierno lo 
lia cscopluado dol servicio fuera de su distrito. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la solicitud de 
aquel pidiendo exención de la obligación de enrolarse en 
la Guardia Nacional, llágase saber y repóngase los sellos. 

Carlos Luna. 

Goler apelú. Concedido el recurso en relación, la Suprema 
Corte corrió vista de la causa al Sr. Procurador General. 

Este funcionario dijo que la cuestión legal estaba reducida 
á saber si la enfermedad crónica de Goler ora una razón para 
csccptuarlo absolutamente del servicio, ó solo del servicio 
fuera de su departamento; que por la ley citada art. 2% 
inc. 4* una imposibilidad llsica exime absolutamente del 
servicio, mientras que entre las razones que enumera el 
art. 3° para la exención del servicio fuera de su departa- 
mento, no se encuentra la imposibilidad física do ningún 
genero. 

Que la hernia inguinal imposibilita para el servicio activo, 
y por consiguiente debe ser una razón que exima absoluta- 
mente del enrolamiento, atenta la disposición del citado art. 
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2« ; y que la ley no dá lugar & íi preciar la clase de servicio 
que pueda prestarse en campaña 6 dentro de la ciudad, 
siendo este a veces tan duro como aquel. 

Que por consiguiente creia que Colcr estaba exento ab- 
solutamente del enrolamiento. 

Fallo de I* Suprema Corte. 

Unenos Aires, l ebrero " de 187). 

Vistos; de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se revoca el auto apelado de foja 
veinte y dos, y se declara que Don Sebastian Gulcr se halla 
comprendido en las excepciones que establece el inciso cua- 
tro, del artículo segundo, do la ley de cinco de Junio de 
mil ochocientos sesenta y cinco ; y satisfechas las costas, 
devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Salvador María del Carril. — Francisco 
Melgado. — José Barros Pazos.— Beni- 
to Carrasco,— Marcelino Ugarte. 



ÜB JUSTICIA NACIONAL. 



I*. 



El coronel de Guardias Nacionales 0. Patricio Rodríguez , 
tobre recurso de * ¡tabeas corpus. » 



Sumario,— Es admisible el recudo do * babeas corpus » no 
resultando jualifícada la causa de ta prisión. 



Cajo.— El coronel de Guardias Nacionales de la Provincia 
de Santa-Fó, D, Patricio Rodríguez se presentó en 10 de 
Enero de 1871 ante la Suprema Corte, diciendo que el SI 
de Diciembre de 1869 había sido reducido á prisión en el 
partido del Pergamino» y conducido á Buenos Aires donde 
Be le mantenía en prisión, sin saber la causa de ella, y pi- 
dió que previo informe del Gobierno Nacional sobre el mo- 
tivo de su detención, se le mandará poner en libertad en 
caso de no existir ninguno loga]. 

La Suprema Corte pidió informe al P. E. N. 

En 7 de Febrero se remitió el informe del fiscal perma- 
nente Sargento Mayor D. Santiago Calzadilta, quien dijo 
que con fecha 12 de Enero de 1871 había recibido órden 
del Comandante General do Armas para instruir una suma- 



r»(J fallos de i. a suprema corte 



ria contra el coronel Rodríguez, con el objeta tle averiguar 
por qué permanecía en el Pergamino, acompañado de otras 
personas; que interrogado sobre eso el coronel Rodríguez, 
contestó que se hallaba en el Pergamino acompañado de 
un capitán de G. N. de Santa-Fe con el objeto de jugar, 
que esta era su proleiion, y que allí fué aprendido por or- 
den del Juez do Paz y remitido a" Dueños Aires; que su 
permanencia en el Pergamino no se relacionaba absoluta- 
mente con los sucesos políticos que en esos momentos so 

desarrollaban en ta Provincia do Santa-Fe. 

• 

Fallo de Ir 0ii|ireiuw Corte. 

Üuenos Aires, Febrero 7 de t8"l. 
No resultando justificada la prisión del coronel de Guar- 
dias Nacionales de Santa-Fé, Don Patricio Rodríguez, ofi- 
cíese al Poder Ejecutivo para que lo mande poner inmedia- 
tamente en libertad. 

1'. I " : ■ - • 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — Benito Car» asco. — Marce- 
lino L'garte. 
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1K Agustín /íios, contra 1). Luis Scribani, sobre personería. 

Sumario— In tenia da una acción, invocando la calidad de 
heredero, la personería del actor está justificada, siéndolo 
la calidad invocada. 



Caso.— U. Agustín Rios, declarado por los Tribunales de 
Provincia liercdero de su finada esposa ü n . Rosalia Iseas y 
Molo, reclamó de D. Luis Scribani una casa que este poseía 
y que pertenecía á aquella por compra hecha á 1). Gervasio 
Pae^. 

Conferido traslado, Scribani promovió un artículo, pi- 
diendo se declarase á Uios sin acción para reclamar la casa 
citada. 

Dijo quo la casa poseída por él la había comprado á D\ 
Rosalía Iseas en el ano de 1863, y que la esposa de Ríos 
tle la cual este deducía su personalidad en la demanda, se 
llamaba Iseas y Meló, y babia fallecido en el año de 1860; 
y que, por consiguiente, no tenia aquel acción para reivin- 
dicarla. 

T, i, & 
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Contestó Ríos que la casa fué comprada por su esposa ; 
que esta no la vendió á persona alguna; y que Scribani la 
poseia en virtud de una escritura falsa. 

Que él tenia, por consiguiente, personería para reclamarla; 
y que no podia llamarse articulo una csccpcion fundada en 
una oposición á la misma demanda. 

Fallo del Juez gecrlonnl. 

Buenoa Aires, Enero 13 de 1871. 

Y vistos: considerando, 1° Quo la demanda promovida 
por I>. Agustín Hios contra I). Luis Serihnni, el primero ciu- 
dadano argentino y el segundo de nacionalidad Italiano, la 
hace el primero como esposo y heredero de D\ Rosalía Iseas 
y Meto. 

2° Que dicho carácter de esposo y heredero de D\ Ro- 
salía Iseas y Meló está justificado por la declaratoria de 
heredero hecha por el Tribunal competente, como consta 
del espediente acompañado. 

3 o Que por consecuencia la personería del demandante 
está justificada, sin que soan bastantes á destruirla los fun- 
damentos expuestos en el escrito de f. 22, los quo tienden 
mas bien á destruir que á diferir el juicio de la acción in- 
tentada. 

Por estos fundamentos, no ha lugar al artículo prévio 
promovido por D, Luis Scribani, ó intimese conteste doro- 
chámente á la demanda, Repúnganso los solios. 

Manml ZavaUta. 

Apelada la sentencia en relación, fué confirmada p^r el 
siguiente: 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



59 



Fallo de I» Suprema Corte. 



Buenos Aires, Febrero 9 de 1871, 



Vistos: por sus fundamentos se confirma con cosías el 
auto apelado, corriente á foja treinta y dos vuelta, satisfe- 
chas las do la instancia y repuestos los sello?, devuélvase 



D. José M. Chanfreau tj O. contra la Provincia >¡e Cor- 
rientes, por cobro de petos. 

Sumario, — i' Para que un Gobernador de Provincia la 
obligue como su representante, os necesario que lo llaga 
conforme á la constitución y á las leyes provinciales. 




Salvador María del Carril. — Francis- 
co Delgado,— José Narros Pazos. — 
ÜENiTo Carrasco. — Marcelino ügarte. 



XI. 
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2 o No siendo así, sus actos pueden responsabilizar sola á 
su persona. 

3 o Reconocid.* por On Gobernador la legalidad de una le- 
gislatura por el hecho de elevará ulla su renuncia, é instar 
después para su aceptación, no queda al arbitrio del mismo 
el desconocerla en seguida. 

A° El Gobernador que renuncia su cargo, cesa do serlo 
después de aceptada la renuncia por el poder competente. 

í>° Los contratos que eso Gobernador celebró posterior- 
mente, no pueden obligar á los poderes que aquel se pro- 
pone combatir, con el o líjelo de volver á ejercer el mando 
renunciado. 

fi* Mucho mas, si del contrato se desprende, que la men- 
te ríe los contratantes fué subordinar á la realización de eso 
objeto, que no tuvo lugar, el cumplimiento del mismo. 



Caso. — En 13 de Setiembre do 1808 en el lugar denomi- 
nado • El Paraíso • provincia do Corrientes, !). Evaristo 
López, diciéndose Gobernador Legal de la Provincia en cam- 
paña, celebró con U. José María Chanfreau y C', un con- 
trato de proveeduría para las fuerzas que tenia á sus órdenes 
con el objeto de hacer la guerra para recuperar la autoridad 
que habia perdido. 

Esta situación fué originada por una revolución en ta 
capital de la Provincia, á consecuencia de la cual í), Eva- 
risto López renunció con fecha 27 de Mayo de Í8ü8 el 
cargo de Gobernador que ejercía. 

Su renuncia fué á instancia del mismo aceptada por la 
Legislatura en 25 do Julio del mismo año ; y después que, 
con arreglo á la Constitución Provincial l'ué encargado del 
P, E, el Presidente de aquella» D. Evaristo López declaró 
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que su renuncia era nula por haber sido forzada, y se puso 
en armas para rocuperar el mando do la Provincia. 

La legislatura y el encargado del P. E. rechazaron las 
pretcnsiones de López, y continuó así el órden constitucio- 
nal de la Provincia, del cual surgieron los Gobiernos pos- 
teriores. 

En virtud del contrato mencionado, Chanfreau suministró 
provisiones á las fuerzas de López desde el 11 de Setiembre 
hasta el 30 de Üelubro de 1808 por valor de 40790 ps. 5 rl. 
fuertes, y presentó a aquel las cuentas respectivas en el 
Paraná. 

López las reconoció, y por decreto de 12 de Noviembre 
do 18G8 mandó quo fueran pagadas por la Tesorería Ge- 
neral do la Provincia. 

Se presentó Chanfreau al Gobernador de Corrientes en 20 
do Enero 180ÍÍ, y solicitó el pago de la suma mencionada, 
alegando que las administraciones de un país son solida- 
rias pon las obligaciones que cualquiera de ellas baya con- 
tra i ti o ; que el honor de la Provincia estaba interesado en 
el abono de esa deuda ; que ella era el resultado de un 
contrato celebrado con uno de sus Gobernadores ; que el 
Sr. López pudo celebrar dicho contrato , porque el Gobierno 
Nacional lo reconocía como verdadero Gobernador de la 
Provincia que la renuncia de su puesto fin' 1 nula, con arre- 
glo al art, 13 de la Constitución Provincial, purquu le 
fué arrancada por la fuerza ; que así lo declaró el Sr. Ló- 
pez y [lidió la intervención del Gobierno Nacional para ser 
repuesto en el mando ; que por el art. 38, inciso -3 de la 
Constitución pudo aquel empeñar el crédito do la Provincia 
para restablecer el órdon alterado por la revolución ; y que 
no se pudo dar cuenta del contrato á la Legislatura, por- 
que habían sido destituidos los diputados, y porque esa falla, 
en todo caso no era imputable al solicitante. 
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El Gobernador de Corrientes oyó al fiscal de Estado, pi- 
dió informes á la Legislatura y al que fuó su presidente en 
el tiempo de la renuncia hecha por el Sr. López, para ha- 
cer constar la espontaneidad do la citada renuncia, y dictó 
la siguiente : 

RESOLUCION. 

Corrientes, Junio 4 de 1869. 

Vistos, resulta de los presentes autos que D. José M. 
Chanfreau y C 1 , piden que el Poder Ejecutivo lee haga abo- 
nar la cantidad de 49,790 ps. 5rls, fuertes, procedentes 
de provisiones hechas á las fuerzas que obedecían at Ex- 
Gobernador I). Evaristo López, ol cual lia ordenado el pago 
de dicha cantidad desde la ciudad del Paraná el doce de 
Noviembre del a ím próximo pasado. La razón social Chan- 
freau y C\, funda su petición; primero, en que es un prin- 
cipio reconocido la solidaridad en las obligaciones de los 
Gobiernos; segundo, en que el honor y crédito de la pro- 
vincia de Corrientes aconsejan al abono de esta deuda ; 
tercero, en que ella es consecuencia del contrato que la 
razón social referida firmó con el Ex-Gobcrnador López el 
trece de Setiembre de i 808, en el lugar de esta provincia 
llamado « Paraíso », según consta del contrato original quo 
acompaña; cuarto, en que el Sr. López pudo estipular el 
contrato porque el Gobierno Nacional lo reconocía como á 
verdadero Gobernador de la Provincia, cuya circunstancia 
bastaba á jos peticionantes para contratar con él válidamente, 
sin que obstara la renuncia que el espresado Sr. López hizo 
de su cargo público, ante la Legislatura, porque no habiendo 
sido espontánea, sinó al contrarío, arrancada á su debili- 
dad, es nulo y sin efecto según el art. 13 de la Constitución 
del Estado que dice : * Cualquiera resolución dictada por 
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< las autoridades de Provincia por coacción, requisición ú 
* Fuerza armada o do pueblo on sedición es atentatoria y 
t será nüla y sin efecto » ; quinto, en el que él Sr. Lo pea 
lo decía ni así y pidió la intervención del Gobierno Nacio- 
nal para su reposición en el mando ¡ sesto. en que por el 
art. 38 inciso 23 de la Constitución, pudo empeñar el crédito 
do la provincia para restablecer el orden alterado por ta 
revolución; séptimo, en que no pudo dar cuenta de aquel 
contrato á la Legislatura por buber sido destituidos los di- 
putados, y porque, aun cuando así no hubiera sucedido, la 
falla del Ex-Gubernador López de no haber dado cuenta al 
Puder I íjislativo puede ser una razón para responsabilizarlo á 
61, pero no para desconocer las obligaciones que como man- 
datario hizo contraer á la provincia con un tercero. 

Y considerando; primero, que el P. E. no puede mandar 
pagar la cantidad que se reclama, porque se refiere a una 
deuda quo no esta reconocida por la Legislatura, quien debe 
aceptar o reconocerla y autorizar su abono; netjunUtí, que 
el hecho de que el P. K. de la Nación, hubiese reconocido 
á Ü. Evaristo Lopes, como a Gobernador de la Provincia, 
puede tener ludo ol alcance quo se quiera, pero nunca hasta 
llegar á hacer Gobernador al que no lo es, ó desnudar de 
este carácter al quo lo tiene porque ni la ley ni el espíritu 
de las instituciones que rijen á la llupiiblica le conliere se- 
mejante facultad, que, por el contrario, se la niegan, por 
cuanto ni el lilulo, ni las atribuciones de los Gobernadores 
de las Provincias están sugetos al exequátur del P. E. de 
la Nación, pues son independientes de él en ol origen y 
cesación de su mandato, desde que, según el artículo 105 
de la Constitución do la Kepública, las provincias se dan 
sus propias instituciones locales, te rigen pe* ellas, y eligen 
sus Gobernadores, Legisladores, y demás funcionarios pú- 
blicos, sin intervención, no solo del P E smó del Gobier- 
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no Nacional; tercero, quo ol principio contrario importaría 
la supresión de la soberanía del pueblo de las provincias, 
para elegir con arreglo á sus leyes á los depositarios del 
Poder y fijar las condiciones, y los términos de la autoridad 
que pronuncie su cesación, y con la supresión do la sobe- 
ranía, la supresión de las instituciones que rigen la Repú- 
blica; cuarto, que por consiguiente el Sr. Chanfreau no lia 
debido atenerse á la palabra del P. E. de la Nación at res- 
pecto, flinó a) pronunciamiento ú decisión de la Legislatura 
de la Provincia que acopló la renuncia que de su puesto de 
Gobernador hizo el Sr, López, de cuya renuncia pudo y de- 
bió tener conocimiento el recurrente, como vecino do esta 
provincia, porquo fué un iiccho que llamó la atención del 
país y fué publicado por la prensa ; quinto, que no puede 
parapetarse Chanfreau en su nacionalidad francesa para elu- 
dir su deber do atenerse al pronunciamiento de la autori- 
dad competente de la provincia, porque todo vecino de ella) 
se^un principio universal de jurisprudencia, debe conocer 
sus leyes y amoldarse \\ ellas, muy especialmente, cuando 
su contrato afectaba seriamente los intereses de la misma» 
mío, que ol P. E. Nacional no resolvió sobre la cesación 
ó continuación del mandato del Sr. López, con el simple 
hecho de darle el titulo de Gobernador que él se arrogaba, 
sino que un acto de buena política, en el calor del conflicto 
lo llevó á darle ese título sin decidir de la validez ó nulidad 
de la renuncia, porque ni era ól competente para ello, ni 
había oido á la Legislatura quo lo aceptó, ni averiguado si 
*ué espontánea, ú si arrancada á su debilidad como se dice: 
séptimo, que no puede Chanfreau alegar de buena h'», ino- 
cencia en la renuncia del Sr. López, para justificar la le- 
galidad de su contrato, y el deber en la provincia de abo- 
narle la cantidad que reclama porque {\ la fecha do su 
contrato el hecho de la violencia no estaba comprobado, 
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como no lo esta hasta hoy, por pieza auténtica alguna, ni 
ha sido calificado ni pronunciado por autoridad competente; 
octavo, que en tal caso, y andando de buena fó, el proce- 
der de Chanfrcau, sinó quería sujetarse á tas consecuencias 
del carácter aleatorio que tiene su contrato, no ha debido 
ser otro que el de ahtenerse do estipularlo en presencia de 
los hechos que, cuando menos, enjendraban dadas sobre la 
capacidad legal del Sr. López para obligar á la provincia, 
pues si el referido señor López declaró desde la ciudad del 
Paraná que su renuncia lo fué arrancada por la fucraa, los 
actos de la Legislatura que aceptó esa renuncia, que con- 
sintió en que su presidente entrase en ejercicio del Poder 
Ejecutivo, según lo ordena la constitución, y reconoció, acep- 
tó y se puso al frente de la situación surgida de la renuncia, 
desmentían la aserción de aquel, y no tiene Chanfrcau mo- 
tivos para dar mas crédito al Sr. López que á la Legislatura, 
en la cual tiene la Provincia su mas inmediata y numerosa 
representación j norato, que en el coullielo entre el Gober- 
nador que reclamaba su Ululo, sus poderes y la posesión do 
BU cargo, \ la Legislatura (pie invocaba su dimisión acop- 
lada, la cesación de su mándalo y el ejercicio constitucional 
del V. E. por el presidente del cuerpo, ha debido desper- 
tarle la duda, cuando menos, de que la cuestión podía tener 
una solución contraria á sus inlercses ; y en tal caso su 
contrato era y es verdaderamente olcotorin y lu sugelaha a" 
las consecuencias favorables o adversas del resultado que 
pusiera término al conflicto; y, que habiendo tenido una 
solución contraria á sus intereses debe cargar con sus des- 
favorables consecuencias, porque la naturaleza del contrato 
le súmete á ellas ; décimo, que a la focha de ese contrato 
(l ti de Setiembre dü 18<>8) el ejército del Ex-Gcncral D. 
Nicanor Ciceros y este mismo uhraban en abierta oposición 
á las órdenes del Poder Ejecutivo de la lkpúblien, y oran 
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calificados y cometían et delito do rebelión; delito de quo 
se hizo cómplice D. Evaristo López, manteniendo en su ca- 
rácter rebelde á Cáceres y á los ciudadanos que formaban 
su ejército, y no era lícito á Chanl'rcau protejo r y vigorizar 
esa rebelión, proveyendo de alimentos y vestido á los rebel- 
des, dúndolos medios de movilidad etc., como lo ha he- 
cho á consecuencia do su contrato ; once, que siendo como 
es criminal, ó cuando menos ilícita esa protección, el con* 
trato que tenia por objeto darla y en virtud del cual se la ha 
dado en efecto, es insanablemente nulo y sin ningún valor 
con arreglo á las leyes comunes, porque debe su origen á 
una causa torpe t en espresion jurídica, y Chanfrcau no pue- 
de reclamar su cumplimiento ; doce, que estando facultado 
el I*. E. de la Provincia por el art. G5 inciso 5<> de la Cons- 
titución, para ejercer las facultades que á la Legislatura 
atribuye el art. ¡38 inciso 23 de la misma, cuando se halle 
en receso o sea difícil su pronta reunión, es necesario co- 
nocer con injenuidad que el Poder Kjcculivu puede contra- 
tar Ja provisión de un cuerpo do ejército quo levante, á los 
fines y en los casos de que habla el referido art. ÍÍS en su 
inciso 23, y que la Provincia quedó solemnemente obliga- 
da ¿ las consecuencias del contrato de proveeduría ; sin 
embargo es necesario estudiar la venia ríe ra ¡ ti leí ¡j encía do 
ese inciso que dice así: • (loriesponde á la Legislatura, 
« decretar cu los casos de invasión, motín ó sedición todas 
i las medidas convenientes a la defensa del territorio v al 

■ 

i restablecimiento del orden, dando cuenta inmcdialamen- 
i te á la autoridad .Nacional * , para saber si es aplicable 
al caso presente; trece, que la constitución se reliere a" 
dos casos distintos: 1° á infusión que se traiga á la Pro- 
vincia, desde un territorio es t ra ño M de ella, y secundo 
á motín ó sedición que estallen en su propio territorio y al- 
teren el ó rilen ; aifurve, que el motin ó sedición á que so 
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refiere es al que se hace por parte del pueblo contra el Go- 
bierno de ta Provincia, ó contra alguno de los tres poderet 
públicos que lo constituyen ¡ es decir, á la acción violenta 
de una parte del pueblo contra todas ó alguna de las autori- 
dades constituidas, porque es a esto á lo que se llama motin 
ó sedición ; y para eBtos casos es quo la constitución con* 
fiere al P, E. las facultades recordadas ¡ pero no se refiere 
al conflicto quo puede surgir entre los poderes públicos, por- 
que en tal conflicto á ninguno de ellos es lícito ni permitido 
llevar las fuerzas contra el otro; de manera que ni la Legis- 
latura puede llevarlo contra el P. E. ni el P. E. contra la 
Legislatura, y por consiguiente no es aplicable al caso de 
conflicto entre los poderes públicos el inciso recordado de 
la Constitución; quince, queja situación de la provincia á 
la fecba del contrato de Chanfreau, aun admitiendo por vi a 
de discucion que U. Evaristo López era entonces Gobernador 
del Estado, no era la de uu motin ó sedición, sino de un 
verdadero conflicto entro poderes públicos, puesto que la 
Legislatura aceptó la renuncia del Sr. López, fuera espon- 
tánea ó forzada, abrazó y se puso al frenlo de la situación 
surgida do eso hecho y armó una parlo de la milicia del 
pueblo para batir al rebelde General Cáceros, que venia con- 
tra ella ; y l). Evaristo Lope?, no tenia I acuitad constitucio- 
nal, como Gobernador, para ponerse al fren lo de ese ejér- 
cito rebelde y venir en contra de la Legislatura, en la que, 
como se ba dicho antes, tiene el pueblo de la provincia su 
mas inmediata y numerosa representación ; diez y seis, que 
do los precedentes considerandos se deduce, que si el Sr. 
López no tenia como Gobernador, facultad para ejercitar la 
fuerza conlra la Cámara de Diputados, es evidente que laim. 
poco la tenia para obligar á la provincia por contratos rufo- 
rentes á proveer dicha fuerza ; diez y siete, que de todo lo 
espuesto, resulta: primero, que en el caso mas favorable 
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de esta causa para Chanfreau y O., su céntralo seria esen- 
cialmente aleatorio, y les hace soportar las consecuencias 
des favorables de los hechos que pusieron término á la si- 
tuación violenta porque pasaba la provincia; y segundo, (juc 
el Ex-Gobcrnador López no tenia facultad para estipularlo» 
porque el conflicto de poderes, que á la zazon era elcasoi 
no es aplicable el inciso 23 del art. 38 de la Constitución 
do la Provincia; por estos fundamentos que solo son refe- 
rentes al derecho, sin abrirse juicio sobre la naturaleza y 
exactitud de los comprobantes del reclamo, se declara no 
haber lugar á el y repónganse los sellos.— Guastavinu.— 
Juan José Ca melino. —Ante mi .—Den ito Sa nclte — Escri- 
bano Público, interino do Gubierno. 

Chanfreau y C a . prutestaron contra la resolución ante- 
rior, y se presentaron en 18 de Octubre de 1870 ante la 
Suprema Corle, demandando á la provincia de Corrientes 
por la suma de 1Ü7Ü0 ps. 5 rls. fuertes, con sus intereses 
y costas, 

Dijeron que el primer nelo do los revoluciónanos do Cor- 
rientes fué apoderarse de la persona ilcl Gobernador Lope*, 
permaneciendo este en la mas e¡>! riela prisión por largo 
tiempo, hasla que firmó la renuncia que le prest? uta han 
como único medio de salvación. 

Que por consiguiente esta renuncia fué coacta, y, en efec- 
to, apenas López se viú libre de la acción de la violencia, 
levantó un ejército para sofocar la rebelión, y reclamó desde 
el Paraná la intervención del Gobierno Nacional para ser 
repuesto en el mando. 

(jue si los hechos consumados quedaron consagrados en 
el orden político con menosprecio de la Constitución, los 
derechos particulares que protejen las loycs civiles no po- 
dían corrur la misma suerte. 
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Que López era Gobernador Legal do Corrientes y pudo 
contratar validamente a su nombre, nun después de ta renun- 
cia que se le impuso por !a violencia de sus enemigos políti- 
cos, 1° porque esta renuncia no era espontánea ; 2° porqueta 
legislatura constitucional había sido también derrocado, 
siendo sus miembros reemplazados por los revolucionarios ; 
y 3° porque la nulidad de esa renuncia estaba declarada es- 
presamente en el art. 43 de la Constitución do Corrientes. 

Que si la renuncia del Gobernador firmada en la cárcel 
pública era un acto nulo, él seguía conservando su carácter 
de autoridad Ic^at, y estaba facultado para contratar á nom- 
bre de la Provincia. 

Que el inciso 23 del art. 38 de la Constitución Provincial 
facultaba al T\ E. para decretar en los casos de invasión, 
motin ó sedición todas las medidas convenientes á la defensa 
del territorio, y al restablecimiento del orden, dándose cuen- 
ta á la Autoridad Nacional ; y que esta misma l'a cuitad le 
estaba concedida por el ine. 5, art. (¡5 cuando la Legisla- 
tura se baila en receso, dando cuenta á esta y á la au- 
toridad Nacional. 

Que por consiguiente el Gobernador López tenia basta el 
deber de lomar las medidas convenientes al restablecimiento 
del órden, siendo la mas esencial de ellas levantar un ejér- 
cito paro someter á los rebeldes, y atender á las necesi- 
dades del mismo. 

Conferido traslado al apoderado do la Provincia de Cor- 
rientes contestó que cuando se celebró el contrato do pro- 
veedurías, el Sr, López no era ya Gobernador Constitucional 
de la Provincia, porque, espontáneamente ó no, babia re- 
nunciada, y el mando de la Provincia estaba á cargo del 
Presidente de la Legislatura. 

Que era cierto que una revolución popular puso al Sr. 
López en el caso de renunciar, pero quo las revoluciones 
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se legalizan por el asentimiento de los pueblos, y el órden 
que de ellas surjo, cuando se consolidan, es legal, 

Que así sucedió con la revolución hecha al Sr, López, 
quien persistió en su renuncia, después do hecha, como lo 
manifiestó al Presidente de ta Legislatura que lo consultó 
particularmente sobre ella, valido de amistad y parentezco 
que le ligaba con aquel. 

Que por consiguiente el Sr. López cesó do ser Goberna- 
dor de Corrientes, y no pudo obligar á ta Provincia asu- 
miendo tal carácter. 

Que además la nulidad do su renuncia no podía ser de- 
clarada por un particular, como era el actor, sinó por ta 
Legislatura de la Provincia, que, lejos de eso, reconoció 
implícitamente su validez, aceptándolo y nombrando nuevo 
Gobernador. 

Que era verdad que el Sr, López solicitó mas tardo la 
intervención del Gobierno Nacional á fin de ser restablecido 
en ol poder ; pero que esa intervención no fué acordada, 
López no fue restablecido, y la acción del Gobierno Nacio- 
nal dió por resultado el desistimiento de sus pretcnciones. 

Que si las opiniones del demandante lucran exactas, re- 
sultaría que después do la renuncia del Sr. López, no ha 
existido en Corrientes Gobierno alguno legal, pues todos 
ellos han tenido por base la mencionada renuncia. 

Que el rol de López en el contrato hecho con Chanfreau 
fué el de gefe de un partido que toma las armas para soste- 
ner las pretenciones que se atribuye ; quedando los que con- 
tratan con él subordinados al éxito do los acontecimientos. 

Fallo il® I* Suprema Certo. 

Buenos Airea, Febrero de 1871. 
Varos: resultando; Primero, que los demandantes Don 
José María Chanlroau y compañía, contrataron con Don 
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Evaristo López, en el carácter de Gobernador Legal de ta 
Provincia do Gómenles la provisión do alimentos y otros 
objetos para las fuerzas que este tenia á sus órdenes, con el 
u hjeh de hacer la guerra para recuperar la autoridad que 
había perdido; Segundo, que esla situación lúe originada 
por una revolución en la capital de la Provincia á conse- 
cuencia de la cual renunció con lecha veinte y siete de Mayo 
de mil ochocientos sesenta y ocho, Don Evaristo López, el 
cargo de Gobernador quo ejercía , dirigiendo su renuncia á la 
Legislatura, la que á instancia del interesado, con fecha 
veinte y cinco de Julio del mismo año, fuja setenta y una, 
tomó en consideración y aceptó, encargando el Gobierno al 
Presidente de la Legislatura, de acuerdo con lo p rescripto 
por la Constitución Provincial; Tercero, que después de 
estos sucesos Don Evaristo López declaró que su renuncia 
era nula por haber sido arrancada por violencia y se puso 
on armas para recuporar el Gobierno ; Citarlo, que la Le- 
gislatura y su 1' residen te on ejercicio del Poder Kjceulivo, 
rccha/;tron esa pretcnsión, quedando definitivamente es- 
tablecida la Legislatura como la legítima representación 
Provincial, y continuado desde entonces el órden Constitu- 
nal del cual han surgido los Gobiernos subsiguientes hasta 
la actualidad: — Y considerando : Primero, que para que 
un Gobernador de Provincia la obligue como su represen- 
tante, es necesario que lo haga conforme á las leyes y pro- 
cediendo en todo conslitucionalmente ; porque no siendo 
así carece do los competentes pudores y sus actos solo pue- 
den responsabilizar & su persona : Segundo, que desdo que 
Don Evaristo López reconoció la legalidad de Ja Legislatura 
para elevar su renuncia, y para instar cincuenta y nuevo 
dias después por su aceptación, no queda á su arbitrio el 
desconocerla posteriormente y atribuirse la facultad de 
contratar á nombre de la Provincia: Tercero, que una vez 
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renunciado el cargo, cualesquiera quo hayan sitio los mo- 
tivos que lo impulsaron á ello, y aceptada la renuncia dejó de 
ser Gobernador de la Provincia y entró á ejercer este destino 
la persona á quien correspondía por la Constitución: diario, 
que esta situación lúe aceptada y reconocida ñor la Provin- 
cia que se pacificó y sobre ella se fundó el urden Cons- 
titucional que actualmente existe: Quinto, que en tal caso 
si Chanfrcau y compañía, contrató con Don Evaristo López, 
con el objeto de ayudarlo á la reposición que este pretendía 
como Gobernador Legal, no puedo demandar el pago de los 
auxilios que en virtud do ese contrato prestó, ii los mismos 
que ese Gobernador Legal combatía como rebeldes ó sedi- 
ciosos, pues que él debió sujetarse á las consecuencias do 
la luclia que entonces se sostenía; Sc.rtn t que la situación 
no podia ser desconocida ú Chnnfrcau y compañía, pues 
que en el mismo contrato testimoniado de luja seis vuelta a 
diez se califica á Don Evaristo López do Gobernador Legal 
existiendo en la capital la Legislatura por ante quien habia 
renunciado, y su Presidente ejerciendo el Poder Ejecutivo 
que resistían con las armas las pretcnsiones del Ex-Gober- 
nador López, y en consecuencia convinieron quo se baria el 
abono de los efectos que entregase el proveedor, cuando se 
establesca el árden público y se encuentre libre el ejercicio de 
las autoridades Intimas (articulo siete del contrato, Toja nueve), 
circunstancia que no ha tenidu lugar en el concopto de los 
contratantes. Por estos fundamentos se absuelve á la Pro- 
vincia do Corrientes déla presento demanda, y satisfechas 
las costas y repuestos los sellos por los demandantes, ar- 
chívese, 

Salvador María peí. Carril.— Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pa- 
zos.— Benito Carrasco.— Marceli- 
no Ugarte. 
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VOTO 

Del Presidente Dr. D, Salvador Mdritt del Carril, y vocal 
Dr. D. Marcelino L'tjarle. 

El Vocal Dr. Ligarle, haciendo uso do la facultatl que lo 
acuerda el art Ül dol reglamento inlcno de la Suprema 
Curtt;, para pedir que so consigne su voto, esposo que : — no 
siendo prorogabla la jurisdicción nacional sobre personas y 
cosas tnio le sean estrauas, aunque las parles litigantes 
convengan en la ptnrogaemii, conforme al art. I o de la ley 
de procedimientos, debiendo por consiguiente la incompe- 
tencia declararse de uficio y en cualquier estado de la causa, — 
resultando do los antecedentes constitucionales de los Es- 
tados Unidos, que la cláusula que da jurisdicción a la Corto 
en las causas en que sea parte un Estado, tiene por úniuo 
intento * habilitar á los Kstados para perseguir deudas ú 
t otros reclamos contra individuos residentes en otros Es- 
* lados, ó contra individuos de otros Estados », y resul- 
tando de nuestros antecédanles propios, que al copiar en 
la Constitución Argentina la parto relativa al Poder Judicial 
de la Union, se ha querido adoptar completa y en esa par- 
te especialmente, la jurisprudencia de los Estados-Unidos, 
según la que, un Estado no puedo ser demandado por sim- 
ples particulares, como lo lia demostrado cslcnsamentc, 
citando las palabras de Mamilton on el Federalista, las de 
George Mas son, Madisson y Marsh al l en la Convención de 
Virginia, las de Campbell en el caso Florida versus Georgia, 
visto en aquella Suprema Corto en 1851, las opiniones y 
documentos registrados en el Diario de Sesiones de la Con- 
vención Provincial reunida en Buenos Aires on 1859, en el 
Redactor de la Comisión, y en el Uiario de Sesiones de la 
Convención Nacional reunida en Santa-Fe en 1860 — hacia 
constar que su voto era ■ que la Suprema Curte debía de- 
r. l & 
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« hia declararse sin jnrisdireiun para decidir en esta cüusa, 
i prescindiendo, |>or tanto de juzgar en cuanto á lo prin- 
cipal, i 

El Presidente Dr. 1). Salvador M. del Carril concuerda 
con esta opinión, y hace constar su voto. 

Ante mí 
X Hoja, — Secretario. 



CAUSA XII 



D. Ramón Amoategui contra el Ge fe de la Oficina tle Hacienda 
de la Provincia de Salta sobre incontíitucionalidad 
de impuestos. 



Sumario. — lo Un impuesto provincial que grava «las ca- 
sas donde se consignan y espenden licores por mayor », sin 
distinción en cuanto al lugar de su fabricación, grava el 
consumo local, y no la introducción, el tránsito y la cir- 
culación de los mismos. 

2° En esos términos, dicho impuesto no es contrario á 
los art. 10 y 11 de la Constitución/ 
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Casa. — En la Provincia <le Salta so ílicló en 28 de Di- 
ciembre ile 18GG una ley do impuestos, en cuyo art. 2, so 
dispono « las casas donde se consignen ó espendan por ma- 
yor y do primera mano, licores, pagarán i rls. jior barril 
do vino y un peso por el de aguardiente. » 

Din arreglo á dicha disposición, 1>. llamón Anzoategui 
pagó en el año de 1808 y 1H(!U la suma de 51 Ü $ por 255 
cargas de aguardiente cía Lunado en su hacienda ubicada 
en Jujuy, 6 introducida on la Provincia de Salla. 

En -'2 do Abril de 1$7<> se [>resenló ante el Juez Seccio- 
nal de osla Provincia y demandó á D. Zacarías Tudin gefe 
de la oíícina Provincial de hacienda, por la devolución de la 
suma citada, espuniendo que la ley Provincial de 18ÍÍ0 era 
contraria al art. 10 de la Constitución, que declara libre do 
derechos la circulación de los electos de jiroduccion na- 
cional, desde míe imponía derechos ó los pruduclos na- 
turales ó fabriles de la Provincia de Jujuy que se introducían 
á la de Salta para su venta. 

Corrido traslado, el Sr. Tedio reconoció la verdad de los 
hechos, observando solo que Auzoatcgui babia pagado 
espontáneamente el derecho, menos en las cantidades do 
7^5, y $ f l uc ftrá condenado á pagar; y en cuanto al 
derecho contestó que la ley Provincial no era contraria á 
la Constitución, porque no gravaba la circulación de los 
efectos de producción nacional, sitió el consumo de ellas, 
como lo prueba el hecho de que los aguardientes de Jujuy 
que transitan por Salta a las otras provincias no pagaban 
derecho alguno. 



Practicadas algunas diligencias probatorias de los hechos 
se dictó el siguiente: 



76 



FALLOS DE LA SUPREMA CURTE 



Iwllo del «lúes Neecional. 

Salta, Junio t\ de 1810. 
Vistos: Do» Kamon Anzoategui lia demandado al Tesorero 
Provincial, Don Zacarías Tedio, por la cantidad do 510 pesos 
bolivianos, con sus intereses y los daños y perjuicios, diciendo 
haber pagado esta suma á los rematadores del impuesto pro- 
vincia! sobre licores, por 255 cargas de aguardiente, que 
elavorado por ¿1, en la Provincia de Jujtií, introdujo á esta en 
los años de 1 808 y 18GU, siendo obligado al pago por dicho 
Tesorero; y fundando su reclamo en que, según sostiene, la 
ley provincial que establece esc impuesto es inconstitucio- 
nal, como pide se declare por ser contraria al articulo décimo 
de la Constitución Nacional, que prohibe gravar con derechos 
la circulación de los objetos do producción y fabricación 
Nacional. 

Contestando a la demanda, ha es pues lo el Tesorero, que 
es cierto, que, demandado Anzoategui ante él, por los rema- 
tadores Don Rufino Villalba y Llon Manuel Fernandez ordenó, 
como Tesorero Municipal y en tal carácter c o m o Juca de re- 
mates, que Anzoategui pagase al primero de esos 1 .-man lian- 
tes, por 38 cargas de aguardiente introducido por él de la 
Provincia de Jujaí, la cantidad de Tti pesos, y al segundo la de 
i i pesos por el mismo origen y causa, que es cierto también 
que en consecuencias Anzoategui pagó esas dos cantidades, 
poro que no es cierlo que haya abonado mas por úrdc¡: del 
esponentc, pues que lia pagado espontáneamente cuanto es- 
code de esas dos cantidades : que como la ley Provincial de 
28 de Diciembre de 1800, que impone el derecho cobrado á 
Anzoategui, y pagado por el mismo, no gravó la circulación 
ó transito bácia todas las Provincias, de loa electos de produc- 
ción y fabricación Nacional, sinó asu consumo en esta, en 
nada contraviene el artículo dócimo de la Constitución Nacio- 
nal, siendo por consiguiente un error la incuustilucionalidad 
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sostenida por Anzoalogui y pidiendo se desestimo la deman- 
da en ella fundada, con rostas, 

líe lo espuesto por el Tesorero sobre la na tu raleza del 
impuesto un cuestión se infiere; que por no halarse he- 
ctm por el mismo una formal negativa al respecto, queda 
legalmente establecido ( artículo ochenta y seis do la Ley 
de Procedimientos): que el demandado reconoce que los 
aguardientes, sobre que ha recaído el impuesto cobrado y 
pagado, han sido elaborados en la Provincia do Jujui. — liase 
producido por las parles vanas pruebas de las que se men- 
cionará en su lugar, las que sea necesario ; y por disposición 
del Juzgado se lia exhibido por el Tesorero, agregándose en 
furnia una rupia de su titulo de Juez de remates, que consiste 
en un acuerdo dé la Municipalidad de esta ciudad, estable- 
ciéndolo asi, y en un decreto del P. E. do la Provincia apro- 
bando ese acuerdo. — El articulo de la citada Ley Provincial, 
que tiene relación con la presente cuestión, es ol siguiente: 
i Artículo secundo : Las casas donde so consigne d espen- 
dan por mayor y de primera mano licores, pagarán i reales 
por barril de vino y un pr-o por t-l A<< .i-'i.irdiciihM Y e*m>idt - 
raudo los siguientes puntos . como, tanto de la interpreta- 
ción encontrada de las partes, como de inconvenientes para 
la fundación que, por ser sobro jurisdicción d¡*bo apreciar 
de oficio el Juzgado, surgen espontáneamente diversas cues- 
tiones, resueltas ya, casi cu su totalidad, pur la jurispruden- 
cia de Estados Cuidos, v, nono según lo declarado por la 
Suprema Corte Argentina, en el caso de Cioinez contra la 
Nación «es á los principios consignados en la Constitución 
i de los Estados Cuidos y á la Jurisprudencia de esa Nación, 
* que debe recurrirsc para conocer el alcance de la jurisdre- 
t ciun Nacional, sin precedente legitimo entre nosotros, » la 
presente resolución vá a basarse casi en su totalidad en dicha 
jurisprudencia. — Tratando ante todo de las cuestiones sobre 
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jurisdicción que ofreceré) caso por si mismo, la primera vez. 
4 Puedo ser demandado un Tesorero Provincial por sus actos 
ministeriales ú oficiales? La razón de dudar proviene do 
que lo Suprema Corte Argentina después de establecer en el 
caso del Juez do Comercio do Buenos Aires y el del Hosario 
de Santa Fé, que • las autoridades Provinciales en el descm- 
c peño de sus funciones, son independientes de los poderes 
« nacionales, • hizo en el de Blanco y Nazar, estas esplí citas 
declaraciones : * Las autoridades Provinciales quo violan de- 
* reclios garantidos por la Constitución, no pueden ser 

■ demandadas (ni civil ni criminalmente, por lo absoluto de 

■ la cláusula y por el contesto } ante los Tribunales Naciona- 

■ les. » « Pueden serlo los agentes ó ejecutores, en sus man- 
i datos inconstitucionales, » l)c donde parece deducirse que 
si el Tesorero es una de esas t autoridades Provinciales, » 
de que habla esta declaratoria, no lia podido ser demandado 
en este juicio, y que el .Juzgado ile oficio debe declararse in- 
competente. Pero esta deducción no puede ser legítima, 
como contraria á dos reglas de interpretación que deben 
guiar la presente resolución, según la primera transcripción 
de la Suprema Corte Argentina, siendo la primera de esas re* 
glas el principio Norle-Amcrieano, deque i el gobierno de 
c los Eslailos Unidos es un Gobierno de la Ley, y no de las 
« personas, i no eximiéndose de responsabilidades esas per- 
sonas (los funcionarios públicos); sino en cuanto sus actos 
resultan autorizados por la Ley ; y no pudiendo arribarse á 
esc resultado en caso do contradicción, sin un juicio con el 
funcionario público : y siendo la segunda regla á que es con- 
traria esa deducción, la jurisprudencia de esos Estados, como 
vá á demostrarse, citándose algunos casos de los allí ocur- 
ridos, eldeOlney y Arriólo 1 , en quf* el primero, Colector Nacio- 
nal en Hhode fsland,fué demandado por el segundo, por perjui- 
cios, por haber negadu permiso para el desembarco do una 
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carga, habiendo sido abatidlo en primera y lercera instancia 
hallándose arroglada su conducta y condenado en la Begunda 
creyéndose lo contrario, sin que su carácter do Colector hu- 
biese valido como un obstáculo para el juicio (Curtís, Reporte 
of Decisions, tonto I o pag. 2íi5) : el do Malbury contra Ma- 
dison, en que el secundo, Secretario do Estado, fué deman- 
dado para que entregara al primero su título do Juez de Paz, 
espedido en toda regla por el Presidente de la República, y 
si es cierto que en ese caso se trataba de un mandamut para 
ol cumplimiento de un deber ministerial, mandamus<\ne no ha 
sido adoptado por la Legislatura Argentina, también lo es 
que la Curte emplazó al Ministro, no en virtud deesa espe- 
cialidad del c3so, sinó como á cualquier otro demandado, pues 
tan luego como pasó á ocuparse de la especialidad ó sea, de 
la ley que establecía ol mandamus, té declaró inconstitucio- 
nal, fundándose, no en que el Ministro no podía sor deman- 
dado, sinó en que esa ley le daba jurisdicción originaria en 
un caso en que, según la Constitución no podía corresponder 
le sinó la de apelación (Ídem, ídem, idem, página 368,) el 
de Wise contra Wilhcrs, en que el primero había renuncia- 
do cumplir ciertos deberos p;ir¿i ron la milicia, de los que se 
creía estenio por una ley del Congreso, como Juez de Paz que 
era, y habiendo sido ejecutado, con tal motivo por el segun- 
do, que era el Colector de multas de la milicia, demandó á este 
por perjuicios; ubtenundo que la Suprema Corte declarara 
que, lauto el Colector como la misma Corte Marcial, que 
habia impuesto la multa, se habían constituido en trasgre- 
sores (ídem, idem, ídem, pag. 597): por fin, para no citar 
mas, concluyendo al respecto con un caso igual, en cuanto á 
la persona demandada al deque se Irala, el del Banco délos 
Estados Unidos contra los siguientes empleados del Estado 
de Oh ¡o, el Ejecutor llarper, el Audi lo r Os boro, el ex-Tefo- 
rero Curry y el Tesorero Sullívan; caso en que se decidió 
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que lot dos primeros demandados devolvieran al Raneo la 
suma de 2,000 pesos, y el último, el Tesorero la de 1)8,000, 
calificándose de inconstitucional la inulta de cien mil pesos 
estraida de las áreas del Banco en virtud de una Ley de dicho 
Estado, {idem, idem, idem, tomo G° pág, Sol.) Fuera do 
estos ejemplos en el caso de Chisholm contra el Estado de 
Georgia, antes de la reforma undécima de la Constitución de 
Estados Unidos, es decir, cuando esa Constitución estaba al 
respecto de demandas contri» el Estado, tal cual es hoy la 
Argentina ; en ese caso, se decía, el Juez Wilson, cuya opi- 
nión fué una de las que prevalecieron en la decisión, declaró 
que, en su concepto, bajo fa Constitución Americana, no 
habin persona 6 conjunto de personas, sometidas al Gobierno 
de la Union, que no pudieran ser demandados en nombre 
de ella. Sus palabras son las siguientes: « Como quiera que 
« se considere, bajo combinados y comprensivos puntos de 

* vista, del contesto general de la Constitución siempre resal- 
t tara que el pueblo do l«ts Estados Unidos entendió (orinar 
< por medio de olla, una nación, para propósitos Nacionales. 

* Para ( *des propósitos instituyó un gobierno nacional, corn- 
i píelo en todas sus partes t con poderes legisla ti vo, ejecutivo 
«y judicial, estendiendo iodos esos poderes sobre el toth de 

* la nación. ¿Será consecuente que, respecto de tales pro- 
i pósitos, un hombre ó un conjunto de hombres, ó una 
f persona, natural ó artificial, puede pretender con derecho 

* una exención completa do la jurisdicción del Gobierno 
«Nacional? Si tales pretcnsiones lucran coronadas con el 
■ éxito ¿no comprometerían nuestra existencia como nación'.'» 
(idem, idem, torno primero, pag. 55) Por fin sobre este par- 
ticular, en ese mismo caso se decidió que el pueblo de eada 
uno do los Estados, aun respecto do su soberanía reservada, 
podía ser demandado como es espreso en la Constitución; 
es decir, queso decidió que si el mismo pueblo soberano 
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no podia pretender exension del Poder Judicial de la Nación 
¿cómo podrían pretenderla las autoridades del Estado que 
según la esprcsion del mismo Wilson, en dicha ocasión no 
son mas que las criaturas ó sirvientes de ese pueblo soberano 
quo nu tiene tal exension? Si el pueblo de los Estados 
Unidos no es demandable, si so admitió allí, en favor del 
pueblo de toda la Nación (antes de dicha crunienda undé- 
cima que, como se ha insinuado ya, no ha pasudo á ia 
Constitución Argentina) que la Nación era la 6nW f-ersona 
no demandable, no loé por el principio feudal importado á 
Inglaterra desdo la conquista de los Normandos de que es 
incompatible, con la excelencia de la persona del sobe- 
rano el que se pida justicia contra él, de otro modo qoc 
por medio de la petición de derecho, es decir, de otro modo 
que por petición ante el mismo; no, el Presidente Jay dio 
en dicho caso una razón muy di ¡ere rite de la excelencia 
de la persona. Sus palabras son las siguientes : * En todos 
t los casos de acciones contra Estados ó individuo», las 
t Corles Nacionales son apoyadas en lodos sus procedimien- 
« los y juicios, legales y constitucionales, por el brazo del 
t Poder Ejecutivo de los Estados Unidos ; pero en caso de 
« acción contra la Nación, no hay poder á quien las Cortes 
« puedan llamar en su ausilio. De esta distinción se deduce 
« conclusiones importantes que colocan bajo muy diferentes 
. puntos de vista el caso de un Estado y el do los Estados 
« Unidos ; ojalá el estado de la sociedad estuviese tan adelan- 
« tado, y la ciencia del gobierno alcanzara tal grado de per- 
« facción quo los individuos por medio del apasíble curso 
< de la ley, pudiesen demandar y compeler a hacer justicia 
. á toda la Nacionl. (idem, idem, idem, pág. 67.) En 
visla de esta jurisprudencia, jurisprudencia según la que son 
demandamos, en nombre de la Constitución Nacional, los Te- 
soreros de la Nación y los de Estado, los Secretarios delPresi- 
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dente de la República, toda persona y conjunto de perso- 
nas, toda persona natural ó artificial; jurisprudencia se- 
£un la que no hay mas persona no demandnblc que la 
Nación, es forzoso concluir que en los Estados Unidos 
todas las autoridades son civilmente demandables ante las 
Corles Nacionales. En tal caso, habiendo declarado la Su- 
prema Corte Argentina que las autoridades no son deman- 
dablcs ante los Tribunales de esta Nación ¿ habrá de senlarse 
quo existo la mas completa contradicción entre las decla- 
raciones de las dos Supremas Cortes, sobre el punto? No, 
porque, como vá á verso, la contradicción no es mas quo 
aparente, proviniendo de que los dos Tribunales han consi- 
derado el asunto bajo dífcrenlcs puntos de vista. Cuando la 
Corte Argentina ha dicho ¡ i las autoridades no son deman- 
dabas, » ha sido bajo el supuesto de que no se han estra- 
limitado de la esfera puramente especulativa, cual es, por 
ejemplo, la del Poder Legislativo dictando leyes o la del 
Poder Ejecutivo, espidiendo decretos y parándose ahí, sin 
aplicar ó hacer aplicar los decretos o las leyes á tal ó cual 
individuo; bajo cuyo aspecto no es posible contención 
civil alguna, porque ningún individuo podrá decir legiti ma- 
men te que sus derechos ya han sido agredidos, como es 
necesario para deducir en juicio un reclamo, por el solo he- 
cho do la existencia abstracta de tales disposiciones ¡ siendo 
evidente quo la Corte Argentina ha hecho esa declaratoria 
bajo este supuesto, por la razón que ha consignado en uno 
de esos casos, cual es * porque obran como autoridades, > 
es decir, porque en los casos de que se trata, los funciona- 
rios públicos no habían salido de la esfera puramente espe- 
culativa. Pero cuando la Corte de Estados Unidos ha decla- 
rado que < las autoridades son dcmandahles, > ha sido bajo 
el supuesto deque, saliéndose de Ja esfera especulativa, han 
penetrado en la práctica, asumiendo á la vez el rol de ejecu- 



DE JUSTICIA NACIONAL* 83 

toros respecto de tal ó cual individuo, como lo comprueban 
todos los ejemplos individualizados, cucuyo caso la conten- 
ción, teniendo verdadera razón de ser t es legítima. Con esta 
distinción las dos declaratorias dejando de aparecer contra- 
dictorias, resultan perfectamente conciliables; tratándose 
de autoridad que ha obrado inconstitueionaluicnle, sin exe- 
derse de la esfera puramente especulativa, no hay deman- 
da civil posible, sin que á esto se oponga la declaratoria Je 
la Corte do Estados Cuidos, porque ella exige que la autori- 
dad haya asumido ademas del rol de tal, el de ejecutor, 
tratándose de autoridad que á la vez se ha constituido en 
ejecutor, hay lugar á demanda civil, sin que a esto se oponga 
la declaratoria de la Corto Argentina, porque ella se basa en 
que la autoridad no se haya constituido en ejecutor á la vez. 
Ésta conclusión liara 'ver que la o Ira il ce la ra loria de esta 
Corle.de que «les ejecutores son demanda! les, i no con- 
creta la Jematt'idbilitlad, si es permitido usar este termino á 
los meros ejecutores, ú sea, á los que no son autoridades 
á la vez; tanto mas, cuanto que el remedio asi reducido, 
seria ilusorio casi siempre, pues que es sabido que los intli- 
duoe que se emplean en la ocupación de meros ejecutores, 
son por lo regular, sino siempre, destituidos de toda respon- 
sabilidad efectiva. De esta verdad so hace cargo, por dos 
veces la Suprema Corte de Estados Unidos en el citado caso 
del Uanco. Después de estas conclusiones carece de objeto 
determinar el sentido en que ha sido empleada la palabra 
autoridad en esas declaratorias, pues, ya se tome en un sen- 
tido lato, ó en un estricto, está compiendido por aquellos. 
Ahora bien, volviendo la vi>ta esclusivamenlo al caso en 
cuestión, el Tesorero de la Provincia, que es á la vez el 
Tesorero Municipal, cualquiera que sea el sentido en que 
pueda llamarse autoridad, aparece también con el rol de 
Ejecutor. Luego es demandable ante la justicia Nacional, 
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desde quo esa cuestión se rose con la Constitución. Pero, 
resuello este primer punto en favor de la jurisdicción Nacio- 
nal en general, queda todavía esta otra duda contra ln juris- 
dicción de es le Juzgado en particular, á saber: siendo evidente 
que quien tiene el interés fiscal en el juicio de que Be trata 
■es la Provincia de Salla ¿será este un caso en que, por ser 
parte una Provincia, deba conocer originariamente la Supre- 
ma Corle con esclusiondcl Juzgado do Sección? No, mien- 
tras una Provincia no se lineo parte nominal, es decir, 
mientras no asume en los autos ul rol de actor ó el de reo, 
por mas que sea la parte sustancial, no es parle en el sen! ¡do 
de la cláusula constitucional que dú a* la Suprema Curto 
jurisdicción originaria. Así [o fj¡i declarado h Suprema Curie 
de Estados L uidos en el caso de Toriler contra Sindrey y en 
el de 'Furrier contra Millcr (Curlis, Re ports, tomo ] ° pág. 
291), en el délos Estados Unidos contra cWiiez Peléis 
(idem, ídem, idem, lomo 2o, pág. 20U) y en el del Ha neo 
cita .lo ya. Como en el juicio de que se trata no se ha consti- 
tuido en parte nominal la Provincia de Salta, la jurisdicción 
de este juzgado queda espedí la. Resueltos así estos punios 
de jurisdicción y entrando ya al fondo de la controversia 
sustentada por las partes, la primera cuestión que de él 
fluye espontáneamente, puede plantearse así ; ¿es, ó no, 
constitucional el derecho de 2 pesos por carga 6 de un peso 
por barril, del aguardiente elaborado en la Provincia de Jujuy 
introducido á esta, que ha tenido que pagar Auzoalegui, el 
elaborador é introductor, para poder venderlo por jnayoren 
esta plana? Al examinaren la Constitución este puntóse 
encuentra que, sí, por una parte, dice ella que, » en el inle- 
t riorde la República será libre de derechos la circulación 
« de los efectos do producción 6 fabricación Nacional, i 
como el aguardiente de que se trata, por otra, deja á las 
Provincias de una manera absoluta la facultad de gravar bu 
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comercio interior, quo en su caso, comprenderá también 
artículos tales como dicho aguardiente Para que no haya 
colisión entre la protección que la Nación tiene derecho y 
aun deber de d;ir a esus efectos de fabricación Nacional y 
el derecho de la Provincia para sujetarlos á impuestos, una 
vez; que hagan parte de su comercio interior ¿cuál es ia linea 
hasta donde llega, exllnguién.i jsc desde ese momento el 
de techo de la Nación, y desde dónde comienza el derecho de 
la Provincia? La misma jurisprudencia americana respon- 
derá satisfactoria mente á esta árdua cuestión. En el caso de 
llrown, contra el testado de Maryland, el Presidente Marcial, 
espuniendo la opinión de la Suprema Corte, se espresó en 
loa siguientes términos ¡ » La prohibición constitucional á 

• los Ks lados do gravar con derechos las importaciones, pro- 

• hibicion que una mayoría de los mismos sentía interés en 
« preservar, puede ciertamente llegar á ponerso en conllicto 
» con su reconocido poder de imponer derechos sobre las 

< personas y la propiedad, que se hallen dentro de su terri- 

• torio. El Poder y su restricción aun pueden ser distin- 
c guidos perfectamente, mientras no so aproximen, son 
i capaces, con todo, como los colores intermedios entre el 
i blanco y el negro de asercarse tanto reciprocamente 

< que confundan al que quiera distinguirlos, del misino 
t modo que confundo, para la distinción, la aproxinia- 

< c ion de los colores. Sin embargo, la distinción exis- 

• le, y deberá ser establecida según los casos. Antes 
t de que estos ocurran, seria prematuro establecer re- 
i jjla alguna como de universal aplicación. Al pre- 
i senté es suficiente decir, en sentido general, que 

< ruando el importador, disponiendo de la cosa importada, 
i la ha incorporado y mezclado con la masa de 9a propie- 
i dad del país, ella lia perdido, quizá, su carácter dislin- 
« tivo de importación, pasando á quedar sujeta al poder de 
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i imponer derechos, del Es Indo ; per.}, mientras permanece 
« iiendo propiedad del importador en su almacén, en la forma 

* originaria de fardo, bajo que ha sido importada, un derecho 
t sobre ello es demasiado claramente un derecho sobre impar- 

* taciones, para que pueda escapar á la prohibición de la Cons- 

* íitucion. Es conveniente añadir que los principios sostenidos 

* en este caso, son aplicables igualmente al de tas importaeio- 
i nes de un Estado hermano. No hacemos distinción éntrelos 

* impuros sobre los artículo* ntramjeros y los sobre ios na- 

* dónales.* (Curlis, Reporl, lomo 7*, pág. 202.) Si Ja 
doctrina puede añadir algún peso á jurisprudencia tan res- 
petable, la del Dr. Slory está en la mas completa armonía 
(Commenlaircs, tomo 2 o , pág. 24, hasta el fin del capítulo) 
— Si, pues, según la última trascripción, los artículos, la 
producción nacional ó estrangera (aduanados ya los do la 
segunda clase, como se entiende ), siendo importados de 
un Estado á otro, no pueden ser gravados con derecho del 
Estado, adonde lian sido internados, mientras conservan la 
forma originaria do su introducción, es decir, la de tardo, 
barril, ó mas genéricamente, carga etcétera, mientras so 
hallen en el almacén del internador, os evidente entonces 
que el aguardiente de Anzoaligui, gravado como ha sido, 
con un impuesto provincial, en la forma originaría de * u 
acondicionamiento, en carga ó barril, bajo que fué introtu- 
ducido, ha sido sujetado á un impuesto inconstitucional j 
siendo do notar á osle respecto, que Anzoategui ha probado 
que no tiene mas casa de negocio en esta ciudad que ol 
almacén en que vende por mayor el aguardiente y los azú- 
cares que elabora en la Provincia do Jujuy, introduciéndolos 
después á esta ; conformándose esto mismo con el articulo de 
la ley provincial que se le ha aplicado, según el Tesorero, 
articulo del cual resulta que el derecho debe ser impuesto sobre 
el barril y al espendedor de primera mano. Establecida la 
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inconslilucionalidad del impuesto cobrado á Anzoatcgui ¿el 
Tesorero será responsable de la cantidad inconslitucional- 
menle recibida? Ya se lia visto que, conforme ú los prin- 
cipios americanos, a que, según la Suprema Corte Argen- 
tina, ♦ debe recurrirse para saber el alcance de la jurisdicción 
federal», es Irasgresor todo empleado público, cuyos aclos 
no se bailan autorizados por la ley; se ha visto también, 
que el citado caso de la Corte Marcial, que tan trasgresor 
es el mero ejecutor, que exige ilcgalmenle el pago de una 
cantidad de dinero, como la autoridad que le autorizó para 
exigirlo déla persona determinada ¡ si ahora so añade que, 
tratándose de un procedimiento civil, lo mismo es, según 
repetidas decisiones de la Suprema Corle de Estados-Unidos, 
no oponer ley alguna, para evitar la responsabilidad do la 
trasgresion, que escepcionar con una ley inconstitucional, 
al ménos, en lo referente á la escepcion. Por consiguiente, 
no oponiéndose á la órden inconstitucional, con que se hace 
cargo al Tesorero, mas que un artículo de ley provincial, 
articulo repugnante á la Constitución ; y la confusión de 
parte del oponente, do la cláusula constitucional que exime 
de derechos de circulación de los efectos de producción ó 
fabricación nacional, aun dentro del propio territorio de la 
Provincia, on que ha lenido lugar esa fabricación ó produc- 
ción, con la otra cláusula constitucional que hace igual 
esencion en favor del comercio do tránsito de una á otras 
Provincias ; no oponiéndose, pues, mas que estas dos cosas, 
queda sin desvanecimiento alguno la trasgresion contra la 
Constitución, cometida por el Tesorero al mandar pagar eso 
impuesto inconstitucional; siendo, por lo mismo responsable 
de ello dicho Tesorero. El hecho de aparecer en autos que 
este ordenó ese pago, cuino Juez de remates, no es un obs- 
táculo contra la revisión de sus procedimientos, de los quo 
se ha deducido la responsabilidad. — Su resolución, en eso 
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caso fué una resolución meramente administrativa, que, como 
ta!, no ha podido adquirir el carácter do cosa juzgada aun 
vencido el término paro apelar, señalado en la misma reso- 
lución, pues ese carácter, contra el que no puede volverse 
pues que la cosa juzgada se reputa la misma verdad, está 
reservado para las sentencias judiciales, ejecutoriadas. Que 
la resolución del Tesorero no fué tal sentencia judicial, se 
deduce, aplicando la jurisprudencia <U la Suprema Corle 
Argentina en vanos casos analcos, «a resoluciones de los 
Administradores de Heñías Nacionales; y resulta aun, y « 
fortton, de que, mientras que los Administradores ejercen 
facultades dadas por el Congreso, el Tesorero no lia ejercido 
otras que las coñudas por un acuerdo de la Municipalidad 
y un decreto aprobatorio del P. E. de la Provincia, que ja- 
mas pudieron otorgarlo facultades jud,cia'es.— Demostrada 
la responsabilidad del Tesorero, la cuestión que viene en 
seguida es : ¿á cuánto se estendcrá?_A cuanto mandó pagar 
este funcionario ; esto es tan óbvio, que el mismo deman- 
dante no ha intentado hacerle responsable de toda la can- 
tidad cobrada, sinó asegurando haber sitio obligado por él 
a¡ pago de toda ella. Pero de auto» resulta que el Tesore- 
ro no ha mandado pagar mas que lo que él confiesa haber 
sido abonado do antemano, es decir; selonla y seis pesos al 
rematador Y.llalva, y catorce al rematador Fernandez.- So- 
bro la primera do estas cantidades no hay dificultad alguna 
pues que, en que no es mayor ni menor, están conformes 
demandante y demandado. Sóbrela segunda, existe difi- 
cultad porque, mientras que el demandado asegura que no 
es sino de U pesos, el demandante la hace ascender á cua~ 
trocientes treinta y cuatro. Ha llegado pues el caso de 
recumr a la prueba al respecto. Ei certificado del folio i» 
otorgado pur el rematador Fernandez, como está declarado 
a I. -7, de orden del Tesorero, y exhibido por An2oalegui 
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no establece mas cantidad pagada por éste al rematador, de 
orden del Tesorero, que la do 14 pesos.— El testimonio de 
f. II, agregado sin con Indicción de Anzoategui, en que 
está conslanciada una resolución administrativa del Tesorero, 
mandando á aquel pagar á Fernandez U pesos; y la decla- 
ración de este, á f. 27, de que sulo una vez ha sido preci- 
so que el Tesorero espida una úrden de pago, vez que, en 
tales términos, viene á ser la misma constancia en el tes- 
timonio, confirman el hecho de que lo pagada á Fernandez 
por orden del Tesorero no son sino f i pesos. Como no 
hay mas prucha al respecto» resulta que solo esta cantidad 
queda justificada como pagada á Fernandez de orden del Te- 
sorero. Sumando las dos cantidades pagadas con eSta ór- 
d<'n, resulta que la cantidad total de capital, de que es 
responsable el demandante al demandado, es la de 90 pesos 
bolivianos— ¿ Deberá abonar también el Tesorero ios inte- 
reses daños y perjuicios, cobrados al mismo licmpo?- 
l'or lo qoe lo liare á los úll.mos, como ninguna justifi- 
oion se ha producido, ni aun intentado, al respecto tie- 
nen que ser desestimados. Por lo que hace ó los intereses, 
que sin necesidad de esa prueba, y atendidas las facilidades 
do la i-poca para colocar ventajosamente el dinero, resul- 
tan por si mismos como lucro cesante, el Tesorero, que 
privo de ese lucro, los debe conforme a" tasa legal del seis 
por ciento al año (argumento de la ley 2i* ( tít I o y de la 
ley BUfe 8. de la N. R ). Por estos y otros fundamentos, 
definitivamente juzgando, se declara: Uue el Tesorero D 
/ácanas Tedin, en el término de diez dina, pagué á don 
Mamón Anzoategui las cantidades de ltí v U posos bolivia- 
nos, que inconstitucionalmenle le mandó abonar; con sus 
intereses al medio por cicnlo anual, previo liquidación do 
parte del demandante ; desestimándose la demanda en cuanto 
a! exceso cobrado, salvas las acciones contra terceros v 

T. L 7 * 3 
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hipase reposición do sellos. A los efectos que haya lugar 

Í Th í TT ? C9t ° eS ' a,J0 = ^ Se ha eomo' 
un deber ralar el punto do acciones contra funcionarios, 
«tensiva á empleados, porque la interpretación, mmmxi* 
como errónea, de las citadas declaraciones al respecto de 
la Suprema Corte Argentina, habiendo dado lugar á que 
en este Juzgado hayan sido abandonadas por los demandan, 
tes vanas causas, seguidas hasta cierto progreso contra al- 
gunos de esos funcionarios, hacia indispensable una im- 
pugnación tal, pues de ello estaba siguiéndose para esta 
sección, en la práctica; que el Poder Judicial de la Nación 
de mayor estension que el Poder Lejisla ti vo de la misma' 
por ejemplo, en los casos de vecinos de diferentes Provin- 

eficacia á los dcreclios individuales contra las tn.gresio- 
nes de los funcionarios públicos. 

Apofonía Qrmaechea. 

El Sr. Tedin apeló y le fué concedido el recurso libre- 
mente. 

El apoderado de la Provincia de Salta, pidió ant| la Su- 
prema Corto la revocación de la Sentencia. 

Dijo que si el art. iO do la Constitución tuviera la inte- 
ligencia que queria darle el Juez de Sección, no quedaría 
materia imponible para las Provincias en los casos de los 
productos del país, y por ejemplo: una carpintería en 
Buenos Aires quo trabajase con maderas de Tucuman no 
podría ser obligada á pagar palente, porque so diría gra- 
vada la circulación de las maderas de la República 

Que la interpretación única de dicho artículo es que los 
productos del país son exentos de los derechos de tránsito 
de una á otra provincia ; pero no que las Provincias no 
puedan váhdamenle imponer por via de patentes ó contri- 
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buciones los efectos nacionales ó estrangeros que se fijan 
en so territorio, entrando en c! número de las propiedades 
imponibles situadas en ellas. 

Que aun en la duda, debería aquel artículo ser interpre- 
tado favorablemente para las Provincias, porque no tienen 
rentas y necesitan de los impuestos para llenar las necesi- 
dades de sus administraciones. 

Todin contestó que la Provincia de Salta no era la de- 
mandada, sino uno de sus agentes, quien había dejado de 
mejorar el recurso j y que por consiguiente debia este 
declararse desierto. 

Que, fuera do esto, poner en venta era lo mismo que 
poner en circulación, puesto que circulación en economía 
política es la masa de los valores que se hallan en venta 
en el país. 

Que por eso el art. 10 de la Constitución garante que 
no se impondrá contribución alguna por la venta de Jos 
productos del interior de la República, y las ] eyes que so 
la impongan son inconstitucionales. 

Que nuestra Constitución ha querido garantir la libertad 
completa <I e l comercio interior, siendo en esto mas ade- 
lantada do la de K. U. f que solo prohibe á los Estados la 
imposición de los derechos de imporlacion ó esportacion. 

Que aunque á este solo se limitase la Constitución Ar- 
gontina, no podría el Gobierno de Salla sostener que es 
licito imponer contribuciones sobre los productos que se 
internan para su venta en su territorio; porque los aguar- 
dientes elaborados en Jujuy so internan en la Provincia de 
Salta para venderse por mayor; y en los E. U. es doctrina 
que las contribuciones que se imponrn á las ventas pop 
mayor son verdaderas contribuciones sobre la importación 

Ciando unos casos resueltos, según él, en el sentido de 
la anterior doctrina, agregó que el impuesto en cuestión 
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era lanto, mas ilejítimo, cuanto que era claro el espíritu 
proteccionista de la ley de Diciembre «fe 185(5 para los 
productos de Salla, y de hostilidad á las de las Provincias 
vecinas. 

Falle de la Suprema t one. 

Buenos Aires, Febrero 11 de 1871. 

Vistos : y considerando ; primero, que el artículo veinte 
y siete de la ley sancionada por la Legislatura de la Pro- 
vincia de Salta en veinte y seis de Diciembre de mil oclio 
cientos sesenta y seis, grava en general con et impuesto 
« las casas donde se consignan ó espomícn licores por ma- 
• yor y de primera mano, » sin distinción alguna por el 
lugar de su fabricación ; gravándose también con el impues- 
to, en los demás artículos de la mencionada ley, todos los 
establecimientos de industria y do comercio situados en la 
Provincia; segundo, que es, por consecuencia claro que el 
citado artículo segundo comprende en su disposición y 
afecta con igual gravamen los vinos y aguardientes fabrica- 
dos en Salta, y los de procedencia eslrtríia á ta localidad ; 
tercero, que de esa igualdad en el impuesto se deduce lai- 
camente, que lo que se grava es el consumo local, y ñola 
introducción, el tránsito y la circulación de las ¡mercade- 
rías; acorto, que, en esos términos, el impuesto no es 
contrario á las prescripciunes contenidas en los artículos 
diez y once déla Constitución Nacional; quinto, que no 
puede con justicia pretenderse que una Provincia trate con 
mayor favor Jus productos estrangeros que lian pasado por 
la Aduana Nacional, ó los productos de otra Provincia, que 
los productos similares suyos, exonerando á aquellos del 
impuesto local con que grava los propios ; porque, en tai 
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caso, su industria seria aniquilada por la concurrencia de 
los producios estraiios, que se presentarían en el mercado 
sin el recargo del impuestos que pesase sobre los de la 
misma Provincia, ó tendría que exonerar también á los 
suyos del impuesto, para colocarlos en la misma condición, 
que los estrafios, á íin de que pudieran sostener la com- 
petencia, quedándose sin medios para crear los recursos 
que son indispensables n la administración y progreso Pro- 
vincial ; por estos fundamentos, se revoca la sen ton cía 
apelada, corriente de foja treinta y nueve á foja cuarenta 
y seis: satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuél- 
vanse los autos. 

Salvadoii Manía del Cahril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — lí éxito Carrasco. — Marce- 
lino ÜGARTE. 
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CAUSA 



Don Manuel Condom hijo, contra Dan Ánjel Tejo, 



Sumario.— 1" Pop la litis contestación el procurador hace 
suya la causa. 

2° La ful ta do fondos no es causa justa para la renuncia 
del poder. 

3° Es obligación dei apoderado judicial hacerse dar ins- 
trucciones y espensas al aceptar un poder. 



Caso. — En los autos seguidos por D. Anjel Tejo contra 
D. Lisandro Onetli sobro cumplimiento de un laudo arbi- 
tral, D. Manuel Condom, hijo, apoderado del segundo, espuso 
al Juzgado que su poderontc le manifestaba encontrarse 
en la imposibilidad de remitirle fondos para pagar las cos- 
tas ; y que, pesando sobre 61 sérias responsabilidades en 
el caso que Onctti se rehusara abonarlas, se veia obliga- 
do á renunciar el poder; y pidió se lo aceptara la renun- 
cia, haciéndose la correspondiente notificación á Onetti. 

Tejo se opueo á la solicitud, alegando que Condom se 



DE JUSTICIA NACIONAL» 95 

hallaba obligado á seguir el juicio, por haber él contraído 
un cuasi contrato de litis pendencia ; mucho utas que se 
habió permitido á Oiiolti ausentarse del lugar del juicio 
por tener apoderado á Condona, 



n uenos Aires, Noviembre 30 do 1870. 

Y vistos : Atento lo espuesto por D. Anjel Tejo y resul- 
tando de autos que D. Manuel Condom ha hecho suya 
propia esta causa, no ha lugar con costas a" la renuncia 
del poder, repóngase el sello. 

I parriza. 

Apelada esta sentencia, luí confirmada por el siguiente : 

Fallo o> la ftuprem» Corte 

líuenos Aires, Febrero 23 de 1871. 

Vistos: por sus fundamentos, y no siendo justa la causa 
a logada para la renuncia del poder, por cuanto es obligación 
del apoderado judicial hacerse dar instrucciones y espensas 
al aceptar el poder, se confirma con costas, el auto recur- 
rido á foja treinta y siete vuelta, y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvase. 

Salvado» María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — Jos£ Barros Pa- 
zos. — Bknjto Carrasco. — - Marce- 
lino Ucarte. 
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D. Claudio Manterola contra D. Eugenio Bustos, 
por cobro de pesos. 



Sumarlo.— las reservas hechas en la sentencia do tron- 
ce y remate con arreglo ni art. 278 de la ley de procedi- 
mientos, se entienden para el caso en que el ejecutado tenga 
que hacer reclamos que no lian sido materia do cosa juz- 
gada. 



Caso r —\). Claudio Mantcrola en los autos seguidos con 
D. Eugenio Bustos sobre daños y peajuieios, espuso que 
Bustos falseando la sentencia de la Suprema Corte de 28 
Julio do 1868 lo habia ejecutado por una parto por la suma 
10660 ps. oro con ol interés de 1 1/2 p /o desde lo ( | e 
Julio de 1861, y por otra por la de 4830 ps. 82 1/2 cts. 
bolivianos con el interés de 8 p /° anual desde la misma 
fecha; y que habiéndose concluido la ejecución con la sen- 
tencia de trance y remato por la que so le dejaba á salvo el 
derecho á reclamar de las falsedades contenidas en la deuda 
ejecutada, venia á hacer uso do ese 
demanda por los siguientes capítulos: 
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I o Falsedad en la deuda por oro. 

Entre las cartas presentadas por Bastos en les aulos 
exístian dos de las que consta que Bustos cedió á favor de 
Manicrola el 1/2 p o/ del interés estipulado. 

En la suma de 10060 ps. oro estaban incluidos 4G60 
ps. valor de intereses capitalizados, no debiéndose por la 
ley y por la sentencia sinó los intereses del capital, y no 
los intereses de intereses. 

2° Falsedad en la deuda por boliviano. 

En la sentencia citada Manterola fué condenado á pagar 
521 ps. 25 cts. é intereses por herraje; siendo así quo ese 
trabajo había sido ya pagado en el acto de hacerse. 

Bustos había cobrado en la ejecución 260 ps. por dife- 
rencia de precio en 2G vacas que se babian estropeado, no 
habiendo existido tal perjuicio. 

En el aíio de 18GÍ había Man tero»", pagado 25 ps. á 
unos peritos, que reconocieron un ganado, siendo que esta 
suma debia ser pagada por Bustos. 

Pidió se condenase á Bustos á pagar las dos primeras su- 
mas con otro tanto por la plus petition, las dos segundas 
con sus intereses, y la última con las costas del juicio. 

Corrido traslado, Bustos opuso á todos los cargos la es- 
cepcion de cosa juzgada. 

Dijo que todos los cargos contenidos en la demanda fue- 
ron discutidos en los juicios afinados, ordinario y ejecutivo 
de 8 de Febrero de iSGO, y de 28 de Julio y 28 de No- 
viembre de 1808, 

Que posteriormente Manterola quiso entablar como aho- 
ra, la via ordinaria, que fué rechazada por las resoluciones 
do 3 de Julio de 18GD y 18 do Febrero de 1870. 

Manterola contestó que no se habia juzgado, ni discutido 
la secion del 1/2 po/ ; y que los demás cargos se fun- 
daban precisamente en la cosa juzgada, que Bustos falseó, 
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y cuya resolución sostenía Manlerola deberse aplicar para 
sancionar su reclamo. 

Que las resoluciones de 1869 y 1870 rechazaron sus 
demandas tendentes á ser exonerado del pago de las letras 
' 8 » lo q«e era muy distinto del presente cobro. 



Mendoza, Noviembre 18 de 1870. 
Y vistos, considerando que los cargos que forman la de- 
manda de f. 10 interpuesta por el apoderado do D. Claudio 
Manlerola, providenciada el IGde Agosto de este año, f. 18 
vuelta, están ya discutidos y juzgados en los cuadernos que 
se tienen á la vista que el Juez lia vuelto á estudiar de 
nuevo. 

Que si es cierto que no ha existido ningún juicio sobro 
validez ó nulidad do la cesión que Bustos hizo á Manlerola 
del medio por ciento en el rédito estipulado en las letras 
perjuiciadas, también lo es, que sobre este punto ha dado 
ya Bustos las razones porque ha retirado su oferta y á mas la 
sentencia de 28 de Julio de 1868, Toja li!) vuelta, cuaderno 
N«9i, confirmada por el Superior en juicio ordinario ha deter- 
minado el interés devengado que ganan esas letras y sus 
épocas, siendo en este sentido que se ha arreglado la liqui- 
dación tan disputada y ya juzgada también. 

Que el último cargo de los veinte y cinco pesos con el 
interés del ocho por ciento que cobra Bustos se funda en 
una disposición contrario cual es el auto de 16 do Octubre 
de 1807, f. 7 cuaderno No. 2U, 

Que la reserva que contiene la sentencia de i 1 de Junio 
de 1869 confirmada por el Superior en 20 de Setiembre del 
mismo ano (veánse las f. 7 y 8 de este espediente), son 
para eJ caso que el ejecutante tenga quo oponer escepcio- 
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nes que no sean materia de cosa juzgada, porque do lo con- 
trario los pleitos serian interminables y la justicia una burla 
del buen sentido común. 

Considerando por último que el art. 296 del reglamento 
so puede invocar por analogía con arreglo también á la 
Ley 19, tít. 22, P. 3\ 

Se declara que la escepcion de cosa juzgada opuesta por 
el escrito de f. 20, tiene lugar, que por tanto D. Eugenio 
Bustos no está obligado á contestar la demanda do f. 10 
salvo el último capitulo de los 25 pesos de que se hace re- 
lación en él— Con costas al actor. Repónganse. 

Palma. 

Esta sentencia fuó conGrmada por el siguiente: 

Fallo de 1a Suprema Corte. 

Buenos Aires, Mareo 4 de 1811. 

Vistos: por sus fundamentos, y por lo que resulta de la» 
relaciones que sobre el mismo asunto existen en secretaria, 
y que se han tenido á la vista, fe confirma con costas el 
auto apelado de foja veinte y siete y satisfechas, devuel- 
vánse. 

Salvador .María del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— Beni- 
to Carrasco.— Marcelino ügarte. 
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corte 



Don Claudio Manlcrota contra Don Eujcnio Unsíos, 
recurso tic (¡neja. 



Sumaria, — Apelado un auto en una parto y consentid» 
en la otra que ordena eJ nombramiento de contadores, 
el Juez a quo puedo proveer sobre este. 



too.— Don Felipe Correa po, 0. Claudio Manterola en 
los autos seguidos con l). Emento Bustos sobro compensa- 
ción, en los que se declaró que el crédito de aquel nego- 
ciado á la testamentaría de Videla debia ganar el IViPo/ , 
pidió que igual declaración se hiciera respecto á otro cré- 
dito de 4,857 $ 01 c* f que había resultado en contra de 
Bustos por liquidación de un contrato de ganado. 

Sustanciada la petición, el Juez Seccional de Mendoza 
dictó el siguiente 



Mendoza, Agosto i 3 de I87U. 
Y vistos : habiendo visto y revisado el Juez sois espe- 
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rentes, señalados núm. 12 ejoculivo, 01,245 compensa- 
ción 269, 272 y 4r.fi. 

Encuentra: que la decía ración pedida por el apoderado 
de Man tercia es inoficiosa ó que tal ve/, dé lugar á una 
nueva articulación do una ú otra parte, cuando los puntos 
que se intentan aclarar están bien esplícitos y determinados 
en los espedientes dichos y la m atería discutida hasta el 
fastidio. 

Todos los puntos jurídicos están ya discutidos, como así 
mismos los réditos que deben devengar, los cargos recí- 
procos de uno y otro contendor. 

La sentencia de Julio 28 del 1808 (cuaderno núm. 91) 
es el título principal, la competencia otro, cuaderno 245, 
la sentencia de 22 de Abril del año pasado, cuaderno 272, 
que redujo la deuda de Bustos á 2,3i1 $ 91 c 9 , el decreto 
de 17 de Setiembre de 1807 con su escrito en que el apo- 
derado de Mantcrola pidió el interés legal del 8 por ciento 
anual sobre el alcance á que se refiere el susodicho auto, 
la sentencia suprema de 21 de Mayo del corriente §río, foja 
G7 vuelta, cuaderno 45o, que determina ei rédito del uno 
y medio á la escritura negociada, y por fin, multitud de 
datos que constan en los diversos cuerpos de autos son 
mas que suficientes para aclarar, toda duda que se ofrezca 
á los peritos liquidadores. 

Por tanto : A fin de no redundar en otras declaraciones 
que tal vez mas bien vendrían á confundirlo todo, y atenta 
la consideración, que si los peritos se equivocan ó difieren 
en algún tanto sus opiniones, entonces es llegado ni caso 
de pronunciarse el Juzgado sobre la dificultad que ocurra. 

No ha lugar ;í la declaración última solicitada por don 
Felipe Correa. 

En su lugar, las parles vengan ú comparendo para con- 
venir en uno ó dos peritos y un tercero, aun que seria mas 
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conveniente uno solo, en razón que el cálculo matemático 
tiene bases sólidas de que partir, y la materia está mas 
esplicada en autos. —Repóngase. 

Palma. 

De este auto apeló Correa únicamente en la parte en que 
se declara que Bustos debe pagar sobre los 4,857 $ 61 es, 
mencionados el interés de 8 por ciento. 

El recurso fué concedido en relación. 

Posteriormente Bustos pidió que en atención á que el 
punto apelado se referia á los intereses de una cantidad 
insignificante, y que la ejecución de lo líquido no se im- 
pedía por lo ilíquido, se llamara á comparendo para nom- 
brar contadores que practicasen la liquidación. 

El Juez así lo proveyó. 

La parte de Man tero la pidió reposición de este decreto 
apelando in $üb*idium. 

Se fundó para ello en que estando concedida la apelación 
del auto de 13 de Agosto, la jurisdicción del Juzgado es- 
taba suspendido, y no se babia podido proveer sobro la 
petición de Bustos. 

Conferido traslado, Bustos contestó que la apelación ba- 
bia sido deducida del auto citado, solo en la parte relativa 
á los intereses, quedando consentido en la otra relativa al 
nombramiento de liquidadores; cuyo nombramiento, por 
lo demás, no traia perjuicio alguno, porque se separaría 
de la liquidación la discusión do intereses, basta la resolu- 
ción de la Suprema Corto. 

*»<• *el #u«m IcmíimI. 

Mendoza, Setiembre 13 de 1870. 
Como la apelación que ha motivado el auto de 13 de 
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Agosto es sobre el interés y en lo demás eslá firme el su- 
sodicho auto. 

Estando consentida la disposición que manda, que las 
partes nombren contadores, ni siendo ellos tampoco alzables 
por ser trámite escrito, ejecutivo y mandado observar por 
el superior en grado. 

Como la liquidación es de lo liquido, dejando lo ilíquido 
ú en disputa para cuando se aclare el punto sobre réditos 
á que sa refiere el auto de 13 de Agosto f. 

La apelación sobre esto incidente no puede ni debe de- 
morar la de lo principal, sin que los autos se precisen, una 
vez que las partes están en su derecho para pedir copias 
antes de elevarse aquellos y si mas si quiere, el perito ó 
peritos pueden ver los originales antes que se pongan en 
In estafeta por un término prudente, sin que el lapso de 
tiempo trascurra contra ol apelante. 

Se vuelve por última vez á invitar á comparendo para el 
Jueves quince del corriente á las doce del día, bajo el 
apercibimiento de aceptar el que nombre el compareciente 
ó el Juez de oficio, si ninguno asiste. 

El llamado es 'para constituir uno ó dos liquidadores. 

Palma. 

Interpuesta por Mantcrola la apelación de hecho, so dictó 
el siguiente : 

Fallo de I» Supremo Corte. 

Buenos Aires, Marzo 7 de 1871. 

Visto: el recurso de hecho deducido por don Adolfo 
Aldao, en representación de don Claudio Manterola — De- 
vuélvase al Juez do la causa para quo Heve adelante sus 



iOA FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

É 

providencias, no tomándose en consideración la apelación 
concedida en et espediente que se ha remitido hasta que 
venga como corresponde. 

Salvador María del Carril— Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pa- 
zos.— Benito Carrasco.— Marceli- 
no Ugarte. 



CAUSA XVI. 



Gondra Unos, contra el Dr. D. José Vatquct Sagashtmc, 
ex-minhtro Oriental en el Paraguay, por cobro de letras. 



Sumario. — Una letra girada contra un poluerno por su 
representante, autorizado para ello, no puede ser cobrada 
contra este, como librador. 



Caso.— En el mes de Enero de I8G5 el Ministro de la Re- 
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pública Oriental del Uruguay Dr. f), José Vasqucz Sagastume, 
residente en la del Paraguay, giró contra el Ministro de R. 
E. de la primera, dos letras pur valor do 100 onzas do oro á 
favor de Gondra linos. 

Lns letras fueron aceptadas por el Gobierno Oriental, pero 
no pagadas á su vencimiento, por lo que Gondra linos, las 
protestaron. 

En seguida demandaron ejecutivamente el pago de las 

mismas al fh\ Vasquez Sagastume, residente en Rueños 

Aires, pidiendo so despachase el auto de solvenrio. 

» 

rullo del Jiift Srrrionol 

Buenos Aires, Febrero H de 1871 . 
Resultando de la esposicion del solicitante, y de los do- 
cumentos acompañados, que el demandado libró la letra, 
cuyo cobro so persigue, en su cariícter de Ministro acredi- 
tado por el Gobierno Oriental cerca del de ta República 
del Paraguay, y que por consecuencia no contraía la obli- 
gación personal do tal librador, sinú en cuanto hubiese be- 
cho dicho jiro sin estar competentemente autorizado por su 
Gobierno; y habiendo el Gobierno Oriental aceptado el giro 
de su Ministro, como consta de los documentos adjuntos, 
y está probado, y que por lo tanto está cubierto de toda 
responsabilidad, no lia lugar ;'i la ejecución que se solicita, 

Zavaleia- 

Este ¡mío fué confirmado por el siguiente: 
r«ll» He la ftupi-*M Corte. 

■ 

Ruenni Aire*. Marzo U de 1871. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
?■ i- 8. 
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de foja nuevo, y satisfechas las costas y repuestos tos se- 
llos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. --Benito Carrasco. — Marce- 
lino Ucarte. 



4 XVII 



D. Andrea PetaaU contra d Convento de Santo Domingo 
de Mendoza, por cobro ejecntho de pesos. 



Sumario.— No oponiéndose excepción en el juicio ejecutivo, 
dentro del término legal, debe dictarse la sentencia de remate. 



Caso.— En 2 de Junio de 1868 Fray Moisés V. Burela, 
prior del Convento de Santo Domingo de Mendoza, firmo ¡i 
nombre de este una obligación á favor de D. Andrés Pelazzi 
por la suma de 400 ps. boliv. enn el interés de i p /o. 
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En Junio de 1870 Pelazzi 1,¡ Z0 reconocerla firma al P. 
li'ii'cla y entabló acción Ejecutiva por el n 3&0 contra ol 
Convento. 

Acoplada esta por el Jugado de Sección y despachado el 
mandamiento do ejecución contra los bienes del Convento 
el I nor do este, que lo era entonces Fr. ¡osé M. Barros 
espuso que nada tenia quo ver con el juicio, pues el Con- 
vento tenia su representante, I). Pascual Wük, á quien se 
notilico la diligencia de embargo, 

«Mi so presentó entonces y pidió so anulara lodo lo obra- 
do, por no haber sido él notificado del auto de solvendo 

Petazzi contosió que Raíz no tenia personería por no ha- 
ber presentado poder. 

El Juez así lo declaró, y mandó llevar adelante la eje- 



cucion. 



Huiz presentó el poder del Convenio, fue citado de re- 
ñíate j y no habiendo opuesto cscepcion, se dictó el siguíes 

Fulla rfrl Jnex ««crian «1 

Mendoza, Noviembre f de 1 870. 

Siendo pasado el término que prescribo el artículo 2C8 
déla Ley de procedimientos, sin oposición; fallo, que el 
Prior del Convento Dominico debe pagar á D. Andrés Pe- 
tazzi la suma á que so refiere el auto de solvendo con costas 

Asi lo decreto, y mando que se haga trance y remate de 
los bienes embargados hasta hacer efectivo pago al acree- 
dor en Ja forma susodicha. 

Juan Palma. 

Ruiz apeló de la sentencie, alegando que el juicio no ba- 
hía sido tramitado en la forma legal. 
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Falle de I» luprfHS Corte. 

Uuenos Aires, Marzo 10 de 1811. 
Vistos: por sus fundamentos se confirma, con cosías, el 
auto apelado do foja veinte y siete vuelta, y satisfechas tas 
cosías y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Delgado, — José Barros Pazos. — Be- 
nito Carrasco.— Marcelino Ugarte. 



<:*i*t xifii. 



Lamas HeQÚnega y C^, contra D. Alejandro Pas, 
por cobro de pesos. 



Sumario. — i° La mención do distinto domicilio hecha, por 
los contrayentes al tiempo de celebrar un contrato, es prueba 
bastante para determinar la competencia de los tribunales 
federales. 

2° Cuando el fuero federal procede por la diversa vecin- 
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dad do las parles, os innecesaria la prueba da la naciona- 
lidad del demandado. 

3° El puesto de Sub-secrclario de Estado no puedo de- 
sempeñarse por quien no es ciudadano argentino. 



Caso. — En l ü de Setiembre de 1870 1). Ezequiel N. Paz, 
vecino del Rosario, giró a" favor de Lamas ftegúnega y C\ 
contra D. Alejandro Paz, vecino de Buenos Aires, una letra 
por valor de 2000 pfts. 

La letra fué aceptada, pero no pagada. 

Con el proLesto y la letra, 1). Jacinto líarrios apoderado de 
Lamas Hegónega y C, enlabió acción ejecutiva contra Ü. 
Alejandro Paz. 

El Juez do Sección ordenó que so acreditase que el caso 
correspondía á la Justicia Nacional. 

El actor presentó a los testigos U. Eugenio L lambías y 
l), Üatmiro Seguí. 

El primero declaró que le constaba quo Lamas Hegúnega 
y C\ eran vecinos del llosa rio, y quo liabia oído que D. 
Alejandro Paz era corredor de la plaza do Buenos Aires. 

El segundo que te constaba ser aquellos vecinos del Ro- 
sario, y este de Buenos Aires. 

Barrios, despuos de producido esta información, y alegan- 
do ser de pública no tor redad que l>. Alejandro Paz ejercía 
en Buenos Aires el corretaje, pidió se dcspacliára sin mas 
trámite el auto de BOlvendo. 

rallo del Juei M«l«n«l. 

Buenos Aires, Junio y de 1870. 
lia bi^ ii do es la parle reconocido la necesidad de acreditar 
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tdííl* 1 Íe T Ítá0 «N* 611 "* V '3 jurisdicción 

B IZ Í2 7f nta m 6813 ma,eria ' aírcdi "»° 

f«b coroo el de la nacionalidad del demandado y * pro- 

Zorafefa. 

Barrio» pidió revocatoria apelando m nbúdtum, por haber- 
m ya acred.lado la distinla vecindad do las partes, y ser 

'ifit ,r,T, la C ° mp6tenCÍÍ ' nMÍOni "- - -ce, d a de 
ota JE. ! naci0nalidi ' d do !»' »¡™«. «tad, por 
ota parlo «otoño que el demandado era argcnlino. 

Auto del «HM 

Dueños Aires, Febrero li ,| e |87| 

2?** """T', «"» •*•»* «h «.«•. solo pudo 

y un ciu,ll " la " <, Arsenlino ' ¥eci " 

de ÓL Pmvi i"' 86 T C " a C ' Pleil ° y ei olr » vecino 

k. 1 • 1 , v y S0 '"'' ! j urisdicci ° n y «topetad, de 
Cor.1 . , C ' 0,,í,l6S ' * """P^io» que la Snpren.a 

las ca L lxu ?vv T 08 U C0nS,Ítud °" en 
las causas L\l[ y LXVI de sus Tallos 

2o Q ue c aPreglo al úñ # do h Lcy do ProctJ(]¡jn¡cn 
os Naconales, s.cmpre que un ciudad.no demande un es- 
ranero, ó un e slrangero á Ufl ^mm, 6 el vecino de 
una pfOVÍHO» demando ni vecino de otra r el demandante 
«eñe presentar con la demonda documentos ó informacio- 
nes que acrediten que el caso entra en la Jurisdicción Na- 
cional ¡ y por consecuencia no presentándose tales iustifi- 
CatlVof, no puede el juicio seguir adclanlu sin peligro de 
*cg"tr un juicio nulo. 1 b 
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3o Que no es exacto que la información producida haya 
constatado que el demandado sea vecino de eata Provincia, 
nues de los dos testigos presentad os , uno soto declara aserti- 
namente, y su teslimonio no es bástanlo para acreditar aquel 

hecho. 

¿° Que aunque la calidad de ser el demandado vecino de 
esta Provincia está suficientemente constatada por otras cir- 
cunstancias constante de autos, á saber, la de haber acep- 
tado en esta ciudad la letra, cuyo cobro se intenta perseguir, 
lo que con arreglo al art. 43 del Cód. de Com. constituye 
domicilio especial para este acto; no está justificado sin 
embargo, que sea argentino y la justificación do este hecho, 
ya que no está justificado quo los demandantes sean argen- 
tinos, es indispensable para surtir el fuero federal, según 
lo establecido en el primer considerando de esta sentencia, 
pues si bastase la condición do ser vecinos de diferentes 
Provincias, cualquiera quesea la nacionalidad de las partes, 
la Justicia Nacional, aunque fuese competente por razón de 
la materia, podría conocer en las causas en que fueran parte 
dos estrangeros, caso que no está comprendido en e) art. 
iOO de la Constitución, ni en la ley de jurisdicción y com- 
petencia do los Tribunales Nacionales, de todo lo cual se 
deduce que no es legal la opinión sostenida por el deman- 
dante do que basta la diferente vecindad ó domicilio para 
surtir el fuero federal. 

5° Que aunquo la parle demandante sostiene que la na- 
cionalidad del demandado es notoria, esta notoriedad no 
consta de autos, ni se hace manifestación de algún hecho 
público ó documento oficial que lo comprueba, no bastando 
el conocimiento privado quo pueda tener e! Juez, porque 
en tal caso seria autorizar un procedí micnlo arbitrario, se- 
gún que las personas quo desempeñan la magistratura tu- 
viesen ó no conocimiento de la nacionalidad de las personas 
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que anto ellos litigan sin que pueda hacerse valer en con- 
trario el caso á que so refiero esta parto, porque en él so 
manifestaba el hecho público de haber la persona, de cuya 
nacionalidad so trata, sido senador de la Provincia, loque 
implicaba forzosamente la nacionalidad argentina. Por estos 
fundamentos no ha lugar á la revocatoria del auto que or- 
dena justificar ia nacionalidad del demandado, y se concede 
en relación la apelación interpuesta para ante la Suprema 
Corte do Justicia, á la que se elevarán los autos en ia íorma 
de estilo. Y atenta la .eslension del auto, notifíquese cun 
el original. Ilepúngansc los sellos. 



Fftllo de I» Suprema «orle 

* 

Hílenos Aires, íhizo du 1871. 

Vistos: y considerando; Primero, que, á mas de las de- 
claraciones prestadas á foja catorce vuelta y foja quince, por 
Don Eugenio Llamfows y Uon Dalmiro Seguí, á uno de los 
cuales consta que Don Alejandro Paz es vecino de esta ciu- 
dad, y el otro ha oido decir < que os corredor en esta pla- 
za », existen las indicaciones de la letra presentada a foja 
primera, según las cuales el referido Paz tiene su domici- 
lio en Buenos Aires, en la callo del Parque número ciento 
cinco, en donde fue* encontrado al hacerse la protesta agre- 
gada á foja cuatro ; Segundo, que esas indicaciones han sido 
implícitamente reconocidas como verdaderas por el hecho 
do la aceptación de la letra en el lugar designado ; Tercero, 
quo la mención de domicilio hecha por los contrayentes al 
tiempo do celebrar el contrato, debe considerarse como 
prueba bástanlo a efecto do determinar la competencia ; 
Cuarto, quo ia prueba de ia nacionalidad del demandado 
Paz, es innecesaria en esle caso, porque el fuero federal á 
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que so ocurre, no procede por la diversa nacionalidad de 
las partes, sinú por su vecindad en diferentes Provincias; 
Quinto, que esa circunstancia consta á mas notoria y ofi- 
cialmente, por el hecho de haber desempeñado Don Ale- 



jandro Paz durante imiclm tiempo, ta Sub-sccrctaría de Esta- 

do en el Departamento de Justicia, Cultu é Instrucción 
Pública, para que fué nombrado por decreto de primero de 
Mayo de mil ochocientos sesenta y tres, que no habría po- 
dido desempeñar sin ser ciudadano do !a Üepública Argen- 
tina, Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado, 
corriente ú foja veinte; satisfechas las costas y repuestos 

los sellos devuélvanse. 





Salvador María uel Cáhuil.* — Fran- 
cisco Delgado. — José Barkos Pa- 
zos. — Benito Carrasco. — Marceli- 
no Ugahte. 
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D. Eduardo Roete, cabían del buque * ScoMand . contra 
FienMburg Schatz y C\ por cobro de estadía*, fletes, k. k. 



, Sumario.— lo Probado el hecho de las sobreestabas, 
deben astas ser pagadas con arreglo al convenio relativo, en 
caso de no justificarse eacopcion legítima, 

2° Un solo testigo no hace fó en juicio. 
■ 3o Las sobreestad ¡as cobradas como daños y perjuicios 
derivados del embargo del ílete pedido por los cargadores en 
juicio separado, son materia de este mismo juicio. 

4° Los daños y perjuicios á indemnizarse por el deudor, 
son los que sean consecuencia directa 6 inmediata de la 
falta de cumplimiento del contrato. 

5° La demora de la solida de un buque no es consecuen- 
cia directa é inmediata de la demora en el pago de los fletes. 

6« Mucho mas si esta pudo evitarse, dándose antes la 
fianza que el capitán diera con posterioridad. 

7o La disminución de efectos que se entregan por el ca- 
pitán, debe hacerse justificar por medio de reconocimiento 
judicial, y dentro do los términos señalados por los arts. 
i 24a y 1247 de! Código de Comercio. 
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8° No estando justificado convenio alguno especial sobre 
el precio de efectos vendidos, debe pagarse el corriente de 
plaza. 



Caso. — En 22 de Enero do 1870 en el puerto de CardifT 
so celebró entre los Sres. Palmer Hall y C, agentes del bu- 
que «Scottland» de 511 toneladas do registro y los Sres. Cory 
Unos, y í> r un contrato de flotamento para traer á Buenos 
Aires un cargamento completo de carbón do piedra por el 
precio de 21 chelines británicos por tonelada do 20 quinta- 
les, con 10 libras esterlinas de gratificación al capitán, de- 
biendo pagarse el fleto una cuarta parto ó i meses de la fecha 
do los conocimientos, una cuarta al contado, y el saldo al 
hacerso la entrega del cargamento en letras sobro Lóndres 
al cambio corriente. 

La descarga debia hacerse á razón de 30 toneladas por 
cada dia de trabajo, debiendo pagarse por retardo en la des- 
carga, la suma de i peniques por cada tonelada de registro 
por día, haciéndose el pago día por dia. 

Los Sres. Cory Unos, y C\ embarcaron 753 toneladas 
á la órden de los Sres. Fiendelburg Schatz y C\ 

Llegado el buque a" Uuenos Aires, los consignatarios es- 
pidieron la primera órden de desembarco el 25 de Junio de 
1870 por una lancha de carbón que debia entregarse al 
patrón de la lancha • Cayetano ». 

Con estos y otros antecedentes el capitán Hache se pre- 
sentó al Juzgado de Sección esponiendo que después de 
verificada la descarga exigió la cuenta y pago del flete, es- 
tadías, k. k. de los cargadores; que estos solo le reconocían 
el flote disminuido del importo de 19 tonds. 111 liba, de 
carbón, al precio de 12 pfts. la tonelada por carbón guar- 
dado ¿i burdo y falla en la entrega ; quo habiendo empezado 
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la descarga el 27 de Junio según la orden de 25 del mismo 
mes, debió concluir el 28 de Julio ¡ que en lugar de eso, con- 
cluyó el 3 de Agosto; causándose seis días de estadía, que 
con arreglo al contrato importaban la suma de 51 £ 2 che- 
lines eslerlinos ; que entre los dias de demora debian con- 
tarse también tos que estaban causando los consignatarios 
a la salida del buque por no abonar el flete, ni la cuenta 
que ellos mismos babian reconocido, por lo que el capitán 
no podía darse á la vela ; que por consiguiente, los deman- 
daba en el caso que no pagasen inmediatamente la suma de 
1500 pfts., los dias de demora desde el i de Agosto adelante ; 
que el descuento do 10 tonds. U i libs. de carbón era in- 
debido, porque se había convonido en que quedaran a bordo 
para rancho 8 londs, al precio do CardiíT, deducido el flete, 
y esa cantidad era lo guardado á bordo, siendo la falla de 
3 tonda., pues había entregado Til tonds. lU2libs. 

Y demandó á los Sres, Fiondclburg Sehatz y O: lo por el 
pago de 51 £ 2 chelines importe de G dias* de estadía. 

2o Por él de estadías desde i de Agosto hasta que pu- 
diera emprender su viaje con los fondos que se lo debian 
entregar. 

3» Por la devolución del exceso en el precio de y tonds., 
que los consignatarios cargaban á i 2 pfts., cuando debian 
cargar el de CardiíT, deducido el flele. 

*° Por la devolución de 131 pfts. 23 cts. por pretendida 
falla de 11 tonds. 411 libs. de carbón. 

A la demanda acompañó el contrato de fletamenlo; el 
conocimiento de la carga ; una nota do la descarga firmada 
el 3 de Agosto por Ü. Federico Wild encargado de los con- 
signatarios con una suma de 728 tonds, y 1150 libs. ¡ DO 
recibos de Jas cantidades de carbón desembarcadas, dos de 
los cuales no contenían cantidad fija, siendo uno por t cer- 
ca de 30 londs. , » y otro por « cerca de 20 tonds. * ; una 
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úrden de los consignatarios de 25 de Junio para entregar 
al patrón del « Cayetano * una lancha llena do carbón, to- 
mando recibo; otra úrden igual para el patrón del * Geróni- 
mo i ¡ una carta de los mismos, avisando que Wild estaba 
encargado para recibir el carbón según el conoci miento ; 
una carta en que los consignatarios dicen que el capitán 
desea sabor el peso del carbón desembarcado en las lanchas 
i Gerónimo * y « Cayetano i ; y otra carta de I03 mismos 
al capitán, pidiendo una nota de las lancbas que habían sa- 
lido del costado del buque, y el peso que llevó cada uno. 

Cu ti fe r i do traslado, los demandados contestaron en cuanto 
á las estadías, que ellas fueron causadas por culpa del ca- 
pitán, que en dos ocasiones se negó á entregar carga; en 
cuanto á Ja ulterior Jemora, que ella era imputable también 
al capitán que les babia obligado á deducir sus reclamos 
para cumplir con sus obligaciones; en cuanto á la falla, 
que ella existia, según el romaneo, habiendo convenido en 
él el capitán; y que el precio de 12 pfts. era el mínimum 
que podían cobrar, pues habían tenido que pagar el derecho 
de introducción. 

El Juez de Sección abrió la causa A prueba sobre los si- 
guientes puntos, 

1° Si es verdad que el capitán se negó en dos ocasiones 
á entregar carga, y cual fué la demora que causó. 

2 o Si es verdad que el capitán reconoció la exactitud do 
la falla de carbón. 

3° Qué precio so convino por las H toneladas de carbón 
vendidas al buque, y en su defecto cuál ora ct precio cor- 
riente. 

La prueba rondida fué la siguiente : 

Sobre el primer punto declararon 0. Cayetano Üoby, y D. 
Federico Wild ; el primero, que en dos ocasiones so negó 
el piloto & entregar carbón íí las lanchas, dando por motivo. 
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en una, que habia tenido cuestiones con el pesador, y, en 
otra, que lo faltaba lastre, produciéndose una demora de 
seis ó siete dias; el segundo, que por quejas de los consig- 
natanoe tuvo que mandar á otro pesador, quien fue á bordo 
mientras el primer pesador salia en estado de ebriedad. 

Sobre el segundo no fué producida prueba, y sobre ol ter- 
cero se presentó un informe do la Cámara Sindical de la Hol- 
sa de Comercio, diciendo que el precio del carbón á bordo 
el J de Agosto, era do 9 pfts. por tonelada. 

fiuenos Aires, Enero 11 de i 871. 
Vistos estos autos seguidos por D. Eduardo Roche, ca- 
pitán del buque « ScoUland > contra los Sros. Fíendclburg 
Schatz y C\ por cobro de estadías, Retes y demás deducido 
y resultando: 

1* Que en 22 de Enero del aüoppdo. los agentes del bu- 
que i Scoltland > de 511 toneladas de registro en et puerto 
de Cardiff en Inglaterra y los Sres. Cory lino, y Ca. celebra- 
ron contrato de iletamonto del espresado buque para condu- 
cir á este puerto un cargamento completo de carbón, de- 
biendo los fletadores abonar el (lelo de 41 cbelinos, por 
tonelada de 20 quintales, mas 10 libras esterlinas de ¿rati- 
ficación al capitán y efectuar la descarga á razón de 30 tone- 
ladas cuando menos por cada dia do trabajo, y en caso do no 
verificarlo en el plazo acordado, abonar al flotante A peni- 
ques por tonelada de registro cada dia, y hacer el pago dia 

?°82 7°T TtB dG fi ° tamCnto dc f - y tra(luceion corriente de 
t 2» Que los Sres. Cory Hno. y C\ , fletadores, cargaron en 
virtud de dicho contrato, 753 toneladas de carbón para vapor 
á la orden de los Sres. Fiendelburg Schalz y C„ como cons- 
ta del documento de f. 12, cuya traducción corre íí f. 25, 
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3° Qtie el plazo para la descarga empezó á correr el 27 de 
Junio del ppdo., como lo comprueba la órdon espedida en 
dicha fecha por los consignatarios do ta carga, cuyo original 
y traducción corren á f. 15 y 33 vuelta. 

*° Que la descarga debía terminal- el 28 de Julio, como 
lo comprueba la afirmación del capitán, en su escrito' de de- 
manda, no contradicha por los demandados al contestarla 
y concluyó recien el 3 de Agosto, lo que se comprueba por 
el cscnlodo f. 10 y nota del romaneo de foja 21. 

t» u Que terminada la descarga, los Sres. Fiendelburg Schatz 
y m>i pasaron al capitán la cuenta de lo que le adeudaban 
porfíeles cuya cuenta corro a f. 1- del espodiente agregado 

Go Que en la citada cuenta disminuye de los fieles el va- 
lor de 19 toneladas, 111 lihs. de carbón al precio de 12 
pfts. la tonelada. 

7<> Que el capitán sin reconocer dicha deducción, y con- 
viniendo únicamente en la disminución de ocho toneladas 
que dice haber comprado á los consignatarios, y sin aceptar 
el precio do 12 pila, por no haber sida convenido, ni ser 
el corriente, cobró el saldo liquido que dicha cuenta arrojaba 
á au favor, reservándose el derecho de deducir su acción por 
la rebaja que so lo hizo. 

&» Que el capitán no percibió inmediatamente el saldo 
liquido de sus fletes por haber sido embargado á las resul- 
tas de una demanda que contra él promovieron Fiendelburg 
Schatz y C a . por indemnización do perjuicios. 

Oo Que partiendo de los anlecedenLes ospuestos el capí 
tan ha deducido la presente demanda contra loa consignata- 
rios de la carga, reclamando: 

lo El pago de 51 libras y dos chelines esterlinas por seis 
días de demora sobre los acordados por la póliza ¡ 2» El 
pago de las esladías causadas al buque por la demora en el 
pago de los fieles, fundado en que no podin moverse del 
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puerto, mientras dicho pago no se verificase: 3 o El valor de 
II toneladas Aii libras, que al precio de doce pesos Tuertes 
una, ha sido deducida de los fletes, por falta en la entrega 
del carbón, negando el derecho para hacer dicha deducción : 
1° por no líaber tal falta y 2° por no haberse reclamado 
oportunamente, A° la diferencia que haya entre el precio 
corriente del carbón y el de 12 pfls. al que se le han car- 
gado las ocho toneladas que lo vendieron los Sres. Fiendel- 
burg Schalü y C\ 

10, Que los demandados se oponen á las prclenciones del 
capitán contestando lo siguiente : 

Sobre el primer punto relativo á los seis días de sobres- 
tadías, que ellas fueron causadas por culpa del capitán que 
en dos ocasiones distintas se negó á entregar la carga, la 1' 
suscitando cuestiones ai pesador y la 2* so pretexto de no 
tener lastre. 

Al segundo punto ; que los perjuicios que la demora oca- 
sionara al capitán eran imputables á él exclusivamente, que 
por haber llenado sus obligaciones les habia obligado a de- 
ducir sus reclamaciones enjuicio. 

Sobre el tercer punto; que la falla existia según el roma- 
neo y que el capitán habia convenido en ello. 

Y sobre el cuarto punto ; el relativo al precio cargado por 
el carbón que era el menos que podían exijir, atendiendo á 
que habiendo vendido por factura todo el cargamento, y 
que tenían que pagar al comprador los derechos de intro- 
ducción. 

\\. Que fué recibida la causa ü prueba á fin de acredi- 
tar los puntos siguientes: 

I o Si es verdad que el capitán se negó en dos ocasiones á 
entregar carga y cuál fué la demora que causó: 2* Si es 
verdad que el capitán reconoció la exactitud de la falla de 
carbón; 3° Qué precio se convino, por las ocho toneladas 
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de carbón vendidas al buque y en su defecto cual era el 
precio corriente. 

12. Quo la prueba producida es la siguiente : 
Sobre el primer punto, las declaraciones do Ü. Cayetano 
Naby, y Ü. Federico Wild testigos presentados por los de- 
mandados. 

El primero, en su declaración que corre á f. 93 y 94, dice 
que en dos ocasiones se negó el piloto á entregar carbón á 
las lanchas; la primera dando por motivo babor tenido una 
cuestión con el pesador ; y la segunda por falla de lastre; 
y que oslas negativas produjeron una demora de G 6 7 días 
en la entrega del carbón, no recordando los nombres de 
las lancbas á quienes se les negó carbón, ni la fecba en 
que tuviera lugar. 

El segundo testigo, en su declaración que corre de í. 95 
á 98 dice: el segundo pesador fué á bordo á la vez que e] 
primero venia á tierra en estado do ebriedad por cuya razón 
no croo que la diferencia que tuvo con el piloto procediese 
do la medición, de lodo lo cual se deduce que no habría 
habido demora de parto dol pilólo para entregar el carbón. 

Sobre el segundo punto, no se ha producido prueba al- 
guna; y sobre el tercero, el informe espedido á f. 112 y 
vuelta por la Cámara Sindical de la Bolsa de Comercio, se. 
gun el cual el precio del carbón ó bordo el tres de Agosto, día 
en que terminó la descarga, era el de 9 pesos fuertes por 
tonelada. 

V considerando respecto del primer punto comprendido 
en la demanda, á saber, las estadías ó sobre estadías corri- 
das hasta el dia en que terminó la descarga. 

lo Que estando justificado en aulos por confesión de am- 
bas partes quo la descarga debia terminar el 28 de Julio, y 
por recibo de f. 10 y nota del romaneo á f. 21, no con- 
tradicho por los demandados, que terminó recien el 3 de 
t. vu, JQ f 
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Agosto siguiente, como igualmente por la carta de fleta- 
mentó que ta descarga debia hacerse por los fletadores den- 
tro del plazo que espiró el 28 do Julio, so pena de pagar las 
sobreañadías ; esla probada la obligación por parle do los 
iletadorcs 6 sus representantes de pagar dichas sobre-csLa- 
días, salvo que justificasen excepción que los exonerase de 
dicha obligación. 

2o Que la sola excepción opuesta por los Sres. Fiendel- 
üurg Schatz y (X es que las demoras fueron causadas por 
el piloto, y olla no está justificada, por cuanto la declaración 
de I). Cayetano Daby no es bástanlo para acreditar que las 
demoras fueron causadas por el piloto, porque, aparte de 
ignorar ó no recordar el nombro de los lancheros á los que 
se les negó el carbón y (a fecha en que dicha negativa tuvo 
lugar, por su singularidad no merecería fé, con arreglo á la 
Ley 32, Tít. líi, Part. 3* que exige dos testigos intachables 
que concuerdon en la persona, hecho, caso, tiempo y lugar 
en que pasó. 

3° Considerando que el segundo punió comprendido en la 
demanda á saber, las estadías cobradas como daños y 
perjuicios por la demora en el pago de los fletes: lo que 
los fletes fueron embargados por orden de este Juzgado y 
í petición do los fletadores para responder al juicio que estos 
promovieron contra el capitán, y que el decidir si Fiendel- 
burg Schatz y C\ tuvieron derecho para pedirlo, no es 
materia de este juicio, sino de aquel en que dicho embargo 
fué decretado; 2- que por otra parte los daños y perjuicios 
sufridos por el acreedor y que el deudor debe indemnizarle, 
no son sinú los que sean consecuencia directa ó inmediata 
de la falta de cumplimiento, y en este caso no concurre tal 
circunstancia, porque la demora de la salida del buque no 
es consecuencia inmediata y directa de la demora de ios 
fletes, y tanto menos lo es cuanto que pudo evitarla el ea- 
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pitan, otorgando fianza do juzgado y sentenciado, fianza quo 
pude otorgar y quo otorgó efectivamente, con posterioridad, 
como lo comprueban los autos respectivos» y quo solo la 
otorgó después de confirmado por la Suprema Corte el auto 
de este Juzgado ordenando el embargo, lo que prueba que 
los perjuicios fueron causados, al menos on gran parte, por 
los recursos deducidos por el capitán: 3 o quo la consecuen- 
cia lójica de los dos precedentes considerandos es que la ac- 
ción deducida no es admisible en el segundo punió, que 
acaba do considerarse. 

4° Considerando respecto dol tercer punto comprendido 
en la demanda, esto es, la devolución del valor de once 
toneladas cuatro cientos once libras de carbón, que al pre- 
cio de once pesos fuertes la tonelada, han descontado los 
demandados del importe del flete, por fallas en la entrega 
del cargamento : 1° que los demandados no lian justificado 
que el capitán hubiese reconocido el derecho que aquellos 
tuviesen para liacor la espresada rebaja ; 2° que la descar- 
ga torminó el 3 de Agosto del año ppdo. ó sea cinco meses 
antes de la fecha, sin que loa demandados bubiesen hecho 
constatar la falla por reconocimiento judicial como lo dis- 
ponen los artículos 1240 y 1247 del Cód. de Comercio: 
3* que dicho reconocimiento no puede efectuarse al presen- 
te por haber pasado el plazo dentro del cual debió verificarse 
según los dos últimos artículos citados, y pasado dicho 
plazo, como lo ha opuesto ia parte del capitán, cesa el dere- 
cho a toda reclamación : 4<> que por otra parle eeguñ la 
póliza de Aclámenlo, debia pagarse el flete por tonelada de 
2000 libras, loque haría presumir que el conocimiento, como 
que se refiere á la póliza, espresa también toneladas de 2000 
libras, y no toneladas inglesas que tienen mucho mas, pero, 
como lo reconocen los demandados, y que según los mismos 
es la que se ha tenido en cuenta para b medida del carbón ; 
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siendo de notar que monos aun ha podido hacerse dicha de- 
duccjon por cuanto la cuenta de fletes no so ha liquidado 
por tonelada de 2000 libras, lo que haría una diferencia no- 
table en el precio total de los fletes ¡ 

5o Considerando respecto al precio cargado por las ocho 
toneladas que Fiendelburg Schaíz y (X vendieornal capitán; 
que no se ha justificado que él fuese convenido entre las 
partes, y está prohado por el informo de f. 112 y vuelta, 
de la Cámara Sindical de la Bolsa de Comercio, quo el 
precio corriente del carbón ú bordo en la focha de la compra, 
que es el que debe regir según el arl, 523 del Cod. de Co- 
mercio, era el de 9 pfts. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á los Sres Fien- 
delburg Schalz y O. al pago de los seis dias de estadías 
que se le cobran, á la devolución al vapor de las 11 tonela- 
das 411 libras de carbón que descontaron de los fletes por 
falla y á la do lü pfts. de exceso en las ocho toneladas que 
vendieron al capitán Uocho, cuyas cantidades deberán en- 
tregar al último dentro del termino do diez dias con los in- 
tereses de Banco desde la demanda ¡ y absolviendo á los 
demandados de Jas estadías que se les cobran por daños y 
perjuiaos, con declaración de que las costas se pagarán se- 
gún se hubieren causado, y los comunes por mitad. 

Repónganse los sellos. 

Manuel Zavakta. 

A solicitud del represente del capitán alegando que había 
error de cálculo en la cantidad quo debjan devolver los con- 
signatarios por diferencia de precio en las ocho toneladas de 
carbón» se hizo la siguiente rectificación del fallo anterior. 



Buenos Aires, Enero 19 de 1871. 
Se declara que en la parte á que se refiere este escrito 
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hay un error de cálculo, y que el precio que deben abonar 
como esceso los demandados es de veinte y cuatro posos 
fuertes. 

Z aválela. 

Apelada la sentencia por Fiondelburg Schalz y C\, fuá 
confirmada por el siguiente: 

Fallo de Im Suprema Corte. 

Buenos Aires, Mayo 30 de 18H. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada, corriente de foja ciento treinta y dos 
á ciento cuarenta ; satisfechas la de la instancia y repuestos 
los sellos, devuélvanse los autos. 

Salvador M. del Carril.— José Bar- 
ros P\zos.— Marcelino Ugartb. 



D 2 . Estefanía tí, de Onieva contra flezzio y Sala, 
por recurso de queja. 

Sumario. — I o Una escritura de venta do un buque otor- 
gada ante un escribano de Provincia, no puede ser consi- 
derado como un boleto de venta. 
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S* Debe por consiguiente reponerse el papel sellado nacto- 
cional que corresponde, y pagarse la multa que establece 
la ley nacional de sellos. 

3 o Los autos relativos á las multas por violación de dicha 
ley son inapelables. 



Goio.— D a . EstofaniaR. de Onieva diciéndose propietaria 
del vapor •Comercio del Rosario» interpuso tercería de 
oposición por título de dominio en la ejecución quo contra 
dicho vapor habían iniciado los Sres. Rczzío y Sala por 
cobro de pesos, ante el Juez Nacional de Rueños Aires. 

Como justificativos de su propiedad, acompañó una escri- 
tura pública de venta otorgada en el Rosario ante el escribano 
provincial D. Pedro Larrosa por D. Ezoquiel N. Paz, á favor 
de su hermano D, Alejandro Paz; y un boleto do venta otor* 
gado por este á favor de la Sra. de Onieva. 

El Juez de Sección dio vista al Procurador fiscal, quien 
se espidió pidiendo se mandara estender ta escritura de 
venta en el papel nacional correspondiente, y se ordenara 
el pago do la multa del diez tanto, por contener aquel do- 
cumento una obligación sujeta á la jurisdicción Nacional, 

Así lo proveyó el Juez. 

La Sra. de Onieva pidió reposición del decreto, diciendo 
que los documentos presentados podían considerarse como 
un boleto de venta, y estos, con arreglo al art. 10 de la 
Ley Nacional de sellos, pueden otorgarse en papel común. 

El Procurador fiscal insistió on su vista anterior negando 
que la escritura pública hecha ante un escribano de la 
Provincia, pudiese considerarse como un boleto de venta. 

Valí* 4*1 Ium «mlMMl. 

Buenos Aires, Febrero 10 de 

Y vistos, considerando : 1« Que no es exacto que la es- 
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entura de f. 1 y 2, otorgada en la ciudad del Rosario por 
D. Ezoquiel N. Paz ante el escribano público D, Pedro G, 
Larrosa y dos testigos, sea un boleto de contrato de los 
que hace mención el urt. 10 do la ley de sellos, pues es una 
escritura pública de venta, como lo ha reconocido la parlo 
nue lo ha exhibido on su primor escrito en et que se encuen- 
tra las siguientes palabras: El buque fué vendido por es- 
critura pública otorgada en el Rosario á favor de l>. Alejan- 
dro Paz, y este lo ha vendido á mi fiivor por el documento 
escrito que acompaño. 

2o Que la solicitante ha acompañado dichos títulos para 
justificar que es dueña del vapor * Comercio del ílusario », y 
en ellos funda la tercería excluyento á título de dominio 
que ha formalizado en su primer escrito, y según lo que 
espono en su último escrito no se puede trasmitir la propie- 
dad, y por consecuencia et dominio, sin lien ir los requisitos 
establecidos en el ort. 101. 'i del Cúd. de Comercio. 

3o Que por otra parte, de admitir que los documento 5 
exhibidos por U\ Estefanía H. de Oniova, como simples 
boletos, no se habría operado, como lo reconoce ella mis- 
ma, la trasmisión del dominio, y el Juzgado no podria con 
arreglo al art. 301 do la Ley de Procedimientos, sustanciar 
una tercería de oposición cxcluyenlc, cuando el tercer opo- 
sitor reconoce no ser dueño de los bienes ejecutados, y 
por consecuencia el resultado seria siempre el mismo de m 
seguir adelante el juicio, mientras no so oblase la mulla ó 
se presentasen títulos en forma. 

4 o Que por consecuencia, de lo espuesto en los prece- 
dentes considerandos, y sin declarar si los títulos exhibi- 
dos son bastantes para operar la trasmisión de) dominio, 
toda vez que se ha deducido tercería excluyante, io que 
implica según el tercer opositor, tener dominio en los bienes 
respecto de los que aquella se ejerce, el Juzgado procede 
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acertadamente exigiendo que los documentos justificativos 
del dominio, estén otorgados en el papel correspondiente, 
ó en su derecto se oble la multa de ley, antes de dar un paso 
en la tercería. 

5« Que sí bien es cierto que a . Estefanía R. de Oniova 
no ha intervenido en la escritura otorgada por D. Ezequiol 
N, Paz á D. Alejandro Paz, así mismo debe imputarse el 
haber admitido como bastante, títulos que no están en el 
papel que corresponde, y admitirlos en juicio por la cir- 
cunstancia do no ser otorgante la parte que los presenta, 
seria acordarles, por un medio ó vía indirecta el efecto que 
no podrían surtir directamente, abriendo una puerta á la 
violación de la ley, á todo lo cual se agrega que el arl. 15 
de la ley de sellos condena al pago de la multa no solo á 
los que otorgan, sinó á los que presenten documentos en 
papel común. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la reposición so- 
licitada en la parte referente á la escritura otorgada ante 
escribano público en la ciudad del Rosario. — Declarándose 
que no se dará curso á la solicitud, mientras no so oble la 
multa correspondiente, ó no so presenten documentos es- 
tendidos en el sello que corresponda. Repóngase los sellos 
y notifíquesc con el original. 

Manuel ZavaUta. 

La Sra. de Onieva apeló, y so le negó el recurso por no 
ser apelable el auto con arreglo á la ley de sollos. 

Interpuso entonces el recurso do queja por denegada ape- 
lación, y después de evacuado el informe relativo del Juzgado 
de Sección, se dictó el siguiente: 

rail® d« !■ N prtu Carie. 

Buenos Aires, Hayo 30 de 1871. 
Vistot : por los fundamentos del auto de foja diez y seis á 



DE JUSTICIA NACIONAL. 429 

foja diez y ocho, devuélvase al Juez de Sección para que 
lleve adelante sus procedimientos, prévio pago de costas y 
reposición de sellos. 

Salvador M. del Carril.— José Bar- 
ros Pazos.— Marcelino ügarte. 



CAUSA XXI. 



El Ministerio fiscal contra D, Osvaldo Rodríguez 
por defraudación al Erario. 



Sumario.— i* Para quo el Juez pueda resolver en la sen- 
tencia definitiva, es indispensable que al deducirse la acción 
se determine claramente la persona contra quien se pide. 

2 o La indeterminación de la persona contra quien se de- 
duce un reclamo no permite dar á quien corresponde la 
debida audiencia para sustanciar la causa. 



Caso. —En 23 de Mayo de 1809 el Ministro de la Guerra 
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comunicó al Fiscal Militar permanente, que ü. Osvaldo Ro- 
dríguez proveedor de la frontera Sud de Buenos Airea so 
habia apersonado ante él, esponiendo quo'el Gefe de esa fron- 
tera coronel D. Alvaro Barros le habia vejado á causa de 
no prestarse á seguir ejecutando un convenio que tenia con 
él para remitir á su estancia la hacienda que deibraba do 
ta que dobia entregar para el racionamiento de la guarni- 
ción ; y que resultando de esta denuncia que el mismo de- 
nunciante habia estado defraudando al Erario público, le 
ordenaba procediera á instruir un sumario, 

Habiendo D. Osvaldo Rodríguez declinado de la jurisdic- 
ción militar, el Ministro de la Guerra remitió los anteceden- 
tes al Juez de Sección de Buenos Aires, quien instruyó 
contra aquel el correspondiente proceso, haciendo peñeren 
la cárcel á Rodríguez, y practicando todas jas diligencias 
necesarias, menos la declaración indagatoria y confesión de 
Rodríguez, que este se negó á prestar amparado del art. 
f8 de la Constitución Nacional. 

Concluido el sumario, el Procurador fiscal dijo que de 
oste no resultaba prueba suficiente para fundar una acusa- 
ción criminal. 

Que la nota del Ministro de la Guerra habia dado a" este 
asunto un carácter tal de gravedad, que hacía necesario ago- 
tar los medios de investigación para dejar establecida ta 
verdad. 

Pero que Rodríguez había negado haber hecho la denun- 
cia que en ella se mencionaba, y que no existiendo otros 
datos para comprobarla, la sola palabra oficial de un Mi- 
nistro no constituia una prueba judicial suficiente para 
condenar. 

Que por otra parte, nada resultaba probado en contra del 
coronel Barros, y lo único que existia justificado en con- 
tri de Rodrigues era en que habia deftorado la hacienda 
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sacando animales pandea, y dejando gran número de chi- 
cos. 

Que sin embargo, esto hecho importaba solo una falta 
do cumplimiento de bu contrato, y no un delito sujeto á 
pena criminal. 

Pidió se sobreseyera en la causa. 

Contundo traslado, el defensor de Rodrigues, contestó que 
osla conclusión no estaba en armonía con loa premisas. 

Que lo que correspondía era absolver de culpa y cargo al 
procesado, y condenar al acusador á la indemnización de 
daños, perjuicios y costas. 

Que Rodríguez era completamente inocente del delito 
acusado, y que á consecuencia de la mala administración 
del coronel Barros, y déla denuncia del Ministro de la Guer- 
ra habia sufrido la prisión y perjuicios de consideración, 
que debían serle indemnizados ó por alguno de elloa, ó por 
el comisionado para recibir las haciendas, ó por los tres 
solidariamente, ó por el Gobierno Nacional. 

Fallo del Juci »*e«ioit.t 

Buenos Aires, Febrero 25 de 1871. 

Y vistos estos autos seguidos contra el proveedor D. Os- 
valdo Rodríguez, y no resultando de ellos cargo criminal 
contra el procesado, declaráaele libre de cargo y pena ; en 
su consecuencia chancéese la flanga otorgada j repónganse 
los sellos y hágase saber. 

Andrés Ug arriza. 

El defensor de Rodríguez apeló en relación, alegando que 
debía condenarse al Gobierno Nacional, ó á los que habían 
ejercido en su nombre los actos abusivos, á indemnizar á 
Rodrigues las costas y daños causados, pues él que p*rju- 
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dica á otro sin derecho está en la obligación de indemni- 
zarle ios perjuicios que te ha ocasionado. 

Que no se podia oponer que e) Gobierno Nacional no es 
demanda ble por actos de sus funcionarios, porque es doc- 
trina corriente en materia federal, que los Tribunales de 
la Nación tienen facultad de condenarlo en daños y perjui- 
cios, reconvenciones, contradeinandas, costas etc. etc., 
cuando son el Gobierno 6 sus representantes los actores en 
el juicio. 

Que aun en el supuesto de no ser condenable el Gobierno, 
siempre lo serian sus funcionarios, porque jamas puede 
eximirse un funcionario público do responder de los perjui- 
cios hechos á los derechos particulares, cuando sus actos 
han sido claramente contra las leyes ó el derecho. 

Que tos actos del gefe de frontera, y del Ministro de la 
Guerra han sido contra derecho, como lo probaba el procü- 
so, y el mismo Ministerio fiscal que declaró no existir hecho 
alguno criminal á cargo de Bodriguez, 

Concedido el recurso, se dictó el siguiente ¡ 
MI* de I» lupMMi l'.rie 

Buenos Aires, Mayo 30 de 18H. 

VüiM\ y considerando: Primero que, para que pueda el 
Juez resolver en la sentencia definitiva, de un modo espre- 
so, positivo y preciso, con arreglo A las acciones deducidas 
en el juicio, condenando ó absolviendo en el todo ó en par- 
te, y fijando la persona condenada ó absuelta, como lo pres- 
cribe el articulo troco de la ley de catorce de Setiembre do 
mil ochocientos sesenta y tres, es indispensable que, at de- 
ducirse la acción, se determine claramente la persona contra 
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quien se pido r Segundo, que no lo ha hecho así Don Osvaldo 
Rodríguez en el escrito que corre á foja ciento treinta, pues 
en 61 pide que se condene á indemnizar los daños y perjui- 
cios quo supone haber rocibido, con los costos y costas, 
bien sea el Ministro de ta Guerra, ó al coronel Don Alvaro 
Barros, ó al comisionado White, ó á los tres solidariamente, 
6 al Gobierno, foja ciento Bésenla y nueve vuelta; Tercero, 
que esa indeterminación de la persona contra quien se de- 
ducía el reclamo, no permitía dar á quien correspondiese ta 
debida audiencia para sustanciar la causa : Cuarto, que en 
tal caso, quedaba como materia única del juicio la petición 
del Procurador Fiscal, deducida á foja ciento veinte y tres, 
que ha sido follada en la definitiva de foja ciento setenta y 
uno, en lo que no puede, por consiguiente decirse que el 
Juez ha incurrido en omisión, dejando de resolver lo que 
le estaba formalmente sometido; por estos fundamentos, se 
confirma la referida sentencia de foja ciento setenta y uno ; 
devuélvanse los autos, después de satisfechas las costas y 
repuestos los sellos. 

Salva non M. del Carril. —José Bar- 
bos Pazos. —Marcelino Ucaiitb. 
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BAUSAS MU y HUI (a) 



El Banco de Londres y lito de la Plata del Rosario, contra 
ih Casimiro Rivadencira, en recurso de queja. 



Sumario. — i o La jurisdicción de los tribunales nacionales 
es excluyen te de la de los provinciales en las causas espe- 
cificadas por los artículos i , 2 y 3 de la ley de H de Se- 
tiembre de 1863. 

2* Dicha jurisdicción no se esliendo á casos que no estén 
espresa mente señaladas. 

3o No lo eslá el caso que una ley provincial sea impug- 
. nada como repugnante á la Constitución Nacional. 

4 o En este caso la Constitución es de indirecta aplicación. 
5 o La objeción de inconslitucionalidad de leyes provin- 
ciales no basta para privar á los tribunales de provincia de 
la jurisdicción que les compete para conocer en causas re- 
gidas por dichas leyes. 
6° Dichos tribunales son también ejecutores do la Cons- 
ta) Nota.— En igual recurso, deducido por el Banco de Londres 
contra D Domingo Molner, se dictó una resolución semejante A la 
dictada en esle caso. 
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titucion Nacional, y la pueden y deben interpretar y os- 
plicar. 

7o Solo queda á salvo el recurso establecido por el art. 
14, inc. 2, de la ley de 14 de Setiembre de 1863, para cor- 
regir las interpretaciones que sean erróneas. 

8° De Jotro modo la jurisdicción de los tribunales de 
Provincia seria absorbida por la de los Tribunales d« la Na- 
ción, bastando para privar á aquellos del conocimiento de 
las causas, alegar que las leyes aplicables al debate son con- 
trariaa á la Constitución. 



Caso.— En el año de 18í>5 la Legislatura do Santa-Fe 
dicló una ley en que se ordenaba que los billetes de los Dan- 
eos, que se establecieran en dicha Provincia serian á pesos 
fuertes y se pagarían en moneda lega). 

Con arreglo á esta ley, el Banco de Londres y Rio do la 
Plata solicitó y obtuvo ta fundación de un banco. 

Mas tarde se fundó el Banco del llosa rio, y at aprobarse 
sus estatutos, se estipuló que los billetes serian á pesos 
fuertes y bolivianos, pagaderos en la moneda que represen- 
taran. 

Igual concesión se hho al Banco Comercial de Santa-Fé, 
El Banco de Londres, fundado en que por sus estatutos 
gozaba de cualquier privilegio que por leyes posteriores se 
concediera á otros bancos, emitió también á pesos bolivia- 
nos. 

En 3 de Agosto do 1808 una ley provincial lijó el tipo de 
la moneda boliviana en diez reales y medio por cada peso 
fuerte, y ordenó á los bancos que pagaran en esta moneda 
sus billetes después de treinta dias de promulgada. 

Bos años después, B. Casimiro Ni va den oí ra pidió al Ban- 
co de Lóndres la conversión en fuertes de 4200 ps. en bille- 
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les á boliviano, y en vista de su negativa se levantó una 
protesta, y entabló juicio ejecutivo por el pago de la canti- 
dad al tipo fijado por la ley de Agosto ante el Juez de la 
Provincia.' 

El Banco declinó de la jurisdicción provincial, alegando 
que la ley de Agosto era inconstitucional, y que este punto 
no pedia ser resuello sin ó por los Tribunalea Federales, con 
arreglo al art. 100 de la Constitución, art. 2, inc. 1, de ta 
ley de 1863 sobre jurisdicción de los Tribunales Federales, 
y arls. i, 2, 3, 4 y 5 de la ley de Octubre de 1862. 

El Juez declaró que la ley era constitucional y sostuvo 
su competencia. 

Apelado su auto, fué confirmado por la Cámara de Jus- 
ticia. 

El Banco apeló para ante la Corte Suprema, y la Cámara 
negó el recurso. 

En vista de esta negativa, el Banco apeló de hecho por 
vía de queja. 

La Suprema Corte pidió informe á la Cámara de Justi- 
cia, y esta, remitiendo los autos, contestó que según el arl. 
U de la ley de ti de Setiembre de 1863 solo puede apelar- 
se de las sentencias definitivas, y en los casos de los incisos 
1, 2 y 3 de dicho artículo, siendo asi que debió negarse el 
recurso en el presente caso, en que solo so trataba de un 
articulo de competencia. 

Que los jueces ante quienes se deduce declinatoria de 
jurisdicción, la tienen para declararse ó no competentes; y 
que él de Comercio ante quien versaba el presente asunto 
no había hecho declaración alguna de si era ó no constitu- 
cional la ley de Agosto, que el actor quería aplicar el case, 
limitándose á declarar su competencia. 
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Bncnes Aires, Majo i» de 1811. 
Vistos : y considerando; Primero, ,„ e aunque la juris- 

pr. ,t,v, yescluyonle do lo de los Jugados do Provincia 
» la causas qu0 especifican lo, artículos primero Zun 
«I» y tercer, de la ley sancionad, en cataren de ¡L embre 
do m, ocho c-ento, sesenta y tres, es también ES 
dice en „ scopcl()nali m „„ puc(U ur« 

derso d ca^ ouo no ^ «apresamente señalados; C«- 
*JK « b.on entre aquella, causas se encuentran col 
P andidas . la, q „ e sean «preia/mc/c r „ J¡(Jas por la Cons- 
titución Nacional, las leves H»l r„„ , 1 s 

. Nación». E.h! 1 Congreso y los tratados con 

«aciones Lslrangeras . , no ee encuentran igualmente com 
prend.da. la. causa, en ,,uo una ley Provio'a \ Z LZ* 
nada como repugnante d la Consti loción Con ral l TnZ 
esta consunción es, por consiguiente, de indirech ZZ 
«». como motivo par, decidir* sobro' I, v,Hde7t n? a °J 
do la ley que se impugna; Tercero, que la cuestión som!. 

ÍT^rr ' la deC ; SÍ ° n «'^ ^ar o- 

regida por la ley provincial ,]oSanl,-Fc; Cuarto miel» 

r on8,i ' uoionai¡,i '" 1 ñ* p» r «■ 

s Pre mea d^ , n0 b " S,a J .' ,ara !*■ * '» Tribunales d 
osa Provincia, de la jurisdicción que les corai>clc n.» 

noeer y decidir en cusas regido, pV Leyes Preri„Se. C ° v 
egunia, entre vecinos de la Provincia mi ma; po , 
do la Conslilucion Federal ley suprema de I ZZ' *T 
que osün obligadas a coníonnar „, acto, a, aÚ „nd , , 
o cada Provincia, o„ obstante cualquiera S£2£ 
e ntraño que contengan las leyes ó Constituciones P ov i„ 
cíes a „eu, u ireinta y UI1Ü , clbs son ^ 
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Constitución Nacional, y en eso carácter ta pueden y deben 
interpretar y esplicar como la entiendan, quedando á salvo 
ol recurso que contra sus decisiones establece el párrafo 
segundo, artículo catorce de la ley de catorce de Setiembre, 
á fin de corregir la interpretación errónea de los Tribuna- 
les Provinciales, y de salvar la integridad del derecho Na- 
cional ; y haciendo uso de esa facultad y cumpliendo ese 
deber, de interpretar la Constitución Nacional, para ajustar 
sus resoluciones á ella, los Tribunales de la Provincia de 
Santa-Fé tienen jurisdicción bastante para decidir por sí, 
y sin perjuicio del recurso anteriormente mencionado, la 
objeción de inconstitucionalidad hecha á Ley Provincial 
cuya aplicación se pide en la demanda ; Quinto, que esta 
doctrina se comprueba por las disposiciones que contienen 
el citado párrafo segundo, artículo catorce de la ley de ca- 
torce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres y el 
artículo veinte y uno de la de diez y seis de Octubre de mil 
ochocientos sesenta y dos, que necesariamente suponen el 
conocimiento y decisión por los Tribunales de Provincia, 
de casos regidos por Ja Constitución y Leyes Nacionales, y 
de casos en que se cuestiona la validez de una ley, decreto 
ó autoridad do Provincia como repugnante á la Constitución, 
á los tratados públicos ó á las leyes del Congreso ; Setío, 
que, de otro modo, y contra la letra y el espíritu de la 
Constitución Federal, la jurisdicción de los Tribunales de 
Provincia seria absorvida por la de los Tribunales de la 
Nación, pues para privarlos del conocimiento de las causas 
que son de su competencia, bastaría que cualquiera de los 
¡ ^gantes alegase con buen ó mal fundamento, que las le- 
yes aplicables al debate eran contrarias a" la Constitución 
Nacional ; SSptimo, que la cuestión sobre constitucional idad 
de la ley invocada por el demandante no ha sido resuelta, 
ni aun esta debidamente sustanciada todavía, pues las pa- 
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labras que á ese respecto se rogistran en los considerandos 
de los au >s que corren ú foja veinte y uno y Toja cuarenta y 
cinco de los que se hallan agregados, no son parte dispo- 
sitiva, ni hacen cosa juzgada; Octavo, que no ha llegado, 
por consiguiente, la ocasión de que se interponga el recurso 
establecido en la ley de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres; por estos fundamentos, no ha lugar á la queja de- 
ducida por Don Manuel Escalante, en representación del 
Banco de Londres y Rio de la Plata ; prévio pago de eos- 
tas y reposición de sellus, archívese el espediente desglo- 
sándose antes los autos remitidos por el Superior Tribunal 
de Justicia en la Provincia de Santa-Fé, al que serán de- 
vuelto! con el correspondiente oficio, para quo lleve sus 
procedimientos adelante. 

Salvador M. del Carril. —José Bar- 
ros Pazos,—! 'argelino Ucartb. 



El Fímco Nacional contra el mayor D. Raymundo Layóla, 
por devolución de valores focales. 



•Sumario.— i o La acción penal y la civil que nacen de 
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un delito, son independien lea entre sí t y pueden intentarse 
conjunta ó separadamente. 

2o La acción civil por devoluciones de valores defraudados 
al fleco, competí? a Uuez de Sección, si en la criminal que 
corresponde á otro tribunal ha sido omitida. 

3<> El Presidente de la República, como gefe de tas fuer- 
za* militares, puede ordunar el sobreseimiento de una causa 
criminal contra un militar, ó indultarle de la pena, dejando 
á salvo las acciones civiles del fisco. 



Cato.— En Fobrcro de 1 869, el General Arredondo, coman- 
dante de las fronteras de Córdoba, Mendoza y San Luis, 
mandó levantar un sumario contra el Mayor U. Raymundo 
Loyola, comandante de un batallón de Guardias Nacionales 
Mobil i^das, por sospechas de fraude al Tesoro Público. 

Concluido ol sumario, del cual, segnn el fiscal, resultaba 
comprobado que se liabia dado recibo por mayor número de 
raciones que las consumidas por el batallón, se puso preso 
al Mayor Loyola, y se pasó el proceso al P, E. 

Adelantado el proceso, el defensor de Loyola pidió al P, E. 
que resolviese la causa administrativamente. 

El Auditor de guerra, á quien se corrió vista, contestó 
que podía hacerse asi, pero sin que esto importase un sobre- 
seimiento, sino que debía condenársele, dándole de baja 
absoluta, declarándole inhábil para entrar nuevamente al 
servicio, y ordenando que previa liquidación, se le cobrase 
lo que indebidamente se babia pagado por Tesorería, 
El P. E. así lo decretó en 13 de Diciembre de 1869. 
Se hizo la liquidación, de la que resultaba un cargo en 
contra de Loyola por 11035 ps. 12 cts. fts., y el Procu- 
rador fiscal demandó el enhro de dicha suma ante el Juez de 
Sección de San Luis. 
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Confundo traslado, Loyola contestó diciendo que no es- 
taba probado ol delito del cual surgia la deuda demandada; 
que se le había condenado por el Presidente de )a Repú- 
blica, que no era su Juez natural, sin oírle; que por con- 
siguiente su sentencia adolecía de un vicio de nulidad, y 
nulas eran las acciones que fundadas en ella se deducían. 

Pulí* del Ji»i Seccional. 

San Luis, Nütiembre 24 de 1870. 

Vistos, y considerando que en el presente juicio se en- 
trañan una cuestión de derecho constitucional, otra civil de 
derecho, y otra de hechos que es la que ai presente está so- 
metida al conocimiento de este Juzgado ¡ mas no pudién- 
dose entrar á conocer de ella, sin entrar antes al exámen de 
su origen y procedencia, ya para determinar la constitu- 
cionaiidad de los actos que al presente juicio han precedido, 
ya también para calificar la competencia de este Juzgado : se 
hace necesario dar una mirada retrospectiva, sobre los obra- 
dos, y comparándolos con las leyes que los rigen ó debieron 
regirlos, resolver sobre las cuestiones de derecho, para en- 
trar 6 no al conocimiento do la cuestión de hecho. 

Sometido ol Sargento Mayor de Guardias Nacionales D. 
Kuymundo Loyola ú un juicio de investigación por órdun 
del comandante en Jefe de la Frontera, General D. José M. 
Arredondo, porque ct Fiscal especial comisionado ad hoc t 
Sargento Mayor II. Julio huiz Moreno, opinó este al ¿levar 
sus acluacionos á la Comandancia General, que según el 
resultado del sumario organizado, el Sr. Loyola ora delin- 
cuente de defraudación de dineros nacionales: y de su or- 
den lo constituyó en prisión. El comandante en gefe envió 
el proceso y la persona de Loyola, á la Inspección General de 
Armas de la Nación, do donde fué elevado el sumario al 
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Ministerio de la Guerra, quien lo pasó al Auditor, el que 
espidiéndose en vista, opina : que siendo graves los cargos 
que el sumario arroja contra Loyola, no puede ser esto pe- 
nado por el Ministerio, sinó sometido á consejo de oficiales 
superiores, para lo que debia pasarse la causa á uno de los 
Fiscales permanenles ; declarado así por el Exmo. Sr. Pre- 
sidente de la República, y después que Loyola nombró de- 
fensor, se pasó el espediente al Fiscal permanente, quien 
bizo comparecer ante si al encausado para tomarlo nueva 
confesión ; en la que esplica algunos cargos y niega otros, 
sin confesar uno solo del que pudiera resultarle responsa- 
bilidad. 

En este estado, el defensor del presunto reo dirigió una soli- 
citud al Exmo. Sr. ['residente de la República, pidiéndole que 
llamando á sí la causa en atención a no estar esclarecidos los 
liechos, y obrando administrativamente, la resolviera, loque 
importaba pedir su sobreseimiento, única facultad que, como 
General en Gefede los Ejércitos lo compete, según la pres- 
oripeion do las leyes militares. Pues como Presidente de la 
Nación no tiene atribución judicial alguna, no puede ni aun 
en estado de sitio, condenar por sí, ni aplicar pena {art. 2$ 
de la Constitución Nacional ). Tramitada esta solicitud con 
vista del Auditor General quien fundándose en Fa oscuridad 
del sumario y lu difícil de llevarlo á término, se conformó 
con la resolución administrativa solicitada, ó sobreseimiento, 
pero con imposición de una pena y de que el espediente 
sea mandado á este Juzgado para que se deduzca la acción 
civil contra ol encausado, previa la liquidación por la Con- 
taduría General. 

El Exmo. Sr. Presidente de la Nación, defiriendo en parte 
á la petición del Auditor, impone á Loyola una condena, que 
en realidad no es otra cosa que la dispensación del cumpli- 
miento de ,:n deber que la ley impone á todo ciudadano 
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Argentino, y remite el espediente á la Contaduría General 
pura que haga la liquidación t á fin de proceder en lo demás 
según corresponda. » 

Practicada la liquidación pur la Contaduría, se remitieron 
loa obrados á este Juzgado, <ionde se ha tramitado, dando 
vista al Procurador Fiscal, quien al espedirse estimando la 
resolución presidencial de 1" 47, como una sentencia defi- 
nitiva respecto de la acción criminal, interpone el recuso 
ordinario, ejerciendo la acción civ ; l, por cobro de once mil 
y tantos pesos Tuertes; procurando manifestar que el juicio 
compele á este Juzgado : contestando Loyola á la demanda 
del Procurador Fiscal, é incurriendo en el mismo error que 
este, do dar el carácter de sentencia á un auto de sobresei- 
miento; pide se le absuelve de la demanda, niega el crédito 
y lacha de anli-constitncional la resolución antes mencio- 
nada. 

Con estos antecedentes ¡ considerando, 1» que si bien el 
hecho de defraudación de dineros nacionales es un delito 
punible, considerado como tal por el art. 80, cap. 41 de ta 
ley que designa tos crímenes cwjn conocimiento compete á los 
Tribunales Nacionales, esta disposición no es exclusiva á los 
Tribunales Civiles, pues que también hay Tribunales Nacio- 
nales militares, quienes tienen igualmente que sugolarso ú 
las leyes del Congreso; 2 o que, según la prespricion del 
articulo 7, de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales que dice: la jurisdicción criminal atri- 
buida por esta ley á la JusticialNocional, en nada ai lera ta ju- 
risdicción militaren los casos en que por las leyes existentes deba 
procedem por Consejo de Guerra : el hecho que motiva esto 
juicio, siendo cometido ó atribuido á un militar en acluaj 
servicio, y considerado por las ordenanzas mililares cumo 
un delito judiciable, por ante Consejo de Guerra, lo que está 
confirmado, tanto por el jiro que desde el prinnpin so ,l¡ó 
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á este asunto, cuanto por es lar declarado ya por la Exrna. 
Suprema Corto de Justicia, en 18 do Abril de 1869, en el 
caso idéntico del juicio seguido al Sargento Mayor D, Dal- 
miro Hernández, que os y corresponde su conocimiento á 
la jurisdicción militar por Consejo de Guerra y no á los Tri- 
bunales ordinarios de la Nación ; 3 o que siendo un princi- 
pio general, y de derccbo que ío accesorio sigue á lo prin- 
cipal, siendo en este caso completamente accesoria la acción 
civil de ta criminal, puesto que no justificándose esta, no 
existiría aquella; mal pueden desligarse ni dividirse, y mucho 
monos someter la acción criminal á una jurisdicción, y la 
civil á otra distinta, lo que traería la aberración jurídica, 
de que una misma persona por un mismo hecho, sea juz- 
gada por dos jueces de distinta jurisdicción, no siendo difí- 
cil dequo si tal hedióse admitiera, el un juez sin Tallar á la 
justicia y con sujeción á las leyes do su Tuero, declara la 
delincuencia del individuo, que con igual justicia legal pero 
en distinto fuero, hubiera sido declarado inocente ; 4» que 
siendo un deber de los Jueces y Tribunales Nacionales en 
ejercicio de sus funciones, proceder aplicando la Constitu- 
ción como Ley Suprema de la Nación (art. ¿t de la ley tobre 
jitritdiccion y competencia) este deber las compele á no turnar 
en consideración, ni hacer aprecio alguno para regirse en 
sus procedimientos, de cualquiora resolución dictada, ya 
sea por el P. E. ó ya por el Legislativo, si ellas contienen 
algunas infracciones constitucionales; 5° que si siguiendo 
el juicio del Sr. Procurador Fiscal y el del demandado, el 
Juez tratara do considerar á la resolución presidencial cor- 
riente á f. 47 como una sentencia definitiva, ella nunca 
hubiera podido servirle de base en sus procedimientos, pues 
su inconstitucional ¡dad seria llagrante, pecando contra el 
art. 18 déla Conslilucion Nacional que dice: * ningún ha- 
bitante de la Nación Argmtina puede ser penado sin jnieio 
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preño fundado en ley anterior al hecho M proceso, ni juz- 
gado por comisiona especíala ó meado de ios jueces designados 
por la ley antes del hecho del proceso *. Si aquella re- 
solución fuera una sentencia, tendría los vicios siguiente» ; 
t ü que se haya sentenciado sin juicio previo, pues las dili- 
gencias de investigación, ó sumaria información, quees todo 
lo que contiene el espediente, no constituye un juicio ; 
pues no existiendo querella ó acusación y contestación ó 
defensa, y pruebas en su caso, no hay juicio, y por consi- 
guiente si la resolución mencionada fuera sentencia, ella 
seria un juicio previo; que si aquella fuera sentencia, el 
reo hubiera sido sacado de los jueces designados por la ley, 
pues el Presidente de la Nación no es juez en causa alguna, 
siendo el consejo de oficiales, el Juez designado por la ley 
por esta clase de delitos; 3" que, si este Juzgado, dando el 
carácter de sentencia á aquella resolución, se abocara esta 
causa, aun solo en la acción civil; estando previsto el caso 
do defraudación de dineros nacionales, duplicando plazas 
de soldados, por las ordenanzas militares como judiciable 
por Consejo de Guerra, y previsto también por la Ley Na- 
cional de jurisdicción y competencia de los Tribunales en su 
art. 7", que en tales casos la jurisdicción ordinaria no es 
competente ; pecaría también contra el mismo artículo y su 
resolución adolecería de nulidad insanable. 

Considerando, seslo, que no siendo ni debiendo consi- 
derarse la resolución presidencial antes mencionada, sino 
conio un auto de sobreseimiento espedido por el Kxmo. 
Sr. Presidente do ta Nación, en su calidad do General en 
Jefe de los ejército*, y en uso de las facultades que 
Iii3 leyes militares le acuerdan, con el que ha cerrado 
el juicio que se abrió ¡5 Loyola, sin haber considerado 
ni dispuesto en el mencionado auto, cosa alguna res- 
pecto á la acción civil, puesto que se concluye con estas 
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palabras * y pasen á la Contaduría para que se haga la li- 
quidación que dice el Auditor á 'fin de proveer en lo tkmás 
según corresponda, Jo que no importa dar el carácter de re- 
solución en esa parte al dictamen del Auditor ; pues aun 
cuando el espediente ha sido remitido por el Ministerio de 
Ja Guerra á este Juzgado, no consta en parte alguna que 
haya aido de orden de S. E. el Presidente do la República. 

Séptimo, que aun en el caso de que no se notara eso 
vacío, no está en las atribuciones del Exmo. Sr. presi- 
dente, probar su jurisdicción á los jueces sobre perso- 
nas ó hechos en que por las leyes no la tienen. 

De lo espueslo, y reasumiendo para mayor clandad, re- 
sulta ; 1- Que la resolución Presidencial de f. 47 no es 
seténela, 2* Que siendo un auto de sobreseimiento, es per- 
fectamente Constitucional. 3* Que en él nada so dispone 
sobre la acción civil y se dnbe suponer incluido en el 
sobreseimiento. I" Que, sobreseída sin condición (do por 
ahora) una causa, ella queda completamente cerrada y no 
puede legalmente volverse á abrir. 5° Que los delitos de 
defraudación de fondos de la Nación cometidos por mili- 
tares en ejercicio de sus funciones, corresponden á la juris- 
dicción militar. 6o Que siendo por lo general y muy espe- 
cialmente en el presente caso, Ja acción civil acesoria ú la 
criminal, aquella no puede separarse y tiene que seguir 
el fuero de esta. 

Por estas consideraciones y oirás que se han tenido en 
vista, se declara incompetente este Juzgado para conocer 
del presente juicio.— Ejecutoriada que sea la presento re- 
solución devuélvase el espediente al Ministerio de su pro- 
cedencia, dejándose copia de es le auto. 

No siendo lícito introducir en los alegatos frases ó pe- 
riodos que siendos inconducentes al esclarecimiento do los 
hechos pueden considerarse desahogos 
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contra funcionarios públicos, se previene a) Procurador 
del Sr. Loyola que firma el escrito, se abstenga en lo su- 
cesivo de consignar en sus escritos conceptos 'como los 
que quedan marcados con comillas en los nú meros 7, 9 y 

Autorízase a! actuario para que baga uso del espediente 
para notificar. 

Pablo Saravia. 

El Procurador Fiscal apeló, y se concedió el recurso en 
relación. 

La Suprema Corle dió vista ul Sr. Procurador General, 
y este funcionario contestó que toda demanda del Fisco 
contra un particular era de la competencia federal. 

Que aunque el crimen que ha ocasionado la sustracción 
al tesoro, debió ser juzgado por un consejo de guerra, el 
decreto del Presidente do la República que eximió al de- 
lincuente de la pena, no lo absolvió de la obligaron de 
restituir lo robado. 

Que en todo crimen podía separarse la acción civil de la 
criminal, y pedir la devolución de lo robado sin conside- 
ración á la pena que el perpetrador del robo^merece. 

Que, como un Consejo de guerra no puede ocuparse do 
las acciones civiles solamente, era claro que la auloridad 
competente para ello era el Juez de Sección, sin que esté 
obligado á resolver una acción penal que no se había in- 
tentado. 

rallo de I» Su prea» a C urie. 

Buenas Aires, Junio 3 de 1871. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el señor Procurador General, y considerando ; Primero, que 
el decreto del Poder Ejecutivo inserto á foja cuarenta y 
siclo, limitó sus rfectos á la pena en que pudiera haber 
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¡ocurrido el ex-Sargento Mayor do Guardia Nacional don 
Haymuudo Loyola, reservando espesamente I» acción civil 
del fisco para la repetición de loa valores defraudado», 
como lo demuestra la referencia que hace en el principio 
al dictamen del Auditor de guerra, y la orden con que 
termina, para que baje el proceso á la Contaduría General, 
á fin de que practique la liquidación respectiva ; Segunde 
que b,en se considere ese Decreto como un sobreseimiento 
pronunciado por el Presidente do la República en su carác- 
ter de Comandante en Gafe de las fuerzas militares, bien 
se le considere como un indulto acordado en uso de la 
atribución que por la Constitución le corresponde, ha po- 
dido dictarse en los términos limitados en que se encuen- 
tra concebido ; Tercero, que en esos términos ha sido 
acepto y consentido por Loyola ; Cuarto, que la accion 
penal y ta c.v.l que nacen de un delito, aunque emergentes 
de la misma causa, son acciones independientes entre sí 
que pueden intentarse conjunta ó separadamente ; Quinto 
que, habiéndose remitido ta accion penal en esto caso de 
que correspondería conocer al Consejo de guerra, Sü | 
puede ponerse en ejercicio la civil que ha sido reservada 
yqueae intenta separadamente; teto. •ue. para conocer 
del ple.to que con esa acción se premue.c, es competente 
el Juez de la Sección, conforme A lo dispuesto en los in- 
esos quinto y sesto del artículo segundo de la ley sancio- 
nada en catorce de Setiembre de mil ocho cientos sesenta 
y tres,- por estos fundamentos, se revoca el auto apelado 
comente de foja ochenta y dos á leja ochenta y seis, y sé 
devuelven para que, reasumiendo el Juez la jurisdicción de 

dcr echo ,lad0SP^Cndid,,, VrO0G¿a y doterminc c0 " arreglo á 

Salvador Maliía del CAnniu— Francisco 
Delgado. -José Uahros Pazos.— 
Makcelino tlCAnTK. 
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Don Santos Funes contra Don Mariano Vitialon, por 
indemnización de daños y perjuicio*. 



Sumario. — i" No puede en un pleito por indemnización 
de perjuicios, tomarse en cuenta una partida que ha sido 
juzgada en otro. 

2* Un solo testigo no hace té. 



Caso. — En 11 de Enero de 1870 D. Santos Funes, ar- 
gentino, se presentó al Sub delegado Civil del Departamento 
de San Cárlos, Provincia de Mendoza, y solicitó se nom- 
brase una comisión de peritos para reconocer en potrero 
de engorde en el Establecimiento del • Melocotón» pertene- 
ciente a* 1). Mariano Villalon, estranjero. 

El Subdelegado los nombró, y estos informaron que el 
paBto no era de invernada, sino un potrero muy talado 
y seco j que el ganado se componía de 073 cabezas entre 
bueyes y novillos; que la tata solo servia para ovejas; y 
calculaban qu.* haiia ¡o menos diez dias, que el ganado 
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estaba comiendo muy mal, y desparramado fuera del potrero 
por falta de pasto. 

En 30 del mismo mes Funes reiteró su solicitud, por los 
perjuicios que decía sufrir el ganado que allí estaba, y 
que debia esportar á Chile. 

Al mismo tiempo Villalon pidió se ordenase á Funes que 
sacara el ganado, y le papara el importa de la guarda. 

Funes depositó 400 $ pnra que Villalon le entregara el 
ganado, y este se negó á la untrega 

Remitidos estos antecedentes con los 400 $ depositados 
a) Juez de Sección de Mendoza, Funes pidió se le mandara 
entregar su ganado, á lo que el Juzgado accedió bajo la 
responsabilidad del solicitante, y prévio el depósito de otros 
500 $ bolivianos. 

En 6 de Febrero se entregaron 609 cabezas de ganado, 
manifestando Villalon que dos habían muerto. 

En seguida Funes entabló demanda contra Villalon por 
daños y perjuicios en la suma de 6,827 $ en el órden si- 
guiente : 

1* Por el perjuícu de 673 bueyes y novillos, 
por haber comida durante 14 dias pasto como 
para ovejas, á 4 reales diarios por cabezas B. 4,711 

2° Por pago hecho á los peones encargados de 
conducir la hacienda á Chite, que se dispersaron 
por no haberse podido obtener su entrega * 97 

3° Por menos precio del ganado, calculado en 
3 tíos, por cabeza, tomando la base del precio 
obtenido en el arreo de la misma hacienda que 
se mandó á Chile, y se espendió 2,019 

B. ¿T5Í7 

En el escrito de demanda se referia Funes á los antece- 
dentes relatados, agregando que el ganado puesto ¡i pasto 
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en los potreros de Villalon formaba un todo con otro man- 
dado á Chito á la consignación de los Sres. Reta Isasa 
Unos., que lo habian vendido á 30 B. por cabeza. 

Conferido traslado, Villalon contestó que para demandar 
una indemnización por perjuicios, e3 necesario que preexista 
un contrato, cuya mala ó ninguna tJ eciie¡on loa cause. 

Que en un contrato de la clase del presente no pueden 
existir esos perjuicios, porque el pasto está á la vista, y 
el dueño de la hacienda puede hacer cesar el arriendo 
desde que falten las condiciones que S e tuvieron en vista 
al celebrarlo. 

Que por consiguiente, la inejecución órnala ejecución del 
contrato no puede existir en el caso, sino en cuanto se 
baya impedido que la hacienda quedara en los potreres, lo 
que no ba sucedido. 

Que es condición de dichos contratos la de no poder 
sararse la hacienda sin previo pago, y que el dueño del po- 
trero resiste con derecho la entrega, si no se le paga e| 
importe del arriendo; y que fué por eso que el demandado 
no la entregó. 

Que el perjuicio del menor precio de la hacienda no era 
real sino hipotético. 

Y que no era posible imajinar que por un contrato cuyo 
valor fué de 400 B,, se hubiera ocasionado perjuicios por 
mas de 6,000 B. 1 

Se abrió la causa ú prueba, y esta fué presentada solo 
por Funes, 

Relativamente al primer perjuicio, probó con testigos 
que Villalon resistió la entrega del ganado, no obstante 
haberle Funes ofrecido el pago tan pronto como se verifi- 
cara la entrega; que este ofreció también depositar un va- 
lor mayor, mientras se arreglaba la cuenta del talaje ; v que 
ei pasto era tan malo que solo servia para ovejas. 
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Sobre el segundo perjuicio prohó con testigos que algu 
nos neones fueron contralados para llevar á Chile un 
ganado que Funes tenia en los potreros de Villalon; y que 
dicha hacienda fué necesario ponerla á posto hasta media- 
dos de Marzo para ponerla en estado de arrearla & f !ulc. 

Presentó también una cuenta firmada y reconocida par 
D. Eugenio [tastos por pasto desde 22 de Febrero liaste 
26 de Marzo. 

Sobre el tercer perjuicio, presentó las cuentas do la casa 
Reta, Isasa Hnos. de Chile, do las que resulta que la pri- 
mera hacienda fué vendida á 36 B, por cabeza, y la se- 
gunda á menor precio. 

r»u» riel Jum gwtiMii, 

Mendosa, Noviembre 8 de 1870. 
Y vistos ; Considerando : I o , que este'asunto se ha ini- 
ciado anticipadamente, es decir, sin esperar la conclusión 
del principal por talaje, n n iO0, quo es de donde trae su 
origen esto ; 2°, que la cuestión por lucro cesante y daños 
emerjente que forma el cargo de la primera partida de la 
cuenta do f. 2, por valor de i ,111 pesos ha sido ya definido 
por sentencia de 20 de Octubre pasado (Cuaderno n° C04) ; 
3o, que la declaración dicha rehusa dicho cargo y por 
consiguiente el abono de Ta espresada cantidad, con mucha 
mas razón, cuando 0. Santos Funes no pudo entablar 
acción de perjuicios sin arribar primero Á la solución talaje, 
cuya precipitación ha sido causa de que se enrrede y com- 
plique un asunto tan fácil como este ; 4o, que la partida 2«, 
por 96 pesos (f. 2) gastos en los peones, no está justificada' 
en autos, por cuanto no aparece de ellos, documento ni in- 
formación que acredite <¡\ gasto, salvo el testimonio de los 
testigos corrientes de fojas 22 á 2fi que nada prueba al 
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respecto sobro el desembolso dicho; ES», que siendo recha- 
zada la primera partida por sentencia en otro cuaderno, y la 
segunda por injustificada en este, solo resta In tercera por 
90 f 9 pcm lucro cesante, etc., derecho u servado ú Funes 
para que repita por él según la sentencia de Octubre citada: 
©*, que lógicamente hablando, resulta que no hay mas 
cargo de que ocuparse el .Juez on este juicio que ¡a ter- 
cera partida, el menor precio cotizado por el que se ven- 
dió la segunda y tercera do hacienda comparativamente 
con la primera, fojas 27, 30 y 3! ; 7°, que la única prue- 
ba sobre el particular son tas cuentas de agencia de la 
Casa de Hela, Isasa linos, do Santiago de Chile, que recibe 
comisiones de ganados á venia y quo los realiza según 
fluctúa la plaza contingente de Chile, esta prueba no satis- 
face al Juez, porque esto de dar y quitar por sentencia re- 
quiere plena confianza jurídica, desde que la Casa de Hcta 
no tiene carácter público, es una particular como cualquie- 
ra otra, cuya palabra por mas honorable que sea no im- 
porta mas que la de un testigo abonado; 8", que por osíe 
testigo no se puede proceder, y mucho menos cuando no 
ha sido jurado, ni su testimonio se ha recibido con citación 
de la parle contraria. 

Por estos fundamentos se absuelvo de la demanda á D, 
Mariano Villalon, con costas al demandante, obedeciendo la 
ley i\ !ít. U, I» 3'. 

Juan Palma. 

Esta sentencia fué confirmada en grado de apelación 
por el siguiente ; 

Fallo de la Suprema Corte. 



Buenos Aires, Junio 6 de 1811. 
Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas la 
T ' M. 
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sentencia apelada, corriente de fojas cincuenta y una a" cin- 
cuenta y dos vuelta ; y se devuelve los autos, previo pago 
causadas en la instancia y reposición de los sellos. 

Salvador M. del Carril.— José Har- 
ftos Pazos — Marcelino UgARTE. 



CAUSA MU 



//. Mariano Yttlaton roníra b. Sanios Fuña, jw 
cobro de pesas. 



Sumario.— \Q La duda ó ignoran cía alegada sobre liochos 
propios por quien absuelva posiciones, equivale (\ Ja con- 
fesión. 

2o Las posiciones pueden deferirse basta la conclusión 
de la causa para definitiva. 

3" No habiéndose convenido el tiempo m que debe pagar- 
se el talaje tle animales, se entiende *'<\ on f¡nc se sacan estos 
de los potreros. 

A> Kl dueño de anímalos puostns ¡í invernal al cuidado 
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de sus invernadores, debe imputarse á sí mismo ni perjuicio 
quo sufran aquellos, por la malo calidad del pasto. 

5o Mucho mas si no se ha convenido esprosamento sobre 
la calidad de! talaje. 

fio El perjuicio que ol dueño de los animales sufra por la 
demora en la entrega, osla* A cargo del arrendador del pasto. 

7 o El arrendador de pasto no responde de las pérdidas do 
animales, si el arrendatario tienn invernador. 



Caso,— |). Mariano Villalon demando á I). Santos Punes 
ante el Juez de Sección Je Mendoza, el pago de una cuenta 
do JO!) ps. 53 ets. por talaje de una hacienda de dicho 
Tunes, y por un quintal de harina dado al mismo. 

Conferido traslado, Funes contestó rechazando la deman- 
da por no haberse dado á los animales un pasto bueno, 
por lo que habían sido perjudicados, y pidiendo que la de- 
manda se agregase a los autos iniciados por él contra Villa- 
Ion ante el mismo Juzgado por indemnización de los daños 
sufridos a* «ansa del mal pasto, y de no haber querido en- 
tregar Villalon la hacienda, cuando se 
ofrecérsele fianza por lo que se le debía. 

Kl Juzgado, considerando que la cuon„ 
tos era distinta de la por danos y perjuicios, no hizo 
lugar á la acumulación, y recibió esta causa á prueba para 
justificar que los animales habían comido el tiempo quo se 
designaba en la cuenta, y que el precio corriente del pasto 
en esa época era el que se cobraba. 

Funes probó con testigos que el pasto que daba Villalon 
á la hacienda era malo y solo podía servir para mantener 
ovejas. 

Villalon probo fa verdad de la rúenla ron posiciones de- 
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feridas á Funes, quien las absolvió afirmativamente con mo- 
dificaciones sobre el precio. 

El Juzgado interrogó a dos testigos sobre la costumbre 
de pagar el talaje del ganado que se pierde, ú muere, y el 
tiempo en que debo pagarse en general el talaje. 

D. Pericles Ortiz contestó, que no había costumbre de pa- 
gar el talaje de los animales muertos ó perdidos, y que el 
tiempo en quo se suele pagar ol talaje en general es des- 
pués de recibida y numerada Ja hacienda que se habió en- 
tregado. 

U. Daniel González declaró que respecto á la época en 
que se pagan los pastages no había regla segura; que unas 
. veces se paga antes de retirar la hacienda, otras veces 
después, según las exigencias del dueño del pasto; y 
creia que este no estaba obligado á entregar el ganado sin 
el previo pago del talaje. 

Que respecto a los animales muertos y perdidos, era cos- 
tumbre pagar el pastaje de ios muertos hasta el dia de la 
muerte, pero no de los perdidos, porque era difícil justificar 
el dia que ge habían perdido. 

Fulla del Jues Seccional. 

Mendoza, Octubre ¿0 de 1810. 
Y vistos, considerando; 1" que la cuenta por talaje que 
motiva este juicio está comprobada en autos principalmente 
por las posiciones absueltas á f. 17 y 78 con las modifica- 
ciones establecidas en ellas, que en nada alteran lo sustan- 
cial de la cuenta de f. 23, porque si en parte algo se ignora 
ó se tiene duda, en presencia del art. 115 de la Ley de Pro- 
cedimientos no cabe trepidación, tina vez que se trata 
de hechos propios; 2° que sí las posiciones han sido toma- 
das fuera del término probatorio, ellas valen desde que 
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fucrun introducidas en el probatorio y antes de la definitiva 
(art. 1US); 3 o que la opinión que vierte i), Daniel Gonzá- 
lez es de regla y costumbre en el pais y la mas racional y 
justa € que el animal que se pierde no devenga pasto y sí el 
'jtie se muere • con mas que nu hay certeza sobre cómo y 
cuándo se paga el precio de talaje, pues esto es conven- 
cional ; A" que no habiendo cláusula que determine el iiem 
po del pago, se debe justamente comprender que al tiempo 
de. sacarse los animóles es cuando se debe hacer el abono; 
5 o que no C3 caro el preño de tres reales por cabeza en el 
« Melocotón » aun cuando el pasto no sea entero ; G° que 
por la información corrí en to ¡í foja 50 y otrus pasajes en 
autos, consta que I). Santus Funes tenia invernador, el cual 
debió avisar á su patrón que el pasto no era bueno como es 
de rr;la entre ganaderos para que aquul pudiese reclamar al 
arrendador; 7° que la omisión de este aviso, y por consecuen • 
cia la falta de una protesta ó intimación, que si el pasto no 
se mejoraba, se sacaba el ganado, es descuido que arguye 

un hombre que no comprende, ó lia cscusado su deber con 
la consiguiente tolerancia ó negligencia de su parte de no 
haber vigilado la conducta do aquel ; 8o que no habiendo 
un precio Jijo sobre el pasto, ni contrata de invernada, la ca- 
lidad del talaje os discrecional, y por lo tanto no es legítimo 
el cargo que el ganado perdió de gordura, no así el otro, de 
lucro cesante ó daño emergente por no haberse entre- 
gado el ganado cuando se mandó por él, ya que se ofreció 
el pago ó pudo el arrendador si desconfianza tenia, retener 
una punta de anímales, inter se chancelaba su cuento como 
se lo pormile una ley del tít. 8°, part. 5 a !; y í)o, que el arren- 
dador de pasto no responde de las pérdidas, si el arrenda- 
torio ó comprador de ellos tiene invernador. 

Por estos fundamentos, se declara de abunu la cuenta de 
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f. 23 con inclusión de la penúltima partida do cuatro pesos 
cincuenta centavos, valor de un quintal harina, pero ella 
debo arreglarse y liquidarse de nuevo por el contador I). 
Luis l'ringles en concepto á las oposiciones del". 77 y 78. 
Se reserva á Santos Funes su derecho para repetir por lucro 
cesante y daño emergente á causa de la retención indebida 
del panado. Cada parle pago sus costas. Itcpónganse. 

Juan Palma. 

Esta sentencia fué continuada en grado de apelación por 
el siguiente : 

fallo ile Ir Suprem* Cari». 

Hueiias Aires, Junio ti de 187L 
Vistos: por sus fundamentos se continua con costas ta 
sentencia apelada, corriente de toja ciento dos á ciento cua- 
tro; satisfechas y repuestos los sellos de esta instancia, 
devuélvanse los autos, recomendándose al Juez de la causa, 
que provea lo que corresponde respecto á la reposición de 
quo se hace referencia en el certificado de foja ciento nuevo 
vuelta 

Salvador MahÍa del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Rumos I Vi- 
sos. —Marcelino Uuarte. 
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Don Lmndro Laiorre y O contra Ü. Augusto Segó vía, 
sobre interdicto de adquirir. 

Sumario — Kn los interdictos tie adquirir, retener y ro- 
colirnr In pososion, no se puede conceder mas que una 
audiencia para admitir las pruebas y oir á las partes. 



Caso. — Don Lisandro Latorre y C 1 vecinos del Itosario 
de Sonta Fó, entablaron contra Ü. Augusto Segovía vecino 
<le Mendoza, interdicto de adi|uirir unos terrenos que Ies ha- 
bía vendido Ü. .Juan Uurzaco, y que aquel detentaba sin tí- 
tulo alguno. 

Acompañada la escritura du propiedad, se citú á las 
partes 6 juicio verbal. 

Segó vía, alegando que tenia hipoteca sobre dichos Ierre- 
nos y que los poseía como administrador de los mismos, 
[iidiú se señalara nuevo dia para el juicio verbal, por no 
poder asistir el dia señalado ú causa de enfermedad. 

No obstante la oposición de los dcmnndanles, el Juez 
uto á las partes para otro día. 

Kn este el demandado ó la peí i v ion de la posesión reno- 
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vada por los actores, contestó que poseia los terrenos por 
ser socio de D. Benito Horda, causante de los derechos de 
Durzaco, haber hecho mejoras on ellos, y ser usufructúa- 
no. 

El Juez ordenó que no habiendo cumplido Scgovia con 
lo dispuesto por el art. 333 de la ley de procedimientos, se 
celebrase otro juicio verbal con el fin de admitir la prueba 
ofrecida por aquel de ser socio de Horda, co-dueíio y usu- 
fructuario de los terrenos. 

Los actores apelaron, alegando que los interdictos deben 
concluirse en una sola audiencia, en la que se deben pre- 
sentar los alegatos y pruebas ; que esto no había sido hecho 
por Segov.a, a pesar de que por su culpa se hahia diferido 
el día de la audiencia ; y por consiguiente debía dárseles 
la posesión pedida en virtud de sus títulos, sin otro trá- 
mite. 

Se concedió la apulae.uii, y el decreto señalando nueva 
audiencia fué revocado por el siguiente : 

tallo dr |m tt U |ir« M C'orl*. 

Huenos Aires, Junio 6 de 1871, 
Vistos : de conformidad con lo prescrito en el artículo 
trescientos treinta y tros de la ley de procedimientos, se 
revoca el decrol,) contenido en el íinal de la acta de fojo 
dio/ y ocho vuelta y diez y nueve, y se devuelve el espe- 
diente, previo pago de costas y reposición de sellos, para 
que se proceda com., onUa d iIr |iciilo trescientos treinta 
> cuatro» 

Salvado» María dei. Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado.— José Bah 
zos, — Mam: ei.lv. I'gaiite. 
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CAUSA XXVIII 



Don JotéM* Catal con D. Antonio Segucr y D. Féiit 
Ikimbawt, sobre rescisión de un contrato. 



Sumario,— La falla do personería del demandado, no es 
una excepción que puedo oponerse en el procedimiento 
de apremio. 



Cano, — El Procurador l). Julio Joñas en representación 
de U. .losé M* Casal siguió ante el Juez de la Sección de 
lluenos Aires, unus autos contra 1). Antonio Seguer y D. 
Feliz Reimbaud, por rescisión de un contrato de arrenda- 
miento de una finca. 

El Juzgado de Sección falló recli asando la demanda, con- 
denando en costas al actor. 

En este estado, el Procurador Joñas renunció su poder, 
y mientras se sustanciaba el articulo, apeló de la sentencia 
del fondo, y el recurso se concedió en relación. 

Elevados los autos después do aceptada la renuncia del 
poder del Procurador Joñas, la Suprema Corte ordenó que 
Casal manifestara si aceptaba ó no la apelación interpuesta 
por so procurador, 
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Casal manifestó que DO aceptaba la apelación, por lo que 
la Suprema Corte ordenó se devolvieran los autos, previo 
pajfo de costas y reposición de sellos. 

Apremiado Joñas por el pago de la* costas, presentó 
para embargarse el importo de la planilla, diciendo que 
tenia excepciones que oponer. 

Üentro del término, opuso ta excepción de falta de perso- 
nería, alegando que habiendo dejudo de ser parle en el 
juicio, las costas debían ser abonadas por su poderdante, y 
que si él apeló en primera instancia, fué porque era 'de 
su deber, como procurador, no consentir una sentencia 
desfavorable sin una orden esprosa de su comitente. 

F«Ha d, | K Suprema «* rle . 

Bueno* Aires, Juuiu 6 de 1871. 
No siendo Ja excepción opuesta, de las que señala como 
únicas admisibles en el procedimiento do apremio eJ artí- 
culo trescientos quince «le la ley, no ha lugar, y distri- 
buyase como corresponde el dinero embargado, íievolvién- 
dose el espediente* previo pago do las costas acrecidas v 
-deselles. 3 

Salvadoh Mahía del Cáhuil. — FiVA.\cr.>- 
co Delgado.— .lost Kahhos kuus. — 
Mahceli.no L'gmue, 
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Ikn Gerónimo .Vactjuié contra Don Emiliano Sancha y 
l). Gerónimo Lista , sobre cobro de pesos. 



Sumario. — No mejorándose el recurso en el término le- 
ífal, se declara desierta la apelación á la primera rebeldía 
que acuse el apelado. 



Cano. — Don Emiliano Sancliez y Uoti Gerónimo Listó, 
condenados á instancia del demandante l). Gerónimo Vac- 
i|uíú, apelarun do la sentencia condenatoria. 

Se les concedió el recurso libremente, r¡uc no fué me- 
jorado en el término legal 

El representan le del apelado lea acusó rebeldía y previo 
certilieado de la secretaría de haberse vencido el mencio- 
nado término, se dictó el siguiente: 



Fallo «le In Mu p rea* a Corte. 



Ifueno* Aires, Juiiiu 15 un 18"]. 
Tur Jh (¡iie resulta del precedente certificad*! v » mentó 

1 * 
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do lo dispuesto por el artículo doscientos catorce de la 
ley de procedimientos, declárase desierto el recurso de 
apelación; en consecuencia, devuélvanse los autos, previo 
pago de costas y reposición de sellos por el apelante. 

Fhancjsco Delgado.— José Barros 
Pazos. —Makceliko Ugarte. 



CAUSA *:**L. 



La Sociedad de Minas y Fundidme* de San Juan contra ü. 
Mi* S. Ktappenback, sobre ejecución de sentencia. 

Sumario. — \* Ordenada pur sentencia la entrega de un 
establecimiento de minas, . mercaderías y demás objetos 
que se relacionan con él de fundición y minas, . no se en- 
tiende comprendidas entre ellas \as mercaderías cuya rela- 
ción con aquel no se haya demostrado, v pueden consti- 
tuir un comercio separado. 

2" La exposición de una parte sobre lo que la contra- 
parlo funda sus pretensiones, tiene que ser considerada 
como una confesión judicial do aquelh 
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3<> La confesión judicial no puede dividirse, aceptándose 
en una parte y rechazándose en otra. 

•i" Para que se acepte la confesión en la parle favorable, 
es necesariu demostrar Id falsedad de la parte que no lo 

es. 



Caso. — En les autos seguidos pur la Sociedad de Minas y 
Fundiciones de San Juan contra D. Feliz S. Kiappenback, 
sobre posesión del establecimiento «El Argentino*, el Juez 
Seccional de San Juan dictú sentencia mandando poner en 
posesión del establecimiento, minas y demás existencias 
de su propiedad á la mencionada sociedad, con arreglo 
al art. 1 inciso 1° de Jos estatuios. 

Kiappenback pidió aclaración de la sentencia, diciendo 
que durante su administración del Establecimiento había 
colocado en él mas do 40,000 $ íls. en mercaderías y otros 
valores de su propiedad, y que no podia suponerse que 
estas mercaderías y valores estuvieran comprendidas en la 
sentencia, porquo habria sido despojarle de su propiedad. 

El Juzgado declaró que en las palabras < dependencias 
del establecimiento » aludidas en el art. í", inciso 1* de los 
estatutos estaban comprendidas las mercaderías existentes 
y demás objetos relacionados con la fundición y minas. 

Confirmada la senlcncia por la Suprema Corte, y man- 
dada cumplir, D. Roberto Parker por la sociedad recibió 
los objetos que so espresarou en los inventarios, y pidió 
que debiendo figurar en la entrega la tienda de mercade- 
rías á la que se referia la aclaración de la sentencia, so 
despachase mandamiento de apremio. 

El Juzgado no hizo lugar al mandamiento por no ser lf, 
quida la canlilad reclamada. 

Parker designó entonces la cantidad de ¿0,000 $ Ra, 
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confesados por Klappenback al pedir la aclaración, 6 insis- 
tió en que se despachara el mandamiento de apremio por 
por dicha cantidad, estando ya ejecutoriada la senlcnr.m. 

Ful lo d«l Juez «erelonol. 

San Juan, Enero tí de 1871. 
No siendo bastante que el que se considera deudor fije 
una cantidad determinada en la demanda ejecutiva, para 
reputarse por liquida la suma que no es tal por razo» de 
su procedencia, como sucede en osle caso, en que se 
trata de un reclamo de ocultación de intereses que 



ron ser entregados en virtud de sentencia ejcculonadaVno 
halu-ara lo solicitado ; debiendo estarse á lo decretado 
con fecha de ayer, con costas. 

Parker apeló, y se lo concedió el recurso en relación, 
rallo de lo Supremo Corte 

Buenos Aires, Junio tr.de 1871. 
V.slos, y considerando ; Primero, que, por la sentencia 
de fojas sesenta y nueve y siguientes, confirmada de fojas 
ciento diez y nueve á ciento veinte y dos, se mandó dar po- 
sesión á la Sociedad de Minas y Fundiciones de San Juan, 

* del establecimiento i El Argentino, » las minas v demás 
« existencias delcrmiondns en el artículo primero, inerso pr¡~ 

• mero de los Estatutos de foja veinte y una . ; Segundo, 
que, entre bis existencias alií determinadas, no so halla 
comprendida la tienda de mercaderías de que se hace re- 
ferencia en el escrito de foja setenta y cuatro, en la de 
foja ciento cuarenta y una y en la de fuja ciento sesenta y 
una; Tercero, que, i-n hi drclarttlnria de foja selrnla y fin- 
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co, so cs|>rcsú que « en las palabras 'Upendtnem del e$- 

* tabUcimiento, á que so refiero el inciso primero, artículo 

* primero de los Estatutos» están comprendidas las merca- 
« [lorias existentes y domas olijetos que se relacionen con 
< el de fundición y minas, » no debiendo entenderse que 
lo estuviera también la tienda, cuya relación con el esta- 
blecimiento do Tundición y minas no ba sido demostrada, y 
puede constituir un comercio separado; Cuarto, que la 
existencia de esa tienda y el valor de cuarenta mil pesos 
fuertes calculado al capital representado en ella, lian sido 
conocidos por ta esposicion de don Félix S, Klappcnbaek a 
foja setenta y cuatro ; Quinte, que, fundándose en esa cs- 
posicion el representante de la Saciedad de Minas y Fundi- 
ciones de San Juan, para hacer líquida la cantidad que re- 
clama, tiene que considerarla como una confesión judicial 
del demandado, que no puede dividir, aceptándola en parte 
y rechazándola en otra ¡ Sato, que, en esa esposicion, se 
asegura quo el es prosado capital de cuarenta mil posos 
fuertes ba sido introducido en la tienda, después do la fe- 
cha con que Klappcnbaek lomó la administración por su 
cuenta, cometiendo el despojo que se ba mandado restituir; 
Séptimo, que, mientras el representante de la Compañía no 
pruebo la falsedad do eso hecbo, lo lione quo acoplar co- 
mo parto integrante do la confesión en que se funda para 
pedir; por estos fundamentos so confirma con costas el 
auto apelado de Toja cíenlo sesenta y ti es vuelta, con re- 
serva del dereclio que pudiera tener ta espresada Compañía 
á esto respecto, para que lo deduzca en la forma que cor- 
responde ; re puestos los sellos y satis lee lias las costas de 
la instancia, devuélvanse los autos. 

Khan-cisco Delgado. --Jftfri Hamos l»Azn S .— 
MAnCBJJNQ Ugartí. 
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C AI «\ XXXI. 




La sociedad de Minas y Fundiciones de San Juan contra D. 

ejecución de sentencia. 



Sumario. — {" La enlrega do una cosa ordena Ja por sen- 
tencia judicial, y practicada ou la forma proscripta por el 
Juez de la causa es válida. 

2° El justiprecio de la misma nn es necesario, y su falta 
no invalida la entrega. 



Caso. — En los ¡tutos a que se refiere la causa anterior, el 
Juez de Sección ordenó al Juez de Paz de * La Huerta • que 
pusiera en posesión del establecimiento «El Argentino •, 
minas, edificios, dependencias, enseres y útiles del mismo 
á l). Roberto Parker por lo sociedad de « Minas y Fundicio- 
nes de San Ju,in», mediante inventario anle dos testigos 
de actuación. 

No existiendo en * La Huerta » el Juez de Paz, el de 
Sección despachó la misma órden al sub delegado de ose 
punto, quien la cumplió actuando con los testigos 0. José 
Sánchez y D. Ramón Larrondo. 



■ 
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Devueltas las diligencias, et Sr. Klappenback pidi 6 se de- 
clarara nulo lo obrado, porque en el inventario de metales 
se había procedido sin pesarlos y asignándoles un valor ima- 
ginario; se habían omitido partidas, valiosas de minerales, 
herramientas y demás enseres ; porque los testigos de ac- 
tuación eran inhábiles, el Sub-delegado Sr. Gudoy era un 
empleado del Sr. Parker, y el Secretario do la Sub-delegacion 
se había negado á firmar la diligencia. 

Contestó el apoderado del Sr. Parker que eran falsos los 
hechos alegados, porque los mótales habían sido pesados ; 
nada se había omitido; los tesligos no eran inhábiles; el 
Sr. Godoy no era empleado do Parker; y el Secretario do 
la Sub-dclegacion, cuya autorización no era necesaria, por 
cuanto el Sub-delegado procedía en las diligencias tumo 
comisionado del Juez de Sección y no como autoridad pro- 
vincial, no se habi¿' negado á firmar, sino que se había 
escusado por no sufrir tas impresiones del sol, habiendo 
sido ademas autorizado el acto por D. José Sánchez, nom- 
brado Secretario Interino en reemplazo del propietario. 



Fallo del Juei 

San Juan, Enero 17 de 1871. 

Vistos, y considerando; lo que l a falla de justiprecio de 
los objetos entregados, no basta para auular el acto de la 
entrega, que se ha mandado hacer al verdadero dueño en 
virtud de sentencia judicial, no siendo materia de este jui- 
cio, el justiprecio que se pretendo agregar á la entrega; 
2° que los procedimientos del Juez comisionado para la en- 
trega sean ó no fraudulentos, solo pueden dar lugar á un juicio 
de responsabilidad contra el mismo por los que se crean 
damnificados, pero en ningún caso pueden servir para nuii- 

T. I. \% 
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ficar un acto que se ha verificado con citación de partes y 
gi "dando las formalidades de la ley. Fallo, el presento 
articulo y declaro no haber lugar á la nulidad de las diligen- 
cias de entrega, solicitada por la parte de Klappenback, 
con costas. 

Slorcilh. 

Apelada en relación la sentencia, fué confirmada por el 
siguiente : 

F»||« «e |» Huiirem* Corte. 

Unenos Aires» Junio 15 de 1871. 

Vistos: por el primer fundamento del auto corriento á foja 
diez y seis vuelta, y considerando que las diligencias do 
poaeBion han sido ejecutadas en la forma prescrita por el 
juez de Ja causa, en el oficio de comisión que se registra 
á foja ciento cincuenta y uno del espediente principal, á que 
debía ajustar sus procedimientos el ejecutor comisionado, 
se confirma con costas el referido auto de foja diez y seis 
vuelta; satisfechas y repuestos los sellos, devuélvase el 
espediente. 

Francisco Delgado. —José L.titnos 
Pazos, — Marcelino Uüarte. 
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CALftA W\ll 



Don Antera Dar ritja contra Doña Josefa Lentos di Gómez 
íobre a tocamiento de causa. 



Sumarfa. — 1° FJ juicio radicado en los Tribunales do 
íWiticia, debe seguirse y fenecerse en ellos, cualquiera t¡ue 
sea la calidad personal de las parles. 

2° Sólo queda á salvo el recurso para la Suprema Corte 
en los casos osprt*sados por id art. ií de la ley sobre ju- 
risdicción de 11 Setiembre de 1803. 

3 Ú No habiendo juicio radicado, no hay materia que 
pueda ser avocada. 

A" No habiéndose promovido acción alguna determinada, 
no hay mérito para declarar la competencia de los tribu- 
nales federales para conocer en ella, 

5 U Un juicio no promovido, sustanciado y resuelto en la 
forma proscripta por el til. 0", de la ley de procedimientos, 
no puedo sur reputado como una cuestión de competencia 
cun los Tribunales de Provincia. 



Caso. — Don Antero Barriga, vico cónsul Chileno en Men- 
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doza, arrendó á 1). Vicente Sánchez y luego compró ad 
corpus en unión con su hermano D. José Miguel, la ha- 
cienda denominada * Anconi ubicada en Tupungato, de- 
partamento de la Provincia tic Mendoza, enligándose á 
sostener de su cuenta todos lus pleitos que tenia el fundo 
en 12 de Marzo do 1870, fecha del arrendamiento, y los 
que se suscitasen en adelanto, sin derecho de saneamiento 
contra el vendedor por eviccion. 

En 1G de Agosto de 1870, se presentó al Juzgado de la 
Sección de Mendoza, esponiendo que al tomar posición del 
fundo habia encontrado f¡ue sus potreros, casas y molinos 
eran detentados por l) a Josefa Lomos de fjomez en víríud 
de providencia dictada por el Juez do hi Provincia sin au- 
diencia de su parte ; y que la causa correspondía a la Jus- 
ticia Nacional por la diversa nacionalidad do las parles, y 
por ser él vicecónsul eslrangcro, no conviniendo á sus 
derechos el hacerlos valer ante el Juzgado de la Provincia. 

Conferido traslado, la Sra. D* Josefa Lomos de Gómez 
promovió artículo previo diciendo, que D. Antero Barriga 
no tenia personería para la gestión iniciada, porque no era 
dueño absoluto del fundo; y que antes de dictarse las le- 
yes de Justicia Federal existia pendiente un juicio do des- 
linde de las estancias tía Arboleda» y i la Capellanía» con 
el fundo i Ancón» ante los Tribunales de Provincia, donde 
por consiguiente debía concluirse. 

Conferido traslado, contestó Barriga, que siendo condó- 
mino de la cosa, tenia derncho ;í reclamaHa de un tercero 
que la detentaba; y que el juicio existente anto los tribu- 
nales de Provincia era sobre mejor derecho á treinta cua- 
dras de terreno, muy distinto del presente que versaba 
sobre posesión ; que en ese juicio se presentó 1). Arístides 
Sánchez á nombro del vendedor Ü. Vicente Sánchez opo 
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nréudose á la posesión que pedia ta Sra. Lemos, pero fué 
rechazada su personería á instancia de esta. 

Se abrió á prueba la causa para justificar la radicación 
del juicio, ante los Tribunales do Provincia. 

So presentó y admitió la prueba de testigos, de la que 
lue^o prescindió el Juzgado de Sección, por haber tenido 
á la vista dos espedientes remitidos uno por el Juez de la 
Instancia, y el otro por el Superior Tribunal de Justicia 
de la Provincia. 

T»llo «leí Juez fteerioiiut. 

Mendoza, Kuviembre 29 de 1870. 

Y vistos : el Juez tiene á h vista dos espedientes traídos 
ad e/l'ecíttm ihlendi, uno que remite el Sr. Juez Letrado por 
notado t... y el otro el Sr. Presidente dül Tribunal Su- 
perior do Justicia de Mendoza. 

Kl primero es un juicio posnsuno de la Sra. Ü' Josefa 
Lemos de Gome/, que apoyada en su hijuela paterna pido 
la posesión do Anron ; el Juez la decreta sin audiencia de 
parle contraria, Dun Amtidcs Sánchez ocupaba Ancón, 
este salto al juicio» pero fué duela ra du intruso y no parte 
en el juicio. Es hecho consumado en autos. A últi- 
ma hora, htm Vicente Sánchez por medio del Procurador 
Fnrreyra y recientemente llegad. > do Chile, pide al Juez 
Letrado una vista de autos para ver ¿por qué so le ha 
despojado de Ancón? Y en esta virtud saber, que acción 
poder entablar. 

El Juez concedió la vista, pero no hay constancia en 
autos qué á Sánchez so le entregasen porque la Sra. Le- 
mos los tenia en su poder y el apremio librado contra ella, 
que es la última foja parece no haberse cumplido, desde 
que no hay constancia en el espediente. 
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El segundo es un cuaderno que se remonta al año 1854, 
juicio de deslinde entra ta testamentaría Lemos y sus co- 
lindantes, 

Este cuaderno está hecho trisas, lleno de lodo, falta á 
muchas fojas cuartos enteros y por apéndice concluye 
con esta providencia bajo la rúbrica del Sr Presidente 
en turno do la lima. Cámara de Provincia. 

Mendoza, Marzo ti de 1870. i En virtud del recibo quo 

* se acompaña y que rafericará el actuario, el oficial de 
t Justicia requerirá á W 3 Josefa Lmnos ó su apoderado por 
« la entrega do las Pojas que faltan del (espediente, bajo él 

* apercibimiento que hubiere tugar por derecho, sin que 
t corra término al peticionario para evacuar la vista que 
< se le concedió por ñuto de de Febrero último. (Hú- 

* brica del Sr. Presidente de la Cámara de Justicia.) ■ 
Considerando ; 1", que la materia de que se trnta es so- 
bre posesión ; que toda l;i prueba rendida no vale nada, 
u^esde (pie el -loe?, tiene á la vista los dos espedientes 
dichos, documentos irre!r;i£ahU'S que las parles mismas lun 
pedido en parte de prueba ; ií u , que siendo el juicio de 
deslinde, un marrasmo torease (permítaseme, la espresiun, 
por no haber otra mas aparente al caso) ajeno al poseso- 
rio, porque se ha recurrido á la Justicia Nacional, ta in- 
competencia do jurisdicción no tiene mas apoyo que el 
escrito en quo pide vista de autos cuyo acto no importa 
reconocimiento de ninguna clase ; 3 o , que es la cuestión 
por ser entre chilenos con una argentina y a mas, un caso 
que el art. 2°, inciso U\ de la ley Nacional sobre jurisdic- 
ción (14 de Setiembre de 1863) reserva a solo los Jueces 
de Sección por ser interesado un cónsul eslrangero cuyas 
causas las toma la Nación de su cuenta en el sentido del 
artículo dicho; -í°, que en suma no hay excepción funda- 
da en lilis pendencia ante la jurisdicción Provincial, y que 
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siendo por otra parte interesado el Vi ce-Cónsul Barriga p * 
la compra que se hace constatar por la escritura de f. 4, 
en el juicio posesorio promovido pop su antecesor Sánchez 
que como chileno, no ha perdido su fuero tampoco. 

Se declara competente la Justicia Nacional, para enten- 
der en este asunto, con costas á D' Josefa Lcmos de Gómez, 
con prevención que no se le admitirá mas escrito sin firma 
de letrado con estudio abierto y conocido, salvo e) de ape- 
lación ú otros de cajón. 

Devuélvase 5 la Tlustrísima Cámara el espediente facili- 
tado y reténgase el otro, con previa nota [acordada al Sr. 
Juez de Provincia. Antes de publicarse esta sentencia, re- 
póngase los sellos por quien 



Apelada esta sentencia fué revocada por el siguie. *e : 



tullo de la Supr*m» l'ort* 



Guenos Aires, Judío 17 de 18T1 

Vistos? Resultando; Primero, que Don Antero Barriga 
arrendatario al principio y luego comprador fifí Corpus, nn 
parte, de la hacienda denominada » Ancón», se obligó á 
sostener de su cuenta todos los pleitos que tenia el fundo 
al tiempo del arrendamiento, diez de Marzo de mil ocho 
cientos setenta y los que se lo suscitasen en adelante, foja 
dos, no quedando obligado el vendedor al saneamiento po** 
evíceion, foja cinco vuelta ; Segundo, que su presento ges- 
tión se reduce á pedir el avocamiento por el Juez de Sec- 
ción, del juicio deducido por la señora Lcmos, ante Jas 
autoridades locales, por no convenir á sus derechos hacer- 
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los valer ante el Juzgado de la Provincia, y en razón da la 
diversa nacionalidad de las partes, y por su calidad de 
Cónsul de la República de Cliilo, foja siete, sin deducir 
acción determinada, ni petición alguna fundamental en 
cuanto á los derechos que pretende poner on ejercicio, y 
considerando; Primero, que, sí el juicio cuyo avocamiento 
se solicita, se encuentra radicado en los Tribunales de Pro- 
vincia, debe seguirse y fenecerse en ellos, cualquiera que 
sea la calidad personal de las partes, quedando á salvo el 
recurso para, esta Suprema Corte, si se hallase en alguno 
de los casos que espresa el artículo catorce de la ley sobre 
jurisdicción y competencia ; Segundo, que, si no se encuen- 
tra radicado, no hay materia que pueda ser avocada, ni 
mérito para que se declare en abstracto la competencia de 
la jurisdicción nacional, antes de que se promueva con la 
correspondiente acción determinada, el derecho quo in- 
tenta gestionarse ; y Tercero, finalmente, que este juicio 
no puede ser reputado eomu una cuestión de competencia 
con los Tribunales de Provincia, por cuanto no ha sido 
promovido, sustanciado y resuelto en Ja forma que previene 
el título seslo, de la ley du procedimientos; por estos fun- 
damentos, se revoca el auto apelado, corriente de fojas 
ochenta y nueve á noventa y una, y se devuelve el espe- 
diente, previo pago de costas y reposición de sellos en la 
instancia. 

Francisco Delgado.— José Barros 
Pazos. — Marcelino Ugahte. 
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/7 a . Brígida Dalcarce de fíaumgart contra D, Guillermo Matti, 
sobre, rescisión de contrato 4 indemnización de perjuicios. 



Sumario. — 1° La mujer casada, mientras subsiste íntegro 
el matrimonio, sigue en todo la condición del marido. 

2° Por esto no puedo admitirse diversidad en la calidad 
de sus personas, y siendo eslrangero el marido, debe repu- 
tarse cslrangcra la mujer. 

y° El pleito entro dos estrangeros no corresponde á ta 
Justicia Nacional. 

4 o La jurisdicción de los Tribunales Nacionales no puede 
ser prorrogada. 

5° La voluntad de las parles no puede conceder é los 
poderes públicos de la Nación mayores facultades que las 
que la Constitución les ba otorgado. 

6° Los Tribunales Federales deben declarar su imcom- 
petencia do oficio, y en cualquier estado tle la causa en que 
aparezca. 

7o Toda actuación obrada ante quien carece de jurisdic- 
ción bastante es absolutamente nula. 
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Cato. — D, Guillermo Matti estrangero, celebró en 31 de 
Enero de 1865 un contrato de arrendamiento de la casa 
calle de Corrientes N° 35 con la Sra. D\ Urdida Balcarce 
argentina, con la venia de su marido D. Andrés Baumgart. 

Con motivo do haber sub-arrendado Matti la dicha casa á 
D, Jorge Nauta y de haber este dado A Ja misma un destino 
contrario á la mente de la arrendadora, esta entabló demanda 
contra D. Guillermo Matti pidiendo la rescisión del contrato, 
y la indemnización de daños y perjuicios, alegando que la 
causa correspondía á la Justicia Nacional por ser ella argen- 
tina y estrangero el demandado. 

Acreditada esta calidad personal, el Juei de Sección con- 
firió traslado de la demanda, 

Matti contestó en lo principal que no era el caso de la 
rescisión, ni de la indemnización de daños y perjuicios, y 
en otroti pidió so notificara la demanda a D. Jorge Nauls, 
para que este tomara en el juicio la parte que le correspon- 
día en virtud de lo dispuesto por los arls. 97 y 99, líb. 2<>, 
sec. 8*, trt 6 del Cód. Civil. 



rallo d«| Jm «ecclonal 

Hucuüs Aires, Kebrrru tH do 1871 

En lo principal autos; al otrosí no importando lo dispues- 
to en los artículos 97 y 99 citados, la citación del sub-ar- 
rendatario, no ha lugar. 

Ugarriza. 

Matti apeló, y se le concedió el recurso en relación. 
Vista la causa por la Suprema Corte, se mandó que (a 
demandante manifestaba cual era la nacionalidad de su nía- 
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r¡do t y hnbiéndoso manifestado que este era alemán Be 
dictó el siguiente: 

Buenos Aires, Junio 17 de 1871. 

Vistos : resultando de la aposición contenida en el prece- 
dente escrito, que Don Andrés Baumgart, marido de la deman* 
(InnlcDoiia Ungida Halearcn, es de nacionalidad alemana; y 
considerando: Primero, que la mujer casada, mientras sub- 
sisto íntegro el matrimonio, sigue en iodo la condición de su 
marido, statttm sequilar mariii, razón por la cual esta Su- 
prema Corle ha declarado en la causa seguida entre Don 
Manuel Pedro do la iVíia y Muña Kkma Kuas, i que aten- J 
t ditla la naturaleza del vinrulo rduyu^il, nu puedo admi- 
* lirse diversidad en la calidad di- sus personas > pajina cua- 
trocientos setenta y 'tus, tumo cuarto, lie ha futios: Segundo 
que, debiendo en conseeiieiieia, reputarse á ta demandante 
eslrangera por la nacionalidad de su marido, y siéndolo tam- 
bién el demandado, según consta por el certificado corriente, 
foja síele vuelta, el pleito se sigue entre eslrangeros, y no 
corresponde, por la calidad de las personas, al conocimiento 
de la Justicia Nacional ; porque esta jurisdicción solo com- 
prende tos clisos expresados en el articulo cien de la Cons- 
titución General, entre los cuales no están enumerados aque- 
llos en quo sean esiranjjeros demandante y demandado, 
como lia sido resuelto en la causa seguida entre Don Pablo 
Clierini y Don Alfonso Sebelin y compañía ; pajina ciento se- 
tenta y nueve lomo primero de los faltos ; Tercero que, tanto 
porsu naturaleza escepetonal, cuanto porque asi lo dispone 
esprosamente el artículo primero de la ley de procediinien- 
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tos, la jurisdicción de los Tribunales y Juzgados Nacionales 
no puede ser prorogada, ni aun con el consentimiento es- 
preso de los litigantes, que no pueden conceder á los Pode- 
res Públicos de la Nación, mayores facultades que las que 
la Constitución les ha otorgado; Cuarto, que los Tribunales 
Federales deben, por consiguiente declarar su incompeten- 
cia de oficio y en cualquier estado de la causa en que apa- 
rezca ; Quinto, que toda actuación obrada ante quien careco 
de jurisdicción bastante, lleva en sí misma un vicio de nuli- 
dad absoluta: por estos fundamentos, se declara nulo todo 
lo obrado ante la jurisdicción nacional; — previo pago de 
costas y reposición de sellos, se devuelve el espediente, para 
que la demandante ocurra ante quien corresponda, si así 
le conviniere. 
• > 

Francisco Delgado— José Barros 
Pazos. —Marcelino Ugarte. 



El capitán D. Antonio Mongiardino contra Otero hnos., D. 
Luis P. Jlazelto y O. y oírúSf &obre avcrigti 



Sumario.— í° Los peritos arbilradores designados por el 
t. U96 para reconocer y liquidar las avenas son verdade- 
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roa jueces facultados para decidir como tales las cuestiones 
á que dó lugar el reconocimiento y liquidación de la avería. 

2' La operación que practican como tales peritos arbi- 
tradoros es un verdadero laudo, sujeto á las condiciones 
requeridas por la ley, para su validez. 

3" Debe por consiguiente contener la mención espresa 
de las disposiciones del Código que se aplican, y ser signada 
del escribano público. 

4 U La falta de estos dos requisitos la vicia de nulidad. 

5° La intención manifestada por las partes de oponerse 
á la ejecución de dicha operación con los medioa legales 
pidiendo su reforma,, debe interpretarse ostensivamente al 
de nulidad, aunque esta no se haya alegado nominativamente 

6" Esta interpretación se funda en lo prese ripto por la 
ley 10, líl. 17, lib. Ao. H. G. que es supletoria de la ley 
de procedimientos, p r no estar en oposición con ninguno 
do sus artículos, y de obligatoria aplicación. 



Caso.— En la noche del i i de Octubre de 1809, la go- 
leta italiana «Herminiai que había salido del puerto de 
Montevideo para el del Rosario, sufrió una tempestad, y 
varó sobre el Banco de las Palmas, causándose averías 
tanto en el buijiie, como en la carga. 

El capitán dol buque D. Antonio Mongiardmo se volvió á 
Buenos Aires, trasbordó la carga á la goleta * Aníbal», y 
se fué al Rosario con la golota c Herminia i remolcada por 
el lAnibali. 

Antes de esto formalizó su protesta ante el Escribano 
de marina, y ( '| .le la Sección Federal do Buenos Aires, y 
practicó ante el Juez Nacional de dicha Sección las diligen- 
cias necesarias, para comprobar el valor del buque después 
del siniestro, él do las avenas sufridas, y el monto de los 
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gastos de salvamento, siendo avaluado el buque en su es- 
tado actual en 2,500 $ fta., y sus averias en 2,550 $ fls. 

Llegado al Rosario el capitán Mongiardino entabló ante 
el Juzgado de Sección el juicio de averías, pidiendo se ta- 
saran las mercaderías salvadas y las pt.d'das para que se 
practicara el prorateo por peritos. 

Fueron citados al juicio los cargadores, que eran P. 
Razetto y C\ Otero linos., Cesarino Unos, y D. Juan del 
Pino. 

Se opusieron á la petición del capitán, Otero linos , pero 
su petición fué desechada por auto del Juez de Sección 
confirmado por el fallo do la Suprema Corto de 22 de Se- 
tiembre de 1870, ordenando se procediera el nombramiento 
de peritos con arreglo al art. i 4 l J6 del Cód. de Comercio. 

En 30 de dicho mei tuvo lugar el nombramiento de 
peritos, y eBtos dictaron el siguiente: 



Laudo. 

Los abajo Armados D. Rosendo Olivé y D. Julio Bergman 
nombrados peritos arbitradores para 4a liquidación y el 
prorateo de las averías sufridas por la goleta italiana 
* Herminia,* su capitán don Antonio Mongiardino el día 
once de Octubre de i 809, en su viaje de Montevideo al Ro- 
tarlo de Santa F¿, refiriéndonos á los documentos y com- 
probantes que figuran en el espediente y conforme á las 
Leyes del Código de Comercio, presentamos la siguiente 
liquidación ; 
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Valor de la carga que emtia á bordo en el momento del 
siniestro. 

De hs Sres. Otero linos. 
283 Tercios yerba parnagua con 

**$ÍÍ 17; rf. $L 3,917-55 

50 c. agenjo 4-15 < 331-50 4,255-05. 

Del Sr. D. Juan del Pino. 

G0 Barricas yerba parnaguá 8,993 tfc@ iOi rf. $L 870-81 

40 t azúcar 10 } 074 « < 14 ; rf. 130-30 

109 Damajuanas ginebra c/u. 9 rf. 122-02 

50 frasqueras Id t 10 r f. 02-50 

5 bolsa arroz India 1,1 30 ib.... @ 9 rf. 50-05 

15 pipa» vino c /u. 38 fls. 570-00 

10 bordalesas id < 23 c 230-00 

4 canaslos losa < 35 « Í40-OO 

10 talas tabaco 648 ti, g¡ 7-50 f 194-40 

15 rollos id. 1,920 « 1 4 t 307-20 

25 cajones fideos linos c/u. 25 « 62-50 

5 bolsas arroz glacé @ 11 rr. 60-22 3,407-46. 

Del Sr. D. Luis P. Razetto. 
4 cajones conservas alimenticias 

200 tarros 4 fts. #f. 66-66 

1 i C latas 24 k, hongos.... k. 4 rf. 18-00 
12 < trufas c/u. 12 rf. 88-00 

10 barriles 40 quesos parmesano 

557 k k. 4 rf. 278-50 

2 barriles 8 quesos gruyere 236 k. 3 rf. 88-50 
30 1 aacuoas k. 4 fls. 120-00 

6 • Tino noir 930 litros á 10 es. 90-00 
1 Cíj. artículos do confitería. . .en 50-00 

i • efecto* de ropa 4 50-00 782-66. 

De los Sra. Cesarino linos. 
12 cajones puntas 3,872 B> ...qq. * 50 As. F. 174-24 
1 doas. rejas de arado « 4 75 ■ 19-00 193-24 , 

fti. 8,538-41 ! 
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Valor lolal de la carga, ocho mil quinientos treinta y ocho pesos 
etuirmíd y un emtavcs fuertes. 

Según foja 6 del espediente el buque fu¿ avaluado on dos mil 

quinientos pesos fuertes... - • • F - 

Averias. 

Calafates de la murada, tren carril y cintas, incluso 

estopa hia, jodíales planchas y demás Jffts. 250-00 

Una canoa - ff W" 00 

Compostura de la cocina * 

Bauprés, patos mástiles, mástiles de velacho y es- 
candalosa, vergas de redondo, gavia y juanete, jarcias 
mayores en ambos palos, dichos de velacho, patora- 
ges, velas, maniobra corriente de cuero, motonería de 

cilindro, guarnición es de fierro « 310-00 

Dos aparejos, un espia de cairo, el todo en atención 

a las proporciones ftue la corresponden en » 2,200-00 

Compostura del molinete < 40-00 

Honorarios de los peritos por reconocimiento y ta- 
sación del buque. • « S 0-00 

Por un viaje que hizo el vaporcito iConde de Ca- 

vciur» & las bocas de las Palmas por ida y vuelta « 80-00 

Flete de una ballenera que fué á las Palmas y alqui- 
ler de señales... .«•».*.»»•*••••• • ■ 24-00 

Práctico para conducir las balleneras al saWataje.. t 24-00 

Trasbordo del cargamento á la goleta t Aníbal* < 291-52 

Remolques déla goleta •Herminia* desde las bocas 

de las Palmas al Riachuelo « J** 00 

Al Escribano Caballero por anotación de protesta * 4-00 

Dos telegramas al Rosario c 3-20 

Abonado a Estévan D. Risso y Hnos. por diligencias 

y asistencia al trasbordo de la carga « 100-00 

Pasado 4 Nicolás Silvarri por .llevar los peritos á 

bom.. ■ ■ «o 

Pagado a Juan Asen por conducios del patrón & 
tierra para firmar la protesta * ^ 

Pagado á Bartolomé Navarro por redacción de una 
protesta en idioma italiano y estraida del libro de & 
bordo . • ,,,,».,. w 



(•*■••>•• 



€ 



50-00 



Al frente $ fts. 3,288-72 



DE JUSTICIA NACIONAL. 185 
Det frente. , . . S fls. 3,288-75 

Pagado al escribano Juan Risso por copia del espe- 
diente y protesta * 3 °-° <J 

Sueldo de tres marineros desde el 1 1 de Oclubre de 
1869, hasta el once de Enero de 1870, á razón de 
18 fls. mensuales cada uno. 162-00 

Sueldo del contramaestre p>r el mismo tiempo a 
razón de 22 $ mensual * 66.00 

Sueldo del patrón y baqueano por el mismo tiempo 
h rnzon de 50 $ fu. mensuales ■ í 50-00 

Id. del cocinero por el mismo tiempo a razón de 
20 | fls. mensuales « 00 -00 

Mantención de la tripulación compuesta de 6 hom- 
bres* denle el ti de Oclubre de 1869 basta el i I de 
Enero de 1870, i razón de 20 $ lis. mensuales por 
cada persona • 216-00 

Gastos originados al pv,un durante los tres meses 
para seguir los trámites en Unenos Aires,.,.-... . * 50-00 

Costas judiciales - << ■ 400-00 

Cuenla de Carlos Hodrifiuez y recibo II. 2^-On (rúen- 
la A) • « 

Cuenta de E. Mullí y C 1 , por gastos de viajo y man- 
tención del patrón, dos telegramas, honorarios paga- 
dos al Dr. Garda y papel sellado. (Cuenta U. ) Dos, 

1 Ü8-87 a 1U,1 ' M 

| fts. 4,547-57 

(larga perdida en el siniestro. 
De los Srcs. Otero linos. 

30 cajones ajenjo 4-75 f U2-50 

De D. Juan del Pino, 

1 damajuana ginebra . ...9rf. $í. 1-12 

4 frasqueras fine lira. 10 rf. o-OO 

1 cuarterola vino JMw , 

1 tala tabaco 64 B, 7-50 1 9-20 3i-M 177-32 

$L 4,724-89 

Intereses sobre i f. 4,547-57 en .175 dias 1 . íf. GJB-37 
. , 177-12 . 255 . 1 -'o... lji-04 

Honorarios de los peritos arbitradores -m-uu 

¿í, 5,584-30 
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Suma lolal de la avería, cinco mil quinientos ochenta y cuatro 
pesos treinta rentaros fuertes. 



Corresponde apagar al l<u«pic. $[,1,261-12 

* « á los Srcs. Olero linos... 2,10:1-03 

■ « • t D. Juan del Pino. 1,732-82 

. ■ * < D, Luís 1>. lUizplta 305-95 

• t • u los Srcs. Cassaríno Unos. '.17-70 

a f :,,5K2-30 

Repartición. 

El buque recibirá. . . Jf f . "'.,113-04 

Los Srcs. Otero Unos J 54-37" 

D. Juan del Pino - 37-70 

Kucslrus honorarios 2HÍ-(H) 

#L 5,582-30 

Anles de concluir diremos que en este caso el ilute de la golela 
■ Herminia», nu puede tuulribuir al pmrateo, porque no exi>te, 
iiüdie lo lia cubrado ni pnginlo y (pie con* id eramos gaslus a cargo 
de los inleresiidus (Oteru linos., Luis P. Itizdto y Ctssurino lliws,) t 
lus fletes pagados á la goleta «A. II. 1 pur los Sres. HaUijC*, y 
cobrado después & la golf la .Herminia», rumo también los carros 
como consta de cuenta y reribo que figuran en el espediente, y 
por consiguiente cada uno debe pagar lu que le corresponde, ha- 
biendo pagado el misino U. Juan del Pino su Hele, resultando asi 

¡kmmen. 

bis Sres. Otero ¡¡nos. su pirte de la averia, ¿f. 2102-03 
Fkte de la goleta «Aníbal» B. 123-00.... 03-7á 
Intereses sobre este (lele en ü meses subre 

y3-72. 5-02 

$ f.i,¿or-37 

Rebajando lo que debe recibir * .vf. á.oJX-HO 

I). Juan tiel Un», su parte * 1,723-82 

« 57-70 ¿f. 1,&8G-03 
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D. Luh P. RazvíU). su parte 




395-95 




Fíele de U guleta »Anihal> y carros 












17-71 




Intereses en meses sobre 17-" 1 


« 


l-Oti ir. 


414-7 






97 -76 




Flete de la guíela • Aníbal» B. 10-50. . . . 


t 


8-00 




Inlerís ett 6 meses sobre 8 


« 


0-49 $f. 


100-24 


El buque su parle 




1,564-74 




Kecíbo por indemnización, ... . ... 


1 


513-94 ¿f. 3.849-20 




1 


ir. 


276-00 



Lo firmamos en el llosario de Santa Fé, ei ID de Noviembre de 



1870. 

Ñola : a la partida de j fi<. 3,849-20 que recibe el buque, bay 
que agregar Jos Heles del * Aníbal», é ¡nleresesque son : 3,849-20 
dewle que lo psiga. 126-59 

S f. 3,975-79 

¡i. OUté. — J. Bergman 

lindo vista á las parles del laudó anlerior, se opu- 
sieron ú él Olero Unos, y D. Luis P. Rozettü y C", Jos 
primaros pidiendo so corrijicsc, reformase y enmendase \ 
y los segundos pidiendo se nombrasen mi evos peritos para 
practicar la operación con sujeción al mérito do los autos 
presentes y tos obrados ante el Juez Je Sección de Bue- 
nos Aires, acumulados. 

Las razones en que fundaron su reclamo fueron, que de- 
bían eliminarse déla sección de averías ; 1°, los bonora- 
rios papados al Dr. García y el papel sellado invertido en 
la cuestión seguida por el capitán contra lluzclto sobre 
entrega de la carga y garantía del pago de las averías ; 
2ja, los lionurarios pagados á D. Carlos Rodríguez, por la 
formación de una cuenta corriente ú f. 27 ; 3", los sueldos 
y mantención de la tripulación, viajes y mantención del 
capitán y patrón de La i Herminia» ; por no estar compren- 
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didos esos gas los en el art, 1 l"f> del Código de Comercio; 
y 4°, los intereses asignados á las diversas sumas desem- 
bolsadas por el capitán por no haber habido convención 
de intereses, ni mura del deudor. 

Quo on la sección del prorateo de las averías no se había 
aumentado el valor del buque cent las indemnizaciones de 
que Ira ta el art. 1498 ; no se había deducido del valor de 
la carga el importo del Hete, b>s derechos de importación, 
los gastos de la descarga, y la averia particular sufrida 
durante el viaje con arreglo ¡il art. I ÜJÍÍ ; no se había 
incluido el flete del buque; y so bahía atribuido al capitán 
el Hete del «Aníbal» con intereses, contra la disposición del 
art. 1¿Í2 dul Código do Comercio, debiendo aquel estar 
á su solo cargo. 

Sustanciado el reclamo se dictó ut siguiente ; 

f nllo del Juez greeionnl. 

Rosario, Febrero 7 de 1871. 

Y vistos, considerando: i", que la oposición deducida 
por tos í>rcs. Útero linos, y D. Luis P. Uazello, contra la 
liquidación practicada por los peritos aihilradorcs, que 
nombraron las parles para efectuar aquella y practicar el 
proratco de tas averías sufridas por la goleta «Herminia», 
no es admisible, por cuanto no contiene recurso alguno 
legal contra una operación que reviste las condiciones y 
formalidades de un fallo de arbitros nombrados libremente 
por las partes, para conformarse en definitiva, con lo es- 
tablecido en el juicio arbitral sobre los puntos que forman 
la materia de esa decisión y que solo podian quedar sin 
efecto por el ministerio de recursos que la ley ha estable- 
cido especialmente, y que no so contiene en la enunciada 
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(lamentos y mérito intrínseco del laudo ; 2<\ « t nc es del 
mismo modo ilegal c improcedente la recusación quo do 
los peritos arbitradles se lia hecha en la enunciada ope- 
ración, pues que formulada aquella, después de ha berso 
espedido estos, y publicado su Callo, no seria admisible en 
virtud do lo dispuesto por el art. ¿I de la ley de 14 de 
Setiembre, no habiéndose tampoco fundado 9a recusación 
en las causales que establece la ley Nacional de Procedi- 
mientos, y siendo además, tbd vasa recordar, quo al prac- 
ticarse el nombramiento de bis peritos arbitradores, el 
capitán de la * Herminia» Aceptó por su parle las indica- 
ciones de los cardadores, respecto a* las personas que 
uombrarun, como ce usía á fojas \2 y ÍIÜ vuelta ; >, que 
es doctrina legal establéenla por la Suprema Corto de Jus- 
ticia Nacional i-u la causa 215, que en los juicios arbitra- 
les el Juez ordinario no puede hacer otra cosa que en- 
tender en la acusación de bis arbitros y compelerlos á cum- 
plir su mandato, lo que bien duro le exime de entrar a* 
apreciar ni juzgar acerca de lus fundamentos en que los 
arbitradores hayan crcido deber apoyar su decisión, ú 
sobre el mérito intrínseco do esta, á no ser en el caso de 
recurso admisible en derecho. 

Por lo que r y atendiendo a* que no se ha deducido con- 
tra la liquidación y proratéo que constituyen el fallo de 
los peritos arbitradores, ningún recurso legal y en forma, 
ni interpuesto la acusación en tiempo, ni por las causales 
establecidas por la ley, no ha lugar con costas á lo pe- 
dido por los Sres. Otero linos, y D. Luis I*. Jlazelto y G\ 
y estése á lo resuelto por Ins peritos arbitradores en la 
liquidación y prora leo practicados. Ilúdase saber y re (jó li- 
gase los sellos. 

Jasé M. Ztnirta. 
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Apelada la sentencia por Otero Unos, y D. Luis P» Ra- 
zelto y O, fuó revocada por el siguiente : 

■ 

Fulla de la Suprema Corte. 

Bueno* Aires, Junio 20 de 1871 

Vistos, y considerando: Primero, que el artículo mil 
cuatro cientos noventa y seis del Código de Comercio esta 
copiado, con lijeros cambios do redacción, del artículo 
novecientos cuarenta y seis del Código do Comercio Es- 
pañol, habiéndose agregado en el testo Argentino la palabra 
arbilradores después do la palabra peritos que se encuentra 
en el de España ; Segundo, que la agregación de osa pa- 
labra no ha piulido hacerse sin la intención do liarlo algún 
significado; Tercero, que la significación que se le debe atri- 
buir, no puede ser otra que la quu usual y legalmente tiene, 
sirviendo para designar tina cierta calidad de jueces, 
Cuarto, quo, al decirse, por tanto, en el Código Argenti- 
no perito* arbitradles, en vez de decirse simplemente pe- 
ritos como en el Código Español, se lia querido man i testar 
que ellos no están encargados de practicar únicamente 
una operación de pericia, sino que están facultados tam- 
bién para decidir como verdaderos jueces, tas cuestiones 
á que de* lugar a) reconocimiento y liquidación de la avería 
y su importe ; Quinto, que esta deducción se fortalece por 
la circunstancia de no haberse insertado en el Código Na- 
cional el artículo novecientos sesenta y uno del Español, 
ú otro equivalente, requiriendo que la repartición de la 
avería sea aprobada por el Juez con audiencia de los inte- 
resados, ó de sus lejítimos representantes — por la de exigirse 
en el articulo mil setecientos cincuenta y cuatro, que los 
peritos arbilradores bagan mención espresa, so pena de 
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insanable nulidad, do las disposiciones del Código quo hu- 
biesen aplicado ; y por la de comprenderse su operación; 
en el citado artículo, en las palabras sentencia ó resolución 
que se pronuncie, palabras que solo son aplicables á las de- 
cisiones de los Jueces; Sesto, que el reconocimiento y 
liquidación de la avería practicado por los peritos arbitra- 
dores, debe ser mirado, en consecuencia, como verdadero 
laudo, á que son aplicables las disposiciones generales da 
derecho respecto de las sentencias arbitrales, y debe ha- 
llarse revestido, para que causo ejecutoria, de las condi- 
ciones legalmente requeridas para su validez ; Séptimo, 
que, siendo una de esas condiciones, según lo determina 
la ley cuarta, titulo veinte y uno, libro cuarto, Recopila- 
ción Castellana, la de que la sentencia esté signada del 
Escribana público, so ha omitido llenar esa formalidad en 
la o pora ci un que corre do Tuja noventa y ocho á foja cíenlo; 
Octavo, que, estando dispuesto en el ya citado artículo 
mil sotoeionlos cincuenta y cuatro del Cúdigu de Comer- 
cio, que los perito* arbit radares, lo mismo que los arbitros 
y lodos los Jueces que conozcan de causas de comercio, 
tienen el deber de aplicar las disposiciones do ese Código, 
haciendo mención espresa de la prescripción aplicada, en la 
referida operación do foja nóvenla y ocho á foja cíenlo, ha 
dejado de darse cumplimiento á ese precepto legal, ha- 
biéndose limitado los que la practicaron, á hacer una vaga 
referencia á las leyes del Código de Comercio, sin men- 
cionar espresamentc cuales son los artículos de que han 
hecho aplicación ; Noveno, que esa Taita hace insanablemente 
nula la espresada operación, como terminan teniente lo 
decide el recordado artículo mil setecientos cincuenta y 
cuatro en el segundo inciso ; Décimo, que, aunque Otero 
hermanos y Don Luis íS¡ Ha/etlo y Compañía no han ale- 
gado nominativamente, en sus escritos de foja ciento y tres 
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y foja ciento y ocho ; la nulidad do aquella operación, 
han manifestado formalmente su intención de oponerse con 
los remedios legales, á que sea ella llevada ¿i ejecución, 
pidiendo los primeros quo se corrija, reforme y enmiende, 
y el segundo que « nombren nuevos peritos que practiquen 
la operación con sujeción al mérito de estos y los autos acu- 
mulados; Undécimo, que la ley diez, título diez y siete, libro 
cuarto, Recopilación Castellana, ordena ó los Jueces que, 
prescindiendo de sutilezas de derecho y de cualquier omi- 
sión que se hubiese padecido en el órden y sustanciado?! do 
los pleitos < seyendo hallada y probada la verdad del le- 

• cho por el proceso, en cualquier de las instancias que se 

• viere, sobre que se pueda dar ciera sentencia los 

< determinen y juzguen según la verdad que hallaren pro- 
i bada en tales pleitos ; » Duodécima, que, no estando en 
oposición esa Jey con ninguno de los artículos de la quo 
rige los procedimientos en los Tr i ¡Híñales y Juzgados do 
la Nación, es supletoria de esta, y por tanto, de obliga- 
toria aplicación, conforme á ío dispuesto en el trescientos 
setenta y cuatro de la que sancionó el Congreso en ca- 
torce de Setiembre de mil ocho cientos sesenta y tres ; 
por estos fundamentos, se revoca el auto apelado, corriente 
á fojas denlo setenta y cuatro y ciento setenta y cinco, y 
previo pago de costas y reposición de sellos en la instan- 
cia, se devuelve el espediente, a* Pin de que procediendo so 
al nombramiento de nuevos peritos arbitradores, hagan 
estos la liquidación y proratco de la avería, según fuere 
de justicia, conformándose á las disposiciones del Código 
de Comercio, de que harán mención espresa, y tomando 
en consideración, para aplicarlas, los alegatos y constan- 
cias de los autos. 
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CAUSA 



Don Andrés Aharez contra Don Guido Bennati, 
sobre deserción del recurso de ai 



Smnario. —El art. 217 de la ley de procedimientos impone 
el deber de dar por desierto el recurso, desde que, pasado 
t;l término legal para espresar agravios, se acusa rebeldía 
por el apelado, 

2° El recurso decao por el hecho mismo de acusarse 
la rebeldía, aunque se presente la ospresion de agravios, 
antes de que sea proveída aquella. 



Caso. — Don Andrés Al van» siguió un juicio contra Don 
Guido Ilennati, por cobro de posos. 

Dictada sentencia condenatoria contra Uennati, este 
apeló y so le concedió el recurso libremente. 

El representante de Bennali mejoró el recurso en tiem- 
po, pero dejó vencer los nueve dias establecidos por la 
ley para espresar agravios, sin hacerlo. 

El representante de Alvares acusó rebeldía, y pidió se 
declarase desierto el recurso. 

Media hora después y antes de proveerse el escrito 
acusando rebeldía, el representante de Bennali presentó 
la ospresion de agravios. 
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Se confirió traslado do esta. 

El representante Je Alvarez pidió reconsideración del 
decreto confiriendo traslado, diciendo que debía declararse 
desierto el recurso por ser claro al art, 217 de la ley de 
procedimientos.. 

Sustanciado el reclamo, se dictó el siguiente : 

Fallo de I* Suprema Corle. 

Dueños Aires, Junio 27 de 1871. 

Considerando que el artículo doscientos diez y siete de 
la ley de procedimientos está redactado en términos pre- 
ceptivos, é impone el deber á la Suprema Corte, de dar 
por desierto el recurso, desde que, habiendo pasado el 
término legal para espresar api-avios, se acuse rebeldía 
por aquel á quien aprovecha la 'ntencia do primera ins- 
tancia, decayendo el recurso por el hecho mismo de acu- 
sarse la rebeldía, y aun antes de que sea esta proveída, 
desde que la Suprema Corlo no puede dictar otra provi- 
dencia que la que rigorosamente preceptúa el moncionado 
artículo; y habiéndose acusado rebeldía por Don Adolfo 
Aldao, media hora antes de que se presentase la espresion 
de agravios por el representante del doctor Guido Bennati, 
según consta por las notas de Secretaria en los respecti- 
vos escritos j se revoca la providencia de foja doscientos 
treinta y dos, por la cual se confirió traslado ¡ declárase, 
en consecuencia, desierto el recurso de apelación, y so 
devuelve el espediente, prévio pago por el apelante de 
las costas causadas y reposición de sellos. 

Salvador María del Carru.. — Fr ancu- 
co Delgado.— José Barros Pazos. — 
Marcelino Ugarte. 
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Sobre pase á un Rescripto del General de la Orden 
de San Francisco. 



Sumario. — I o No debe permitirse que los convenios 
existentes en ta República dependan de Superiores situados 
en país estrangero. 

2° Para conceder el pase á un rescripto nombrando al 
que debe presidir al capítulo general de una Orden, 
debe prescribirse que estén representados en él todos los 
conventos existentes en la República. 



Cato. — El Rmo. Padre Fray Bernardino Orellano, pre- 
sentó un rescripto por el cual se le nombraba para pre- 
sidir el futuro capítulo general de la Orden de San Fran- 
cisco, para que se le concediera el pase. 

Dado vista al señor Procurador General, este funcio- 
nario se espidió diciendo que no encontraba inconveniente 
alguno en que Fray lícrnardino Orellano, presidiera el fu- 
turo Capitulo jeneral de la órden de San Francisco, con tal 
que todos los conventos de la Orden, extstontoB en la 
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República, estuviesen representados en et capítulo; pues 
no debia permitirse que algunos de ellos dependieran do 
superiores situados en país estrangero. 
Buenos Aires, Junio 23 de 1871, 

Francisco Pico. 
Acuerdo d* I» Suprem» l'ortr. 

Buenos Aires, Junto 27 Je 1871. 
Conforme en lodo Con el precedente dictamen del señor 
Procurador General, la Suprema Corlo presta su acuerdo 
para que se conceda el pase al Rescripto, nombrando al 
Reverendísimo Padre Fray Ibrnardino Orcllano, para pre- 
sidir el Capítulo provincial de la familia franciscana en el 
Rio de la Plata, con ta limitación que en el dictamen so 
espresa. En consecuencia, devuélvanse al Poder Ejecutivo 
con el correspondiente oficio. 

Salvador MaiWa del Cáhuil. — FRAN- 
CISCO ÜELGAUO. — JUSK BARROS PA- 
ÍOS.~ MARCELINO UfiAUTE. 
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> 

Don Ignacio Sarmiento contra Don Pedro Caraffa , 
sobre indemnización de danos y perjuicios. 



Sumario. — 1° L;i obligación do pagar un saldo de 
cuentas y dinero á préstamo por medio de letras de cam- 
bio, es una obligación do dar, 

2« Ella, en caso do falta de cumplimiento, es rejida 
por el arL 225 del Código de Comercio. 



« ■ 

Caso. — En 2 de Mayo de 1870 D, Pedro V. Caraffa se 
reconoció deudor á favor do i), Ignacio Sarmiento, por li- 
quida cion de cuentas, de la suma de 3,558 $ 56 es. boli- 
vianos, cuya cantidad se obligó a remesarte al llosa rio de 
Santa Fé, en una letra sobre dicha plaza en todo el mes, 
obligándose además á remitirle en letras basta la cantidad 
de 3,000 $ bolivianos, en caso Sarmiento lo pidiera, y de- 
biéndose abonar por dichas sumas el interés reciproco de 
i por °/o mensual. 

Sarmiento fué al Hosarío y en 3 de Junio escribió á 
Caraffa dicíéndole que los Srcs Ledosma, á quienes lo ha- 
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bia recomendado, le habían ofrecido sus relaciones y cuan- 
to le fuere necesario para su negocio ; que ha sin la fecha 
no habia recibido los 3,558 # bs. que le había dejado para 
remesarle ; y que si le fuera posible enviarlo el dinero en 
letras ú oro le haría un gran servicio, pues así podria 
pasar con mas facilidad á la Provincia de Buenos Aires, 
donde debia hacer sus apartes, 

Carafla contestó en 14 del mismo mes desdo San Juan 
que habia mandado orden á Mendoza, de que le enviaran 
una letra por los dos valores juntos. 

Y en 28 del mismo, le escribió qje los Srcs. Bergallo, 
Lafferriére y O de Mendoza, le hnbian comunicado que 
con fecha 12 remitieron á Lcdesma linos, del Rosario, 
una letra á su favor por 3.54G $ bs,, incluyéndolo otra 
por 2,900 $ bs. á 10 días vista. 

En 28 de Junio, Sarmiento hizo anle un Escribano pú- 
blico, una protesta contra Camila por la falta de remisión 
de los fondos, por los perjuicios que esto ie irrogaba. 

Y en t° de Julio escribió á Caraffa diciéndole que se 
le habían ocasionado muchos perjuicios ñor la falta de 
remisión de fondos, sobre cuya exactitud estribaba el 
buen éxito de sus negocios. 

En 15 del mismo mes, Sarmiento avisó ó CaraíTa que 
habia recibido la letra contra Ledesma linos., por 2,000 
$ bs , que habia sido aceptada ; y que en cuanto á la de 
Bergallo, Lafferriére y O, esta habia sido enviada pero 
sin aviso, por lo que habiéndose tenido noticia de ella 
recien el 6, la endosó a Ledesma Unos, para cobrarla y 
poner el valor á su disposición. 

Con estos antecedentes D. Ignacio Sarmiento demandó 
ante el Juez Seccional de San Juan, á D. Pedro V. Caraffa 
por la suma de 8,46-2 $ bs. procedentes de los daños y 
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perjuicios á causa de la inexacta remisión de fondos, do 
que trataba el convenio de 2 de Mayo. 

Espuso que confiado en el cumplimiento de ese con- 
trato, se trasladó al Hosario con 19 peones y lo demás 
necesario para arrear dos mil vacas, y que en Junio negoció 
con D. Camilo Aldao 1,500 vacas á 7 50 es. bol. cada 
una, conviniendo en quo lo avisaría ai aceptaba ó no la 
compra. 

Que llegádole el dinero recien en de Julio, fuéá ajus- 
tar la compra von Aldao, quien le contestó que no podia 
ya hacer el negocio; porque babia vendido 2,000 vacas 
al Sr. JJustüs de Mendoza. 

Que en vista de lo ocurrido, y no encontrando hacien- 
da on Santa Fé despachó los peones para San Juan, y 
formuló la protesta de 2H de Junio. 

Que así, por la falta de Caraffa estuvo en el Rosario 
como dos meses sin hacer negocio alguno, con un gasto de 
3,458 # 15 es. bol., suma de la que aquel era responsa- 
ble con arreglo á los artículos 215 y 222 del Código de 
Comercio, por tratarse do una obligación de hacer, como 
era la de poner fondos en el Hosario con el objeto de com- 
prar ganado. 

Que era también responsable de la suma de 5,183,085 
es. bol,, por ganancias no obtenidas como se podia pro- 
veer con arreglo al art. 223 del Código de Comercio. 

Acompañó á la demanda las cuentas detalladas de las 
que resultan los saldos espuestos. 

Conferido traslado, contestó Caraffa que la obligación 
contraída era la de pagar un saldo de cuentas y un prés- 
tamo de dinero con interés recíproco en determinado tiem- 
po y lugar. , 

Que esta eta una obligación de dar, y no de hacer. 
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Que por consiguiente, encaso de falta de cumplimiento, 
seria aplicable al art, 225 y se deberían los intereses, 

Que en la obligación de 2 de Mayo, no se tuvo en 
vista absolutamente el propósito de Sarmiento de comprar 
ganados, y si, por otra parle, este no hizo el negocio fué 
porque no quiso, puesto que, según confesión de Sarmien- 
to, los Sres. Ledesma le ofrecieron cuanto necesitara. 

Concluyó diciendo que en todo el mes de Junio, Sar- 
miento no había resuelto aun que negocio debia hacer, 
que era incierto el convenio con Aldao, é incierlas todas 
las partidas de las cuentas que presentaba. 

Fallo del JTuez Seccional. 

San Juan, Enero 21 de 1871 

Vistos : estos autos entre Don Angel Sarmiento como 
apoderado de Don Ignacio Sarmiento y I). Pedro V Ca- 
rafla, demandando el primero al segundo daños y perjui- 
cios por la demora de una letra de cambio con lo alegado 
por las partes y considerando por su mérito. 

I o Que Sarmiento funda su demanda en el heclio de 
haberse marchado al Rosario (Provincia de Santa Fe), con 
peones para comprar hacienda vacuna y conducirla á esta 
Provincia, en los primeros meses del año pasado, cuando 
con los fondos que Cn rafia debia remitirle en una letra de 
$,558 peso* 56 cent, moneda corriente t en lodo el mes de 
Marzo, y otra de 3,000, tan luego como Sarmiento se 
las pidiera del Hosario, cuya obligación por parte de Ca- 
ra fía constaba del recibo de f. 1% no cumplió estas, remi- 
tiendo las letras con posterioridad á la época fijada en el 
convenio, y cuando Sarmiento no pudo hacer el negocio 
de la compra con provecho por haber recibido los fondos 
en el mes de Julio. 
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2 o Que no habiendo verificado dicho negocio pop falta 
de cumplimiento del den ion da do Caraftj, haciendo é esto 
responsable do los gastos hechos en su viajo inútil, con el 
daño emergente y ¡turo cesante, deduce su acción por la 
suma de 3.ÜÍ2 $ bolivianos á quo asciendan aquellos se- 
gún aparece do la cuenta de fojas 8 ú 11. 

3o (Juo en cuanto al derecho, el actor invoca tos artículos 
WjJ y 222 del Código de Comercio, que hablan de las 
obligaciones de hacer y esiableecn ];i responsabilidad jurí- 
dica de los (jue fallan á ellas. 

I a Que por su parle, contestando Cara fía, después de 
algunas explicaciones relativas al hecho de la demora para 
la remesa de las letras, y contrayéndose á la cuestión do 
derecho, soilicno que la ubicación contenida en el recibo 
de f. I", por sus términos y por su misma naturaleza no 
es de hacer sino de dar, sugeta única men le al pago de los 
intereses cuando el obligado se constituye en mora, de 
conformidad al nrt, 225 del mismo Código, que habla expre- 
samente de la obligación de dar dinero; que el interés en 
caso de mora estaba prescrito en la misma obligación 
escrita de f. 1" ; pues allí se espresa que tanlo la letra 
de 8,r>58 pesos, por el saldo de lo que él (Caraffa) le de- 
bía á Sarmiento, como la de 3,000 que se comprometió 
á adelantarle, debian cargarse en cuenta corriente lo que 
importaba la fijación de intereses recíprocos por el tiempo 
trascurrido hasta la liquidación, hubiere ó no demora. 
Agrega que él no puede responder do lo que Sarmiento 
pudo ó no pudo hacer en el Rosario por la demora de 
diasen las letras que debió remiürle, tanto mas, cuanlo 
que Sarmiento, sicreia indispensables los fondos en el tiempo 
que los esperaba, pudo procurárselos en esa plaza, donde 
estaba acreditado por sus cartas de recomendación y le 
T.l. U( 
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ofrecían todos los (pie precisase, según consta de la carta 
de f. 20, reconocida por Sarmiento. 

5 a Que establecida asi la cuestión contraída al dere- 
cho, resulla clara y evidente la falta tic (andamento de la 
demanda y la justicia del demandado quien en ningún 
sentido ha podido ser causante de los danos y perjuicios 
que reclama Sarmiento, siendo el caso regido por el art. 
225 del Código de Comercio que se refiere á la obligación 
de dar una suma de dinero. 

G° Que por la caria de f. 20 reconocida por Sarmiento, 
aparece que este no quiso abrir crédito en el Rosario, 
no obstante los ofrecimientos que tenia, resultando que si 
no hizo el negocio que proyectaba fué por falta de volun- 
tad y no por ful ta de fundos. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten ; fallo, 
definitivamente juzgando y declaro de conformidad al art. 
££5 del Código de Comercio, que I). Ignacio Sarmiento no 
tiene derecho á reclamar los daños y perjuicios que es- 
presa en su demanda, debiendo únicamente sujetarse á 
los saldos en cuenta corriente que tiene con el deman- 
dado, conforme á los términos del citado recibo de f. 4\ 
con costas. Hágase saber original y repóngase los sellos, 

Ntilttuaei Morrillo. 

Apelada esla sentencia, fué confirmada por ei siguiente : 

1 

Fallo de I» gupremw Corle» 

Hueros Aires, Junio 27 de 1871, 

Vistos : por sus fundamentos se coulirma, con costas, 
la sentencia apelada de leja treinta y seis ; satisfechas las 
de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Francisco Dblgaoo, —José Barros 
Pazos.— Marcelino Uuartb. 
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Don Manuel Oramjm ton h Administración de lientas 
del Rosario, sobre mercadería* embargadas. 



Sumarió, — i* El art. 182 do la Ordenanza de aduana, 
tiene ñor objeto definir cuáles son las mercaderías que 
deben considerarse del deudor. 

¿o Uiebo articulo establece una presunción de derecho 
al respecto, para verificar el embargo de que trata el 
art. 180. 

3« El embargo debe bacerse después de vencidos los 
tres dias do gracia, con arreglo al art. 179. 

4" No existiendo mercaderías que puedan ser embarga- 
das debe ocurrirse á los Tribunales á perseguir el cobro 
de la deuda, art. 187. 

5» La presunción establecida en el art. 182 se refiere 
á las mercaderías existentes en la aduana al tiempo de 
vencer los tres dias señalados en el art, 170. 

6° Si en esc tiempo no existen mercadurías en la adua- 
na, el cobro debe salir de la jurisdicción administrativa, 
y entrar en la judiciar'ia. 

7o La administración no puede reasumirla para em- 
bargar las mercaderías entradas con posterioridad. 
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8 o Es el Juez á quien se debe ocurrir, quien puedo 
ordenar et embargo do estas. 

9° Las presunciones, cuando pueden perjudicar á un 
tercero, deben limitarse al sentido rigoroso de las palabras 
empleadas por la ley, 

10 El embargo, la suspensión del despacho, y el recurso 
á los tribunales ordinarios sirven para asegurar el percibo 
de la renta, y hacer saber al comercio el estado del eré- 
dito del comerciante deudor en las oficinas fiscales, 

1 i El retardo y reserva de la administración en tomar las 
medidas señaladas por los artículos de ia ordenanza, no 
puede perjudicar á terceros, que por esa inacción y reser- 
va han podido ser inducidos en error, y creer solvente al 
comerciante que no lo estaba. 

12 La administración debe ser lea!, franca y pública en 
en sus actos. 

13 Los deudores á la aduana son siempre ciertos y no- 
minativamente conocidos en la persona de los introducto- 
res, esporta rio res y sus garantes. 

1 i La deuda de unos no puede hacerse efectiva sobre 
los bienes de otros. 

15 Las mercaderías introducidas por el deudor á la adua- 
na con posterioridad al vencimiento de sus letras, pueden 
ser embargadas y ven ti i das por orden del Juez que conoce 
del cobro fiscal, siendo realmente do aquel. 



Caso. — Don Manuel Ocampo, de Dueños Aires, remitió á 
D. C¡Hos ti Palacios, del Rosario, una partida de efectos, 
para que los despachase en aquella aduana y los remitiese 
A Ü. Gaspar Tabeada, para quien habian sido comprados. 

El conocimiento fué puesto a nombre de Palacios. 
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Llegada la carga al Rosario, la Aduana embargó los 
efectos, y ordenó su vonta en remate para pagarse de lo 
que la adeudaba Palacios. 

Sabido esto por D. Manuel Ocampo, sé presentó al P. 
Ejecutivo Nacional, y alegando que el caso era regido por 
los artículos 1031, 1035 y 1080 del Código de Comercio, 
pidió se ordenase la suspensión del remate. 

El P. E. ordenó que informa se el Administrador de ren- 
tas, suspendiendo el remate. 

El Administrador informó que Palacios debía á la aduana 
derecbos por mercaderías introducidas, y una pequeña 
suma como fiador de U. Benito Mendanha que estaba con- 
cursado. 

Que habiendo sido inútiles las diligencias practicadas 
para obtener el pago de su deuda, se babia visto en el 
caso de proceder contra las mercaderías introducidas. 

Que las que embargó fueron las que existían en la Ada- 
na á nombre de Palacios, de conformidad con los artículos 
180 y 182 de las ordenanzas. 

liado este informo D. Manuel Ocampo alegó que el cré- 
dito por el cual se perseguía á Palacios era de fecha ante- 
rior á la remisión de sus mercaderías. 

Que Palacios no tenia propiamente casa de consignacio- 
nes en el Rosario, sinó que estaba establecido en aquella 
plaza como un agente para el despacho de los efectos que 
ibaa de tránsito para el interior, y que se remitía el co- 
nocimiento á su nombre para que pudiera exijir la carga. 

Que no era justo ni equitativo cobrar de mercaderías 
pertenecientes á D. Gaspar Taboada la deuda anterior del 
Sr, Palacios. 

Que el procedimiento de la aduana era contrario al ór- 
den de prelacton de créditos en los concursos, por ser él 
acreedor de dominio. 
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Que el art. 182 do las ordenanzas solo establece una 
presunción da propiedad, que puedo ser destruida por la 
evidencia; de otro modo seria contrario al art, 17 de la 
Constitución que garante la inviolabilidad de la propiedad. 

El P. E, confirió v ; sta de todo al Sr. Procurador Gene- 
ral, quien la evacuó diciendo ijue la aduana no podia re* 
conocer como dueño de las mercaderías introducidas sinó 
á Palacios. 

Que en efecto el art, 182 do las ordenanzas establece 
que < se entenderá ser del deudor ó del fnulor todas l;is 
t mercaderías que estuvieren en la aduana á nombre de 
* ellos por consignar-. ni ó por transferencia > ; y que esta 
era una presunción que no admitía prueba en contrarío, 
pues incluía las mercaderías consignadas, 5 pesar de cpie 
estas nunca son en realidad de la pro piedad del consigna- 
tario. 

Que igual principio rije en (odas las naciones comercia- 
les, y con razón, poique la Aduana no puede entrar en la 
investigación de la propiedad para cobrar .sus derechos, y 
<bbe devolver las mercaderías á quien se las entregó en 
depósito. 

Que la aduana no tiene otro deudor que el introductor, 
y que si este falla á sus obligaciones, quedarían impagos 
tos derechos debidos, si no pudiera cobrarlos de las mer- 
caderías depositadas por él, porque siempre se prosenlerian 
acreedores por titulo de dominio. 

Que por lo tanto, era de opinión que la aduana debía 
llevar adelante sus procedimientos. 

El P. K, así lo ordenó. 

Entonces, D, Manuel Ocampn, obtenido del P. E. el per- 
miso para ocurrir á la Justicia Nacional, se presentó ante 
el Juez de la Sección del Rosario, y espuso quo según el 
art. 182 délas ordenanzas, las únicas mercaderías embarga- 
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bles eran las que Palacios tenia depositadas en la aduana al 
vencimiento de las letras, y no las que le hubiesen sido 
consignadas des pues. 

Que las merca tlerins en cuestión no estaban en aquella 
condición, y (Vieron embargadas cuando so pidió el permiso 
del desembargo para trasportarlas inmediatamente á eu 
destino. 

Que por otra parte no fueron consignadas á Palacios, 
sino remitidas á ¿I para despacharla* y enviarlas á su des- 
lino, 

Pidió se condenase á la Administración de reñías á res- 
tituirle las mercaderías embargadas. 

Conferido traslado, el Procurador fiscal, oponiéndose á 
la demanda, contestó que el art. 18-2 de las ordenanzas era 
claro, y pací ia aduana no habin mas dueño de las merca- 
derías, que aquel que las introducía. 

IJun ol encargo hecho por Oeauipo á Palacios era la 
consignación de que trataba db-ho artículo, y que el art. 
1N0 no se refiero solamente á las mercadurías en depósito 
al tiempo de vencerse las letras, escluyondu las introduci- 
das con posterioridad; de manera que, mientras no sepa- 
rase la deuda, eu cualquier tiempo podian ser embargadas 
las mercaderías para pago de aquella. 

Fallo del Jura Seccional. 

Itiisarin, febrero líi de 1811. 

Y vistos : considerando, lo, que en todas las operacio- 
nes de Aduana, que establecen una relación de derecho 
entre el risco y bis particulares, es necesario que existan 
el acreedor y deudor ciertos, en personas determinadas, 
de modo que puedan hacerse efectivos los derechos y cum- 
plirse las obligaciones, seguu las leyes vijentes en órden 
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á Aduana y percepción de sus rentas ; 2°, que en el raso 
en cuestión, el acreedor lo es evidentemente el fisco, y el 
deudor no puede ser otro que el que, bajo el nombre de 
consignatario, comisionista ó encargado* introduce las 
mercaderías y pide el despacho de ellas, ó las pono bajo 
la guarda de la Aduana en sus depósitos ; pues ese intro- 
ductor es la única persona conocida para la aduana en el 
momento de la introducción; la única á que abre crédito 
la Administración ; la que firmando letras se obliga al pago 
de loa derechos, presentando su garantía personal, no 
menos que la del fiador y la de las mismas mercaderías que 
el deudor tuviese en la Aduana, y en que ha de trabarse 
el embargo y hacerse el remato, hasta donde alcancen á 
cubrir el importe de la deuda, con los intereses y costas 
de cobranza, como literalmente lo dispone ol art, 180 de 
las Ordenanzas de aduana ¡ 3", que no puede considerarse 
como legal ni aun practicable, el sistema de reconocer 
como deudores á los dueños de la mercaderías y no á los 
que, en su propio nombre, las introduzcan, pues que tal 
procedimiento no solo pugna abiertamente con el art. 282 
de las ordenanzas que dice : i se entenderá ser del deu- 
i dor ó del fiadjr todas la mercaderías que estuviesen en 
< la Aduana á nombre de ellos, por consignación ó por 
( transferencia, > si nú que, poniendo á la Administración 
en la necesidad de perseguir las mas veces á un deudor 
ausente ó desconocido, se le ofrecería un litigio en cada 
cobro, haciéndose ilusoria la percepción de las rentas y 
burlando, contra los preceptos de la Constitución y tos 
mandatos de la ley, el derecho perfecto que tiene el Fisco 
para cobrarlos, mediante un sistema rápido, preciso y 
eficaz; i«, que respecto á lo que importa en comercio el 
acto de recibir mercaderías de un comerciante de Buenos 
Aires, para remitirlas á cualquier plaza del interior, así 
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como respecto a la palabra o nombre que lia tic darse en 
ese acto y persona que lo desempeñe , es preciso tener 
presente, que tales circunstancias no pueden alterar la na- 
turaleza do la obligación, ni la persona del obligado, ni 
libertar á este de la prescripción legal que tiendo á perse- 
guir el impuesto sobre el que, en su propio nombre, in- 
trodujo la cosa y sobre la cosa misma; debiendo en con- 
secuencia estarse á lo dispuesto en el arL 300, inciso 2° 
del Código do Comercio, quo llama comisionista ó consi- 
gnatario á la persona que desempeña el negocio obrando 
A nombre propio, sin declarar el nombre del individuo 
que le lia tiecbo el encargo » y recordar lo que la Supre- 
ma Corte de Justicia Nacional ha sentado como doctrina 
lega), en la causa CCXXI1, estableciendo que, * en las 
consignaciones el comisionista es el único obligado por 
omisiones al cumplimiento de los reglamentos fiscales en 
las negociaciones que se le confian ; • íio, que de todo 
esto so deduce, según la ley de comercio y los usos y 
prácticas mercantiles, de acuerdo con las Ordenanzas de 
Aduana, que es reconocido como dueño do la cosa el que 
la tiene y maneja en su nombre, sin invocar el del comi- 
tente 6 consignante, que puede ser ó no el verdadero due 
ño, sin que esto importo á la cuostion ; pues que, tales 
actos en el comisionado establecen una presunción legíti- 
ma de propiedad para todos los efectos de derecho ; sin 
que, por otra parte, se conciba racionalmente que pueda 
abrirse crédito á un consignatario de mercaderías y pro- 
seguir, llegada la oportunidad del pago, en otra persona 
desconocida, el cumplimiento de la obligación correlativa 
de ese mismo crédito ; que siendo en el presento caso 
las mercaderías del deudor en poder de la Aduana, la 
prenda necesaria para el pago del crédito, se encuentran 
constatados en autos los tres puntos precisos para justificar 

T. 1. 15. 
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los procedimientos fiscales, á saber: 1", que D. Cárlos 
María Palacios como introductor de mercaderías á la Adua- 
na, debía ser considerado para el pago de los derechos 
como propietario de las mismas y no I). Manuel Ocarnpo 
que se muestra posteriormente como dueño de ellas para 
reclamar de los procedimientos ; 2°, que D. Cárlos María 
Palacios era deudor del derecho do Aduana» y ella hizo 
efectivo el pago de la deuda, antes que luese éste concur- 
sado, ni pudiesen aplicarse al caso las reglas que sobrn 
acreedores y privilegios estableen los artículos 1005 y 
1097 del Código de Comercio ¡ 3<« t que las mercaderías 
que introdujo últimamente á su nombre existían preci- 
samente en poder de la Aduana, cuando se hizo en ellas 
el embargo y remate reclamados, no pudiéndose entregar 
esos valores que consliluan la prenda legal, mientras el 
total de la deuda no fuese pagado (art. lí¡, L,, 2o, Sección 
4 a , tít. 2* del Cód. Civil) ; y considerando por último que 
en talos procedimientos la Administración de Rentas Na- 
cionales, fiel al sistema y práctica seguida invariablemente 
en casos análogos, ha observado las prescripciones de la 
ley del Congreso, que bajo la denominación de Ordenanzas 
de Aduana, rige las relaciones de esta con los particula- 
res, y que el Poder Ejecutivo Nacional en cumplimiento do 
la misma, ha ordenado y sostenido el remate do las prc- 
díchas mercaderías, consintiendo después en que la parte 
que se creia perjudicada por su decisión ocurriese como 
lo ha hecho á los Tribunales do ta Nación, á reclamar de 
ella. Por lo tanto y atendiendo lo alegado por las partes 
y lo demás constante de autos, fallo, absolviendo al Go- 
bierno de la Nación de la demanda contra él interpuesta, 
y hágase saber, reponiéndose los sellos. 

José M, Xtiviria. 
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Ücampo apeló y so concedió el recurso, remitiéndose 
los autos á la Suprema Corle. 

Vista la causa, la Suprema Corte, para mejor proveer 
decretó, que informase el Administrador de rentas en la 
Ciudad del Rosario, sobre los aiguentes puntos: 

lo En qué fecha venció, y qué valor re presen la ha cada 
una de las letras de que era deudor D. Cárlos M. Palacios, 
con distinción do las que eran por mercaderías que él 
mismo habia introducido, y de las que debía como fiador 
do D, Benito Mendanha. 

2* Si se habia hecho, y en qué fecha, á cada uno de 
los deudores, la notificación por escrito de que habla el 
art. 179 de las Ordenanzas de Aduana, y suspendidóseles 
el despacho, 

3° Si, al vencer el plazo de la intimación, existían en 
la Aduana mercaderías pertenecientes á Mendanha, á Pala- 
cios, ó á su fiador D. Víctor Miranda, y en caso afirmativo, 
si trabó en ellas el embarco prescriplo en el art. 180. 

A° Si, no existiendo mercaderías en la Aduana, pasó ai 
Procurador Fiscal, con los documentos de crédito, la nota 
que previene el art. 188, y en qué fecha. 

5o Si so habia entablado y en qué fecha por el Procu- 
rador Fiscal, ante el Juez de la Sección, la gestión orde- 
nada en el art. 187. 

6« Si Mendanha, Palacios y Miranda so encontraban 
legalmente concursados, y desdo qué fecha. 

7o En qué fecha y en quó forma se solicitó el despacho 
de las mercaderías que constan en la nota agregada á f. 5. 

El Administrador de rentas evacuó cl informe, acompa- 
ñando en copia la cuenta general de los derechos adeuda- 
dos por Palacios, la nota do las mercaderías embargadas, 
la cuenta del rematador de las mismas, los permisos y le- 
tras vencidas adeudadas por Palacios, y el permiso de las 
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mercaderías remitidas per I>. Manuel Ocampo con las di- 
ligencias de embargo ele, etc, cuyos detalles y fechas se 
especifican en la resolución que dictó la Suprema Corte 
revocando la sentencia de l" instancia. 
Esto fué" el 

t'nllo de In Suprema Corte. 

liuenos Aires, Junio Ti de 1 SU . 

Visto : este espediente seguido por hon Manuel Ocampo 
contra la administración de rentas en la Ciudad del Rosa- 
rio, representada por el Procurador fiscal, para ta entrega 
de mercaderías embargadas por la administración, que el 
demandante reclama como suyas; con lo informado por el 
administrador y documentos en copia agregados & su in- 
forme ; de todo lo cual resulta que, siendo deudor á la 
administración Don Carlos M. Palacios, en parle por si 
mismo, y en parte como fiador de don Benito Mendanha, 
do varias cantidades, por derecho de importación y esporta- 
cion, que ascendían en su totalidad á diez mil cuatro cientos 
treinta y cinco pesos cincuenta y nueve centavos fuertes, 
como se detalla en la cuenta general de foja setenta y cua- 
tro y foja setenta y cinco, se embargó por la administración, 
en veinte y tres de Marzo y en primero de Abril do mil 
ochocientos setenta, las mercaderías que se espresan a fojas 
cincuenta y ocho vuelta, cincuenta y nueve vuelta y se- 
senta, y fojas sesenta y una vuella y sesenta y dos, las 
que, vendidas en público remate por el martiliero Don 
Lisandro de la Torre, dieron un líquido producto de doce 
mil seiscientos treinta y cinco pesos ochenta y un cen- 
tavos bolivianos, equivalentes á nueve mil seiscientos 
veinte y siete pesos veinte y ocho centavos fuertes, según 
consta á tuja setenta y dos vuelta, que fueron aplicados do* 
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mil quinientos y treinta al pago de los derechos correspon- 
dientes á las mercaderías rematadas, y o! resto al de las 
obligaciones pendientes de Palacios, quedando contra él 
un saldo de tres mil trescientos treinta y ocho pesos se- 
tenta y dos centavos fuertes, como se esplica á foja setenta 
y cinco vuelta, para cuyo cobro se pasú nota al Procura- 
dor fiscal , en diez y ocho de Noviembre de mil ochocientos 
setenta, conformo ú lo provenido en el artículo ciento 
ochenta y ocho de las Ordenanzas de Aduana. 

Y considerando en lo relativo á los hechos ; Primero, 
ijue, cuando so trabó ol embargo, en veinte y tres do Marzo 
y en primero do Abril de mil ochocientos setenta, las 
obligaciones de Palacios estaban, hacia tiempo, vcncidas v 
habiendo, entro las que procedían de los permisos enume- 
rados á foja setenta y cuatro, varias que remontaban al 
año de mil ochocientos sesenta y nueve, siendo las otras, 
con escepcion do una sola, correspondientes íí los meses 
do Enero y Febrero de mil ocho cientos setenta, y forman- 
do ellas, oon los reparos hechos en la cuenta, la mayor 
parle del débito — siete mil ocho cientos veinte y cinco po- 
sos sesenta y tres centavos — y estando vencidas las cuatro 
letras enumeradas, á foja setenta y cinco, en cinco, seis, 
diez y seis y veintinueve de Marzo, sin que se diera cum- 
plimiento, en cada oportunidad, á lo dispuesto en los artí- 
culos ciento setenta y nueve y ciento ochenta de las Or- 
denanzas, respecto a la intimación del pago y al embargo 
de las mercaderías que tuviera el deudor, en las épocas 
respectivas, ni á lo dispuesto on el articulo ciento ochenta 
y ocho, respecto de la nota al Procurador fiscal, para que 
ocurriese á gestionar el cobro ante los Tribunales ordina- 
rios, conforme á lo dispuesto en ol ciento ochenta y siete ; 
Segundo, que el primer embargo fué decretado y practicado 
el veinte y tres de Marzo de mil ochocionlos setenta, po. 
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el valor de )a letra vencida el diez y sois, importan lo seis 
cientos veinte y siete pesos diez y nuevo centavos Tuertes, y 
por el de las otras dos vencidas en los dias cinco y seis, 
importante ambas trescientos veinte y seis pesos sesenta y 
nueve centavos fuertes, como se vé á foja cincuenta y ocho, 
habiendo sido decretado y practicado fuera de los términos 
señalados en la Ordenanza, por lo que respecta á las dos 
últimas v Tercero, que el segundo embargo fué decretado 
y practicado en primero de Abril de mil ochocientos seten- 
ta, por el valor de la letra número diez y nueve, vencida 
el veinte y nuevo de Marzo, importante ciento ochenta y 
nuevo pesos un centavo, y por el valor de los permisos 
setecientos cincuenta y seis, quinientos cuarenta, cuatro- 
cientos tres y trecientos doce, de Techas seis de Diciem- 
bre, diez y ocho de Setiembre y treinta y uno de Julio 
de mil ochocientos sesenta y nueve, importantes mil once 
pesos sesenta y dos centavos, como se vé á foja cincuenta 
y nueve vuelta, habiendo sido decretado y practicado fuera 
de los términos señalados en la Ordenanza, por lo que 
respecta á los permisos ; Ctiarto, que el tercer embarco 
fué decretado y practicado también en primero de Abril de 
mil ocho cientos setenta, como se vé á foja sesenta y una 
vuelta, por el valor de los permisos enumerados á Toja se- 
senta vuelta, importantes seis mil setecientos ochenta y 
un pesos setenta y siete centavos, con Techas de mil ocho 
cientos sesenta y nueve y de Enero y Febrero de mil ocho 
cientos setenta, habiéndolo sido por su totalidad Tuera 
de los términos señalados en ia Ordcnaza; Quinto, que 
todos los efectos embargados y reclamados ctmo suyos 
por Ocampo, tuvieron entrada en la Aduana del Rosario el 
dia diez de Marzo de mil ochocientos setenta, según re- 
sulta del permiso que corro á foja setenta y siete y de las 
diligencias á fojas cincuenta y ocho vuelta, cincuenta y 
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nueve vuelta y sesonta, y sesenta y una vuelta y sesenta 

y dos. 

Y en lo relativo al derecho ; Primero, que el artículo 
ciento ochenta y dos do la Ordenanza tiene por objeto de- 
finir, estableciendo una presunción de derecho, cuáles son 
las mercaderías que debe considerarse del deudor, para ve- 
rificar en ellas el embargo de que habla ol ciento ochenta; 
Segundo, que ese embargo debe hacerse después de ven- 
cidos los tres días do gracia acordados al deudor, según lo 
dispuesto en el ciento setenta y nuevo, y no existiendo mor- 
caricias que puedan ser embargadas, ocurrirse ante los Tri- 
bunales ordinarios a" perseguir el cobro de la deuda, confor- 
me á lo dispuesto en el ciento ochenta y siotc; Tercero, que, 
por consiguiente, la presunción establecida en el artículo 
ciento ochenta y dos se refiere claramente á las mercade- 
rías que estuviesen en la Aduana al tiempo do vencer los 
tres dias señalados en el ciento setenta y nueve, por 
cuanto, si en ese tiempo no existen mercaderías en la Adua- 
na, el cobro debe salir de la jurisdicción administrativa 
para entrar en la jurisdicción judiciaria, sin que pueda la 
administración reasumir, para embargar las entradas con 
posterioridad , la jurisdicción de que se ha desprendido, 
con menoscabo de la que corresponde al Juzgado de Sec- 
ción, ni practicarse, por tanto, el embargo sin auto judi- 
cial ; Cuarto, que las presunciones, cuando pueden perju- 
dicar á un tercero, no deben oslenderso á mas de lo que 
autoriza el testo literal y preciso de la ley en que se fundan, 
sino que deben, por el contrario, limitarse al sentido ri- 
goroso de las palabras empleadas por la misma ley; Quinto, 
que el embargo, la suspensión del despacho, y ol ocurso 
en su caso á los Tribunales ordinarios, de que hablan los 
mencionados artículos de la Ordenanza, sirven no solo 
para asegurar el percibo de la renla, sino también para 
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producir hechos notorios que hagan saber al comercio el 
estado en que su encuentra, en las oficinas fiscales, el 
crédito del comerciante que lia dejado de cumplir las obli- 
gaciones del impuesto, y evitar que, por faifa de esos he- 
chos notorios, se haga de buena Té consignaciones al co- 
merciante que ha faltado á su crédito en la Aduana, por 
terceros que crean que su consignatario conserva íntegro 
su cródito j Sato, que, si la Aduana ha dejado de ocurrir 
á los Trihunales ordinarios, por medio del Procurador fis- 
cal, y reteniendo la jurisdicción do que debia desprenderse, 
por un tiempo mayor que el señalado cu la Ordenanza, 
no puede, ni debe, prevalerse del retardo causado por ella 
misma, en peijuicio do otras personas, á quienes su 
inacción y su reserva ha podido inducir en error ; porque 
no es moral, ni justo, que la administración que debe ser 
leal, (Yanca y pública en sus actos, guarde en reserva sus 
créditos vencidos» cuando al tiempo del vencimiento no 
hay en la Aduana mercaderías que embargar, pura caer 
por sorpresa sobre las que en adelante pudieran ser consi- 
gnadas al deudor, en la croencia que su silencio ha auto- 
rizado, do que aquel está solvente en la administración 
fiscal ; Séptimo, que la doctrina establéenla en los prece- 
dentes considerandos, no puedo hacer incierta de manera 
alguna la persona de los deudores á la Aduana, pues para 
la Aduana loa deudores quedan siempre ciertos y nomina- 
tivamente conocidos en !a persona de los introductores ó 
esportadoros, y en la do sus fiadores, que son los que se 
han obligado para con ella ; no importando osa doctrina 
otra cosa que la declaración de que la deuda de unos no 
* puede hacerse efectiva sobro los bienes de otros» siempre 
que estos justifiquen satisfactoriamente su propiedad, po- 
niéndolos á cubierto de una presunción que solo podría 
comprenderlos por una interpretación estcnsiva, y que ellos 
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ileslruyet» por una prueba en contrario ; Octavo, que esa 
doctrina no ticmlc tampoco, como equivocadamente lo ha 
supuesto el Procurador fiscal á Toja veinte y sieto vuelta, 
á establecer el principio, i|ne seria inadmisible, * de que 
un deudor no está obligado á pagar su deuda con los bienes 
que hubiese adquirido después de su vencimiento, sinó 
únicamente con los que tuviese al tiempo del vencimiento» 
porque, debiendo ser perseguido el deudor ante los Tribu- 
nales ordinarios, puedo el Juez de Sección mandar que se 
practique el embargo aolire las mercaderías que hayan en- 
trado con posterioridad á la Aduana, y que solamente 
quedarán á cubierto de los efectos de eso embargo, en el 
caso de que un tercero justifique que son de su propiedad, 
resultando que, sin osa justificación y siendo realmente del 
deudor, están afectas al pago, aunque el deudor las haya 
adquirido con posterioridad al vencimiento, de modo que 
Ja doctrina favorece al tercero, sin favorecer al deudor 
mismo ; por estos fundamentos, se revoca la sentencia 
apolada, corriente a" fojas treinta y treinta y una, y previo 
pago de costas y reposición de sellos, se devuelve el espe- 
diente, ú fin do que, si don Manuel Ocampo justifica en 
cuanto sea bastante, que las mercaderías embargadas y 
rematadas por la Aduana, son do su propiedad, se le man- 
de entregar por la administración de rentas en la Ciudad 
del Hosario, los nueve mil seiscientos veinte y siete pesos 
veinte y ocho centavos fuertes producto líquido del remate, 
con deducción de los dos mil quinientos treinta, importo 
de los derechos correspondientes á las mismas mercaderías 
rematadas. 

Salvador María del Cáhuil. — Fhan- 
cisüo Delgado. — José BARROS Pa- 
zos.— Marcelino Ugarte. 
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El Procurador Fiscal de la Sección de Mendosa , contra el 
albacea de la testamentaria de 1). Saturnino Ferrcira, 
sobre ejecución de sentencia por apremio. 



Sumario.— El auto inlimandg el pajrojHi el procedí míen 
to de apremio no 03 apelable. 



Caso. — Por sentencia pasada en autoridad de cosa juz- 
gada, la testa mentaría deü. Saturnino Fcrreira fué conde- 
nada á pagar al fisco la suma de 321 ps. bolivianos y sus 
intereses. 

£1 Procurador Fiscal de la Sección de Mendoza entabló 
la via de apremio, y pidió que el albacea de la testamen- 
taria pagase la suma mencionada. 

El juez ordenó el pago dentro de tercero día. 

El albacea se opuso diciendo que la testamentaría no es- 
taba aun liquidada; que tenia el término de un año para 
liquidarla ; y que so declárase que antes de ese término no 
estaba obligado á pagar. 
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Conferido traslado, ol Procurador Fiscal contestó que ose 
plazo era para liquidar la testamentaría, y no para pagar 
sus deudas, siendo además ol pago un acto de liquidación 
pericial que simplifica la operación final. 

2 ni lo del Jm« Seeeioniil. 

Mendoza, Febrero 25 de 1871 . 

Y vistos: con lo espuesto por el Ministerio Fiscal y te- 
niendo presente, que el año legal que reclama el albacea 
es precepto que solo obliga á este y no á un tercero que 
nada tiene que ver con la partición. 

Siendo el Fisco acreedor y no heredero y que aquel no 
es parte en la familia del finado Ferreyra para que esté 
obligado á una espera semejante. 

Llévese a efecto el decreto de sokendo fecha primero del 
corriente, con costas, 

Palma. 

El albacea apeló y se le concedió el recurso en relación, 
ralla de I» Supren» Corle. 

Dueños Aires, Julio 1" de 187t. 

Vi* tos: no siendo apelable el auto de foja diez y siete, 
devuélvase el espediente, remitiéndose al Juez de Sección 
la planilla de las costas para que las haga pagar por el ape- 
lante. 

Salvador María del Carril. — Francis- 
co Delgado.— José Barros Pazos. — 
Marcelino Ugarte. 
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¿). /tyitt/ín Hhs contra IJ, Luis Scribani sobre pruebas. 

Sumario. — Solicitándose c) examen de testigos fuera úo\ 
municipio, las partes puede» asistir á él y hacer preguntas 
verbales u los testigos. 



Casos. — En los autos seguidos por Ü). Agustín llios con- 
tra D. Luis Scribani, sobre propiedad de una finca, estando 
la causa en el estado de prueba, el representante de 
Ríos pidió se le permitiese hacer algunas preguntas verba- 
les á unos testigos cuyo exámen, á su instancia, había sido 
cometido al Juez de Paz de Morón, donde iba á trasladarse 
al efecto. 

Fallo del inri Seccional 

Iluenos Aires, Junio 15 do ÍK7I. 

Como se pide, previniéndose en el oficio, que Ja contra- 
parte tiene derecho para repreguntar á los testigos. 

Zavakta. 
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Lo parle de Scribani pidió revocatoria rlc esto autn ape- 
lando in subsidium, fundada en que la falta de inteligencia 
profesional en los Jueces de Paz pedia dar lugar á proce- 
dimientos ilegales, y en que los testigos debian en rigor 
ser examinados pnr el juez de la causa. 

El juez no liizo lugar A la revocatoria con arreglo al art. 
139 de la ley do procedimientos en su segunda parte, y 
concedió la apelación en relación. 

Fallo df 1» Suprema r©rt«v 

Buenos Aires, Julio A de 187 L 
Vistos: por el fundamento del auto do foja setenta y siete 
vuelta, se confirma el apelado, con cosías, y se devuelve 
el espediente, previo pago de las causados y reposición de 
sellos. 

Salvador María del Carril- — Francisco Delgado. 
— Josií Barros Pazos. — Marcelino Ucarte. 
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CAUSA XI.I 



Don Julio G. Pauisen con el Procurador fiscal, 
sobre diploma de abogado nacional. 



Sumario. — I o La ley de 20 de Junio de 1855, y el de- 
creto de 15 de Setiembre de 1854, aprobado por aquella, 
fueron disposiciones de carácter provisorio. 

2o La facultad otorgada en el art. 2o de dicha ley no 
ha sido reproducida por las leyes de 16 do Octubre de 
1862 y U de Setiembre de 1863. 

3o Son estas las leyes que han dado á la justicia federal 
la organización que hoy tiene. 

4o La ley de 26 do Agosto de 1863 determina en su 
art. 5o, cuáles son los abogados y procuradores que son 
admitidos como tales en los Juzgados de la Nación. 



Cato.— Üon Julio G. Pauisen se presentó ante el Juzgado 
Nacional de San Luis, solicitando se le otorgase diploma 
bastante para ejercer la profesión de abogado nacional en 
toda la Provincia. 

Fundó su petición en el art. 2o de la ley de 20 de Junio 
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de 1855 que faculla á los Jueces de Sección para otorgar 
diplomas de ahogados Nacionales á favor de las personas 
idóneas que los soliciten, y acompaño algunos documentos 
para acreditar su idoneidad. 

El Procurador fiscal, á quien se «lió vista, dijo que la 
ley citada liabia caducado, y el Juzgado no tenia jurisdic- 
ción para conceder el diploma pedido, por cuanto las leyes 
do 1862 y 1863 sobro jurisdicción de los Jueces Federales 
no se la concedían sino en los casos contenciosos entre 
partes, y no en casos como el presente. 

Fell» del Jues Seeeienel. 

San Luís, Marzo la de (871. 

No siendo las leyes citadas por el Procurador fiscal de- 
rogatorias de la de 28 de Febrero de 1855, no estf en las 
atribuciones del Juez declararse incompetente ; debiendo 
entenderse que la vista corrida, es únicamente para que 
el Fiscal dictamine sobre la importancia de los documentos 
adjuntos, y si ellos llenan 6 no, las prescripciones de la 
mencionada ley, para cuyo objeto devuélvase en vista. 

Saravia. 

El Procurador fiscal apeló de este auto que fué revocado 
por el siguiente: 

F*He de le Muprem* Corte. 

Buenos Aires, Julio 4, de 1871. 

Vistos : habiendo sido la ley de veinte de Junio de mil 
ochocientos cincuenta y cinco una disposición de carácter 
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provisorio, como lo fué el decreto de quince de Setiembre 
de mil ochocientos cincuenta y cuatro, que so aprobó por 
el artículo primero : no habiéndose reproducido )a facultad 
que se otorgaba en el segundo, por las leyes de diez y seis 
de Octubre de mil ochocientos sesenta y dos y catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, que son las 
que han dado á la Justicia Federal la organización que hoy 
tiene ; y eBtando declarado por el artículo quinto de la de 
veinte y seis de Agosto de mil ochocientos sesenta y tres, 
cuales son los Abogados y Procuradores que serán admi- 
tidos á desempeñar las funciones de su profesión en los 
Tribunales Nacionales — se revoca el auto apelado corriente 
á foja seis, y se devuelve el espediente, 

Salvador María del Carril. — Than- 
cisco Delgado.— Josí: Barros Va- 
jeos. — Marcelino Ugarte. 
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De&ixttu; y <U Andreis centra D. José G. Bottt, 
por cobro de comisión de corretaje. 



Sumario. — 1° Todo derecho de corretaje debe ser paga- 
do proporcionalmcnte [ior ambos contratantes, no mediando 
estipulación en contrario. 

2° No se distingue el caso en que las partes hayan so- 
licitado ó no la intervención del corredor. 

3« La comisión quo por tal intervención so debe al 
corredor, concluido el negocio, os, no existiendo convenio 
especial, la que sea de práctica en casos iguales. 

4" La comisión usual en las negociaciones de alfalfa, 
durante la guerra con el Paraguay, era la de m/c. 
por tonolada, ó el 1 p.°/„ á opción del corredor, y paga- 
dera por mitad entre comprador y vendedor. 

5° La de ílctamcntos de buques con destino al Paraguay 
era la de 5 p. of Q pagadera por el Helante. 

0° Cuandu la parle actora incurre en exceso de petición, 
y la demandada cu él de negativa, no puede decirse que 
solo el plus petitiüiiis es la causa del litigio. 

V En ese caso, acordándose por la sentencia á los de- 

10. 
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mandantes en gran parto lo que han pedido, esios lian 
tonillo causa pan» litigar, y no pueden ser condenados en 
costas, como temerarios litigantes. 



Cato.— En 17 do Noviembre de I8fií), el procurador 
Don Pablo Kruguni por los corredores Despaux y do An- 
dreis, eslrangeros, demandó ante el Juez Seccional de 
Buenos Aires á ü. José G. Botet y Ca, argentinos, la suma 
de 3,170 # 20 es. Tuertes, por comisión do compras de 
pasto, fletamentos de buques, y otros desembolsos según 
la cuenta que acompañó á la demanda. 

Botet aceptó la cuenta, rechazando las dos siguientes 
partidas; la de 2,875 £ fts. por comisión convenida do 2 
p. o/o en la contrata sobre pastos con Molina y C a , impor- 
tante 115,000 $ fts., y la do 75$ íls. por comisión del ílc- 
tainento del *Arturo» en 1,500$ fís. ú Molina y O. 

Respecto á la Í* partida, contestó que Botet no liabia 
convenido en tal comisión, ni liabia solicitado pp"a eso ne- 
gocio á Despaux y de And reís, sinó que estos se la ofrecie- 
ron espontáneamente. 

Respecto á la 2* contestó que además de regir en cuanto 
á ella la misma razón, la comisión de 5 p. °/ era exagerada. 

En un juicio verbal á que fueron convocadas las partes 
A instancia de Botet, convinieron en que aceptándose las 
demás partidas do la cuenta, se sometiera á juicio arbi- 
tral la resolución relativa á las dos objetadas. 

Fué nombrado como arbitro 1). Eduardo Madero, quien 
mandó se presentasen las pruebas. 

Las que presentó Frugoni fueron: \ a La declaración do 
D. Ernesto Beutefubr, D. Miguel Ballesteros y D, José Ma- 
ría Carranza, diciendo que en las compras y ventas de al- 
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faifa en que intervinieron durante la guerra del Paraguay 
habían recibido de comisión 20 $ ,„/ c . por cada tonelada! 
agregando Carranza quo este precio debía Rotct, según se 
lo dijeron Uespnux y do Andrcis. 

2o La declaración de [). Octavio llosa), diciendo que en 
fletamontos de cabos adentro sc ha pagado 5 p. »/ do co- 
misión. 

3'' La de D. Carlos Sootti, diciendo ,|uo había oido a 
üespanv y de Andrcis haber convenido con Botet por la co- 
misión de un peso fuerte por cada tonelada. 

En un informe presentado al arbitro, espuso el procura- 
redor Frugon. que Despaux exijió á Botet por comisión un 
poso fuerte por tonelada, y llolet aceptó gustoso; agre- 
gando que los 5 $ m,'c. que había de exceso era poca cosa 
en un negocio tan bueno, y que sobre esto no se pudo 
presentar prueba escrita, no habiéndola creido necesaria 
Las pruebas que presentó Rotet fueron : 
1" Un ejemplar del Reglamento de ta bolsa, en cuyo art 
•»8 se señalan por corretaje el p. % sobre el valor del 
flete marítimo pagadero por el hoque ó su consignatario ■ 
y el l p.«/„por ron la do mercaderías, frutos, ganados ó 
bienes raices, pagadero mitad por c! comprador y mitad 
por el vendedor. 

f Lil declaración do 0. Maleo José Martínez diciendo 
haber pagado en las compras de pasto J p. % do comisión v 
alguna vez el 1 p. "¿.cuando la compra so hacia Hiera de la 
ciudad. 

3" La declaración de t>. Augusto de la Riostra de habar 
pagado por simple comisión de compra ú venta eU n »/ 
por compra venia y recibo el I p. % y por netamente» cíe 
buques el S i p. •/„. 

& La declaración do 1), Ksteban Mendiondo de haber 
cabrado el § p. •/„ al vendedor, no habiendo convenio. 
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5* Lo de Ü. Angel Texo de babor pagado el { jjh % por 
las compras en la ciudad, y por las compras lucra de ta 
ciudad, 20 # m/c. por tonelada de alfalfo. 

Después de presentadas estas pruebas ol asunto volvió at 
conocimiento del Juzgado de Sección, por babor renunciado 
Madero el cargo de árbitro á causa de tener que ausen- 
tarse. 

El procurador Frugoni pidió que el Juzgado resolviese 
con las pruebas producidas, si las estimaba suficientes. 

El Juez para mejor proveer pidió á la Cámara Sindical 
de la Bolsa un informe sobre la comisión que se usa pa- 
gar á los corredores en los contratos de íletamenlos para 
losjios, y de ventas de frutos del país. 

La Cámara Sindical informó que cuando el vendedor ora 
chacarero no se acostumbraba cobrarle comisión de venta; 
que siendo comerciante, barraquero ó especulador en el 
artículo, el corredor cobraba comisión al vendedor y com- 
prador ; que la comisión por pasto, durante la guorra con 
el Paraguay so pagaba á 20 $ m/c la tonelada j y que por 
íletamentos, duranto dieba guerra, se pagaba el 5 p. "/„ de 
comisión. 

Fallo del Juce Neecloitul. 

Buenos Aires, Mayo IG de 187 1. 

Vistos estos autos seguidos por los Sres. Dcspaux y de 
Andrcis, ciudadanos estrangeros, contra el ciudadano ar- 
gentino D. José Gregorio Botct, por cobro de cantidad de 
pesos, y resultando : I o , que la cantidad demandada es la 
que arroja la cuenta de foja i» importante 3.170 pesos, 20 
cls. fuertes, procedentes de diversas comisiones y otros 
servicios que un la misma cuenta se detallan. 
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2° Que el demandado ha reconocido la efectividad do 
los servicios que se le cobran y admitido ta exactitud do 
las partidas que forman la citada cuenta, con excepción do 
la segunda por comisión do venta do alfalfa y de la penúl- 
tima por comisión del íletamento del buque «Arturo», 
observando respecto de aquella que no ora verdad que hu- 
biese sido convenido como lo espresaba la cuenta ; y res- 
pecto de ambas, que los demandantes no tenían derecho 
para cobrarle comisión por tas negociaciones citadas, por- 
que no habia solicitado su concurso para ello y que aun- 
que tuviesen derecho a alguna comisión, seria esa la de 
arancel y no la que cobraban, muy superior á aquella. 

3" Que recibida la causa á prueba para que las partes 
produjesen la que conviniese i sus derechos, se han pre- 
sentado las que corren de fojas 42 á G4. 

4° Que en dicha prueba producida ante un juez árbitro á 
cuya decisión sometieron las partes sus diferencias, se han 
omitido algunas formalidades; pero habiendo los deman- 
dantes pedido, después de espirada la jurisdicción arbitral, 
que el Juzgado fallase con arreglo .1 las constancias do 
autos, sin que á este respecto se manifestase oposición 
púr la contra parle, debe entenderse que ambos estaban 
conformes en que se prescindiera de las formas omitidas, 
y en que el juzgado estimase la prueba come podria haber- 
la estimado el juez árbitro, porque de lo contrario no habría 
podido pronunciarse sentencia, sin recibirse la causa á prue- 
ba. 

5" Que de dicha prueba no resulta justificado el bocho 
de que se hubiese ofrecido á los demandantes la comisión 
del dos y medio por ciento que cobran por su intervención 
en la negociación de pasto á que aluden en su cuenta ; 
y antes al contrario los demandantes mismos so han encar- 
gado de justificarla falsedad de dicho convenio afirmando 
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6ii su escrito de fojas 54 y 55 que antes de la negociación 
habían convenido que se les abonaría la comisión de ud 
peso fuerte por tonelada, invocando en prueba de su últi- 
ma afirmación el testimonio do los Sres. Carlos Scotti y 
D. José M» Carranza. 

6" Que tampoco han justificado los demandantes la exis- 
tencia de la convención por la cual se les acordase, como 
han dicho posteriormente, la comisión de un peso fuerte 
por tonelada, por cuanto de los dos testimonios presenta- 
dos para acreditar esto hecho, solo l). Carlos Scotti en su 
declaración de fojas 57 vuelta y 58 depone de conformidad, 
y el otro testigo D. José M" Carranza en su declaración 
de fojas 58 y 59 dice que la comisión convenida fué de 20 
pesos papel por tonelada, á todo lo cual se agrega que 
ambos testigos son solo de referencia ú oidas, y que las 
personas á quienes dicen haber oído son los mismos de- 
mandantes, circunstancias que no permiten dar tú á sus de- 
claraciones con arreglo á la ley. 

7" Que consta por el informe espedido por la Cámara 
Sindical de la Bolsa de Comercio, y que corre á f. 1)0, 
como también por las declaraciones do D. Mateo J. Martínez, 
D. Augusto de la Ricslra, LV. Angel Teso, Ü. Ernesto Beu- 
lefuhr, U. Josó M" Carranza y 1). Miguel Ballesteros queso 
rejistran de fojas 57 á (U ; que durante la guerra del Pa- 
raguay, época en que tuvo lugar la operación a* que esto 
juicio se refiere, era costumbre abonar en las negociacio- 
nes de pasto 6 alfalfa á los corredores que en ellas inter- 
venían, la comisión de 20 pesos papel por tonelada, ó de 
un uno por ciento sobre el valor total, pagadero mitad 
por el comprador y mitad por el vendedor; pues respecto 
á la espresada comisión de 20 pesos por tonelada asi lo 
afirman espesamente los tres últimos testigos citados, y 
presentados por la parte adora, refiriéndose á hechos pro- 
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píos en que lian sido intermediarios ; y aun cuando la 
Cámara Sindical no dice apresamente que dicha comisión 
era pagadera por milad enlre comprador y vendedor, di- 
ciendo quo se abonaba á los corredores la comisión dicha 
de 20 pesos, debe entenderlo con la práctica ■ constante 
al arL 58 del Reglamento de la Bolsa y especialmente á 
la disposición del arl. 1 12 del Cód. de Comercio, á abo- 
narse la mitad por el comprador y la otra milad por el ven- 
dedor ; y la práctica de abonar el uno por ciento, que es 
la que el artículo. ... del Reglamento dé la Bolsa establece 
para las ventas de frutos dol país, está comprobada plena- 
mente por las declaraciones de 0. Maleo Martínez, 0. An- 
gel Texo, quo afirman haber dado en las compras que hi- 
cieron el medio por ciento y por la do ü. Augusto de la 
Riestra, quo dice que la comisión era del uno por ciento 
en lo que está conteste con aquellos, si se tiene presente, 
que si como compradores pagaron el medio por ciento, 
debiendo los vendedores abonar otro tanto por comisión, 
resulta la del uno por ciento ó que Riostra se reliare. 

8 a Que esta diversidad de comisiones, una conforme al 
Reglamento de la Bolsa y proporcional al monto de las 
negociaciones y la otra fija, prueba que fué introducida en 
beneficio de les corredores, habilitándolos para cobrar lo 
que mas les conviniere, pues no es de presumir que en 
una época en quo las transacciones de artículos, de los 
que fueron objeto de la negociación do que se traía, fueron 
tan activos y au mentaron considerablemente en su número 
é importancia, tendiese á disminuir el salario de los in- 
terventores, que, como se ha visto por el Reglamento de 
la Bolsa, es de un uno por ciento, pagadero por ambos 
contratantes. 

0' Que la comisión de Aclámenlo de buques con destino 
al Paraguay era do un cinco por ciento, como resulta del 
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informe último de la Cámara Sindical de In Bolsa del Co- 
mercio, y dicha comisión debe de acuerdo con lo determi- 
nado por el art citado del Reglamento de la Bolsa, en- 
tenderse abonable por solo el fletante. 

Y considerando, {" Que estando constatado en autos que los 
Sres. Despaux y do Andreis fueron intermediarios en las dos 
negociaciones a* que se refieren la segunda y penúltima parti- 
das que por comisión cargan en su cuenta, autorizando como 
ales los contratos celebrados, las cuestiones á resolver son 
las siguientes : 1", ¿tienen derecho Despaux y deAndreis 
á exigir comisión de los vendedores, aunquo estos no hu- 
bieren solicitado su intervención? 2* Admitido el derecho 
para cobrar comisión ¿cuál deberán abonar Ins vendedores? 

2° Que ia primera cuestión está resuelta en favor de los 
demandarles por ot art. 'ti 2 del Código de Comercio, se- 
gún el cual, todo derecho de corretaje, no mediando esti- 
pulación en contrario, debe ser pagado proporcionalmente 
por ambos contratantes, y la parte vendedora no ha opuesto 
la excepción de estipulación en contrario en el caso pre- 
sente, y por consecuencia tanto ella como el comprador 
deben abonar la comisión. 

3* Que el art. H2 citado no hace excepción de los ca- 
sos en que una sola délas parles hubiere solicitado el con- 
curso de los interventores ó corredores, ni había razón 
para hacer tal excepción porque el rol natural de los in- 
termediarios es proponer las negociaciones á los tenedores 
de aquellos, á todo lo cual se agrega que, aprovechando 
ambas partes los servicios del intermediario, ambos deben 
abonar su salario ó comisión. 

A° Que respecto al cuanto de la comisión, no habién- 
dose estipulado previamente la que debía abonarse en el 
caso, debe entenderse que se sugetaban, 5 lo que era de 
práctica en easos iguales, porque debe presumirse que, 
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la establecida, ó vigente en plaza, bajo el influjo de intere- 
ses encontrados sin coacción para ninguno de los intere- 
sados, es la remuneración legítima, dada !a especialidad 
del servicio prestado. 

5" Que como se ha establecido anteriormente la comi- 
sión usual en las negociaciones do alfalfa era de veinte 
pesos papel por cada tonelada, ó de un uno por ciento, á 
opción del corredor, y pagadera por mitad por comprador 
y vendedor; y la comisión de Adámenlo de buques con 
destino al Paraguay el cinco por ciento y pagadera solo por 
el fletante. 

6 n Que por consecuencia Despaux y de Andreis tienen 
* derecho á percibir una comisión dentro de los limites fija- 
dos en el precedente considerando, siendo á su opción la 
que hayan de cobrar. 

7 o Que en cuanto á la comisión que los demandantes 
cobran por el Hetamcnto del «Arturo», ó sea el cinco por 
ciento sobre el monto del flete, estando arreglada como 
se ha visto anteriormente, t\ la que se acostumbraba cobrar 
en la época de la negociación tienen derecho á ella los 
Srs. Despaux y de Andreis, como se ha establecido en el 
segundo y tercer considerando de esta sentencia, 

8 o V finalmente, que el hecho de haber los demandantes 
cobrado el dos y medio por cíenlo do comisión por la 
ventado la alfalfa, fundándose en una estipulación espresa 
y el de afirmar posteriormente en su escrito de fojas 54 y 
55, que la comisión convenida fué de un peso fuerte por 
tonelada, los constituye en litigantes temerarios, puesto que 
cobraban lo que ellos mismos confiesan no tener derecho 
ü cobrar. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á D. José C. 
Hotel a* pagar á los Sres. Uespaux y de Andreis. dentro del 
término do diez dias el saldo, que arroja la cuenta de f. 1", 
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después de deducida la segunda partida, á la comisión de 
medio por ciento, ó ú la de diez pesos moneda corriente 
por tonelada á opción de los demandantes, con los intere- 
ses de Banco sobre dicho saldo á contar desde la demanda, 
y con declaración de ijue las costas son á cargo de los 
demandantes Dcspnux y de Andreis. Repónganse los sellos. 

Manuel Zata teta. 

El procurador r'rugoui apeló, y se lo euncediú el recurso 
libremente. 

Ante la Suprema Corte se quejó por la reducción que el 
Juez de Sección hacía respecto de la comisión en el ne- 
gocio de alfalfa, y de la condenación en costas, alegando 
que aquella debia ser cuando menos de 20 $ m/c. por tu- 
nela Ja pagadera por Üotet, y estas Juina n ser á cargo del 
mismo Butel, quien por haber negado absolutamente la 
deuda de las partidas objetadas, había obligado á Despaux 
y de Andreis á litigar. 

El representante de Uotel pidió la confirmación de la 
sentencia apelada, fundándose en las razones mencionadas 
por la misma, 

Üueuus Aires, Julio ti de I8TI. 

Vistos : por sus fundamentos, con excepción del conte^ 
nido en el octavo considerando, se confirma la sentencia 
apelada de foja noventa y cuatro vuelta á ciento y una en 
cuanto a" la principal ; y considerando que, si bien Des- 
paux y de Andreis han pedido de mas en las dus partidas 
de la rúenla presentada á Pop primera, que han sido ma- 
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teria de la cuestión, Uon José G. Bolel y Compañía, han 
negado como principal medio de defensa, en el escrito 
do foja diez y nueve, lodo derecho por parto de los de- 
mandantes á pedir cosa alguna ú ese respecto, lo que 
equilibra la posición jurídica do ambos en el pleito, pues, 
si los unos lian incurrido en exceso de petición, los otros 
ban incurrido en exceso de negativa, sin que pueda, por 
tanto, decirse que solo el plus petManis lia sido la causa 
del litigio, ni que los unos han sido mas temerarios que 
los otros, ni que los demandantes han carecido de causa 
probable para litigar, cuando la sentencia les acuerda en 
gran parte lo que han pedido en la demanda; se revoca 
un cuanto á la condenación «le costas, que deberán abonarse 
según se hubieren causado, y bis comunes por mitad ; 
satisfechas Jas de la instancia y repuestos los sellos, de- 
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Don ApoHnario Bcnite* contra D. Roberto Lange, 
¿obre daños y perjuicios. 



Sumario. —I o No puedo decirse que el impresor á quien 
se encargo imprimir billetes de banco Tué negligente en 
evitar su sustracción, por el hecho de haber esta sucedido. 

2" Aun siendo responsable de la sustracción, no lo es 
de ios perjuicios, cuya indemnización se pide, si aquellos 
no han sido causados por et simple hecho de la ¡sustrac- 
ción. 



Caso. — En el año do 1867, I). A.polinario Benitez en- 
cargo íi I). Roberto Lange el gravado, impresión y nume- 
ración de varias series de billetes para el banco de su 
propiedad en la Provincia de Enlre-Hios. 

Entre dichas series existían las de B. y M., de las que apa- 
recieron circulando algunos billetes con la lirma falsificada. 

En Diciembre de 1868 el mismo Langc denunció a" la 
Policía ¿i un empleado de su establecimiento, llamado Fe- 
derico Shominger, por andar circulando billetes falsos del 
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banco Rcnilez de Gualeguaychú, impresos en su litografía, 
y pidió se le aprehendiese para averiguar si los había 
robado cuantío fué despedido de la casa. 

Interrogado Shominger contestó que había lomado cuatro 
billetes de 20 $ bol. cada uno de dicho banco, los que cam- 
bió después de haberlos puesto la firma somojanto á la 
quo tenían los buenos. 

El mismo Shominger confesó haber cometido igual sus- 
tracción y falsificación de algunos billetes del banco tllío 
de la Plata» de £ 2 11$. cada uno impreso en la litografía 
de Lange. 

Por estos hechos Shominger fué procesado, y condenado 
por el Juez del Crimen de la Provincia á dos años de pre- 
sidio, y a* la indemnización de daños y perjuicios. 

Presentados al Banco Itenitez varios de dichos billetes 
falsificados, se presentó I). Apolinario líenitez ante el Juez 
de Sección y demandó ú D. Hoberlo Lange para que fuera 
condenado á pagarlo la suma correspondiente ú la serie M 
de los billetes, y á la suma de 3,000 # fia. por daños y 
perjuicios á destinarse á los hospitales de esta ciudad, con 
las costas del juicio. 

Dijo que los billetes do la serie M falsificados, no tenian 
talones, por lo quo debía decirse que habían [sido sustraí- 
dos en Ja litografía durante la impresión, ó en tiempo 
de la quema do los sobrantes, apareciendo 'así duplicados. 

Que de esa sustracción era responsablo Lange, por 
cuanto en esa clase do negocios el litógrafo presta la culpa 
levísima, y se hace civilmente responsable do todos los 
abusos que pueden cometer sus empleados, como sucedió 
con Shominger ¡ y Lange no hahia cumplido con la obliga- 
ción de entregar todo exceso ó duplicación, lo que había 
ocasionado el delito de Shominger. 

(¿ue por tal sustracción seguida de la falsificación, Be- 
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nitez so habia visto obligado no solo á jia^ar los billetes 
falsificarlos, sin ó á encargar apresurad amento A los Esta- 
dos Unidos una nueva impresión que le costó 0,000 $ fls,, 
para acallar la alarma que semejante hecho Habla suscitado 
en el público. 

Acompañó ú la demanda varios billetes de la serie M. 
falsificados, y la cuenta que en 6 de Agosto do 1 807 Lange 
pasó á Benitez por la impresión de billetes, papel, nume- 
ración, encuademación de las libretas, y planchas, impor- 
tante la suma de 220,787 $ m/c. 

Lange contestó negando que la falsificación se hubiese 
hecho en su establecimiento y por cm culpa. 

Dijo que ella habia podido hacerse en la casa de Beni- 
tez desde que él recibió las planchas al terminarse la 
impresión entregada á su satisfacción. 

Que de la denuncia hecha contra Shomingcr por la fal- 
sificación do cuatro billetes, no se podía deducir que los 
acompañados por Benitez y todos los falsificados hubiesen 
sido impresos en su litografía. 

Que era incierto que Benitez hubiese encargado á los 
Estados Unidos una nueva impresión con motivo de la fal- 
sificación denunciada. 

Que él habia tenido todo el cuidado, y vigilancia en la 
impresión que se le habia encargado. 

Pidió ser absuclto do la demanda. 

Se abrió la causa ;\ prueba. 

En cuanto al hecho de haber sido impresos en la litogra- 
fía do Lange los billetes presentados como falsificados de 
la serie M y el de la serie B se presentaron las declaraciones 
de Ü. I liego Stewart y U. Manuel Dolz, diciendo que 
Lange en la casa Benílez reconoció como impresos en su 
establecimiento los billules falsificados ; y las declaraciones 
de II. Enrique Simón y D. Enrique Müller diciendo que se 
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habían impreso en la litografía do Lange billetes iguales a* 
los falsificados, sin poder asegurar si estos mismos lo ha- 
bían sido. 

Kn cuanto A la diligencia prestada por Lange, Ü. Manuel 
Ilulz declaró haber visto en casa de aquel billetes del banco 
Benitez en el suelo, en las mesas y sillas ; y los testigos 
Müller y Simón declararon que, mientras duró la impresión, 
Lange había ejercido la vigilancia debida. 

En cuanto al pago de los billetes falsificados, licnittv 
probó por testigos que hnbinn sido convertidos A la par, 

En cuanto A la impresión eue.irgadn A los Ks lados Uni- 
dos, Lange probó, y el mismo Henilez con Teso que el en- 
cargo so hizo antes que se descubriese la falsificación. 

Se agregó como prueba el espediente criminal seguido 
contra Federico Sliominger. 

Se absolvieron por una y otra parle posiciones, de las 
que resultó que había quedado un sobrante de la serie M, 
no numerado, que Lange dijo haber entregado A Benitez. 

7» lio drl Jitrr. *#«-«• tonal 

linmus Aires, Dii-irrubrt* de IRlít. 

Y vistos estos autos seguidos por 1». Apolinario líeni- 
lez contra IK lio borlo Lango por indemnización de daños y 
perjuicios, que sostiene ol primero haberle causado Lange, 
por no babor puesto las diligencias necesarias para impe- 
dir que se sustrajese de su establecimiento de litografía, 
los billetes impresos allí con ti osti no al Banco Benitez en 
Gualeguaycliú, de lo que ha re.Miltado una falsiiicacion de 
estos billetes del misino gravadu p impresión, que fueron á 
püidt 1 á maní!* efitcañas, y resultando dr dios. 
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1° Que ha sido Lango el litógrafo que se encargó del 
gravado é impresión de los billetes del Banco Benitez, ha- 
biendo cobrado por su trabajo ol importe do la cuenta do 
(. 21, lo que reconoció el mismo Lango en el acto de ab- 
solución de posiciones de f. t ii. 

2" Que los billetes corrientes en autos, tanto los de Ja 
serte marcada con B corno la de M, han sido impresos en 
la litografía de Lange, como lo comprueban contra la aser- 
ción de este último las declaracionos de los testigos Diego 
Stewart f. 120 vuelta, y Manuel Dolz f. 135 vuelta, corro- 
borados por la presunción que arrojan la del grabador En- 
rique Simón, f. 136 vuelta, é impresor Enrique Müller, f. 
133 vuelta. 

3" Que contra la aserción del mismo Lange aparece el 
testimonio de actuaciones agregado como ¡vario de prueba 
á f. 231, que Lange denunció ante la Policía á su depen- 
diente Luis Federico Scliominger, por andar haciendo circu- 
lar billetes del Banco Benitez, los que habían sido impresos 
en su litografía, cuya denuncia apareció después compro- 
bada según lo demuestra la sentencia condenatoria que se 
registra en los mismos obrados. 

4 U Que la falsificación de los billetes marcados con la 
letra M aparece comprobada de la duplicación corroborada 
por el hecho probado en autos, de que ha habido falsifica- 
ción ejecutada por un dependiente de la casa de Lange. 

5" Que este mismo hecho unido al que resulta del 
acta de posiciones de f. 258, que Lange conservaba en su 
poder un sobrante de billetes y al que resulta de la nota 
déla Policía de f. 151, demuestra que Lange no empleó la 
diligencia requerida por la naturaleza del negocio que ha- 
bia contraído con Benitez, por lo que aun cuando no se 
haya justificado debidamente que la falsificación Scliominger 
se hubiese hecho en los billetes de la serie 31, Je es impu- 
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tnble el resultado Je su negligencia, por haber depositado su 
confianza en dependientes indignos de ella, y haber guardado 
indebidamente en su peder les sobrantes que debiú inutilizar. 
li u nu se lia justificado por HenUez qtielu sostilu- 
cion de los billetes impresos por Lango, por los venidos do 
los listados Unidos, lia ya sido á causa de bailarse descubierta 
ta fiilsiííe:ieion en los primeros, y 7 o Une por el contrario, 
lia prehadu Lan^c que el encardo de estos últimos billetes 
se hizo antes de descubrirse la laUiíIeacton que aparece de 
las actas de p ..iones de Cujas ¿iS y 2 ó 8 y considerando: 
1", que si bien deben serle imputable á La rige las conse- 
cuencias de la falla de diligencia que se lia juslifieado en 
autos, su responsabilidad debe solu eslenlerse á las indem- 
nizaciones civiles y nunca á una indemnización criminal, 
como lo pretende Ltcnitcz en su escrito de f. ¿7, pidiendo 
la aplicación de una inulta de 3,000 pesos con destino á 
los Hospitales ; *1\ que, en estas condenaciones so debe 
solamente tener en cuenta, la indemnización de los perjui- 
cios que se desprenden directamente del hecho imputable; 
3", que en el caso presento habiéndose probado que los 
billetes venidos de los Estados Unidos J'ueron encargados 
antes de descubrirse la falsificación, lo que prueba que con 
anterioridad al hecho de que se desprende ta responsabilidad 
de Lange, se tenia la intención de sustituirlos, no puede 
sostenerse que á causa de aquella se hubiese inutilizado 
la impresión de Lange; 4", que el único perjuicio compro- 
bado y que se desprende inmediatamente de la falsificación, 
es el pago de los billetes falsificados ; y o", que habiéndose 
justificado per líe ni Le/, con tas declaraciones de los testigos 
Cayetano Walls, f. 221, Francisco Guerra, f. 225, y Asiselo 
Méndez, f. que la conversión se hizo á la par, la 
responsabilidad de Lango debe eslenderso hasta el valor 
escrito de ta serie M ; por estos fundamentos, fallo, que 
t, i. 1% 
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debo condenar á U. Roberto Lange de acuerdo con lo pres- 
crito por los artículos y «3 del Código de Comercio á 
pagar al demandante por razón de daños y perjuicios el va- 
lor escrito do la serio 3/, ol que deberá ser previamente 
liquidado por el actuario, sin especial condenación en cos- 
tas. Hágase saber y repóngase los sellos. 

Ándrái Ugairiza, 

Las dos partes apelaron de la sentencia. 

Lange pidió se le absolviese del pago de los billetes do la 
serie «M.> 

Dijo que no estaba probado que dichos billetes habían 
sido impresos por él, ni quo Imbiesi'n sido sustraídos de su 
establecimiento ; y que era posible que la duplicación de 
aquellos hubiese salido de la misma casa de lien i tez, ya 
porque la entrega de los billetes impresos en su litografía 
se había hecho en diferentes ocasiones y sin conlarlos, 
según la con fes ion de lio ni tez y su representante IlullerorT; 
ya porquo según la misma confusión, i le ni tez habia recibido 
siempre muestras de cada serie de billetes; ya porque había 
sido entregada á Ítem leí la plancha, y cualquiera podia 
imprimir billetes con ella. 

Benitez pidió que so condenase Lange á pagar los 3,000 
pa. fls, pedidos en la demanda y las cosías, a mas del pago 
de los billetes de la serie «M » 

Dijo que estaba probada la negligencia de Lange, que 
dejaba en el suelo los billetes y se fiaba de un desconocido 
como Shoininger para quemar los sobrantes. 

Que de ese descuido so ocasionó el hurto y la falsifica- 
ción, debiendo por consiguiente ser imputada á Lange. 

Que de esa falsificación se derivó un perjuicio a Itcnitoz 
por lucro cesante, desde que los billetes cayeron en descrédito. 
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Que esos perjuicios debian ser indemnizados, y pur eso 
pedia la suma de 3,000 ps. fts. que, pm- S11 desprendimiento 
solicitó fuesen aplicados ¡i los hospitales, y no porque 
húUm cónsul crin Id oí pago de dicha suma como una 
pena. , 

Que Lin^c le bahía obligado íí entrar en este proceso 
por su euipa, y por consiguiente debia responder de las 
costas del pleito. 



Fallo dr Ij» Niiprrnm Corle. 

Hílenos Aires, Julio II de 1871. 

Considerando— Primero: que la responsabilidad civil que 
se deduco por el demandante contra Don Roberto Lange, 
se funda únicamente en la negligencia que le imputa para el 
cuidado en la impresión de los billetes, á íin tic evitar su 
sustracción— Segundo: que del hecbo mismo de ta sustrac- 
ción perpetrada no se puede lógicamente deducir como con- 
secuencia única la verdad de aquella imputación— Tercero: 
qm K) que á eso respecto declara el testigo Don Manuel 
Uols, a foja ciento treinta y seis vuelta, está terminantemen- 
te contradicho por los testimonios de Don Enrique Miiller 
á Ibja ciento treinta y cinco ín fine y ciento treinta y cinco 
vuelta, y de Don Enrique Simón, á Toja ciento cuarenta, 
según los cuales el dcinan lado Lango ejercitó, minntras 
duró la impresión de los billetes, la vigilancia debida- 
Cuarto: que, aun en el supuesto contrario, no siendo cau- 
sado el perjuicio cuya reparación demanda Don Apolinario 
Benitos, por el simple hecho do la sustracción, sino por los 
de falsificación de la tirina y circulación de los billetes, en 
que ninguna participación se lia atribuido, ni laenos com- 
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probado, á Don Roberto Lange, y do los cuoIbs no fué la 
sustracción sino un acto preparatorio, sin consecuencia 
alguna por b( misma si no hubiese sido subseguido por los 
otros, que son los que consumaron el delito de Luis Fede- 
rico Schoninger, y los que causaron el daño ; por estos 
funda montos se revoca la sentencia apelada de foja tres- 
cientos sesenta y tres y trescientos sesenta y cuatro, y se 
absuelve á Don Roberto Lange do la demanda interpuesta 
por D. Apolinario Heniles; devuélvanselos autos al Juzgado 
de su procedencia, previo pago de costas y reposición de 
sellos en la instancia, y ;il Superior Tribuna\ de Justicia en 
la Provincia, con el correspondiente oficio, el espediente 
agregado ad ejfectum videndt. 

Salvador Mama del Carril— Fran- 
cisco Delgado — José Barros Pazos 
—Marcelino Cgarte. 
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Don Pahk Zorrilla contra Don Feliz Calderón, sobre 
eviccion y saneamiento. 



Sumario, — \" Las convenciones hechas en los contratos, 
forman para las parles una regla á la cual deben someterse. 

2 U Vendido un terreno al propietario del terreno limítrofe 
con la cláusula de darse por terminada la diferencia exis- 
tente sobre un pedazo de terreno entre él del vendedor y él 
del comprador, este no puede exijlr de aquel el saneamien- 
to de 1:» |iarlc comprendida on la venta que aparezca per- 
tenecer al comprador, si resulta que sobre esa parte de 
terreno existia una cuestión entre los dos. 

U° No probándose la existencia de otra cuestión, debe 
decirse que esa era ta especificada en el contrato de com- 
pra-venta, por el cual se duba por concluida. 



Cafo. — En San Luis en 8 de Enero de 1 870» D. Feliz 
Calderón y Ü. Pablo Zorrilla celebraron un contralo por el 
cual el primero vendió al secundo una estancia conocida por 
las (Tres Chácaras» y c Vi vori la* con toda su área de ter- 
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reno, ganados etc., popel precio de 9,000 ¿fboliv., mitad 
al contado, y mitad A seis meses de plazo. « 

Calderón quedó obligado a* otorgar la correspondiente es- 
critura á Zorrilla i tan luego como este hubiese hecho men- 
f surar Ja estancia y se supiese el número de cuadras que 
« contenia, componiéndose aquella de 50 cuadras di Sud 
i A Norte, que arrancarán desdo el lindero N., y desde 

* Naciente á Poniente desde él terreno de los Funes liasla 

* la Cañada, lindando por el Sud con Doña María Antonia 
< Calderón. > 

En el final del contrato se puso esta cláusula. « Por 
i el presente contrato queda de todo punto terminada la 
t diferencia que había entre los contratantes sobre un 
« pedazo de terreno éntrela * Vtvurila» y la «Escondida». 

Después que Zorrilla hubo pagado totlo el precio del 
campo comprado, se presentó anle el .tusando Nacional do 
San Luis, diciendo que de la mensura practicada resultó 
que en !a venta, en la dirección de Norte ¡i Sur, tur com- 
prendida una parle de terreno correspondiente á la Estancia 
de la í Escondida» de propiedad del demandante, *fgun el 
plano acompañado, y compuesto de 7í¡3 cuadras y 7,ri0O 
varas cuadradas. 

Que debiendo el vendedor sanear al comprador la cosa 
vendida, pedia que Calderón fuese condenado á pagarle el 
importe del terrero mencionado A razón de nueve reales 
bolivianos la cuadra cuadrada, que era su menor precio. 

Conferido traslado, Calderón, oponiéndose A la demanda 
contestó que do tiempo atrás existia entre él y Zorrilla una 
cuestión sobre sí el pedazo tle terreno, porque se le deman- 
da, pertenecía á la * Escondida», ó á la < Vi vori tai, cues- 
tión que se ventilaba ante el Juez de lo Civil Dr. I'erreyra. 

Que llamados á conciliación, propuso á Zorrilla anle el 
Juez venderle la t Vívenla» en las condiciones del contrato 
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y cláusula final, propuesta que ftiÓ aceptada, antes de que 
se decidiera la mencionada cuestión, 

Se recibió la cansa á prueba subre los siguientes puntos. 

1" Si los terrenos cuyo saneamiento se solicita no lian 
sido objeto de controversia entre Calderón y Zorrilla. 

2«> Cuáles fueron los terrenos cuestionados, ó cuál la 
diferencia que bubo entre ellos sobre un pedazo do terreno 
entre la iVivorita» y la «Escondida», que quedó terminada 
por el contrato de en in jira-venta de 8 de Enero de 

3» Cuánto mas probar convenga. 

Ü, Hermenegildo Adaro, agrimensor, declaró que bubo 
una cuestión entre Zorrilla y Calderón sobre limites de 
terrenos; que en el jugado de lo civil Calderón pro- 
puso a Zorrilla venderle la ostaneia, no sabiendo por qué 
causa. 

El Dr. I). Cristóbal l>erreyra, diputado Provincial, infor- 
mó batter intervenido como Juez HÜ una cuestión de límites 
entre h estancia « VivoriU ■ , y * Escondida», y supo que 
las parte* se arreglaron, ignorando las condiciones. 

Don Fernando y D. Florencio Decena, U. Ignacio Sosa 
y ü. Rafael Ferreira, testigos Lachados por haber declarado 
lucra del término y sin prestar júrame» lo, depusieron que 
hulio una cuestión sobre límites entre los propietarios de 
la • Escondida», y de la Vívanla». 

Se presentaron los títulos de propiedad de la estancia 
* Escondida» y «Vívurila», se absolvieron posiciones por 
Calderón, de las quo nada resultó, como tampoco de una 
declaración del testigo U. Viclor Juslo. 

Se agregó un espediente seguido en 1808 ante el Juez 
de lo Civil. 

Fué este iniciado por Calderón, diciendo que Zorrilla 
propietario de la * Escondida» lindera por el Norte con la 
tVivorita» estaba formando un potrero en terreno de esta; 
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y que no estando bien determinados, los linderos que se- 
paraban ambos campos, pedia ol deslindo del suyo nom- 
brando al agrimensor Adaro. 

El Juez ordenó el deslindo con cilaeion de Zorrilla. 

El Agrimensor esposo que había reconocido los linderos 
de Calderón, Punes y Zorrilla, y por su colocación habia 
visto que era imposible verificar til deslinde sin salir de sus 
atribuciones, concretándose á levantar un croquis de las 
propiedades «Escondida» y • Vivorita», para que resolviera 
el Juez; que casi todo e! terreno de la «Escondida » es- 
taba comprendido en la propiedad de Calderón, por lo que 
los trabajos de Zorrilla quedaban en terreno do aquel, si 
so aceptaban sus linderos. 

Se llamó las partí 1 * a* conciliación, y á nada so ^arribó. 

El Juez de lo Civil dictó el siguiente nulo. 

San Luis, Asíosla 1¿ de (HuO. 

Vistos y atendiendo : I", ;í que la solicitud de Don Feliz 
Calderón solo se dirijo al deslinde de los terrenos de la 
«Vivorita» por el castado Norte, con la estancia de tEs- 
condida» ; 2°, á que según las escrituras do Calderón, sus 
terrenos están sujetos á los linderos de las «le la eslaneia 
de Nogoli, siendo id lindero Nnrle el que el perito agri- 
mensor en e! croquis adjunto, señala con et nombre de Cal- 
derón ; íl", S que este lindero por las eseriluras de Nogoli, 
está en virtud de mensura y amojonamiento anterior de eon- 
formHad de interesados y que por consiguiente es un puntn 
fijo y determinado, que, á no liaher otro, debe servir de par- 
tida, el \k. Castro en su Prácl. For. : Cap. !>'", núm. 58! t ; 
\», íi que según la nota del perito y el croquis adjunto, de este 
punto fie partida, verificado el deslinde, toma Ja linea Oeste 
la mayor parte de los lerrenus de Li ■ tÍM:ntidnla > , que 
tienen una mensura y deslinde propios, como se vé por los 
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dorumentos presentados por D. Pablo Zorrilla, que hasta 
tanto se esclarezca el verdadero derecho de propiedad y pose- 
sión sobre ellos, deben sor respetados por el Juez ; y 5% 
quo al Jaez corresponde on virtud de los títulos que los 
interesados lian presentado, determinar el punto que lia do 
servir do partida v la manera como se ha practicar el dos- 



Par tanto, y en mérito de lo que conslj de autos y do los 
anteriores considerandos, declaro: l"Sc practique el deslinde 
solicitado por I). Feliz Calderón de los terrenos de la tVivo- 
ritai enu los de la iKscondida», lomando por punto de par- 
tida el lindero Nor-oesle de la estancia de Nogoli : 2 o Que 
tocando á la linead lt que señala el croquis, de la « Escon- 
dida », después de revisada esta escrupulosamente, el punto 
U con el nimbo correjido si? prolongue al (leste hasta salvar 
los terrenos que demarcan los títulos déla «Escondida», sin 
perjuicio de la prolongaran de la línea al Oeste del punto 
A de partida basta donde por sus títulos convenga al solici- 
tante ; y 3" (Jue previo el plano que el Sr. agrimensor le- 
vantará con detalles claros y eireuns-tanciados especialmente 
en la parte de ÉoHndáeioí! do la < Escondida» con la «Vi- 
vnrita», se devuelva con las diligencias originales y los 
títulos de ambos terrenos y espediente, á Un de que los 
interesados puedan barer valer sus derechos en forma ante 
el Juzgado, según les conviniere, llagase saber y repón- 
gase el papel eomun con el sellado correspondiente. 

C. Fercyra 

Con estos antecedentes so dictó el siguiente : 
titilo del Jurx Hrrtional. 

San Luis, Abril 2á de 
Vistos : cu la causa civil ordinaria iniciada por 1>. Pablo 
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Zorrilla, de nacionalidad Española, contra D. Félix Calde- 
rón, Argentino, sobre saneamiento de cierta esteneion de 
terreno que el primero dice ser de su propiedad, y que 
ha sido incluido en la ostancia denominada «Vi vori ta» y 
Tres Chacras, vendida por el segundo ú aquel ; acoiupa ñan- 
dú á la demanda un plano de la estancia vendida, y la es- 
critura del contrato de venia que se registra a f. i", en el 
que Bñ resiatra un artículo concebido en estos términos. 
Con el presente contrato queda de todo punto terminada la 
diferencia que había entre los ron i raíanles sobre un pedazo 
de terreno entre la i Yivorita* y la * Escondida* estancia , esta 
del comprador Sr. Zorrilla. 

Tramitado ol juicio y abierto ¡í prueba, se lijaron como 
puntos á probarse por el actor ; I o Que los terrenos cuvo 
saneamiento solicita, no lian sido objeto de controversia en- 
tre el Sr. Calderón y el demandante ¡ 2°, cuáles fueron los 
terrenos cuestionados, ó cuál la diferencia que buho entre 
los contendores sobre un peda/o de tornillos entre la (Vi- 
vurita* y la (Escondida» que quedo terminada por el contra- 
ía de compra-ve nía celebrado entre ambos ; 3", cuánto mas 
probar le convenga ; — el demandado podrá producir como 
contra pruoba lo que á su derecho le convenga. 

YA Sr, Zorrilla lia producido como prueba dentro del 
termino los títulos de propiedad de las estancias * Escon- 
dida» y c Yivorita» algunas eontrapregunlas hedías al tes- 
tigo Ailaro presentado por Calderón, y unas poMciuncs de 
este, y lucra de término, según el informe del actuarlo, las 
declaraciones de Peni a rulo Uocerra, Ignacio Sosa, Ha la el 
Kerreyra y ti oren ció 1 Socorra, corrientes ilc fojas Hl ú i- 
vuelta — Por parte de Calderón se han producido las decla- 
raciones de 1). Hermenegildo Adaro, 1>. Yictor Tula y el 
informe del Diputado Provincial Dr. LK Cristóbal Pereyra 
corrientes de fojas 23 vuelta á ¿ít, respecto de las que se 
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ha alegado por ambas partes, tachando por la de Calderón 
las declaraciones de los testigos Fernando y Florencio Be- 
cerra, Sosa y Ferreyra, la de lus tres últimos por haberse 
recibido sin juramento, y todos por no haber sido en el 
dia designado por este Jugado : estudiadas las pruebas, 
los alegatos y el informo oral de los defensores y conside- 
rando : 

1" Que examinados los títulos y planos délas fincas cVi- 
vorila.% «Escondida», se presenta á primera vista el origen 
de una cuestión que tarde 6 temprano tenia que desarrollar- 
se, puesto que los de la iVivorita» , acuerdan á BU pro- 
pietario., liíicia el Norte, derecho sobre media legua mas 
menos ib' frente al naciente con una legua de fondo al po- 
niente dentro de los terrenos de la i Escondida» ; y los títu- 
los de esta, dan a su propietario igual derecho sobro el 
mismo terreno hacia el Sud, introduciendi.se eu los de ta 
«Vivorila», sin que sea lícito A este Juzgado, ni del caso 
presente, entrar á calificar la impoitaucia ó mayor valor de 
los referidos títulos. — Considerando 2" Que esta cuestión 
vino á desarrollarse con motivo de la solicitud de deslinde 
que Calderón luz» ante el Juez de fuero Civil corriente á 
f. <17 t cuestión que se pono mas de manifiesto por el infor- 
me del agrimensor Miro de f 71, en el que espresa que 
suspende sus procedimientos pnr no m-r de su competencia 
ni la del Juez de 1':*/, que la acoro paña resolver la cuestión 
que so presenta, cual era, ule que casi ei todo de ¡a En- 
tendida está atmprmdidá en ¡a propiedad del 6>. Calderón ». 

Considerando, ;i" Ijue llamados á conciliación por el Juez 
de lo Civil según consta á l. 71 vuelta, no pudieron eonve* 
nirse entro Zorrilla y Calderón sobre el punto que debía 
servir de partida para traüar^ la línea divisoria entre sus 

propiedades «Escondida, v tVivonla» ; con cuyo motivo el 

i* * , 

Juez tuvo que determinar el punto de 
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soria, salvando los derechos do Calderón según, sh vé a f. 
73, en el secundo período del l n considerando de su auto 
en el que dice : ty que hasta tanto se esclarezca el verdadero 
derecho de propiedad y posesión sobre días deben ser respetados 
por el Jttes*. Considerando i' Que por la declaración de Adaro 
é informe del Dr. I). Cristóbal Pereyra ante mencionado, 
consta que existia una cuestión do límites entro Zorrilla y 
Calderón. — Considerando 5" Que en caso de dar algún va 
lor á las declaraciones de los Hecerra, de Sosa y Ferré yra, 
ellas solo probarían que hubo una cuestión ó diferencia so- 
bre límites entre los propietarios de la (Escondida • y «Vi- 
vorita», pero sin determinar el área de terreno ni aun el 
punto cuestiona ilo ; cuestión que rio se llevó ó al menos no 
consta, ante los Tribunales y que por consiguiente no ha 
podido ser materia de transacción. — Considerando i\° {}i\e 
referiéndose ambas parlas ni contrato de f. I a , tienen nuc 
subordinarse á lo en él convenido : pues tas ronmiviones 
hecfmscn fas contratos forman [tara las partes una regla a la 
cual deben someterse como á la ley misma, nrt. (¡l.CajK 
tít. I", y Sec. 3" Libro 2", Código Civil. 
Considerando 7" —Que estando al lenor literal del contra- 
to, la cuestión terminada por él es la que ex istia entre 
ambos contratantes al tiempo del contrato y no la que pudo 
haber existido entre los causantes ó predecesores, y esta 
cuestión no ha sido ni podido ser otra que la origi- 
nada por la solicitud de deslinde hecha por Caldero». — 
Considerando H a — Que las palabras pedazo de terreno 
que lia servido de fundamento á la parle de Zorrilla 
para formar el argumento de que no pudo reputarse 
pedazo lo que es la untad de Ja « Ksemidida • está 
bien empleada por la parle de Calderón, pues al repu- 
tar la suya comparándola con el resto ;de la estancia 
que vendia, en verdad es un pedazo ; pues no alcanza 
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ni a la octava parle de ella; pudiendo decirse utro tanto 
sí se tema la • Escondida i en su eslension tulal ai 
tiempo del contrato, mies componiéndose entóneos de 
los terrenos <| nt> fueron dados por el (¡ohicnio en pago al 
Cu ron el Domínguez, y se o ni ó por compra á la < Esron- 
dida, i y del que Uon Santiago f,a horda compró al Go- 
bierno, la parte i:uestion;ida us un pedazo que apunas 
alcanzará i una cuarta parle. 

Por oslas consideraciones y leyes citadas, definitiva- 
incnlc juzgando — Jallo ; Une debo declarar y declaro que 
el Si'. Zorrilla nn ba probado su acción y que por con- 
siguiente mi bay lugar al sancaiuiunln solicitado, absol- 
viéndose al demandado Don Félix Calderón; siendo de 
cargo del ador el abono de cosías. Repónganse los se- 
llos; y si no hubiese apelación, archívese devolviéndose 
los títulos, dejándose constancia de su desglose. 

i. Pablo Saravta. 

Zorrilla apeló y se le concedió el recurso libremente. 

Ante la Suprema Corte alepó que la cuestión dirimida 
por el céntralo de compraventa, fué un ángulo que 
lormau las dos Estancias en donde están las casas de 
la Yivorita ; y que estaba pronto á justificarlo con tes- 
timonio de personas respetables. 

<¿ue hubo irregularidad en el procedimiento del Juez, 
porque una vez o [tuesta á la demanda la excepción do 
transacción Cumiada en el contrato de compraventa, de- 
bía imponerse al demandado la prueba de que la cues- 
tión tranzada versaba sobro el terreno reclamado. 

Mué esta prueba no se balda rendido, pues se había 
alegado ser la existente ante los Tribunales do la Pro- 
vincia, y esta versaba sobre el deslindo pedido por Cal- 
derón. 
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Que micnlras tanto on el contrito se había especifi- 
cado la es ten s ion de 50 cuadras del terreno de Norte 
á Sud, por lo que estas dcbiun ser «aneadas. 

Que si el vendedor hubiese querido ponerse ri cubier- 
to de dicha obligación, habría debido vender lo que resul- 
tase de la mensura. 

Pidió que revocándose la sentencia apelada, se conde- 
nara á Calderón con arreglo á la demanda. 

Contestó la parte del apelado pidiendo la confirmación 
de la sentencia. 

Dijo quo el saricamontn tiene lugar cuando lia ha- 
bido eviccion, art. U3, cap. 5, tít. 3, secc. 3, lib. 2, del 
Cód. Civil, y en este caso nadie habta demandado y 
vencido en juicio á Zorrilla, disputándole el terreno en 
cuestión. 

Que el contrato de 8 de Enero do i 870 era una 
venta por junto, según la definición del art. 18, cap. 
\, tít. 3, secc. 3, lili. 2, del Cód. Civil, pues Calde- 
rón vendía en masa y por un precio la estancia, sin 
conocer su estonsion ; y que en esta clase de contratos 
el vendedor no esta obligado á sanear una estension de- 
terminada. 

Que además por el contrato de compra venta se con- 
viene en quo debía quedar concluida toda cuestión sobro 
límites. 

Fallo de I* Buprem» Corte. 

■ 

Buenos Aires, Julio 15 de 1871, 



Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas 
la sentencia apelada, corriente do fojas noventa y dos 
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á nóvenla y cuatro vuelta; satisfechas tas de la instancia 
y repuestos los salios, devuélvanse los autos. 

Salvador Maiua uel Cabiul.— Fran- 
cisco Helgado.— José I Sarros I'azos. 
— Marcelino Ugartk.. 



(USA XLV. 



U. Ab'jandri) Paz ron ira Lamas, ílegúttetja y O, sobre 
desembargo , t/i recurso de queja. 



Sn?nario—\o VA aillo no haciendo lugar á o ti desembargo 
pedido iluninte el curso de h cau&a, m< inlii.-rv gravamen irre- 
parable por la dHinitiva. 

¿° Los autos i Rterlocu torios que no causan gravamen 
irreparable por la definitiva, no son apelables. 



r7fj<ífj— Lnmns, Regimcpja y O. demandaron á I). Ezcquiel 
Paz, esponjeado haber entrambos comprado e! vapor i Co- 
mercio del Hosario» para el servicio do una Bocicdad anó- 
nima, sagun escritura pública. 
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Qut3 al liquidarse la suciedad so llamó a" propuestas para 
la venta del vapor, ofreciendo 1>. Ezequiel Paz lí*,íiÜ0 pesos 
fuertes, paga duros ",.300 ps. lis. al contado para atender las 
deudas del buque y con b garantía do Lamas, Krgiinega y 
C\, y 12.0UÜ ps. lis. á pagarse al Crédito Mobiliario. 

Que no habiendo cumplido l'az con sus compromisos, se 
negaron á hacer el traspaso de la mitad del vapor, y sabedo- 
res de que Paz pretendía vender el vapor al Gobierno Nacio- 
nal entablaban demanda por la init.nl del vapor, y los daños 
y perjuicios, y pidieron por otro si se librara oficio al Minis- 
terio de Hacienda para que quedara embargado el valor del 
buque. 

Los mismo.* ampliaron la demanda cobrando i, 020 pe^os 
90 c. fts. por suministros heéhfls al vapor, y mauílcslando 
que este había sido arrendado al Gobierno Nacional, y no 
vendido, como suponían antes, pidieron so embarcasen los 
arrendamientos. 

So admitió la demanda, y se ordenó el embargo pedido. 

D. Ezcquiel Paz reclamó, y no se liizo lugar á su reclamo. 

Estando para ierminarse la cuestión entre los den. luían- 
les y D. Ezcquiel Paz, se presentó en juicio l). Alejandro 
Paz, beruiaiio déoste, pidiendo el desembargo de los arren- 
damientos en virtud de haber Comprado vi á 1). Kzequicl 
Paz, el vapor, y haber hecho él el emirato de arriendo con 
el Gobierno; agregando que á su vez habia vendido el vapor 
á l)a Es teta ni a Onieva, obligándose á sanearlo. 

Contestaron los demandantes alegando á su favor los pr!- 
vilejios acordados por el Código da Comercio en sus artículos 
i 021,1022 y 1023, 

fall* del Juez Sccrlonal. 

iluenoí Aires, Junio i" de 187L 
Autos y vistos; por los fundamentos espucstos en el pre- 
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Mdunto escrito no ha hidrato pedido por [), Alejandro Vm 
y sigan lo» autos según su estado, siendo las costas do este 
incidente ií cargo del referido Paz. 

Cfjarrizc. 

I». Alejandro l'az ;i¡>cló y se le negó el recurso con arreglo 
al artículo ¡JllO de. l.i ley de procedimientos. 

Afieló de hecho ante la Suprema Corte. Evacuado el in- 
Ion no curre spund ¡ente pur el Juez, do Sección se dicto el 
siguiente 

tullo de lw Suprema Corte. 

Hiiudus Aires, Julio l.'ule í 871 . 

No causando gravamen ¡rreparahle por la definitiva el 
a o Lo de ojio se queja lloji Alejandro l'az, y no siendo, por 
tonto, apelable conforme á I.» dispuesto en el articulo dos- 

c,enltts S,,|S 1:1 '''V (Jl ' l'i-Hüe.limieiitos, no ha lugar con 
costas al recurso. 

Salvaimik MauÍa mll Caiuul^Fiian- 

CISCO DüUiADo — ,l0SK lUllllOS \*A~ 

/os — ,Maju:llino I'üautk. 



V. 1. 
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D. Li>aníiro Moyana contra !> Javier MAina. sobre delito de 

falsa denuncia. 



Sumario.— \* La Justicia Nacional es iiiemnpeleNte nnra 
conocer del delito de falsa denuncia, relativo á un crimen 
ordinario cometido en territorio provincial. 

2° Son nulos en consecuencia los autos que se dicten al 
respecto por un Juez de Sección. 

3o La aparición ante un Juzgad.» Federal de un proceso 
levantado por la autoridad provincial ; sin ennstar de que 
manera lia pasado du una a" otra jurisdicción, es una irre- 
gularidad notable. 

Caso.—tn 9 de Mayo de 18119 I). Javier Molina, comisario 
del distrito de ÍUaTpfl, Provincia de Mendoza dió parte al Juez 
del Crimen que de los potreros de DLisandroMoyano, habían 
sido sacadas y conducidas á Chile ciento y tantas ínulas de las 
robadas en San Juan por Santos Poncc, capataz de arreos del 
citado Moyano, y los hermanos do aquel, previniéndolo que 
estos Ponce anteriormente á" la revolución habían estado en 
la cárcel por ladrones, y que durante la rebelión luibian to- 
mado una parte activa en ella. 

El Juez del Crimen mandó levantar el sumario, agregando 
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en su ai ild * ij probado el hecho en h parte que, baste, captú- 
rese ni}. Usan tiro M>njnno ij tiernas vómplires. * 

Esta órden de prisión produjo el que prendieran á M o van o 
sin prueba alburia. 

llosultó luego que este so hallaba on Chile, cuando lleva- 
ron las las íi sus potreros, y cuando las sacaron do ellos, 

ilo modo que no podía tener complicidad alguna en ol 
hecho, 

Tur puesto pur consiguiente en Uberlar) hajo (lanza. 
Kl smiiano sobre el robo de mi ti ¡is mi friura en el proceso, 
y solo existen niel las declaraciones «le raritts testfgos exa- 
minados pur la autoridad provincial, para averiguar si Mo- 
yano haliia sido cómplice de la reljülton encabezada por Juan 
de Dios Vid tila; resultando de ellas que el dia de Ja revolu- 
ción, Moyauo, por órden del mismo Comisaria 1). Javier 
Molina, reunió en su casa unos veinte hombres que se Ín« 
corporaron á las fuerzas del Gobierno legal, y que tres dias 
después, cuando la rebelión aun río estaba pronunciada, un 
oficial de Vidcla reunió en la misma casa unos ocho hom- 
bres, con los que marchó. 

Estas actuaciones practicadas ante el Juez del Crimen, 
aparecen de repente en la olicina del Juez de Sección sin 
decreto mandándolas pasar, ni auto del Juez Seccional reci- 
biéndolas, con una petición de I). Lisa miro Moya no de 2(1 
de Marzo tic IS70 solicitando que on virtud de no resultar 
cargo alguno contra él y ser nulo lo actuado por el Juez del 
Crimen se sobreseyera en la causa, y so cancelara la lianza 
carcelera que habia tenido que prestar, 

hl Juez de Sección proveyó ordenando que Molina activara 
el asunto cuino daninilieado y acusador, y acusara dentro 
de nueve dias bajo apercibimiento de sobreseer en la causa. 
Kste decreto se notiliró a* Molina en 2S de Mayo de t870. 
En 11 do Junio, Moya no pidió se sobreseyera en la causa 
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en virtud dono haberse presentado Molina, y se lo d 
á salvo sus derechos contra este. 

El Juez do Sección dictó el siguiente auto : 

Mendoza , Junio 15 de 1810. 

Habiendo pasado con excuso e! término de í) dias que so 
acordó á D, Javier Molina para que produjese acusación con- 
tra D. Lisandro Moyano a virtud de su querella presentada 
al Juez del Crimen, como complico de Santos y demento 
Ponce, denunciados por ladrones de varias ínulas robadas en 
San Juan en tiempo de la rebelión, 

Estando apercibido el Sr. Molina por auto de 26 de Marzo 
do esto año, quo si no acusa so mandara sobreseer. 

En virtud de no haber acusado basta la (eolia. 

Habiendo la parlo de Molina reclamado al vencimiento del 
término susodicho, que se cumpla non el apercibimiento 
hecho. 

Considerando que lodo lo obrado ante el Juez del Crimen 
es nulo do hecho y derecho por ser notablemente incompe- 
tente para arrogarse el conocimiento de una causa quo es 
privativa do la Justicia Nacional, según así lo establece la ley 
de 14 de Setiembre de 18G3, y lo ha determinado la Corle 
Suprema por varias declaraciones ' al respecto. 

Considerando que quien es apercibido ejercitar un dere- 
cho voluntario dentro un término dado, y no lo hace, so 
entiendo que desiste. 

Sobreséase en esta causa y archívese con reserva de su 
derecho a l). Lisandro Moyano para que repita como y 
cuando viere convenirle contra quien corresponda en tér- 
mino legal. 

Cancélese la fianza carcelera otorgada por D, Pascual 
Suarcz corriente a f. 15 á favor de Moyano. 

Pafma. 
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U. Lisandru Moyana en uso de la reserva hecha, acusó á 
I). Javier Molina ñor calumnia y talsa denuncia, y pidió se 
te aplicase el tuáximun de la pena prescrita por los artículos 
CC y 73 de la ley nacional penal. 

Conferido traslado, Molina declinó de jurisdicción, diciendo 
que el sumario levantado auto el Juez, sobre el cual so ba- 
saba la acusación, había sido declarado nulo, y no podia dar 
causa á este juicio. 

Que por otra parte, el crimen que acusaba Moyano no cor- 
respondía ¿i la Justicia Nacional el juzgarlo, y si á los Tribu- 
nales Provinciales. 

Moyano contestó que por el auto de 2f> de Marzo do 1870 
se calificó ú Molina corno denunciante. 

Que este auto fué consentido por él. 

Que siendo competente la Justicia Nacional para la causa 
principal iniciada por la denuncia de Molina, lo debía ser 
para juzgar ln falsedad de la denuncia, por ser esta un inci- 
dente de aquella. 

Que la nulidad del proceso declarada por el Juzgado de 
Sección, era un antecedente mas para cslaMeeer la compe- 
tencia del mismo en la causa principal é incidentes. 

Se dió vista al Procurador Fiscal, y este sostuvo la compe- 
tencia del Juzgado Federal per emanar la acción de Moyano 
del juicio en el cual fué competente aquel, s por establecerse 
en ol arliculo de la ley nacional criminal, la pena d»; las 
denuncias ó arusaimmps que hubieren sido declaradas 
calumniosas. 

Fulla del ante* .Ir ««- «-rio» 

Mpmlna. Octubre 13 He 1870. 

Y vistos: considerando : 4° Que el espíritu y tendencia 
manifiesta do la resolución de 15 du Junio del presento año 
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f. 27, no es otra que anular el sumario iniciado [tur r! comi- 
sario D. Javier Molina, sequillo por el Juez del Crimen en 
razón que ni uno ni otro lienen jurisdicción [tara encausará 
un ciudadano sobre rebelión y demás eri muñes perpetrados 
con ocasión de ella, por ser esta una facultad privada á la 
Justicia Federal, según el caso resuello por la Corte en ta 
causa de Luciano Chitólo N ú 17!', y las causas XXIII T XXIV, 
XXXII y XXXIII «Kallosdola Corte, lomo >>; á" One esta 
anulación no importa mas que rechazar una prueba y toda 
su actuación por no ser jurídica ni legal, desde que quien 
lo forma y autentifica no es autoridad léjftíma ni constitu- 
cional ; íi" Oue de £H|tJÍ se deriva la cotisei-nencia mas que 
lójica y congruente: que no siendo legales ante la Justicia 
Nacional los aclos del Comisario .Molina como del Juez 
Vidcla Correa.no se puede ni debe proceder por ellos y 
faltándoles la fe pública, todas Jas fojas del sumario son 
libelos privados que sin legalizarlos mjij ¡nsiifiiilicautes ; 
4° One el sumario en una causa criminal entre partea no 
es indispensable, por tanto, es esta la rozón porque el Juez 
ha pasado al ordinario en vista que aquel era nulo ; '*" 4Juc 
el hecho de haber declarado el Juez esto último, no es un 
fundamento aceptable que por ser fu miado eso sumario en 
jurisdicción provincial, no puede la nacional admitir una 
acusación aunque se instaure sin fundamento lejilimo ya 
que éste se puedo dar en el lérminu ordinario de prueba; 
G° Que basándose La acusación sobre hechos con ocasión de 
Ja rebelión, la competencia nacional es indispensable, mu- 
cho mas cuando se traía do un dedilo que está previsto por 
los artículos 1S y 7¡í de la Ley Penal Nacional de iX de 
Setiembre de IHGíí ; 7<* Que habiendo acusación de parte 
interesada que desafia la prueba, ¿cómo es rebelde y cóm- 
plice de ladrones en tiempo de la rebelión ó con ocasión de 
ella? tanto la causa pública está interesada en averiguar la 
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verdad porque do ai j u í resultará ó Ea vindicación ú el cas- 
tigo fie uno ú otro omtentlor; y 8° Que si es caso juzgado 
por la Corle Suprema que la imputación de ciertos abusos 
a" los puderes pruvineialos no es justillcable antu la juiiflus- 
oiui) nacional, esta re-la solo comprende las infracciones 
de leyes provinciales y no nacionales sobre casos ypeisonas 
silgólas á tilla como son los do rebelión, sedición, ¿a. ka. y 
sus consecuencias, entre tus cuales so cuenta lu calumnia 
como un eximen particular previsto por los artículos 18 y Üi 
de la !ey arriba citada. 

Ilali.endu el 1'iscal dictaminado en pro de la justicia 
nacional, con mas, <¡ue su personal es el mismo que fisca- 
lizó lus actos do D. Lisantlro Moyano ante el Juez del Cri- 
men \). Daniel Videla Correa. 

Kl Juez de Sección se declara competente para conocer 
de la acción por calumnia interpuesta á f. 31, y en atención 
á i|uc el sumario es desautorizado ó ilejUimo, no se puedo 
proceder [ior él á la aprehensión del presunto delincuente ni 
embargo de sus bienes» 

Kn su virtud I). Javier Molina conteste derecho ta acusa- 
ción de I". ÜH. Cada parte paga sus costas. 

Palma. 

Molina apeló y so le concedió el recurso en relación. 

Vista la causa por la Suprema Goíte, se pasó »para mejor 
proveer» en vista al Sr. Procurador General. 

Kste funcionario observó que no se comprendía la razón 
del decreto de áli de Marzo de IS70, 

Que s¡ el Juez de Sección quiere que el Comisario Molina 
viniera ante él á hacer buena su denuncia sobre el robo de 
ínulas, el conocimiento de esa causa no le competía. 
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Que si quería que viniera á acusará Moya no por rebelión, 
Molina no le había hecho tal careo. 

Que en virtud de la reserva inmotivada que hizo ei .lúe?, 
en el aulo de 15 de Junio do 1870, Moyano entabló la av- 
iación, para conocer ta cual el dicho Juez scliabia declarado 
incompetente. 

Que el auto apelado debía revocarse: í° porque la acusa- 
ción de calumnia no es del fuero nacional; 2*> porque la 
pretendida calumnia se refería solo al robo de unas ínulas, 
cuyo conocimiento no competía ¡í la justicia nacional. 

Que por esto pedia la revocación del ¡tuto apelado aperci- 
biondo al Juez por sus irregulares procedimientos. 



Fallo de la Suprema Corte. 

Dueños Aires, Jo lio 18 de 1H7J , 

Vistos, con lo espuesto y pedido por el señor Procurador 
General; y considerando : Primero, Que la denuncia hecha 
de oficio al Juez del Crimen en Mendon, por líon Javier 
Molina, Comisario del Cuarto Distrito Maipú, se re I i ere úni- 
camente al arreo de ciento ij tantas muían de ¡as robadas en 
San Juan, foja cuatro: Segundo, que, refiriéndose ;í un 
delito ordinario, reservado al fuero común de la Provincia 
en cuyo territorio ha sido perpetrado, el Juzgado Seccional 
ha carecido de toda jurisdicción para lomar conocimiento de 
la causa, siendo además, notable la irregularidad di; que apa- 
rezca en el Juzgado Nacional, sin auto del Provincial, ni 
oficio de remisión, no constando, por consiguiente, de que 
manera ha pasado de una á otra jurisdicción: Tercero, Que, 
no siendo competente el Juez de la Sección para conocer do 
ese proceso, no ha podido dictar validamente el auto de foja 
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veinte y cuatro vuelta, por el cual impuso al denunciante 
Molina la obligación de deducir formal acusación en término 
de nueve dias, ni el de foja veinte y siete vuelta, por el cua 
mandó sobreseer en el proceso, con reserva rio su derecho al 
denunciado Moyano, ni admitir la acusación de calmnma 
hecha por este a foja treinta y una, en virtud de la reserva 
espresada; por estos fundamentos, se revoca el auto apelado, 
corriente do foja sesenta a foja sesenta y dos, y prévm pago 
de costas y reposición de sellos, se devuelve el espediente, 
haciéndose al Juez de Sección la prevención indicada por el 
señor Procurador Genera!, en el último párrafo di su prece- 
denlo vista. 

Salvado» Maiüa del Cáhuil. -Fran- 
cisco Delgado. -José Bauhos PA- 
ZOS — MaUCELIX» tXAHTE, 



FALLOS [)E LA SUHIEMA COHTK 



Ü, Átlolfo ihujcr, contra fi IhM» Pmmda, svbn daño* y 

perjurios. 



Sumario. — -Los jueces Nucí orí ules no ejercen jurisdic- 
ción sobre los empleados de Provincia, para mandar 
que estos otorg-riün testimonio de actos pasados auto 
ios Tribuna h.*s Provinciales. 



faso.— II. Adulto llover rejin .sentado p..r Jt. J:.|iki r.J.> 
Ti lio i 11 el, demandó á |t, Pablo Pmneda por los daños 
y porju icios que decia haberle inferido por halterio liecho 
cerrar su establecimiento de comercio, pidiendo su de- 
claratoria de quiebra. 

Co ni crido traslado, Pruueda opuso las excepciones de 
incompetencia y litispendeneia, diciendo quo revocada la 
declaratoria de quiebra sin su audiencia, había apelado 
del aulo relativo, y estaba pendiente la apelación; pur 
lo que no podia decidirse si había lugar ó nó ¡i la indem- 
ni/.acion antes de resolverse. Ja apelación. 

Se contirio traslado, y Koger dijo que para contestar- 
lo le era necesario la cópia de todo lo obrado ante el 
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Tribunal de Comercio, y pidió se oficiase á esle pura 
(jiic el Escribano del Tribunal otorgase dicha copia. 

San Luis, Abril "iH de iH7i. 

No ejercieutlo esle Juzgado jurisdicción sobre los em- 
pleados de Provincia, y teniendo el «cúrrente espedita 
b vía para ocurrir por si mismo al Juez de Comercie, 
para ijue se le otorgue el testimonio rpie sobre In principal 
solicita, un lia lu^ar, y ocurra dpn¿e eorroápondc : al 
primer y segundo otro si, como so pide. 

Saravia 

Apelada por Hogor este auto fué confirmado pnr el 
siguiente 

Fallo de Ia Nuprem» Corle. 

Buenos Aires, Julio 39 te t$t*- 

Yistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apelad., de foja quince, satisl'uclias usías y re- 
puestos tos sellos, devuélvanse les autos. 

Salvaüou Maiiía okl Cáhuil. — -ttoXtafr 
cu Okii;.\i»o. — .1o.sk Bahiuis Pazos. — 
Maiiceunh I i.au i k. 
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D. Manuel Comíam (U ijo^ contra iK Manuel Medina sobre íüs- 
pensión de un j ttieh ejecutivo d causa de moratorias. 



Sumario. — La oposición á la orden do suspensión de los 
juicios ejecutivos, dictada |>or el juzgado de comercio, en vir- 
tud de un juicio de moratorias, es un incidente de este, y 
debe ventilarse ante el juez de las mismas. 



(laso. — I). Lorenzo Jordana siguió un juicio ejecutiva 
contra D. Manuel Medina por cobro de pesos. 

A osla ejecución se mezcló otra de l>. Manuel Condón», 
apoderado de Medina contra os te por cobro de costas y lio- 
nera r i os, 

Llegado el juicio al estado do haberse ordenado el re- 
ñíate de las cosas embargadas, el juez, de sección recibió 
una nota del de Comercio, comunicando que Medina babia 
pedido moratorias, y que habiendo llenado los requisitos 
del art. 18á'J del Cód. de Com. se babia decretado la sus- 
pensión de las ejecuciones, y la devolución de los ob- 
jeto:-, embargados. 

Hecho saber á las partes, Jordana hizo presente quo 
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los objetos embargados ya habían sido vendidos, y por 
consiguiente debian mandarse liquidar y pag:ir l:is cos- 
tas, entregándose el resto al solicitante. 
El juez dicté el siguiente auto: 

Buenos Aires, Jumo U de I8"l. 

Y vistos: no pudiendo el juzgado toutinuar en el co- 
nocimiento ú*e esta causn, mieni™< pvh; pendiente el de 
moratorias, que como universal avoca á sí lodos los juicios 
que so siguieren cu n Ira el deudor Medina, hágase saber 
al solicitante, ocurra donde corresponda. 

/aválela. 

D. Manuel Condom por su parte se opuso á la petición 
del juzgado do Comercio, alegando que Medina no era 
comerciante, en cuyo caso no pudian concedérselo mo- 
ratorias. 

■ 

Itueuos Aires, .luuio ij de 1M71 . 

Siendo el juicio promovido un incidente de las mo- 
ratorias, ocurra donde corresponda. 

Zavakta. 

Apelado este auto fué confirmado por el si-uiente 

í «lio de la HnprrBis ferie 

Buenos Aires, Julio -20 de 1871. 

Vistos: — l J or su fundamentóse confirma el auto ape- 
lado, corriente ¡í foja cuarenta y siotc vuelta, y se de- 
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vuelvo después de satisfechas las costas y de 
los sellos. 

Salvador Muh\ del c.muml 
cisco Delgado.— Jusé 
nos.— Mam ei. ini. rtiAHTi: 




ZJ. Mariano f.'íifiíi/ runír» IK Guillermo Matti tobre rcit in- 
dicación y da 110$ y perjuicio*. 



Sumaria. — 1° La parlo ií quien so lia conferido un 
traslado, y se le acusa rebeldía, no decae de su derecho 
sino después de pasadas las 21 horas que se acuer- 
dan para contestarla. 

2" No puede acucarse rebeldía á la parle, que, antes 
de contestar, lia deferido posiciones admitidas por el 
juzgado, mientras estas no sean absuellas. 



Caso. — \). Augusto Aliñada por D. Máximo Oabal de- 
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maridó á I). Guillermo Malí i por la entrega del vapor 
i Proveedor»» V el pogode sus arrendamientos e intereses. 

Conferido traslado, MutLi, después de un articulo re- 
suelto en su contra, contestó la demando acompañando 
varios documentos. 

Se dió traslado de I-js documentos en 1 1 de Febrero 

de l«7i. 

En 15 del mismo Almada pidió se regulasen los hono- 
rarios del articulo. 

So decretó en 22 de Webf&eo • evaoaado 'I' 10 sea c ' 
traslado se proveerá. • 

En de Febrero Malti, acusó rebeldíu. 

Se intimó se contestara el traslado dentro de 21 horas, 
en 2¡J de Febrero. 

Minada pidió se suspendieran los electos de este de- 
creto, porque no estaba aun ajee otaria do el otro de 2*2 
de Febrero del cual lia ni a reclamado. 

Tur auto de Al de Febrero declaró el juez que la 
rebeldía acusada habia sido estemporánea, y la dejó sin 
efecto, suspendiendo el termino mientras riu estuviese 
ejecutoriado el autu du la misma lecha, no haciende lujar 
al recurso contra el decreto de 22 de Febrero. 

Dictado este auto, Almada defirió posiciones á Malti, para 
con su conlesion contestar el traslado, 

Se citó á Matli por decreto de 7 de Mayo. 

Este pidió revocatoria y apeló insubsidium de dicho de- 
creto. 

Se con ferió traslado. 

Almada no se hallaba en la ciudad á causa de la 
epidemia reinante en esa época. 

El traslado se le notificó por fijación de una cédula 
en la puerta de su casa cerrada, en 17 de Abril. 

Kn 2il de Mayo, Matli acusó rebeldía. 
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El juez por auto do 30 de Mr.yn, atentas las circuns- 
tancias excepcionales (Je la épuca, concedió dias á Aliñada 
y mandó citarle por edictos. 

En 3 de Junio compareció Atinada y notificado del 
auto anterior, contestó el traslado, oponiéndose al recurso 
de Mattí. 

El juez por auto de 13 de Junio no hizo lugar i la revo- 
catoria y concedió en relación la apelación, 

Matti hizo presente que al pedir la revocatoria había 
acusado también rebeldía, y quo nada se había resueltu 
sobro esta, per lo que pedia aclaraciones al respecto. 

Falla del Juez Keerlonal. 

Buenos Aires, Junio 17 da 1871. 

No caducando, con arreglo al art, 12 de la ley de 
Procedimientos, ningún derecho siuú es que hubiesen trans- 
currido las 2Í- huras (pie BG acucrd.m para la rebeldía, sin 
que la parte usara de su derecho, y habiéndose declarado 
estemporánea la rebeldía acusada en el escrito de fojas 60, 
como resulta del auto de -í de Setiembre último, y estan- 
do pendiente la absolución de posiciones, que, según lo or- 
denado por el Juzgado, debe ser pérvia á la contestación del 
traslado pendiente, no ha lugar á la rebeldía acusada — Re- 
póngase el sello. 

/aválela. 

Apelado este auto por Matli fué confirmado por el si- 
guiente 

talla de la ttnprein» Corle. 

Huella Aire*. Julio 2<> de IH"1, 
Vistos: -Por tu» fundamentos, se continua cuu vmsUh> 



auto apelado de foja odíenla y seis, satisfechas estas 
los selUs. devuélvanse. 



Sai.vadoii Mahia i»ei. Cuinn.. I" fian cisco 
hF.i.r;\no. Josf. [i vultos Pazos. — 

MaHCFI1>0 1 Y, ARTE. 



D. Lorenzo forthu» contra ti. Manuel Medina, mitre suspen- 
sa* ffe tmjuieio ordinario á r.uisei ,ic moratoria*. 



Sumario — \» El cursi» de las causas pendientes ó que de 
nuevo se ¡niciaren, solu st? suspende, por efecto do la mora* 
loria, vn manto ¡í Ja ejecución. 

tí*' Kl juicio du moratorias no atrae Iris causas iniciadas 
contra el di:udnr. uinrulras rm esté laminado el procedi- 
niiciilo ordinario y se trate de ejecutar la sentencia. 



Cam. — U. Lorenzo Jorriana siguió ante el Jiutgadn Nacional 
T l - ¿ 19. 
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de Buenos Aires un juicio orJi narí o sobre indemnización de 
perjuicios contra II. Manuel Medina, cuyo juicio concluyó 
por sentencia ejecutoriada condenando ú Medina al pago de 
2,000 pesos rn/c, y á la indemnización de los perjuicios rj lio 
liquidasen los peritos. 

Mientras se tramitaba el nombra miento de peritos, se 
dictó el siguiente 

Fallo del Juez de Sección. 

litónos Aires. Junio 15 <ie iftll. 

Kcsullnndo de oims autos seguidos por U. Maauel Cííit- 
dom liijo, Contra II Manuel Medina por cobro de hunorarms, 
que este último se halla concursado, pásese al Tribunal di; 
Comercio previo pago de costas. 

Zamfeta, 

Jordana apeló, diciendo que Medina no su hallaba concur- 
sado, sino que bahía pedido moratorias, y^jue por estas se 
suspendían las ejecuciones, pero no los juicios ordinarios, 
ni estas se avocaban al Juez de las moratorias. 

Se concedió la apelación y el auto apeado fué revocado 
por el siguiente 

rallo de lo *ii|irrmn Corle. 

ííuenus Aires. Julio $0 de 1871. 

Vistos y considerando: Primero, Que de los otros autos 
á que se refiere el Juez de la Sección, que han sido vistos 
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per esta Suprema Corle, no re.su lia que Don Manuel Medina 
so e ncuen Iré concursarlo, si nú $ i in plómenle que lia pedido 
moratoria ante el Juez de Comercio en la Provincia ; Segun- 
do, [) m» el curso ordinario de las causas pendientes, ó que 
de nuevo se iniciaron, solo se suspende, por electo de la 
moratoria, en cuanto á la ejecución, como espresamente lo 
dispone el párrafo segundo artículo uní setecientos cuarenta 
y tres del Código de Comercio; Tercero, Que no hay por 
consiguiente razón para que el juicio de moratoria atraiga, 
como el juicio universal de concurso, con perjuicio de las 
jurisdicciones en que se encuentren arraigadas, todas las 
causas iniciadas contra el deudor, mientras no esté termi- 
nado el procedimiento urdí na rio y se trato de ejecutar la 
sentencia; se revoca el auto apelado, corriente á ibj a tres- 
cientos dos vuelta, y se devuelve el espediente después de 
satisfechas las costas y de repuestos lus sellos. 

Salva non María del Carril— Francisco 
Delgado — losé Barros Pazos — Mar- 

CRLINO UCARTE 



i ai, r. us de i.a sltheiía r.onTE 



D. Manuel Ouz YiiMa rnntra 1K t.'rftitto Funes, sobre cum- 
plimiento de contrato. 



Sumario. — El que alterna su residencia en dos pro- 
vincias, y en una tie ellas tiene propiedades raices, debe 
considerarse vecino de esta. 



Caso. — Ü. Manuel Cruz Videla vecino de Mendoza de- 
mandó nnle el juez Nacional de Mendoza á D. Ursulo Fuños 
sobre el cumplimiento de una venta de hacienda cele- 
brada en Mendoza en Junio de t8<>8, alegando ser Fuñe» 
natural y vecino de San Luis. 

Conferido traslado, Funes declinó de jurisdicción, díciontio 
ser también vecino de Mendoza donde estaba domicilia- 
do con su familia con ánimo do permanecer allí, y 
tenia propiedades raices. 

Agregó fjue siendo ciudadanos argentinos el demandante 
y demandado, y vecinos de una misma provincia, la causa 
pertenecía ó ln justicia provincial. 

Videla negó que el domicilio de Funes fuese en Men- 
doza. 
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So abrió la causa á prueba, y do esta resultó que 
Funes alternaba su residencia en Mendoza, come en San 
Luis, y tenia p/opiedades raices en Mendoza. 

Fulla del Juez Sreelonnl. 

Mendoza, Jlarzu 24 de 1B7L 

Y vis los- — Ü. Manuel Cruz Videla de inunda á D. Ur- 
sulo Funes por lalla de cumplí míen U> de un contrato. 

El demandado declina de jurisdicción alegando que 
ambos contendores son vecinos domiciliados que no tienen 
entrada ante la Justicia Federal. 

Que eso pleito debe ir a !a jurisdicción de Provincia,. 

El demandante responde: i que su colitigante no solo es 
« natural de San Luís ó Córdoba sino que allí fu teni- 
t do su residencia viniendo á esta con frecuencia con 

• motivo du sus negocios de ganado, sin que por esto 

* se haya establecido aquí hasta hoy, etc. » — Teniendo 
présenlo: Que la prueba rendida por ambas parles en 
general acredita: que D. Ursulo Funes alterna su resi- 
dencia, yu en Mendoza como en San Luis y que la po- 
sición a bs uelta á Puja 10 vuelta por l), Manuel Cruz Videla 
confiesa que U. Ursulo Funes tiene una propiedad raiz ea 
Mendoza. 

Con arreglo ¡iJ arl. II de la Ley de U de Setiem- 
bre de sobre jurisdicción : se declara: Que siendo 
los dus luuiteiidores vecinos de Mendoza, en el concepto 
dtd art. dicho, esta causa ó su conocimiento correspon- 
de á la Justicia provincial, con costas. —Repóngase, 
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Apelado esle auto en relación, fué confirmado por el 
siguiente 

Fallo de ■» Supremu Corte. 

Buenos Aires, Julio 35 de 1871. 

Visto: Por sus fundamentos, se continua con costas, el 
auto apelado de luja seso uta y una, y satis fechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril— Fran- 
cisco Delgado— José Barros Pazos 
— Marcelino l YjAiite, 
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mék Mi. 



El capitán ftfom de ta barra rusa * Smnatin » contra l.ketjen 
ij O. sobre estadías y multa. 



Sumario. — 1" La p rosen taeiori del cono^ miento es ne- 
nesaria en las demandas *|ue versan sohre eláusu" 
mismo. 

2 o Lo es laminen cuando se traía de exigir al 
dor el cumplimiento de obligaciones 
en la 



3 U En eso casa el conocimiento debe tener la cláu- 
sula se.tjun la póliza de fktamento. 

4" No es necesario acompañarlo á las demandas sobre 
estadías convenidas en la póliza de Aclámenlo. 
5 q En ose caso basta acompañar esla última. 



Caso.— [i. Luis Iturmeisler, por el Capitán lilom de ta 
barca rusa «Sennalin» demandó ante el Juez Seccional 
do Huonos Aires á Ueetjen y O- por la suma de £ 1640 
importo de mulla nn (¡ue oslos habían incurrido, y es- 
tadías, por no haberse hecho la descaran dentro del término 
eslipulado. 
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Conferido traslado, Ueetjen y C opusieron la escep- 
cion dilatoria de delecto legal en el modo de proponer 
la demanda, por no haber acompañado á ella un ejem- 
plar del conocimiento, según el precepto dei art. l-Jll 
del Cod, de Com. 

Contesto líurmeister que este articulo se refiere á las 
acciones relativos á la carga , su magnitud, peso, condición 
etc., pero nó á las relativas al pago do Hele, y pactos 
us ti pillados en el contrato de fleta mentó, para las que 
basta la póliza acompañada á l¡i demanda, art, 1 180, 
inc. G y 7, del Cód. de Com. 

Ihletios Aires, Jutiu ú~i de 18" I. 

Y vistos, Considerando: I Onu la presentación del 
conocimiento solo s necesaria, según el art. ÍMÍi del 
Código de Cotue cío, cuando se deduce alguna acción que 
deba resolverse por las cláusulas del conocimiento, como 
se colije de la redacción del Código donde está inserto di- 
cho artículo, del 1210 y secundo párrafo del artículo 
12-11, ó cuando no siendo el fletador el mismo porta- 
dor del conocimiento, se trata de exijirlo el cumplimiento 
de obligaciones especiales contraídas en la póliza, lo que 
¿ole tendría lugar en el caso en que el conocimiento, 
como lo previene el art. IlíKi del Código, tuviese la cláusu- 
la, seijim ta póliza de fie ta ¡nenio. 

2" Que no se li a ta en el presente juicio de exijir el 
cumplimiento de obligaciones, contenidas en el conoci- 
miento, sino del pago de estadías ó sobre estadías que 
el demandante alirma haber sido convenidas en la pó- 
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liza de la que se acompaña un ejemplar; ni los deman- 
dados alegan ser terceros portadores de los conocimientos, 
ó que no conocieron las cláusulas do ln póliza, á todo 
lo cual se agrega que en «i último caso, podrían oponer 
como perentoria dicha eseepcion. 

l J or estos fundamentos, no lia lu^ar al artículo pro- 
movido por Dectjen y O quienes deberán contestar de- 
rechamente á la demanda, previa tupia que se hará de 
las piezas de Ion documentos que lo instruyan según lo 
ordenado en el art. 8" de la l«y de procedimientos. — 
Repóoganse los sellos. 

Manuel Zavaleta. 

Apelado este auto en relación, fué confirmado |*0Í el 
siguiente 

rallo de I» Nuprem» Carie. 

ItuenuR Aires, Juliu i!5 tle 1871, 

Visto: Por sus funda m en los, se confirma con costas, 
el auto apelado de foja veinte y cinco, y satislechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvado» María del Carril. — Fran- 
cisco Dklüauo. —José Uarros Pa- 
zos. ~ Marcelino Uoautií. 



m 
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CAI HA 1,111. 



Contienda de competencia entre el limo. Sr. Obispo 

de Cuyo, y el Juez de la Sección de San Juan, en la causa 
contra el Provisor del Obispado Dr. D. Firaüiio Laspt'ur, por 
de rentas fiscales. 



Sumario. — 1" Las rentas fiscales no pueden ser invertidas 
si nú con arreglo a la ley ó presupuesto de gastos nacionales. 

2<> La ley del presupuesto determina la inversión que debe 
darse á los fondos votados para el sostenimiento del culto. 

3 o Por el hecho de entriparse al habilitado de la respec- 
tiva Iglesia para que tengan la aplicación señalada, no se 
cambia la naturaleza de esos bienes. 

4° El habilitado procede en eso como ajenie del P. E. N. 
á quien compete la inversión, y quien podría hacerlo por 
medio de empleados directamente nombrados y dependientes 
de él. 

5° La imputación de que dichos fundos hayan sido de- 
fraudados, constituye la de un delito sometido para su juzga- 
miento á los Tribunales federales. 



Caso.— fin II de Marzo de 1 S7 1 se presentó ante eUue/, 
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de la Sección deSan Juan, I>. Raimundo Pujador denuncian- 
do que, durante la ausencia del Sr. Obispo, en su viaje al 
Concilio del Vaticano, el Sr. Provisor encargado del Obispado 
Dr. í), Iti aulio Laspiur, en las planillas de sueldos y gastos de 
la Iglesia, pasadas á la Administración de Ron tas Nacionales, 
habia liccho ligurar ni csponento on clase de Sochantre de 
¡a Catedral, con el sueldo de 28£ftes. mensuales, sin que 
fuera tal Sochantre, ni hubiera recibido el sneldu asignado 
en las planillas. 

Con esta denuncia se inició un sumario criminal contra 
el Provisor Itr, Laspiur, dictándose auto de prisión, y desig- 
nándosele en atención á su dignidad, la ciudad por cárcel. 

En eslc estado, el Dr. Laspiur ocurrió al limo. Sr. Obispo 
de San Juan, esponiendo que los bienes de que se trataba, 
desde el momento de ser entripados por las cajas nacionales, 
pasaban á ser eclesiásticos, y el juzgamiento de su adminis- 
tración é inversión, hecha por persona eclesiástica corres- 
ponde a la jurisdicción eclesiástica, que invocaba en el caso. 

Acompañó á esta petición la copia de una nota de 20 de 
Febrero de 1871, dirijida por el Secretario del Obispado á la 
Contaduría General de ta Nación, conteniendo esta" palabras. 
* Sobre el Sochantre de la Catedral cuyo sueldo asignado á 
« esta plaza se ha acostumbrado pagar en dos cantores en 
■ quienes desde años atrás se ha empleado la dicha cantidad 
« como á Sochantres, y aun ahora, se continúa el mismo ré- 
i jimen, mientras se consiga el personal idóneo que pueda 
t desempeñar esta plaza y ganar esta cantidad. » 

El Sr. Obispo corrió vista al fiscal eclesiástico, quien dijo 
que todo estaba reducido á que el Provisor, sin haber Sochan- 
tre en la Catedral, percibió la renta asignada, permitiendo 
que como tal figurase Pujador en las planillas, al cual no se 
la pagaba íntegra, sinó como á uno de tantos cantores entre 
los quosc distribuía aquella. 
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Que Ja ley reconoce como fondos de la iglesia, lúa cantida- 
des votadas para el sostenimiento del culto, y por consiguiente 
cualquier abuso sobre ellas, corresponde ser juzgado por Ja 
jurisdicción eclesiástica. 

Que por otra parte, el Provisor habia dado conocimiento 
oficial á la Contaduría General del superávit, y la conducta 
de un Pro visor en el ejercicio de sus 1'iiiiciones no podía ser 
residenciada sino por el Sr. Obispo. 

Por lo que creia que debia promoverse contienda de com- 
petencia al Juez Nacional, 



Fallo del Ilmo, Señor Obispo üe San Jlan de Cuyo. 

San Juan, Abril 17 do 1K71. 

Autos y vistos, y considerando : 1" Qué el Sr. Juez Federal 
de esta Provincia ha levantado sumario & nuestro discrotu 
Provisor y Vicario General del Obispo, JVesbitoro Dr. Don 
Braulio Laspiur, donde se pretende haberlo figurar reo de 
defraudación al Tesoro Nacional, sin otro precedente que 
haberlo denuncia-Jo un cantor, D. llaimundo Pujador, espo- 
niendo, que en la planilla do pago de los varios funcionarios 
eclesiásticos aparece cual Sochanlre, y no percibía la dota- 
ción de esta plaza, puesta á disposición de la Curia Ecle- 
siástica. — 2» Que no estando aun provisto esc empleo y con- 
curriendo al servicio otros cantores y músicos, el discreto 
provisor las firmó distribuyendo entro todos ellos la renta 
asignada, y habiendo resultado un superávit, se puso á dis- 
posición del Contador Jeneral, después de dar cuenta á nos. 
— 3° Que una vez recibido aquel sueldo, dejó de ser dinero fis- 
cal, tanto mas cuanto que por ley del presupuesto Nacional, 
pertenece á fondos eclesiásticos ó A rentas, con que deben ser 
remunerados los respectivos empleados, y pasóá constituir en 
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parte, lo que so llama bienes de la Iglesia, destinados ¿ara 
fomento del Culto, qtic el Gobierno Nacional es obligado á 
sostener, según el código fundamental. — \ a Que haciendo el 
provisor distribución del sueldo entro varios cantores, por no 
estar provisto aquel oficio de Socliantría, con reserva del 
sobrante para dar cuenta, como real menta lo hizo, ejerció 
actos do mero administrador y ecónomo, de los cuales solo 
incumbe al Obispo conocer y juzgar, con esclusion de otra 
autoridad cualquiera, y culi (icarios arreglados ó abusivos. 

— 5" Qué :i ningún Juez Secular lo üs permitido darles 
distinto carácter, y menos titularlos usurpación al Tesoro 
Nacional, procurando por «anejante medio indirecto some- 
terlos a juzgamiento con menosprecio de nuestra autoridad 
Episcopal y vilipendio del sacerdocio, produciendo grande 
alarma en ambos Cleros secular y regular, ven nuestra so- 
ciedad por entero, viendo repentinamente preso al citado 
Provisor y Vicario Genera!, como actualmente se encuenlra, 
por actos administrativos y económicos, que no reconocen 
otro Juez, ni reconocieron desde los primeros tiempos de la 
Iglesia que al Diocesano, según doctrina de autores canonis- 
tas, y aun puede consultarse el Diccionario Canónico, edi- 
ción parisiense de 1 85 i — artículos Attminixtradtír y Ecónomo, 

— fi ü Que de otro nmdu üVberia tolerarse a los jueces, juz- 
gar hechos ajenos á su jurisdicción, con el arbitrio muy fácil 
de desfigurarlos tan solo porque al fin podrán declarar en 
sus fallos, que no merecieron ser calificados, como lo fueron 
en su principio, cuando las personas sometidas á juicio hu- 
bieren sufrido vejámenes tal vez injuriosos y sacrilegos. — Por 
estas consideraciones y varias otras que omitimos detallar, 
declaramos con lo espuesto por el Fiscal, y atento al art. 3 o , 
ley de procedimientos en los Tribunales Nacionales, que 
debemos abrir y abrimos desde ya competencia al Sr. Juez 
Seccional, para que nos remita todo lo obrado en su Juzgado 
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con#a el Discreto Provisor y Vicario General del Obispado 
Dr. D. Braulio Laspiur, so protesto del denuncia de un can- 
tor, dicho Pujador, invadiendo la jurisdicción eclesiástica, 
con el supuesto nombre de defraudación al Tesoro Nacional, 
que se ha dado á aquellos actos, practicados por un empleado 
eclesiástico, autorizado, y que de oso modo queda espedita 
nuestra privada autoridad, reservándonos en el caso ines- 
perado do no ceder, llevar esta cuestión para ante la Exmn. 
Suprema Corte de Justicia Nacional; diríjase en consecuen- 
cia el correspondiente oficio con sus antecedentes al Sr. 
Juez Federal, y diríjase también inmediatamente las notas 
acordadas — El Obispo. — Eslú conforme: Salvador Giles, 
Secretario. 

El Juez Nacional di ó vista de este auto al procurador 
fiscal, quien sostuvo la competencia del juzgado federal en 
ei caso. 

Dijo que habiéndose abolido todu fuero personal debía pres- 
cindir de la calidad personal del acusado, [tara ocuparse solo 
de la materia del juicio. 

Que la ley de U de Setiembre de 1803 sobre competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, atribuye á los jueces de 
Sección el conocimiento de los delitos sobre defraudación de 
la renta pública. 

Que este era e) delito denunciado. 

Que no era exacta la teoría del fiscal eclesiástico sobre 
los fondos destinados al sostenimiento del culto, porque 
el Ejecutivo Nacional, al mandar hacerlos pagos tiene el 
deber por la ley de cuidar que los agentes encargados para 
ello, les dén la debida aplicación, y enjuiciarlos en caso de 
malversación. 

Que á estar á la doctrina del señor Ubispo, podria el 
encargado de recibir la planilla, alzarse con su importe, in- 
clusa la partida asignada al Obispo, sin que nada pudiera 
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hacer el Ejecutivo Nacional, ni tampoco el Obispo porque 
encontrándose él mi si no robado no podría ser juez eji el 
caso. 

Que según el mismo auto del señor Obispo, el Provisor 
al rendir cuenta de su administración presentó un superá- 
vit en dinero que puso á disposición de la Contaduría Na- 
cional, la cual era una prueba contra sus asertos, porque 
sí los tesoros manuales se convierten en eclesiásticos por 
el mero hecho de hacerse el abono de la planilla de la Cu- 
ria, la devolución no se habría verificado, sinú que el su- 
perávit se habria reservado para disponer de él ad libitum 
en beneficio de la Iglesia. 



ít'ftll» del Jiipí «rrcíniinl. 



San Juan, Abril 20 de 1871. 

Vistos estos autos sobre competencia promovida por el 
limo. Sr, Obispo de esta Diócesis, reclamando la jurisdicción 
de la causa criminal iniciada ante este juzgado contra el 
Sr. Provisor y Vicario General del Obispado Dr. D. Braulio 
Lai»piur t por haber hecho ligurar empleados supuestos en 
Jas planillas de sueldos de la Curta Eclesiástica, con lo 
espuesto por el Sr. Fiscal, y considerando especialmente— 
1° Que en el sumario levantado en virtud de la denuncia 
de D. Raimundo Pujador, de haber figurado como sochantre 
del Cabildo Eclesiástico, en las planillas firmadas mensual- 
mente por el referido señor Provisor, no se trata de un deli- 
to por mala administración de bienes eclesiásticos t ni do la 
conducta del señor Provisor y Vicario General en el ejer- 
cicio de sus funciones, como falsamente lo supone el Fiscal 
Eclesiástico y lo establece el limo. Sr. Obispo en su auto 
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de fojas cinco ; 2° Que sujetándose á los términos espre- 
aos de la denuncia que dio ocasión al sumario, se vé cla- 
ramente que el delito que se persigue es el do defraudación 
de las Rentas Nacionáles, presentando pUinitlat falms. ó sean 
documentos ó cuentas falsas, previsto por el art. 82 de la ley 
penal del U de Setiembre del 03 ; 3» Que en los mismos 
hechos denunciados se encuentra comprendido el delito de 
i falsedad » previsto por el art. 64 de la misma ley en sus 
incisos 2° y A° y cuyo conocimiento como el anterior, es- 
tá sujeto por dicha ley al juzgamiento de los Tribunales 
de la Nación ; A° Que por lo espuesto se vé claramente que 
el verdadero cuerjw del delito que motiva este proceso, es la 
planilla falsa firmada y presentada por el señor Provisor 
según el denuncio para ser abonada por el Tesoro Nacional, 
la que en ningún sentido puede considerarse como materia 
eclesiástica para los efectos del fuero ; 5 o Que es contrario 
á todo principio y aun del buen sentido, la teoría sentada 
por el limo. Sr. Obispo T de considerar como bienes ce*, ás- 
licos los dineros de la Nación, aun siendo mal cobrados y 
mal percibidos, por el solo hecho de haber ingresado á los bie- 
nes de la Iglesia, siendo una prueba latente de ello, el acto 
espontáneo verificado por el mismo señor Obispo de poner á 
disposición del Tesoro Nacional el superávit, do la cantidad 
que por razón del sochantre entiende haberse cobrado de 
fliot; 6" Que las demás razones en que so funda el auto 
del señor Obispo, de fojas cinco relativas á la inorencia del 
procesado y el estado de alarma del clero y sociedad, son 
inoportunas é impertinentes en la presente cuestión en que 
solo se trata de la jurisdicción. Por estas consideraciones 
y las que esponc en su vista el señor Fiscal, de conformi- 
dad á ella — Fallo y declaro: que este Juzgado tiene juris- 
dicción y es competente para conocer y resolver en el pre- 
sente juicio, no haciéndose lu^ar á la remisión de los autos 
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solicitada por el señor Obispo; comuniqúense por oficio 
acompañándose copia de la vista riscal y ilc! presente .lulo, 
cor» recomendación ilc avis;ir al Ji.^ido si insole ó desiste 
de su reclamo, á los efectos del articulo cincuenta y uno do 
la Lev do procedimientos del catorce de Setiembre de mil 
ncl i ocien tos sesenta y tres. 

Na tan id MorvUlo. 

Ilalileudo insistido cada uno en sostener su competencia, 
se remitieron ios autos a la Suprema Corte. 

Vista la causa, se confirió vista al señor Procurador 
Genera] < para mejor proveer, » 

Este funcionario espuso que el Juez de Sección prelendia 
con razón que el caso, eomo todos los de defraudación de 
rentas cometida por la presentación de falsas cuentas, caia 
najo su jurisdicción, porque era un delito definido y penado 
por las leyes del enngfüsti y afectaba los intereses fiscales. 

Ojie si se tratara de residenciar al Provisor por el modo 
como Labia manejado los bienes de la iglesia, seria el caso 
de competencia del Obispo ; pero que se trataba de un de- 
lito cometido en perjuicio del Fisco Nacional, de haber es- 
tado percibiendo el sueldo de un empicado por medio de una 
falsedad. 

Que perseguir este delito lejos de ser un abuso ó un sa- 
crilejio, era un acto de justicia altamente ruoralizador, a) 
que deb¡6 contribuir todo el clero virtuoso y honrado, y el 
prelado el primero, porque no puede patrocinar la menti- 
ra sin rebajar su dignidad y los respetos de que debe ro- 
dear su mitra. 

Pidió se declarase que el connci miento de la causa cor- 
respondía al Juez de Sección. 

t. i- 50. 
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Fallo de l« rtuprcm* « «rl«v 

Unenos Aires, Julio 25 <lc 

Vistos: de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
señor Procurador General, y considerando : Primero, que 
que las rentas que forman el tesoro de la Nación, no pueden 
ser invertidas sin ó con arreglo ó la ley ó presupuesto de 
gastos nacionales, conforme á lo dispuesto en el párrafo 
trece, artículo oclienta y seis de la Constitución Federal ; 
segundo, que la ley del prcsii puesto determina expresamente 
la inversión que debe dar.so á los fondos votados por el 
Congreso para el sostenimiento del culto; tercero, que, 
por el hecho de entregarse al Obispo, administrador, ecó- 
nomo ó habilitado de la respectiva iglesia, pura que ten- 
gan, por intermedio suyo, Ja aplicación á que lian sido 
destinados, no se cambia la naturaleza de esos bienes; 
pues, en la distribución que de ellos hace el Obispo, 
administrador, ecónomo, ó habilitado de la Iglesia, no 
procedo sino como agento especial para esc objeto, del Po- 
der Ejecutivo Nacional, a quien compele la inversión, con- 
forme al antes citado artículo de la Constitución, y que 
podría hacerlo, con prescindencia del Diocesano, por me- 
dio á' 1 empleados directamente nombrados y dependientes 
de él ; ciírtrío, que esta doctrina ha sido reconocida por el 
señor Obispo de Cuyo, en el hecbo de dar cuenta al Ejecu- 
tivo Nacional de la inversión de los fondos destinados al 
culto, y de poner A su disposición el sobrante; quinto, que 
falta, en consecuencia, el único fundamento aducido por su 
Señoría Iluslrísima para formar competencia al Juez de Sec- 
ción, esto es, la suposición de que, por ol hecho de 
salir del tesoro nacional, los fondos votados para el 
culto se convierten en bienes eclesiásticos, sujetos á su 
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jurisdicción eschisiva ; mto t que, desapareciendo ese único 
fundamento, la imputación do que los fondos lian sido de- 
fraudados, sea liecha con razón ó sin ella, constituye la 
inmutación de un delito previsto por \a ley de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, y sometido 
para su juzgamiento al Juez de la Sección, á quien corres- 
ponde oportunamente declarar la culpabilidad ó la inocen- 
cia del imputado, conforme á los artículos segundo y tercero 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales; por estos fundamentos y los concordantes del 
auto que corre de toja cuarenta y cinco vuelta á foja cua- 
renta y siete, so declara que el Juez de Sección en la Pro- 
vincia de San Juan, es el competente para conocer y decidir 
en esto juicio; devuélvasele, en consecuencia, el espedien- 
te, junto con el actuado ante la Curia Eclesiástica, comu- 
nicándose por oilcío esta resolución al llustrísimo señor 
Obispo de San Juan de Cuyo. 

Salvador María del Caiuul. -Fran- 
cisco Delgado.— José Bardos Pa- 
zos — Marcelino Ugarte, 

■ 
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Urnas, Reyúnega y f>. con/rfl Alejandro l'm, par cobro 

ejecutivo de p&m, 



Caso. — (í) Pasada en autoridad de cnsa juzgada la sen- 
tencia de la Suprema Corto, lecha 2íí de Marzo de 1871, en 
la causa seguida por Lamas, Itegúnegn y O. contra D. Ale- 
jandro Paz, [>or cobro ejecutivo de pesos, el Juzgado de Sec- 
ción dictó auto de solvendo contra el ejecutado. 

Paz pidió revocatoria del auto do solvendo, fundado en 
que Lamas, Regúnega y O. no tenían personería, la que 
solo correspondía al Banco de Londres y llio de la Plata. 

El Juzgado, en atención á que después de protestada la 
letra por el Banco de Londres, habia sido cobrada con inte- 
reses y costas al endozanto Lamas, Rcgúnega y ÍX á quien 
se transfirieron los derechos contra Paz, no hixo lugar á la 
revocatoria. 

(i) Véase p&jina im. 
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Paz apelú entonces para ante ¡a Suprema Cario, fundado 
en que ni la transferencia ni el poder del apoderado «je los 
ejeeiilanU-s, estaban autenticados como dehian, habiendo 
sido □ torga dos en otra Provincia. 

r*|lo d*l Juras d«9««ftm. 

I luirnos Aires, Julio i» de 1871 . 
No siendo el auto recurrido de los ti lio pueden ¿pelarse, 
con arreglo al juicio ejecutivo, no ha lugar; y siendo pulor- 
lalivo en el Juzgado el mandar autenticar los documentos, 
que se exhibieren, cuando no vienen revestidos de todos los 
requisitos legales, intímese al ejecutante lo haga eon arreglo 
al artículo 2° de la ley de 20 de 




No conformándose Paz con este auto ocurrió directa- 
mente (\ la Suprema Curte. 

Con el informe del Juez de la causa en que constan los 
hechos mencionados se dictó H siguienle: 

Buenus Aires, Julio 27 de 1871. 

Pur lo que resulta del precedente informe, devuélvase al 
Juez de la causa pura que lleve adelante sus procedimientos, 
previo pago de costas y reposición de sellos. 

S Al. V Alton M, DEL CaIUHL — FUANGTSCO 

1 >e loa do —José Ba naos Pazos - 

MARCBLWO UfíAnTE. 
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CAUSA LV. 



Bustos y C* contra D. Joan Antonio fruido, ¡>or cobro de 

pem. 



Sumario. — En lus casos idénticos deben dictarse idén- 
ticas resoluciones. 



Caso. — I). Antonio LVizar Gurllas, con poder de U. Jimu 
Antonio Pando, chileno, constituyó á este ñor escritura de 
18 de Noviembre de 1808 deudor por la suma de 2,000 
pesos fuertes y sus intereses desde 24 de Julio del mis- 
mo año al 1 p„/° mensual á favor de D. Francisco Bus- 
tos y C a Argentinos, garantiendo la obligación con la hi- 
poteca de un fundo de su representado silo en Mendoza. 

Bustos y C" iniciaron juicio ejecutivo jiara el pago de 
la suma mencionada» y sus intereses, contra U. Juan An- 
tonio Pando, 

Citado el deudor de remate, Ü. Pablo Salas por Pando 
opuso la excepción de inhabilidad del título, diciendo 
que D. Antonio Urizar Garfias había carecido de facultad 
para otorgar el instrumento que fundaba la ejecución. 
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Los ejecuta ii les contestaron que el poder de U. L'rizar 
Garfias «ra bastante, porque no solo contenía autorizaciun 
es presa para liquidar todas la c Lientas del Establecimiento 
de Pande, y estender tiniquí tos que fué el origen de su 
crédito, sinó que contenía también la facultad de represen- 
tar á Pando en juicio, ajusfar luda clase de transacio- 
nes, ó avenimientos sin limitación alguna. 

(Jue además L'rizar Gailias había ejercido un mandato 
mercantil, y el caso debía ser resuelto por el art. o 47 
del Código de Comercio, que obliga al mandante aunque 
el mandatario hubiese excedido los términos desús faculta- 
des, dejándole solamente sus acciones para repetir contra 
el mandatario 

i escepcion y producida la que se 
en el auto del Juez, se dicto el siguiente 




rallo del Jurz fe-rrlomil. 



Hcndoia, iforzo t¿ de 1871. 

Y visto', : Con lo alegado en audiencia del Lunes 6 
del corrí mío por el abogado de D. Juan Antonio Pando y 
en virtud del memorial último que presentó D. Francisco 
Bustos en contestación al informo oral del susodicho abo- 
gado. 

Sin tomar en cuenta el Código Argentino por ser este 
un caso retroactivo á su sanción y vigencia. 

Considerando, I" que el ejecutado no lia probado la escep- 
cion opuesta do inhabilidad del titulo (foja 0) por cuanto toda 
su argumentación la hace consistir en ta séríc do poderes que 
acompaña por su escrito de f. 31. 

2" Oue todos estos no dicen mas; que 1). Antonio L'rizar 
Garfias no pudo constituir jueces arbitros etc., ni hipóte- 
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car, etc., ni comprar propiedades raices sin su espresa 
facultad. 

3° Que el punln de la «liapuln mi es este, sitió el saber, 
¿si l). Antonio Urizar Garfias, pudo ú nú legilimamenlo jirar, 
abrir crédito, en una palabra, contraer préstamo ó mutuo, 
obligando una propiedad raiz de su comitente. 

-I" Que este es un problema yn resuelto en el juicio de 
D. Fanian Correa con Pando, caso idéntico á este por sen- 
tencia de 8 do Junio de 1870 confirmada por la Suprema de 
2í> de Noviembre del mismo ano, es decir, que el poder 
constante á Toja 05 está yn calificado por sentencia ejecuto- 
riada dada de grado en grado y á mas segundada por otra do 
d' Instancia pendiente ante el superior por ejecución del). 
Claudio Moya no contra Pando, escritura pública con la misma 
hipoteca que la que se jesliona actualmente 

5" Que ante decisiones de tal clase la cosa juzgada es su- 
prema ley y los Tribunales tienen que sr¡r consecuentes en 
sus fallos, Jos cuales lian resuelto ya, que Don Antonio 
Urizar Garfias á virtud del poder de foja f>."i pudo muy bien 
negociar jiros y préstamos de dinero para dar impulso al 
negocio de su principal, mas no hipotecar las cosas raices 
de este último. 

G° Que á lodo se agrega que el negocio de jiros en esta 
plaza para el esterior de esta Provincia aparece corriente y 
admitido entre Pando y Urizar como lo manifiestan ias piezas 
constatadas en autos do f. 15 vuelta á 19 y claramente 
entra, ¡pso jure, en la amplitud del poder de f. 2lí trasmitido 
después á D. Antonio Urizar Garfias. 

Obedeciendo la cosa juzgada y en consonancia de los fun- 
damentos espucslos. 

Se declara: Que la escritura de f. |, fechada el 18 de No- 
viembre de ISfJÍJ vale como crédito escriturario y no hipóle- 
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cario en razón que el poder de Pando á ürizar no es bastante 
para hipotecar. Por tanto: 

No ha lugar á la oposición con rostas. 

Llévese adelanto la ejecución por capital é intereses inso- 
lutos. Así lo proveo y mando por esta mi sentencia de- 
finitiva. 

El actuario agregue al pie del poder de i. SO la sustitución 
de 1). Kernando Urizar á favor de su hijo Don Antonio trizar 
Garfias en caso que hubiese apelación. 

Juan Palma. 

Apelada esta sentencia fué confirmada por el siguiente 

tullo la ftuprrm» Cortr. 

Buenos Aires, Julio 29 de 1871. 

VUtos. por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja sesenta y ocho; y satisfechas y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Salvador, María del Carril. — Francis- 
co Delgado. — José Barbos Pazos. — 
Marcelino Ugarte. 
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*• L.VI. 



Don Clodomiro Moyano eonlra D. Juan Antnnio Panuo t 

por cobro de pesos. 



Sumario, — En casos idénticos deben dictarse idénticas 
resoluciones. 



Caso. — En Mendoza a" 27 de Octubre de 1860, D. Anto- 
nio Drizar Garfias, con poder de 1). Juan Antonio Pando, 
chileno» reconoció á favor de D. Clodomiro Moyano, argen- 
tino, la suma de 8,050 pesos boliv. íiG cent con et interés 
de 1 por ciento mensual, declarando que esa suma era la 
misma de que habia otorgado escritura en líi de Mayo del 
mismo año, sin mencionar que la otorgaba como apode- 
rado de Pando, y quo por lo tanto, debía retrotraerse el 
reconocimiento ¡« la fecha de 19 do Mayo, debiendo el pago 
efectuarse á los A0 dias en moneda boliviana ; y garantió 
Ja deuda con la hipoteca de un sitio, bodegas y plantío de 
propiedad de Pando. 

El poder en virtud del cual Urizar Garihis contrajo la 
obligación mencionada, con tenia facultades generales para 
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representar los derechos y acciones de Pando ; iniciar, se- 
guir y concluir los asuntos y pleitos iniciados y á iniciarse; 
a il ministrar todos sus interese*, recauda ruin los que se (ta- 
llaren en poder de oíros ; exigir y tomar cuentas ; compro- 
meter en árbitros, transigir cuentas, cobrar créditos y 
documentos, tomar posesión, otorgar recibos y finiquitos ; 
y hacer y practicar cuanto el otorgante pudiera practicar en 
sus propios intereses y bienes. 

En 19 de Enero de 1870, Moyano en virtud de la es- 
critura de 27 de Octubre enlabió juicio ejecutivo contra 
Pando. 

Citado do remate el deudor, su apoderado 1). Pablo Salas, 
opuso la escepcion de inhabilidad del título, alegando que 
U rizar Garfias no tenia facultad para reconocer deudas en 
escritura pública, e hipotecar bienes en perjuicio de Pando. 

Sustanciada la escepciou y producida la prueba, se dictó 
el siguiente 

tullo del Jue» ttecvJoual. 

■ 

Mendoza, Eiieru 26 de 1871. 

Y vistos, teniendo á la vista o) espediente entro L), Fa- 
bián Correa y 1). Juan Antonio Pando, núm. 321. 

ftelleccionando que esto caso es idéntico al de Correa, y 
que por sentencia de 20 do Noviembre de 1870 se confirma 
la de I a Instancia de 8 do Junio del mismo año. 

Se declara : que es valido el título otorgado el 27 de 
Octubre de 1809 corriente a f. 2 y 3 de este cuaderno, 
como escritura simple, pero no cuín" hipotecario, valiendo 
para este caso los l'undamentos de mi sentencia ya citada. 
En su virtud no es lejítitnu la escepciun opuesta en el 
sentido de ser enteramente nulo el título ya dicho. Este 
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valga corno crédito escriturado. En consecuencia, se pro- 
nuncia sentencia de trance y remate. 

Llévese adelanto ta ejecución por lodos sus grados é ins- 
tancias, tácese el fundo hipotecado, remátese, y con su 
producto, hágase cumplido pago al ejecutante por capital 
insoluto, intereses y costas. 

Y por esta mi sentencia definitiva, así lo proveo y mando. 



Juan Palma. 

Apela Ja esta sentencia fue confirmada por el siguiente 
r*ll» de |« Suprenm Corle. 



Buenos Aires, Julio 29 de 1871. 
Vistos: por sus Cunda méritos, se confirma, con costas, el 
«uto apelado de Toja ciento treinta y nueve; v satisfechos 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salva non María del Cáhuil— Fran- 
cisco liKLUAim — José Barros Pa- 
zos—Marcelino L'garte. 
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Lo* herederos tle P. Jmé f¡. Molhu ron t ra D. Dionisio 
Vareh, sobre revursn de rescisión. 



Sumaria. — i* El corilnmnz declarado puede interponer 
el recurso de rescisión. 

¿o Esto recurso no puede ser otro que el designado 
con el nombre tle recurso de nulidad. 

3" De toda petición ó nsento de que haya de darse 
traslado, así como de los documentos con que se ins- 
truya, debe acompañarse una copia en papol simple, firmada 
por la parle quo to haya presentado. 

4° Esa copia debe ser entregada al demandado, al 
notificársele el traslado de la demanda, 

5» Este requisito es esencial ¡tara la validez del em- 
plazamiento. 

6° Toda notificación hecha en contravención á lo pros- 
cripto en la ley, anula los procedimientos subsiguientes 

7o La notificación del emplazamiento, sin entregar h 
cópia de la demanda y documentos con que se instruye, 
contraviene a lo prescriptu en el art. 59 de ta ley de 
procedimientos. 
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8° El demandado no debe ser declarado incurso en re- 
beldía, cuando ha sido nula la cédula de emplazamiento. 

0° En ese caso debe ser emplazado nuevamente con 
arreglo á Jo dispuesto en el art. 187 de dicha ley. 

10. Mucho mas si el juez emplazante advierte In omisión, 
por haberla hecho valer, aunque en forma irregular, al 
emplazado. 



Caso. — Por fallo de la Suprema Corte de 12 do Fe- 
brero de 1870 fue condenado D. MArco Antonio Llo- 
verás por el delito de rebelión, á la pena de cuatro años 
de destierro y á la multa de 2,000 pesos boliv. con 
las responsabilidades civiles del caso, y costas del pro- 
ceso. 

En Enero de 1SC8 D, Dionisio Várela solicitó ante 
el Juez de Sección de San Juan se levantara una su- 
maria para acreditar que por órden del Gobierno revo- 
lucionario de D. José R Molina, siendo sus Ministros 
D. Marco Antonio Lloverás y D. Federico Legrand, fué 
puesto incomunicado con grillos, se lo impuso una multa 
de 2,000 pesos boliv., fué destituido del car^o de Juez 
del Crimen, y desterrado para Chile. 

Acreditados estos hechos, formuló una cuenta de 4020 
pesos boliv. por perjuicios, y entablando querella civil, 
demandó su pago contra l). Márco Antonio Lloverás, y 
los herederos de D. José B. Molina, pidiendo se embar- 
garan bienes á los demandados. 

Se rlió traslado de la querella, mandando citar A Ins 
herederos Molina en Mendoza, y se ordenó el embarco 
de bienes por valor de 2,500 pesos bolivianos. 

Los heroderos Molina fueron notificados de la quarolU 
el 16 de Marzo de 1800, pero sin entrárseles la có- 
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pia fio la querella y sus antecedentes, y se ejecutó el 
embargo snhre trun (inca ilc l'anquegüa en Mendoza. 

Los herederos Molina pidieron al .Jurz de Sección de 
Mendoza hiciera saber al ti o San Juan que la linca de 
Panquegüa Jes pertenecía por herencia materna, y que 
apelaban del auto ordenando el embargo. 

Remitida!» las diligencias al Juez de Sección de San 
Juan, este declaró que era ¡legal la turma del recurso, 
y que se luciera saber á los herederos Molina que de- 
bían comparecer á estar á derecho dentro de 8 dias 
desde la notificación. 

En 8 de Junio de 1WVJ fueron notificados todos los 
herederos Molina, y á petición do Várela fueron de- 
clarados rebeldes en 15 de Julio por no haber compa- 
recido. 

Desdo entónecs siguió la causa con Lloverás, y sus- 
pendida esta hasta ln conclusión de la causa criminal 
resuelta por el tallo mencionado de 12 de Febrero de 
1870, se dictó t>ste 

* 

tullo HH Juez Keeeional. 

San Juan, Mar™ 13 d> l«70. 
Vistos estos autos entre D. Uionisio Várela con los he- 
rederos del linado Ü. José B. Molina, ausentes y declarados 
rebeldes, y Marco Antonio Lloverás demandando el 
primero á los últimos c) pago de la cantidad de 4020 
pesos bolivi. procedentes de una contribución impuesta por 
el titulado Gobernador de la Provincia en Marzo de 1867, 
firmada por el Gobernador Molina y su Ministro Lio- 
veras, y otros daños y perjuicios que se le irrogaron por 
la destitución del empleo de Juez del Crimen, prisión y 
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deatierro impuesto por elidió Gobernador al mismo Sr. 
Várela, con lo alegado y probado por las parles y con- 
siderando por el mérito de los autos. 

i» Que por la sumaria información levantada á soli- 
citad del demandante que corre desde foja A hasta 11 , 
la nota original y pasaporto de Tojas 13 y 14, resultan 
comprobados los siguientes hechos : V Que en 20 de Marzo 
de 1867 durante la rebelión en esta Provincia el titu- 
lado Gobernador puesto por los rebeldes, IL José lí. Molina, 
con sus Ministros Márco Antonio Lloverás y Federico C. 
Legrand, destituyó a D, Dionisio Várela del empleo de 
Juez dol Crimen que desempeñaba, constituyéndolo en pri- 
sión, y haciéndolo salir a los dos días del territorio de 
la Hepública en clase de desterrado, con dirección a 
la de Chile, donde permaneció hasta que restablecido 
el órden legal de la Provincia volvió á la misma, siendo 
repuesto en su empleo en Setiembre del mismo año. — 
2o Que durante su prisión se le impuso por el mismo 
Gobierno una contribución forzosa de 2,000 pesos, que 
tuvo que snlisfai-cr, valiéndose para e)lo de otras per- 
sonas, entregando al Gobierno mil pesos en piala y mil 
en mercaderías. 

2° Que por estos actos de violencia ejercidos contra 
su persona, Várela demanda a los herederos de l). José 
B. Molina ya finado, residentes en Mendoza, y que le- 
galmente citados no han comparecido al juicio, consti- 
tuyéndose en contumasía y rebeldía, y contra Ü. Már- 
co Antonio Lloverás, como participe y solidariamente 
responsable de aquellos hechos, pidiendo »l pago de 
la cantidad mencionada, que figura en Ja cuenta de 
foja 12. 

3o Que Lloverás contostando á la querella se escep- 
ciona diciendo : I o Que sirvió el cargo de Ministro obliga- 
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do por la fuerza y con Ira su voluntad: & Que laa con- 
tribuciones que imponía el Gobernador Molina eran entrega- 
das á él misino y su Ministro Lcgrand, sin hacerlas 
ingresar en Tesorería, y sin que Lloverás tuviese parte 
y ni aun conocimiento. 3" (¿no la partida de 750 pesos 
procedentes de sueldo que dejó du percibir rt causa de 
su destierro desde Marzo Imsta Setiembre, es injusta, 
pues el orden legal fué restablecido en Abril, en cuyo 
tiempo regresó Várela de Chile, siendo por lo mismo 
inculpable de que no bubicra sido repuesto en su empleo 
basta Setiembre y que habiendo sido pagado de sus sueldos 
desde Enero basta Abril inclusive, no ha sufrido ningún 
perjuicio por causa de su destierro, -i" Que la orden de 
destitución y pasaporte do destierro firmados por él co- 
mo Ministro, en vez de traerle perjuicios sirvieron para 
salvarlo de mayores males de que estaba amenazado, 
por cuanto Várela era considerado como enemigo por los 
rebeldes y al firmarlos lo hizo con la intención de sal- 
varlo. 

4* Considerando, respecto de estas escepciones : que, 1* 
constando del espediente criminal agregado, que Lloverás 
ha sido declarado responsable del delito de rebelión, en 
su carácter de Ministro, aplicándosele la pena señalada 
por la ley, no podiendo valer contra la sentencia ejecu- 
toriada, la prueba de testigos que aduce el demandado, 
la que además es insuficiente para acreditar la Tuerza y 
Taita de voluntad para desempeñar el cargo de Ministro. 
2" Une aunque resulta probado que Molina y Legrand 
disponian de las cantidades que recibían por contribución, 
sin ingresarlas al Tesoro Provincial, no consta que la 
que se impuso á Várela fué sin el conocimiento de Lio* 
veras, quien como Ministro de Gobierno que la impuso, 
es solidariamente responsable de tudos sus actos, mientras 
T. i. 21, 
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no conste lo contrario. 3 o Que del informo de la Teso- 
rería de Foja 84 vuelta consta que Várela recibió sus 
sueldos como Juez del Crimen desde Enero hasta Abril 
de ese año, y consta que regresó do Chile en Marzo, 
según su propia confesión, al pedir el valor de los gastos 
por mas de dox meses y que el orden legal fué resta- 
blecido en Abril, los demandados no son responsables 
del hecho de no haber sido repuesto desde el dia de 
su llegada, pues bahin cesado la cansa, y el hecho de 
su reposición en Setiembro no dependió de la voluntad 
de los demandados ; de lo que resulta, que estos serían 
responsables de los sueldos desde el i 4 de Mayo hasta 
el dia de su llegada tí esta, lo que no consta ni el 
actor ha pretendido probarlo, como debió hacerlo. 4* Que 
no se ha probado por Lloverás la circunstancia de que la 
destitución y destierro do Várela, sirvió á salvarle ilc mayo- 
res males, como dubia hacerlo para eximirse de su responsa- 
bilidad, acreditando su buena intención. 

5° Que la partida de quinientos pesos que figura en la 
cuenta de f. 12, procedentes de gastos de viaje y manten- 
ción de mas de dos meses en Chile, no está tejí tintamente 
acreditada, como pudo y debió hacerlo el actor, es presan- 
do en esa como un accidento de sus gastos ordinarios, 
sino se hubiera efectuado su destierro, para que impor- 
tase un verdadero perjuieio limitándose á acreditar con 
testigos quo la cuenta es un cálculo prudente, en cuyo 
caso el Juez debe graduar el daño sin sugetarse al jura- 
mento de la parte. 

6 o Que la partida de 140 pesos procedentes de Hete y 
muías arrebatadas por los rebeldes, oslando el primer 
punto comprendido en la cuenta de gastos, y no habiéndose 
probado el hecho del arrebato de los animales, no puede 
ser considerado como legítimo. 
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7<> Que es un principio vulgar do derecho que las res- 
ponsabilidades civiles procedentes de detito, caso do muerte 
del autor, recaen sobre los herederos legítimos que acep- 
tando la herencia, entran en posesión de los bienes del 
finado, como sucede en este caso respecto de los herede- 
ros del rebelde José U. Molina. 

Y omitiendo otras consideraciones ¡ fallo, definitivamen- 
te juzgando y declaro: Que Don Marco Antonio Lloverás 
y los herederos del (¡nado D. José Bernardo Molina, Don 
Tihureio Zapata, como albaeea y en representación de su 
esposa Sisla Molina, Don Bruno, Don Segundo y üon Gui- 
llermo Molina, en su a u senda y rebeldía, son responsables 
de mancomún el insalhfitm al pago ii favor de D. Dionicio 
Várela de la cantidad r|ue espresa la cuenta do ti I-, con 
escepcion ¡de las partidas do 750 y 140 pesas que se de- 
claran ineficaces y la de ¿00 que por arbitrio judicial se 
reduce á la de $00 pesos bolivianos con la advertencia, 
que la partida de intereses de la cuenta se entienda au- 
mentada con las que vayan corriendo basto hacer efectivo 
pago del capital á que se refiere, siendo do cargo de los 
demandados las costas del juicio, también de mancomún ti 
inxolidttm. Hágase saber original y dirígase exhorto al Sr. 
Juez de Sección de Mendoza, con inserción de esta sen- 
tencia para que sean notificados tos declarados rebeldes, 
á quienes se les señala el término de 20 dias paru solici- 
lar su rescisión. Repóngase los sellos. 

Na tañad Morcillo. 

La sentencia fué apelada por Lluveras, pero se declaró 
desierto el recurso. 

La misma fué notificada a los herederos Molina en 23 
de Mayo de 1870. 
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Se presentaron ellos en 14 do Jimio, alegando que de- 
bieron ser demandados ante el Juzgado Seccional de Men- 
doza, y que nada habían recibido por herencia do Don José 
B. Molina, por cuyos actos se les demandaba; por lo que 
interponían de la sentencia notificada el recurso de apela- 
ción y nulidad. 

El Juez de Sección decretó que oslando ellos constituí* 
dos en rebeldía, y no pudiendo interponer los recursos de 
apelación y nulidad con arreglo al art. IÍM de la ley de 
procedimientos, no hacia lugar á lo solicitado. 

Vareta entabló juicio ejecutivo para la venta de los bie- 
nes embargados en Mendoza, y no obstante la oposición 
de los Molina, fueron vendidos los bienes, siendo adjudi- 
cados al mismo Várela. 

Los herederos Molina mlerpusioron recurso de fqiif>jn 
ante la Suprema Corte con solicitud de 26 de Setiembre de 
1370, la que no so pudo tramitar por no haber constituido, 
ni conocerse el domicilio de los recurren les. 

En 16 de Marzo de 1871 se presentó un apoderado de 
los Molina á proseguir el recurso. 

Se pidió informe al Juez de Sección de San Juan, y 
leido este, la Suprema Corle pidió se remitieran los autos 
principales y los ejecutivos, y en seguida dictó este 

Falto de la ftuprema Corte. 

iSuenus Aires, Julio ¿9 de 1811. 

Vistos, y considerando: Primero, que el articulo ciento 
noventa y uno de la ley do procedimientos autoriza al con- 
tumaz declarado, para interponer el recurso de rescisión; 
Segundo, que ese recurso, llamado de rescisión en el título 
diez y nueve de la ley, cuya naturaleza, forma v sustancia- 
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cion no se determina especialmente en parte alguna, con 
aquella denominación, no puede ser otro que el de que 
trata el tílulo veinte y dos designándolo con el nombre de 
recurso de nulidad j Tercero, que los herederos de Don 
José Bernardo Molina interpusieron á foja trecientos cua- 
renta y seis del espediente principal, mandado traer á la 
vista, los recursos de apelación y nulidad contra el fallo 
de foja trecientos y nueve; Cuarto ( que, aunque por ha- 
llarse declarados en rebeldía, no les era permitido inter- 
poner el recurso de apelación simplemente, podian, sin 
embargo, interponer el de nululad conforme al ya citado 
artículo ciento noventa y uno, siendo, por consiguiente, 
inexacto el fundamento que motiva el auto denegatorio de 
foja trescientos cuarenta y ocho vuelta; Qninto t que, según 
lo dispuesto en el articulo octavo de la ley, de toda pe- 
lición 6 escrito de que haya de darse traslado, así como 
de los documentos con que se instruya, debe acompañarse 
una copia en papel simple, hecha y firmada por la parle 
que Jo haya presentado ; Sexta, que esa cópia debe ser en* 
tregada al demandado, al notificársele el auto que le con- 
flora traslado de la demanda, según lo prevenido en el 
artículo cincuenta y nueve; Séptimo, que ese requisito debe 
reputarse esencial para la validez del emplazamiento, por- 
que mientras no esté cumplido, no [ludiendo el demandado 
conocer la acción y protensiones deducidas contra él por 
el actor, no puede preparar sus excepciones y medios do 
defensa, aprovechando el término que le está concedido 
para oponerlas; Octavo, que, ademas, toda notificación 
hecha en contravención ú lo proscripto en la ley, anula, 
según el artículo setenta y uno, los procedimientos subsi- 
guientes, y la notificación del emplazamiento, sin cnlregar 
la cópia de la demanda y de los documentos con que se 
instruya, contraviene á lo proscripto en el recordado arlt- 
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culo cincuenta y nuevo ¡ Noveno, que el demandado no 
debe ser declarado incurso en rebeldía, cuando ha sido 
nula la cédula de emplazamiento, debiendo, en tal caso, 
ser emplazado nuevamente, con arreglo á lo dispuesto en 
el artículo ciento odíenla y siete ; Décimo, que, al hacerse 
el emplazamiento á los herederos de Molina, no se les 
entregó copia de la demanda, como resulta del exhorto y 
de las diligencias que corren de fojas doscientos treinta y 
tres á doscientos treinta y cinco vuelta ; Undécimo, que, en 
los escritos do fojas doscientos treinta y ocho y doscientos 
cuarenta y tres, presentados ante el Juez de la Sección en 
Mendoza, para que fuesen remitidos al de San Juan, hi- 
cieron ellos valer la omisión, redamando la nulidad en toda 
fonna de de recito, Coja doscientos cuarenta vuelta y foja 
doscientos cuarenta y tres; Duodécima, que, apercibido el 
Juez de la causa por esa reclamación, de la omisión en 
que se había incurrido, debió mandarlo reparar al librar 
segundo exhorto al Juez de Sección de Mendoza, para que 
fuesen nuevamente citados los herederos de Molina; BécU 
motercio, que, en vez de procedor asi, prescindiendo do la 
irregularidad que pudiera haber en la manera con que la 
objeción fué deducida, conforme á la facultad que le concede 
y á la obligación quu le impone la ley décima, titulo veinte 
y siete, libro cuarto, Recopilación Castellena, supletoria de 
la de procedimientos, dictada por el Congreso en catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, según lo 
espresa el artículo trescientos setenta y cuatro, se limitó, 
bajo el protesto de ilegalidad en la forma, ú librar segundo 
exhorto de emplazamiento con la misma omisión objetada 
al anterior, foja doscientos cuarenta y siete vuelta, decla- 
rando ú loa citados contumaces por auto de foja doscientos 
cincuenta y cinco, y siguiendo en cuanto a ellos el proco- 
dimiento en rebeldía ; por estos fuudaniontos, se declara 



D6 JUSTICIA NACIONAL. 3M 



nulo todo lo obrado desde la foja doscientos treinta y una 
del cuerpo principal, en cuanto se refiere á los herederos 
de Don José Bernardo Molina, y reponiéndose la causa al 
estado que tenia cuando so interpuso la demanda, se de- 
vuelve al Juez á qno, para que proceda y determine con 
sujeción á" derecho, previo pago de costas y reposición de 
sellos, 

Salvador Haría del Carril, —Francisco 
Delgado. — Josí; Mauros Pazos.— 
Marcelino Ugarte. 



CAUSA I.VIll. 



Don José llttrraspt contra D. José Freiré, 
por cobro de pesos. ' 

Sumario 1° — Et 'encargado del cobro de un crédito, sien- 
do de su cuenta todos los gastos do las diligencias necesa- 
rias, debo abonar aquellos y practicar estas hasta su ter- 
minación. 

2° No cumpliendo con estas obligaciones, la revocación 
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del convenio por el cual so prometió al encargado la mitad 
do lo que se cobrase, es imputable á éste, y no le dá dere- 
cho para percibir la compensación convenida. 



Cato. — D. José I turras pe, Cónsul de Portugal en Sania 
Fé, se presentó ante el Juzgado Nacional de usa Sección 
esponiendo que su padre político D. José Freiré lo había 
encargado verbal mente para preparar y hacer reconocer las 
acciones que éste tenia contra el Gobierno Nacional por los 
perjuicios sufridos en la guerra civil, conviniendo cu darle 
por compensación ta mitad de las sumas que mesen reco- 
nocidas y abonadas. 

Que habiendo sido reconocida á favor de Freiré la suma 
de 4,635 pesos fuertes en fondos públicos, cuya venta ha- 
bía producido 3,774 pesos fuertes, le debía Freiré la suma 
de 1,887 pesos fuertes, que se negaba á pagarlo. 

Que por esto se veía obligado á demandarle dicha suma 
con sus intereses y cosías. 

A la demanda acompañó una carta de D. José Freiré 
dirijida á su hijo D. Marcelino Freiré en 5 do Octubre de 
1869, díciéndole que habia negado é V*. José Iturraspc la 
mitad de la suma ofrecida, porque el crédito correspon- 
diente no habia sido aun reconocido, y que le entregase el 
espediente, sacando recil'o, para que subsanase los requisi- 
tos que faltaban,, siendo de su cuenla los gastos. 

Conferido traslado, D. José Freiré pidió se rechazára la 
demanda, porque los gastos de los reclamos debian ser do 
cuenta de Iturraspe, y este no los habia pagado, habiendo 
el demandado pagado los causados en Santa Fú para levan- 
tar una información sumaria, y porque las diligencias ante 
el Gobierno y el Congreso Nacional habían sido practicadas, 
respecto al crédito en cuestión por su hijo U. Marcelino 
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mm, quien había pagado Amblen lodos los gastos ne- 
cesarios hasta la terminación del asunto. 

Se abrió la causa á prueba, y producida la que se exa- 
mma en la sonancia -le !■ instancia, se dictó el siguiente 



Falle ilrl Juez Sceetonnl, 



lltisariu, Ortilhri' ITuIe 18*0. 

Y vistos: Resultando de estos autos: lo Q ue ios térmi- 
nos en n,ue está concebida la demanda, como los de Ja 
conteslacion y las pruebas producidas por el demandante y 
el demandado, tienden á establecer incuestionablemente h 
existencia de un convenio entre Don José Freiré y su hijo 
político Don José Uurraspe, en virtud del cual quedaba 
esto encargado do la justificación y cobro al Gobierno Na- 
cional, del valor do perjuicios sufridos por aquel en sus 
bjenos de campo; 2o Que del conjunto de las pruebas de 
mía y otra parte aparece también claramente, que ese 
convemo no era gratuito, pues si de un lado se ofrecía al 
encargado do las diligencias del cobro de la mitad de lo 
que so reconociese y pagase, nomo lo espresa el di mandan- 
te y no lo mega el demandado, también aparece evidenciado 
en autos, tanto por la carta de foja primera como por las 
tramitaciones posteriores del cobro, ó inteligencia queso dió 
á todos los actos del mismo, quo esa retribución era á 
cond.ciun «le que los gastos que por el se hiciesen debian 
ser á cargo del comisionado al efecto y no al del dueño 
de tos créditos á cobrar ; 3° Q„e Don Jo'só Iturraspe, nada 
ha probado un autos, que induzca á dar nlra interpretación 
del convenio celebrado con su padre político Don José 
Freiré y que tienda á establecer, que este le hubiese ofre- 
cido la mitad de lo que so cobrase por perjuicios, quedan- 
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do ademas á cargo del dueño Ins gaslos de la cobranza ; 
4- Que esta última condición ó circunstancia no tieno otro 
fundamento en los autos, que el hecho de haber sido pa- 
gados por Don José Freiré todos los gaslos de las diligen- 
cias hechas por Don José Iturraspe, contra los espresado 
por aquel en su carta do f. I a , y contra lo que resulta de 
las pruebas producidas por el demandado fojas 47 á 50 
inclusivo, donde se vé que el nuevo encargad Don Marce- 
lino Freiré, hizo, por sí, los gaslos que demandó la ges- 
tión do esto asunto ; 5" Que Don José Iturraspe, no ha 
probado que hiciese por sí, gaslo alguno en la parle de las 
diligencias que le fueron encomendadas al principio, sino 
que présenlo las cuentas c hizo pagar todos los gastos á 
su padre político, hasta que, encargado de la gestión Don 
Marcelino Freiré, vino a quedar revocado y sin efecto el 
convenio verbal celebrado por aquel. Y considerando qim 
en la anulación ó revocación del convento primitivo, no 
son la culpa y responsabilidad á cargo del dueño do los 
créditos á cobrar, quo ofreciera la mitad de lo que se co- 
brase, sinó del que encargado del cobro y de los gastos, 
ni hizo en el modo y forma convenidas ni desempeñado 
aquel sinó en parle ni reclamado, por último, do los efoc* 
los de esa revocación si lo perjudicaba, en el tiempo ra- 
cionalmente debido y oportuno, dojamlo transcurrir años 
para hacerlo; loque importa, cuando menos, un indicio 
contra la estabilidad y vigor del derecho que invoca. Por 
tanto, y alentó al mérito de estos autos, las pruebas pro- 
ducidas y lo alegad,, per las parles; do todo lo que resulta 
que el demandante no ha probado su acción, y sí, sus excep- 
ciones el demandado; ?c ¡.bsuelvo á este de la demanda 
Ley 1", Tít, 14, l*art. 3*, con costas al demandante, Ley 
8, Tít.' 22, Parí- 3 a * Hágase ^'ber y repóngase los sellos. 

Jot¿ María Zuriria. 
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!, fué con- 



FhII* de la 



liiienus Airrs, 



di- l«7l. 



Vistos; |nn- sus fsjinlüttt/'ntos se roofinna cuu costas, el 
auto apelado ile foja setenta y dos, satislechas estas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 



Salvado» Mahía hel Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — Josií Hamios Pa- 
zos. — Mahcklino LJgartr. 
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El Banco Italiano mitra la Empresa del alumbrada d Gas 
de la ciudad del liosario, jm robra de pesos. 



Sumaria. — No mejorándose el recurso en tiempo, á la 
primera rebeldía se declara desierta la apelación. 



Caso. En In causa seguida por el Uanco Italiano contra 

la Empresa del alumbrado á Gas de la ciudad del Rosario, 
venida á la Suprema Corte por apelación libre concedida 
á solicitud de la Empresa del Gas de la sentencia defi- 
nitiva del Juez do Sección del liosario, el apoderado del 
Banco Italiano acusó rebeldía á la parte apelante por ha- 
ber dejado vencer el término sin mejorar ol recurso. 

Espedido por el Secretario el certificado de haber ven- 
cido efectivamente el término, se dictó el siguiente i 

F*tl« la Hiipfem* Corle. 

Buenos Aires, Aposto 8 de 1811. 

Por lo que resulta del procedente certificado y á mérito 
de lo dispuesto en el articulo doscientos catorce de la ley 
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de Procedimientos, declárase desierta la apelación, y de- 
vuélvanse loa auto» previo pago de costas y reposición de 
sellos por el apelante. 

Salvador María del Carril.— *- 
Francisco Delgado. —José Bar- 
ros Pazos. — Marcelino Coarte. 



thn Alejandro Pas contra Relia ij Safa, sobre 
tlfsemabryo de dinero. 



Sumario. — l n Los suministros hechos á un buque tie- 
nen privilegio sobre este y sus productos. 

2 o La propiedad de un buque no puede transferirse sino 
con todas las cargas, y quedando á salvo los derechos y 
privilegios de los acreedores del buque. 

3° El embargo decretado do arrendamientos de un bu- 
que con el objeto de garantir las resultas del juicio promo- 
vido por los acreedores del buque, y cuyo importo debe 
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ser aplicado, concluido que sea el juicio, á tos quo prueben 
mayor derecho, no infiere perjuicio al que cree tenerlo. 



Caso. — Los Srcs. Kezia y Sala, siguiendo un juicio eje- 
cutivo contra U. Ezequicl Paz por importe de artículos 
suministrados al vapor «Comercio del Kosaríu» de su pro- 
piedad, pidioion y obtuvieron el embargo de los arrenda- 
mientos de (Helio vapor adeudados por el Gobierno Na- 
cional. 

I). Alejandro Paz, berma no do Ü. Ezeqilicl Va/,, dí orondo 
ser actual dueño del mencionado vapor, pidió el desem- 
bargo do los arrendamientos. 

Alegó que no constaba quu las cuentas cobradas |ior lío- 
zia y Sala fueran debidas por U. Ezequiel Paz, ni que los 
articules respectivos hubiesen sido suministrados en oca- 
sión del último viajo del vapor; y que los arrendamientos 
embargados no pertenecían á Ü. Bzequiei Paz, sinó al 
demandante, quien lo arrendó al Gobierno Nacional. 

El apoderado de hezia y Sala contestó que su crédito 
procedía de gastos hechos para la conservación del vapor, 
y que esle debía su importe, sin distinguir cual fuese su 
actual propietario. 

ralla del Juea Metelona!. 

Rúenos Aires, Julio " de Iftlt. 

V vistos: estos autos iniciados por Don Alejandro I'az 
deduciendo tercería en el juicio ejecutivo promovido por los 
señores Uezia y Sala contra el vapor i Comercio del llosa- 
río», pretendiendo mejor derecho ú los arrendamientos de 
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dicho vapor, y considerando: 1* Que la» cuentas cuya 
valor reclaman loa se ñores Hezia y Sala, proceden de su- 
ministros hechos al mismo vapor. — 2» Que el mismo 
buque y sus productos están especialmente aludos al pago 
de estas deudas previlegiadas, arl. 1020 y 1021 del Cód. 
de Comercio, — 3" Que cualquiera que sea el titulo por el 
que se liaya transmitido la propiedad del hoque en cues- 
lion al Sr. Paz ú á la persona de quien lo tiene en arrien- 
do, no ha podido tener lugar este traspaso sino con todos 
las cargas y quedando á salvo los derechos y privilegios 
de los acreedores del huquo, artículo 10^0 eiUulo. — \° 
Que aun prescindiendo de estas consideraciones, el em- 
bargo decretado contra los arrendamientos del vapor «Co- 
mercio del Rosario* no tiene mas objeto que garantir las 
resultas del juicio, pues una vez pronunciado este t su im- 
porte será aplicado á los que pruebun mejor derecho, y 
5" Que en este concepto no puede pretenderse por don 
Alejandro Paz que le infiere perjuicios del embargo decre- 
tado ; por estos fundamentos, no ha lugar á la remisión 
de la nota de desembargo, solicitada por 1). Alejandro Paz 
en su escrito de I'. 1", y por lo que resulta de la nota del 
Ministerio de Hacienda do 2!» de Marzo último, reténgase á 
disposición del Juzgado los arrendamientos correspondientes 
al vapor «Comercio del 1 «osario» para lo que deberá 
reiterarse nviso al Ministerio de Hacienda. 

Utjarriia. 

Apelada esta sentencia, fue confirmada por el siguiente 

Fallo de la Nuurema Corte. 

Dueños Aire?, Aguslu ** «le 1871. 
Vistos: por sus fundamentos, se confirme con costas el 
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auto apelado do foja once vuelta, y satisfechas etla* y 
repuestos los sellos, devutlvanse. 

Salvai>oi\ Mahía lh;l Cvuiul. — 

i 

Francisco Delgado.— José Iíaii- 
nos Pazos — Makckllv> L'üautk. 



Don Gregorio Zapata con. el Presbítero ihu José Olmos, 
por rubro de pesos. 



Sumario. — No se considera probada el hecho, suhre 
cuya verdad deponen testigos meramente auriculares. 



Caso.— Don Gregorio Zapata, vecino de San Juan, 
demandó ejecutivamente pur cobro de pesos al Presidie™ 
D. José Olmos, vecino de Mendoza. 

Notificado el auto de solvendo, el demandado opuso que 
habia hecho cesión de bienes en San Juan, antes de tras- 
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ladarse á la Provincia ile Mendoza, cuya excepción se 
desechó por no haherse llegado á la citación do remate. 

Pero lia bien ilo señalado la Suprema Curte por la lio de 12 
de Noviembre de Í870, que la escepcion de incompetencia 
podia deducirse al empezar el juicio, y debia resolverse 
ante todo, se abrió la causa á prueba 

La prueba presentada pur Olmos, se redujo á las de- 
claraciones de tres testigos. 

El primero U. Ramón Vidala declaró que le constaba 
que el Presbítero Olmos bahía hecho cesión de bienes en 
San Juan pur dicho del Obispo Aldasor, y por ser notario 
de la Curia. 

Et segundo, II Pedro Pelliza declaró que le constaba 
por dicho del Sindico, de quien no recordaba el nombre. 

Y el tereeru Ü. Salvador de la Hela declaró que lo 
habia oido, y se lo habia dicho Olmos. 



Mandola, Abril 10 de 1871. 

Y vistos : la presente articulación se pretende basar en 
que el ejecutado tiene hecha cesión de bienes en la Provin- 
cia de San Juan. 

Su pretencion os, que el ejecutado ocurra al concurso allí, 
y que aquí lo deje libre con relación al pago del docu- 
mento de f. 3. 

i Qué hay concurso! ¿Este es el lerna obligado en que 
se funda la incompetencia de la Justicia Federal? 

Considerando — I" Oue aun que se alega que la prueba 
motivada por el interrogatorio de C &l se ha recibido 
fuera del término legal, al argumento carece de lógica 



322 KALLOS tlK LA SU HUSMA CÜHTK 



jurídica, por cuanto es un principia reconocido que la 
prueba testimonial ofrecida en tiempo vale, aun que se 
reciba después. 

2 o — Que sin embargo, la testimonial no es concluiente, 
desde que los testigos D. Salvador de la Huta y Pedro Y. 
Pelliza son algo vagas, pues el primero es da oidas y el 
segundo también y justamente no recuerda la persona del 
síndico que es quien dice quo se lo contó. 

3° — Que el testimonio de L). Ramón Vi del a también es do 
referencia, y la aseveración, • que lia sabido la cesión co- 
mo Notario Eclesiástico» sin dur razón, es larnbien sospe- 
chosa é infundada. 

— Que un lieebo auténtico como es la formación de 
un concurso ante los tribunales do un país Lin inmediato 
á este (la prueba desacreditada pur regla general, de testi- 
gos) no puede satisfacer la conciencia de un juez de dere- 
cho, ya que el articulista tía podido facilitar prueba docu- 
mental con sobrado Uympo, pues San Juan está muy 
cerca y las autoridades de allí, so espiden con mucha re- 
gularidad. 

5 o — Que bajo la hipótesis de concurso (este nombre 
terrorífico para todo acreedor legítimo digno do amparo) 
no se puede estimar como apoyo al cumplimiento de un 
deber, sinó se acredita que quien concurre á él, ha llenado 
Jas fórmulas jurídicas del procedimiento, y : 

6 fl — Que el Juez no vé en todo este juicio mas que un 
solo anuncio de formación de concurso en tiempo de An- 
taño. 

Se declara competente la Justicia Nacional para enten- 
der en esto asunto, con costas al articulista. Ropónganso 
Jos sellos. 



Palma. 
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Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente : 



Fallo de 1« Suprema Corte. 

Liuenos Aires, A^oslu 1ü de 1871. 

Vistos : y considerando, Primera, que la excepción do 
incompetencia opuesta pur el hesbitero don José Olmos en 
el juicio ejecutivo iniciado cuulru él en el Juzgado Seccio- 
nal de Mendoza, por duii Pascual Huiz en representación de 
don Gregorio Zapata, se Tunda únicamente en el hecho 
alegado de haber formalizado concurso voluntario de acree- 
dores, en la ciudad de San Juan antes de trasladarse á 
la de Mendoza ; Segundo, que ese hecho no ha sido pro- 
bado suficientemente pur el demandado, pues los testigos 
que ha presentado cmi ese proposito son meramente auri- 
culares, refiriéndose uno al misino Presbítero Olmos y los 
demás á otras personas ; Tercero, que teniendo aquellos 
esc carácter, su testimonio carece de valor jurídico, según 
lo dispuesto on la ley veinte y nueve, titulo diez y seis, 
Partid j tercera ; por estos fundamentos se confirma, con 
costas, el auto apelado de i'oja cuarenta y ocho, y satis- 
fechas las de esta instancia, devuélvanse al juez de la causa 
para que lleve adelante sus procedimientos con arreglo á 
derecho. 

Salvauok Mahía dkl Carril. — 
Francisco Delgado. — José Bah- 
hos Pazos.— Marcelino Ugai\te. 
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El Procurador General contra íhm Diego Bruce, por 
injurias inferidas á un Cónsul en el deseinpefw de 
sus funciones, solar, competencia, 



Sumario. — 1" El conocimiento de las causas cu que 
venan los privilegios y exenciones Je lus Cónsules y Vice 
Cónsules en su carácter público, corresponde ordinaria- 
mente á la Suprema Corte. 

2° Las injurias inferidas á un Cónsul en la oficina del 
Consulado con motivo del desempeño de sus funciones o(i- 
ciales, afectan la libertad y seguridad, sin las que no puede 
desempeñar bien su mandato. 

3o Esas injurias comprometen las prerogaliyas de su 
carácter público, y determinan el ejercicio de la jurisdic- 
ción, que compete á la Corte Suprema. 



Caso. — En 27 de Diciembre de 1870, I Cónsul Chileno 
residente en Mendoza comunicó ;il Juez de 1" Instancia que 
el 2-i del mismo mea, con motivo de haber avisado A 1). 
Diego Bruce, ciudadano chileno, de no intentar la intro- 
ducción de ganado en Chita prohibida por decreto de aquel 
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Gobierno» por cuanto había ya dado cuenta á su Gobierno 
de que se intentaba aquella pur las Estancia* del Sud, el 
citado Bruce comenzó á quejante de habérsele dado tarde 
el aviso, y siguiendo las quejas le reprochaba que el Cón- 
sul era en cierto mudo conocedor del proyecto que Bruce 
tenia de introducir ganado ¡ que entonces el Cónsul le 
dijo con calma, que cr;i necesario no tergiversar los hechos 
hasta el ponto de mentir; que ¡'i esas palabras del Cónsul, 
dichas en su despacho, Bruce empezó á dirigirle injurias 
diciéndolo que era un canalla y un trompeta, amenazán- 
dole con el bastón ; y que después anduvo propalando 
que con consentimiento del Cónsul introducía contrabando 
de ganado ; que habiendo sido, por tales hechos, insultado 
en su carácter consular, con motivo de sus actos oficiales, 
y en su propio despacho, correspondía la causa a los Tri- 
bunales Federales, pero, por hallarse estos en ta l'eria, se 
dirigía al Juez de 1 J Instancia, para que levantando un 
sumario decretase la prisión del culpable, 

El Juez del Crimen levantó la sumaria, ordenóla prisión 
de Bruce, que se eximió Je ella bajo fianza, y pasó los 
autos al Juez Federal. 

Esto declaró que la causa pertenecía á la Suprema Corte 
con arreglo al art. 1", inc. K do la ley de 24 de Setiembre 
de 18<33 sobre jurisdicción, pero que estando incompleto 
el sumarió y muy distante la Suprema Corte, iba á con- 
cluirlo con las declaraciones de los testigos presenciales. 

Asi lo hizo, y después de algunos incidentes sobre la 
intervención del Ministerio fiscal, la prisión del procesado 
y la fianza carcelera, remitió los autos á la Suprema 
Corte. 

Dado vista al Sr. Procurador General, este espuso, que 
tratándose de las inmunidades debidas á un Cónsul es- 
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trangero, el conocimiento correspondía >n 1* instancia á la 
Suprema Corte. 

Que el Juez de Sección habia procedido acertadamente 
levantando en Mendoza el sumario, por residir allí los tes- 
tigos y haberse cometido allí el delito. 

Que siendo á cargo del Gobierno Nacional el asegurar 
á los Cónsules estrangeros el goce de las inmunidades que 
les corresponden por el derecho do gentes, creía que la 
acusación debia seguirse por el Ministerio público, y en 
este concepto acusó á D. líiego Bruce por haber atribuido 
falsamente al Cónsul de Chile I). Nicanor Centeno conniven- 
cia en un contrabando de ganado, y haberle insultado en 
su despacho con las palabras de canalla y trompeta é in- 
digno de ejercer las funciones consulares, y pidió contra 
él la pena de 300 $ fts. de multa. 

Conferido traslado, el representante de Bruce declinó 
de jurisdicción: que el caso era de simples injurias, y 
que pertenecía al Juzgado del Crimen de la Provincia, 
pues no hahia sido atacado ningún privilegio ni exención 
consular. 

Contestó el Sr. Procurador General que el acto de in- 
sultar á un cónsul en su despacho por el modo como 
desempeñaba sus funciones consulares era un ataque á 
inmunidades de que gozan estos empleados por el derecho 
de gentes ; y que por consiguiente correspondía el caso a* 
la Suprema Corte. 

rail* *> la ffuprewia Car** 

Buenos Aires, Agnstu 10 de 18 j(. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
señor Procurador General, y considerando ; Primero, que 
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el conocimiento do las causas en que versen los privile- 
gios y exenciones de los Cónsules y Vice Cónsules estran- 
geros on su carácter público, corresponde originariamente 
á la Suprema Corte, según el párrafo cuarto, artículo pri- 
mero de la ley sancionada en catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres ; Segundo, que las injurias infe- 
ridas ó un Cónsul, en la oficina del Consulado, con mo- 
tivo del desempeño de su¿» funciones oficiales, afectan la 
libertad y la seguridad sin las que no podría desempeñar 
hion su mandato, y que, con arreglo á los principios del 
derecho de gentes, le debe garantir la Nación en cuyo 
territorio está llamado á ejercerlas ; Tercero, que esas in- 
jurias comprometen, por consiguiente, las prerogativas de 
su carácter pública, y determinan el ejercicio de la juris- 
dicción que compete, en tales casos, á la Corte; por estos 
fundamentos no ha lugar, con costas, al artículo promo- 
vido de foja noventa y nueve, y Don Adolfo Aldao evacué 
en el término ordinario el traslado pendiente. 

Salvador Mafvía del Carril. — 
Francisco Delgado. — José B a 
nos Pazos.— Marcelino Ugarte. 



nú."* r»K u mmmA tmm 



Don Rudecinilv ViiUinttcra, rnntra li. Juan Antonio Pando 
y D, Fabián Corren, sobre teretrk ik oposit'wti. 



Sumario. — l" La tercería de oposición en el juicio eje- 
cutivo debe sustanciarse en juicm ordinario, por cuerda 
separada, con el ejecutante y d t>yn-nuJ,>. 

2° En el juicio ordinario^ después de contestada I» de- 
manda, si no su hubiese recibido ;i prueba la causa, debe 
el Escribano poner el espediente al despacho, y el Juez 
llamar autos para sentencia. 

ílo El llamamiento de autos es una formalidad esencial 

Ao Las mirles tienen el dercetm de pedir so señale di;i 
pura informar in roce. 

5 o El título para fundar una toreeríu es l.i cansa legal 
en que so funda el derecho, y puede existir ;mn corecicn- 
dose de documento probatorio. 

(> Q El puede justificarse r.ou los oíros imuiins de prueba 
admitidas en derecho, 

7 o Habiendo hechos alegados por el demandante, y no 
consentidos por el demandado, si el Juez no considera 
necesario recibirlos á prueba, debe espresar en la 
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los fnn llámenlos de d cree lio que ni olivan su resolución 
Sobre lo principal. 

8" Las omisiones y procedimientos irregulares del Juez, 
no deben gravar á los litigantes con costas indebidas, y 
olas deben ser ,i caí-. .Je aqiii.d. 



í'así). — Uuii Kudeeiudo Yillaiiueva se présenlo ante el 
Juzgado de Sección de Mendoza, esponiendo que había in- 
terpuesto demanda con Ira D: Juan Antonio Pando ñor ul 
pago del trii;o que se le debía, según constaba do los vales 
ijuc habla acompañado á la demanda, y que este habia 
sufrido entorpecimiento por haberse negado el apoderado 
de Pando a representarle en el juicio. 

Que habiéndose rematado el l'umtu de Palmira, que 
OS taita especialmeiile alecto ;il pairo de dicho tri^o, y te- 
miendo quedar ínsolulo, si se destinaba su valor á las 
deudas, para cuyo pago so habia practicado el reñíale, 
venia á deducir tercena coadyuvante, pidiendo se iJe clara ra 
que tenia mejur derecho para ser reintegrado do su crédito 
con lo producido del Mulino do Palmira. 

Dijo que el contrato por el cual dejó en dicho esta- 
blecimiento el trigo cuyo valor perseguía, era un depó- 
silo irregular, por haber el deudor adquirido el derecho de 
consumir la especio depositada con la obligación 
luir otra igual cu Iri-a, ó harina, ó 
á voluntad del deponente; siendo 
de dominio, como los de bienes que el deudor tiene á tí- 
tulo de depósito, son por las leyes, peiTeridos á los demás. 

Conferido traslado al ejecutante I). rabian Correa y rjecu* 
lado D. Juan Antonio Pando, contestó ésto que el depósito 
d*, tfljo daba al depositante preferencia para ser pagado, 
ó cuan-! o menos el derecho de ser pagado á pro ra la con 
t. 1. ¿3 
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los demás, debiendo avaluarse el trigo con arreglo al 
valor on la focha del depósito. 

El ejecutante contestó que debía rechazarse la tercería, 
porque cu la demanda no se ospresaba la cantidad que se 
[tedia, ni se acompañaba el título en que se fundaba. 

Que por consiguiente, no se podía juzgar si la acción 
procedía do un depósito, cuando so litüo este, y con que 
condiciones, 

rallo del juez de Sección, 

liondoza, Marzo t:¡ de IH7I. 

Autos y vistos. Desde que el ojiüsítor no presenta título 
como fundar su tercería al crédito do l>. Fabián Correa. 

No teniendo el Juez una base como recibir esta causa 
íi prueba, una vez que ella falta. 

Considerando quo la presente tercería carece do forma 
regular. 

No ha lugar a ella con costas, Palma. 

Víllanucva apeló, diciendo que había presentado los vales 
que acreditaban su acción, y estos constituían su título. 

Que aunque* así no lucra en la demanda se es pon i an los 
hechos que la fundaban y estos debían recibirse á prueba. 

Que á pesar de eso se había fallado sin recibir la causa 
á prueba y sin citar á las parles para sentencia. 

Concedida la apelación en relación, fué anulada la sen- 
tencia por el siguiente: 

1 «lio de I» Suprema Corle. 

Iluenos Aires, Agosto 12 do 1871. 

Vistos: y considerando — Primero, que la sentencia de 
foja seis vuelta ha sido pronunciada sin previa citación á 
Jas partes ; — SiffUlldc, que, según el artículo trescientos 
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y uno de la ley de procedimientos, la tercería de oposi- 
ción en el juicio ejecutivo, sea coadyuvante 6 escluventc, 
se debe sustanciar cu juicio ordinario, por cuerda separada, 
con el ejecutante y el ejecutad n ; — Tercero, que según el 
artículo ciento setenta y ocho de la misma lc\, en el 
juicio ordinario, después fie pasados los seis dias de que 
habla el cíenlo setenta y siete, ó después de contestadas 
la demanda ú la reconvención , si no se hubiera recibido 
á prueba la causa, debe el Ks criba no poner el espediente 
al despacho, y el Juez acto continuo llamar autos para 
sentencia ; -— thiarto^ míe ese llamamiento de 'fulas no es 
una vana formalidad en til juicio, de que pueda prescín- 
dirse al arbitrio del Juez, sino una advertencia que nece- 
sariamente (íebe hacerse ú los litigantes, para que usen, 
sí Ies conviene, del derecho que les acuerda el artículo 
ciento ochenta, pidiendo que se señalo día para que ellos 
ó sus defensores puedan informar ¡n voce t derecho de que 
no le es permitido defraudarlos al Juez, oslándoles con- 
cedido por espresa disposición de la ley; — ÍJttinto, que 
es, ademas, inexacto el motivo enunciado en la espresada 
sentencia, de que el opositor no presenta titulo para fun- 
dar su tercería ; porque el título no es precisamente el do- 
cumento con que se haya de justificar el derecho- ó la 
acción que se deduce, sino la causa legal en que se 1'umki 
el derecho, el acto jurídico do que se deriva la acción ; 
de manera que el título puede existir aun carcciéndosc do 
documento probatorio, y justificarse con los otros medios 
de prueba que son admitidos en derecho; y habiendo dicho, 
Uon Hcducindo Villa nueva en el escrito presentado á foja 
primera, que su crédito [tro cede de un depósito irregular 
de trigo que hizo en el establecimiento «Molinos do i'al- 
mira», ha manifestado cual es el titulo que timo para fun- 
dar su tercería, aun cuando no haya presentado documento 
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alguno para pro luí rio ; — Sesto, que, por otra parle, en el 
mencionado escrito a foja primera, se hace referencia do 
unos vales que se dice presentados en el espediente de 
demanda interpuesta contra Don Juan Antonio Pando, de 
modo que, si la presentación en aquel espediente, de los 
vales fuera cierta, aun confundiendo el titulo con los docu- 
mentos que son la prueba del titulo, no podría hacerse la 
afirmación en que so funda la sentencia; — Séptimo, que 
el Juez lia omitido mandar que se trajera á la vista el 
mencionado espediente, antes de sentenciar, para hacerlo 
con conocimientos de los indicados vales ; — Octavo, que, 
en lodo caso, habiendo hechos alegados por el opositor 
como fundamento de su tercería que no han sido consen- 
tidos ó confesados por el ejecutante, el Juez, si consideraba 
que era su comprobación necesaria para resolver la causa, 
ha debido recibirla á prueba conformo ú lo dispuesto en el 
artículo noventa y uno de la ley de procedimientos, y si 
no consideraba necesaria la recepción ¡5 prueba, ha debido 
espresar en la sentencia los fundamentos de derecho sobre 
lo principal, que sirvieran de motivo á su resolución, 
como está proscripto en el articulo trece de la ley \—Xoveno, 
que las omisiones y los procedimientos irregulares del Juez, 
no deben gravar a los litigantes con indebidas costas ; 
por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada do 
foja seis vuelta, y reponiéndose la causa al estado que 
tenia antes de pronunciarse, so devuelvo el espediente [tara 
que el Juez proceda y determine con arreglo á derecho, 
declarándose que todas las costas causadas desde la espre- 
sada foja seis vuelta son á cargo del Juez de la Sección. 

Salvador María del Carril. — 
Francisco Delgado.— José Bar- 
ros Pazos.— Marcelino ügarte. 
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Don Marvt'lmn (incitan contra D. iuii Thiriot, 
por cobro de pesos. 



Sumario, — No mejorándose en tiempo el recurso fie 
apelación, á la primera rebeldía, se declara ilesierto. 



tl asflt — [», Luis Thiritil apeló <)e lo sentencia definitiva 
que el Juez de Secccion de Córdoba, pronunció en la causa 
seguida por D. Marcelino Gacilua contra el apelante por 
cobro de pesos. 

Concedida la apelación libremente, Thiriot no mejoró 
el recurso. 

Pasado el término, dacitua acusó rebeldía y previo el 
certificado del Secretario de haber vencido el término, se 
dictó el siguiente: 

titilo de I» HuprentR forl*. 

(turnos Aires, Ap>slo IT de 1871. 

Por lo que resulta del precedente certificado y á mérito 
de lo dispuesto en el artículo doscientos catorce de la ley 
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de Procedí m ion los, declárase desicria la apelación ; devuél- 
vanse en consecuencia los autos, previo pago de cosías y 
reposición de sellos por el apelante. 

Salvado» María t>el Cariul.— Fkaxciscu 
iiklcadq. — Jíisií Barros Pazos. — 

MaKíTKLINU L'GAIITK. — JnSK IJ. Go- 
HOST1AGA. 



CALSA 



Criminal, contra Bernabé domalcz, por homicidio 



Sumario, — lo F.l homicidio simple cometido en estado 
de embriague/, y en pelea, li.ilm'inlu lialmlu provocad un 
de una y olra parta, es penado con einao años tic Iraliajos 
forrados. 

c 2 n La demora no justificada de la definición de un pro- 
ceso criminal, tía lügaf á que pueda di-joonlai -m- déla jirna 
infligida, ol tiempo de prisión sufrida pt.r u\ condenado 
durante dicha demora. 
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3 o Las causas criminales deben ser sentenciadas dentro 
de diez ilius, después de llamados lus untos y de terminada 
la audiencia snb-siguientü. 

Caso. — En ln noche del l(í do Octubre de 18GÍ), a 
consecuencia de una disputa, en ln íjue so caminaron in- 
sultos por una y otra ¡cute, cutre Iternabe González y 
Antonio Cusía, sobrevino una pelea, en la (fue el primero 
¡olmo dos heridas con cuchillo al secundo, rjuien murió de 
resultas de una de ellas. 

Esto hecho sucedió en la Isla de Pavón sobre la Costa 
de I 'atájennos. 

U, Luis Piedral mena capitán del binjue de la Marina Ar- 
gentina i Espora* levan tú un sumario sobro el hecho, que 
loé remitido al juez de Sección oelto meses después. 

El Juez de Sección completó el sumario con las declara- 
ciones de b>s testigos y confesión del acusado, de todo lo 
tjUO ivsitlti'i ctimpitduda l.i imn-ile de Costa á consecuencia 
de las herida* inferidas p..r C «n/ ilez, resultando también 
probada la disputa ó insultos míe procedieron la pelea, así 
como el éstaflo de embriaguez cu inte se hallaba el hendor. 

Pedida por el Píoeuraiór Piscaí contra González la pena 
de 10 años ile trabajos forzados, hecha la defensa, y pasado 
el término probatorio sin producirse prueba alguna dentro 
de él, se dictó el siéntente i 

Fallo tlfl Jiipz Hrrriottnl. 

Buenos Aires, Julio 10 de 1871. 

^ vistos f>u>!> autos seguidos centra Bernabé González 
p'M I -idio I nHido en la pi rsoua de Antonio í. Costa 
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en til isla de Sania Cruz sobro la cosía de Patagones ; y 
resultando ■ I o Que á consecuencia do una disputa en que 
se cambiaron insultos pur una y otro junte sobrevino pelea 
uniré Bernabé González y Antonio J. Costa, en la que el 
primero infirió ;! osle dos heridas con cuchillo una en la 
cara de poca gravedad y oirá en el vacio de muchísima 
gravedad, todo lo que resulla por confesión del mismo 
procesado fojas 5 y 21 vuelta, y declaración de los lesivos 
Enrique llnuscn f. (0 y Luis Piedralmena f. i ó; 2" Que 
estas heridas ocasionaron la muerto á Cosía á los tres «lias 
de haberlas recibí do, lo que- resulta de las declara cíen es 
citadas y de la de Jacinto Colonia I". 1-2 vuelta; > Que 
cuando tuvo lugar dicha pelea se hallaba González en esta- 
do de embriaguez el que le era habitual sin que por eso 
le hubiese conducido nunca, antes dolo ocurrido non Costa 
á ningún exceso ; I o Que pur el testimonio de Piedrubueri i, 
aparece que doce anos que le ha servido el procesado su 
conducta ha sido regular; y ;v> Que de los antecedente* 
del proceso no se desprende que hubiese ningún motivo do 
enemistad entre el procesado y su víctima ; por estos an- 
tecedentes fallo, declarando al procesado Bernabé Gonzá- 
lez, confeso y convicto Jet delito de homicidio simple 
perpetrado en la persona do Antonio J. Costa, obrando á su 
favor las circunstancias atenuantes de su estado de embria- 
guez y de haber sido ejecutado en poica en que la provoca- 
ción tuvo fugar de una y otra parte, en au consecuencia, 
y estando en desuso las penas impuestas por nuestras leves 
a este delito, lo condeno á cinco años de trabajo forzados 
de los que le serán descontados la mitad del que lleva de 
prisión y á las costas del proceso, llágase saber, comuni- 
qúese al Exmo. G o bienio para su cumplimiento y repon- 
Clase los sellos. 

Antln's L'garrim, 
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Apelada la sentcncii y notado en secunda instancia el 
largo término transcurrido de ocho meses desde la per- 
prelacion del delito hasta el levantamiento del sumario, y 
do nueve meses desde el llamamiento de autos hasta la 
sentencia, se dictó el siguiente ! 

tullo il» la Kti|irrnta «orle. 

Rucuus Aires, Adusto 19 de I8"l. 

Vistos : |mr sus fundamentos se c&tlíirma la sentencia 
apellida de foja veinte y nueve vuelta, i-iíormáridose en la 
parle que defetflttfti el tiempo que deberá descontarse de 
les cineo años de tivlujns t'-»r7.i U< «jtin se imponen do penn; 
el cual deberá ser de diez y siete meses, por la injustifica- 
ble demora fjiio lia sufrido esta causa, en ocho meses 
transcurridos desde la perpetración del delito hasta el le- 
vantamiento del sumario, y eJt nueve meses (|itc el Jucü de 
primera instancia lia retardndti la sentencia, cuando por el 
articulo trescientos sesenta y d*.s do la ley de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos .sesenta y tres, solo se con* 
cede ¡tara pronumiavh d¡ez días después de llamados los 
autos y de terminada la amlieueia subsiguiente, I»ur tanto 
piévio el correspondiente oficio del I'oder Ejecutivo Nacio- 

SALVAftoit María del Carril.— FRANCISCO 

DEU;AI>0.*-JosÉ IlAMlOS PÁZ08.— MAR- 
CELINO IÍOARTE.— José B. Gorostiaga. 
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CAI SA Wj&VM. 



Crimina!, contra Trhtan Brmtte, p»r lutria á borda 
del tmik'baí * Arrogante Emilia.* 



Sumario, — \o P^ra imponer nena en las cansas erimi- 
nales, es necesario *jutj exisla tina prueba clarísima acerca 
de la perpetración del delito, y de la pofsoftá (le! Jeliu- 
c líente. 

-° La declaración del interesado en el Imito, no ratifi- 
cada en el plenarío no tiene valor alguno. 

3° Este indicio y otras presunciones del mismo género, 
no pueden justificar la imposición de pena contra el pro- 
cesado. 

-i Todo hombre se reputa bueno, mientras no se prueb;i 
lo contrario. 



Caso. — En la noche del 15 de Abril de 1870 fue remi- 
tido á la Policía el marinero Tristan ftrocale del pailebot 
• Arrogante Emilia*, por babor estado en completo estado 
do embriaguez, dando escándalo ,-n la calle del ü."i de Mayo, 
y por acusarle el palruii «leí puilidmt, 1>. Santiago Vigmdi 
de haberle rubadu á bonlu un día que tu drjO sidy, tren 
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onzas y media de oro, una moneda no once patacones, 
y una libra esterlina. 

Tomada la declaración del procesado y la del patrón 
del pailebot, so tomó confesión á aquel haciéndoos cargo 
de haber sustraido do la cámara del capitán el dinero que 
este tenia allí, de bábtíf abandonado el buque cuando el 
capitán lo dejó solo allí; y de habérsele encontrada una 
libra esterlina cuando el procesado decía nú tenor nada. 

Kl procesado negó el primer cargo, reconoció el segundo» 
y negó el tercero diciendo que creia que el patrón te debia 
haber puesto c» el bolsillo la libra cuando lo prendieron, 
pues so hallaba presente. 

Acusado de horto por el procurador fiscal, quien pidió 
se le aplicase una pena arbitraria, y conlestáduse por el 
d eren sor que el delito, de que se acusaba á II roe a lo, no 
estaba probado, so abrió á prueba la causa. 

No fué producida prueba alguna, y llamados autos se 
dictó el siguiente: 

Fnlln del Juez. *errÍoiiHl 

ttiienus Aires, Julio 10 Ue 1KTI. 

Y vistos estos autns seguidos contra el marinero del 
pailelmt «Arrogante Kmilia» Tristan llrocato, por hurto 
perpetrado ú bordo de un buque contra ol patrón 4é1 
misino, Santiago Ytgnoli y resultando de ellos: i° Que 
el procesado quedó solo á bordo del pailebot el dia 17 
de Abril del año ppdo., quedando encargado por el pa- 
trón del cuidado de él, según lodu consta de su propia 
confesión á Tojas - \ 2(¡ vuelta, y duclaraeiou del patrón 
;'i & 11 vuelta; 2 o Ouo abandonando la custodia de que 
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estaba encargado, bajó á Horra dundo fué encontrado ebrio 
en la calle de Mayo, según resalla del parle del («o mi- 
sano á f. i m ; 3* Que el palron del pailebot se queja 
de haber sido robado á bordo de una cantidad de di- 
nero que tenia en su cámara en la que había una 
libra esterlina que fué encontrada en poder del pro- 
cesado sin que pueda dar razón de como esíslia esa mo- 
neda en su poder ; A* Que no siendo de ninguna manera 
aceptable ni verosímil que por la embriague/ en que se 
encontraba hubiese perdido á tal punió ia conciencia de 
sus actos que no pueda conservar memoria de ninguno de 
los que ejecutó el din de su desaparición del buque ; y 5° 
Que no habiendo rechazado en su confesión los cargos 
que le fueron dirigidos acojiendose á su sistema inverosímil 
de defensa, debe considerarse como una especie de confesión 
do ellos ; por estos fundamento!;, declaro á Tristón Brocate 
convicto del delito de burlo cometido á borde del pailebot 
«Arrogante Emilia» calificado por la circunstancia agravante 
do haber sido hecho ai palron del buque y abusando (h* 
la confianza depositada en rl al em-ai ^¡\il: de la custodia ; 
en su consecuencia y siendo arbitral la pena que corres- 
ponde en este caso, lo condenó á Ja de tíos años de tra- 
bajos forzados con deducción de la mitad del que tenga 
de prisión y al pago de las costas. Hágase saber, comu- 
niqúese al Exmo. Gobierno para su cumplimiento y re- 
póngase los sellos. 

Amlrfo t'ijarriza. 
Apelada la sentencia, fue revocada por el siguiente ; 

Ftillo ile la Suprema C'wrir. 

Unenos Ain's, Ajwslo i i de 1871. 
Vistos : De osle proceso resulta que habiendo sido apro- 
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hendido Tristau lírocale, porque, estando completamenlo 
ebrio, hacía un inmenso escándalo en la calle del veinte 
y cinco do Mayo, en la noche del quince <lc_ Abril del año 
próximo pasado, según se dice, en el parle de foja primera, 
acusándolo ademas el patrón del pailebot «Arrogante Emi- 
lia» Don Santiago líignole, de haberle robado de á bordo 
de ól una cantidad de dinero, en 'varias especies de mo- 
neda, instruido el proceso, el Procurador Fiscal ha acusado 
á liroeale como autor do ese luirlo, pidiendo se le con- 
dene á la pena discrecional que el Juez considere justa, 
y le lia sido impuesta la de dos años de trabajos forzados 
con deducción do la mitad del tiempo de prisión sufrida, 
esto es, de ocho meses, pues fué aprehendido el quince da 
Abril de mil ochocientos setenta. 

Y considerando ; Primero, que la Ley exijo muy sabia- 
mente para justificar la imposición de pena en las causas 
criminales quo el proceso muestre una prueba tan clara 
come la luz del mediodía, de manera que *non venga 
dolida alguna» en el ánimo del Juez á cerca de la perpe- 
tración del delito y de la persona del delincuente ; Segun- 
do, que en el presente caso no está acreditado el hurto 
de dinero imputado á [trócate, [mes apenas existe el leví- 
simo indicio que nace de la denuncia do ltignoli, patrón 
del pailebot que, en su declaración de foja trece vuelta 
se supone robado, no teniendo esa deposición valor alguno, 
tanto por ser interesado en la causa» como por no haber sido 
aquella ratificada en el plena rio según consta a* foja tres ; Ter- 
rero, que no concurriendo contra el acusado sino presuncio- 
nes tan leves como la que queda refutada, no se le puede 
imponer pena alguna, puf lo prescrito en la Ley octava, Títu- 
lo catorce, Partida tercera, que, dando la razón de su disposi- 
ción dice «Ca las sospechas muchas vegadas non aciertan con 
la verdad», y ademas porque es también un principio de de- 
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rocho que todo hambre se repula bueno, mientras no se 
le pruebe lo contrario ¡ por estas consideraciunes, y con 
arreglo á lo dispuesto en las leyes primera y ñoco, título 
catorce, Partida torrera, y veinte y si:is líluln primero, 
Partida séptima, se revoca la ¡sentencia a peluda y se declara 
á Tris tan Broca te libre y quito de toda culpa y cargo, 
devolviéndose el proceso al Juez á quo para fjue lo mande 
poner inmediatamente en libertad , 

Salvado» Manía ukl Cáhuil. — 
Francisco 1)iclí;ai'0.~Josk Uar- 

ROS J'AZUS.— J. II. GOROSTIAGA. 



Ifon JoS( ! fjttar litio can! ra Ifan Casimiro Ferrer, por cobfú 
de fletes é imlünnhaí'im de danos y perjuicios. 

Sumario. — i° Kl capitán de un buque, obligado por el 
conocimiento ó entrojar la carga en el puerto de su des- 
lino, cumple el contrato entregando la carga en diebo 
puerto. » 
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2 o |W consiguiente tiene derecho á exijir el pago del 
fleto, nu oponiéndose excepción legítima. 

ÍJ" Para que la exoepHon ,le no haber licelio el capitán 
escala en un pucrlo intermedio, y entregado allí parle do 
la carga, so tenga en consideración, para responsabilizar a 
aquel de los dafms y perjuicios procedentes de esta fulla 
al cuntíalo, es necesario probar Ja pérdida ó la privación 
del lucro pe por consecuencia inmediata y directa de 
dictia l'alta, haya efectivamente sufVido el Helador. 

A° No tláuilosii esta prueba, y existiendo además pre- 
sunciones conlrarias, la excepción opinóla rio puede des- 
virtuar la acción del [leíante para el pago del flete. 



Cttm — Don .losó Quarlino, capitán de la goleta nacional 
i Joven Viulanlina» en viaje del puerto de Unenos Aires 
para él de la Asunción, con escala en llumaitá recibió á 
su bordo de II. l»edro IVrivr, y por cuenta de I). Ca- 
simiro Fenvr 400 barricas, y 400 bolsas de harina (tara 
entibar en el punto de su destino por el ílete do 
M80.£JKt. 

Ku ií!l de Abril de 1870. entregó la carga en el puerto 
de la Asunción á D. Gerardo l'errcr. 

Esto represó en el recibo de la carga babor pagado 
á (Juanillo soto <¡-iO£fts. conviniendo con él quo ol 
resto del lí.'l.; m- cuIü.im' r i Dueños Auvs SI bahía du- 
recbo, por no babor ol buque lambo escala en Uuniailá, 
temo se babia convenido. 

Negándose D. Üa-uiniro l-YiTer á pagar dicho rosto, 
(Juai lino lo demando por su pago, cspnniendo que liabia 

tocado en II ailá, y como na. lie se liabia presentado á 

recibir La caiga, había seguido para la Asunción. 

^uu habiendo el cumisiunado allí recibido toda la carga 
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sin exigirle que dejase una [>nrlc de ella, ú su retorno, 
en Humaitá, había aprobado su proceder, novando así el 
contrato de (lelamente. 

Don Casimiro r'e.rrer entabló á su vez demanda contra 
Qoartino, que se mando tener cuino tontrademanda, pi- 
diendo indemnización de daños y perjuicios, por no haber 
hecho escala en Ilurnaitá, y no haber entregado allí la 
carga que se habia vendido á U\ $ lis. la barrica libre 
do derechos, mientras que en la Asunción tuvo que es- 
perarse tres meses para la venta, tuvo que pagarse el 5 
por o/o do derechos, y no so ulituvo in;ts precio que él 
de 12$ 50 es, por barrica. 

Conferido traslado de la contrademanda, conlesló Qnar- 
tino que Ferrer no habia recibido Ins perjuicios alegados, 
y que si ellos fueran ciertos, no tendría derecho á exijir 
su indemnización, porque habrían sido posteriores á la 
novación del contrato. 

Se -abrió la causa á prueba, y producida la que so 
examina en la sentencia, se dictó el siguiente: 

Buenos Aires, Junio 13 Je 1871. 

Vista la demanda deducida por ímu José Quarlino, 
contra Don Casimiro Korrer, por cobro de tictes de unas 
barricas de harina trasportadas á la República del Para- 
guay, por cuenta del segundo en la goleta nacional «Jóveu 
Violan lina» de la propiedad del primero; vista la contra- 
demanda deducida por Fcrrer contra Quarlino por daíius 
y perjuicios, procedentes di- falla de cumplimiento al con- 
trato del espresado transporte de parle de harinas, y vista 
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también la prueba que ambas parles han producido en 
apoyo de sus p re ton ció oes, resulta lo siguiente: 1° Que 
el capitán de la goleta nacional • Joven Yiolantína» en 
viaje de este puerto al de la Asunción, con escala en 
Humailá, recibió á su bordo bajo parlóla de registro, do 
U. Pedro Ferrer y por cuenta de U. Casimiro Ferrer 400 
barricas y 400 bolsas de harina, para entregarlas en ol 
puerto de su destino por el líete convenido de' mil dos 
vientos ochenta pesos fuertes, todo lo cual consta de la copia 
del conocimiento, ipio corro a f. 2 y del escrito da IK 
Casimiro Ferrer á f. 10. 

2° Que lu carga fué entregada en la Asunción á U. Ge- 
rardo Ferrer, juicn con fecha 2!' de Abril del año ppdu. 
expidió el reciño de I'. I», es presan do haber pagado al pa- 
trón de la «Joven Violantinai la cantidad de (VIO pesos 
fuertes, y haber convenido con dicho patrón que lo restante 
del líele fuese cobrado en Ituenos Aires, si había derecho 
á el por no haber el buque hecho la escala en Humaitá, 
como estaba acordado — Hccibo de f. I* reconocido por 
la parlo de Ferrer á f. 17 vuelta.) 

3" Que el propietario del buque, acompañando los do- 
cumentos Telendos, entabla demanda contra Don Casimiro 
Ferrer por el resto del Hete, importante G W pesos fuertes 
y por las costas r|uo ocasionase la cobranza, fundándose cu 
«pie el buque había tocado en llumaitá y nadie se había 
presentado á recibir la carga, hecho que además debía ' 
presumirse cierto porque estando dicho puerto mucho mas 
cerca que el de la Asunción donde fué recibido la harina, 
no le era difícil ni gravoso locar en aquel puerto inter- 
medio; y que aunque así no fuese habiendo sido recibida 
la carga en buen estado en t la Asunción, y no habiendo 
exigido el cargador que fuese entregada en Humaitá, es- 
tando á las leyes generales sobre navegación, recibida toda 
T, ti 24. 
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la carga se c nt ¡eriij t> consentido el proceder del Helador — 
(escrito de Pojas 21 y 22.) 

4° Que el demandado Kerrer dedujo, después de las 
primeras gestiones iniciadas por Quarttno, una demanda, 
por cuerda separada, la que en la acta de I". 9 del espe- 
diente agregado se convino en considerar como centrado- 
manda ó reconvención. 

5" Que dicha cotilrademanda versa sobre cobro de can- 
tidad de pesos por daños y perjuicios procedentes de no 
haber la «Joven Yiolantina* hucho escala en llumailá, 
cuando era convenido hacer dicha escala para tomar allí 
órdenes respecto á la caifa, siendo dicha circunstancia 
la causa de no haberse recibido la carga en llumailá, 
donde se habían vendido harinas í\ \\\ pesos fuertes bar- 
rica, libres de derechos, mientras que en hi Asunción solo 
se obtuvo el de doce y medio pesos I. ¡orles, teniendo ade- 
más que pagar el cinco por ciento de derechos y que 
esperar tres nieses para la venta. 

(i Que la parle de Quartino niega á t'errer el derecho 
do cobrar ios perjuicios que dice babor sufrido por el re- 
cibo de la carga un la Asunción, fundándose en primer 
lugar, en que si ios perjuicios fuesen ciertos, como pos- 
teriores á la novación del contrato no son legítimos, y 
en segundo lugar, en que eulendia que no había sufrido 
tales perjuicios, como resulla de la prueba, 

7° Que se recibió la causa á prueba á lin de que pas 
partes acreditaran los siguientes puntos : I o Si el buque 
hizo escala en Humaitá, y cu caso negativo qué causa 
le impidió hacer dicha escala. 

2° I'or qué el consignatario de la carga so recibió de 
el 'a en la Asunción y no exijió que el buque regresase á 
Humaitá para entregarla en dicho punto. 

3° Qué perjuicios se siguieron al cargador por el hecho 
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de haberse omi litio la escala en Ilumailá, y cuál sea su 
valor. 

&° ()ue la prueba rendida por las partes consiste en 
declaraciones de Manuel I Vi riso que según afirma fué tri- 
pulante do la goleta « Jóvcu Violanlina» de Itartolomeo 
Soliniano, marinero á sueldo de íjuartinn, y Cosario 
Cuneo, que afirma liabcr sido el patrón del mismo bu- 
que en el viaje dicho, las que corren de Tojas 10 ú 2i, y 
en las posiciones ubsuettas por Quarlino ;'t f, >2 \uelta 
y 33. 

!l° Que las declaraciones citadas, cunlraidas únicamente 
al primer punto del auto de prueba, no son bastantes para 
dejar incontrovertiblemente constatado el hecho de haber 
la «.lóvcn Violanlina» hecho escala en Ilumailá, por cuan- 
to los dos primeros testigos afirman haber tocado en 
dicho punto el do» de Mayo, fecha evidentamento falsa 
puesto que la entrega de la carga terminó el iíü de Abril 
en la Asunción, según el recibo de f. I", a lo mío se 
agrega que Soliniano dice que el viaje lo hizo bajo las 
órdenes de U, Joáé Quartino, cuando el testigo Cuneo 
afirma haber sido el patrón del buque en el mismo viaje, 
siendo de notar además que habiéndose ordenado que 
Quartino exibiese el diario de navegación y el rol de tri- 
pulación de la goleta «Júvcu Violanlina» al efecto de ave- 
riguar si el buque hizo realmente la escala en cuestión, 
y si los testigos presentados eran marineros de dicho bu- 
que, no se presentaron dichos libros. 

10 ÍJue sobre el segundo y tercer punto del auto de 
prueba no so ha rendido ninguna por las partes, por cuanto 
las declaraciones du que se ha hecho mérito se limitan 
solo a! primer punto Je las posiciones de f. 32 que solo 
son pcrlinentes del mismo primer punto. 

el conocimiento exhibido 
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el capitán tic la «Jiiven Violan lina» estaba obligado A en- 
tregar la carga cu el puerto de su destino, y siendo este 
segun el mismo documento ¡«I dn la Asunción, ha cum- 
plido ei contrato entregando cu dicho puerto, como lo lia 
efectuado. 

2» ÍJue por consecuencia el fletante tiene derecho para 
exigir el pago del flete estipulado y no habiendo recibido 
sino la mitad de él, el fletador eslá obligado A abonar la 

autorizase á retener parte del Hele, ó á cobrar daños y 
perjuicios por un .ra ó por Talla de alguna de las estipu- 
laciones del contrato. 

3° Que el Helador Kerrer ha deducido reta invención 
por daüos y perjuicios procedentes, según aliriua, de no 
haber el buque hecho escala en Humaitá) reeonvencion 
que ha sido rechazada pin' el Helante, n gando que hubiese 
fallado l'i lo estipulado, y que el Helador hubiese sulrido 
danos y perjuicios. 

■i ú Que aunque en vista del recibo de 1", t ' y de la de- 
ficiencia de la prueba rendida por Ouartino, la presunción 
legal es que el limpie no hizo escala en IJuinaiiá, pues 
no se concibo que el patrón dejara consignar en el recibo 
un bocho, que le era perjudicial, si el no fuera cierto ; y 
aunque por lo misma consta que el ¡mirón faltó al con- 
trato lo que le impondría la responsabilidad de daños y 
perjuicios procedentes de la violación ñ lidia do cumpli- 
miento al céntralo, pora que dicha responsabilidad exisla, 
es indispensable que al fletador se hubiesen electivamente 
seguido ilaños ó causadóselc perjuicios con motivo de dicha 
falta, esto es, que hubiese sufrido alguna pérdida, ú queso 
le hubiese privado de un lucro por consecuencia inmediata 
y directa de la falta do cumplimiento {artículos 'l-l y ¿i'Ü 
del Código de Comercio). 



* 
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5" Que lal prueba nu existe ni ha sído intentada fii- 
quieia, pues mola hay aulus que puede hacer presumir 
f[ue exi silera una ilU'urem.i.i tan nulal'le en el precio ile la 
harina en dos puertus inmediatos, entre sí, y quo se 
proveen del misino morcado. , y menos aun debo presu- 
mirse esto cuando se encuentran en la misma linca de 
navegación, el puerto donde se diee que I*js precios eran 
mas altos es paso preciso para llegar al olro donde eran 
mas bajos, ;í ludo lo cuál se agrega que si tal diferencia 
huliiera existido, es de presumir que e! cargador no habría 
aceptado la entrega de ta enr^a en la Asunción siuó que 
Intima csijído que el buque regresase al de llumaitá jiara 
entregar en él la carga. 

O Que por consecuencia Ferrar no ba prohadn la le- 
galidad de sus préiencidnes y deben por tanto tvr repelidas. 

I'or estos fundamentos ; Í'jÜo, condón. ntd.i a I). Casimiro 
Ferrer á pagar á 1*- José Ouartiuu ú á sus herederos, la 
cantidad de seis cientos cuarenta pesos fuertes, sin hacer 
lugar a la reconvención deducida por Ferrer y sin especial 
condonación en costas. U opónganse los sellos. 

Mantel '¿aválela. 

Apelada la sentencia por Ferrer, fué confirmada por el 
siguiente : 

tullo de la Niiprniiii forte. 

Buenos Aires. Agosto Í9úe 1*71, 

Vistos, por sus fundamentos, so confirma con costas el 
auto apelado de l'"ja mamila y tres, y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuéUanse. 

Salvaooh María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado.— José Marros Ca- 
zos.— José B. GOKUOSTIAGA, 
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Don Macario Xa zarrt mitra í). Antonio Caballera y Unos., 
sobre desembargo tic una tropa tic carretas, c indem- 
nización de dt ftios y perjuicios. 



Sumario. — lo Acreditado por un tercor" el dominio so- 
bre muí tropa de carretas, embargada para asegurar el 
pago de la ifeu.la de otro, debe ordenarse el desembarco. 

2" Si el embarco lia sido .mdieiLtdn v ublruidi baj<> La 
responsabilidad de quien lo pidió, este se baec respon- 
sable de los daños y perjuicios tjuo do dicho embargo se 
le hayan seguido al dueño. 



Caso. — En -8 de Setiembre de 1*70, Den A n Ionio Ca- 
ballero y Hermanos, vecinos de Córdoba, por una suma de 
dinero que les deliia I). Gregorio López, vecino de San- 
tiago, pidieron ut Juez de Sección de Córdoba que se 
embargara b.tjo responsabilidad fie los demandantes, una 
tropa de carretas ipje habia llegado a ese punto al cuí^ 
dado de diebo López. 

Ordenado el embargo bajo la responsabilidad de aquellos, 
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D. Gregorio López declaró que la tropa do carretas no 
era suya, sino de [). Macario Nazarri del cual el %o an- 
dado era capataz. 

So ejecutó el embargo, presentándose lue^o I). Macario 
Nazarri, y puliendo el desembarco de la Iropa por ser él 
el dueño de las carretas, con eseepeion de dos ¡pie habían 
sido prestadas á Lope/., y la indemnización de danos y per- 
juicios por haber estado i a tropa ya contratada y cargada 
en parle. 

Sustanciados y resuellos varios incidentes, uno de los 
cuales versó sobre el embargo de la tropa dándose lianza, 
la que no se admitió por rc-jslirla luí Síes. Caballero y 
linos., se sustanció la petición de Nazarri, dándose tras- 
lado. 

Caballero y linos, contestaron que los documentos acom- 
pañados por Nazarri no prohiban su duminio subre la 
tropa de carretas. 

Se abrió la causa á prueba acerca de la propiedad de 
Nazarri sobre la tropa de carretas, bueyes muías y ca- 
ballos, v sobro el hecho de «star ya contratada y cargada 
aquella, cuando se trabó el embargo. 

Producida la prueba que se examina en la sentencia, 
y llamados los autos, se dictó el siguiente : 

Falla del Juez Seccional, 

Córdoba, Jimio " de mi. 

Vistos : eslos autos entre Ibm Macario Nazafti y los Sres. 
Antonio Caballero y Hermanos, demandando el primero 
a devolución de una tropa de carretas con los bueyes, 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



aparejos y derruís útiles embargados por los segundos á" 
su capataz D. Gregorio López por ser este deudor de los 
últimos y creerlo propietario de la tropa, como la indem- 
nización de daños y perjuicios eausudus por dicho em- 
bargo ; con lo espuesto por las partes y la prueba 
producida. Y considerando que Don Macario Nazarri lia 
acredilado debidamente con las declaraciones de los tes- 
tigos D. Antonio Domínguez á 1*. 11, D¿ Adolfo I garza bal á 
f. 70, l>. Martin Hamos f. 80, l). Hamon Santucho á f. 
114 vuelta, l>. Gregorio Sanlillaii á t 115, lí. Francisco 
Santillan á f. lll», 1). Manuel Salvatierra á f. llf» vuelta 
y l). Alejandro Montes á f. Ii7 vuelta ; que la tropa, co- 
mo los bueyes, aparejos y útiles son de su propiedad, 
con escepcion de dos carretas y cuatro bueyes que resul- 
tan ser do pertenencia de Lupcz, según lo confiesa el 
mismo Nazarri absolviendo posiciones á I" , y respondien- 
do á la primera pregunta y lo declara l). Carlos Carreras 
á f, 90, contestando á la tercera pregunta. Que según la 
declaración de los testigos ya nombradas, Domínguez, Igar- 
zabal, Hamos y Salvatierra, la tropa tenia al tiempo de 
efectuarse el embargo dos ó tres carretas cargadas, pues 
estaba recibiendo nuuva carga para llevar de regreso á 
Santiago. Que los Sres. Caballero y linos, pidieron el 
embargo do dicha tropa bajo su responsabilidad según 
consta de su escrito de f. 

l»or estas consideraciones, mando se alee el embaí go 
de dicha tropa, bueyes, aparejos y útiles y se entregue á 
Don Macario Nazarri o su apoderado y declaro que lus 
Sres. Caballero y Hermanos son responsables de los daños 
y perjuicios causadas por dicho embargo así como de las 
costas y costos del presente juicio, debiendo hacerse el 
justo precio ó estimación de dichos danos y perjuicios 
en lodo lo que no estuviese de otra manera determinado 
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en estos autos, por peritos nombrados de común acuerdo 
por las partes, llágase saber y repóngase los sellos. 

Saturnino 

■ 

Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente; 



Fallo de I* Suprent» € «ríe. 



Unenos Aires, Agosto "29 tic 1871. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas ta 
sentencia apelada, corriente de Cuja ciento treinta y tres 
vuelta á ciento treinta y cuatro vuelta; satisfechas las de 
la instancia y repuestos las sellos, devuélvase el espe- 
diente ¡ previniéndose al Juez de la causa mande reponer 
el sello que Taita y suplir las deficiencias señaladas en el 
certificado do luja ciento u dienta y ocho. 

Salvador María del Carril. — 
Francisco Delgado. — José Bar- 
ros Pazos.— Marcelino Ugartb. 
— J. B. Gorostiaga. 
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CAUSA L\l\ 



Don José Chavarri contra Dan Cesar Dalaeio t recurso de 
queja contra el Juez .\acioiiul de Mendoza, 
sobre fianza de arraigo 



Sumario, —io La fianza de arraigo de que trato el art. 
74 de la ley de procedimientos, se refiere al demandante 
estranjero no domiciliado en la República, y no al no do- 
miciliado en la Provincia en cuyo Juzgado Seccional ins- 
taure su demanda. 

2» A no ser asi, se violaría el art. 20 déla Constitución 
por el cual los estrangeros gozan en el territorio de hi 
Nación de ledos los derechos civiles del ciudadano, 

3" El ciudadano vecino de una provincia demandando 
á un ciudadano vecino de otra no está ubi i gado íi dar la 
fianza de arraigo proscripta por el citado articulo 74. 



Cam —[). Felipe Correa con poder de I). José Chavarri 
español, domiciliado en Santa l-e, demandó ante el Juez 
do la Sección de Mendoza, sobre falta de cumplimiento á un 
contrato á D. Cesar Palacios, argentino, vecino de esta 
provincia. 
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I). Cesar Palacios, antes de contestar la demanda, pidió 
que Ghavarri arraigase el juicio. 

Formado artículo, se resolvió accediendo á la preten- 
sión de Palacios. 

Ghavarri pidió revocatoria y apeló, y no se hizo lugar á 
ninguno de los recursos. 

Apeló entonces de hecho ante la Suprema Corle alegan- 
do que el art, 7 i do la ley de procedimientos en el que 
se había rumiado el Juez de Sección se refería al domicilio 
Tu era de la República, y no al domicilio fuera de la Sec- 
ción. 

Uuo no habia ley alguna que obligase á un ciudadano 
do una provincia á arraigar el juicio cuando demandaba 
al ciudadano de otra ante los tribunales de esta; y quo 
concediendo la Constitución al rstrengero habitante de la 
Nación los misinos derechos civiles que al ciudadano, no 
pudín exigí rsele la lianza de arraigo en el presente caso. 

! t >ue no podiendo las leyes ser contradictorias de las ga- 
rantías acordadas por la Constitución, el art. 74 citado no 
podía tener otra interprelaciim que la de exijirse la lianza 
á los estrangeros, que no siendo domiciliarios en la llopú- 
blica viniesen á demandar á los ciudadanos domiciliados 
en ella. 

La Suprema Corle pidió informe al Juez de Sección, 
quien transcribió los autos relativos, diciendo que su opi- 
nión era que el art. Ti correspondía también á los os- 
Irangeros domiciliados en la He pública, \ ero fuera de la 
Sección, y que el escrito de Ghavarri á que contestaba 
con su informe era brillan le, oropel falso, pero nada do 
sustancia. 
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Vista la causa se dictó el siguiente : 

Fallo de la Suprema Corle. 

líuenos Aire*, AjíosIo itl <li> J8TI. 

Vistos: de este espediente resulta que, habiendo Don 
José Chavarri, estrangero y vecino tic la Provincia de Santa 
Fé, demandado, sobro oí cumplimiento de obligaciones, á 
Don Cesar Palacios, argentino y domiciliado en ja de Moa» 
doza, ante el Juzgado Seccional de esta, et demandado de- 
dujo artículo previo para que el demandante arraigara el 
juicio, y el Juez le ha condenado á otorgar la competente 
fianza para poder proseguir la acción instaurada, y el ex- 
pediento tía venido ú la Corte por el reetópso do queja. 

Y considerando , Primero, <|uo el aillo recurrido se tunda 
únicamente en la disposición del articulo setenta y cuatro 
de la ley de procedimientos que dice que i si el uVmau- 
i dante fuese estrangere nu domiciliado, será también 
» excepción dilatoria la del ;irra¡-o del juicio ; i Soj ninfa. 
que para exijir el Juez la fianza de arraigo á un es Ira n^ero 
domiciliado en otra Provincia ha entendido «¡ik- ese articulo 
exije para admitir su demanda, que él sea dumiriliíido orí 
ia Provincia en cuyo Juzgado Seccional se instauro ; Ter- 
cero, que esa interpretación del artículo setenta y cuatro 
es contraria á su texto, pues, hablando de domicilio, vn 
términos genéricos y absolutos, debe entenderse que esta- 
tuye acerca del domicilio nacional y no del de Provincia, 
y en tal caso, no habiendo la ley hablado taxativamente 
como debió hacerlo, si la mente dol legislador hubiera 
sido exijtr al demandante es Ira ligero, el domicilio del lu- 
gar del juicio, para no dar lugar á contrarias interpreta- 
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rinnes, debe aplicarse la regla de derecho que enseña que 
ubi hw non ttisthtfjnit me tm ilixiinguere debemui ; Cuarto, 
que, al prescribir el artículo setenta y cuatro citado 
la lian/a de que se traía, debe suponerse racionalmente 
qun los legisladores se propusieron solamente garantir á 
Jos balotantes de la llepúhlicn de que los estrangeros tran- 
seunles, no radicados en ella, por los vínculos, que es- 
tablecen la familia, los bienes, las profesiones liberales ó 
industria le?, no pudieran niolesUirlos y perjudicarlos con 
demandas irresponsables temerarias y de mala te" , Quinto, 
que, en el caso del día, ese lio, y esa previsión dul legis- 
lador so bailan completamente consultados, desde que 
Chavarri tiene su domicilio, sus negocios y sus bienes en 
ln Provincia do Santa Pé, y, por consiguiente, es fuera de 
toda iluda que, ejecutoriada la sentencia que se pronuncie» 
en el Juzgado Seccional de Mendoza, donde ba instaurado 
su demanda, puede ser ejecutada en cualquiera Provincia 
de la Hepública, porque su legislación es uniforme; Scsto, 
que, si rio se interpretara, de este mudo, el artículo se- 
tenta y cuatro, aplicado al caso por eUucz a quo t se vio- 
lana la disposición del artículo segundo de nuestro Código 
fundamental, que estatuyo « que los estrangeros gozan en 
« el territorio do la Nación de lodos los derechos civiles 
* del ciudadano; • puesto que íi un eslrangero domiciliado 
en una Provincia que demanda á un argentino vecino de 
otra, se le manda dar una fianza de arraigo, que jamas se 
ha exijido ni puede exijirse al natural del país en igual 
caso; Séptimo, que el hecho de que Cliavarri está domici- 
liado en Santa le se halla establecido por el Juez en su 
informe de luja siete, que indebidamente denomina con- 
testación al escrito del apoderado de aquel, asumiendo asi 
el rol de litigante, y en el que olvidando que habla con 
la Corle, se permite clasificar los argumentos de aquel, 
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en términos impropios y ajenos á la decorosa gravedad da 
los debates forenses ; por es los fundamentos, se revoca el 
nulo apelado y se declara que Don José Cliavarri no está 
obligado á dar fianza de arraigo para proseguir el juicio 
iniciado contra Don Cesar Palacios; y satisfechas las cos- 
tas, devuélvanse. 

Salvadlo María DEL CARRIL. — 
FriANcisco hiiuiAin), — José Ha»- 
ñus pAZuS, — Maiuieu.Vu Ui;autic. 



CUSA 



Don José Siche* contra el propietario del vapor ifltnnereio 
del /fosará» por cobra ejecutivo de pesos, y embargo* 



Sumario. —\° Una cuenta por suministros do carbón á 
un vapor, reconocida por quien se dice agente y autorizado 
á tomar carbón, pero no reconocida por el armador <|iiicn 
niega además la autorización del agente, no dá lu^ar á 
acción ejecutiva para el cobro de su importe. 
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2° No estando acreditada la deuda de un buque, no 
puede embargarse este. 

Caso.— Üan .José Siches presentó una cuenta de carbón 
suministrado al vapor «Comercio del Rosario» desde 23 de 
Julio bai«La 7 de Octubre de IK70, por l,7fii $ fts., con el 
conforme de l>. Martin Monasterio agente del vapor, Imn 
Alejandro Garduer maquinista, y el capitán Morsse, quien 
limitó su conforme basta el día 7 de Setiembre de 1*70. 

No existiendo estas personas en Buenos Aires, Siches 
pidió que Ü. Kzequiel l'a/ propietario del vapor reconociera 
la cuenta. 

Kste no reconoció los conformes, agregando que aunque 
raerán ciertos, no podían tener fuerza alguna, porque el 
capitán dejó do serlo en i de Setiembre, Monasterio nada 
tenia que bacer con el vapor, y el maquinista no estaba 
autorizado á tornar carbón. 

Habiendo llegado Monasterio á la ciudad se le hizo re* 
conocer el conforme relativo. El mismo declaró haberlo 
puesto como agente fiel vapor y por haber estado autori- 
zado para proveer al vapor de carbón y do todo lo que 
necesitase. 

Con esta diligencia Siches pidió el pa^o de la cuenta 
dentro de tercero día» y el embargo del vapor. 

fallo del Juez Seccional. 

Buenos Aires, Julíu dttdc tHli. 

No estando el documento presentado en las condiciones 
determinadas por los artículos 2-18 a" 25t de la ley de 
procedimientos, no ha lugar á lo pedido en lo principal; 
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al oíroti, no pudiendo embargarse el buque sin que esté 
acreditada la deuda, no lia lugar por ahora. Repóngase el 
sello. 

Z aválela. 



esta sentencia, fué 



Ja por el sij 



Fulla de ím Suprema Corte. 



Buenos Aires, A B o¿lo 31 de I8Í1. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma, con cosías, 
el auto apelado de Cuja diez y siete vuelta, satisfechas y 
repuestos lus seltus, devuélvanse. 

Salvado» María del Carril.— Francisco 
Delgado.— José Narros Pazos.— 
Mamclino Ucarte. — José U. Go~ 

R0ST1AGA. 



db justicia nacional. 



3Gi 



CAL8A L\II. 



El Procurador Fiscal contra Don Baltasar Moreno, por 
una publicación hecha contra el Jan Nacional 
de Buenos Aires. 



Sumario, — Los Tribunales Federales no son competen- 
tes para conocer en los delitos de imprenta. 



Caso. ^ En el periódico «El Nacional i «te i i de Junio de 
1870, Don Baltasar Moreno publicó el siguicnlo artículo: 
« ¿Qué hay del asunto Lasalle, que tiene que hilar el 

* Juez de Sección Dr. Zavaleta hace ya mes y medio? 

« Seguimos paso á paso lodo cuanto al respecto se 
« maquina, y estamos dispuestos a llamar las cosas por 
< su nombro. 

< Ya el Nacional se ocupó dos veces de este feo asunto, 

* en virtud de denuncias del corresponsal de un diario 
t de Montevideo, que nadie ba desmentido. 

« Es necesario salvar la moral, y si se quiere tener em* 
i picados honrados, una voz que han cumplido con su 

* deber, no se les debe interceptar sus derechos. 
« A buen entendedor, pocas palabras ; 

1. 1. 25 
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* Volveremos sobre el asunto si fuera necesario, • 

Ordenado el reconocimiento dol arlículo, Üon Baltasar 
Moreno se presento dicien. Jo que el Juzgado Nacional era 
incompetente para conocer en delitos de imprenta, y que 
el Juez Ür. Zuv.ilt-ln estaba impedido para esta causa. 

Dado vista al Procurador Fiscal, esto dijo que la publi- 
cación anterior contenía una amenaza contra un Juez Na- 
cional en el ejercicio de sus funciones, y siendo este un 
delito previsto por el art. 30, íne. 3» de la ley de U de 
Setiembre de 18(13, acusó á Don Italtasar .Moreno por 
dvlilo de desacato contra las autoridades nacionales, pi- 
diendo ta pena du 50 fts. de multa con arreglo al art. 

de la citada lev. 

■ 

Pasados los autos al Juez [Ir. Ug.irriza y conferido tras- 
lado, \). italtasar Moreno declinó de jurisdicción, alegando 
tjue lo cstabluc'lo en las causas do desacato contra las 
autoridades nacionales no modificaba el principio de ser 
incompetentes los Tribunales Nacionales en negocios de 
imprenta. 

rallo del Juri Seccional 

buenos Aires, Julio 5 de 187*. 

Y vistos, siendn la acusación Fiscal por desacato come- 
tido contra la Autoridad Nacional, cuyo detito corresponde 
su juzgamiento á la Justicia Nacional según (.-I tíluto «testo 
de la ley ¡Vnal, nu ha lugar á la declinatoria de jurisdic- 
ción que so sidicila y contesto derechamente D. Baltasar 
Moreno el traslado pendiente, y repóngase el sello. 



CfjürrUa. 
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Moreno apeló ; vista ta causa por la Suprema Corle, se 
dió, para mejor proveer, vista al Sr. Procurador General. 

Este funcionario pidió se mandara sobreseer en la causa 
por no encontrar en el suelto acusado ¡nsullu de ningún;» 
clase contra el Juc?, de la Sección, agregando que pí se 
hubieran realmente dirigido insultos al mismo por el modu de 
desempeñar su oficio, sostendría ser de la competencia de la 
Justicia Nacional el corregirlos. 

Wmiim de la Suprema Corte. 

liuenus Aire?, Agosto 31 de 1871. 

Vistos : de conformidad á lo p rescripto en el artículo 
treinta y dos de la Constitución, y á la jurisprudencia esta- 
blecida por esta Suprema Corte, en los fallos de fecha 
doce de Abril de mil ochocientos sesenta y cuatro y diez y 
seis de Octubre de mil ochocientos sesenta y seis, pro- 
nunciados el primero en la causa seguida contra el Doctor 
Don Manuel J. Argerich, y el segundo en la causa seguida 
contra Don M. L a fu res I, se revoca el auto apelado, 
corriente á foja once vuelta y se declara que la Justicia 
Nacional es incompetente para conocer de la acusación in- 
tentada por el Procurador Fiscal contra Don Baltasar Mo- 
reno por delito de imprenta ¡ satisfechas las costas y re- 
puesto» los sellos, devuélvase el espediente, 

Salvador María del Carril. — Fraíí- 
cisco Delgado.— José Barros Pa- 
zos,— Marcelino Loarte. — José 
B. Gorostuüa. 
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Don Julio Joñas contra la viuda de Ü, José M, Casal, 
sobre regulación de honorarios. 



Sumario. — El decreto ordenandu la regulación de hono- 
rarios no es apelable. 



Casa. — El procurador D, Julio Junas con poder de D, 
José M. Casal siguió un juicio contra Ü. Feliz José Him- 
baud y l). Antonio Seguez. 

La demanda fué rechazada por sentencia definitiva con- 
denándose en costas ai actor. 

Joñas renunció el poder, y apeló. 

Dado traslado á Casal, contestó que el asunto se babia 
seguido de cuenta do Joñas, y no se le debia admitir la 
renuncia del poder. 

El Juez declaró que las ulteriorUtades del juicio se en- 
tendióse con Cas¡tl, salvo su dercclio contra el apoderado» 
y concedió la apelación. 

Remitidos los autos á la Suprema Corle, se ordenó que 
Casal manifestara si aceptaba la apelación interpuesta por 
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Joñas, y, habiendo manifestado que no la aceptaba, se 
mandó devolver los ai- Los. 

Vueltos estos al Juzgado de Sección, Joñas pidió se re- 
gulasen sus honorarios. 

Se ordenó la regulación. 

La vio Ja de Casal a* quien se notificó la providencia, 
se opuso a" ella, alegando que el asunto había sido iniciado 
y seguido de cuenta y responsabilidad de Joñas. 

Conferido traslado, este dijo que debia llevarse adelanto 
la regulación por ser impertinente é importuna la observa- 
ción de la viuda de Casal. 

Fallo drl Jurz «ecelonel 

Dueños Aires, Julio 3t de 1871. 

Y vistos: llévese adelanto la regulación como está man- 
dado. 

U ¡jarrita. 

La viuda de Casal apeló, y so le concedió el recurso en 
relación. 

Fallo de la Suprema Corte. 

Buenos Aires, Setiembre 2 de 1871. 

■ 

Vistos : no siendo apelable el aulo de Toja doscientos 
treinta y dos con arreglo al articulo doscientos y seis da 
la ley de procedimientos, devuélvase al .Juez de Sección, 
prévio pago de costas y reposición do sellos. 

Salva non María del Candil. — Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos,— Mar- 
celino Ucartb.— José B. Gorostiaga. 
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CAUSA LWIII 



Don Francisco Elias con Don Damián Cuyas, sabré cobro 
de pesos tj devolución de Fundos Públicos. 
Recurso de queja. 



Sumario, — V Es obligación do los Jueces proveer Les 
peticiones que hagan los litigantes, según el mérito legal 
que contuvieren. 

2o No basta para que las dejen de tomar en considera- 
ción y las manden devolver, la circunstancia de que sean 
presentadas sin que haya traslado conferido. 



Caso. — Don Francisco Elias en demanda promovida por 
Don Damián Cuyas para pagar una suma que, adeudaba D. 
Juan Cuyas y obtener devolución de unos fondos públicos 
dados en garantía, se présenlo al Juez de la Sección de 
Buenos Aires, diciendo que al iniciarse dicha demanda, el 
promovió articulo para que se legitimase la personería 
del demandante, ai líenlo que se falló declarándose que no 
estaba obligado á contestar la demanda mientras este no 
se justificase. 

¿ue apoyándose el actor en algunas partidas traídas del 
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eslranjcro, y* cuya veracidad no reconocía, se entablaba 
nueva demanda, y se pedia el reconocí miento de un docu- 
menlo para darle un car.ícler ejecutivo. 

Fundado en este pidió declárase que los documentos 
no eran bástanlos para justificar la personería dul actor. 

Auto del Juez de «eerton. 

Ruchos Aires, Saiemhre ¿l de 1871. 

No habiendo conferido á esla parle traslado alguno, de- 
vuélvase sin mas trámite esto escrito. 

Ugarriia. 

Elias pidió revocatoria ó apelación en subsidio de este 
auto, fundado en que para hacer uso do un derecho, no 
es necesario esperar á que el Juez confiera traslado, sino 
que por el contrario es preciso á veces anticiparse y pedir 
\a providencia del Juez, y en que en este caso no estaba 
obligarlo a* prestar reconocimiento de documentos, porque 
quien lo pedia carecía de personería. 

Negado uno y oiro recurso, Elias ocurrió de bocho an|o 
la Suprema Corte, alegando que la providencia del Juez le 
iníiere gravamen irreparable, porque si se cumpliera, que- 
daría establecida la personería del demandante y su i le ro- 
cho al documento, que son los puntos que motivan el 
recurso. 

Con el informe del Juez se dictó el siguiente: 

Fallo de la Suprema Corte. 

Jliienus Atr.-s. Setiembre 2 do 1871. 

Siendo obligación de los Jueces proveer las peticiones que 
hagan los litigantes, según el mérito legal que contuvieren, 
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y no bastando para que las dejen de tomar en considera- 
ción y las manden devolver, la circunstancia de que sean 
presentadas sin que haya traslado conferido ; se revuca el 
auto apelado corriente á foja tres, y so devuelve el 
espediente, previo pago de costas y reposición do sellos, 
para que el Juez do la causa resuelva como sea de justicia 
el artículo promovido por Don Francisco Elias en el es- 
crito de fecha dos de Setiembre de mil ochocientos se- 
tenta. 

Salvador María del Carril. — 
Franxisco Delgado — José Bar- 
ros Pazos.— Marcelino Ugarte. 
—José B. Gqrostiaga. 
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CAUSA LXX1V. 



Üon Francisco Augusto y üun Domingo Scuba, contra 
el Capitán del Puerto de Corrientes. 



Sumario, — En las causas do menor cuantía, la Suprema 
Corte no pueda conocer por recurso de apelación. 



C ag0t — El Capitán del Puerto do Corrientes dirigió una 
requisitoria a! Capitán del Puerto del Paraná, para la 
aprehensión do Francisco Augusto y Domingo Scuba, por 
complicidad en el delito do heridas contra un empleado del 
Resguardo. 

El capitán del Puerto de Paraná los aprehendió, y los 
remitió por el vapor cGoya» con el equipaje, dinero y 
prendas que lenian según inventario, previniendo que el 
capitán del iGoya» llevaba el dinero en depósito para el 
pago del pasaje de los presos, sus mujeres y remolque de 
una embarcación de los mismos. 

Con este dinero y una pequeña cantidad mas el capitán 
del Puerto de Corrientes pagó los pasajes, y remitió todo 
Jo re3ullante del inventario á disposición del Juez áé 
Sección* 
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Seguida la causa conLra ios citados Scuha, se mandó so- 
breseer. 

El defensor de ellos pidió se ordenase la entrega de 
cincuenta y laníos pesos fuertes, ropa y alhajas tomadas á 
los procesados y remitidos por el capitán del Puerto del 
Paraná. 

Así se ordenó, y notificado el capitán del Puerto de Cor- 
rientes, contestó que el dinero lo había dado en parte por 
pago de los pasajes y remolque, y las alhajas estaban en 
depósito en casa del Ur. Guastavino, quien en ese momento 
se hallaba en el campo. 

A instancia del defensor, y del procurador fiscal, se dictó 
este: 



Corrientes, Junio 10 de 1874 . 

Vista la solicitud del defensor de los procesados Fran- 
cisco Augusto y Domingo Scuba, pidiendo se ordene al 
Capitán del Puerto entregar el dinero y alhajas que le fue- 
ron embargadas, y depositadas en la Capitanía, cuando se 
les redujo á prisión, según consta de la planilla que corre 
á f. 1¿, pasada á este Juzgado por aquel, y considerando ; 
4 a Que el Capitán del Puerto se ha negado á entregar ei 
dinero referido, manifestando en el informe pasado por el 
oficial encargado de la Capitanía que corre á fojas 71 y 72, 
que con él se abonó el pasaje de los procesados, desde el 
Paraná donde fuerun capturados, hasta esta Ciudad, y por 
lo que, respecto á las alhajas espresadas en el inventario, 
dice, que las entregará asi que regrese su hermano á 
quien se las dió á guardar según aparece del documento 
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que corre á f. 83 otorgado por aquel á favor do los proce- 
sados ; 2" Que no ha podido pagar ln conducción de los 
presos y remolque de su lancha, coi el dinero do estos.— 
1° Porque estaba embargado por decreto judicial, y por lo 
tanto no podía hacer pago alguno sin la correspondiente 
órden del juzgado, y 2° t porque habiéndose sobreseído en 
su causa sin imponérseles condenación en costas, seria 
injusto se les obligase á pagar los gastos de conducción, 
cuando no son responsables ni de las cosías del proceso. 

3 o Que por lo que respecta á las alhajas es justo concedér- 
sele un plazo prudencial para que las entregue, en aten- 
ción á que las lia dado á guardar á su hermano que se 
hallaba ausenle á consecuencia de la epidemia reinante; 
por estos fundamentos se declara que el Capitán del Tuerto 
debe abonar á Francisco Augusto y Domingo Scuba, la 
cantidad do cincuenta tj un pesos cincuenta centavos fuertes 
y siete centavos bolivianos (51 $ fls. 50 cent, y 7 es. bol.) 
según lo espresa el inventario de f. ii en el término de 
tercero día, y dentro de veinte tas alhajas que espresa 
mismo inventario ; sin perjuicio de que pueda cobrar de 
quien corresponda el dinero espresado, mediante el recibo 
que debe conservar en su poder ; previniéndose que la 
entrega debe hacerse á los procesados en persona, ó al que 
presente poder bastante á esto efecto, dejando constancia 
en autos, con costas al Capitán del Puerto y rep6nganse 
los sellos de este incidente 
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El Capitán del Puerto de Corrientes apeló, y concedido 
el recurso en relación, se dictó el siguiente : 

Falte de I* Suprema Corte. 

Vistos, no pudiendo la Suprema Corte conocer de esta 
causa, con arreglo al artículo cuarto de la ley sobre Juris- 
dicción y competencia de los Tribunales Nacionales, de- 
vuélvanse al Juez de Sección. 

Salvador María del Carril. — 
Francisco Delgado.— José Bar- 
ros Pazos.— Marcelino Ugartb. 
—José B. Gorostiaga. 
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CAUSA L\X\, 



Ferrando Hnos. contra Don José Canaveris, por 
de una obra, Sobre competencia. 



Sumario. — En las causas civiles en que un estrangero 
demanda á un ciudadano ante los Tribunales de Provincia, 
se entiende que la jurisdicción ha sido prorogada, y su 
conocimiento corresponde á estos. 



Caso. — Ferrando Hnos., estrangeros, demandaron ante 
el Juez de l l Instancia de Buenos Aires, á Don José Ca- 
ñaveré, argentino, sobre demolición de una obra. 

Conferido traslado, este declinó de jurisdicción, diciendo 
que la causa pertenecía á la Justicia Nacional por la dis- 
tinta nacionalidad de las partes, 

Ferrando tinos, se adhirieron á la declinatoria, y el Juez 
de l 1 Instancia de conformidad de partes pasó el espediente 
al Juzgado de Sección. 

Reproducida ante este la demanda se dictó el siguiente : 

Fallo del Jun Seccional. 

Buenos Aires, Agosta 18 de 1871. 
Resultando de los antecedentes, que este juicio es entrt 
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un es ira ligero y un ciudadano argentino, y que el primero 
dedujo la demanda ante [la jurisdicción Provincial, y dispo- 
niendo el art. 42, inciso £° de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales Nacionales, que siempre 
que en pleito civil un estrangero demande ante un Juez ó 
Tribunal de Provincia, se entenderá, que la jurisdicción 
lia sido prorogada y que la causa debe sustanciarse por 
los Tribunales Provinciales, sin que pueda ser traido á 
la jurisdicción Nacional por recurso alguno, salvo en los 
casos especificados en el art. 14 de la misma ley, en los 
cuales no se halla comprendido el presente ; y que por 
cunsecuencia no ha podido venir á este Juzgado por de- 
clinatoria de jurisdicción ; no ha lugar, y esta parte ocurra 
donde corresponda. Repóngase el sello. 



el auto apelado de foja diez vuelta, satisfechas y repuestos 
lo* sellos, devuélvanse. 



Zavaleta. 



Canaveris apeló, y concedido el recurso de la 
esta fué confirmada por el siguiente: 





Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pazos. 



—Marcelino Ugarte.— José B, Go- 
rostiaga. 
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de la Sección de San 
Jvan, y él de la Sección de Tucuman, sobre 

de multa por estratio de correspondencia. 



Sumario*— lo El fuero de las causas civiles se determi- 
na por el lugar del conlrato 6 por él del domicilio de 
los demandados. 

2o La Suprema Corte no puede proveer sobre lo que 
no ha venido por apelación á su conocimiento en Jos casos 
en que no tiene la jurisdicción originaria. 



Caso,— En 19 de Setiembre de 1870, el Administrador 
de Correos de San Juan comunicó al Juez Nacional de esa 
Sección, que según una acta levantada por el Administra- 
dor de Correos de Tucuman resultaba que el paquete de 
correspondencia para Tucuman, entregado el 28 de Agosto 
al contratista de la correspondencia U, Benigno Zulada, se 
Labia estraviado y hallado en el campo, faltando algunas 
de las cartas que debía Contener. 

Que siendo el caso de eslravío previsto por el contrato 
hecho con Zulada en su art. 5«, y multado con la suma 
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de 100 $ fts. asi como lo era en el contrato celebrado con 
la Empresa de Mensajerías «Iniciadoras» , había intimado 
á Zelada al pago de la multa. 

Que esto se habla escusado en que debía pagarla Don 
Juan Echegaray con quien habia tratado el transporte da 
la correspondencia entre Villa Argentina y Tucuman. 

Que intimado Echegaray, so había negado á pagarla. 

En su consecuencia pedia se condenara á Zulada y Eche- 
garay al pago de la multa mencionada do 100 lis. 

Pasado vista al Procurador Fiscal, contestó que la pér- 
dida de la correspondencia era un hecho punible por la 
ley, y que habiéndose cometido el delito en Tucuman, 
porque allí se habia encontrado la correspondencia perdida, 
allí debía seguirse la causa. 

De acuerdo con este diclámen, el Juez de Sección re- 
mitió la causa al de Tucuman. 

El Procurador fiscal de esta úitiina Sección espuso que la 
demanda del Administrador de Correos de San (Juan versaba 
sobre el pago de la multa, y era civil contra los contra- 
tistas residentes en San Juan, fundada en un contrato 
hecho allí ; y que por lo tanto el Juez competente en la 
causa era él de la Sección dé San Juan. 

rallo del ¿ufi fteerloiMl. 

Tucuman, Noviembre 21 de 1870. 

De acuerdo este Juzgado de Sección con los observado- 
dos del Procurador Fiscal, respecto á que la acción in- 
tentada en San Juan contra el empresario Don Manuel 8. 
Zelada es puramente civil, y que á mas es del cargo da 
dicho Empresario, por el ari. I o do bu compromiso, 



hacer conducir y traer la correspondencia pública y oficial de. 
su cuenta y rietgo ; de manera riue habiendo aceptado para 
la mencionada conducción de la correspondencia, á hom- 
bres privados de su servicio, y no correctas Nacionales, 
se hallan allí (en San Juan; tanto el contraíanle como loa 
conductores en su domicilio natural y legal ; y que final- 
mente, no aparece de autos ninguna cansa estraña, que 
hubiera ocasionado el e.slravio de esc paquete do corres- 
pondencia de que habla el acta levantada por el Adminis- 
trador de Correos do esta ciudad á t 3, pues que su con- 
ductor no dio cuenta ;í la administración de alguna vio- 
lencia que hubiere csperimonlndo en su transito para 
extracción de ese paquete de la bal i ja donde debió estar, 
si rió que filé encontrado en un campo de la Provincia, y 
en I regado por un particular como consta de auto!, 

Por estas consideraciones, se declara este Juzgado in- 
competente para conocer y proceder en la presente causa, 
y devuélvase el espediente pur el próximo correo, a] Sr. 
.luez Nacional fie la Sección de San Juan para los efectos 
de ley. 

Agutlin Jmto de la Vega. 

Vueltos los ;*ulos á San .luán, el procurador fiscal de 
esta Sección dijo que si la correspondencia hubiera sido 
perdida, estaría de acuerdo con el procurador fiscal de 
la sección de Tucuman ; pero quo no se sabia si la corres- 
pondencia habia sido perdida por el correista, ó sustraída 
de la administración fie Tucuriinn, en cuyo caso Zelada no 
era responsable de la mulla. 

Que siendo dudoso este hecho, era necesario esclarecer- 
lo, y para eso, mandar el espediente á Tucuman para 
instruir el sumario y resolver. 

t. i, 26 
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I Mito 4*1 Jan Nrcrionitl. 

San Juan, Febrero 1*<ie i87t . 

De conformidad con lo espuesto y pedido por el liscal, 
vuelvan estos aulos al Juez de Sección de Tueuinan, á los 
objetos es presa dos en vista que antecede con el oficio 
correspondiere. 

Morcillo, 

Tanto el Juez de Sección do Tucuiuau, conio él de S;iu 
Juan insistieron en sus resoluciones, y remitieron los an- 
tecedentes á la Suprema Corte para resolver sobre la com- 
petencia. 

La Suprema Corlo dio vista al Sr, Procurador Cene ral, quien 
dijo '[no no se liabia enlabiado, ni podía enlabiarse acción 
crimiiiiil, porgue no parecía violencia, ni suslraccion, sino 
un descuido, 

Que la acción entablada era civil por la multa contra Ze- 
lada, y residiendo este en San Juan, el eunociinieuto de 
ella correspondería al Juez de esta Sección. 

Pero que resollando de los documentos cu aulos que el 
paquete se bailaba intacto, y que ira bisa la falla de 
cartas en la que el Administrador de Correos fundaba su 
acción á la mulla, y siendo la ptesente queja no de un 
particular, sino de un Administrador Nacional, al electo 
de no causar costas inútilmente, pedia n ni un acto de 
justicia que se mandase sobreseer en la causa, 

Vallo de u Nuprem» l orie. 

Hílenos Aires, Setiembre 7 de 1871 

Vistos, con lo espuesto y pedido por el señor Procurador 
General, y considerando : Primero, que la demanda ínter- 
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puesta ü foja tercera, en representación del Director Gene- 
ral de Correos, por el administrador en San Juan, Don 
Benjamín Lonoir. contra Don Juan Pascual Ecliegaray y Don 
Benigno Zelada, para que se les condene al pago de cien pe- 
sos fuertes de mulla, en virtud de la estipulación contenida 
en el artículo trece del contrato agregado á foja primera, 
íí ([Lie lineo referencia el artículo quinto, del que corre á 
foja dos, es do carácter puramente civil ; Segundo, que 
no siéndole, por consiguiente, aplicable lo dispuesto en el 
articulo ciento dos do la Constitución Nacional, respecto 
del lugar en que se debo hacer la actuación de los juicios 
criminales, el fuero do la causa tiene que determinarse 
por el lugar del contrato, ú por el del domicilio de los 
demandados ; Terrero, que estos tienen su domicilio en la 
Provincia de San Juan, en donde también ha sido el con- 
trato celübradu, según consta por la copia presentada á 
lujados: (Unirlo, que proveyendo esta Suprema Corte el 
sobreseimiento pedido pur el señor Procurador General, 
proveería sobre lo que ha sido juzgado en la primera 
instancia, ni venido por apelación á su conocimiento, es- 
lendiendu su jurisdicción originaria á un caso que no se 
encuentra comprendo! i, en la que, con ese carácter, le 
atribuye el artículo ciento uno de la Constitución. Por 
estes fundamentos, no haciéndose lugar al sobreseimiento 
indicado, Se declara que el conocimiento de esta causa 
corresponde al Juez de Sección en la Provincia de San 
Juan, al cual se devolverán los autos para que proceda y 
determine con arreglo á derecho. 

Sal v Ano» María Cáhuil — Fran- 
cisco Delgado, — José Barros Pazos 
— Marcelino Ucarte,— José B. Go- 

ROSTIAGA, 
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c:ausa lxxvii. 



El Procurador Fiscal de ta Provincia de San Juan contra 
el Prior del Gfmvento de Santo Domingo, por el ¡.recio 
de una (inca de dicho comento; — soln-f. ineonsti- 
tucion -ilutad de utttt ley. 



Swnorio. —\* Puesta en cuestión una ley de provincia 
baju la pretensión de ser repugnante á la Constitución Na- 
cional, y pronunciada la sentencia tina! de bis tribunales 
provinciales en favor de la validez de la ley, corresponde 
á la Suprema Corle el recurso de apelación do dicha sen- 
tencia. 

9° Los Poderes de Provincia no pueden ejercer facultad 
alguna de las que ban sido delegadas á los Poderes Pú- 
blicos de la Nación, ni de aquellos, cuyo ejercicio por los 
Poderes Provinciales o batían a ó baria ineficaz él de los 
que corresponden á los Poderes Nacionales. 

3 B Todas las relaciones de la Iglesia con el lisiado están 
bajo el imperio y jurisdicción de los Poderes Nacionales. 

4° Los Poderes Provinciales mi pueden legislar, ni ejer- 
cer actos de jurisdicción, de manera que se alteren ó mo- 
difiquen las relaciones ya existentes entre la Iglesia y el 
taludo, u que se cree otras nuevas. 
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d v Corresponde evelusivaineule al Congreso admitir en el 
territorio de l;i Nucion otras órdenes religiosas, á mas de 
las existentes. 

6" Si loa Poderes Provinciales tuvieran la facultad do 
suprimir las órdenes religiosas existentes, podrían supri- 
mir también las nuevamente admitidas por el Congreso. 

7 U Esto baria ineficaz la citada atribución del Congreso. 

S° La ley de la Provincia de San Juan de líí de Agosto 
de 1870, es incompatible con dicha atribución del Con- 
greso, y repugnante á la Constitución general. 

Caso. — En 10 de Aguslo do 1870, ol Poder Ejecutivo 
de la l'rovimia de San Juan promulgó la siguiente ley. 

i Ait. 1' Estando esliugtiidus de heclio los conventos do 
« Santo Dumingo y San Agustín, dedáranse estos caducos, 
» y perdida su capacidad de persona jurídica. 

t Art. 2" El Poder Ejecutivo procederá á ocupar y realizar 
i los bienes de tos estinguidos conventos. 

• Art. 3" El producido de los biene3 realizados se inver- 
« tirá en los objetos siguientes: 

i 1° En construir el templo de Santo Domingo en el 
» local en míe está trazado ó e«i otro que se estimo con- 
t veniente. 

* 2 o En concluir igualmente lus templos de S. Aguslin, 
t la Merced, y Capilla de Dolores. 

< 3" En dotar du capellanes los mencionados templos á 
i los que se les asignará una pensión que no bajo de 30 $ fts. 
i mensuales, debiendo preferirse á los sacerdotes de las ór- 
i denes estinguidas. 
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Jo San Juan so presentó ante el Juez de h> Instancia, di- 
ciendo (fue Don Victoriano Gallo había depositado 4,000 y 
tantos pesos procedentes de la compra do la Cliavarilhi, y 
tenia además firmada una escritura de obliga cío t: por 
5,500 $ á favor del convento de Santo Domingo, bajo el 
nombre de Fr. Paulino Albarracin ; y pidió qnc el dinero 
depositado ingresara á la Tesorería Provincial, espidién- 
dose las órdenes respectivas; y que Gallo reconociera :¡1 
Fisco de la Provincia corno único acreedor de la cantidad 
que se habia obligado á pagar a! Convento do Sanio Do- 
mingo. 

Conferido traslado á Fr. Paulino Albarracin, y á Don 
Victoriano Gallo, tiste contestó (¡no relativamente al dinero 
depositado, él lo habia consignado, y la consignación judi- 
cial equivalía al pago; por lo que nada tenia que alegar. 

Y en cuanto al dinero que '.ia, no estaba vencido el 
plazo de la obligación, y si por la ley el Fisco se habia 
subrogado al estinguido Convento de Santo Domingo, no 
era necesario que Ja subrogación so luciera por ministerio 
del Juez, exij i endósele el reconocimiento que solicitaba c) 
procurador fiscal. 

Fray Paulino Albarracin contestó que teniendo un vale á 
la órden por la cantidad depositada, no habia mas acreedor 
que él, no pudiendo el vale trasmitirse sinú por vía de 
endoso. 

Y que respecto al crédito por 5,500$, no era eso el 
modo de apoderarse de las temporalidades del Convento, 
aunque fuera legal su disolución; sinó que debia enta- 
blarse juicio por rendición de cuentas, y demandarse la 
entrega en forma previa facción de inventarios. 
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Fulla d«*I Juci de l J Iiittniiei» 

San Juan. Setiembre l i de 1810, 

Vistos; ül Procurador Fiscal demanda ta entrega de 4470 
pesos, que Don Victoriano Gallo depositó en el «Banco de 
Cuyo» procedentes de la venta ilo la Chaearilla celebrada 
pur Fray José Paulino Albarraein, y tainhien ijuo el listado 
sea subroga*) o en el derecho á cobrar 5,000 y tantos pesos 
que queda debiendo procedentes do la misma venta, obli- 
gación que consta de escritura pública otorgada ¿i favor 
del Padre Alharraein. El Padre Alharraein dice que tenien- 
do un vale ó la úrdeu por la cantidad depositada no hay 
mas acreedor que él, y que solo por endoso sería Irruís- 
mísiblo su crédito. Agrega también, que admitiendo como 
leiíal la extinción del Convento deberla ser llamado fi ren- 
dir cuentas, y con lo espuesto por el Sr. Gallo, y consi- 
derando: 1° Que por la ley do 1G de Agosto del corriente 
ano se declara eslinguido el Convenio de Santo Domingo, 
y sus temporalidades de propiedad fiscal ; ¿ ü Que aunque 
el Sr. Gallo haya dad» al Padre Al barra cin un valí) á la 
órden por el valor do !a venta de la Chacarilla queda por 
Ministerio de la ley subrogado el Estado en los derechos 
de acreedor, Cód de Com. Sec, á\ Libro lít. 15; 3° 
Que la rendición de cuentas es materia de un juicio dis- 
tinto del que so trata. Por estos fundamentos y de acuerdo 
con la ley del 1G de Agosto del corriente año; Callo, y 
declaro : que los 4,470 pesas depositados en el » Banco do 
Cuyoi ingresen eu arcas Fiscales para cuyo electo se re - 
mitirá al Minisleroi de Gobierno el oficio correspondiente, 
y notiliquese al Gerente dol Banco do Cuyo para que haga 
¡a entrega j quedando subrogado en el Estado el derecho á 
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percibir ios 5,500 pesos que Don Victoriano Gallo resta 
por la compra de la Chacarilla. Hágase saber original. 

Segundo BetwvUUz, 

El padre Albarractn apeló de la sentencia y en la espre- 
non de agravios, alegó que la ley de Agosto, suprimiendo 
el Convento de Santo Domingo, era contraria a la Consti- 
tución Nacional quo quila á las Provincias y atribuye á 
la Nación la facultad de rejir el culto en la parto temporal; 
no pudiendo por otra parte suprimirse, ni por la Nación, 
los Conventos existentes en la época en que so dielú la' 
Constitución. 

Contestó el Procurador Kiscal que no había ninguna ga- 
rantía, ni principio fundamental afectado por la lev de 
Agosto, 

Que el Congreso tiene la facultad de permitir el estable- 
Cimiento de nuevas órdenes religiosas, pero ninguna sobre 
las ya existentes. 

Que por consiguiente, teniendo las Provincias el poder 
no delegado ú la Nación, podían legislar respecto de estas. 

Que la ley de 1 CE do Agosto no suprime propiamente el 
Convento, sino que lo declara caduco, catándolo ya de 
hecho, pues Santo Domingo tiene un solo fraile, uno el 
Convento de S. Agustín, y ninguno él de la Merced. 

Vallo d>| Superior Tríhunul d> JuMirta 

San Juan, Mano 10 de 1871. 

Vistos y considerando, que por la ley de 16 de Agosto 
de 1870, se declara extinguido el Convento de Sanio 
Domingo, y sus bienes se destinan á ios objetos que dicha 
ley espreaa ; que siendo un 
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está sometido en cuanto á su capacidad de derecho y sus 
bienes á las leyes del país de su domicilie, y por tanto 
Ja referida ley de I (i de Agosto, en nada pugna la atribu- 
ción que el articulo 07, inciso 21), de la Constitución Na- 
cional conliere al Congreso Argentino, pues esta disposi- 
ción limitada á permitir ó no la introducción al terri- 
torio de la Nación, de nuevas órdenes, sin afectar el 
dorcclio privado de las Provincias, — Por estas considera- 
ciones, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1!l y 21, 
lít. 1°, tifo lo, Sección I a Cod. Civil Argentino, se con- 
lirma La sentencia recurrida de Setiembre I V de 1870, con 
costas. — Satisfechas Las cusías procesales de esta Instancia 
y repuestos los sellos, devuélvanse, nulificándose original; 
.luán C. Atbarracin. — Nicanor Larrain. — Daniel S. Aubone. 

Fray Paulino Albarracin, fundado en el inc. 2°, art. 14, 
de la ley Nacional solno competencia de los Tribunales 
Federales, apeló para ante la Suprema (lurte, y se lo con- 
cedió el recurso libremente. 

Su representante ante la Corte, pidió se declarase que 
siendo inconstitucional la ley de 10 de Agosto, el Con- 
vento do Santo Domingo no tenia el deber de cumplirla. 

Alegó fjue las Provincias no tienen por la Constitución 
la facultad de suprimir los Conventos, 

Espuso que en tiempo de la Colonia lodos los Conventos 
fueron erijídos por los Reyes de España en ejercicio del 
patronato, expresamente concedido por la Sede Pontificio. 

Que con arreglo á las Ínulas relativas al Patronato, los 
derechos de la Corona se relWiau no solo á la creación 
de las Iglesias y Monasterios, sino laminen á so extinción, 
como sucedió con la Compañía de Jesús, suprimid?, por 
decreto Ueal en todos los dominios de paita, mantenién- 
dose en estos términos el patronato entre nosotros, hasta 
la época de la Independencia. 
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Que la revolución arrancó á Jos Reyes de España no 
solo los derechos de soberano sobre el país, sino lamJ'icn 
todas las p re rogativas y regalías que les correspondía ir en 
el orden civil, político y religioso. 

Que es el Gobierno general él que ha sucedido á los 
derechos de la Corona relativos ;tl palronaLo de las Iglesias 
y Monasterios ; pues es eso el patronato cuyo ejercicio 
corresponde ser reglado por el Congreso, según el ¡tic. il 
art. 67 de la Constitución. 

Que por consiguiente corresponde al Congreso erigir y 
eslinguir los Conventos, siendo inconstitucional la ley de 
una legislatura de provincia que, abrogándose las faculta- 
des del Congreso, los eriga ó los suprima. 

Que además todo lo que es relativo n] Cu Un y puede 
originar cuestiones con la Santa Sede corresponde por la 
Conslitur-iiu] al Gobierno General. 

Que en erecto al Congreso corresponde aceptar los con- 
cordatos, al R É, N. la presentación do los Obispos, y al 
Gobierno ilo la Nación el sosten del culto ; y si los Go- 
bernadores (Je Provincia ejercen al respecto algún dere- 
cho, lo ejercen como delegados del Gobierno General, 

Que por el inc. ÜÜ, art. t>7 de la Constitución corres- 
ponde al Congreso La facultad de admitir ó no en el ter- 
ritorio de la Itepúuliea otras órdenes religiosas a mas do 
las existentes, y en esta facultad está implícita la otra do 
declararlas eslinguídas. 

Que por consiguiente si esa facultad es del Congreso 
Nacional, no puede ser al mismo tiempo do las legisla- 
turas provinciales. 

Que es verdad que tas personas jurídicas a mas do las 
causas de su disolución establecidas por sus estatutos, 
pueden ser disueltas por la autoridad pública, cuando bu 
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existencia comprometa Ins intereses generales» ó no pueda 
llenarse el objeto para que fueron creadas. 

Pero que la legislatura de San Juan no dá como motivo 
de su ley ninguna razón do órden público, sino solo la de 
estar los Conventos estinguidos de liccbo por el pequeño 
número de sus miembros; la que no puede ser aceptada, 
porque las personas jurídica pueden existir independiente- 
mente de sus miembros. 

Oue finalmente la ley do Ifi de Agosto atüca las garantías 
constitucionales que tienen las comunidades en su calidad 
de personas jurídicas, de existir mientras subsistan las ra- 
zones ile su creación, y se 

Conferido traslado, al 
Juan, pidió se confirmase la sentencia 

Después de observar que In Corle Suprema no puede 
ejercer la jurisdicción por vía de apelación sino sobre las 
resoluciones de los Juzgados de Sección con arreglo á la 
Constitución, y que el i tic. 2', del art. lt, de la ley de 
competencia dé los tribunales nacionales debe considerarse 
como contrario á ella, sostuvo que la ley de Hi de Agosto 
no era inconstitucional. 

Dijo que el patronato ejercido por el Gobierno General 
tiene por objeto conservar la preminencia y regalías del 
defe de la Nación para la presentación de los benefi- 
cios eclesiásticos, y no la de las iglesias y sus derecbos ó 
bienes, aunque estos sean d olos por el soberano. 

Que la ley sobre las propiedades de los conventos eslin- 
guidos no afecta id Culto, ni todo lo que se relaciona con 
esto corresponde al Gobierno Ceneral esclusivamente. 

Que en la Constitución no bay disposición alguna que 
establezca garantías especiales para los Conventos, como 
personas jurídicas, poique como tales están rejidos por el 
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Código Civil, que es aplicüblc por los tribunales provincia- 
les con prescindencia absoluta do los nacionales. 

Que no tratándose de actos de patronato, no siendo 
afectado el culto ni comprometiéndose la Constitución, ni 
las prerogalivas nacionales por la ley de ll> de Agosto, 
debía esta considerarse como válida, y válidas la* senten- 
cias fundadas en ella. 

rallo de lu Suprema Corte. 

míenos Aires, Setiembre 7 de 1871, 

Vistos: f considerando ; Primero, que la validez Je la 
ley sancionada por l;i Legislatura de la Provincia de San 
Juan con fecha diez y seis de Agosto de mil ochocientos 
setenta, lia sido puesta en cuestión bajo h píétenaion de 
ser repugnante á la Constitución Nacional, y la decisión 
pronunciada por el Tribunal Superior do la Provincia ha 
sidü en favor de Ja validez de aquella ley ; Segundo, uuu 
el caso se halla, por tanto, el a ra mente comprendido en la 
disposición del párrafo segundo artículo catorce de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales de la 
Nación; Jenaro, que los Poderes de Provinciano pueden 
ejercer facultad alguna de las que han sido delegadas á 
los Poderes Públicos de la Nación, artículo ciento y ocho 
do la Constitución ; ni de aquellas cuyo ejercicio por los 
Poderes Provinciales obstaría ó haria ineficaz el ejercicio 
de las quo corresponden a los Poderes Nacionales; porque 
ninguna do las Provincias puede dejar sin electo, sea di- 
recta, sea indirectamente, las prescripciones de la Cons- 
titución que es la ley suprema de todas, ni la integridad 
de las atribuciones por ella conferidas ; (humo, que todas 
las relaciones de la Iglesia con el Kstado han sido puestas 
por la misma Constitución bajo el imperio y bajo la juris- 
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dicción (le los Policios Nacionales, según resulta de las 
disposiciones contenidas en el artículo segundo, f?n los pár- 
rafos di. 7, y nueve y veinte del artículo sesenta y siete, 
octavo y noveno del ochenta y seis y cláusula final de 
ciento oeli.i ; Quinto, que de la letra y del espíritu de esas 
disposiciones se deduce, que los Poderes Provinciales no 
pueden legislar, ni ejercer actos de jurisdicción, de manera 
que se altere ó modifique las relaciones ya existentes entre 
1,1 Igloia y ul Kslailo, oque se creo otras nuevas ; Sentó, 
que. según el párrafo veinte artículo sesenta y siete y dis- 
posición final del ciento y ocho, corresponde al Congreso, 
con esclusion de los Poderes Provinciales, admitir en el 
territorio de la Nación otras órdenes religiosas á mas de 
las existentes ; Séptimo, que, reconociendo en los Poderes 
Provinciales la facultad de suprimir las órdenes religiosas 
existentes, seria preciso reconocerles también la de suprimir 
las que fuesen nuevamente admitidas por el Congreso, lo 
que liaría ineficaz la atribución que acuerda á este la 
Constitución Nacional, pues los Poderes Provinciales po- 
drían, en tal caso, nulifica? la concesión del Congreso, 
suprimiendo en sus respectivos territorios las ordenes cuyo 
establecimiento hubiese autorizado aquel ; Octavo, «ue, 
siendo, por consiguiente, incompatible con la atribución 
del Congreso, la facultad con que se ha creído investida 
la Legislatura de San Joan, al sancionar la loy de diez y 
seis Agosto de mil ochocientos setenta, esta ley es repu- 
gnante ó la Constitución general; por estos fundamentos 
se revoca la sentencia apelada, corriente á foja veinte, y 
se devuelve el espediente, previo pago de costas y reposi- 
ción de sellos. 

KitANciscu Dki.gaoo. — José Barros Pa- 
zos, -Mabcblino Ucarte.— José B. 
Conos HAGA, 
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Dan Benigno Palacios contra Don llamón Ansoñíegui, 
sobre daños tj perjuicios. 



Sumario. — i La sentencia ifejkfl ser conformo á la ac- 
ción deducida en juicio. 

2 n Interpuesta acción por indemnización de daños y 
perjuicio» provenientes de un pleito temerario, los que 
provengan do otra causa, no deben tenerse en cuenta en 
la sentencia. 



Caso.— Don Benigno Palacios, se presentó ante el Juez 
Federal de la Sección de Salta, diciendo que Don llamón 
Anzoálegui había seguido contra él con la mayor injusticia 
un pleito, en el que se había declarado que carecía de 
torio derecho; y que con dicho pleito le habin inferido 
los perjuicios detallados en la cuenta que presentó, cuyo 
importe era de ¡V75 $ bol. 

Y demandó á Anzoálegui para que fuera condenado á 
pagar la dicha suma con las costas del juicio. 

Conferido traslado, contestó Auíoátegui que por la sen- 
tencia que concluyó el pleito indicado se le condenó en 
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las costas sin hacer mención de los perjuicios; que por 
consiguiente Palacios no tenia derecho para cobrar los 
perjuicios <jue reclamaba, los que no tenían, por otra 
parle» la importancia que se les daba ; negó que hubiese 
habido temeridad |>or su parle en el pleito, y pidió se 
rechazara la demanda con costas. 

El Juez abrió á prueba la causa sin fijar los puntos 
sobre que aquella debía versar, 

Dentro del término Palacios presenló varios testigos 
que absolvieron un interrogatorio de preguntas para demos- 
trar el mérito de los perjuicios cobrados, y que estos pro- 
venían del juicio seguido y de la falta de cumplimiento á 
un contrato por parle de Anzoátegui. 

Fallo del Juez ttrrrlonal 

Salir», Mayo tí <1e 1870, 

Vistos : resulta, que iíuu tiavino Córdoba á nombre de 
Pon Itenigno Palacios, argén lino y vecino de la Provincia 
de Cülauiarca, ha demandado á Don Ramón Anzuátegui, 
argentino y vecino de esta Provincia, por los daños y per- 
juicios ocasiona dos según espresa en su demanda y en su 
escrito de I' 15, por un juicio promovido contra t¡u repre- 
sentado, ante este Juzgado , por el demandado, y terminado 
en contra de este, y ron costas * deduciendo de su condena- 
ción en costas que Anzoátegui fué le me ra rio dando lugar 
a sor responsabilizado por los daños y perjuicios espresa- 
dos, como intenta el demandante que lo sea en el 
présenle juicio. Que contestando Anzoálegui ha negado la 
temeridad, ha negado también haber causado daños, y 
ha negado, finalmente, la verdad de lus formulado* en 
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todas sus partes por ln demanda, y pidiendo imposición de 
costas. 

V non si de rondo — Que debiendo la sentencia ser con- 
formo á la acción rJedurida en juicio ¡irl. 13 de la ley 
de Procedimientos) Ja présenle no puedo resolverse sino 
sobre los daños y perjuicios ocamnadon por el juicio referido. 
Que la primera partida de la cuenta de gastos presentada 
por el actor, se refiere á porjuicios, que si los lia habido, 
no admiten esa construcción, porque no se dice que ha- 
yan provenido de esc juicio, sino lo quo es muy diferente, 
de falta de cumplimiento de un contrato, ijue las res- 
tantes partidas hasta la décima, inclusive, con exclusión 
de la sosia, que se considerar;! separadamente, partidas que 
suponen la obligación impuesta A Palacios, do arraigo de 
su persona y bienes, aunque conducentes, no están jus- 
tificadas, no habiendnse acreditado en el término de prueba, 
que por este Juzgado, por la Policía, coadyu bando, 6 de 
cualquier otro modo, y á petición de Anzoálegui, bajo su 
responsabilidad, se hubiere restringido á Palacios la li- 
bertad de marcharse, llevándose sus intereses y de seguir 
el juicio por medio de un apoderado como lo hizo al 
último. Que la sesla partida, que con ti ene un cargo, no 
por el juicio mencionado, sinó por el valor de un fíele, 
que aparece sin relación alguna cun él, es también in- 
conducente en el presente juicio — Y que la undécima, 
que pertenece á las costas mandadas pagar en el juicio de 
su referencia, que han debido pedirse vorbalmente como 
incidente de este juicio verbal, es también inconducente 
en el presente, que no es sobre esas costas, sino sobre los 
daños y perjuicios. Sobre las pruebas, todas inconducentes, 
hace présenla el suscrito: que no tas rechazó, creyendo 
conformarse, sino á la letra, al espíritu de la ley Nacional 
del caso, porque surjió 1 1 especialidad de que no podía 
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concretar la admisión al único punto sujeto á prueba en 
su concepto, que era el del arraigo, sin el inconveniente 
de prrju/gíir sobre lo principal, que siempre debe evitarse, 
y haciendo por eso y pnra Lt excepción que tendrá lugar 
en la parte resolutiva, la salvedad de f. 20. Por los fun- 
damentos espuestos y otros, definitivamente juzgando, se 
declara ; que D. Benigno Palacios no tiene derecho á los 
perjuicios, por razón del juicio referido, que lia reclamado 
de IX Ramón Anzoálegiii, con cosías, exceptuándose las 
del lérmino de prueba, de las que cada parte pagará las 
suyas; salvándose el derecho que puede competir al 
actor para reclamar, come corros ponda, el valor de las 
partidas referentes á falta de cumplimiento de un contrato, 
á un flete y á las costas, ya mencionadas y calificados 
de inconducentes en el presente juicio. — Repónganse los 
sellos. 

Apolonio Omacchea. 
Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente: 

Fallo de I» Suprema Corle. 

Buenos Aires, SclÍPiubrc 12 de 1871. 

Vistos : por sus fu n dame utos se Confirma, con costas, 
la sentencia apellida de fojas cincuenta y siete y cincuenta 
y ocho, y so devuelve el espediente, debiendo agregarse 
la planilla de las causadas, con inclusión de los sellos 
que deben reponerse, para que el Juez de la Sección haga 
verificar su pago, 

Salvador María del Carril.— 
Fiiancisco Delgado.— José Bar- 
ros Pazos.— Marcelino Ucarte. 
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Don Sieolás Hedería contra U. Mafias Goifatj, por fijación 
de limites; — sabré competencia. 



Sumarios En las causas civiles entre un eslrangero 
y un ciudadano, se entiendo |iruí*tji*:jtiii la jurisdicción de 
tribunales de Provincia, si el eslranjjoro ha inler- 
ante tllus su demanda. 




Caso. — 1). Nicolás llcderra, iduleim, propietario de uti 
fundo silo en Mendoza, demandó á I). Matías Godoy. 
argentino, sobro fijación de límite* antes el Juez de Letras 
de la Provincia. 

Godoy declinó (Je jurisdicción, diciendo que el caso cor- 
respondía á la Justicia Xacinnul por ser entre un eslran- 
gero y un ciudadano argentino. 

Conferido traslado, Hederra contestó que el derecho 
originario disputado pertenecía á su Sra. madre que ora 
argentina, y por ful razón correspondía el caso á la jus- 
ticia de Provincia con arreglo al art. 8 de la ley nacional 
sobre jurisdicción de los tribunales nacionales. 
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rallo del Smm ile Lrfra*. 

Memluza, Abril 17 de 1871. 

Vistos : se declara que el conocimiento de esta cansa 
corresponde á la Justicia Provincial, con cosías, cítese á 
las piules para el viernes 28 Jul présenlo á las 10 del 
(lia, al objeto ordenado en el auto lecha 2Í) del mes pró- 
ximo pasado, b.iju apercibimiento al inasistente de luiberlo 
por coriíormc con el juez que nombre el que asista. 

liosas. 

Godoy apeló y la sentencia fué confirmada por el si- 
guiente: 

Fallo «Ir In II mu «iinuiru 

Mendoza, Jimio á de 1871. 

Autos y vistos, con la escritura en copia que se man Jó 
presentar por decreto de 10 de Mayo úllimo. se confirma 
el auto apelado de 17 do Abril del con ¡ente aiio, con 
costos del rerurso, y satis ice lias previa mente, se de\uel- 
ven, reponiéndose el papel de f. G. 

Goma .—Estrella.— Ga reía . 

Godoy apeló para ante la Suprema Corte, invocando el 
me. 3°, del art. 14 de la ley sobre competencia de los 
Tribunales nacionales ; y concedido el recurso» so dictó 
el siguiente : 

Fallo do la Suprema lorte. 

Buenos Aires, Setiembre 12 tle 1871. 
Vistos: habiendo prorogado Don Nicolás Hcderra la, 
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jurisdicción tío los Tribunales de Provincia, por el hecho 
de interponer entre ellos su df inunda, conforme á lo dis- 
puesto en el inciso cuarto artículo doce de la ley sobre 
jurisdicción y competencia, no ha lugar, con costas, al 
rocurso intentado por Don Matías Godoy; devuélvanse 
los autos, prévio el pago de las causadas y reposición do 
sellos. 

Salvador María del Cuihil. — 
FiiANCisco Delgado. -Jusé Bar- 
ros Pazos.— Marcelino Coarte. 




Criminal, co'itra Gaiafrcth Mtim. ¡nv eompHtidid en ¡a 
sustracción de un cajón de e fistos en la Aduana. 



Sumario. — 1" El hecho de haber recibido un cajón de 
de efectos sustraído por otro de los almacenes de aduana, 
y de haberse negado a devolverlo, importan la ra lili cae ion 
y complicidad en la sustracción, 

2 o No es escusa legítima la de haber tenido poder do 
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ta casa que remitió los electos para tomarlos, porque 
aun probándose la existencia del poder, y que los efectos 
pertenecía n á la citada casa, el apoderado no podia to- 
marlos sin consentimiento de los antiguos consignatarios, 
ó sin mandato de juez competente. 

3" La pena que se impone al cómplice debe ser menor 
que la que se impone al au!i»r de un delito. 

4 o En el presente caso el cómplice en la sustracción 
delte sufrir la pena de 800 pesos fuertes de multa, debien- 
do restituir la cosa sustraída. 

Cano. — En el mes de .Noviembre de ISd' 1 , P. FduanJn 
Fiisslein ex-dependicnte de la casa Sc.liemmel Eggers y 
O", firmó unos manifiestos, falsificando la firma de dicha 
casa para sacar untts cajunes de Cigarros y mercaderías. 

Iluu Antcnor Orilla dependiente do la casa de Pon Go- 
didredo Malm, que habrá idn ;í la Aduana para despachar 
algunas inercaderias de este, viendo uno de ios despachos 
espedidos á favor de Sdieuimíl Kggers y C% se apoderó 
de él, y se hizo entregar uno de los cajunes, llevándolo 
á la casa do Malin. 

Vuelto Fiisslein á la Aduana, y conocida la entrega de 
ese eajon, denunció el hecho á la Aduana, la que re- 
c'amó de Malin el eajon. 

Malm se rehusó á entregarlo, alegando que los Sres. 
Schemmel Eggers y C*, se ha Lian fugado de Rueños Aires, 
y que él tenia poderes de la casa Schcmmcld ile llamburgo 
que habia remitido las mercaderías, para retirarles. 

Con esto vino la Aduana en conocimiento de que la 
firma de Schenunel Kggers y O, había sido falsificada, 
remitió el todo al Juez de Sección del Crimen. 

Orilla declaró que hahia sacado de la contaduría el 
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manifiesto y con él un bulto de los compromisos en el 
mismo, porque sabia que la casa Sihommel de Hambur^o 
había dado ;*i la de Malm poderes pitra sacar todas las 
mercaderías que hubiesen consignado a Sehemmel Eggers 
y O de Buenos Aires ; y que habiendo visto por casua- 
lidad el manifiesto, lo lomó por temor que Füsslcin to 
llevase. 

Don Gustavo Nessler al frente do la casa de Malm, 
quien había ido á Estados Tu idos, declaró que la casa 
de Malm tenia los poderes nn ..clonados por Orilla, y que 
oslo viendo falsificada en el manifiesto la firuia de Sebem- 
mel Eggors y C/, h> tomó para que el falsificador no lo 
llevara fraudulentamente, entregándolo á Malm; que este 
se rehusó á volver el cajón á la Aduana cuando se lo 
pidió porque no conocía que hubiese mediado una Pacifi- 
cación; pero que apenas coime ó lo que había hecho 
Füsslcin, se apresuró á volverlo, negándose la Aduana ¡i 
recibirlo. 

Vuelto Malm de Estados Unidos, declaró que su depen- 
diente Orilla, viendo falsificada la firma de Scltcmmel, 
lomó el manifiesto y llevó un bullo á la casa de Malm, 
porque sabia que tenia poderes para recibir las mercade- 
rías dirigidas ñor Sehemmel do Hamhurgo á Sehernmcl de 
Buenos Aires; que cuando la Aduana le pidió el cajón, en 
el primor momento -se negó a entregarlo porq le se creía 
con derecho á tenerlo en virtud del poder, que había sido 
presentado otras veces á la Aduana para sacar cinco 
cajones mas de la misma procedencia; pero viendo que 
la Aduana daba otro carácter al asunto, ofreció devolver 
el cajón, que por repelidas veces se negó á recibir el Ad- 
ministrador de Rentas. 

Que el poder que le había mandado Schemmel de Uambur- 
go, lo había presentado al Tribunal de Comercio, donde se 
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babifl estragado; que por eso escribió á Schemmcl le 
mándase una cópia, > lugar de eso le mandaron uno 
nuevo, presentado en autos ya y que tenia la fecha de l 
de Junio do 1S70; y présenlo una rada de Sehemmel de 
la misma focha en la que le decia. que le mandaba ese 
nuevo poder para que lo usara en lugar del que le ha- 
bía mandado en 19 de Julio de m*l y que le decia 
haberse eslraviado. 

Füsslcio no declaró pur haberse fugado. 

Kl Procurador Fiscal espuso que los herhos eran: I o , 
que FüS&leífl había falsificadó un manifiesto; 2», que 
nríila se había apoderado del manifiesto falsificado, y 
ron él sacado un Imito de la Aduana; y ¡I", que Malin 
teriiemlo eonoeimleuto de la lalsificacion, y de lo obrado 
por su -dependiente Orilla se halda negado á en legrar él 
bulto á la Aduana. 

(jne con este M.dui había ralifieado la operación de su 
dependiente y hé>hose eórrijduM! áé la falsificación, y 
pidió contra ¿I la pena de un aun de prisión y 1,000$ IU. 
de mulla con arreglo á loa artículos 'J5 y (Si de la h>y 
nacional penal, dejando abierto el proceso cuiitra Orilla 
y Füsslein que se habían nu sentado. 

El defensor de M iliu eonlestó que este no había inter- 
venido, ni sabido ni aprobado la (alsiücaeion de Füsslein, 
de la que no tenia necesidad para sacar las mercaderías. 

Que él tenia el poder de Sebe mine!, en virtud del 
cual había sacado otras mercaderías, y que en virtud 
de ese mismo poder habría sacado el bulto en cuestión, 
á no haber mediado la tentativa de hurlo de Füsslein 
para sacarlo por medio de una falsificación. 

Que tampoco bahía aprobado la operación de Orilla, 
pues, coando supo todo lo que había sucedido ofreció 
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dos ó tros veces volver el cajón á la Aduana, cnmo lo 
ofrecía al Juez ile la causa, pues lo tenia intacto todavía. 
Se abrió á prueba la causa, y Malm presentó: 
1" Una petición presentalla á la Aduana, en 10 de 
Diciembre de 180!) devolviendo id cajón, explicando su 
conducta, y recordando ta circunstancia de ser apoderado 
de Scliemmcl ; á cuya petición sigue un decreto del Ad- 
ministrador de lientas no haciéndale lugar por pender el 
asunto ante el Juez de Sección. 

2'* Un informe del Administrador de lientas diciendo 
que cinco cajunes introducidos á la consignación de Sclicm- 
niel Eggcr* y O habían sido transferidos á \lulm, quien 
los despachó en í) do Setiembre de 180!); quo creía re- 
cordar haberle Malm mostrado un poder general de la 
casa Schemmel de Hamliurgro agregado á un espediente 
que tramitaba ante uno do los Juzgados do Comercio de 
la Provincia. 

Se pidieron otras diligencias acerca de la existencia del 
poder general mencionado, las que no fueron evacuadas. 

Fallo del Juvr. ftrrrioiinl. 

Rut- nos A iros, Jimiu 30 do 1871. 

Y vistos estos autos seguidos contra Eduardo Füsslein, 
Goloi'redo Malm y Antenor Orilla por falsificación de la 
firma de II. L, Schemmel cometida por el primero en el 
manifiesto de f. 3 a , y sustracción de uno de los cajones 
contenidos en dicho manifiesto, cometida por los últimos 
valiéndose del manifiesto fdsifieado; y considerando: I" 
Que de las declaraciones corrientes en autos resulta que 
D. Antenor Orííla, dependiente de la casa de Malm, ha- 
biendo ido á la Aduana á hacer el despacho de que es- 
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taba enEMi^mlo, y notando que habió un «lapacho á favor 
de Schemmel Kggers y í'% se apoderó fraudulentamente 
del manifiesto y s<> hiato entregar las njercaáerfas, llegando 
tiesta cslraer tino de los cajones despachados; i!" Que al 
tiempo de hacer el despacho á su l'.ivor enuncia va Orfila 
q 1 1 el iiianilicsto era r.dsilleado, sabiendo que los indi- 
viduos que componían la casa de Sehcnuncl K:;gers y H", 
habíftil fugado anteriormente, na podiendo pnr lo tanto 
firmar ellos el níaniliolo ; ie no obstanlo oslo Malm 

aceptó el cajón sustraído de esta manera de la Aduana, 
apmhando con este hecho la c>indu0ta do su dependiente, 
y resistió en seguida su entrega cuando le filé reclamado; 
4-" Que Id alcedo por Malm p ira justificar su conducta 
que los chVIos rc.milidns par la casa .Je Selicminel Eggcrs 
de Hambnrgo corrían por su cuenta en virtud de un poder 
general que hnhia recibido de ella, el que lo autorizaba 5 
apoderarse de todos lus electos que hubiesen remilido á 
la consignación de Schemmel Éggers y O fie esta plaza, 
no es admisible por cuanto este poder solo podía producir 

efecto contra los que había sido dado y esto solamente 
previo los trámites legales que ha omitido en este caso 
Malm; 5" Que la ignorancia por parte de Malm con rés- 
pede ¡i que sr hubiese cometido una falsificación en el 
manilioslo de despacho reí lo disculpa, por cuanto una 
vez recta in ¡id o pnr la Aduana el eajnn sustraído, aun 
suponiendo que el dependiente Orilla no le hubiese dado 
cuenta exacta del modo como había ostra ido ese cajo ti de 
la Aduana, era de su deber imponerse en la Aduana de 
esos antecedentes v no negar inconsideradamente la en- 
tregn (píese le reclamaba; 0' Mué respecto á la existen- 
cia del poder que autoriza á Malm para sacar los efectos 
remitidos por Sehemmel Eggers de Bambuco, si bien no 
se ha probado satis he loria mente, pues no ha presentado 
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como se ordenó, ni se ha probado su estravío In que 
liaco que no puede apreciarse debidamente al alcance de. 
sus cláusulas, resultan vehementes indicios que se des- 
prenden de la caria do I. 17, debidamente autenticada y 
<¡el informe di; f. 7í< viicitn, ile que ese peder ha exi-tufo 
y confería á Malm la facultad de retirar h»s cfeelus 
pertenecientes á la casa de II. imhurso ; 7 ' One aun 
suponiendo la rio existencia del poder, la carta de luja 
■i" escrita en una focha en que la casa Srhemmel Egjers 
debía ya tenor comirimieoto do In ejecutado por Malm, 
importa una aprobación de su conducta con respecto á 
los intereses de la casa ; NO-ie si loen á pesar de las 
facultades conferidas por dicho poder, la sustracción fué 
indebidamente hecha, coloca á Us ejecutores Otila y 
.Malm en el caso previsto en el inciso ¡í' del nrt. 8 i 
de la ley penal ; (Jue en ctianlo á la faUíñcacloB co- 
rnetilla en el manifiesto ele f. 3% no apareco de auto 
cosa alguna que indique que los individuos de la casa 
de Malm la hayan cometido ó que hayan sido cómplices 
de ella, apareciendo por el contrario de! escrito de hoja 
-4, que la falsificación fué cometida para defraudar ú 
dicha casa \ por e>los fundamentes y no habiendo podido 
ser aprehendido ICduardo Fiisslein y Autenor Ortila, sus- 
péndase el procedimiento con relación ú estos, librándose 
préviamenle el correspondiente oficio á la Policía para que 
sean aprehendidos siempre que pudieran ser habidos, lodo 
de acuerdo al art. ÍJ7!Í de la ley de Procedimientos, y 
en cuanto á Godolledo Mahn con llénasele, de acuerdo á 
las disposiciones del art. 81 de ¡a ley penal, á una mulla 
de ocho cientos pesos fuertes y á la* cusías dd juicio; 
hágase saber y repónganse los sellos. 



Andrés Utjarrisa. 



m jm-tm nacional. 

Pe esta sentencia épeiarón el Procurador Fiscal y el 
defensor dé MaM, y se concedió la apelación Ubre. 

Ante la Suprrma Corle, el Sr. Procurador M ^ 
puso que Milm «t.il.n on E*U.,s Unidos cando sucedió 

el [ I,n .,..0 iii-livó .1 pn.reso; que el art. 81 -le la ley 

nacional penal trata de toa efectos que se sustraen ckm- 
destinam.mle de la MiHma sin pagar derechos, y en el 
caso se habían saeado U* efectos l " 1 l wrmIS0 íll!;! t ,a_ 
diado, y so hab.an pagado los «lere.-l.us; que Q*fUa ™ 
luibia emnelido nímrn, porque es calidad «te todo cri- 
men, que él son cometido eW perjuicio de b persona, de 
[a propiedad ó del honor «le iin tercero, y en el caso 
á nadie se había inferido perjuicio, como lo reconocía el 
mismo Juez, P«rq...> M.I.11 oslaba autorizado par, reoilnr 
y administrar los bienes de Seheinmel. 

0UO lo regular era que (Mil., pidiese el rajón á nom- 
bre de Malm, como consignatario, y rio valerse «le una 
ramificación para obteneilo ; pero que drbia tenerse pre- 
sente que ese dependiólo no pn.lia perder tiempo, porque 
Füsslein, que habla falsificado el permiso para apode- 
rarse del najnn , andaba tras de él. 

fhie no Labia sino un solo criminal, y era Füsslein 
que falsificó la firma de S. h.mi.md para apoderarse de on 
cajón, que no lu pertenecía. 

Y pidió se revocase la sentencia, ordenando que la 
cansa quedase abierta solo contra Füsslein. 

Kl defensor de Malm se adhirió en lodo á la vista 
del Sr. PtoeuradOf General, haciendo las mismas conclu- 
siones. 
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Fallo .1. Ih su|in huí Corte. 

lineaos Aires, Setiembre t-JUV IH1I. 

Vbtos y considerando ; — Primero, que el procesado 
C.odofrcdo MíiIiii recibió nn cajón de efectos, perteneciente 
á ia casa Sehemmol Ki^ers y Compañía, une su deperi- 
diento Anterior Orilla sustrajo .lo los almacenes de Aduana 
valiéndose del permiso de luja tercera, que fué robado 
por éi de la Contad ui í:i, y cuya fin na ora lalsilieada por 
Eduardo -Füsstoin ; — Sejuiido. (hie reclamada la devoJu- 
cion de estos efectos por el Inspector de almacenes, 
Malm se negó á entregarlos ; — Tercera, que estos artos 
importan la rnlifio^cfun por Mnlm del delito cometido pur 
su depemliente Oríila, emun si él lo hubiese ordenado, y 
le constituyen en su fautor y cómplice j — Cm rio, que 
el motivo que alega Maim pira disculpar su conducta, 
de que estaba autorizado por puder de la rasa Kgg.-rs 
Scliemmet y Compañía de II» m burgo, para lomar todas 
las mercaderías que vinieran consignadas pur ella á ta 
de Sílien miel Eggers y Cumpa íiía de Himnos Aires, y 
que en virtud de ese poder la Aduana lo había en tingado 
antes cinco cajones de efectos — no es bastante, ni ha 
sido justificado en esta causa— porque Malm no lia cxlit- 
hido dicho poder, ni lia comprobado su extravio ni consta 
tampoco que alguna vez le hubiese presentado á la Adua- 
na, pues que los referidos cinco cajones no le fueron 
despachados por osla, como apoderado, sinó como á 
dueño por la transferencia que de ellos le hizo la casa 
Schemmel Eggers y Compañía, Begun consta del informe 
del Administrador de lientas nacionales á foja setenta y 
seis — porque aun cuando se le hubiese conferido ese 
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poder, no ha comprobad.) fjrie loa efectos sustraídos per- 
teneciesen ó fueran consignados por sus poderdantes — y 
porque aun probándolo, no podía lomarlos ni disponer 
de ellos, sin el consen ti míenlo do los consignatarios, ó 
por ausencia t ú íu^a de estos, sin mándalo de Juez coin- 
petenle, según lo reconoce el mismo M.iJm en su escrito 
do foja sesenta y dos; — Quinto, f¡uc el Procurador Ge- 
neral lia ¡neurridu en error, al afirmar en su vista de 
foja límenla y una, míe consta niel ¡míe eso, que Malm se 
hallaba ausente ¿u Estados Cuidos en Ja época en que 
Invierno li^.ir los lieelios elimínales que se persiguen, y 
que por consiguiente no lia tenido la menor participación 
en ellos; pues que al contrario consta á fojas puniera 
vuelta, uianmla v di»s v. mésenla v dos b.n-j la firma 
del mismo Malm, que él se halíaha entonces en esta 
ciudad y que él en persona fué quien recibió y se negó 
á devolver Jos efectos sustraídos ; — Sata, que el delito 
cometido por Antenor Orilla, sustrayendo Iratidalenta- 
mente de ios almacenes de Aduana, electos que no per- 
tenecían á su palron, y causando así al Fisco el perjuicio 
de Icner que pagar el valor de ellos á su legitimo dueño, 
está claramente previsto y penado por el artículo ochenta 
y uno, inciso segundo de la Ley de veinte y cinco de Agosto 
de mil ochocientos sesenta y lres; — SéptimQt que aunque 
pur la ley diez, titulo noveno y regia die¿ y nueve, titulo 
treinta y cuaírn, partida séptima, se impone igual pena al 
cómplice, (pie al autor de un delito, esos preceptos han 
siJo modificados por la nueva legislación criminal, casti- 
gando con menor pena ¡i los que solo lian participado del 
dolilo, después do consumado, modificación que ha sido 
confirmada por la práctica de los Tribunales, que os la 
regla que debe seguirse en estos casos, conforme á lo 
dispuesto ¡íor el artículo nóvenla y tres do la ley penal 
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— por estos runda montos y los concernían tas de la sen- 
tencia apelada se confirma esta; debiendo entenderse or- 
denada tafHÍ}¡en por tita, la restitución del cajón de efectos 
sustraído de los almacenes do Aduana, con arreglo á la 
prescripción del Articulo noventa y uno de la precitada 
ley. En consecuencia, satisfechas las costas y repuestos 
los sellos, devuélvase. 

Salvador María del Cáhuil, — 

FuaNY.i.'co l > [■; i r.shn. — José It.ui- 
nos Pazos.— Mahcelino Ugaivte. 
— José B. Guuostiaga. 



CAL8A 



Don Laureano Vi zurro con ira U Empresa del Ferro-Carril 
Central Argentino, sobre danos y perjuicios. 

Sumario. — El recurso no mejorado en tiempo se de- 
clara desierto, acusándose rebeldía por el apelado. 



Caso. — El Dr. I). Laureano Pizarro apeló de la sentencia 
definitiva ijuc el Juez de la Sección de Córdoba dictó en 
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la causa <j<ie había seguido contra la Empresa del Ferro- 
Carril Central Argentino, y se lo concedió el recurso li- 
hreuionte. 

i\o habiéndolo mejorado dentro del tiempo, so le acusó 
rebeldía, y espedido el correspondiente certificado por el 
Secretario de haber vencido el termino de la mejora, se 
diclú el ¡siguiente: 

rallo de i;« Suprema Corle. 

Buenos Aires, Setiembre ti de 18"). 

Por lo míe resolta del precedente certificado y a mérito 
de lo dispuesto en el articulo doscientos catorce de la 
ley de Procedimientos, decl.irase desierta la apelación, 
devuélvanse lus autos, previo pago de costas y reposición 
de sellos por ti apelante. 

Salvador María w:l Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — José Marros Pazos. 
— Marcelino Ugaute.— José B. Go- 
RL ti aga. 
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Dan José tí. Bomhal contra D, Mauricio Pennano, por indem- 
nización de daños ¡j perjuicios ¡ — sobre incompetencia. 



Sumario. — La aecinn pop, daños y perjuicios proceden- 
tes de una providencia pronunciada por Tribunal compe- 
tente, es un incidente dol juicio en que se dictó dicha 
providencia, y debe ser juzgada por el juez que entendió 
en aquel. 



Caso. — Don Blas Aspiazú endosó á favor do Don José 
María Bombal, ciudadano argentino, á Unes de 18"J8 un 
espediente de proveduría mandado inscribir en fundos 
públicos nacionales. 

Se presentó lía tu bal á la Administración del Crédito 
Público para obtener la inscripción decretada, y bailando, 
que el cspendicnlo endosado estaba comprendido en un 
embargo decretado por el Juez de I a Instancia de la Pro- 
vincia de Buenos Aires á petición de U. Mauricio Pennano, 
suspendió la inscripción. 

Levantado el embargo después de varias diligencias 
obtuvo la inscripción, pero no con los intereses desde el 
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dia de la liquidación, sinó solo con las del trimestre en 
que se hizo la inscripción. 

Reclamados aquellos intereses al Gobierno, no se hizo 
lugar al reclamo dejándole á salvo las acciones para re- 
clamar los perjuicios causados por el retardo de la inscrip- 
ción, de quien pidió el embargo. 

Con estos antecedentes demandó ante la Justicia Na- 
cional á D. Mauricio Pennano, estrangero, por el pago 
de dichos perjuicios. 

Pennano declinó de jurisdicción : i<\ porque la acción 
de Bomba! era un incidente del embargo trabado por ei 
Juez de la Instancia, que debia ser juzgada por este; 2°, 
porque en dicho espediente, radicado ante el Juez de !■ 
Instancia, el no habia litigado por su cuenta sinó como 
apoderado de 0. Manuel Lastra, que era, como Bomba! 
ciudadano argentino; 3", porque aun en el caso de ser 
dueño de la cuestión, la competencia nacional, cuando 
el demandado es estrangero, se establece con el consen- 
timiento de este, y él no consentía en la jurisdicción del 
Juez Seccional. 

Contestó Bomba) que él demandaba por daños y per- 
juicios á Pennano, purque hizo el embargo del cual se 
le causaron aquellos ¡ que esta era una acción principal, 
y dirigida contra aquel, cuya nacionalidad dobla tenerse 
en vista, para establecer el fuero Nacional; que fuó Pen- 
nano y no Laslra quien pidió el embargo ; y que habien- 
do presentado ^ la demanda ante el Juzgado competente, 
no era necesario consentimiento alguno del demandado 
para establecer la competencia, ni la ley exijia tai con- 
sentimiento. 

Se pidió informo al Juzgado de 1* Instancia, y resultó 
que Pennano babia por si y no en representación de 
Lastra promovido contra Aspíazú el juicio en que fué or- 
I, vu. 28. 
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denado el embargo en cuestión, y que este lo fué antes 
del endoso becbo por Aspiazú á favor do Hombal. 

tallo <I<-l Ju«x N«-rrlonul 

Dueños Aires, Agesto 3 de 1871. 

Y vistos, considerando: 1" One el presente caso solí» 
puedo caer bajo la jurisdicción de los tribunales nacionales, 
por razón de las personas, como lo reconocen ambos 
interesados. 

W ÍJ l,e Cuantito los Tribunales Nacionales son únicamente 
competentes por la diverso nacionalidad ó diversa vecindad 
de las partes interesadas, no laureen una jnrisdieemu es- 
elusiva, sinú concurren 1 4 con bis Juzgados ú Tribunales Pro- 
vinciales, en los términos establecidos en el art. 12, parra lo 
4° de la ley nacional do Setiembre II de 1S(¡;I, sobre 
jurisdicción y competencia do los Tribunales de la Nación, 

3° (Jye Ponnano lia opuesto las siguientes excepciones: 
ía, la de Hits penitencia ante los Tribunales de la Provin- 
cia, fundado en que el embargo del crédito sobre cuyo 
interés versó la cuestión propuesta fué decretado por el 
Juez de Provincia , como lo reconoce el demandante y 
con el consentimiento de] cedcule do la causa seguida 
entre 1). Mauricio P ennano, demandado en osle juicio y 
l). Blas Aspiazú, ceden Le del demandante Líombal; 2* 
ser el demandado Pennano, sino ¡5 casa de L). Manuel de 
la Lastra, el verdadero propietario de los Ion dos para 
cuya segnrididad se embargó el crédito cedido al deman- 
dante; y <jue por consiguiente la calidad do ser I 'ennano 
un eslrangero y Itombal argentino, no debe tenerse en 
cuenta para surtir td tuero federal; y suponiendo que 
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Pennano fuese cesionario de dichos fondos tampoco seria 
competente este Jn^-adn, porque para surtir el fuero 
Federal es necesario que el derecho disputado pertenezca 
orijmariamentc al demandante 6 demandado. 

:í" Que aunque Pennano fuese el primitivo dueño del 
derecho en disputa, no siendo demandante de Bomba! , 
sinó demandado por este, solo el consentimiento del (li- 
mero podría dar competencia á l¡i Justicia Nacional, siendo 
en su delecto la única competente la provincial, como lo 
es en el presenté, cu que so niega ese consentimiento. 

A* Que ilo los informes pedidos á W Trihimales de In 
Provincia ha por si y no en representación do ta casa 
de Lastra, promovido contra Aspiazú el juicio en que or- 
denó el embarco cuyos perjuicios se reclaman, y que 
dicho enmarco loó ordenado á solicitud de IVnnano y 
\spiazú mucho antes de que el último cediera ú* lloml.il 
rl espediente de liquidación a que se refiere el último, 
v que el embargo tenía por ohj.'to suspénder la entrega 
h Aspiazú, de los fondos que dehia entreoírsele en pago 
de los créditos que se reconocieron á su favor. 

5o Que tratándose de determinar si hay ó no derecho 
para reclamar perjuicios por la ejecución de una provi- 
dencia dictada por Tribunal competente, este es el que 
está mas habilitado para declarar si los perjuicios son ó 
no una consecuencia de su providencia, porque es el 
único que puede determinar su verdadero alcance, y por 
consecuencia hasta donde lle^a la responsabilidad de 
aquel ó aquellos ¡i cuya instancia se dicto; todo lo cual 
viene á constituir un incidente de la misma causa seguida 
entre l'cnnano y Aspiaz ■., y que debe ser resuella por el 
mismo Juez que entendió en aquella. 

íí° Que la conchisioo sentada en el precedente consi- 
derando es tanto mas legítima cuanto que no pudiendu 
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en este caso ser competente la Justicia Nacional sinó es 
por la diversa nacionalidad de las partos, el que desconoce 
ta competencia es él estrangero, esto es aquel en cuyo 
beneficio so ha creado el fuero federal, y el único que, 
sea como demandante sea como demandado, puede pro- 
rorogar la jurisdicción Provincial como terminantemente 
lo dispone el art. 12, inciso 4° de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales de la Nación. 

Por estos fundamentos declárase que este Juzgado es 
incompetente para conocer en el caso que se le lia so- 
metido, el cual debe ser decidido por los Tribunales 
Provinciales y sin especial condenación en costas. 

Repónganse tos sellos. 

Manuel Zavahta. 

* 

Apelada esta sentencia por Bombal, fué confirmada por 
el siguiente : 

rallo de tm NuprenR Corto. 

Buenos Aires, Setiembre 16 de i 871. 

Vistos; por sus fundamentos, se confirma con costas; 
el auto apelado de foja cuarenta y seis, satisfechos y re- 
puestos los sellos, devuélvanse, desglosándose previamente 
las fojas cincuenta y seis á cincuenta y ocho que se 
traerán para resolver. 

Salva non María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado.— José Barros Pazos 
— Marcelino Ugarte.— José B. Co- 
rústiaga. 
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Don Marcos Aparicio contra D. Pedro tííUgo, par 
desaojo sobre competencia. 



Sumario. — 1° El juicio radicado ante los Tribunales de 
Provincia, debe concluirse ante los mismos, aunque sea 
entre un ciudadano y un estrangero. 

2 o Una declaratoria de la Justicia Provincial no puede 
dar jurisdicción a la Justicia Nacional en los casos en 
que esta no la tiene por la ley. 

Caso. — D. Marcos Aparicio, argentino, demandó ante el 
Juez Nacional de Salta á D. Pedro Milcgo estrangero, 
para que se le ordenara ta desocupación de un terreno 
que el primero prestó al segundo por el término de un 
año, y que este retenía desde casi tres años. 

D. Mii reos Aparicio acompañó á la demanda el testimo- 
nio de un acta de la que resultaba haber interpuesto la 
misma demanda ante un Juez de Paz de la Provincia, 
quien la resolvió; y el testimonio de una sentencia del 
Juez de 1» Instancia, que es del siguiente tenor: 

Salía, Noviembre 11 de 1810. 
Vistos : que la calidad de estrangero de Pedro Mi lego 
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so halla plenamente probada por las deposiciones de tres 
testigos, corrientes á f. 17 y la confesión del demandante': 
que siendo el demandante ciudadano argentino y el de- 
mandado ciudadano estrangoro, la arción debe intentarse 
ante su Señoría el Juez de Sección, arl. 8 o de la ley do 
íi de Setiembre de 1S03 : Que la declinatoria Ínter puesta 
por el demandado, lia sido antes de la contestación a la 
demanda y por consiguiente dentro dtil término, de con- 
formidad al arl. \~2 en su caso V de la misma, que la 
proroga de jurisdicción que dice el demandante haber 
hecho el demandado contestando ta demanda ante el Juez de 
Paz de Hivadavia, no es legíil, ni puede reputarse poí 
tal, por la sencilla razón de que aquella demanda no ha 
venido en apelación, y porque la que se ha intentado 
ante eso Juzgado, es acciod nueva, y está en su perfecto 
derecho el demandado, para h^cer uso de las excepciones 
que la ley le concede. En esta virtud se declara osle 
Juzgado incompetente paca conocer en el presente juicio, 
fieiténgrese esta foja. 

Rubcn Dins tic Vedina. 

Presentada la demanda cou los dos testimonios citados, 
se dictó este. 

Fwlle del Jiir/ tt+rrloiiMl. 

Salla, Abril U de 

La presente demanda á nombre de 0. Maro* Aparicio 
contra D. Podro Mi lego, bazada, como ella dice en su 
tercer párrafo, en el documento do f. 3*, tiene por objeto 
el que el demandado desocupo los mismos terrenos do 
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que se trata on el mencionado documento de f„ íí a , que 
cu ii lien ü ¡dóntioa cues lio ti, seguida entre las mismas par- 
les, sin deol'lfinlória alguna por razón tie fuero, ante el 
Juez Provincial de Marraneas, y decidida por él. — El in- 
ciso 4" del articulo 11 de la Ley de Jurisdicción establece 
que no habrá lucro nacional sí «el eslrangero demandado» 
a rile un Juez do Provincia, contesta á la demanda sin 
oponer la excepción do declinatoria ; siendo esto mismo 
lo que lia sucedida en el juicio i comento á Tojas 3 y 4, 
con Milcgo. — El arl. ti dula misma ley dispone que, 
<una vez radicado un juicio ante los Tribunales de Pro- 
vincia, sea sentenciada fenecido unto la jurisdicción Pro- 
vincial ; > estando el que al presente se entabla, no solo 
radicado, siuó sentenciado ya, ante dicha jurisdicción. 
La declaratoria del Juez de Letras, Corrienla á f. G, no 
puede d.u jurisdicción á este Juzgado, \* porque, según 
ella misma espresa, es sobre acción diferente de la de 
que se líala al présenle y se con tiene en los documentos 
de f, ¡t y 4; 2 Ü porque, aunque así no fuera, una de- 
claratoria de la Justicia Provincial no puedo dar jurisdic- 
ción á la Justicia Nacional en un caso en que como el 
presente, la ley se lo niega, según se lia visto ya; por- 
que como lo declaró la Suprema Corte de Estados Luidos 
en el caso de Urletiquc contra IVA* bel * no puede po- 
nerse en duda que las Curtes de los Estajos Unidos 
tienen el derecho de examinar y decidir por si mismas 
los fundamentos, en vit Lu í de los que pretende una par- 
te reconocer su causa de la 9 Corles de Estado a las 
Nacionales i « teniendo facultad do resolverla, sinó apa- 
rece causa suficiente para una remoción » « no teniendo 
facultad las Corles de Estados para compeler á las Corles 
Nacionales para asumir jurisdicción (Curtís, Heports, Ioiiiq 
1 1 , paj. fP¡¡, 
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Por estos fundamentos, declárase incompetente este 
Juzgado para conocer en la demanda referida. 

Apofonía Ormaeehen. 
Este auto fué confirmado por e¡ siguiente: 

Fallo de 1* Supremo Corle. 

I lucnos Aires, Setiembre 1 6 de 1871, 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas, 
la sentencia apelada de foja catorce vuelta, satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril, — Fran- 
cisco Delgado.— José Barros I'a- 
zos. — Marcelino Loarte, — José 
U. Corostiaga. 
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CAliA LIXIIV. 



f.nminal contra Enrique Sivori ij Esleían Ralmareche por 
enganche de hombres al servicio de los revolucionarias 
en el Estffdo Oriental. 

Sumario. — 1" La muerlc del acusado es tingue la acción 
criminal. 

2<» El levantamiento ile tropas en ol territorio argenti- 
no, sin el permiso del (íoljierno, es una violación de una 
de las mas importantes prerogalivas de la pedieran i a na- 
cional. 

ÍJo Es además un delito previsto y penado por el arí. 
7 do la ley de 1 i de Setiembre de 1803, si se hace aquel 
con Ira un Gobierno amigo. 

4<> No siendo consumado el delito, la pena á imponerse 
a) procesado por él, es de un río de trabajos. 



(laso.— Enrique Si vori y Esteban Iialni3rcche fueron acu- 
sados por haber en el territorio de la República Argen- 
tina, enganchado hombres para el servicio de la revolución 
existente en la Hepúbiica Oriental del l'rtiguay contra su 
Gobierno legal. 

Probado el hecho en el sumario que se levantó, e| 
i.i. 29 
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procurador liseal sostuvo que el enganche de soldados 
para ir á derrocar ú un Gobierno amigo, ora un acto 
hostil, que no siendo aprobado por el Gobierno, se ha- 
llaba previsto por el art. 7 de la ley Nacional penal, 
pues podía dar justo motivo de queja al Gobierno Oriental, 
y ser causa de guerra ú de represalias ; y acusando á 
los procesados como reos del delito de violación de la 
neutralidad del territorio, pidió se les aplicara la pena 
señalada por el art. 7 citado. 

La defensa se concretó al hecho de que el enganche 
no pasó de ser una tentativa, pues no se llevó ;i rabo, 
como resultaba de autos, y la simple tentativa no podia 
ofrecer los peligros que mencionaba el procurador fiscal. 

Fallo del Ju» ftecrioiml. 

liiirnu^. Airo Junio ü;í de 1871. 

Y vistos estos autos seguidos contra Enrique Si vori y 
Estovan Balmareolie, por haber enganchado hombres en 
el territorio de la República para el servicio do una re- 
volución contra el Gobierno establecido en ta vecina Re- 
pública Oriental, y considerando: lo Que á pesar de ha- 
llarse plenamente justificado que los procesados han trata- 
do de enganchar soldados al servicio de la revolución 
Oriental, según resulta de las declaraciones contentes de 
los testigos Julio Horquilla fojas I í y José Ordoíícz fo- 
jas 12, no existo una ley que clasifique de delito este 
acto, y establezca su penalidad. 2" Que el enganche do 
soldados en el territorio de la República, hecho por par- 
ticulares y sin intervención ni consentimiento del Gobierno, 
no podría nunca tomarse por el Gobierno contra quien 
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se hacen estos armamentos coiuü un acto hostil, capae 
de motivar una declaración de guerra. 3° Que si hien 
se reputa por los publicistas de derecho internacional un 
acto de buena política la prohibición de armamento para 
servicio estrangero, reconocen también, que esta facultad 
es inherente á la soberanía de las Naciones, y que de 
un ejercicio no pueden quejarse los beligerantes, ya sea 
que se establezcan ó nó, siempre que no hubiere par- 
cialidad. 4« Que en esto concepto, no puede sostenerse, 
como lo hace el Procurador Fiscal en su vista de fojas 
31, que este caso esté comprendido cu la disposición 
del art. 7 de la Ley penal, la que espresamente so re- 
fiere á los actos de hostilidad reconocida como tales 
por el derecho de Tas Naciones. 5° Que no existiendo 
una disposición legal prohibitiva de les enganches de 
fuerzas para servicio estrangero, no hay transgresión por 
parto de los que la ejecuten ni por consiguiente delito; 
por estos fundamentos y de acuerdo á los artículos 18 
y 10 de la Constitución Nacional.se declara á los pro- 
cesados Enrique Sivori y Estcvan Balmareche absucltos 
de los cargos formulados contra ellos por el Procura- 
dor Fiscal, en su vista de J*>jas 31, y exentos de toda 
pena y de las costas del juicio ; en su consecuencia, 
líbrese el correspondiente oficio á la Policía para quo 
sean puestos en libertad y hágase saber, 

Andrés Ugarriza. 

El Procurador Fiscal apeló de esta sentencia, y el Sr. 
Procurador general ante la Suprema Corle dijo que es- 
tando los acusados convictos de haber enganchado y cm- 
* harcado soldados para ir á engrosar las filas do la rebe- 
lión oriental, la cuestión i\ resolverse era, si esos actos 
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son hostilea contra ol Gobierno dfl aquella República 
amiga, y capaces tic autorizar represalias, y como tales, 
condenados y penados por nuestra ley penal ; ó si son 
actos inórenles y permitidos. 

Une aclo hostil es todo aquel que importa una hos- 
tilidad directa; y que no puede hacerse mayor hostilidad 
á un Gobierno, que reunir tropas, que vayan A aumentar 
las do sus enemigos en armas. 

Oue este es un delito gravísimo entre paises vecinos, 
no solo porque es un quebrantamiento de la fó y leal- 
tad que se deben las naciones recíprocamente, sino porque 
autorizaría las represalias, que serian una fuente perpe- 
tua de perturbación en paisas, como estos, en que las 
rebeliones armadas son tan frecuentes. 

Que por lo tanto debía revocarse la sentencia de l« 
Instancia, y condenarse ;í los acusados ü dar una satis- 
facción pública y A" trabajos forzados por dos años. 

Conferido traslado, el defensor de los acusados volvió 
á hacer presente quo el enganche no tuvo efecto, y que 
la tentativa sola en esa clase do delito, no tenia las con- 
secuencias peligrosas para la República, que tenia c) de- 
lito mismo; y dijo, que aunque Ja Suprema Corte no 
estuviera do acuerdo con los considerandos de la senten- 
cia apelada, debia estarlo con su resolución, por la ra- 
zón antes mencionada. 

Recibid ose informe do haber fallecido el acusado SÍ* 
vori, se dictó el siguiente: — 

Fu lio |r f»upr*nia Corte. 

Unenos Aires, Seliemhre 16 de 1811 



ViMtoi; resultando de la precedente nota é informes a d- 
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juntos del Goto do Policía, que el procesado Enrique 
Sivori lailoeiú en el Lazareto do oslo ciudad el dia sietu 
do Abril último, so declara extinguida la acusación de- 
ducida contra él en esta causa, con arreglo á lo dis- 
puesto por las leyes siete y veintitrés título, primero, par- 
tida séptima. V considerando respecto al acusado Kstcvau 
lialm areclic, Primero {)ua está convicto por bs declara- 
ciones de Julio Morquilla á fojas unce, y de José Car- 
donincr á fojas doce t do haber enganchado cuesta ciudad 
á algunos individuos para ir ú engrosar las lilas de los 
revolucionarios cu el Kstado Oriental; Segundo Quu ul 
levantamiento de tropas en territorio argentino sin el pur- 
míso del Gobierno, es una violación de una de las mas 
importantes pre rogativas de la soberanía nacional ; Torcer» 
Que es ademas una hostilidad ([tic si no fuera reprimi- 
da, podría comprometer la paz y la posición neutral de 
la Nación, ó exponer á los ciudadanos á experimentar 
vejaciones ú represalias, ruyu delito lia sido previsto y 
penado por el artículo siete do la ley do catorce da 
Septiembre ilo mil olioeientos sesenta y tres; Vitarlo Qtujp 
sin embargo consta también do esto proceso por las mis- 
mas declaraciones antes citadas, que los individuos en- 
ganchados por ltalmareche no pasaron al territorio Oriental, 
porque no pudíendo embarcarse, desistieron do su reso- 
lución, y no causaron por consiguiente perjuicio ni ofensa 
alguna al Gobierno de aquella llepúhlica. ijiiinto Ojie 
no habiéndose por tanto consumado el delito de engau. 
che, viene á quedar reducido á tina simple tentativa, 
punible cuando mas, con la pena do 011 año de traba- 
jos (|uo determina la precitada ley, y <jiin este tiempo de 
condena es el mismo que Halmareeh lleva do prisión — 
por eslos fundamentos se revoca ta sentencia apelada de 
fojas treinta y siete, y dándose por compurgado el deli- 
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tú de Estovan Balmareche con el tiempo de prisión que 
ha sufrido, devuélvase este proceso para que se le ponga 
en libertad. 

Salvauoh María rel Carril. — Fran- 
cisco Deluado, — José Barros Pa- 
zos.— .Marcelino Ugahte. — José 

lt. GOKOSTIAGA. 



CAUISA LWXV. 



Sievers y Metjer cojitra \\ amígate irnos. ¡>or cobro de peso». 



Sumario. — No mejorándose el recurso por el apelante 
en el termino legal, se declara dasierta la apelación á 
ta primera rebeldia <|uo acuse el apelado. 



Caso. — En la causa seguida ante el Juzgado de Sec- 
ción de Buenos Aires por Sievers y Mover contra Wood- 
gate hermanos por cobro de pesos, estos apelaron de la 
sentencia definitiva del Juez de Sección, y so les conce- 
dió el recurso libremente- 
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Pasado el término para la mejora del reeurso, sin 
haberse hecho por los apelantes, los apelados acusaron 
rebeldía, y habiendo certificado el Secretario que el ci- 
tado término había vencido, se dictó el siguiente: 

rallo de I* Buprem* Corte. 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 18"t. 

Por lo que resulta del precedente certificado hasc por 
desierta la apelación, con arreglo al articulo doscientos 
catorce do la Ley de Procedimientos ; devuélvanse en 
consecuencia los autos, prúvio pago de costas y reposición 
do sellos por el apelante. 

SALVADOH MauÍA DLL GaIUUL. — FRAN- 
CISCO Delgado.— José Uakhos Pazos. 
— Maucblino Loarte.— José B. Go- 

riÚSTIACA. 
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D. José M, tivmbtti contra D. Mauricio Pítitiiano sobre 



Sumario. -La remisión de los autos en Jus casos pres 
criptos por los artículos 211 y 225 de la Ley de I'ru- 
cedimientos debe ser hecha por los inísiuos "jueces de 
Sección, con oficio dirigido al Secretario de la Suprema 
Corte. 



Cano.— Los autos relativos ú la causa seguida por D. 
José M. Bombal contra Don Mauricio Pennano, fueron 
remitidos al Secretario de la Suprema Corle con oficio 
firmado por el Escribano del Juzgado de Sección. 

El Secretario de la Curte so neyú ¡i recibirlos, por no 
venir Ja nota de remisión lirmada por el Juez de Sec- 



ción. 



Dado cuenta por el escribano de la negativa de la Se- 
cretaria, el Juez de Sección declaró rjue esta no era 
ajustada á los artículos 2H y 223 de la Ley de Pro- 
cedimientos, por cuanto la remisión do autos n,uo en ellos 
se ordena, debe entenderse que se baga por el cscri- 
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baño actuario por ser este el único que puede tener pre- 
senta los términos dentro de los cuales deben remitirse, 
y no ser natural que la responsabilidad de la remisión 
dentro del término recaiga sobre el Juez, quien no está 
obligado á llevar un estado do las causas en que se lia 

concedido apelación, 

Y ordenó que mientras ¡a Suprema Corte resolviera 
la forma en que debian remitirse los autos, se luciera 
bi remisión por el Juez directamente á la Suprema Corte. 

IIitIiu de este modn h remisión, se recibieron los autos 
por el Secretario, y dado cuenta de esto incidente, se 
dictó sobre éj el siguiente: — 

B alio de 1» Nupreni» C orte, 

lluenos Aires, Setiembre -l de l$Ti« 

Vistos en el acuerdo, y considerando : l'rimero que, 
aunque el artículo doscientos once de la ley de proce- 
dimientos no dice espesamente p.>r quien deki i;., erso 
la remisión de los autos, estando ese artículo destinado, 
como los que le preceden y el que le subsigue, á re- 
glar los actos y procedimientos del Juez que otorga la 
apelación, no puede dejarse de entender que es á él á 
quien su disposición se refiere — Segundo que el tres- 
cienlos sesenta y cuatro dispone literalmente que * el 
Juez, remitirá el proceso, * y no lia y razón alguna plau- 
sible p;ira decidir que, en unos casos, la remisión se 
baga por el mismo Juez, y en otros, por el hscribauu. — 
Tercero, que la práctica establee i da con conocimiento y 
tácito asentimiento do la Curie, lia interpretad*, m ese 
senlirin la ley, sin que baya con posterioridad aparecido 
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que hay error en esa interpretación, ni motivo para al- 
terar aquella prédica, que es conforme á la intención 
y á la letra misma de la ley. — Cuarto, que no existe 
relación alguna dirocta entre la Suprema Corte y los 
Escribanos de Sección, siendo los Jueces respectivos los 
que tienen sobre ellos medios de vigilancia, para que 
cumplan con puntualidad los deberes de sus cargos, y 
medios de represión, conforme al artículo diez y nueve 
de la ley de competencia, que pueden llegar liasta la 
destitución, conforme al diez y ocho de la de diez y seis 
de Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, * sin per- 
juicio de las acciones que del hecho nacieren por los 
daños causados»; — por estos lundamentos, se declara que 
la remisión de los autos, en los casos de que tratan 
los artículos doscientos once y doscientos veinticinco de 
la ley, debe ser hecha por los mismos Jueces con oficio 
dirigido al Secretario do la Suprema Corte y devuél- 
vase. 

Salvador María del Camul.— 
Francisco Delgado — José Bar- 
ros Pazos.— Marcelino Ugarte. 
-José Ü. Corostiaca. 
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Iton José Caffarena contra el Banco Argentino del llosa 
rio tk Santa fi t por conversión de billetes. 



Sumarió.— i Q La facultad de lijar el valor relativo de 
las monedas estrangeras que haya» de tener curso le- 
gal en la República, es atribución csclusiva del Con- 
greso. 

2" Esta facultad únicamente lo es, cuando se trata de 
admitir en la circulación la moneda cstrangera con el 
carácter de moneda legal para los pagos, y no cuando se 
trata do cscluir ó de limitar en la circulación una moneda 
estrangera que solo reviste el carácter de moneda tole- 
rada. 

3o La moneda de plata boliviana no está incluida en las 
que, como de curso legal y de aceptación obligatoria en 
los pagos, enumeró el Congreso en la ley de Octubre de 
4803. 

4 n La ley de Santa Fé de 30 de Julio de 18G8, tiene 
por objeto, ya que no cscluir do una manera total, á lo 
menos limitar la circulación do la moneda de plata bo- 
liviana. 

5" Esta ley no es invasora á la atribución del Congreso, 
sino cooperadora de la ejecución que debe darse á sus 
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sanciones, y no resulta, por tanto, repugnante á la Cuns- 
títucion Nacional. 

(¡o En la Constitución Nacional no se eueueitlra dtsptj- 
sicinn alguna, cuino la que contiene la de los Estados 
Unidos de Norte América, prohibiendo ocrosamente á los 
Estados dictar leyes retroactivas ex posl (avía, ni leyes que 
alteren las obligaciones nacidas do los contritos. 

7 a La observancia de esas reglas de legislación uin ver- 
versal, lia quedado confiada á la discreta sensatez de las 
Legislaturas Provinciales, si en las respectivas Constitu- 
ciones do Provincia no les lian sido impuestas como una 
limitación de su poder. 

8« La ley do Santa Fe de 30 de Julio du 18ÜS. no es 
repugnante á la Constitución Provincial. 

0" Esld en la esencia del orden constitucional, que los 
tribunales tengan, no solo la íaeullad, sino la obligación, 
do anteponer en sus resoluciones, los preceptos de (a 
Constitución Nacional, en todo caso, y los de las res- 
pectivas Constituciones de Provincia en los que corres- 
ponda, á los preceptos de las leyes ordinarias, 

10 El principio contenido en el número anterior un es 
aplicable cuando los actos legislativos son solo contrarios 
á las reglas de legislación común, 

í I Ninguna persona puede tener derechos irrevocable- 
mente adquiridos contra una ley de orden público. 

12 Son leyes de ó rilen público las que reglan la circu- 
lación monetaria y la omisión de los bancos. 

13 Si por una parle carecen las Legislaturas de poder 
y de acción sobre los hechos pasados, ea recen igualmente 
de facultad para enagenar el porvenir pur una concesión 
gratuita. 

11 La regla que niega fuerza retroactiva :i las leyes, 
no estando escrita en la Constitución sinó en los Códigos 
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comunes, us una advertencia hecha á las jueces |>aru Ib 
interpretación y aplicación de las lesos, y nu una limita- 
ción al poder de Ins Legislaturas, ni una causa de nuli- 
dad para sus disposiciones. 

C USÚ . _ |hm José Cafíarena, estrangero, se presentó anlo 
el hinr. Nacional «le Sania Pé, esponiendo 4110 un virtud 
do !o dispuesto en el íirt. 2» de la ley provincial de 30 
de Julio de IWiH que mandaba ú los Mancos de [omisión 
do la Provincia ijue pagasen sus billetes en moneda fuerte, 
des [mes de ¡íO dia. do su promulgación, había pedido al 
Kancc Argentino el cambio de billetes por 1,000 $ bol. 
al tipo de 21 por on/a de oro; lo que el Itauco se había 
negado á ejecutar, por lo que había hecho el correspon- 
diente protesto. 

Que siendo infundada la negativa del lía neo, lo deman- 
daba para que fuese condenado á la conversión solicitada 
y al pago de las costas. 

Corrido traslado, el Gerente del líanco Argentino con- 
testó que la ley de Julio de 18GR que ordenaba la con- 
versión, era inconstitucional y violatoria de los derechos 
adquiridos por el líanco, por lo que pedia se rechazara la 
demanda con costas. 

Dice que ninguna legislatura de Provincia puede fijar 
el valor de una moneda estrangera, pues esa es una 
atribución eschisiva del Congreso, conforme al § 10, arl. 
07 de la, Constitución Nacional. 

Que una Legislatura Provincial no puede por sus leyes 
obligar al deudor á que pague en otra moneda, sea de 
mayor ó menor valor que la que se estipuló en el con- 
trato. 

Que no puede tampoco revorar por una ley posterior 
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las concesiones bochas á una persona ó sociedad por una 
ley anterior, ni alterar derogar loa derechos adquiridos 
en virtud de ley anterior, ni sancionar ley alguna ([ue al- 
tere las obligaciones de los contratus privados. 

Que siendo los billetes que se cobra pagaderos en pinta 
boliviana ó en moneda de ley ¡i su elección, él cumplía 
entregando 1,000 $ bol, ijuo consignaba en el Banco 
Mauá y C 1 . 

El Juzgado, para mejor proveer, mandó agregar testi- 
monio de las leyes sobre Bancos en la Provincia, de focha 
21 de Agosto de 1865 y de 30 de Julio de 1808, y con 
estos antecedentes so pronunció el siguiente : 

ÍmIIu del Juex de Meeeloc. 

Rosario» Diciembre G de 1870. 

Y visto : resulta de estos autos; I o , Que Don José Cuffa- 
rena demanda al Banco Argentino de esta ciudad porque 
le presentó billetes del misino á convertir en oro, por va- 
lor de mil pesos, en veinte notas de cincuenta pesos cada 
una \ cuyo tenor es como sigue : t El Banco Argentino 
pagiirá a la vista cincuenta pesos plata boliviana ó su 
equivalente en moneda Ley. » 2°, Que exige el demandante 
el pago en oro de la enunciada cantidad al tipo de 21 
pesos bolivianos por onza, apoyando su exigencia y fun- 
dando su derecho en la ley de la Provincia promulgada 
con fecha 30 de Agosto del año 68, que en art 1° lija 
ese tipo á la moneda boliviana y ordena por el art. 2° 
< que los Bancos de emisión de la Provincia pagarán sus 
billetes en moneda fuerte después do 30 días de la pro- 
mulgación de la ley. » 3°, Que el Banco Argentino sin 
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prcstarso ;i la exigencia do pagar en oru, consigné en plata 
boliviana, en el Banco Maná, á disposición del tenedor de 
9us billetes, la referida cantidad, alegando <¡ue la ley de 
Agosto es inconstitucional y nula por falta de poder en la 
Legislatura paru legislar sobro monedas, ni fijar el valor 
de ellas ; porque ataca el derecho do propiedad garantido 
por la Constitución, anulan lo arbitrariamente concestones 
hechas por la >y anterirr, y en que altera, finalmente, 
obligaciones de contratos puramente privados. 

Y considerando : 1" Que por el art. 07, inciso 10 de 
la Constitución Nacional, .incumbe al Congreso General 
fijar el valor á las monedas estrangeras, atribución que no 
se estiende a las Legislaturas de Provincia, evitando asi el 
caso que resultaría de la falta de uniformidad en la Legis- 
lación en materia tan importante j y que vendría á com- 
prometer los intereses do la universalidad de los ciudada- 
nos de la República; no pudiendo tampoco d^jar de con- 
siderar á la moneda boliviana, como moneda eslrangera 
en el sentido de la Constitución, cualquiera que sea el ser- 
vicio á que se le destine en el comercio y fluctuaciones que 
espcrimenle en su valor con relación ú otras, y sin que 
el hecho de que el Congreso no le haya fijado su tipo, 
preste tampoco a la Legislatura de Santa Fe, una atribución 
de que carece, por pertenecer á las que constituyen el 
poder delegado a la Nación y que es csclusivo á esta, se- 
gún el art. 108 de la Carla fundamental. 

3° Que considerando la obligación que por ese billete 
reconoce el Lia neo, no puede te rj i versarse, reslrinjirse, 
ni ampliarse por actos legislativos que no pueden alterar 
contratos entre parles ni destruir concesiones hechas á 
ciudadanos que deben reposar tranquilos sobre los dere- 
chos que lian adquirido lícitamente y sobre la promesa de 
la Constitución que so los garante en su art. 17, y se 
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Iüs confirma la legislación civil y comercial, en sus dis- 
posiciones concordantes, siendo del caso recordar aqui la 
regla 8" del Código mercantil, estableciendo que las leyes 
nunca alteran los derechos adquiridos ni Ins obligaciones 
nacidas de acl<"»s ó contratos anteriores á su promulgación. 

3° Que la ley de la Provincia, ya citada, al ordenar 
que tos Bancos de emisión paguen todos sus billetes en 
moneda fuerte, altera la sanción especial y anterior de la 
Legislatura en que aprueba los estatutos del Banco, asi 
como la autorización que de ellos emana para omitir notas 
á boliviano, con la obligación . alternativa y facultativa en 
el Banco de pagar el importe del billeto en osla moneda 
ó su equivalente en moneda fuerte ú oro, siendo entonces 
la ley citada de Agosto, no solo dictada sin el poder cons* 
titucion.nl que el acto requiere dada la materia, si nú que 
viola un acto legislativo anterior y restringe ¿i la vez una 
convención legitima y libre entre portes, como lo os la de 
emitir un vale á la vista, en que el deudor se compromete 
á pagar al tenedor una cantidad de dinero efectivo, no 
simplemente en oro, como lo manda la ley de Agosto, sino 
en una moneda ó en otra alternativamente; esto es á en- 
tregar un valor dado en plata boliviana 6 su equivalente en 
fuerte, sin que ante los principios de la jurisprudencia 
que se han citado y que rijen el caso, sea permitido á 
una ley modificar un contrato que se apoya en otra anlc- 
rior, ni obligar á que se cumpla en una forma distinta á la 
que se estipuló por las partes interesadas, en uso de su 
derecho de propiedad, comercio, industria y demás consa- 
grados por la Constitución. 

Por tanto y atendiendo á que la obligación por parte 
del Banco Argentino contenida en tos billctea-ú notas á que 
se contrae este litigio, ha sido fielmente cumplida presen* 
tando en pago mil pesos en plata boliviana, sin que por 
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los fundamentos espucslos pueda la ley de Agosto ubicarle 
á que lo hiciera forzosamente en oro, alterando las con- 
diciones espresas de ese pació entre particulares, auto- 
rizado por la ley anterior y no susceptible de restrice m, 
por un acto legislativo posterior, emanado del misino Poder 
y sin facultad constitucional. 

Se absuelvo el Manco Argentino <le la demanda entablada 
contra él, y se declara cháncela do el crédito con la entre- 
ga que se haga al tenedor del dinero consignado en el 
lance Mauá. —llágase saber y re pónganse los sellos, 

íeU M. '/.mirla. 

Apelada esta sentencia por Caffarona, se revocó por el 
siguiente: 

Fallo tW I* Mii|irfiiiH Cterte. 

Buenos Aires; Setiembre -21 de 187L 

Vista esta causa, en la que Don .losé Caffarena. es* 
trangero, demanda al Banco Argentino de la ciudad del 
Rosario, para obligarlo ;í que convierta en oro, con ar- 
reglo á la ley sancionada por la Legislatura de la Provin- 
cia de Santa-Fe en treinta de Julio do mil ochocientos 
sesenta y ocho, veinte billetes de cincuenta pesos cada 
uno, emitidos á pagar en « plata boliviana ó su equiva- 
lente en moneda de ley * , y en l;i que el menciona fio 
Itanco se escepciona sosteniendo — qm; la ley invocada por 
el demandante es inconstitucional, porque ninguna Legis- 
latura de Provincia puede lijar id valor de una moneda 
eslrangera, pues eso es una atribución esc bis i va del 
Congreso, conforme al párrafo, dii'z, articulo sesenta y siete 

T, t 3Ü 
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ile la Constitución Nacional— que una 
cial no puedo, por sus leyes, obligar al deudor á que 
cumpla su obligación en otra moneda, sea de mayor ó 
de menor valor, quo la que fué estipulada al tiempo de 
contraerla — que no puede tampoco revocar por una ley 
posterior las concesiones hechas á una persona ú sociedad, 
por otra ley anterior — ni alterar ú derogar los derechos 
adquiridos en virtud de ley anterior — ni sancionar ley 
alguna que altere las obligaciones do los contratos priva- 
dos—de todo lo cual deduce que, siendo los billetes pre- 
sentados pagaderos en < plata boliviana ó en moneda de 
ley », a su elección, la obligación queda cumplida con 
la entrega de los mil pesos plata boliviana que ha depo- 
sitado en el Banco Mauá y Compañía: y considerando — 
Primero, que, aunque la facultad do fijar el valor relativo 
de las monedas estrangeras quo hayan de tener curso legal 
en la República, (\ lin de mantener la unidad de la circu- 
lación y facilitar por ese medio lus cambios y relaciones 
mercantiles de las Provincias enlrc si, evitando los incon- 
venientes de un valor monetario incierto y variable do 
lugar á lugar, es atribución eselusiva del Congreso; debe, 
sin embargo, entenderse^ por la misma razón en que se 
funda, que únicamente lo es cuando se trata de admitir 
en la circulación !a moneda cslrangera con el carácter de 
moneda legal para los pagos, y no cuando se trata, por 
ei contrario, do cscluir ú do limitar en la circulación una 
moneda eslrangera á ia que, por el hecho de no haber 
sido admitida por el Congreso, te falta aquel carácter, 
revistiendo simplemente el de moneda tolerada ; porque 
esa moneda se encuentra, en tal caso, no aceptada, sirio 
virtualmcntc rechazada por el Congreso, y la Legislatura 
de Provincia que legisla respecto <ic su valer con el ob- 
jeto de escluirla o de limitarla en su curso, le ios de usur- 
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par la atribución del Poder LegisUivu Naemnal, nu lince 
otra cosa que concurrir y auxiliar la ejecución de la ley 
(juo virltialmcnte la desconoce c o moneda legal. — Se- 
gundo, q tic la moneda de [ilaLi liuliviaria mi está incluida 
entre l;is que, como de curso legal y de aceptación obli- 
gatoria en los pagos, enumeró el Congreso en la loy san- 
cionada el veinte y uno de Octubre de mil oclmeienlus 
sesenta y tres. — Terrero, que la sancionada por Ja Legis- 
latura <le la Provincia de San l t ic el treinta de 'Julio de 
mil ochocientos sesenta y oulio, tiene manifiestamente por 
objeto, ya que no eseluir de una manera total, á lo me- 
nos limitar !a circulación de la moneda de pinta boliviana, 
quitándole In multiplicación lieliva que le dá la emisión 
de los billetes bancarios.— ( 'ttaría, que esa ley no es, por 
consiguiente, invasora de la atribución del Congreso, sino 
cooperadora de Ja ejecución que debe darse á sus san- 
ciones, y no resulla, por tanto, repugnante á la Consti- 
tución Nacional bajo este [.unto de vista.— Quinto, que 
tampoco resulla serlo bajo los oíros puntos de vista en 
que presenta su impugnación el demandado, por cuanto 
no se encuentra en la Constitución Argentina disposición 
alguna, como las (pie contiene el párrafo primero, sección 
décima, articulo primero «le ta de los Estados del Norte, 
probibiendo espresa mente á los Estados dictar leyes re- 
troactivas f.r yoat fado, ni leyes que alteren Lis ob liga- 
ciones nacidas de los contratos; de manera que la obser- 
vancia do esas reglas de k-gislaemn universal, ha quedado 
confiada á la discreta sensatez de las Legislaturas Provin- 
ciales, si, en las respectivas Constituciones de Provincia, 
no les han sido impuestas como una limitación do su po- 
der.— Sest o, que correspondiendo, en consecuencia, el 
conocimiento de esta causa á la jurisdicción federal, uni- 
rá mente por la diversa nacionalidad de las partes, ta 
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decisión se debo pronunciar con arreglo á las leyes pro- 
vinciales, según estA dispuesto en el artículo cuarto de la 
ley lecha diez y seis do Octubre de mil ocli ocien tos sesenta 
y dos y en el articulo vcinlo y uno de la ley do calo ico de 
Setiembre do mil ochocientos sesgóla y tres. — St'pthno, que 
no restringiendo la Constitución de la Provincia de Sanla- 
Fü las facultades do su Legislatura, con la prohibición de 
sancionar leyes retroactivas, nt leyes que alteren lasobliga- 
ciones y derechos de los contratos privados, ú leyes revoca- 
torias de concesiones hechas por una ley anterior, la de 
treinta de Julio de mil ochocientos sesenta y ocho, cualquiera 
que sea su mérito en abstracto, no es tampoco repu- 
gnante á la Constitución Provincial, que, siendo de prole- 
rente aplicación, es la primera a que se debería atender. 
— Octavo, que, aun cuando esta en la esencia del orden 
constitucional, que los Tribunales tengan, no solo la fa- 
cultad, sinó la obligación, ile anteponer en sus resolucio- 
nes, los preceptos do la Constitución Nacional en lodo caso, 
y los da las respectivas Constituciones do Provincia en los 
que corresponda, ;í los preceptos do las leyes ordinarias; 
porque, siendo la Constitución la ley suprema, de la cual 
deriva sus facultades el Pudor Legislativo, como los demás 
Poderes, y á la cual están todos subordinados en su ac- 
ción, no puedo reputarse válido y subsistente ningún aeln 
que lo sea contrario; no sucede lo mismo cuando los 
actos legislativos son opuestos, no á la Constitución, sino 
á las reglas do la legislación común; porque, sí los Tri- 
bunales pudieran juzgar del mérito intrínseco de las leyes 
y do su justicia en abstracto, saliendo de sus atribuciones 
quo son jtts ákere, no jtis comiere, juzgar según las leyes 
y no juzgar de las leyes, quedarían sobrepuestos al Poder 
Legislativo, cuy;.s resoluciones p ' ¡mi diariamente inva- 
lidar á p retes lo de que no eran ellas , rttea á la jos- 
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ticin, vinientlo á tener al iln, contra las disposiciones es- 
presas de la Constitución que consogran la recíproca inde- 
pendencia de los Podares, la parto mas importante en la 
sanción de las leyes, que necesita rian obtener, en tal 
caso, l,i final aprobación de los jueces para adquirir su 
fuer/a obligatoria, — Xotem, que la emisión de que forman 
parle los bi Hites cuya conversión se pide en la demanda, 
[tara pagar « en plata boliviana ó cu moneda de ley, » 
lia sido Lecha en con Ira vención á los estatutos del Itálico 
del llosario, convertido luego en Banco Argentino, que 
liie ron aprobados por la ley de diez y seis de Agosto do 
mi) ochocientos sesenta y cinco, agregada en copia á loja 
veinte v tres ; pues estos os la tu tos, lo mismo que las pri- 
mitivas husos de la sociedad, aprobadas por ley do veinte 
y seis de Junio de mil ochocientos seseóla y cinco, au- 
torizaban al referido Banco ¡tara emitir billetes pagaderos 
m moneda boliviana* ó billetes pitanderos en moneda fuerte, 
y no billetes panaderos en una á otra moneda, á la elección 
del deudor, como resulta de la base quinla redactada asi 
- Kl lia neo podrá emitir billetes pagaderos al portador y á la 
t vista cu las cajas del ostaulecímicnto y sucursales. Los bi- 
i Metes podrán ser de cualquier valor, desde cinco centavos 
« futría para arritm, y en boliviano desde medio real para ar- 
. rib(i t » y del artículo cuarto de los estatutos concebido en 
eslos términos i El Banco podrá emitir billetes pagaderos al 

* portador y ;i la vista en las cajas del establecimiento y su- 
t cúrsalos, según correspondan, llevando los do cada sucur- 

< sal su sello respectivo. Los billetes podrán ser de cualquier 

• valor, desde cinco centavo* fuertes para arriba, y en boliviano 

< desde medio real para arriba.» — Dt f cima t que, aun cuando 
la omisión estuviese rigorosamente ajustada á los términos 
de la concesión, no seria exacto decir que ella no podía 
ser reglamentada do otro modo, ó revocada, por una nueva 
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ley, suponiendo que son irrevocables por una posterior las 
concesiones hechas por una ley anterior; pues, como dice 
el artículo quinto título primero de tos preliminares del 
Código CiviJ, * ninguna persona puede tener derecho irre- 
* vocablemente adquiridos eoiimi una ley de orden pú- 
< blico, » siendo de este carácter las que reglan la cir- 
culación monetaria y Ja emisión do los bancos, que tanta 
transcendencia tienen y tanta influencia ejercen sobre la 
industria, el comercio y el desenvolvimiento del progreso 
social ; y no teniendo t;impocu tan absoluta estension la 
doctrina de la irrevoeabilidati de las concesiones becbas 
por una ley, pues, si esa doctrina ampara las concesiones 
bochas á título oneroso, <[ue diminuí considerarse rigorosa- 
mente como un contrato entre el conceden te y el concesio- 
nario, y las que transfiriendo una propiedad ó un derecho, 
so consuman por un acto único ó indivisible, que, una vez 
ejecutado, queda definitivamente completo, y como perte- 
neciente al pasado, lucra del alcance de los Poderes socia- 
les, no ampara del misino tundo las concesiones que, 
consistiendo en la facultad de ejecutar una seria do actos 
sucesivos, son susceptibles de una revocación ulterior, no 
en cuanto ú los que lian sido ejecutados ya, pero si en 
cuanto á los que, no habiendo sido ejecutados todavía, 
ó estando en principio de ejecución, pertenecen al presento 
y al futuro, y quedan, por tanto, al tiempo de ejecutarse, 
bajo el imperio de la nueva ley; pues, si, poruña parte, 
carecen las Legislaturas de poder y de accíun sobre Jos 
hechos pasados, carecen igualmente de (acuitad, por otra, 
para enagenar el porvenir por una concesión gratuita, y 
abdicar su atribución, de manera que se inhabiliten para 
legislar en adelante* según las necesidades y según los 
intereses de la sociedad que ha delegado en ella el ejer- 
cicio temporal de su potestad legislativa, — l'ndmmo, que 
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la regla que niega fuma retroactiva á las leyes, no es- 
Lando escrita en la Constitución, sino en los Códigos co- 
munes, es una advertencia l.eclia á los jueces para la 
interpretación y aplicación de las leyes, y no una limita- 
ción al poder de las Legislaturas, ni una causa de nulidad 
para sus disposiciones; y que, por consiguiente, los jueces 
no [hieden negar, fundados en esa regla, la aplicación do 
una ley cuando de jimteriío tempore et udhuc pendentibus 
nvjolui cautum&iU L, 7 " C. de iegibus,- Duodécimo, <|iio 
las ulras impugnaciones hechas por el demandado a la 
aplicación de la ley que invoca el demandante, no son 
sinú consecuencia de la regla que mega rctroact.vidad a 
las leves, y tienen, por tanto, la misma significación y 
la misma limitación que la regla en .pie se basan; -por 
estos fundamentos se revoca la sentencia apelada, comento 
de foja veinte y cuatro vuelta á foja veinte y siete, y so 
declara, que e 11 hinco Argentino del Hosario, á quien se 
restituirá su depósito en el Itanco Mauú y Compañía, está 
ubicado á convertir los veinte billetes presentados por 
Don José Calí'arena, en la lorma que establece la ley san- 
cionada por la Legislatura de la Provine» de Sanla-Fé con 
focha treinta de Julio do mil ochocientos sesenta y ocho : 
satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvase el 
espediente. 

Salvador Mahía del Caiimi..— Fiian- 
ciscu Delgado. — José Baiihos 
Pazos. — Mahchlino L" chite. 
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Crtmtntü, contra 
de 



Sumario. — i" El delito de cercenamiento de moneda se 
comete disminuyendo su peso, sin alterar Ja calidad de so 
metal, ni el cuño. 

2° El delito de fabricación de falsa moneda, se cometo 
imitando la moneda de ley, ya por una acuñación hecha 
con metal de calidad inferior, ya por el colora miento de 
monedas legítimas para hacerlas circular por mayor precio 
del que realmente tienen. 

3° La alteración del cuño de monedas legitimas de plata, 
y su coloramicnto para hacerlas circular como monedas 
de oro por un valor mucho mayor, es delito de fabrica- 
ción de falsa moneda. 

i° La mas ó menos habilidad en ejecutar la operación 
fraudulenta, no cambia la naturaleza intrínseca del hecho, 
ni atenúa ta criminalidad del autor. 

T>o Para la imposición do la pena debe tomarse en 
cuenta la magnitud del daño que consta haberse ocasio- 
nado. 
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Casu. — Antonio Gucrei fui; acusado de ^ul>er horrado 
la cifra de « 1.000 rm * de las inoneiliis de esta chse del 
Brasil, y dorándolas 6 haciéndolas durar por otro, de 
haberlas hecho circular cuino monedas de oro de once 
[tesos Inertes. 

Cómplice de esle delito fué Antonio Lucero, quien se 
fügó de la cárcel, por cuya razón so suspendió el procedi- 
miento en su contra. 

Comprobado el delito, si- dicto td siguiente: 

lililí» «!«■! JMf* ***€■<■ i IHIHl 

Buenos Aires, Julio Me 

Y vistos estos autos seguidos contra Antonio (íucrei y 
Antonio Lucero [iur falsificación y circulación de moneda, 
de las que resulta contra el primero por su propia con- 
fesión y demái antecedente* del proceso, que mediante el 
precio de trescientos pesos moneda corriente que le ofre- 
ció un desconocido, burro la espresion del valor y doró 
ó hizo dorar ñor su cuenta diez y seis monedas de plata 
de ú mil reis — que en seguida para el mismo desconocido, 
hizo igual operación con veinte monedas mas, dándoles 
con esta operación la apariencia de monedas de oro de 
once pesos Tuertos cada una — que la mayor parte de estas 
monedas entregadas por íiuerci al desconocido, que de 
las diligencias ulteriores del proceso á f. 03 vuelta, ha re- 
sultado ser Antonio Lucero, lúe ron puestas por esle en 
circulación como monedas du oro; que interrogado Guerci 
por la Noticia, que había descubierto la adulteración de 
tisia moneda alterada, sobre su procedencia negó este últi- 
mo toda participación, teniendo que reconocerla rn se- 
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guida, cuantió so encontró en su poder seis monedaí que 
le habian sido rechazadas por mal duradas cuino espresa 
en su declaración de f. |a, ó que reservó como garantía 
<Je lo que quedaba debiéndoseles según dice en la de luja 
vuelta. — Y considerando: 1° !,fue refiriéndose la dispo- 
sición del art, 00 de la ley penal ú los que fabrican, 
introducen 6 es penden moneda falsa de curso legal, no 
puede comprenderse en ninguno de sus términos el acto 
ejecutado pur Guerci quien, sin fabricar la moneda, so ha 
limitado á borrar la espresion del valor, y ú dorar, ú 
hacer dorar piezas de moneda legítima de plata. — _ Que 
tomando en cuenta a| delito en si mismo, no es posible 
dejar de hacer distinción entre ta fabricación, (introducción 
ó espendio de moneda falsa, que introduce una verdadera 
perturbación en las relaciones comerciales, y supone ade- 
más una falsificación de sello de Estado, ó de las que 
son reconocidas cuino tules por una ley, con el Jiecliu que 
aparece do este proceso, en que* uu ha intervenido falsili- 
cacion del sello de la moneda, ni envuelve perturbación 
grave cu las transacciones mercantiles, por cuanto, á la 
simple vista, es fácil reconocer las monedas doradas. 
— '¿° Que estos misinos principios sirven do base ú las 
distinciones establecidas cu los articules 00 y 01 de la 
ley penal : en el primero, estableciendo inferen les grados 
de criminalidad entre la falsificación ejecutada sobre las 
moñudas de oro y plata, que sirven para la mayor parte de 
la» transacciones, y la de las especies de cobre, que son 
destinadas á una circulación mucho mas limitada . v en el 
segundo en que se establece un grado inferior, aun para 
el caso de cercenamiento, en que no interviene la IIiImIí- 
cacion del sello. — i Que por estas consideraciones el 
hecho que resulta de esto proceso . es mas susceptible de 
asimilarse al casu de que trata el arf. 01, por cuanto el 
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haberse borrado la cspresion del valor puede mas bien con- 
siderarse un cercenamiento de la moneda legítima, que 
una fabricación de moneda luisa, y muy especialmente 
porque en sí la criminalidad de cercenar, y la de alte- 
rar la moneda legitima puede mas propiamente ser colo- 
cados en la misma línea (Chauveau Adulphe, tomo II, \ ¿78) 

— 5° Que en el caso recordado por el Procurador Fiscal 
del proceso de Sera pin QuintfBij la sentencia condenatoria, 
t|ue establece que el acto do dorar monedas do plata es 
equiparado á la fabricación de moneda falsa, de que habla 
el art. (JO, no fué continuado por la Corle Nacional, sino 
que pasó en autoridad do cosa juzgada p0 r haberse dejado 
vencer el término de es presar agravios ¡ y la segunda sen- 
tencia dictada contra el mismo por reincidencia, fué con- 
lirmada en Octubre 27 de 1860, en atención á que las má- 
quinas ó instrumentos encontrados en casa del procesado, 

harian presumir una verdadera fabricad le moneda 

falsa, cuyos antecedí! ules no resultan en el caso presente. 

— fi" (¿lie como circunstancia atenuante concurre la corta 
cantidad de las monedas alteradas y dadas á la circulación, 
y la ninguna habilidad con que han sido doradas las pic- 
eas de moneda, lo que aleja la presunción y premeditación 
del plan, y hace menos peligrosa la circulación de esta 
moneda. — > Uuo las excepciones ¡uopucslas por el de- 
fensor, alegando ignorancia por parle ile su defendido res- 
pecto á que las piezas, que doraba fuesen a servir á la 
circulación como monedas de oro, y la de que se hubiese 
negado después á continuar llorando mas monedas, cuando 
sj apercibió del verdadero plan del que se las encargaba 
son inadmisibles. — I o Porque no se hallan probadas en 
autos en la estación respectiva — 2" Porque es del lodo 
inverosímil la ignorancia en este caso y — > Porque la 
ocultación de las monedas que relian en su poder, hecha 
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por íiuerui A la Policía, y el mis lo rio con que rodeaba aun 
en su propia lamilla, sus relaciones con Lucero, excluyen 
loda presunción ilc ignorancia y — So Om habiéndose fu- 
gado Lucero de la cárcel, según resulta de la nota de foja 
131 debe suspenderse contra él todo procedimiento hasta 
que fuese aprendido do acuerdo & lii dispuesto por el art, 
I3Í!0 de la ley de procedimientos ; — por estas consideracio- 
nes, fallo, declarando al procesado Antonio Cuete i confeso 
y convicto del crimen de cercenamiento y alteracftm do 
moneda legitima de plata y de curso legal en la República; 
en su consecuencia, de acuerdo al art. líl de la ley pe- 
nal, y lomando en consideración las circunstancias ate- 
nuantes (juo resultan del proceso, lo condeno a la pena 
de un año de trabajos forzados, en cuyo término se te 
tendrá en cuenta la mitad del que hubiese estado en pri- 
sión, y ú* pagar una multa de cincuenta pesos fuertes, la 
que se convertirá en trabajos forzados en caso do no ha- 
cerse efectiva, de acuerdo al cómputo establecido por el 
art. 02 de la ley penal y á las costas del proceso, y en 
cuanto á Antonio Lucero, librease las correspondientes 
órdenes para que sea capturado, siempre que fuese habido 
y suspéndase el procedimiento. — llágase saber, comuni- 
qúese al Poder Ejecutivo para su cumplimiento, y repón- 
gase los sellos. 

Andn's l'tjarriza. 

YA Procurador Fiscal apeló de esta sentencia por creer 
equivocada la aplicación del art. (Jl de la ley nacional pe- 
nal ; y el Sr. Procurador (ieneral sostuvo la aplicación di- 
ciendo que el delito cometido por Guerci era una verda- 
dera fabricación é introducción de moneda íalsa, que ni en 
su naturaleza, ni en sus efectos, se distinguía de la que 
se hace con ct volante sobre un metal inferior, y pidiendo 
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se aplicara á Ciuerci la pena designada por el artículo Ü<> 



Vistos, de conformidad con lo espucsto y pedido por el 
Señor Procurador General, y considerando ¡ Primero, que 
el delito do cercenamiento, previsto en el artículo sesenta 
y uno de la ley penal, es el que se cotnete disminuyendo 
el peso de la moneda, sin alterar La calidad de su metal, 
ni el cuño ele que se encuentra revestido; mientras que el 
de [alineación, previsto en el articulo sesenta de la misma 
ley, es el que so cometo imitando la moneda de ley, bien 
sea por una acuñación fraudulenta licclia sobre metal do 
calillad inferior, bien sea por el eoloramiento de monedas 
legitimas, a* lin de darles la apariencia de un metal de mas 
estimación, y hacerlas circular por mayor precio del que 
realmente tienen. — Segundo, que habiendo alterado el 
acusado Cuerci el cuño de monedas legítimas de plata, 
con la supresión de Ja cifra mil reís, y dádoles, con la 
operación a que las sometía, la apariencia de moneda de 
uro de un valor mucho mayor, el hecho pnrque se en* 
cuenlra procesado, no se halla comprendido en la primera, 
sinú cu la segunda clasificación del considerando que pre- 
cede. — Tercero, que esta es la jurisprudencia establecida 
en el fallo pronunciado por esta Suprema Corte, con fecha 
veinte v sii -te de Octubre de mil oeb ocien tos sesenta y seis, 
continuando por sus furnia montos la sentencia del Juzgado 
de Sección, en la causa seguida contra Sera pió Quintana, 
acusado de haber florado pesos fuertes do plata para darles 



de la ley nacional penal. 



fr'nll» di> lu *upr?m» Curte. 



Hiii'Dms Vires, Setiembre i\\ de tKlt. 
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la apariencia de onzas do uro. — Cuarto, que la otas o 
menos habilidad con que se ejecute la operación frauda- 
lenta, y la mas ó menos facilidad do producir el engaño, 
según la perfección ó imperfección de! trabajo, no cambia 
la naturaleza intrínseca del hecho, ni atenúa la criminali- 
dad del autor. — Quinto, que, sin embarga, para la impo- 
sición de la pona, debe tomarse en cuenta la 'magnitud 
del daño que conste haberse ocasionado — por estos fun- 
damentos, se revoca la sentencia apelada corriente de foja 
ciento treinta y siete á foja ciento cuarenta vuelta, en 
cuanto á la clasificación que hace del delito y en cuanto 
á In pena míe impone, y declarando á Antonio Gucrci 
convicto del crimen de fabricación de falsa moneda, so le 
condena de conformidad á lo dispuesto en el artículo se- 
senta do la ley penal, á cuatro años de trabajos (orzados, 
que deherán contarse desde el día veinte de Julio de mil 
ochocientos setenta, en que fué preso, según resulla 
del oficio agregado á foja primera, y á una mulla de qui- 
nientos pesos fuertes, confirmándose en lu demás. Ilevucl- 
vnse el proceso previo oficio al Poder Kjccutivo. 

Salvador María del Cáhuil. — Fkan- 
cisr.o hni.nuKJ. — José lÍAimos Pazos 
— Marcelino Iuaute. — Josk It, Gu- 

KOKTIAUA. 
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CAIMA I/fc*XIV 



Don Miguel ¡{ama tjon contra los marineros de la / ' amata 
IL C. u su ra pitan Ih Emilio Abalo, sobre tercería 
de oposición á un embargo. 



Sumario. — 1" Los marineros tienen privilegio en el bu- 
que y Heles para el pago de los sueldos vencidos en el 
último viaje. 

2 o Estos sueldos son preferidos al pago de las provi- 
siones suministradas en el misino viaje 



Cano. — Los marineros de la /umaca IV C, demandaron 
al capitán IK Emilio Abalos, por el pago de sus sueldos 
devengados en el último viaje. 

Reconocido el crédito, se ordenó el embargo de una 
cantidad que l>, Miguel II ¿oía yon debía por Hete. 

D. Miguel (tomajón pidió el de^mbargo, alegando que 
él mismo era acreedor de la zumaca por provisiones sumi- 
nistradas, cuyu crédito era privilegiado, como él de suel- 
dos; y que ese ''ole debia responder primero al pago de 
su crédito, por hallarse é! ron la retención del Hete en 
posesión de una garantía ó prenda. 
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Los marineros contestaron que el crédito de sueldos era 
jnas pnviligiado que él de provisiones. 

Hechos traer los libros ú .1 puní es del capitán se dicló el 
siguiente ; 

Falle rfrl Jura *re*tnnnl. 

Iíimmiüs Aires, Agiislu 21 de 1871. 

Y vistos y considerando : 1" Kn la acción deducida por 
el Procurador Frugoni, en reni osculación do Iton Miguel 
Uamayon, oponiéndose al embargo do cantidad de pesos, 
que adeuda por líeles á ta zumaca nacional \\ y C, y que 
fué decretado a solicitud do los marineros, que son parte 
en este juicio, y de acuordo con el capitán, ó patrón para 
pagar con su producto los salarios adeudados á dichos 
marineros, importa una verdadera tercería de oposición 
fundada en el mejor derecho, que como acreedores do 
dicha zumo en y como poseedores de los tictes, t rende á ser 
pagado de cantidad de pesos, que se le adeuda por pro- 
visiones suministradas á dicho buque y sumas prestadas 
al capitán, ó pagadas por su cuenta para las necesidades 
de aquel* y cuyo cobro se persigue en otros autos, que se 
tuvieron á "la vista. 2" Que colocada la cuestión en esto 
este terreno, y constatado, como está, el crédito de los 
marineros, la* cuestión á resolver es cual de los créditos 
tiene m¡«yor privilegio, y debe decidirá* con arreglo á lo 
dispuesto en el Código de Comercio. 3* Que según el art. 
1182 del citado Código lodos los individuos de la Iripu- 
[ación tienen privilegio en el buque y líeles para el pago 
.1.- los sueldos vencidos en el último viaje, con la prefe- 
rencia establecida en el art. Hh! I de! mismo Código, y 
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por consecuencia el artículo deci ¡v < , n la cuüstÍDO es el 
ultimo citado -t« Que el arU 1021 coloca tos sueldas da 
la tripulación en quinto lugar, > él ¡ 1 u0 provisiones 
y cantidades entregadas al capitán en seslo ó sétimo lug ir 
si ha o sido contraidas á causa Ú<1 último viaje J según 
el artículo 1025 los cróditos es|tíCtílcado3 en el anterior 
deben preferirse entro sí por el úní- ¡i de los números, ■ -¡i 
0,110 están chocados; y por cutis. - ■«*■■■• i toda vez qur 
el crédito que cobran Us marinero-; en este juicio, como 
asi mismo el que cobra Ka mu y o o, bayo o 
desde el dia en que el buque tjufidw en estado -n- hacer 
viaje, basta f\ din en que aquel se < iderarst leniiinailo, 
el crédito do los marineros tcndria preferencia sobre el d¡ 
llamayon. Ti' Que de la esposicion Iti r i I capitán al 

con les t ¡) r á la defltettda (a da de t 3 «n U cual no 

ItaMa P^'ib» los salarios .i los ni! ■. r -r no haber 
Uamavon abonádolo los Heles, se déduci qüo tos ¡u.in- 
ncros'cobcun sueldos devengado* en el útti.«w viaje, tanto 
mas cuanto que M libro informa] proseutailn poi el ea- 
pitan, resulta que los marinero:; fueron ajustados ttfl el 
mes de Marzo en id puerto ile Corrientes y despedidos en 
el de esta ciudad el K» do Julio ppdu , j por consecuencia 
después do babor arribado el foque á esl puerto. O fjttfl 
de los autos iniciados por el iMpiian Altaíoa contra Ua- 
mavon, y que so lian tenido á ta , n la que los 
líeles, cuya importancia sostiene el último mí su poder, 
lían si^tú ganados en el viajo ib Corrienb 
del mes de Marzo ajelante; lo que robustece Id onclus 
sentada en el precedente considei -an I , fjjao Uinto el neto 
como los salarios son pertcnccitnt os 
Que á las consideraciones espío en 

considerandos, debe agregarse, que pail ■ del crédU - 

brado ú Ramayon procedo do |irovisioncs suministradas al 

¡i 
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buque en esta ciudad desde el 11 hasta el 17 do diciem- 
bre del afio próximo pasado, y por consecuencia mucho 
anles del último viaje de Corrientes á este Puerto. Por 
estos fundamentos, falto : no haciendo lugar á ta torcería 
de oposicon deducida por la parte de Rainayon, debiendo 
estarse á lo mandado en el acta de fojas 2 á A f su Techa 
20 de Julio último. 1 (opónganse los sellos. 



Ksta sentencia fué confirmada por el siguiente : 

r»ll» j r Iw KuprrM tt^r. 

IJurnos Ayres, Setiembre 26 de 1 871 . 

Vistos, por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja quince, satisfechas y repuestos los 
sellos devuélvanse. 

Salvador. MaiWa del Carril.— Francisco 
Delgado.— Josií Iíarros Pazos.— Mar- 
celino Ug arte.— José Ü. Comostia<;a. 
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.4» frmtM /,o;if;. y //' contra ftfatli ?j Hierra, sobre averias. 



Sumario, — Solo Jos capitanes, y por estos los dueños de 
los buques, son responsables del do no causado ñ la carga 



(laso. — IW un choque sucedido entre los vapores « Es- 
pigador» y «Cisne», se fué íi pique el primero, y se perdió 
totalmente un cargamento de cueros que conducía, 

Los Srcs. Antonio López y C\ dueños del cargamento, 
avisados del suceso por los Sres. Alatli y Pierra, agentes 
de los dos vapores, hicieron una protesta contra los mis- 
mos, como dueños ó agentes de dichos vapores, y los de- 
mandaron por el pago del cargamento perdido, por la in- 
demnización de daños y perjuicios, y pur las costas del 
proceso. 

Con (crido traslado do la demanda, Matli y l'íurra opusie- 
ron que ellos no eran sinú agen les para el despacho «le la 
MtegB y pnsageros que llevaban dichos vapores, y no 
podían ser responsables de los actos de sus capitanes y 
tripulación. 



FALLOS DE LA SUPtVENA COIITE 



Se ordenó que el escribano de Marino certificara á quien 
pertenecían los mencionados vapores, resultando q»c el 
«Cisne* era du Wnnklyn y C», y el «Espigadon de Don 
Guillermo Hatti, 

Ful lo del «lur» ttreríanal. 

(Siienus Ain-s, Apasto l Ji (k- 1871. 

Vistos estos nulos sc^inilns por los Srcs. Lope/, y C a , 
contra los Sres. Malti y horra por cobro de averías de 
mercaderías causadas en el vapor • Espigador* y resultando. 

1° Que los demandantes cardaron en el vapor «Espiga- 
dor», y en puerto del Rosario y con destino á este, una 
cantidad do cueros. 

2" Ouc según los demandantes dielio vapor cbocó con el 
vapor * Caá no» naufragando aquel completamente y per- 
diéndose en su totalidad la carga, y fundándose en que el 
í boque no luú debido á accidente forzoso ni ó fuer/a ma- 
yor y en quo los yapofos, se?un lo afirman, son de la 
propiedad iJo Mal ti y l'iera, deducen contra e¡=tos demanda 
por el valor do la carga, daños y perjuicios y costas del 
juicio. 

¡I» (Jue los demandados piden quo no so baga lugar ¡í 
la demanda con costas, oponiendo las siguientes excep- 
ciones. 

1* No ser propietarios de los vapores «Espigador» y «Cis- 
ne» ni de ninguno de ellos, sino simples agentes, habiendo 
únicamente en su carácter do tales, instruido £¡ tos. de- 
mandantes del siniestro ocurrido, pero no podiendo im- 
portar esto el que aceptaran una responsabilidad que no 
tenían efectiva monte. 
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2* Porque aunquo fueran propietarios tampoco serian 
responsables en el caso de la pérdida de la carga, porque 
los capitanes de ambos vapores baldan llenado todas las 
obligaciones, navegando con sujeción a* los regla méritos 
vigentes, y porque solo hubo un caso fortuito é inculpa- 
ble, en el que cada uno feüifl que sufrir sus pérdidas. 

i' Que librad o oficio ú la Capitanía del Puerto para que 
requiriera de la escribanía de Marina un certificado 
;icerea de quien ú quienes eran los propietarios de los 
vapores «Cisne» y «Espigfldor^ dicho informe lia sido eva- 
cuado á f. 2¡t vuelta, y de <;l resol la que Mal ti y Pie ra no 
son los pro pie l;i ríos, smó I). tiuillenno Matli del * Espi- 
gador • v de Waoklin y C' el »(asno> según escritura 
otorgada por el misino I). (Guillermo Matli, en Setiembre 
di'l :iño próximo pasado, autos de ocurrido el siniestro. 

Y rBrisideriiii'l-t I " U ic segun los artículos liüüy , IO:i7 
del Código de Comercio solo los capitanes, y por estos 
los dueños de los boques, son responsables del daño cau- 
sado á la carga por hecho del capitán o de la tripulación. 

2 J Que estando pruóado que los demandados no Son 
los propietarios ni los capitanes de los baques entre los 
que tuvo lugar el olm |oe que produjo la pérdida de las 
mercancías, está probado, según el precedente conside- 
rando, que no son responsables á lu> cargadores do los 
perjuicios sufridos por la carga. 

'¿" Que aunque los demandados fueron notificados de la 
protesta formulada por los cariduros, y que corre á f. o. 
sin que hiciesen la manifestación de no ser los propietarios 
de los vapores, no puede respunsahd izárseles por ese si- 
lencio, sobre todo cuando la protesta era formulada con- 
tra ellos como dueños ó agentes tic los vapores, siendo 
un hecho constatado que loman osle último carácter; á 
lo que se agrega que habiendo manifestado en su con- 
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testación á la demanda que no eran tale» propietarios, 
debieron los demandantes dar por terminada la demanda 
contra Malí i y Piera. 

Por calos fundamentos, fu lio, absolviendo á los Srcs. 
Matti y Piera de la demanda interpuesta contra los mis- 
mos por los Srcs. Antonio López y O, por pérdida de la 
carga que traía el n Espigador, » y con declaración de 
que las costas son á cargo de los demandantes. Repón- 
gase los sellos. 

Manuel Zavakia. 
Apelada esta sentencia fué confirmada por el siguiente ; 

ralla de la «uprcma Carta. 

Iliienos Airtfs, Setiembre áG do 187L 

Vistos, por sus funda montos se confirma, con costas, el 
auto apelado do foja .treinta vuelta ; satisfechas y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

Saltador María del Cáhuil. — Khan- 
cisco Dklcaiio. — ih)SK ÜAKUOS Pazos. 
— .Marcelino Icahte— José Ü. Go- 
rostí ag a. 
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Dan GttitltrtM Matti contra Don Mariano Cabal, por 



Sumario, — De las sentencias dictadas en rebeldía no so 
concede recurso de apelación. 



Caso. — Don Guillermo Matli, dedujo anlc el Juzgado 
Federal de Buenos Airea una demanda ejecutiva contra 
U. Mariano Cabal por cobro de pesos, procedentes de 
unos pagarés, y citado personal oí cu le dicho Cabal sin que 
compareciera á seguir el juicio, fue declarado rebelde, 
do acuerdo con lo dispuesto en la ley de Procedimientos. 

Dictada sentencia do tranco y. remate, se ordenó Ja s*enta 
de unas acciones que dicho Cabal había entregado en 
prenda, y habiendo reclamado entonces del auto que or- 
denaba la venta, ol Juzgado no hizo lu^ar con arreglo al 
arl, 191 do la ley de Procedimientos; y como ol resul- 
tado del remate no alcanzase ¡i cubrir el erudito, a* soli- 
tud del ejecutante se decretó la inhibición y embargo de 
otros bienes do Cabal, durando dicha inhibición, mien- 
tras no se aseguraso el eró di lo del ejocutante. 
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Cabal apelú ¿V esta ultima resolución, fundado en que 
i'l Juez do Sección im debió inhibir lodos sus bienes y 
un que ya rio ir-iil.iiu del juicio ejecutivo en que 
sícÍu declarado contumas, por lo que tenia derecho 

ser oído. 

Habiéndolo negado 1;j .^elación, ocurrió de hecho á la 

Suprema Curte, y con el 
se diciú QslQ 




I ilf tit MuprtniR Corle 



[(muios Aires, Setiembre 30 de Í872. 

Por \o qu.j ivsulta del precedente informe, no ha lugar 
A iu(ji:i^n y ii-. itivese, 

Salvador María del Carril.— 
FRAKC13CO De LOADO. • — José Bar- 
uos Pazos.— José B. Gorostiaga. 



Dmtt Manuela de liarrionuevo por sus hijos menores, ronira 
¡km Genuino del Mármol, por cobro de pesos. 



Sumario. — i" l*n convenio hecho entre un fallido y sus 
;i creedores por el que se le entregan ludas las existencias, 
créditos y acciones del concurso para que practique su 
liquidación, satisfaga los gastos y distribuya el saldo en- 
tre ellos, es un concordato. 

2" Aunque a" la celebración de un concordato falten 
algunos requisitos legales, este será válido si es aprobado 
judicialmente sin que se oponga algún acreedor en el tér- 
mino do ocho dias. 

3o Aprobado y homologado un concordato so hace 
obligatorio para todos los acreedores, sin excepción, sin que 
se pueda alegar causa alguna de nulidad, á menos de 
fundarse en doto descubierto después de la homologación, 

h a En virtud del concordato se eslingiie la parle de 
crédito de que se hace renuncia al fallido. 

5» Concediéndose de un modo legal carta do pago al 
fallido, ella se hace obligatoria aun para tos acreedores 
disidentes, y queda exonerado el deudor de toda respon- 
sabilidad para lo fuluro. 
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Caso. — Dgii Máximo l'arfait, en representación üo IV 
Manuela Martines do líarrionuevo, vecina de Santiago del 
Eslero, se presentó ante el Juez -Nacional do Santa Ké, 
esponiendo, que D. Máximo deí Mármol, vecino del llosa - 
rio, adeudaba á ios menores hijos do su poderante, do 
quien era tutora, la suma do 3,567 $ do 17 en onza do 
oro, provenientes de consignaciones que el tinado Non 
Santiago Barrionucvo, padre de los menores, habia hecho 
á del Mármol en et año do 180-,*. 

Que no habiendo podido conseguir cxtrajudicialmcute 
el pago de este erudito, demandaba al deudor para que 
fuese condenado á satisfacerlo con los intereses y las costas. 

Corrido traslado, Ü. Federico de la Barro por del Már- 
mol contestó que, - no debiendo su poderante nada á llarrio- 
nuevo ni por consiguiente á sus hijos menores, la de- 
manda debia ser rechazada con costas. 

hijo, en primer lugar, que la Sra. Martines carecía de 
personería en el asunto, porque sin justilicativo alguno, 
se atribuía el carácter de tutora do sus hijos. 

fjue sin embargo, aun aceptados estos defectos, la 
acción debia rechazarse, porque habiéndose celebrado en 
tro del Mármol y sus acreedores un concordato por el 
cual se convino entregarle todos sus bienes para que practi- 
case la liquidación y distribuyese c) saldo si lo había, 
y habiéndosele otorgado carta de pago con esto motivo, 
u crédito, si es que habia existido, halua entrado á la 
par de los otros, ya que no se alegaba privilegio, hubiese 
sonado ó no en el balance, hubiese sido ó no reconocido, 

Que por la formal celebración del concordato, Barrio- 
nuevo, ú sus herederos, como todos los acreedores de 
del Mármol, eslínguió sus acciones en la parte do sus 
respectivos créditos de que le hicieron remisión. 

En seguida so puso la causa á prueba. 
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lienlro del término, de la Narra probó que en 5 do 
Julio de una mayoría de mas de las tres cuartas 

partos de acreedores representando mas do las tres cuartas 
partes del valor de los créditos, habían acordado darlo 
carta de pago y rehabilitarlo, entregándole todas las exis- 
tencias, créditos y acciones dol concurso, para que hiciese 
su liquidación, y dislrubúyeso el saldo entre sus acreedo- 
res, después de pagados los gastos ; y que esto acuerdo 
habia sida aprobado por el Juez do Comercio en 13 do 
Agosto del mismo año. 

l'arfait por la demandante probó que del Mármol en 
cartas privadas, habia reconocido tener cuentas corrientes 
con la Sra. de líarrionuevo, y que esas cuentas provenían 
de consignaciones no liquidadas. 



I tusar iu, Julíu i;i de 1871. 

Y vistos: considerando; — l u Uuo el convenio celebrado 
en 5 do Junio de 18117 ontre U. Gervasio del Mármol y 
sus acreedores, debe considerarse un concordato en el 
sentido do la ley : puesto que, le fueron por él entregadas 
todas las existencias, crédito* y acciones del concurso para 
practicar su liquidación, satisfacer los gastos y distribuir 
el saldo entre los acreedores, conteniéndose así en ese 
convenio las quitas y esporas, de que habla el art. lüU 
del Código de Comercio, deliniendo el concordato, sin 
establecer los límites, la concesión que quisieren ó so vieren 
en el forzoso case de baccr los ¡¡creedores, dada la ci- 
tuacion especial de su deudor; — 2° Uuo aunque á la 
celebración de eso concordato faltaron, como lo alega la 
[tarto demandante, atgunos requisitos legales, esto no 
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obstante, el fué aprobado sin que á olio se opusiera 
acreedor alguno disidente, pura to que concede un término 
perentorio de ocho dias el art. Hr2'2 inciso 2« del Código 
de Comercio; — 3° Que aprobado y homologado el con- 
cordato se hace obligatorio, [tara todos los acreedores, 
ya figuren ó no en el balance, sean conocidos ú descono- 
cidos, sin que después de aprobado como lo fué, por el 
Juez de Comercio en de Agosto de ls¡i!>, pueda ad- 
mitirse acción alguna do nulidad contra él, á menos de 
fundarse* en dolo, descubierto después do esa homologación 
— ¿° t)ue el art. 1039 del mismo, declara estiujjuida la 
acción de los acreedores por la paito de eruditos de que 
so hubiere hecho remisión »l fallido ; — 5" (loe concedida 
la carta de pago por sus acreedores en su casi totalidad, 
en virtud del informe del Juez Comisario y demás piezas 
presentadas en la Junta general de 5 do Julio de I8l¡7, 
como se vé de autos á f. iíO, están con exceso llenadas 
\si condiciones que exijo el ail. inciso j*¿ del 

Codito de Comercio, para que esa carta de pago sea 
obligatoria, aun para los acreedores disidentes, quedando 
exhonerado el deudor de toda responsabilidad para lo futu- 
ro ; — tí" Que ante estos fundamentos de órdon legal, viene 
á mostrarse como secundario el hecho do Ja existencia del 
crédito que la Sra. de Uarrionuevo cobia á L). Gervasio 
del Mármol, aun en el supuesto de que fuese plenamente 
justificado, siempre que apareciese, como aparece, re- 
montar su origen ¡í una época anterior á la quiebra, y 
por consiguiente, á los convenios celebrados, actos judi- 
ciales y concordato ya citados ; como se deduce de la 
carta corriente a f. m Je estos autos; — 7" Que exami- 
das detenidamente todas las pruebas producidas en esta 
causa, en apoyo de la demanda, no alcanzan ellas á j lis li- 
li car, como en derecho so requiere, un crédito que, por 



DE IUSTICIA NACIONAL. 



4(¡1 



tas cortas corrientes á fojas 8 y 9, nu ¡mporla una obli- 
pe i mi do naturaleza civil, y por consecuencia, dcmanda- 
lilc en juicio, sin que, por otra parte, la singular ó insu- 
ficiente declaración del testigo Don José Machain y las 
domas pruebas testimoniales alcánzon á constatar la exis- 
tencia indudable do un crédito, que parece deber emanar 
de saldo, en cuentas de consignación no liquidadas, y cuyo 
monto ;imi es menos clan» por carecer de los documentos 
usuales de comprobación ; — 8' Que á esa delicencta en los 
herhos sobro que se apoya la demanda y Calla de los jns- 
lilicíilivos necesarias, se agredan informalidades de hecho, 
romo las flite acusa id demandado, en ln ilegítima perso- 
nería de la S??*. do Itarriniiuevo, en el carácter de lutura 
v curadera de sus hijos que deloó l'ormaliznr con arregle 
a lo dispuesto en el arl. Í J tío la ley nacional de proce- 
dimientos ; no menos qtiij lo relativo á la autenticación 
del poder otorgado en Santiago, (|UC debió hacerse enri 
estríela sujeción á lo dispuesto en el ari de la ley do 
M de 1 Agosto de ÍS(i:{. 

l*or tales fundamentos, se absuelve al demandado Don 
Gcrvacio del Mármol de la demanda contra él interpuesta, sin 
especial condenación un costas, pur tas razones de equidad 
quo (luyen do las circunstancias de esta causa y hacen 
no considerar al actor como temerario litigante, —llágase 
saber y repónganse los sélios* 

Josr M. '¿mitin. 

Apelada esta sentencia por el demandante, tílé eonlir- 
mada por el siguiente 

tullo ilr I» ftM|irem« l'orlr. 

Dueños Aires, ('clubre A de 1N7J. 
Visto, pur sus fundamentos, se confirma con costas, el 
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aulo apelado de foja cíenlo cincuenta y nuevo, satis 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. —José Hauros Ca- 
zos. — José 1J. Gorhostiaga. 



Don Raimundo Saiior ton ira Ihn Agustín Yasqucz, 
por cobro de ¡mos. 



Snmario. — 'So mejorándose el recurso de apelación» en 
el lórmino del emplazamiento, se declara desierto á Ja 
me acuse el a¡ 



flato. — En los autos seguidos entre D. Raimundo Sailor 
contra l). Agustín Vasquez, aquel apeló de lo sentencia 
pronunciada por el Juez de Sección. 

No habiendo mejorado el recurso en el tmnino del 
emplazamiento, el Procurador Fru£oni, por Va^ue/, le 



acusú rebeldía y con el certificado correspondiente de In 
Secretaría se dictó c) siguiente. 



«Ir Ib 



llnenos Airos, Orlnhrr ¡1 ifc 1871 . 



Por lo que resulta del preceden le certificado, y á mérito 

ley de Procedimientos, declárase desierta la apelación in- 
terpuesta por Don Ramón Lusbin, apoderado de Don Rai- 
mundo Saitor ; devuélvanse en consecuencia Jos autos, 
previo pago de costas y reposición de sellos por el ape- 
lante, 

Salvador Manía del C\nnu.. — Fran- 
cisco Delgado. — Josk lUimos Pazos. 
—Marcelino ÜGAnTE.— JosB R. Gn- 

TtOSTJAGA. 



m 
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C4I M 3¿C 1\ . 



Don Mañuno (labal con Don Guillirmo Matti, salre 
tfe un buque y pago tic arrendamiento 



Sumario.— \" [lafjiéndoíc prdidu en tiempo que ul con- 
trario absuelva posiciones, y deferido el Jubilo á esa soli- 
citud, no [metió esto do oficio privarlo do e.se medio do 
prueba, porque no se hizo observación á la no absolución, 
cuando pidió informar m toce. 

-° Un Juez He Provincia no puede rehusar el cmnpli- 
iii ion lo do un exhorto que le envía un Juez do Sección, 
sin rebelarse con Ira la loy de jurad i ce ion y competencia 
de los Tribunales Nacionales. 

3 o Loa esliorlos dentro do la Hepúhlíea deben enviarse 
dircclatnenle por rl Juez exhortante ;d exhortado, 

¿o El Juez do Sceeion puedo .fijar término al do Pro- 
vincia para devolver dciingencindo un exhorto. 



Coto, — En los autos seguidos en el Juzgado Federal 
de Buenos Aires por Don Augusto Alrnada en representa- 
ción de Don Mariano Cabul con Don Guillotino M ¿i U i T 
representado por Uon José M. Huergo, solire eotregíi del 
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vapor «Proveedor» y pago de arrendainienlns, después ríe 
contestada la demanda, Hucrgo pidió que Cabal absolviera 
un pliego de posiciones, y que residiendo Cabal en la ciudad 
de Santíi-I'é, se librase exhorto ni Juez de i* instancia 
del punto para que ante ¿I liiuiera absolver las posiciones. 

El Juzgado proveyó accediendo á esta solicitud, y el 
exhorto so líhró el 17 de Agosto di; 1871, un din des- 
pués de haberse llamado ohío para sentencia. 

Kl mismo dia 17, 
informar ¡n voce, y el informe 

El 28 del mismo mes, el Juzgado Federal recibió del de 
1» instancia de Santa l e, el «filmo de las posiciones sin 
absolverse con el d cero tu siguiente : — San la -Fe, íroslo 
^2 fie 1 ST 1 . — No viniendo el exhorto por el órp.io cor- 
respondiente, devuélvase con el olicio de estilo. — lieUnmtl. 

lincho saber el resultado de o»la diligencia, Huerco 
esposo que la causal alegada por el Juez de Santa-Fu para 
no babor inundado absolver las posiciones era ¡legal, ¡mes 
el aiL 13 de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Nacionales, lo obligaba á dar cu ni jdiiuicn tu 
al exhorto ; y que un Juez de Provincia no podía sus- 
traerse al cumplimiento do un deber impuesto por una 
ley nacional, lo que pedia se hiciese saber á la Suprema 
Corte á fin de que. adoptando las medidas que el caso 
requiriese, se I lev use á deludo cumplí miento le ordenado 
lo. 

« 

■ 

tullo del Jura dr *<rriun 

Bueno* Aire?, Agnslo Ul de 1871 . 

No habiéndose hecho observación alguna cu tiempo hábil 
respecto á la no evacuación de las posiciones cometida* 
t. i. *t-- 
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al Juagado de I a instancia en lo civil de la ciudad de 
Sania- Fe, y pedido&e por esta parte informar in voce t é 
informado sin reserva de las posiciones, y non arreglo al 
art, IOS de la ley de Procedimientos, no ha lugar. 

Zavaleta. 

Huergo apeló de este auto, alegando que la absolución 
de posiciones liabia sido pedida en tiempo. — Quo e! Juz- 
gado ordenó su absolución sin designar término, el que 
por esto misino ilebia quedar al arbitrio del Juez exhor- 
tado, no pudiendo tampoco ser menor de un dia por cada 
siete leguas. 

Que el haber pedido informar in voce y haber informado 
sin Jespresar reserva de las posiciones, no importaba ui> 
desistimiento de ellas, puesto que ya en autos constaba 
que el exhorto se liabia librado, y debia esperar que el 
Juez lo tuviese presente al fallar. 

Que el artículo citado por el Juez se refiere al término 
dentro del cual se pueden pon«r posiciones, y no al en 
quo deben absolverse; y que si hnbia habido demoras 
para absolver ln«* puertas en la causa, no debia imputár- 
sele á ¿I que las habia pedido en tiempo. 

* 

mil* «Ir ■» *uprf*»H lurtr 

- Hítenos Aiiiif, Oclubn 1 ¡t iiv 1811. 

Vistos : de estos autos resulta quo, interpuesta deman- 
da, por Don Augusto Almada, en representación de Uon 
Mariano Cabal, contra Don Guillermo Alatli sobre entrega 
del vapor « Proveed ur» y pago de arrendamiento, después 
de ser entestada, pidió Don José María Huerco, á nom- 
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hrc del demandado, que el actor Cabal, residente a la sa- 
zón en Santa Fe, absolviese tas posiciones, que en pliego 
cerrado presentaría, librándose, al efecto, el correspon- 
diente exhorto al Juez de Primera Instancia en lo Civil 
de aquella ciudad, y que, proveída de conformidad esta 
petición y librado el oílcio de estilo con tas inserciones 
prescritas por la ley, el Juez exhortado lo lia devuelto t sin 
cumplimentarlo, fundándose en que no Je hahia sido re- 
mitido por el órgano correspondiente ; que puesto en no- 
ticia del apoderado de Matti el resultado del exhorto y 
solicitando ¿I fuese comunicado de oficio á esta Suprema 
Corte para que dictara las providencias necesarias á efecto 
de que fuera diligenciado, el Juez de la causa no ha hecho 
lugar á esta petición, fundándose en que el representante 
de Matti no habia hecho observación alguna en tiempo 
hábil, respecto á la no absolución de posiciones y habia 
pedido se señalase día para informar intace, é informado, 
sin reserva de las posiciones, concediendo el recurso de 
apelación que, do ese auto, interpuso dicho apoderado. 

Y considerando, prttnero, que habiendo Matti pedido, 
en la estación competente del juicio, y usando del dere- 
cho que le acuerda el artículo ciento ocho de la ley de 
procedí ni rentos, que su adversario absolviera posiciones y 
deferid" el Juzgado á esa solicitud, no puede este de 
oficio, privarle de ese medio de prueba y de defensa que 
la ley le facilita, solo porque no hiciera observación al- 
guna a la no absolución de posiciones, cuando pidió se- 
ñalamiento de día para informar in voce á to que ninguna 
disposición legal le obligaba ; segundo, que constando á 
foja ciento treinta y tres que ia parte de Matti hizo esa 
petición el diez y siete de Agosto y recien once dias des- 
pués, esto es, el veinle y ocho, recibió el Juzgado el ofi- 
cio en que el Juez exhortado le manifestaba la razón porque 
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no cumplimentaba el desecho de 1.13 posiciones, y no po- 
día, por consiguiente, hacer observación alguna sobre su 
no absolución, ignorada el día diez y siete tanto por Matli 
como por el mismo Juez; tercero, que, llamados autos 
el din di ex y seis -foja ciento treinta y una), sin haberse 
librado <¡f cxhorlo pedido el once, mandado espedir el 
d je, y librado recién el diez y siete (fitja ciento diez vuel - 
ta)» y no pudiendo solicitarse el señalamiento de din para 
informar in vote, sino en el término fatal de dos días, conta- 
dos desdo el de la notificación de la previdencia de autos, 
segun lo dispone el artículo ciento ochenta de la ley de 
procedimientos, la parlo do Matli su vio forzada á lia cor 
esa petición, para no dejar á este indefenso y poder con- 
testar el largo escrito do Cabal corriente de foja ciento 
catorce ¿i foja ciento treinta Juno, presentado á consecuen- 
cia de la rebeldía de foja ciento dono, podiendo entóneos 
suponer racionalmente <|iio el despacho seria devuelto di- 
ligenciado dentro de los veinte dins siguientes, que el 
artículo ciento oebenta y dos de esa ley asigna al Juez 
para pronunciar su sentencia; citarlo, que disponiendo el 
articulo trece de la ley de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres «sobre la jurisdicción y com- 
petencia de liis Tribunales Nacionales • i que* siempre 
n i\\\\> un Juez Nacional dirija un despacho precalorio á 
« un Juez Provincial, sea para bacer c ilaciones ó notifi- 
«< caciones, ó recibir testimonios, ó practicar otros actos 
« judiciales será cumplido el encargo » el de la ciudad ele 
Santa- Fe no puede rehusar el cumplimiento del que le ha 
hecho en csti causa, el de esta Sección, sin rebelarse 
contra el mandato de esa ley, y sin desacatar la autori- 
dad nacional que la ha invocado para cometerlo, y menos 
aun, cuando, para justificar su irregular proceder, aquel 
funcionario solo alega que el exhorto no ha sido remili- 
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do, por el órgano C orres pondien le, puesto que los términos 
ciaros y esplícilos, en que está concebida la disposición 
trascrita, evidencian que lus despachos deben enviarse 
directamente de Juez ¡i Juez, cotno siempre se lia practi- 
cado, no habiendo ley que designo otro órgano de remisión 
y siendo esto el primer ejemplo de desobedecí miento dado 
por un Juca de 1'rovincia, ú quien el Nacional hasta pue- 
de, según el articulo ciento (lie/, y odio, fijarle término 
pina devolverlos dilijcneimlos ; por estos fundamentos, se 
revoca el nulo a pe la do de foja ciento treinta y ocho vuelta, 
y, previo el pago do costjs y la reposición de sellos, 
devuélvanse al Juez de la causa para que dicte las provi- 
dencias conducentes al cumplimiento del exhorto do quu 
se trata, 

Salvauou Mahía del Cáhuil — añ- 
usco Delgado. — José BAtmos 
I'azos.— Josí; B. Gouostiaga. 
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Don Julio Arraga contra et escribano thn Laureano 
da % por indemnización de 



Sumario. — i o Los instrumentos públicos hacen plena 
Té entre las partes, aun de los hechos que solo se han 
espresado en ellos en términos enumerativos, con tal que 
la enumeración tenga relación ilireetu con el acto jurídico 
que forma el objeto principal. 

2o La prueba corresponde por dereuho al que afirma 
un hecho ó tacha de vicioso un documento. 

3<> No se puede reclamar indemnización de perjuicios 
por falla de integración en la superficie real de un terreno 
vendido, cuando Ja venta su hace atl eorpw, con indica- 
ción de la área de que se compone y por un precio 
único. 



Caso. — Don Julio Arraya, uslnmgero, se presentó al 
Juzgado Federal de líuenos Aires es pon i en do : — que con 
fecha 28 de Octubre de 18t>ú, Don Francisco Valle le (la- 
bia transferido en venta uu terreno de su propiedad, ubi- 
cado en el Tigre, habiendo otorgado la escritura el escri- 
bano púMiro iKm Laureano Caí iba II eda. 
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Que habiendo posteri o míenle acordadu ta venia del 
terreno por una fuerte suma de dinero, «I comprador exi- 
gió el espediente testamentario de Don Tomas Antonio 
Valle, padre del vendedor, que Carbalteda da fe de haber 
tenido á la vista, asegurando que todas las referencias 
constaban de él, y resultó que esas referencias eran ine- 
xactas en partes sustanciales t y especialmente en la osten- 
sión y ubicación del terreno, respecto del que había sido 
adjudicado al vendedor. 

Que los errores de esta naturaleza eran imputables al 
depositario de la fé pública que los cometía, aunque lo 
hiciera sin dolo, por lo que lo demandaba para que fuese 
condenado á resarcir los perjuicios que le ocasionaba. 

Que como los vicios de que adolecía el título eran in- 
subsanables, debía obligarse al escribano al abono del 
terreno que indicaba el título otorgado por él, según ta- 
zacion, quedándose con el terreno vendido por su inter- 
medio, para lo cual le baria transferencia de la escritura 
sin sujetarse á eviccion, saneamiento, ni responsabilidad 
alguna ulterior. 

Acompaño á la demanda testimonio de la escritura que 
dice falsa, h cual fué otorgada en ¡28 de Diciembre de 
1865, ante el escribano Carbálleda á favor y con la acep- 
tación de Don Julio Arraga. Es por un terreno inmediato 
á la ustacion del Ferro-Carril en el Tigre con la ostensión 
qite se espresa por el precio de 95,000 — « Lo corres- 
« pondo al vendedor, decía la escritura, como parte del 
« que en mayor porción se le adjudicó por muerte de su 
« señor padre, el Dr. Don Tomás Antonio Valle, según 
« hijuela á foja 30 vuelta del espediente testamentario, 
« en el que á f. 137 se halla el auto aprobatorio etc. . . . 
« cuyo espediente original se halla archivado en esta olí - 
« ciña de que doy fé, etc. etc, >* 
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En un otrosí dijo que no podia presentar por el momen- 
to los demás documentos que jusdi Acaban su acción, por 
que ellos se encontraban en lo* autos testamentarios do 
Üon Tuinas Antonio Vallo que con otros había perdido ó 
hecho desaparecer un apoderado do Carballeda. 

Corrido traslado, Carballeda contestó quo en la escritura 
pública que se otorgó en su registro, y on la cual diú fé 
de todos los actos, documentos y circunstancias legales 
fine le compeliera examinar, niega que baya i ucx a e ti tu des 
en lo sustancial, pues todo aquello que aseguró y certificó 
como escribano público es exacto, y no trepida en asegu- 
rarlo á pesar del tiempo trascurrido. 

<,>ue además debo recordar que cu a ralo A r raga compró 
á Valle el terreno, aecpló espresamente la escritura v el 
titulo del vendedor del que ilecia tener conocimiento, por 
lo que nial puedo tfsncr acciones quo deducir contra el 
escribano autorizante. 

Pidió se roe Imitara la demanda con es presa condenación 
en costas. 

En seguida se puso la causa :í prueba, debiendo versar 
ía de testigos sobre los punios 

l" Si d espediente testamentario de 
nio Valle había desaparecido en el poder de U. Laureano 
Carlialledn 6 de su apoderado. 

"2° Si las re Core ocias que un la escritura de foja la so 
hacen á di dios autos son inexactas . 




Prueba de Amiga, 

1° Un certificada del escribano Méndez Caldeira que 
actuó en el espediente perdido de la testamentaria de Don 
Tomás Antonio Vallo, en que se dice que era inexacta 
ta ubicación del terreno, su área, y la cita del folio on 
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m se mandó hacer la adjudicación al heredero D. Fran- 
cisco Valle, ó ineuU» los lindero* del terrona mismo. 

lo que recuerda, pues liacia dos anos 
lo en ese espediente, 
un ilo un informe espedido por el Depar- 
, : 'Topog'ránco, en 2 do M\o de WJ. en unos 
aulos seguid»» por Arruga contra Carballeda por subsana- 
ron de un título. — Dice que no había identidad entro el 
terreno que señalaba la hijuela de Don Francisco Valle y el 

veJidido d Arroga. 

;{" Un ecrlincado del escribano Enrique Martínez en que 

„taba que el espediente testamentario de Don Tomás 

Antonio Valle hubia sido en t regad o á Don l'cdro Giménez, 
(ijiodefado ¿3 Carballeda, y que no lo hab 
oficina. 



(■' Testimonio de una protesta hecha 
el escribano Martínez en que dice que el es¡ 
teslamonlaria de Valle lo había entregado á Carballeda, 
quien en presencia de dos testigos que cita lo guardó en 
una caja de lierro que tenia en su oíicina. Uno] do los 
lesivos confirma la esposicion de Giménez. 

■ 

Prueba de Carbfilitda, 

\a Vn cerlínuadu del escribano anluai-iu en i\m consta 
que en el prutocolu de Carb.illoda, años de ISÓó y 50, 
al rollo 205 del primero y I V8 y 258 del seguido, se en- 
cuentran tres i-scri turas do venta otorgadas por Doña .lósela 
Valle, de terrenos situados, los dos primeros en San Fer- 
nando v el último cu la parte opuesta del canal, partido 
Ü0 las Conchas, y que en los tres se consigna que los 
terrenos vendidos son parte del que, en mayor porción, 
so le adjudicó en la testamentaria .le su padre Don Tomás 
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Antonio Valle, encontrándose el auto aprobatorio de Ja 
cuenta particionaria, según referencias de las escrituras, 
f. 137, el 30 de Abril de 1830. 

2° Otro, que habiendo tenido á (a vista las escritu- 
ras otorgadas por Don Francisco Valle, ante el escribano 
Don Mariano Cabra I, folios 3*>2 y 654 vuelta del protocolo 
de 1860 t resulta que la venta es de terrenos ubicados en 
San Fernando uno y en el Tigre el otro, siendo todas las 
demás referencias iguales á las anteriores. 

3° Otro, que en el libro de conocimientos de lu escri- 
banía de Martínez, año de I8GÍÍ, existe uno en que el 
Presidente del Departamento Topográfico recibe para in- 
formar los autos testamentarios de Don Tomás Antonio 
Valle en foja 42. 

4» Copia de un recibo; fecha Noviembre 30 de 1860 
del escribano Martínez en la oficina do Medina, de los 
autos testamentarios de Duu Tomás 
foja 264. 



Ruenus Aires. Julíu 10 de 1871. 

Y vistos estos autos iniciados por Don Julio Arroga 
contra el escribano Don Laureano Carbulleda, para obtener 
reparación de bs daños y perjuicios, ocasionador por tas 
erróneas referencias á los autos testamentarios de D. To- 
más Valle, hechas en las escrituras de I' 1" y resultando. 

1° Que entablada la demanda por Arraga á f. 7, la 
funda en que, habiendo comprado un terreno á Don Fran- 
cisco Valle le otorgó este la correspondiente escritura por 
ante el escribano Don Laureano Car bal leda, y que al que- 
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rer á su vez, vender dicho terreno, se verificaron las re- 
ferencias que hacia la escritura á los autos testamentarios 
de Don Tomás Valle, descubriéndose entonces que eran 
inexactos en parte sustancial» y especialmente en la os- 
tensión y ubicación del área vendida, respecto de la que 
habia sido adjudicada por herencia al vendedor, lo que fué 
causa para que el comprador desistiera del negocio con- 
venido ; ¿° Que contestando el demandado á f . 77, pide 
sea rechazada la demanda, negando absolutamente los 
hechos alegados por Arraga ; 3' Que recibida la causa á 
prueba por el auto de I'. SU, so ha aducido como tal por 
el actor el informe del Departamento Topográfico de f. 98 
vuelta, y el certificado del escribano D. Adolfo Méndez 
Caldeira á f. 102 y por parte del demandado las diligen- 
cias de f. 107 vuelta, y considerando: 

1° Que del certificado de % 47, espedido por el escri- 
bano Uon Enrique R. Martínez y por confesión y mutuo 
reconocimiento de las partes, consta que los autos testa- 
mentarlos de Uon Tomás Valle, agregados á los de una 
información, que producía Arraga, se hallan eslraviados 
en poder de Uon Cedro Giménez, quien, siendo apodera- 
do del demandado Carballeda, los recibió de la oficina 
sin devolverlos mas ; 2° Que en la escritura de f. I a se 
certifica por el escribano que el terreno vendido á Arraga 
Je fué adjudicado al vendedor por herencia de su padre» 
según hijuela, que con sus demás antecedentes, existe 
original archivado en la oficina á cargo del autorizante ; 
3o Que esta aseveración hecha bajo la fé de un escribano, 
y en cumplimiento de obligaciones esplici ta mente impues- 
tas á su cargo, se halla contradicha por el informe de 
98 en el que el Departamento Topográfico, mencionando 
espresamenle las adjudicaciones, que constan de los autos 
testamentarios de D Tomás Valle, de los que afirma ha- 
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berse hecho cargo, igualmente que del tenor de lo 
escritura de venta hecha á favor de II. Julio Arruga por 
D. Francisco Valle, certifica qtie no ha podido deducirse 
la identidad do los terrenos adjudicados con los de la es- 
critura moncionada ; — -i<> (>uo igual contradicción existe 
de la escritura de f. t" con el certificado de f. IG2, en el 
<[uo ct escribano Méndez Caldeira, refiriéndose ú diligen- 
cias que ha practicado, por m anchi Lo jucicial, y siendo 
actuario de los autos extraviados en poder del apoderado 
de CarballcJa, certifica quo resulta de ellos s»;r inexactas 
la ubicación y úrea del terreno y la cita del folio en «|fie 
se mandó hacer la adjudicación al heredero Valle ; í>« Que 
la prueba producida por el demandado en nada atocia 
ni desvirtúa la del actor pues do las diligencias do f. 107 
vuelta, solo resulta que existe otras escrituras pasadas 
ante los escribanos I). Fernando Segada y Ü. Mariano 
Cabral, y que el espediente recibido por el Departamento 
Topográfico, en vista del que espidió su informe ya ci- 
tado» constaba de un número menor de fojas que el del 
que con igual carátula recibieron Martínez y fiimenez ; 
por cuanto no estando probado que las referencias conte- 
nidas en las escrituras menciunndas oslen de acuerdo con 
los antecedentes de los autos testamentario j de I). Tomás 
Valle, arrojando mas bien la presunción contra Carballeda 
de ([tic ha copiado incorisidcradamouLo las referencias de 
estas escrituras, sin verificar su exactitud, como era de 
su deber, y comprendiendo por otra parte aquellas, terre- 
nos y vendedores distintos á Los do la escritura de f. K 
nada prueban en favor do Jas pro te liciones del demanda- 
do ; y por lo que respecta al certilícado de f. 93, ooiis- 
landu por el que se tuvo á la vista tas adjudicaciones de 
la testamentaría de Valle, á la que so refiere también la 
escritora do f. P poco importa para la fé que merece 
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este instrumento público, que no ha sido argüido fie falso, 
que solo hubiere tenido á lo vista lodo el espediente tes- 
tamentario 6 solo lo relativo la partición de bienes ; 
fi fl Qna por lo que respecta á la fuerza probatoria del 
informe del escribano Méndez (¡aldeira, no habiendo sido 
llamado á declaración como testigo, sino á dar fe* como 
actuario de lo que paso ante él como tal, sus asevera- 
ciones merecen entera fó, en cnanto ellas se refieren á 
las deligencias judiciales practicadas por mandato judicial 
siendo de esta clase la confrontación que hizo do la tes- 
tamentaria do 1>, Tomas Valle con las referencias de la 
escritura del'. I a ; 7» Que á la prueba que residía do las 
consideraciones arriba consignadas, viene á agregarse la 
presunción bien fundada, de que, habiendo desaparecido el 
es | tedien le do la testamentaria de I). Tomás Valle, con el 
que hubiera debido hacerse la confrontación de las refe- 
rencias do la escritura de f. I 3 , en poder del apoderado, 
de Carballeda, debió existir en él antecedentes que no 
favorecían las prc tenciones de este, resultando de lodo esto 
jdenamente probado los fundamentos del actor en su de- 
manda do f . 7 ; 8° Que establecida la inexactitud de las 
referencias de la testamentaria de D* Tomás Vallo, consig- 
nadas en la escritura de f. 1 n , y muy especia! m en le las que 
se refieren á ubicación del terreno vendido, ellas han dado 
por resultado la ineficacia de osle título que debiú ser- 
virle a Arraga para transmitirle el dominio de la cosa 
comprada, perjuicio que esta obligado ¡í reparar Garba] leda 
como ocasionada por su omisión de confrontar las aseve- 
raciones do que daba fé con los antecedentes que existían 
originales en la oficina do su cargo ; í*° Que para el re- 
conocimiento do daños y perjuicios solo debe tenerse en 
cuenta los que so derivan directamente del acto que Ins 
ha producido, art. 2, Tit. 3<\ Lib. 2", Sec. |» Córf. Civil; 
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I0 f Que en el caso presente no puede comprenderse como 
tales sino el precio de compra y sus intereses hasta el 
dia del pago y no las ganancias que hubiera podido ob- 
tener con el terreno, por cuanto á haberse verificado la 
confrontación al tiempo de extenderse la escritura i t. í* 
el erecto natural que hubiera producido el descubrimiento 
de lae inexactitudes en las referencias, hubiera sido hacer 
desistir at comprador del negocio ; por estos fundamentos, 
fallo, declarando, que el actor D. Julio Arraga ha probado 
cumplidamente su acción, no habiéndolo hecho el deman- 
dado I», Laureano Carballeda con sus escepciones ; en su 
consecuencia condeno A este último, á pagar por vía de 
indemnización de daños y perjuicios al primero, el valor 
de compra, que espresa la escritura de f. 1> y sus intere- 
ses de Banco desde la fecha de su entrega hasta la del 
pago, quedando por cuenta de Carballeda el terreno que 
resulta á favor de Arraga por la escritura de f. i a, 
para cuyo efecto deberá ser transferida á favor de este, 
subrogándolo en todos sus derechos, y sin cargo al- 
guno ulterior contra Arraga; todo lo que deberá ser 
previamente liquidado por el actuario como así mismo las 
costas que son 4 cargo del demandado» quedando salvas 
sus acciones para dirigirlas contra quien corresponda, 
llágase saber notificándose original y repóngase los sellos. 

Andrés Ugarriw . 

De esta sentencia apelaron las dos partes y el recurso 
se concedió libremente. 

Espresando agravios la parte de Carballeda, espuso que 
recibida la causa á prueba, incumbía al actor justificar los 
cargos en que apoyaba la demanda; y que no habiendo 
sido cumplida la prueba, él debía ser absuelto. 

Que el informe del Departamento Topográfico y el cer-r 
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líficadu del escribí» no Méndez Caldo i ra, nunca podían te- 
ner la eficacia <|ue les'daba el Juez para destruir la fuerza 
probatoria de una escritura pública, como la de f. I a . 

Que el informe del Departamento Topográfico nada dice 
en contra de la escritura porque no espresa cual es el 
espediente en que informaba, ni cual la adjudicación que 
figuraba á f. 7, habiendo por el contrario, presunciones 
de que ese informe se daba en otro espediente. 

Que el certificado de Méndez Caldeira nada valia, porque 
se habia dado de memoria, sin tener los autos á la vista, 
y refiriéndose á hechos pasados dos años antes. 

Pidió se revocara la sentencia de 1* instancia y se le 
absolviera de la demanda. 

Arraga pidió se confirmase la sentencia, modificándose 
solo en la parte que no proveía de conformidad á la de- 
manda. 

Que la simple condenación que se hacia á Carnal leda 
de devolver el precio de la compra con sus intereses res- 
pectivos quedándose él con el terreno, no importaba en 
el fondo una indemnización de perjuicios, sino por el con- 
trario se convertía para él en una pingüe y lucrativa es- 
peculación, desde que ese terreno representaba hoy un 
valor muy alto por el largo tiempo trascurrido, y por su 
proximidad á la Estación del ferro-carril. 

Que el espediente que tuvo á la vista el Departamento 
Topográfico fué el de la testamentaría de D Tomas An- 
tonio Valle como lo espresaba el recibo, destruyéndose así 
las presunciones que se alegaban. 

Que debe tenerse presente que Méndez Caldeira certificó 
como escribano y no como testigo ; que pedida esa dili- 
gencia en el término de prueba, quedó consentida por 
Carballeda que uü se opuso á que se espidiese el certifi- 
cado ; y que Mcndt>z Caldeira ceitifícó lo que había cons- 
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talado por órdcn judicial, al confrontar la escritura de 
f. i*, sus citas y referencias con los antecedentes de lus 
autos testamentarios de D. Tomas Antonio Valle. 

Fallo «Ir la Huprrin« ferir. 

Duchos Aire?, Odulire 3 tío IH71. 

Vistos: resultando i!e autos que la demanda de Don 
Julio Arraga con Ir;» el es criba no público Don La urea un 
Car bal leda, por indemnización de daños y perjuirios, so 
funda en la inexactitud de las re reren ei as de tu escritura 
de luja primera, sobre la extensión y ubicación M\ terreno 
vendido, en cuanto en tila se espresa (pie áíollfi terreno 
forma parte del que en mnyor porción fué adjudicado al 
vendedor Don Francisco Valle en los aulos de; la testamen- 
taría de su finado padre Doctor Don Tomas Antonio Valle 
y que este le hubo por herencia sucesiva de sus antepasa- 
dos ¡ y considerando : primero, que estas referencias lian 
sido aprobadas por Don .tulio Arraga, atenta la siguiente 
enumeración que contiene dicha escritura : * según todo 
es público y notorio, y canuta al ompradur, quien en 
prueba de ello acepta y ftrma esta escritura * ; f¡C(¡it»da, 
mijo los instrumentos publicas liacnn pie un fé entre lus 
partes, aun de los hechos que suln se ha espresado ni 
ellos en términos enumerativos, tfnad ¡acia el ctiriuishn- 
tías fjuv tuné ttán fuña, uní tantum rcritantur, con lül 
que la enunciación teii£!;:i relación directa cotí el aclr^ ju- 
rídico que forma el objeto principal, segun la disposición 
del artículo diez y siete, titulo tercero, sección segunda, 

libro secundo del Cid igo Civil, y hi doctrina niiilur Ir 

nuestros jurisconsultos ; tercera, pé aun prescindiendo 
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de estos fundamentos, la prueba de la falsedad de las 
enunciaciones que se atribuye á la escritura, correspon- 
día á Arraga, como que esta incumbe por derecho no al 
que niega, sinó al que afirma un hecho ó tacha de vi- 
cioso un documento — y sin embargo- la que ha produci- 
do en autos resulta insuficiente para establecer dicha fal- 
sedad—porque no se demuestra pur ella, cual sea la 
diferencia entre la superficie real del terreno vendido; y 
la espresada en la escritura, ni aun siéndole, podría Arra- 
ya apoyarse en ella para reclamar indemnización de per- 
juicios, desde que consta que la venta del terreno fijé 
hecha ad cor pus, con indicación de la arca de que se 
compone y por un precio único — porque la copia del 
inlormo del De pur lamento Topográfico, á foja noventa y 
ocho vuelta, y la declaración que ha dado i\ foja ciento dos 
ei escribano Méndez Caldeira, por recuerdos de un ccrii- 
HcaJo que expidió dos años antes, no bastan tampoco á 
probar de un modo completo y sin dejar dudas, la dife- 
rente ubicación entre el terreno que fué adjudicado al 
vendedor y el que determina la escritura de venta, pues 
ambos se redujen á decir ó que había diferencias en la 
uLicacion, o que no podía deducirse la identidad de ambos 
terrenos — y porque la presunción que arroja el hecho 
de la pérdida del expediente de adjudicación que se enun- 
cia en la escritura, en poder de Don Pedro Giménez, 
apoderado de Carhalleda, se ha debilitado con Ja declara- 
ción del mismo Giménez, dada á foja veinte y ocho, sin 
las formalidades de ley, y presentada en juicio por Arraga, 
en la cual manifiesta que entregó á Carbaileda dicho ex- 
pediente-declaración que sirve cuando menos parado- 
mostrar, que no hubo concierto ni confabulación entre el 
poderdante y el apoderado, para hacer desaparecer á este 
y dar por perdido el expediente ; ctwrío, por último, que 
P 33. 
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aun en el caso que resultase probada la inexactitud de las 
enunciaciones do la escritura, Arroga no ha justificado 
haber recibido perjuicio alguno inmediato y directo con 
la compra de ese terreno — antea al contrario, espresan- 
do agravios do la sentencia apelada que condena á Car- 
balleda á quedarse con el terreno vendido, devolviendo 
al comprador el precio con los intereses respectivos, él 
asegura á foja ciento ochenta y dos vuelta, «que esa 
condenación se convierte para Carballcda en una pingue y 
lucrativa especulación » — por estos fundamentos se revoca 
la sentencia apelada de foja ciento cincuenta y siete, y se 
absuelve á Don Laureano Carballcda de la demanda, 
satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse en 
consecuencia los autos. 

Salvador María del Carril*— Fran- 
cisco Delcado. — José Barros Pazus 
—Marcelino Ugarte.— Josñ U. Go- 

R0STIACA. 



CAUSA XCfl 



Don Miguel Ramaijon contra D. Augusto de la Hiettra y O, 
por cobro dt suministras hechos al vapor * Emilia. • 



Suma río.— I o Loa dueños de un buque responden por 
las deudas y obligaciones rjue contrae el capitán para re- 
pararlo, habilitarlo, y aprovisionarlo. 

2" La propiedad de los buques, en los casos de venia 
voluntaria, se trasmite con todas sus cargas y salvos los 
derechos y privilegios especificados cu los artículos 1021, 
1022 y 1023 del Código do Comercio. 

3" Las posiciones deben absolverse í'ranca y categórica- 
mente. 

4° Absolviéndose de un modo evasivo ya sea por la 
parto, ú por su apoderado especial al efecto, las posicio- 
nes» deban tenerse por confesas. 

5" La parte demandada que induce ú la actora á dirigir 
su acción contra sí, desviándola ¡ del verdadero obligado, 
es responsable de las costas que se causan por la ¡equivo- 
cada dirección de la demanda. 



Caso. — Don Miguel Ramayon presentó una cuenta de 
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suministros hechos al vapor «Emilia» por la suma de 
9,669 $ m/c. cuya cuenta tenia al pié el conforme del 
capitán de dicho vapor, Don Juan M. Pérez. 

Reconocida la cuenta por este, Ramayon entabló acción 
ejecutiva ante el Juzgado Pedoral de Rueños Aires, contra 
Augusto de ta Riostra y G a , como dueños del vapor. 

So dictó el auto de solvendo, y notificado este á Don 
Augusto de la diestra, se presentó en juicio su apoderado 
D. Jaime Dam, pidiendo ser tenido por parte. 

No habiéndose hecho el pago, se pidió el mandamiento 
de ejecución, y el embargo del vapor «Emilia». 

Se ordenó uno y otro, salvo el caso en que el vapor 
estuviese cargado y pro n lo para marchar, y él do la 
fianza presen pía por el art. 1030 del Código de Comercio. 

El apoderado Dam, que en 15 de Julio de 1871 fué 
notificado del decreto de ejecución, en 27 del mismo se 
presentó diciendo que el vapor «Emilia» jamás había per- 
tenecido á D. Augusto de la Riestra solo ; que ahora per- 
tenecía á Rojas; que la ejecución se había deducido contra 
Augusto de la Riostra y O ; y que debían dejarse sin efecto 
las providencias dictadas contra su poderdante D. Augusto 
de ja Uiestra. 

Don Cárlos María y h. Edclmiro Rojas se presentaron al 
mismo tiempo, pidiendo se ordenara el desen.bargo del va- 
por que les pertenecia, por haberlo comprado en 25 de 
Julio de 1871 á D. Eustaquio de la Riestra, ú quien se 
lo vendieron en 26 do Mayo de 1869 Benitcz y C", se- 
gún los títulos que acompañaron. 

Desembargado el vapor por haberse ofrecido y aceptado 
una fianza de juzgado y sentenciado ; Ramayon alegó que 
fué inducido por Riestra á creerle dueño del vapor, cre- 
encia que confirmó su apoderado Dam con aceptar el auto 
de solvendo. 
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Que si ahora resultaba quo los Sres. Hojas eran los 
dueños del vapor, debían entenderse con ellos los proce- 
dimientos ulteriores del juicio, prévia condenación á Ries- 
Ira en las costas causadas. 

Buenos Aires, Agosto 10 <lc 1871. 

Y vistos : considera n ti o que de las escrituras quo cor- 
ren en autos resulla que ni Ü. Augusto de la Riostra, 
ni los Sres, Augusto do la Riostra y G" contra quienes 
indistintamente lia deducido l.i demanda el Procurador 
Frugoni hayan sido dueños del vapor <' Emilia » ; 2 o Quo 
por otra [tarto nada hay quo pueda imputarse ¡í D. Jaime 
Dam por el hecho de haber aceptado la representación en 
este juicio, por cuanto la parlo de Ramayon, que repro- 
senta el Procurador Frugoni fué la que pidió que se en- 
tendiese con dicho Dam como reprosentanle de D. Augusto 
do la Riostra; a* lo que se agrega, que tratándose de juicio 
ejecutivo, como os el presente, no se dá audiencia al 
ejecutado hasta después de la citación de remate; y por 
consecuencia sin estar el juicio en dicha estación, no te- 
nia Dam obligación do oponer la escepcion de no ser parte, 
ni representado en el juicio por no ser dueño del vapor; 
3« Que es un deber de la parle de Hamayon asegurarse 
antes de instaurar la demanda, do la persona contra quien 
debía pedir; para lo cual la ley acuerda los medios sufi- 
cientes de averiguación. Por estos fundamentos no ha lugar 
con costas á lo pedido por el Procurador Frugoni. Re- 
póngase el sello. 

Manuel Zavaieta. 
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Ramayon apeló de esta sentencia exponiendo que la 
cuenta demandada fué presentad* por él á Don Augusto de 
la Riostra, quien prometió pagarla ; que el mismo Riestra 
negociaba con el vapor, celebró contratos de fleta mentó, 
pagaba los sueldos de la tripulación, abonó á Ramayon 
otras cuentas de suministros al buque, y contrató el ca- 
pitán Pérez; empleando en todo eso ya su solo nombre, 
ya él de Riestra y Rojas, 

Que por consiguiente el citado Riestra so había dado á 
conocer como dueño ó socio del vapor, y era responsable 
do las costas causadas. 

Acompañó una carta escrita por 1). Augusto do la Riestra 
bajóla firma de Riestra y Rojas al capitán Pérez, pidiéndole 
noticias de los trabajos que se hacían para poner á flote 
el buque. 

Se concedió la apelación. 

Antes de verso la causa, Ramayon defirió posiciones á 
Riestra, quien para absolverlas otorgó un poder especial 
á D. Agustín Casá. 

Se le preguntó si era cierto que cu distintas* ocasiones, 
y á diversas personas había manifestado que el buque 
pertenecía tanto á él como á los Srcs, Rojas, con quienes 
estaba en sociedad, bajo la firma de Riestra y Rojas. 

D. Agustín Casá contestó que no tenia conocimiento. 

Se le preguntó si en el carácter de dueño y co-partícipe 
habia celebrado contratos de (letamento de) buque y otros 
para composturas y ponerlo á flote. 

Contestó que los habia celebrado, pero en el carácter 
de consignatario. 

Se le preguntó como era cierto que la firma Riestra y 
Rojas que obraba al pié de dichos contratos, cuya cópia 
original se presentó, y la que suscribía la carta dirigida 
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al capitán Pero», era escrita de puño y letra de D. Au- 
gusto de la Riostra, 

Contestó que no conocía la firma de Kiestra y Rojas. 

A petición de Ramayon, y por decreto de la Suprema 
Corte, los Gerentes de las Compañías de Seguros • la 
Probidad > y * la Argentina », informaron que en 8 de No- 
viembre de "i 870 el vapor • Emilia» fué asegurado por 
la suma de 1G.O0O $ fts. á favor de Don Augusto de la 



Vista 



el siguiente : 



Falle «> In Suprrm» 



Hítenos Aires, ficlufere 3 de 1871. 

Vistos : resultando de los títulos que corren agregados 
de fojas treiiita y una á treinta y cuatro, que el vapor de- 
nominado » Emilia * corresponde en propiedad á Don Car- 
los María .y á Don Edcliniro Rojas, por la venta que de él 
les hizo Don Eustaquio de la Riestra en veinte cinco de 
Julio de mil ochocientos setenta y uno; y considerando — 
Primero, que los dueños de un buque responden por las 
deudas y obligaciones que contrae el capitán para reparar- 
lo» habilitarlo y aprisionarlo, conforme el párrafo segundo, 
articulo mil treinta y siete del Código do Comercio; — 
Seguíalo, que, aunque la deuda que consta po.* la cuenta 
presentada á foja primara, y reconocida por el capitán á 
foja seis, es de fecha anterior á la compra hecha por Don 
Cárlos María y Don Edelmiro Rojas, la propiedad de los 
buques, en los casos de venta voluntaria, se trasmite al 
comprador, según el artículo mil veinte, con todas sus 
cargas y <"l"« derechos v nrivilerios especificados en 



* 
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los artículos mil veintiuno, mil veintidós y mil veintitrés, 
entre los que están incluidas las sumas prestadas al ca- 
pitán ó pagadas por su cuenta para las necesidades del 
buque — por estos fundamentos se declara que la ejecución 
iniciada por Don Miguel Ramnyon, se debe continuar, por 
el valor de la cuenta de toja primera, reconocida á foja 
seis, con sus intereses desde el dta en que fué pronun- 
ciado el auto de soivendo á foja siete vuelta, contra los 
espresados Don Carlos María y Don Edelmiro Rojas, actua- 
les dueños del vapor * Emilia, » á quienes se reserva el 
derecho que tuvieren contra su vendedor. 

Resultando ademas — Primera, que, dirigida In ejecución, 
á foja siete, contra Don Augusto do in Riestra y Compa- 
ñía, se presentó Don Jaime Dam :í foja quince, expresando 
que Don Augusto de la Riostra lo constituía su apoderado 
en ata cuestión y pidiendo que se entendieran con él las h/- 
terioret diligencia*; — Segundo, que proveido de conformi- 
dad ese pedido por el Juzgado de Sección, á foja quince 
vuelta, declinó en seguida, í\ foja veinte y nueve, ta re- 
presentación de que él mismo se hahia dicho investido y 
que había solicitado le fuese reconocida, fundándose en 
que la ejecución se dirigía contra Riostra y Compañía, y 
él no tenia poder si nú de Don Augusto de la Ricstrn, y 
en que el vapor € Emilia » no pertenecía a Diestra y Com- 
pañía, sind Á Rojas, y jamas babia pertenecido á Rtestra 
solo ; — Tercero, que, habiéndose citado a Don Augusto de 
la Riestra para absolver posiciones ante esta Suprema Cor- 
te, otorgó el poder que se registra á foja odíenla y dos, 
y habiendo comparecido al acto Don Agustín Casá, resultó 
que carecía de las instrucciones necesarias, á pesar de 
que en el poder so espresa que el poderdante lo facultaba 
para que absuelva á su nombre posiciones, lo que jurídi- 
camente significa que le ha dado instrucciones bastantes al 
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objeto, pues sin ellas la facultad seria ineficaz, y la otor- 
garon del poder un medio de eludir la obligación que tie- 
ne el litigante, de absolver franca y categóricamente las 
posiciones que le proponga su adversario : y considerando 
—Primero, que, conforme á lo dispuesto en el artículo 
ciento quince, de la ley de procedimientos, Don Augusto 
tic la Ricsira debe ser tenido por confeso en tas posiciones 
que, por medio de su nuevo apoderado Don Agustín Casá, 
lia absuclto de una manera evasiva ; — Segundo, que de 
esos hechos en que debe ser tenido por confeso, lo mismo 
que de la afirmación hecha por Dam á foja veinte y nueve, 
de que el vapor no habia pertenecido á Hiesíra tolo, lo 
que importa decir que le habia pertenecido en participa- 
ción con otro ú otros, se deduce que Ramayon ha tenido 
justo motivo para ser inducido en la creencia, íomentada 
por el mismo Tliostra, de que este era dueño ó condómino 
del vapor * Emilia, t y de que dirigía bien su demanda 
dirigiéndola contra el ; — 7Vr«ro, que no seria justo, en 
consecuencia, que Ramayon fuese gravado con el pago de 
las costas causadas por culpa de Riestra y de su apode- 
rado Dam, hasta la presente foja en que queda definiti- 
vamente establecido contra quien debe entenderse la ejecu- 
ción pendiente: por estos fundamentos, se declara que 
las eos i. 15 desde foja siete hasta la en que sea notificada 
esta resolución, son á cargo de Don Augusto de la Riostra: 
satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos, de- 
vuélvase el espediente, 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pazos. 
— Marcelino Ugarte— José B. Go- 
rostiaga. 
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CAUSA 3LCV1I. 



fhn Vicente Soto contra Don Ciríaco Guevara, 
por cobro de pesos. 



Sumaria. — 1° Cuando un estrangero es demandado por 
un argentino ante un Tribunal do Provincia, y contesta la 
demanda sin oponer declinatoria se entiende que pro- 
roga la jurisdicción. 

2" Radicado un juicio ante los Tribunales de Provincia, 
debe ser sentenciado y fenecido en la jurisdicción provin- 
cial. 

3o Hay 1 i ti «pendencia sobre el valor de un pagan», cuan- 
do el signatario, demandando al tenedor por una suma 
mayor, rebaja de su crédito el valor de aquel. 



Cato. — En 7 de Febrero de 1862 Don Ciríaco Guevara, 
argentino, firmó un pagaré á Ja vista, á favor de Don 
Vicente Soto, norte-americano, por 859 § plata. 

Con este documento y un papel sin firma ni fecha que 
dice : * dinero tomado de Vicente > con una suma de 
"03¿, Don Agustin re r reí ra por Don Vicente Soto se 
presentó al Juez de Sección en Mendoza, pidiendo que 



L,. 
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D. Ciríaco Guevara reconociera la firma del pagaré ; y el 
apunte él y su hermano D. Juan Antonio. 

Proveído de conformidad, D. Ciríaco dijo que era suya 
la firma del pagaré; y cierto el contenido del apunte, con 
la advertencia que á este se lo habia arrancado cierta 
anotación con que no estaba conforme. 

D. Juan Antonio Guevara dijo que el apunte era de su 
puño y letra, formado por encargo de su hermano Ciríaco, 
para saber cuanto era el dinero que este habia recibido 
ile I). Vicente Soto, 

Después del reconocimiento, Ferro ira por Soto inició 
ejecución contra Guevara por la suma de i ,562 impor- 
te del pagaré y el papel simple. 

En ta citación do remate, Guevara opuso la escepcion 
de inhabilidad del título, diciendo que él seguía un juicio 
contra Soto antes los Tribunales de Provincia y en la 
cuenta de lo debido por este se habia descontado el valor 
del pagaré, habiéndose interpuesto la demanda por el 
escódente que resultaba á su favor, mucho antes que se 
iniciara esta ejecución, habiéndose ya dictado sentencia 
do 1* instancia por los Tribunales de Provincia» por 
lo que ante los de la Nación no debia traerse el mismo 
juicio. 

Corrido traslado Ferreira contestó que el hecho de que 
hubiese demanda ordinaria contra Soto por cargos que 
Guevara le hiciese, no destruía la obligación porque se le 
ejecutaba, ni podía ded ud irse de ese antecedente la excep- 
ción de inhabilidad del título. 

Que si el ejecutado tuviera un crédito líquido contra Soto, 
la excepción podría ser do compensación, jiero nunca de 
inhabilidad desde que se confiesa que la procedencia de 
los créditos es legítima. 

En seguida se puso á prueba la excepción. 
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Prueba del ejecutante. 

lo Un informo del Presidente del Superior Tribunal de 
Justicia de la Provincia, en que se dice que en los autos 
seguidos por Guevara contra Soto, se habia levantado la 
prohibición á este de salir de la Provincia, mediante el 
depósito que habia hecho en un Banco de 900 $ para 
abonar lo que cobraba Guevara y las costas del juicio. 

2 a Unas posiciones en que Guevara confesó que los 
Tribunales de la Provincia lo habían mandado pagar una 
cantidad á Solo, pero que la sentencia se habia apelado. 

Prueba del ejecutado. 

i Copia de la demanda interpuesta por él contra Soto 
ante los Tribunales do la Provincia, notificada el ü do 
Marzo de 1869, llevando el auto de soliendo en osle juicio 
la fecha de 12 de Enero de i 871. La demanda fué por 
2,288 £ 04 cls. de los que deducía 1,305 $ por 859 $ 
con sus intereses que debia á Soto en virtud de un vale 
que este tenia en su poder. 

2o Cópia de una sentencia lecha 14 do Mar/o de 1870, 
del Juez de la Provincia, en que Soto fué condenado á pa- 
gar cinco de las partidas de la cuenta mencionada. 

Fall* 4«1 Jhcb 4t hrrrimn 

Mendoza, Junio 7 de 1871, 

Vistos : á virtud de esta ejecución el ejecutado opone 
la excepción de inhabilidad del título. 

El ejecutante responde, que esta excepción es equivocada; 
que compensación tal vez tendría airea de verosimilitud. 
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El Juez recibió á prueba por el encargado, la excepción 
opuesta, 

Considerando, 1° Que examinando este espediente se 
conoce, que la excepción de inhabilidad del título en muy 
mala hora se ha opuesto, porque esta no corresponde á 
lo alegado y probado. 

2° Que el juicio pendiente ante los Tribunales de Pro- 
vincia es ordinario veste ejecutivo, — Habiéndose deposi- 
tado cantidad suficiente para responder á los resultados de 
aquel, á disposición de los mismos Jueces de Provincia, 
no hay inconveniente para que Don Vicente Soto, eslran- 
jero, busque su fuero, sin que se le pueda objetar some- 
timiento á la Justicia Provincial, desde que uno y otro 
asunto son contem¡)oráneos. 

3 ( ' Que si bien es cierto que el valor depositado en 
este juicio suena también en el otro, una vez que lo 
líquido ó fácil de liquidarse admite compensación con lo 
ilíquido y sujeto á controvercia, como e3 la cuenta corriente 
á fojas vuelta y 34. 

4» Que el argumento que el apunte de í 8 no tiene 
fecha, es inaceptable, ya que está reconocido judicial- 
mente; y que si falso fuese, el ejecutado puede alegar y 
probar su inexactitud en juicio ordinario. 

Por estos fundamentos y otros que se han tenido pre- 
sente en hecho y derecho, so pronuncia sentencia de trance 
y remate. 

Siga la ejecución, hasta complimentar el auto de sol- 
vendo, por capital, costas ó intereses, en la manera que 
previene dicho auto— El actuario haga que se repongan 
los sellos— Se reserva el ejecutado su derecho para el or- 
dinario— r con costas. 



Juan Palma. 
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Apelada esta sentencia por Guevara, fué revocada por 
el siguiente 

Dueños Aires, üclubre 5 de 1871. 

Vistos: resulla de este espediente que Don Vicente Soto, 
natural de No ríe- América, demandó ejecutivamente á Don 
Ciríaco Guevara, argentino y vecino de Mendoza, con un 
vale á Ja vista de valor do ochocientos cincuenta y siete 
pesos plata, y un apunte simple sin feclia ni firma, que 
anuncia Ta suma de setecientos tres pesos de igual moneda, 
cuyos papeles reconoció aquel judicialmente, y que, para 
enervar la ejecución, el demandado alegó la excepción de 
inhabilidad del título, fundándola, en que habia causa 
pendiente ante la Justicia Provincial sobre la misma douda. 

Y considerando; Primero, que, según consta á foja tre- 
ce vuelta, el auto de solvendo fué notificado á Guevara el 
doce de Enero de mil ochocientos setenta y uno ; Segundo, 
que de las copias legalizadas de Ibjas treinta y tres ¡i 
treinta y cinco vuelta, aparece que este instauró demanda 
ordinaria ante la Justicia Provincial contra el mismo Soto 
en tres de Marzo de mil ochocientos sesenta y nuevo, esto 
es, veintidós meses antes de espedirse aquel auto, instru- 
yéndola cun la cuenta de Toja treinta y tres vuelta, impor- 
tante la suma de dos mil doscientos ochenta y ocho pesos 
plata; Tercero, que, al final de ella, el demandante Gue- 
vara dice que de su monto rebaja la cantidad de ochocien- 
tos cincuenta y nueve pesos que él debia ¿ Soto, en vir- 
tud de un vale que este tenia en su poder, y ademas los 
intereses, con los que la deuda ascendía á la suma de 
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mil trecientos y cinco pesos, limitando en consecuencia su 
demanda á la de novecientos ochenta y dos pesos ; Cuarto, 
que trabada asi la litis y después de la tramitación corres- 
pondiente á un juicio ordinario, Soto fué condenado al 
pago de cinco de las partidas de la cuenta por sentencia 
de catorce de Marzo de mil ochocientos setenta, esto es, 
diez meses anterior al auto de solvendo; Quinto, que, se- 
gún resulta del informe del señor Presidente de la Cámara 
de Justicia de la Provincia de Mendoza, corriente á foja 
treinta y siete, en trece de Abril de este año se hallaba 
todavía pendiente en ese Tribunal, el referido juicio, ha- 
biendo Soto depositado á sus resultas la cantidad de nove- 
cientos pesos; Scsto, finalmente, quo probada así plena- 
mente la lilispendencia ante la Justicia Provincial de una 
causa ordinaria entre Guevara y Solo, en que se trata 
sobre la liquidación de sus cuentas, figurando en ella el 
valor del vale con que el primero es ejecutado por el se- 
gundo ante la Justicia Nacional, y estando dispuesto en el 
artículo doce de la ley do catorco de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres * que, una vez radicado un 
« juicio ante los Tribunales de Provincia, será sentenciado 
I y fenecido en la jurisdicción provincial, i y prescribién- 
dose en el inciso cuarto del artículo doce de la misma ley, 
t que cuando un estrangero es demandado ante un Juez 

■ ó Tribunal de Provincia, y contesta la demanda, sin 
• oponer la excepción de declinatoria, se entenderá que 

■ la jurisdicción (lia sido prorogada, y no podrá ser traída 
f á la jurisdicción nacional por recurso alguno, > — por es- 
tos fundamentos y de conformidad con los principios esta- 
blecidos por esta Suprema Corte en la resolución de la 
causa noventa de igual naturaleza, se revoca la sentencia 
apelada de foja cuarenta y nueve, y se declara que no 
corresponde á la Justicia Nacional el conocimiento de este 
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pleito. Satisfechas las costas y repuestos los sellos, de- 
vuélvase al Juez de Sección á quien se previene liag,*i 
integrar el valor del correspondiente al poder de foja pri- 
mera. 

Salvador María del Carril,— 
Francisco Delgado. — José Bar- 
ros Pazos.— José lí. GorostiagI 



